DOSSIER LABOR PARLAMENTARIA SENADOR MÁXIMO PACHECHO

LEG. 319° SESIÓN 2° DE 21 DE MARZO DE 1990
ATENTADO CONTRA GENERALES EN RETIRO SEÑORES GUSTAVO LEIGH GUZMÁN Y ENRIQUE RUIZ BUNGER. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, intervengo para condenar en la forma más enérgica los atentados cometidos en el día de hoy contra los generales en retiro de la Fuerza Aérea señores Gustavo Leigh y Enrique Ruiz, quienquiera que los haya perpetrado y cualesquiera que sean los motivos que tuvieron en vista sus autores. La vida es sagrada, y nadie puede atentar contra ella. Y el que lo haga debe recibir nuestra condena más categórica.



Además, señor Presidente, éste es un atentado contra la democracia. El pueblo de Chile decidió restablecer la democracia para vivir en paz, justicia, libertad y respeto a los derechos humanos. Ésta es una responsabilidad de todos los chilenos, de la cual ninguno puede excluirse.



Si entramos en una espiral de odio y de violencia, destruiremos la fisonomía histórica de nuestro país.



Confío, señor Presidente, en que Carabineros e Investigaciones realizarán todas las indagaciones del caso con acuciosidad y esmero, para colaborar al restablecimiento de la justicia quebrantada.



Hago llegar a los familiares de los generales señores Leigh y Ruiz nuestra solidaridad, y formulo votos por su pronto restablecimiento.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 319, SESIÓN 04° DE 03 DE ABRIL DE 1990
INCIDENTES EN TRIBUNALES DE JUSTICIA DE SANTIAGO SOLUCIÓN LEGISLATIVA A PROBLEMAS DE SISTEMA JUDICIAL Y A VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS
El señor PACHECO.— Señor Presidente, en el día de ayer ocurrieron hechos muy lamentables en el Palacio de los Tribunales de Justicia, cuando más de 200 familiares de presos políticos irrumpieron en el recinto gritando consignas, desplegando lienzos y pancartas, y exigiendo la inmediata libertad de los procesados. Algunos se encadenaron en las balaustradas del segundo piso, bastante cerca del lugar donde estaban reunidos en pleno los Ministros de la Corte Suprema. Simultáneamente, los manifestantes —medio centenar de mujeres— procedieron a encadenarse a las balaustradas.



Con posterioridad, una vocera, que se identificó como Silvia Aedo, familiar del preso político Hugo Marchant Moya, leyó una proclama, señalando que exigían “al Gobierno de Patricio Aylwin y a los tribunales de Justicia, la libertad de todos nuestros compañeros encarcelados”, añadiendo que “esta acción de hoy forma parte de nuestra lucha y vamos a realizar otras acciones tendientes a liberar a todos los prisioneros políticos. No vamos a permitir que a nuestros compañeros se les califique entre prisioneros de conciencia y de violencia.”.



Esa fue su declaración.



Sobre el particular, señor Presidente, quisiera formular algunas observaciones.



Corresponde —me parece— reiterar una vez más el criterio sostenido por el Presidente de la República, el Ministro de Justicia y otras autoridades en orden a que este tipo de manifestaciones no facilita la solución de los problemas en torno a los cuales ellas se convocan, sino que, por el contrario, entorpece gravemente la búsqueda de las indicadas soluciones.



La situación de los condenados y procesados es una cuestión que preocupa seriamente al Gobierno; pero los mecanismos para superar las circunstancias que a todos ellos los afectan deben ajustarse a la legalidad actual y a la que se procura obtener en el futuro inmediato.



Sin perjuicio de esta observación, señor Presidente, no dejan de llamar la atención los términos del acuerdo adoptado por el más alto Tribunal —la Corte Suprema—, que reclama medidas de seguridad tanto para el edificio como para las personas de los jueces que allí desempeñan sus funciones. No se explicitan las prevenciones que a ese respecto debieran adoptarse y que importarían una innovación y una modificación de las que hasta ahora, sin reclamo alguno, han operado en los recintos judiciales.



Hasta el momento, señor Presidente, las fuerzas de Gendarmería habían sido suficientes para poner orden en el Palacio de los Tribunales.



No es el primer incidente que ocurre. Durante los años pasados hubo muchos, y los efectivos de Gendarmería fueron suficientes para contenerlos.



Considero que en esta circunstancia no era necesario el ingreso de las Fuerzas Especiales de Carabineros para cumplir funciones propias de Gendarmería.



Por ese hecho, y por otro acaecidos con anterioridad, creo, señor Presidente, que ésta es una buena oportunidad para que reflexionemos juntos sobre lo que Chile tiene derecho a esperar en el ámbito de la administración de justicia en esta nueva etapa de la vida nacional.



Nadie puede objetivamente negar que la administración de justicia experimenta una grave crisis. Encuestas de opinión pública; estudios científicos y, además, del pensamiento del ciudadano corriente, y el análisis del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, en su última cuenta, coinciden en señalar las graves deficiencias que aquejan a nuestro sistema Judicial: faltan tribunales; los existentes carecen de medios adecuados; los juicios demoran demasiado y, en el ámbito penal, muchas veces son inútiles; y mucha gente no tiene posibilidad de acceder a la justicia.



Esa crítica adquiere especial relevancia en lo que respecta a las causas en materia de derechos humanos. La opinión pública piensa — y yo comparto este juicio— que en la gran mayoría de los casos nuestros tribunales no hicieron suficiente uso de las atribuciones que la Constitución y las leyes les confieren para proteger los derechos fundamentales de las personas, lo que constituye su más trascendental tarea.



Por eso, señor Presidente, frente a los hechos acontecidos en el día de hoy, formulo un llamado muy ferviente para que se produzca un encuentro de fondo entre el Gobierno —el Presidente de la República, el Ministro de Justicia—, el Parlamento —el Senado y la Cámara de Diputados— y los familiares de las víctimas que han sufrido violaciones a los derechos humanos, a fin de que juntos busquemos fórmulas de solución legislativa, de tal manera que, no a través de la violencia, sino del diálogo, del entendimiento, de un encuentro entre todos los chilenos, podamos resolver estos graves problemas que aquejan a nuestro sistema judicial y, también, hacer justicia a quienes han sido objeto de tales violaciones.



Nada más, señor Presidente.



Muchas gracias.

LEG. 319, SESIÓN 05° DE 17 DE ABRIL DE 1990
SUPERIORES DE JUSTICIA EN SANTIAGO. CRISIS DEL PODER JUDICIAL. 
OFICIOS
El señor PACHECO.- Señor Presidente, Honorables colegas:



En primer término, en nombre de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano, deseo expresar nuestra condena más categórica al atentado perpetrado recientemente en Santiago en el inmueble donde residen varios señores miembros de los Tribunales Superiores de Justicia.



Consideramos que los actos de violencia, quienquiera que los cometa y cualesquiera que sean sus motivos, son condenables y que la vida humana debe ser siempre respetada.



Por ello, hacemos llegar al Poder Judicial y a los señores Ministros y Fiscales víctimas de ese atentado nuestra absoluta solidaridad, y confiamos en que la investigación judicial que se realiza obtenga éxito y se individualice y sancione a los culpables.



Por otra parte, señor Presidente, en los últimos días se ha producido un debate público con relación a la crisis del Poder Judicial.



Al respecto, me parece importante exponer la opinión de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano sobre este tema tan trascendente.



"Crisis" significa "un juicio que se hace de una cosa después de haberla examinado cuidadosamente".



Por eso, no puede valorarse a priori una crisis, ni positiva ni negativamente, ya que ofrece por igual posibilidades de bien y de mal. Pero ciertas valoraciones anticipadas son factibles tan pronto como se especifica el tipo general de la crisis.



Al inaugurar el año judicial 1989, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, don Luis Maldonado, recordó que, "Frente a la organización del Estado que se separa tripartitamente en el manejo del poder, es posible concebir la necesidad elemental de la heterotutela. Cada uno de los Poderes vela para que el otro no utilice mal el que le corresponde".



Al iniciarse el tránsito a la plena democracia, esa afirmación comienza a adquirir plena validez, y es obligación de los Poderes Ejecutivo y Legislativo ocuparse de ejercer esa heterotutela; de modo que nadie debe molestarse si ello ocurre.



Según el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, "es la voluntad del pueblo la base de la autoridad del Poder Público", de donde fluye necesariamente el derecho del pueblo a evaluar pública, serena y democráticamente el comportamiento de toda autoridad y de toda institución pública, con mayor interés y detención mientras más alta sea la importancia de la función que cumple.



El mismo Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, al inaugurar el año judicial 1990, propuso cambios profundos en la justicia chilena y señaló la necesidad de una efectiva autonomía política, económica y funcional del Poder Judicial; indicó las disposiciones dictadas por el régimen militar que han obstaculizado, y lo continúan haciendo, la labor de los jueces; pidió cambios en el sistema de nombramientos y de calificaciones de los funcionarios judiciales, y reclamó por las bajas remuneraciones de estos servidores públicos.



Sólo un mes después, el Presidente de la República, don Patricio Aylwin, hizo pública su coincidencia con esas posiciones, y fue más lejos, analizando en profundidad esas fallas y sugiriendo orientaciones y soluciones concretas para superarlas.



El Primer Mandatario sostuvo que "nadie puede objetivamente negar que la administración de justicia experimenta una grave crisis".



Concordamos con el juicio emitido por el Jefe del Estado: "Hoy día nadie puede, objetivamente, negar que la administración de justicia experimenta una grave crisis. Encuestas de opinión pública y estudios científicos, la opinión del ciudadano común y el análisis del propio Presidente de la Excelentísima Corte Suprema coinciden en señalar las graves deficiencias que aquejan a nuestro sistema judicial: faltan tribunales; éstos carecen de medios adecuados; los juicios demoran demasiado; y, en el ámbito penal, muchas veces son inútiles; mucha gente no tiene posibilidad de acceder a la justicia y muchos juzgan inútil recurrir a ella; y, por sobre todo, la ciudadanía opina que la judicatura no actúa como un Poder del Estado realmente independiente.".



Sin embargo, creo que lo más grave e importante de esta situación se refiere a los derechos humanos. El Presidente de la República ha dicho que, en la gran mayoría de los casos de gravísimas violaciones criminales de los derechos humanos, "nuestros tribunales no hicieron suficiente uso de las atribuciones que la Constitución y las leyes les confieren para proteger los derechos fundamentales de las personas, lo que constituye su más trascendental tarea".



Soy un testigo directo de esto último. Durante los pasados 16 años, y en especial desde la Vicepresidencia de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, pude constatar, día a día, esta verdad fundamental.



En un archivo revisado con rigor, mes a mes, entregamos a las autoridades las denuncias de muertes, homicidios frustrados, torturas, amedrentamientos, relegaciones, exilios y privaciones de libertad totalmente arbitrarios.



Son muchas miles las personas y familias que vivieron tales dramas, y la justicia resultó impotente para proteger a esas víctimas.



Por ello, no es admisible afirmar, como se ha hecho en el acuerdo de la mayoría de los Ministros de la Corte Suprema, que "el Poder Judicial no está en crisis" "porque cumple y sigue cumpliendo su elevada misión de ser justo".



El país, señor Presidente, no puede quedarse discutiendo si hay o no crisis en la justicia chilena. El problema no se reduce a un calificativo apropiado, sino a que el Poder Judicial realice la tarea que el pueblo espera y exige.



Esa obligación está enmarcada en los compromisos que ha contraído el Estado de Chile con la comunidad internacional en esta materia y que, por lo mismo, obligan al Poder Judicial como parte de ese mismo Estado.



Es urgente que nuestra justicia se haga responsable del cumplimiento de tales normas internacionales y que efectúe un profundo examen sobre sus deberes en esta materia, más aún si sabemos que hoy, en virtud de lo preceptuado por el artículo 5° de la Constitución Política, ellas son las disposiciones superiores a todo el orden jurídico nacional.



El Poder Judicial debiera ser modernizado conforme a los principios y normas establecidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en los pactos y convenciones que obligan a Chile en esta materia, como también todos los jueces y funcionarios auxiliares de la justicia deberían poseer la conciencia, el conocimiento y la voluntad de cumplir con esos deberes propios del Poder del Estado en que ejercen la noble y significativa tarea de la justicia.



Hoy en día, la teoría del derecho ha avanzado pasos gigantescos, desde la crítica del derecho internacional en materia de derechos y libertades fundamentales.



Nuestra justicia deberá desarrollarse en profundidad, en extensión y en eficacia.



Cada vez son más complejos los asuntos que a ella corresponde tratar y más amplios sus horizontes. Esto obliga a una profunda renovación humana, organizativa de medios e instrumentos.



Será tarea de toda la sociedad proceder a esta modernización y puesta al día de nuestra justicia.



Habrá que promover una conciencia social de la concepción de la justicia como fruto de la realización de la dignidad humana, para alcanzar la seguridad jurídica y la paz social, inspiradas en los valores y normas de los derechos humanos.



Habrá que restituir al Poder Judicial la plenitud de las características que le dan la condición de un real Poder del Estado, mediante la atribución de una efectiva autonomía económica, independencia política y en sus procedimientos, junto a una real fiscalización democrática de sus actuaciones. Por ello, coincidimos con las ideas que expuso el Presidente de la República para elevar la judicatura a su más alto nivel, por medio de una reforma orgánica y procesal que le permita realizar la justicia en la convivencia social mediante:



-Incorporación a la judicatura de los métodos más modernos y adecuados para el ejercicio de sus atribuciones.



-Establecimiento de una carrera judicial que respete plenamente la dignidad de los magistrados, donde sólo los criterios de eficiencia e idoneidad sean relevantes para el ingreso y los ascensos en la carrera.



-Calificaciones públicas con expresión de sus fundamentos, efectuadas por el superior jerárquico inmediato, con reposición o apelación.



-Creación de una escuela judicial donde posean prioridad las cuestiones doctrinales y prácticas destinadas a fortalecer el sentido de responsabilidad ética y social de la función jurisdiccional.



-Reformas orgánicas y procesales que restituyan a la justicia ordinaria su competencia en materia de delitos que no sean propiamente militares, a la vez que aceleren el ritmo de la judicatura y mejoren la calidad del servicio, extendiéndolo a los sectores más desvalidos.



-Independencia de la judicatura, calidad ésta que exige -más allá de las normas programáticas que la postulen- la firme voluntad del magistrado de alcanzar la verdad y de ser justo, "protegiéndose con recia coraza de toda clase de influencias y presiones, aun las de sus propios prejuicios", y visiones globales sobre la sociedad y el diario acontecer.



-Creación de un Consejo Nacional de la Justicia, entendido como un órgano integrante del Poder Judicial que asumiría exclusivamente funciones no jurisdiccionales, quedando estas últimas reservadas a los tribunales establecidos por la ley.



Señor Presidente, asegurando la unidad de su jurisdicción, el ejercicio real del derecho a la justicia para toda la población, la coherencia entre la ley nacional y la internacional en materia de derechos humanos y la ampliación de su horizonte a todas las dimensiones que éstas comprenden, se habrán repuesto para todos los chilenos la confianza y el amor a esta función esencial al Estado de Derecho, capaz de asegurar el orden y la paz, en una sociedad que busca vivir en solidaridad y unidad de propósitos.



Ha llegado el día en el cual, entre todos, nos demos a la tarea de construir el país que queremos y debemos tener.



Que nadie se moleste, señor Presidente, por la crítica y que nadie crea que el cambio es una amenaza.



Es cierto que existe una crisis de la justicia en Chile, pero también es verdad que hay en el Poder Judicial personas preparadas, eficientes y probas que, a pesar de las limitaciones que sufren, desean cumplir lo mejor posible con la alta misión de administrar justicia.



Los principios y normas de la justicia a que he hecho referencia buscan justamente resolver la crisis lejos de la pasión, y, por lo mismo, las mejores cualidades para superarla residen en la humildad del saber, la voluntad de servir, el amor a cada ser humano en su libertad, su igualdad, su dignidad y sus derechos.



A esta tarea trascendental debemos contribuir el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, para construir un sistema judicial más independiente y eficiente, que haga posible que en Chile haya justicia para todos.



Termino rogando al señor Presidente que se sirva disponer el envío de oficios al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia y al señor Ministro de Justicia, transcribiéndoles el texto de mis observaciones.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 319, SESIÓN 07° DE 18 DE ABRIL DE 1990
INDULTO GENERAL
El señor PACHECO.— Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, concurrí a la discusión de este proyecto de ley sobre indulto general, y fui partidario de aprobarlo en la forma en que lo presentó el Ejecutivo, con leves modificaciones, a las cuales ha hecho referencia el Honorable señor Vodanovic.



Con respecto al artículo 4º, establece que se indultan “las penas de inhabilitación absoluta perpetua de derechos políticos impuestas a todas las personas que, a la fecha de vigencia de la presente ley, hayan cumplido la totalidad de sus condenas o las cumplan dentro de los seis meses siguientes a esa fecha.”. Hago presente que voté por la mantención de este precepto, para favorecer con el indulto a todos aquellos a quienes se ha aplicado como pena accesoria la de inhabilitación absoluta perpetua para ejercer derechos políticos. Esto, como una real posibilidad de reinserción completa de esas personas en la sociedad, especialmente en una etapa de la vida nacional que se caracteriza por un esfuerzo compartido capaz de generar mayor democracia en todas las esferas y expresiones de la vida social.



Señor Presidente, no comparto el criterio de los miembros de la Comisión que estuvieron por declarar que este artículo 4º es inconstitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la Carta Fundamental. Y ello, porque considero que el indulto que propone la iniciativa es una institución jurídica diferente de la que establece el citado precepto constitucional, que se refiere a la pérdida de la calidad de ciudadano por condena a pena aflictiva y a la rehabilitación por el Senado. En mi concepto, son dos situaciones distintas, dos institutos jurídicos disímiles. Por eso fui partidario de mantener el mencionado artículo 4º.



No obstante ello, no insisto en su mantención, porque esta iniciativa del Supremo Gobierno, que hace realidad la petición que formularan el Santo Padre, Juan Pablo II, y el nuevo Arzobispo, Monseñor Carlos Oviedo, y que beneficiará a más o menos 3.000 condenados, de los cuales quedarán en libertad de inmediato unos 1.500, es demasiado trascendente. A mi modo de ver, el despacho del proyecto es urgente, por motivos humanitarios, y la solución no debe dilatarse, por razones de justicia.



En consecuencia, los Senadores de la Democracia Cristiana somos partidarios de la aprobación del proyecto tal como fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Gracias, señor Presidente.
LEG. 319, SESIÓN 08° DE 24 DE ABRIL DE 1990
FACULTAD DEL SENADO PARA ANALIZAR INSTITUCIONALIDAD CHILENA E INSTITUCIONES ESPECÍFICAS. OFICIOS
El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Se ha planteado aquí que no es tarea de esta Honorable Corporación analizar críticamente la realidad institucional del país y de instituciones específicas, como el Poder Judicial.



Tal perspectiva nos parece equivocada, y por eso intervenimos en esta oportunidad.



Chile es una República democrática. En ella el poder estatal obtiene su legitimidad de la voluntad popular, la que se expresa por el pueblo a través de las elecciones o los plebiscitos en que elige a sus representantes o decide directamente sobre materias de reforma constitucional o de interés local. El Presidente de la República y las dos ramas del Congreso Nacional son expresión de la voluntad popular.



Ambos órganos —el Jefe del Estado y el Parlamento—, en cuanto colegisladores y en cuanto poder constituyente instituido, tienen el derecho y el deber de analizar los ámbitos de la realidad nacional que requieren de urgentes reformas para que se cumpla eficientemente la labor de satisfacer las necesidades sociales colectivas para la que fueron creados.



Corresponde al Congreso Nacional y al Primer Mandatario, como órganos representativos de la voluntad popular encargados por la Carta Fundamental de ejercer la potestad constituyente derivada y la potestad legislativa, verificar si la actitud de los órganos del poder es la deseada por la concepción del derecho vigente en la sociedad. Si no fuera así, no estarían cumpliendo responsablemente su deber de evitar las crisis institucionales, anticipándose a ellas, y buscar los remedios adecuados para solucionarlas cuando se producen.



No debe olvidarse que el órgano Ejecutivo y el Legislativo son poderes activos, creadores de normas que regulan la convivencia social en justicia, libertad y paz.



Es al Estado, y principalmente a sus poderes activos, Congreso Nacional y Gobierno, a quien corresponde, al tenor del artículo 1° de la Constitución, estar “al servicio de la persona humana”, “y su finalidad” —dispone dicho precepto— “es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece”.



Al Senado le compete, señor Presidente, dentro de sus deberes, hacer realidad esa norma, como asimismo aquella introducida por la reforma constitucional de 1989 que establece el deber de los órganos del Estado de respetar y promover los derechos esenciales emanados de la naturaleza humana, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



Es, de ese modo, un derecho y un deber de quienes formamos parte del órgano constituyente instituido y del órgano legislativo hacer, con altura de miras, todos los diagnósticos necesarios a base de los cuales se ejercerán luego la reforma constitucional y la potestad legislativa. No hay ningún aspecto institucional de la vida del país que quede al margen de esta tarea permanente que deben desarrollar los miembros del órgano parlamentario. Actuar de otra manera sería irresponsable para con el país y la ciudadanía, a la que representamos; se erosionaría la legitimidad democrática del Congreso Nacional, y estaríamos contrariando nuestro deber constitucional de ser diligentes legisladores que procuran el bien común de la sociedad chilena aquí y ahora.



Hacer un diagnóstico de la realidad del Poder Judicial no implica revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones, avocarse causas pendientes, ni hacer revivir procesos fenecidos. Nuestro análisis es distinto. Se trata de determinar si el órgano judicial está estructurado en forma adecuada; si cumple eficientemente su función constitucional; si las normas jurídicas que regulan los procedimientos son apropiadas; si el personal es suficientemente preparado e idóneo; si las disposiciones que reglan los criterios de interpretación de los preceptos legales son las convenientes; si se ha actuado con la suficiente inteligencia para preservar la justicia y los derechos humanos, sin cuya garantía no hay Estado Constitucional de Derecho; si el Poder Judicial goza de la necesaria independencia funcional y económica.



Si de dicho diagnóstico emana un juicio político en términos de que el Poder Judicial se encuentra en crisis por causas endógenas o exógenas, es deber nuestro, como parte del poder constituyente instituido y del órgano legislativo, actuar, aprovechando las reformas constitucionales y legislativas, para poner remedio a esta situación y evitar que siga degradándose hasta llegar a extremos en que la violencia reemplace el camino de la razón y de la justicia institucionalizada para resolver los conflictos de intereses al interior de la sociedad.



Es labor de los Senadores, señor Presidente, aquí, en esta Corporación, y no sólo en la academia o en libros, preparar las reformas necesarias al ordenamiento jurídico para hacerlo más acorde a los derechos humanos para que la justicia llegue a todos y los conflictos de intereses jurídicos se resuelvan en tiempo oportuno. Quien sostenga lo contrario está autolimitando el papel del Senado y de los Senadores en su función de órgano constituyente instituido, regulado por los artículos 116 y 117 de la Carta Fundamental, y su carácter de órgano legislativo, establecido por el artículo 42 de la misma.



Finalmente, cabe señalar que el deber del Congreso Nacional y de sus miembros es respetar la Constitución, como, asimismo, actuar dentro de su competencia y en la forma que prescribe la ley. Este principio básico del Estado de Derecho, consagrado en los artículos 6° y 7° de aquélla, lejos de afectarse por nuestro análisis, se encuentra reafirmado por el ejercicio de las competencias que el propio Texto Fundamental otorga a este Honorable Senado. No está de más agregar que el inciso final del artículo 49 de la Constitución que prohibía al Senado destinar sesiones especiales o partes de sesiones a emitir opiniones sobre actos de Gobierno o acerca de materias ajenas a sus funciones fue derogado por la reforma constitucional de 1989, restableciéndose en parte la dignidad y las funciones del Senado, severamente cercenadas por el régimen autoritario.



Reafirmamos en consecuencia, señor Presidente, todas y cada una de las expresiones vertidas en la sesión de esta Corporación de 17 de abril recién pasado. Lo hacemos en cuanto miembros del poder constituyente derivado y del órgano legislativo. Es indispensable y urgente una reforma del Poder Judicial, a fin de sacarlo de la profunda crisis en que se halla inmerso. Para ese efecto, hay soluciones que requieren de reforma tanto de la Carta Constitucional cuanto de los preceptos legales que la regulan, tal como las han especificado el Presidente de la República, parlamentarios, e incluso miembros de la propia judicatura —entre los cuales se encuentra el Presidente de la Corte Suprema—, fuera de ser ello opinión generalizada del cuerpo político de la sociedad, sujeto del poder constituyente, a cuyo mandato deben adecuarse todos y cada uno de los órganos del Estado, incluido el Poder Judicial, cuya autoridad deriva también del pueblo en última instancia y de cuya idea de derecho es tributario.



Ruego al señor Presidente que se sirva disponer el envío de oficios al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema y al señor Ministro de Justicia, transcribiéndoles copia de mi intervención.



Muchas gracias.

LEG. 319, SESIÓN 13° DE 15 DE MAYO DE 1990
CONDENA A ASESINATO DE CORONEL DE CARABINEROS EN RETIRO SEÑOR LUIS FONTAINE MANRÍQUEZ
El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



El país se ha visto recientemente conmovido por el alevoso asesinato del coronel de Carabineros en retiro don Luis Fontaine Manríquez.



Este atentado terrorista, cometido contra ese ex oficial y su secretaria, doña Margarita Mardones Albornoz, ha merecido el repudio más categórico de los chilenos, del Presidente Patricio Aylwin y su Gobierno, de los partidos políticos, y a él se suma hoy el de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano, en cuya representación intervengo-



Condenamos ese atentado contra personas que, como todo ser humano, tienen el derecho inviolable a la vida, porqué la existencia humana es sagrada y no puede ser vulnerada bajo pretexto alguno.



Con este cruel asesinato se ha puesto término a una vida; se ha causado una herida a una familia; se ha ofendido a una institución muy respetable, como es Carabineros de Chile, y se ha atentado contra la sociedad chilena, que anhela vivir en paz, justicia y libertad.



Actos de esta naturaleza provienen de minorías fanatizadas, cultoras de la violencia y que la usan para los más variados propósitos.



Actos de terrorismo como el que condenamos, aunque se les trate de justificar como "políticos", son crímenes que deben recibir el castigo que corresponda, porque atenían contra el régimen democrático y el Estado de Derecho, alteran la convivencia pacífica de los chilenos, constituyen una abierta provocación a las autoridades que el pueblo eligió y hieren el alma nacional.



El terrorismo es la negación de la humanidad y de la dignidad intrínseca del hombre, y, cualquiera que sea su origen, es merecedor del más profundo y activo rechazo.



Por ello, una de las más grandes ofensas al ser humano la constituyen el terrorismo y el uso de métodos terroristas. Ello retrotrae nuestra sociedad a la época de la barbarie.



Condenamos en los términos más categóricos el terrorismo, en cualquiera de sus manifestaciones. Consideramos que el uso de la violencia no tiene ninguna justificación e implica una actitud violatoria de los derechos humanos injusta e irresponsable.



Pocos son los países que no sufren en alguna medida el flagelo del terrorismo. Se trata de grupos reducidos de fanáticos que siembran destrucción y muerte, a quienes es preciso combatir sin vacilaciones, cualquiera que sea su origen o signo ideológico, provengan del Estado o de grupos privados, con la condición ineludible de hacerlo en un marco de plena legalidad democrática, en el cual la eficiencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad se adecué al respeto del derecho a la defensa. En este sentido, Italia dio una gran lección al mundo con motivo del asesinato de Aldo Moro.



Como lo expresara el Presidente Patricio Aylwin, "Este es una acto que no tiene justificación de ninguna clase. Este es un crimen que merece el mayor repudio. Nadie tiene el derecho de hacerse justicia por sí mismo ni a prejuzgar sobre responsabilidades. Para eso existen los mecanismos judiciales.



"Hago un llamado" -continúa el Primer Mandatario- "a todos mis compatriotas a comprender que ese camino de las venganzas o de eliminar a gente porque puede hablar no conduce a lo que Chile quiere y necesita, que es un reencuentro en paz para mirar hacia el futuro y construir una patria mejor para todos.



"Quiero que el país sepa que por parte del Gobierno existe la decisión de ejercer todos los recursos de que dispone para esclarecer la verdad y sancionar a los responsables. No hay debilidad de ninguna especie ni la puede haber frente a hechos de esta clase.", terminó diciendo el Presidente Aylwin.



Este crimen está siendo investigado por el Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago don Sergio Valenzuela, designado Ministro en Visita a petición del Ejecutivo y quien actúa asesorado por Carabineros e Investigaciones.



De esta manera se han producido la concurrencia objetiva de voluntades y las capacidades de decisión necesarias para individualizar, aprehender, juzgar y sentenciar como legalmente corresponda a los autores que se concertaron para consumar este alevoso crimen.



Reconstruir el valor y la práctica de la justicia en Chile es el único camino para restablecer la seguridad de todos los chilenos y asegurar que no habrá venganza ni revanchas entre sectores o grupos.



Es necesario que todo el país repudie este acto terrorista y, en general, toda manifestación de violencia, venga de donde viniere, para así poder avanzar hacia la reconciliación, la democracia plena, la libertad, la paz y la justicia que anhelamos para construir una patria mejor para todos.



Hacemos llegar a los familiares del coronel asesinado y a Carabineros de Chile nuestra más sentida condolencia, y solicitamos al señor Presidente que se sirva disponer el envío de oficios a la familia de don Luis Fontaine y al General Director de esa Institución, señor Rodolfo Stange, transcribiéndoles copia de esta intervención.



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG. 320, SESIÓN 03° 05 DE MAYO DE 1990
ANÁLISIS SOBRE TERRORISMO EN CHILE

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables colegas:



Esta sesión del Senado ha sido destinada a analizar el tema del terrorismo.



Intervengo en nombre de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano para precisar nuestra concepción al respecto.



En la actualidad, el terrorismo se define como un delito dirigido contra las personas, la libertad, la seguridad o los bienes, con la intención deliberada de producir pánico, desorden, alarma o temor públicos en una sociedad organizada, a fin de destruir la disciplina social y el Estado de Derecho.



Como delito, posee los elementos propios de esos hechos ilícitos, que son castigados por las legislaciones de todos los países.



A esos elementos universales, el terrorismo añade el de provocar un estado de alarma en personas determinadas, en grupos de personas o en toda la población, mediante la creación de un repetido peligro común.



Entre los principales bienes jurídicos que vulnera el terrorismo pueden citarse el derecho a la vida, el derecho a la libertad, la seguridad personal, el derecho de propiedad y otros.



El terrorismo posee características propias. La víctima, en algunas ocasiones, es indeterminada, porque al terrorista, cuando asesina o secuestra, no lo guía el odio o la venganza hacia su víctima —a la que muchas veces desconoce—, sino el propósito de crear un peligro público para causar alarma entre el mayor número de personas y provocar problemas a la autoridad.



Caracterizan también al terrorista los medios de que se vale en la perpetración de su crimen. El asalto a mano armada, el secuestro, el asesinato, el incendio y todo otro medio violento, por repugnante o alevoso que sea, no son rechazados por él.



Otra particularidad del terrorismo moderno es su organización. No existe hoy el terrorista individual, solitario, sino que él ha sido reemplazado por "bandas" o "asociaciones ilícitas" que se constituyen para delinquir.



Para provocar el estado de alarma pública, el terrorista no se limita a la ejecución de un delito, sino que perpetra acciones de esta índole repetidamente, característica que lo hace aún más peligroso.



El terrorismo puede ser un delito nacional o internacional. Es nacional cuando los hechos delictuosos se cometen en un país determinado y allí los inculpados son aprehendidos y juzgados. Es internacional cuando traspasa las fronteras de un Estado y pone en peligro la paz internacional.



El terrorismo, teniendo en cuenta estas características, puede ser clasificado en terrorismo de Estado y terrorismo privado, y este último, en terrorismo político y terrorismo delictual. Por ello, el sujeto terrorista puede ser un Estado, un grupo o un individuo, constituyendo una de sus características más importantes su crueldad, utilizada con el propósito de causar terror, creando, por lo mismo, un daño que va mucho más allá de la víctima inmediata, abarcando a toda la sociedad y amenazando al conjunto de la humanidad, lo que justifica que el derecho internacional lo trate rechazándolo, condenándolo y no otorgándole protección alguna.



El terrorismo, de cualquier clase, de manera directa o indirecta, representa una agresión simultánea contra los derechos humanos, la libre determinación de los pueblos, el Estado de Derecho y cualquier forma de vida democrática que busque hacer realidad esas normas. Por lo mismo, nada tiene de común con el delito político, y no pueden asimilarse esas dos situaciones o conductas.



Asimismo, no todo uso de violencia constituye un acto terrorista, siendo claro que la sublevación, la rebelión, la sedición y la guerra interna o externa no son conductas terroristas en sí mismas; por ende, es un error reducirlas a esa condición, lo que, por lo demás, haría de las experiencias históricas de las luchas por la independencia, la descolonización y la liberación, una realidad negativa, lo que no corresponde.



Sin embargo, ningún uso de violencia que pueda considerarse como legítima permite la práctica de conductas terroristas, pues jamás es admisible invocar los derechos y la libre determinación del pueblo para atentar contra ellos.



De lo expuesto, nace la necesidad imprescindible de que todos los Estados adopten las medidas necesarias para prevenir el terrorismo y sancionar a sus autores. Ése es el sentido de las resoluciones aprobadas por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos el 30 de junio de 1970 y por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1972.



Todas las naciones tienen la obligación de combatir el terrorismo, sea cual fuere la forma que éste adopte o el sujeto que lo practique, pues todos los pueblos son responsables solidarios de la defensa y promoción de los derechos humanos, en cualquier lugar del mundo en que sean violados, más aún cuando ello es el fruto de atentados contra la humanidad.



Las normas de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proporcionan los fundamentos, las orientaciones y las disposiciones jurídicas que hacen factible prevenir los actos y conductas terroristas, y, si ellos no pueden ser evitados, combatirlos, creando un orden social, económico, cultural, jurídico y político donde la población no se deje llevar a la comisión de este tipo de atentados y en que, de producirse, se cuente con instituciones policiales y judiciales capaces de investigarlos y procesarlos, para que la justicia se realice, como fundamento de la paz.



Éste es el desafío que hoy enfrenta Chile: conjugar de manera eficiente y coherente el necesario combate que habrá de darse al terrorismo con una garantía a los derechos fundamentales de los ciudadanos.



La sociedad entera tiene que tomar conciencia de que el Gobierno, el Congreso Nacional y el Poder Judicial deben enfrentar al terrorismo. Y estamos ciertos de que la naciente democracia posee la vitalidad suficiente para alcanzar éxito en ello, porque, en general, las democracias pueden ser más eficaces que los regímenes de fuerza para superar estas situaciones. En primer lugar, porque encuentran un respaldo político y moral más amplio en la sociedad. En seguida, porque un gobierno democrático actúa en defensa de un régimen político compartido, manteniendo plenamente la vigencia de los derechos humanos, sin incurrir en su violación a pretexto de defenderlos. Por último, porque en democracia las fuerzas políticas representativas de todos los sectores están en condiciones de cooperar entre sí y de  aislar a los grupos que pretenden imponerse mediante el terror.



Señor Presidente, estamos convencidos de que el camino más eficaz para derrotar al terrorismo pasa por el fortalecimiento de la democracia.



Muchas gracias.
LEG. 320, SESIÓN 06° DE 12 DE JUNIO DE 1990
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON JORGE DAHM FERNÁNDEZ. COMUNICACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables colegas:



En nombre de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano, rindo un homenaje de admiración y afecto a Jorge Dahm Fernández, el musicólogo, comunicador social y dibujante recientemente fallecido.



Hijo de Osear Dahm, quien fuera Administrador del Teatro Municipal y cantante, y de Adriana Fernández, ejercía el cargo de Director de Coordinación Artística de ese Teatro.



Jorge Dahm, quien era una personalidad polifacética, fallece en un momento deslumbrante de su carrera y de una vida dedicada enteramente a la difusión del arte.



Nació y creció en una casona de calle Santo Domingo, donde su abuela, su padre y su madre dedicaban largas horas a la música.



Aunque su familia le inculcó el amor por la música y el arte en general, también le impuso seguir una carrera tradicional. Fue así como estudió Derecho, y luego. Arquitectura, Pintura y Teatro.



Amó la ópera desde los cinco años, cuando —según él contaba— vio "Mefistófeles", con un sentimiento de terror y fascinación, aferrado a la mano de su padre. De esa misma época data su afición al dibujo, cuando decidió perpetuar las imágenes que le habían producido un efecto de encantamiento.



Poseía Jorge Dahm un profundo y maduro conocimiento artístico. Además, era de gran calidad humana: generoso, modesto, sensible, dispuesto a dar lo mejor de sí mismo en beneficio de los demás.



Fue un comunicador artístico extraordinario. Dotado de mucho magnetismo personal, atraía a la gente y, con sus conocimientos, llegaba por igual a los adultos, jóvenes y niños.



Jorge Dahm fue un apasionado del espectáculo culto, que supo hacer trascender hacia todos los sectores del espectro social. En su programa "Creaciones" siempre se refirió a la ópera en un lenguaje que a todos llegaba. Similar cosa le ocurrió frente al estudiantado que cada martes asistía a los "Conciertos de Mediodía" en el Teatro Municipal. En forma dinámica, ágil, directa y anecdótica, explicaba a los jóvenes la vida y obra de los grandes maestros de la música. Igual método utilizó en sus programas de televisión.



Escribió los libros "35 Músicos para Empezar", "Opera para Todos y un Stradivarius" y "45 Músicos para Continuar", los que acompañó con sus espléndidos dibujos y caricaturas. De esta manera, Bach, Haendel, Beethoven, Schumann, Brahms o Chopin fueron conocidos en forma amena y atractiva.



En una entrevista periodística expresó:



"La gente piensa que el arte es un lujo que se daban los Médicis en el Renacimiento, pero el arte no es sólo eso: es un alimento esencial del ser humano, porque el hombre no sólo come, duerme, se reproduce, sino que necesita otras cosas.



"Todo hombre tiene hambre de otra vida. De capitán a paje, millonario o pobre, se sufren humillaciones, enfermedades, injusticias. Y ahí están la ciencia y el arte para ayudarnos a sobrevivir. Uno se siente vivo gracias a las emociones que expresan la música y el arte en general".



Jorge Dahm tenía una gran sensibilidad social y pensaba que quienes han sido dotados de bienes, cultura o poder enfrentan el deber ineludible de compartir lo suyo con los que carecen de ello. Al respecto, manifestaba:



"Nunca he podido aceptar la injusticia social, así como nunca he entendido a aquellos que por no conocer las poblaciones marginales creen que éstas no existen. No comprendo a quienes, teniendo, no comparten. No se trata de que todos nos convirtamos en el Padre Alberto Hurtado, pero algo podemos hacer".



Permítanme, Honorables Senadores, una referencia personal.



Tuve el privilegio de ser compañero de curso de Jorge Dahm en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. A decir verdad, los estudios jurídicos no le atraían, y mientras nosotros tomábamos notas de las clases de nuestros maestros, Jorge hacía las caricaturas de éstos, que eran extraordinarias. Un día dibujó un "mono" al que bautizó  como "Roscapumpa" y nos explicó que este  nombre no lo había inventado él, sino Mozart, a quien le agradaba poner sobrenombres a sus amigos, a uno de los cuales correspondía. Este fue, señores Senadores, el origen del famoso personaje con el que en sus programas de televisión contaba las más diversas historias, siempre con el propósito de acercar la cultura al mayor número de personas.



Con él sensible fallecimiento de Jorge Dahm desaparece una personalidad que formaba parte del patrimonio cultural de Chile.



Ruego a la Mesa que se sirva ordenar el envío de una comunicación a su viuda y a sus hijos, transmitiéndoles nuestras condolencias más profundas y el texto de esta intervención.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 320, SESIÓN 10° DE 20 DE JUNIO DE 1990
MOCIÓN  DE LOS HONORABLES SEÑORES DIEZ Y PACHECO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 16.436 EN LO RELATIVO A LA DELEGACIÓN DE FIRMA EN LOS MINISTROS DE ESTADO.

HONORABLE SENADO:
En  las  semanas  pasadas  se  ha suscitado con alguna frecuencia el problema de la admisibilidad de las indicaciones formuladas por los Ministros de Estado durante la tramitación en el Senado de proyectos de ley. La cuestión ha sido planteada en el seno de vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que ha expresado en principio una opinión desfavorable a la continuación de una antigua práctica parlamentaria, en virtud de la cual aquellas indicaciones eran aceptadas, a menos que versaran sobre materias que la Constitución Política del Estado, señala como de exclusiva iniciativa del Presidente de la República. De ello se ha dejado constancia en el informe que dicha Comisión he emitido sobre el proyecto de ley relativo a la libertad de expresión, del que se ha dado cuenta al Senado en estos días.

El motivo  que  tuvo  en vista la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento fue que, no obstante que la suscripción de indicaciones por parte de los Ministros de Estado fue en el parlamento una costumbre persistente, que encuentra apoyo en los artículos 93 y 106 del Reglamento del Senado, entre otros, ella no está amparada por normas constitucionales o legales que otorguen la facultad pertinente.

Es así que el artículo 7° de la Constitución Política del Estado expresa que las autoridades y magistraturas no tienen más atribuciones y derechos que los que expresamente señalen las leyes y la propia Carta Fundamental.

Conforme  al  artículo  62  de  la Constitución, tienen derecho de iniciativa en el proceso formador de la ley el Presidente de la República, los Senadores y los Diputados. En todo el párrafo sobre formación de la ley, del Capítulo V, no se menciona ni una sola vez a los ministros.

El artículo 37 de la Carta, incluido en el párrafo relativo a los colaboradores directos del Jefe del Estado, señala que éstos tienen derecho a asistir a las sesiones de la cámaras, a participar en sus debates sólo con derecho a voz y a rectificar conceptos emitidos en las votaciones. No hay mención que permita colegir -lo que se apartaría, por cierto, de la recta aplicación del principio de legalidad de los actos administrativos- que los ministros tengan atribuciones para intervenir en el proceso de establecimiento de las leyes de otro modo que no sea alguno de los recién indicados.

Si durante largo tiempo, y bajo el amparo de la Constitución de 1925, que en este aspecto no es diferente de la de 1980, se admitió en el Congreso Nacional la presentación de indicaciones por los Ministros de Estado, ello no tiene otra fuente positiva que los Reglamentos del Senado y de la Cámara de Diputados. Aparte de que ellos tienen por finalidad normar lo relativo a la organización y funcionamiento internos de las corporaciones que constituyen el Congreso, conforme a la Constitución y a la ley orgánica, es indudable que su jerarquía jurídica no es de aquellas que exige perentoriamente el artículo 7° de la Constitución. Estos Reglamentos no pueden entonces, en estricto derecho, conceder a otras autoridades o magistraturas facultades o derechos que no les atribuyen las leyes o la Carta Fundamental.

Es  más,   el  artículo  115  del Reglamento del Senado sienta una regla claramente contradictoria con lo que fue costumbre; ella permite que un proyecto o una indicación puedan ser retirados, antes de ser votados, sólo por su autor.

Los  suscriptores  de  la  presente moción dejamos explícita constancia de nuestro convencimiento de que quienes han obrado conforme a la práctica a que nos hemos referido lo han hecho con la más absoluta buena fe y con el ánimo evidente de obviar dificultades y demoras. Ellos han hecho valer argumentos valiosos y respetables en sustento de su tesis.

Con todo, nos ha parecido preferible abordar el problema derechamente, en consonancia con el contexto que nuestro ordenamiento jurídico ha definido desde hace muchos años, en el sistema de delegación de firmas que autoriza la ley N° 16.436, de 1966.

Sin embargo,  por versar la presente moción sobre la tramitación interna de la ley en el Congreso, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 71 de la Constitución Política, es materia de ley orgánica. El proyecto debe ser propuesto como enmienda a la ley N° 18.918 y debe aprobado por las cuatro séptimas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio.

La    autorización    debe    ser circunscrita  a  aquellas  iniciativas  que  provengan del

Presidente de la República, y no a textos o partes de ellos que hayan tenido origen en la iniciativa parlamentaria, porque se trata de delegar una facultad del Jefe del Estado para alterar sus propias proposiciones y no de otorgar al Ejecutivo nuevos derechos en materia de formación de las leyes, que no figuran en la Constitución Política.

Parece   recomendable   que   estas indicaciones sean puestas en conocimiento del Presidente de la República, adoptando el mismo criterio que establece el artículo 93 del Reglamento para las expresiones vertidas por los ministros, en nombre del Presidente, en los debates en el Parlamento.

Por     estas     consideraciones proponemos a la aprobación del H. Senado el siguiente

"PROYECTO DE LEY:

Artículo   único.-   Agrégase   al artículo 24 de la ley N° 18.918 el siguiente inciso final:

"Por decreto supremo firmado por el Presidente de la República, éste podrá delegar en los Ministros de Estado la facultad de formular indicaciones a los proyectos de ley en tramitación en el Congreso Nacional, para sustituir, adicionar, suprimir o retirar, en su caso, proyectos o indicaciones presentados por el Presidente de la República, o partes de los mismos, siempre que no se trate de materias que conforme a la Constitución Política del Estado sean de exclusiva iniciativa presidencial. El decreto respectivo deberá ser comunicado al Senado y a la Cámara de Diputados, y estas corporaciones, por su parte, transcribirán siempre al Presidente de la República todas las indicaciones que presentaren los Ministros de Estado conforme a la presente autorización.".".

SERGIO DIEZ URZUA

MÁXIMO  PACHECO GÓMEZ

LEG. 320, SESIÓN 11° DE 26 DE JUNIO DE 1990
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE ABUSOS DE PUBLICIDAD
El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece en su artículo 19 que "Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión: este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión".



La libertad de expresión es de la esencia del régimen democrático porque él exige el intercambio de ideas, el cotejo de las distintas posiciones, la expresión de los anhelos ciudadanos, la difusión de los planteamientos ideológicos y programáticos de los distintos grupos políticos, la exposición de los problemas e inquietudes de los diferentes sectores sociales, el derecho a ser veraz y oportunamente informado, entre otras cosas.



Para que ello sea posible, los medios de difusión deben contar con las condiciones necesarias para que esas acciones se desarrollen con plena libertad y puedan servir como canales eficaces de esas expresiones del hombre y de los conglomerados de los que él forma parte.



El Gobierno del Presidente Aylwin, con el propósito de hacer efectivo este derecho, tomó contacto con la Asociación Nacional de la Prensa, la Asociación de Radiodifusoras de Chile y el Colegio de Periodistas, para uniformar criterios acerca de la forma de abordar este importante problema.



Los dirigentes de las organizaciones mencionadas -constituidos en una comisión ad hoc- expresaron su acuerdo respecto de la necesidad de abordar el trabajo de proporcionar una legislación adecuada a las necesidades de los profesionales y los órganos periodísticos, en dos etapas.



En la primera, se derogarían disposiciones que entorpecen gravemente y limitan la libertad de expresión. En una segunda, elaborarían proposiciones alternativas sobre la materia, con la participación de las organizaciones mencionadas y la colaboración de otras, como las Escuelas de Periodismo y la Comisión de Derechos Humanos, que también han realizado estudios y proposiciones al respecto.



Con el envío del presente proyecto de ley se está cumpliendo con la primera etapa de ese trabajo.



Lo fundamental de esta proposición, señor Presidente, está centrado en la derogación de algunas normas que amenazan seriamente la libertad de expresión. Hay otras que se eliminan porque eran complementarias de normas constitucionales ya derogadas, las que han perdido su eficacia jurídica. Se actualizan también las menciones acerca de organismos que fueron reemplazados por otros o unidades de valor que ya no tienen aplicación.



El principal cuerpo legal que es objeto de modificaciones es la ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publicidad, en lo que se refiere a las reformas que sufrió en 1984 mediante la ley Nº 18.313. Ellas fueron, en su oportunidad, objetadas por la Asociación Nacional de la Prensa, la Asociación de Radiodifusoras de Chile y el Colegio de Periodistas.



En este proyecto de ley ellas son derogadas y, para evitar cualquier duda, vacío legal o interpretación, se incluye un texto sustitutivo de las normas afectadas por la derogación, el que no es sino la reposición del texto original. Asimismo, se agregan como artículos finales de la citada ley -agrupados en un nuevo Título V denominado "Disposiciones Generales"- una actualización de referencias legales, valores, denominación de organismos y términos relativos a nuestra división administrativa, como también se incluyen algunas definiciones que se estimó conveniente incorporar.



Se define, también, la expresión "diarios", ya que ella tiene directa incidencia en las publicaciones legales que se deben hacer, de acuerdo a la reciente modificación del Código de Procedimiento Civil en ese tipo de publicaciones, existiendo algunas, especialmente en provincia, que no lo hacen todos los días de la semana.



Asimismo, se incluyen las aceptaciones de "familia" y "familiares" para los efectos de la aplicación de la presente ley.



Se derogan, igualmente, algunas normas que, de acuerdo con una correcta interpretación, no tendrían aplicación, porque eran complementarias de otras de tipo constitucional que fueron eliminadas.



El Gobierno del Presidente Aylwin ha tenido confianza en que, con la aprobación de estas disposiciones, se dotará a nuestro país de una legislación apropiada para el resguardo de una auténtica libertad de expresión, habiendo concordado los criterios que inspiran este proyecto de ley con los principales y más representativos organismos que tienen relación con la actividad periodística y la inestimable colaboración de distinguidos académicos especialistas en la materia.



Habiendo sido estudiado este proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado con la máxima atención y dedicación, y con la valiosa colaboración del Ministro Secretario General de Gobierno, don Enrique Correa; del Subsecretario, don Edgardo Riveros y del Asesor Jurídico de ese Ministerio don Jorge Donoso, la Comisión, por unanimidad, propone al Honorable Senado la aprobación de este proyecto que, estoy seguro, resguarda, en debida forma, la libertad de expresión.



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG. 320, SESIÓN 15° DE 10 DE JULIO DE 1990
LEGISLACIÓN SECRETA Y RESERVADA DURANTE GOBIERNO ANTERIOR. OFICIO

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores: 



Uno de los fenómenos jurídicos más notables que ocurrieron en Chile en los 16 años y medio del Gobierno anterior fue que una parte importante de la normativa legal que se nos impuso tuvo carácter secreto o reservado. Se trataba formalmente de leyes, es decir, de reglas sociales obligatorias establecidas en forma permanente por la autoridad pública y sancionadas por la fuerza. Pero estas reglas que nos vimos obligados a cumplir -que o importaban conceder a las autoridades públicas facultades sobre nuestros derechos y bienes, o permitían disponer de fondos que a todos nos pertenecían y que se generaban con el trabajo de todos, o trataban de cualquier otro asunto de aquellos que la Constitución considera como "materia exclusiva de ley"-, fueron sustraídas de nuestro conocimiento.



Debo hacer presente que en la época democrática también se dictaron algunas leyes reservadas. Analizada la legislación entre 1926 y 1973, se observa que en los últimos cuarenta y siete años cíe funcionamiento del Parlamento se dictaron doce leyes especiales. Sólo en una de estas leyes reservadas hay alguna referencia a su historia. Ello ocurre en la Nº 17.914, cuyo Título I fue publicado en el Diario Oficial del 8 de marzo de 1973; pero su Título II, por mandato de un artículo transitorio, debería publicarse en anexo de circulación restringida del Diario Oficial. De la única remisión al debate parlamentario, se desprende que hubo unanimidad en ambas ramas del Congreso Nacional en aceptar lo propuesto en el Mensaje del Ejecutivo en cuanto a que se trataría de una ley reservada. Ciertamente, tal circunstancia constituye una garantía de que en la parte secreta no se habrían podido afectar los derechos fundamentales de las personas. Pensamos que la misma unanimidad ha debido producirse en los otros once casos, ya que el órgano más representativo de la soberanía popular no podría haber autorizado lo contrario.



Sin embargo, creemos que la garantía ciudadana de que la reserva de la ley haya sido acordada por el Parlamento, no le quita gravedad al hecho. En general, la ley no puede ser secreta, pues es una declaración de la voluntad soberana del pueblo, y es absurdo sustraerla a su conocimiento.



Por razones de Estado, algunas materias deben ser sustraídas del conocimiento público, pero ello debe constituir la excepción.



Es efectivo que aun en las democracias más perfectas se justifica algún grado de sigilo respecto de ciertas leyes, exigido por razones de bien común o de seguridad nacional.



Pero no parece justificable que durante el Gobierno anterior se hayan dictado alrededor de ciento cincuenta leyes, decretos leyes o decretos con fuerza de ley "reservados" o "secretos".



El artículo 1° del Código Civil establece que "La ley es una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite.".



El artículo 6a del mismo Código dispone que "La ley no obliga sino una vez promulgada en conformidad a la Constitución Política del Estado y publicada de acuerdo con los preceptos que siguen.".



El artículo 7- de ese Código prescribe que "La publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Diario Oficial, y desde la fecha de éste se entenderá conocida de todos y será obligatoria.



"Para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de su publicación en el Diario Oficial.



"Sin embargo, en cualquiera ley podrán establecerse reglas diferentes sobre su publicación y sobre la fecha o fechas en que haya de entrar en vigencia.".



Señor Presidente, los juristas discuten si la publicación es requisito de la esencia o condición de la eficacia de la ley.



En la primera hipótesis, mientras no se publique, no hay ley; en la segunda, siendo ley, ella no obliga.



En la doctrina cristiana tradicional, la publicación de la ley forma parte de su esencia. Santo Tomás expresa que "La aplicación de la ley se realiza por el hecho de ponerla en conocimiento de los individuos a quienes prescribe, mediante la promulgación.". (Más precisamente, publicación). Francisco Suárez enseña que "La publicación o proposición se llama promulgación y mientras ella no ocurre no es verdadera ley", y agrega que "aunque el Príncipe haya decretado la ley y la haya mandado publicar, mientras no se promulgue no obliga, y ello aunque se la conozca privadamente.". Fray Domingo Soto, en su tratado sobre la Justicia y el Derecho, sostiene que "La regla si no se aplica a los que obran, es vana, y no se puede aplicar sino por su conocimiento, porque el que usa la regla tiene necesidad de verla; es, pues, consiguiente, que, antes de la promulgación por la cual es conocida por los súbditos, no los obligue sino que entonces manda, cuando es promulgada.".



En otras corrientes de pensamiento, Thomas Hobbes, por ejemplo, también comparte la tesis de la inexistencia de la ley antes de ser publicada. Dice que "La ley establecida, si no se da a conocer, no es ley.".



En nuestro Derecho, los tratadistas no han analizado suficientemente el punto, limitándose a destacar los efectos de la publicación de la ley. Arturo Alessandri pareciera inclinarse por la postura de la condición de eficacia, pues, para él, "Es lógico que para exigir obedecimiento a la ley se proporcione el medio de conocerla. Nada sería más tiránico ni más cruel" -escribe Alessandri- "que castigar a un hombre por haber desobedecido una ley que no ha podido conocer.".



Según el ex Ministro de Justicia Hugo Rosende, si bien la publicación de la ley es sólo condición de eficacia, ella obedece, nada menos, que a un principio de derecho natural. Expresa Rosende: "Si se analizan las causas que determinan la necesidad de publicación, se verá que ellas se traducen en consideraciones de equidad y de justicia superior, las cuales hacen que la obligación de publicar la ley deba ser considerada, en ausencia de texto positivo que la establezca, como un principio de derecho natural.".



La ex Ministra de Justicia Mónica Madariaga ha escrito, refiriéndose a la certeza jurídica, que ella "presupone un elemento esencial, cual es el conocimiento de la ley", y "contrae la obligación de poner al alcance de los súbditos los preceptos, con el fin de que éstos puedan conocerlos.".



Por la tesis de que la publicación es esencial a la ley, se pronuncian, entre otros, Luis Claro Solar y el padre Francisco Vives.



Por nuestra parte, pensamos que la publicación forma parte esencial de la ley, al extremo de que, sin aquélla, ésta no existe. Definida como la "declaración de la voluntad soberana" del pueblo, no llega a entenderse que ella pueda ocultarse a ese mismo pueblo cuya voluntad expresa. La ley es una regla de convivencia al interior de la sociedad, que fija, dentro de los marcos establecidos por la Constitución, los derechos y obligaciones tanto de los particulares como de las autoridades que el mismo pueblo se ha dado. Es., pues, la máxima manifestación de la soberanía popular, la que es ejercida por las autoridades que la Constitución establece, por delegación del pueblo.



Señor Presidente, el Senado de la República, y los Senadores, estamos obligados, como los que más, a conocer y respetar las leyes. Tenemos, además, el deber de estar cabalmente enterados del contenido y alcance de las normas que dicen relación con las situaciones sobre las que legislamos.



Para el cumplimiento de estas finalidades se hace necesario que el Senado conozca y tenga a su disposición las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley que se dictaron con carácter de secretos o reservados durante el Gobierno anterior, los que, según nuestras informaciones, serían- alrededor de ciento cincuenta. Ello permitiría al Congreso Nacional, democráticamente elegido, revisar esos textos y determinar cuáles deberán seguir en esa especial condición y cuáles deberán ser puestas en conocimiento de todos los habitantes de la República, para que la exigencia de su conocimiento y acatamiento tengan una base real.



Señor Presidente, en atención a las consideraciones precedentemente expuestas, solicito dirigir oficio al señor Contralor General de la República solicitándole el envío al Honorable Senado de la República de los textos completos de todas las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley "secretos" o "reservados" dictados entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, que no fueron publicados en el Diario Oficial.



Formulo la petición que antecede, con el objeto de que, una vez recibida la información, ella sea remitida a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado, a fin de que ella estudie los mencionados cuerpos legales y proponga a la Sala cuáles deben mantener el carácter de "secretos" o "reservados" por razones de bien común o de seguridad nacional, y cuáles deben ser publicados en el Diario Oficial.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 320, SESIÓN 20° DE 31 DE JULIO DE 1990
CREACIÓN DE OFICINA NACIONAL DE  RETORNO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables Senadores:



La decisión política del actual Gobierno de "Promover el retorno de todos los chilenos a su patria creando las posibilidades para su plena inserción" plantea una tarea de gran envergadura.



La magnitud y dispersión del exilio forzoso a partir de 1973 y el hecho de que Chile sea un país que históricamente ha tenido una relativamente alta tasa de migración han determinado que en la actualidad cientos de miles de compatriotas se encuentren residiendo en casi todas las naciones.



Señalar en forma exacta la magnitud de la migración y del exilio chilenos es prácticamente imposible. Ello, debido, por una parte, a las características rotatorias de una migración determinada por las variaciones políticas y económicas en el país. Por otra parte, el exilio forzoso afectó no sólo a las personas que debieron abandonar el territorio nacional por decreto administrativo o de extrañamiento, sino también a quienes lo hicieron como forma de preservar su vida o su integridad física. La prohibición de ingreso se aplicó, además, a personas que se encontraban fuera del país.



El nuevo Gobierno de reconstrucción democrática, presidido por don Patricio Aylwin, ha expresado su voluntad política de facilitar el retorno de todos los chilenos, y en el caso de aquellos que fueron forzados a salir de su patria, reparar, en la medida de lo posible, el daño causado.



Más urgente se hace la necesidad de enfrentar el problema, puesto que, a medida que han variado las condiciones políticas del país, se ha ido acrecentando el flujo de retorno voluntario, esperándose un aumento significativo con el inicio del actual Régimen.



Para el cumplimiento del programa nacional de retorno, se hace indispensable la creación de una instancia gubernamental que coordine los esfuerzos realizados por distintas entidades. La acción del Gobierno en esta materia tendrá un carácter indefectiblemente interministerial, que demanda la participación de, entre otros, los Ministerios de Justicia, de Relaciones Exteriores, de Educación, de Salud y de Trabajo. Esto se ve refrendado por la necesidad de complementar la acción gubernamental con el trabajo que siguen llevando a cabo en este ámbito distintas organizaciones no gubernamentales y organismos internacionales. Esta nueva instancia debe, además, ser el centro inicial de acogida de los retornados, significando de este modo que las puertas de la patria están abiertas a todos los chilenos.



El regreso es una decisión voluntaria en que la persona actúa movida por el deseo de reencontrarse con su patria, reconstruir sus lazos afectivos, familiares y sociales, y participar activamente en la vida de su país. Sin embargo, dicha decisión lleva implícitos un quiebre en la estabilidad material y emocional del individuo y el inicio de un nuevo proceso de reinserción de gran complejidad, por el sinnúmero de problemas que acarrea.



En el caso del exilio, por razones políticas su complejidad es aún mayor. La experiencia de trabajo con retornados políticos muestra que su retomo se ha caracterizado por la ausencia de una preparación y planificación adecuadas, con graves consecuencias a nivel individual y familiar, y, en casos extremos, con la decisión de retornar al país que los había acogido.



Muchos son los factores que inciden en la dificultad de inserción en el país de origen y que tienen estrecha relación con la situación vivida durante el exilio: visión idealizada de la patria, producto de la desinformación sobre las transformaciones políticas, sociales, económicas y culturales que han tenido lugar durante su ausencia; cambios producidos en el propio exiliado y sus familiares; carencia de un conocimiento cabal de lo programas de apoyo al retorno, situación que crea expectativas que no corresponden a la realidad y que son generadoras de múltiples frustraciones y fracasos a su regreso.



Es importante señalar que estudios realizados en Chile sobre la población retornada demuestran que quienes han contado en el exterior con una adecuada preparación para el retorno presentan menores dificultades en el proceso de reinserción y que su demanda de atención es también menor.



Por ello, es necesario el desarrollo de acciones preventivas dirigidas a quienes manifiesten voluntariamente su deseo de regresar a la patria, que involucren tanto al individuo como a su familia, y que les posibilite asumir responsablemente el conjunto de problemas e implicaciones que conlleva la decisión de retornar.



Ésta es, señor Presidente, la tarea que se propone realizar la Oficina Nacional de Retorno. Los chilenos, a través de ella, repararemos en alguna manera los efectos del exilio, pena cruel que fuera calificada por Su Santidad el Papa como "una forma de muerte civil".



Nada más, señor Presidente.

LEG. 320° SESIÓN 20° DE 31 DE JULIO DE 1990
ANTECEDENTES DE DECLARACIONES DE  SENADOR SEÑOR PACHECO EN ENTREVISTA DE PRENSA
El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Con motivo de una entrevista que me hizo la periodista señora Raquel Correa y que publicó el diario "El Mercurio" del domingo 17 de junio pasado, he recibido un oficio de la Corte Marcial, la que me formula observaciones acerca de las declaraciones relativas a la justicia militar y me solicita un informe al respecto, el que he enviado.



No obstante lo anterior, he estimado mi obligación hacer presente al Honorable Senado los antecedentes que tuve en cuenta para formular mis opiniones en dicha entrevista.



Ellos fueron los siguientes:



I. Informes a la Asamblea General de Naciones Unidas del Relator Especial designado para investigar la situación de los derechos humanos en Chile, profesor Fernando Volio Jiménez



1. En informe del 12 de febrero de 1986, el señor Volio expresa: "Afecta también a la tutela de los derechos humanos la justicia militar, que disfruta de "una jurisdicción excesiva", padece de una lentitud exagerada y ha sido fortalecida en su poder decisorio con una modificación decretada por el actual gobierno, que le permite tener mayoría en la Corte Marcial, al contrario de lo que sucedía antes de la reforma y en perjuicio de una sana administración de justicia."



Luego de reseñar cuál es la reforma que se introdujo en la composición de dicha Corte, el señor Fernando Volio señala: "En opinión del Relator Especial, esta situación revela no sólo una manipulación de la justicia militar, sino también un medio para evadir decisiones basadas en la equidad y frustrantes para quienes requieren una protección de sus derechos fundamentales.".



2. El Relator Especial, señor Volio, en su segundo informe, de 16 de septiembre de 1987, manifiesta, refiriéndose a la actuación del fiscal militar ad hoc Fernando Torres: "Al Relator Especial le llamó mucho la atención el caso del Fiscal Militar ad hoc Fernando Torres, que procesa a varios grupos de inculpados y detenidos a quienes visitó el Relator Especial en 2 cárceles de Santiago. Fue unánime la opinión de todos los detenidos en el sentido de que el Fiscal Torres se conducía con desusada dureza e inflexibilidad, así como con una notoria falta de imparcialidad en perjuicio de ellos. Este sentimiento llegó a ser dominante en muchos de los procesados por él, hasta el punto de no querer hacer uso de más recursos legales. Este ambiente lo pudo percibir el Relator Especial cuando se entrevistó con el Fiscal Torres. Él lleva a cabo su cometido con celo, severidad y desdén poco comunes, que deja traslucir una predisposición inconveniente en un funcionario de su categoría. La circunstancia de que a quienes procesa sean personas acusadas de haber cometido actos muy serios contra la seguridad del Estado, tales como el atentado contra el Presidente de la República, no excusa ni mitiga la actuación reprobable del Fiscal Torres".



Por último, cabe destacar de este Informe del señor Volio lo siguiente: "Es urgente que el gobierno ponga en práctica su anuncio del traspaso de un buen número de casos actualmente en la Justicia Militar, para que sean conocidos por la civil. Asimismo, poner una mejor protección de los derechos del procesado, se recomienda que el gobierno revise cuanto antes las actuaciones de los Fiscales Militares ad-hoc Fernando Torres y E. Blanco, tomando las medidas necesarias en este sentido".



3. El Relator Especial, señor Fernando Volio, en su sexto informe sobre la cuestión de los derechos humanos en Chile, de fecha 5 de febrero de 1988, manifiesta: "La justicia chilena continúa siendo una de las mayores preocupaciones del Relator Especial". Y luego de hacer una reseña de los problemas de la justicia civil, agrega: "Después, la justicia militar llamó la atención del Relator Especial, a propósito de las actuaciones del Fiscal Militar ad-hoc, el Coronel Fernando Torres, que atiende cuatro casos importantes. En su reciente visita a Chile, el Relator Especial recibió información que confirmaba la opinión que le mereció y merece el Fiscal Torres, a quien pudo entrevistar en su visita al país en marzo de 1987, cuya conducta consideró como "reprobable". En ésta, su tercera visita al país, con dicha información, más la que había recibido antes de llegar a Chile, el Relator Especial se reafirmó en su criterio desfavorable respecto del citado funcionario, elevado repentinamente a la posición de máxima autoridad en la justicia militar".



Continúa el Relator Especial: "En general, la justicia militar chilena se ha caracterizado, durante el presente régimen político, por su dureza, amplio campo de acción, inclinación en favor del estamento del cual forma parte, su tendencia a arrogarse causas civiles, así como su dependencia del gobierno, entre otras notas tipificantes. Pero es a partir del nombramiento del Fiscal Militar Ad-Hoc Torres, con el propósito de investigar el atentado contra la vida del Presidente de la República, que la justicia militar chilena en manos de dicho funcionario, así como de otros, menos conocidos nacionalmente, como el titular de la segunda fiscalía militar de Concepción, se desvía o aparta de las prácticas normales de la justicia militar en una sociedad democrática".



El señor Volio también hace referencia a la promulgación de leyes ad hoc en los siguientes términos: "La actuación de la justicia militar se hace más agobiante con la promulgación de las leyes ad-hoc. Al Relator Especial se le hizo la denuncia de que ellas contribuyen a reforzar las atribuciones, ya hipertrofiadas, del Fiscal Militar y, en general, de la acción represiva de las autoridades militares, con perjuicio de los derechos fundamentales de los chilenos".



El Relator Especial hace referencia en el informe en cuestión a tres hechos relacionados con la actuación "irregular de la justicia militar chilena":



"a) Los juicios son larguísimos, con evidente y grave perjuicio de los imputados; sobre todo, duran excesivamente los juicios relacionados, con razón o sin ella, en la mayoría de los casos, con las leyes especiales que persiguen actos contra la seguridad interior del Estado, la tenencia de armas y el terrorismo. El Relator Especial hizo entrega a la Comisión Asesora del Ministerio del Interior en materia de Derechos Humanos, de un documento que contenía varios ejemplos de juicios de aquella naturaleza, cuyos sumarios no se cierran a pesar de que se iniciaron hace mucho tiempo (2 a 7 años), y los inculpados todavía están detenidos, sin haber recibido sentencia. Esto es, sin duda, una situación aberrante, porque se desvía o aparta de las prácticas normales de la justicia militar en una sociedad democrática.



"b) Asimismo, la ley antiterrorista, aplicada con gran severidad por la justicia militar, permite la aplicación de sucesivos períodos de incomunicación judicial, que utilizan ciertos Fiscales Militares con liberalidad abusiva.



"c) Los casos que se arroga la justicia militar" —continúa Volio—, "aunque iniciados en los tribunales civiles y en los que aparece como implicado personal militar, se paralizan al caer dentro de la competencia de la justicia militar."



Por último, este informe, en las recomendaciones, expresa: "La justicia y, particularmente, la justicia militar, es imprescindible que sean sometidas a una amplia y rigurosa revisión. La justicia militar debiera ser más humana y menos abarcadura de asuntos que competen a la justicia civil en una sociedad democrática."



En el séptimo informe, el señor Volio señala: "La situación de los presos en los procesos por delitos contra la seguridad del Estado y otros conexos no ha mejorado. Los que están o se ponen a la orden del Fiscal Militar coronel Fernando Torres llevan la peor parte, porque este funcionario no conduce sus procedimientos ajustándose a las normas del debido proceso legal."



En su octavo informe, el Relator Especial deja constancia de su encuentro con el Fiscal Militar señor Torres, a quien planteó las siguientes objeciones recogidas de dos encuentros del Relator con abogados ligados a la defensa de los derechos humanos: "uso abusivo de los tipos penales en la Ley de Control de Armas y en la Ley Antiterrorista; utilización de confesiones extrajudiciales para procesar a presuntos inculpados; encubrimiento en la aplicación de apremios ilegítimos durante interrogatorios destinados a obtener confesiones; uso indebido de medidas que agravan la detención de manera innecesaria, como las incomunicaciones prolongadas, el aislamiento de presos o la aplicación de grilletes o esposas; extensión indebida de las facultades de investigación del juez, lo que se manifiesta en la detención de personas ajenas a los procesos; el mantenimiento prolongado de la prisión preventiva de los acusados; actuaciones reiteradas del Fiscal incurriendo en causales de implicancia y recusación, tales como la violación del secreto del sumario; la obstaculización del derecho a la defensa, etc."



Éstas son las principales referencias que hace el señor Volio en sus informes, relativas a la administración de la justicia militar.



II. Discurso del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, don Luis Maldonado Boggiano, al inaugurar el Año Judicial de 1989



Dice el Presidente, don Luis Maldonado: "Los tribunales militares, aun cuando son tribunales especiales, al igual que los tribunales ordinarios necesitan, para el desarrollo cabal de sus funciones, contar con la plena confianza jurídica de todos los miembros de la comunidad, tanto en la práctica de sus investigaciones como en la cabalidad de sus fallos. En este aspecto es posible detectar la existencia de delicados problemas."



Al detallar estos problemas, el Presidente de la Corte Suprema se refiere a la competencia de la Justicia Militar señalando: "Se fueron incorporando como materias de conocimiento de la Justicia Militar una serie de hechos ilícitos, algunos de contenido político, que son impropiamente militares".



Y luego expresa: "Como consecuencia de lo anteriormente expresado, actualmente los tribunales castrenses juzgan a mayor cantidad de civiles que de militares, en un porcentaje que supera el 80%."



En cuanto al juzgamiento, el Presidente de la Corte, don Luis Maldonado, dice: "El verdadero poder de decisión recae sobre el juez institucional, que debe ser el jefe del lugar y quien, aun cuando está asesorado por un auditor que es letrado, no tiene obligación alguna de aceptar su opinión."



El señor Maldonado manifiesta, a modo de conclusión, que "Los problemas planteados deben ser solucionados prontamente."



III. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a la Asamblea de la Organización de los Estados Americanos



El informe de la Comisión respecto de la situación de los derechos humanos en Chile expone que "Un elemento central ha sido la progresiva ampliación de la jurisdicción militar a fin de abarcar numerosas conductas antes sometidas a la jurisdicción ordinaria."



Luego, a modo de conclusión del capítulo, agrega: "Estima también la Comisión que la exposición realizada permite percibir una clara y sostenida tendencia de ampliación de la jurisdicción de los tribunales militares en Chile, lo cual, sumado a la composición y funciones asignadas a ellos y la forma en que han resuelto algunos casos demostrativos, permiten concluir que el sistema establecido viola el derecho a la justicia y afecta profundamente el principio de igualdad ante la ley."



IV. Opinión de tratadistas



El abogado don Carlos López Dawson, en su libro "Justicia y Derechos Humanos", señala: "Si antes del 11 de septiembre de 1973, contábamos con una de las legislaciones y jurisdicciones penal militar más amplias del mundo, y si después de esa fecha, esta situación se ha visto agravada por la cantidad de nuevos delitos políticos sometidos a la jurisdicción militar, por la falta de inamovilidad de jueces que sí antes contaban con ella por la sustracción definitiva de los tribunales militares en tiempo de guerra a la tuición de la Corte Suprema, ahora, desde el 11 de marzo de 1981, la situación se agrava aún más con la reaparición de los tribunales en tiempo de guerra.



"La falta de independencia institucional que acabamos de describir podría no haberse reflejado en la actividad de los tribunales militares. Sin embargo, son numerosos los casos en los cuales los fiscales militares, los jueces militares y los ministros que representan a las Fuerzas Armadas en la Corte Marcial, han actuado con negligencia y abuso, negándose a rendir justicia.”



En segundo lugar, el señor Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago don Marcos Libedinsky, en un artículo publicado en el diario "El Mercurio" el 3 de junio de 1990, dice: "Las principales deficiencias de la Justicia Militar son las siguientes:



"1°) La competencia de la jurisdicción militar es excesivamente amplia en nuestro país;



"2°) Los delitos de que conocen los tribunales militares tienen asignada generalmente una pena o sanción desproporcionada a los bienes jurídicos tutelados;



"3°) En la normativa procesal castrense no se consultan debidamente las garantías del imputado;



"4°) Se advierten privilegios para el juzgamiento de militares en detrimento de civiles, y



"5°) Los miembros de la judicatura castrense carecen de inamovilidad".



Continúa el Ministro: "Por las experiencias vividas en los últimos años en Chile, a nadie puede, actualmente, escapársele la gravedad que involucran las deficiencias señaladas, que se inician en el momento mismo en que se entrega a la Justicia Militar, sustrayéndolo de los jueces naturales, el conocimiento de delitos políticos o comunes, que no afectan a un bien jurídico militar y que no son cometidos por sujetos que tengan esa calidad."



V. Casos significativos



1. Casos de denuncia de tortura a personas procesadas por fiscalías militares:



a) Virginia Yolanda Muñoz Matamoros, 30 años, torturada con golpes, especialmente en los oídos, en un recinto secreto de la CNI. Se le mantuvo detenida desde el 1° al 15 de abril de 1988, fecha en que la Segunda Fiscalía Militar dispuso su libertad incondicional.



b) Jorge Patricio Cárcamo Castro, Roberto Denny Weibel Navarrete, Carlos Daniel Pinto Adonis, Abelardo Campos Sánchez, Alfonso Aurelio Figueroa Celis, Luis Guillermo Clavero Hernández y Héctor Reinaldo Vega Risso: procesados por la Fiscalía Militar de Valparaíso por presunta infracción a la ley 17.798, presentaron un recurso de amparo ante la Corte de Apelaciones de Valparaíso, denunciando prácticas de tortura en su contra.



c) Karin Alicia Eitel Villar, detenida el 2 de noviembre de 1987, siendo procesada por el Fiscal Fernando Torres. Denunció ante el Vigésimo Juzgado del Crimen haber sido sometida a torturas. Además, expuso: "sentí que esa Fiscalía Militar —la del Fiscal Torres— estaba relacionada con el tratamiento que la CNI me daba. Esta sensación se transformó en certidumbre cuando pude ver a los mismos hombres que me torturaron y golpearon, transitando por la Fiscalía Militar".



2. Casos de tortura denunciados ante los fiscales militares en que éstos no investigaron o no colaboraron en la investigación:



a) Cecilia Radrigán Plaza, quien presentó una denuncia de tortura el 29 de agosto de 1982 ante la 3a. Fiscalía Militar y luego volvió a denunciar en enero de 1983. En definitiva, la Fiscalía Militar sobreseyó.



b) José Moya Toro, Ítalo Moya Escanilla y Sergio Buschman, entre otros, se querellaron ante el Vigésimo Juzgado del Crimen de Santiago por apremios ilegítimos. Las investigaciones fueron entorpecidas por la actitud de la Fiscalía Militar, según lo expresa el titular del Tribunal, señor René García, en un oficio de fecha 25 de septiembre de 1986, donde señala que "los sujetos antes nombrados no han podido ser interrogados por este juez no obstante su condición de querellantes, lo que importa obstáculo grave a la acción de la justicia".



3. Casos de incomunicación por períodos extremadamente prolongados:



a) Jorge Fernando González Velis, Fiscalía Militar de La Serena, incomunicado durante 55 días;



b) Manuel Antonio Araneda González, Fiscalía Militar Ad Hoc, Santiago, incomunicado 34 días;



c) Karin Alicia Eitel Villar, Fiscalía Militar Ad Hoc, Santiago, incomunicada 28 días;



d) Richard Adrián Ledesma Plaza, Fiscalía Militar Ad Hoc, Santiago, incomunicado 34 días;



e) Manuel Jesús Ubilla Espinoza, Fiscalía Militar Ad Hoc, Santiago, incomunicado 35 días.



4. Casos en que se investigaban denuncias de tortura en tribunales ordinarios y, al pasar a Fiscalías militares, el proceso se detuvo:



a) Atentado a comitiva del Presidente de la República, y



b) Arsenales de Carrizal Bajo.



5. Por último, citaré algunos casos en que la encargatoria de reo ha tenido como fundamento declaraciones conseguidas bajo tortura:



a) Pedro Felipe Ramírez Chaparro, 19 años, quien fue mantenido en la 18a. y 3a. Comisarías de Carabineros por orden de la Sexta Fiscalía Militar. En dichos recintos fue sometido a diversos malos tratos y torturas. Se le hizo firmar declaraciones y confesiones que posteriormente fueron usadas como base de su encargatoria de reo, y



b) Lino Palma Insulza, 19 años, quien, por orden de la Sexta Fiscalía Militar, permaneció en la 18a. y 3a. Comisarías de Carabineros. Luego de sufrir torturas diversas, firmó declaraciones y rindió la primera declaración judicial en presencia de funcionarios aprehensores.



Los anteriores, señor Presidente, son los antecedentes que tuve presentes al momento de contestar la entrevista que me hiciera doña Raquel Correa, publicada en el diario "El Mercurio" de fecha 17 de julio de 1990, y respecto de lo cual he creído del caso informar, no sólo a la Corte Marcial, sino también a este Honorable Senado, del que formo parte.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 320° SESIÓN 22° DE 07 DE AGOSTO DE 1990
MODIFICACIÓN DE LEY N° 18.962, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, respecto del artículo en debate, no parece conveniente que en el futuro, en relación con las instituciones en actual funcionamiento, el Ministerio de Educación mantenga la facultad prevista en la ley N° 18.862, incorporada ahora en el inciso segundo del artículo 2° transitorio de la 18.962, de encontrar una entidad examinadora a una institución que, requiriéndola, no la hubiera obtenido por sí misma. 



El corto período durante el cual se aplicó esa norma llevó a situaciones prácticas aberrantes, en términos de principio, como el de universidades que aceptaron el encargo de examinar sin siquiera impartir la carrera correspondiente, como decía el Honorable señor Palza.



Por otra parte, una disposición de esa naturaleza resulta atentatoria, en definitiva, de la autonomía de la universidad examinadora. Es válido pensar que un plantel que ha recibido por el ministerio de la ley la facultad de examinar puede y debe definir por sí mismo las condiciones y exigencias de acuerdo con las cuales lleva a cabo esa misión que la sociedad le delega, y resolver, por lo tanto, de un modo autónomo, cualquier solicitud al respecto.



En consecuencia, señor Presidente, la derogación propuesta, tanto de la ley N° 18.862 como del inciso segundo del artículo 2° transitorio de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, no limita por sí misma la libertad de opciones abierta a los interesados, en la medida en que existen mecanismos alternativos de resguardo para la sociedad acerca de la seriedad de los proyectos que se impulsen, y, en cambio, elimina disposiciones que, en nuestro concepto, son atentatorias de la autonomía de las universidades examinadoras.



Nada más señor Presidente.
LEG, 320 SESIÓN 24° DE 14 DE AGOSTO DE 1990
INTERPRETACIÓN DE ARTÍCULOS DE LA CONSTITUCIÓN SOBRE PROHIBICIONES PARLAMENTARIAS. CONSULTA A COMISIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que conoce el Honorable Senado, recaído en la consulta de la Sala acerca de la exacta interpretación de los artículos 54, 55, 56 y 57 de la Carta, que se refieren a las prohibiciones parlamentarias, es producto de un estudio lato y acucioso.



Además, contamos con la valiosa colaboración de la Secretaría de la Comisión y, muy especialmente, de don Patricio Uslar, la que para los Senadores miembros fue un aporte inestimable, en el cumplimiento del cometido que les correspondía de interpretar en la forma más fiel y fidedigna los preceptos mencionados.



Creo que algunas de estas prohibiciones parlamentarias son exageradas y otras, injustas. En esta circunstancia, me parece que sería indispensable, si se desea dar a los preceptos constitucionales pertinentes una interpretación vinculante para el órgano llamado a decidir, dictar una ley interpretativa de la Carta, la que, atendido su carácter, debería ser objeto de control de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional, según lo previsto en el artículo 82, N° 1°, de la Ley Fundamental.



Pienso que el estudio de un cuerpo legal de esa naturaleza se justifica plenamente, y que todos los Senadores podríamos hacer un esfuerzo conjunto, a través de la Comisión de Legislación, para proponer al Honorable Senado un proyecto de ley semejante.



He dicho, señor Presidente.



Muchas gracias.
LEG, 320 SESIÓN 25° DE 21 DE AGOSTO DE 1990
TERMINACIÓN DE CONTRATO DE TRABAJO Y ESTABILIDAD EN EL EMPLEO
El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



Las Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado estudiaron el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo y, luego de escuchar a las partes interesadas y analizar detalladamente las disposiciones, llegaron a un acuerdo que concilia los derechos de los trabajadores, las posibilidades económicas de las empresas y el bien común de Chile.



Como partícipe en dicho trabajo, expreso mi satisfacción por el esfuerzo realizado para encontrar puntos de convergencia que 'fortalezcan la equidad en las relaciones laborales. Reconozco que cada sector planteó, legítimamente, un conjunto de proposiciones que reflejaban su particular visión de lo mejor para el país.



El acuerdo adoptado traduce, a nuestro juicio, en general, los aspectos más importantes del proyecto que Su Excelencia el Presidente de la República ha sometido a la consideración de esta Corporación, por lo que cabe afirmar que el Supremo Gobierno no se equivocó al tomar la decisión de que se iniciara en esta Cámara el debate respecto de la iniciativa.



El acuerdo de las Comisiones unidas recoge, en lo fundamental, los contenidos del proyecto. Y si bien resulta comprensible que parte de los trabajadores consideren que no satisface plena o totalmente sus deseos o expectativas, tenemos la certeza de que constituye un cambio muy sustantivo respecto de la actual situación institucional, a la vez que la dota de los elementos de legitimidad necesarios para garantizar su estabilidad y eficacia.



Con el objeto de fundamentar estas certezas, permítaseme señalar cuáles son, a nuestro juicio, los logros y avances más sustantivos del acuerdo adoptado por las Comisiones unidas.



En primer lugar, debe estimarse como logro fundamental la derogación de la facultad unilateral del empleador de poner término al contrato de trabajo sin expresión de causa alguna. En efecto, la derogación de la letra f) del artículo 155 del Código del Trabajo recoge una aspiración muy sentida de los trabajadores en este aspecto, a la vez que no sólo dota a la relación laboral de un elemento de mayor estabilidad, sino que la dignifica muy sustantivamente al incorporar en forma definitiva el criterio de que todo término de ella debe encontrar su origen en una causa objetiva que el trabajador pueda conocer y de la cual pueda, eventualmente, discrepar y reclamar.



Este acuerdo, que ratifica la idea matriz quizás más fundamental del proyecto de Su Excelencia el Presidente de la República, se complementa con la introducción, en el repertorio de las causales en cuya virtud el empleador puede poner término al contrato de trabajo, de la relacionada con las necesidades de la empresa, garantizándose así la indispensable flexibilidad a la gestión de la empresa moderna y competitiva que el país y la comunidad requieren para los años venideros.



Con todo, y como garantía de su uso justo y adecuado, el trabajador que estime que la aplicación de tal causal carece del debido fundamento podrá reclamar judicialmente ante el tribunal respectivo, el que, conociendo y calificando los antecedentes invocados, podrá eventualmente declarar su improcedencia, de lo que seguirá un recargo de 20% en el monto de la indemnización correspondiente.



Como segundo logro sustantivo del acuerdo adoptado, señor Presidente, debe destacarse el aumento significativo del monto de las indemnizaciones asociadas al término del contrato de trabajo.



En efecto, y como primera cuestión para los trabajadores contratados con posterioridad al 14 de agosto de 1981, sé ha extendido en al menos 100% el actual límite al monto de las indemnizaciones por años de servicio, reemplazándose la norma que lo fija en 150 días de remuneración por una que lo coloca en 300 días de la misma. No obstante, tratándose de empresas que contraten a 50 trabajadores o más, dicho límite se ha extendido aun más: a 360 días de remuneración.



Tal logro, de gran significación para los trabajadores, considera adecuadamente las exigencias de, a la vez, creciente flexibilidad y eficacia de la empresa moderna en economías como las nuestras, competitivas y abiertas. Más aún, reconoce de manera conveniente la distinción necesaria entre las posibilidades relativas que tienen las empresas, estableciendo una diferencia, en cuanto a los límites antedichos, entre empresas de distinto tamaño, garantizándose así por parte de la ley el trato justo y adecuado conforme a la realidad y potencialidades que cada ente productivo tenga.



Este paso sustantivo, que dará mayor estabilidad en el trabajo y más cobertura a los trabajadores cesantes, no significará -como se ha dicho- cargas desmesuradas en las empresas, ni afectará los niveles de contratación y empleo. No obstante, el acuerdo supone, además, una forma de cancelación gradual de las indemnizaciones que a la fecha deban pagarse por sobre el límite de 150 días que la actual legislación contempla, asegurándose una vez más el logro de los objetivos ya señalados.



Como segundo aspecto vinculado al incremento del monto de las indemnizaciones, cabe destacar que el acuerdo adoptado por las Comisiones unidas aumenta en 20% el valor de éstas cuando sean consecuencia de un despido declarado injustificado o indebido por el tribunal correspondiente. Ello, además de lo ya indicado en cuanto a la mayor estabilidad y cobertura para el trabajador, ratifica una idea matriz del proyecto del Ejecutivo en el sentido de establecer que, si bien el despido que se ajusta a la razón y al Derecho es una prerrogativa esencial de la gestión empresarial, debe darse la mayor protección al trabajador que eventualmente lo sufra sin motivo racional y justo, y sancionarse severamente el uso abusivo de las facultades que la ley, en virtud del principio de gestión expuesto, otorga al empleador.



Esos principios, señor Presidente, se ratifican de modo aún más expreso en el acuerdo adoptado si se considera que se ha concordado en el criterio de que dichas indemnizaciones se incrementen en un porcentaje incluso mayor -hasta en 50%- cuando las causales que se apliquen al trabajador de manera indebida o injustificada sean de aquellas vinculadas más directamente con su honra y responsabilidad, tales como las descritas en los números 1, 5 y 6 del texto aprobado.



Finalmente, en cuanto al incremento del monto de las indemnizaciones asociadas a la terminación del contrato de trabajo, no puede dejar de mencionarse un aspecto sustantivo del acuerdo adoptado por las Comisiones unidas, de la mayor significación para los trabajadores y que viene a ratificar definitivamente la sana y adecuada doctrina de los tribunales de justicia. Nos referimos al reconocimiento expreso del hecho de que, para los trabajadores contratados con posterioridad a la dictación del decreto ley 3.501, de 1980, en el cálculo de las indemnizaciones por término de contrato deben considerarse como parte de las respectivas remuneraciones las cotizaciones o aportes de seguridad social de cargo de aquéllos.



El acuerdo adoptado por las Comisiones unidas recoge, asimismo, otro aspecto del proyecto del Ejecutivo de la mayor importancia y que constituye, sin duda, una de sus ideas matrices.



En efecto, se ha acogido del Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República una novedosa institución que permite el pacto de una indemnización sustitutiva a todo evento a partir del séptimo año de iniciada la relación laboral. De lo que se trata a través de esta iniciativa, felizmente hecha suya por las Comisiones unidas, es de permitir a las partes, por sobre los primeros 6 años de indemnización asociada únicamente a la terminación del contrato de trabajo por despido -los que en todo caso serían irrenunciables para el trabajador-, su reemplazo por una indemnización equivalente a lo menos a 15 días por año de servicio para los años futuros y vinculada, no sólo al evento de despido, sino a cualesquiera otros, y especialmente a aquellos de la mayor ocurrencia en el caso de trabajadores con relativa antigüedad y estabilidad en sus empleos.



Otro logro sustantivo del acuerdo de las Comisiones unidas se refiere a la definitiva consagración del principio de que toda terminación de contrato de un trabajador afecto a fuero sindical requiere autorización judicial previa, derogándose la norma actual, que entrega en algunos casos al propio empleador la prerrogativa unilateral de tan delicada calificación.



Ello es producto de otro acuerdo de la mayor relevancia laboral y jurídica. En las Comisiones unidas ha habido consenso en orden a derogar el actual artículo 157 del Código del Trabajo, que contiene algunas causales de terminación del contrato de trabajo que, en general, son del todo ajenas al marco de las relaciones laborales.



Como consecuencia de tal acuerdo, el fuero laboral ha readquirido su real vigencia y definitiva primacía, estableciéndose entonces como previa y necesaria la autorización judicial respectiva para todos los casos. Ello significa un reconocimiento definitivo a esta institución; y se dota desde luego a la función sindical -una de las formas que reviste tal fuero- de la estabilidad y dignidad que siempre debe tener.



Con relación al contrato a plazo fijo, se ha alcanzado acuerdo para ajustar su plazo de duración máxima a un año.



Asimismo, se ha recogido por unanimidad una norma, propuesta por el Ejecutivo, que busca impedir un abuso de frecuente ocurrencia, consistente en simular, a través de sucesivos contratos de plazo fijo, una relación laboral que, conforme a su extensión y verdadera naturaleza, debe calificarse de duración indefinida.



Finalmente, no podemos dejar de referirnos a una disposición que, si bien no formaba parte del proyecto de ley del Ejecutivo, es producto de una indicación de éste que viene a materializar una aspiración muy justificada y profunda de todos los sectores para subsanar, al menos parcialmente, una lamentable discriminación de la legislación laboral contra los trabajadores de casa particular.



Todos conocemos la delicada materia de que se trata y cuan difícil es conciliar los intereses de estos esforzados trabajadores con la realidad de muchas familias, frecuentemente de clase media, a las que corresponde asumir el costo de cualquier nuevo beneficio que a aquéllos se otorgue. Por lo mismo, innumerables Administraciones que precedieron a ésta no pudieron, lamentablemente, cumplir sus aspiraciones de enfrentar este difícil problema.



El Supremo Gobierno se encontraba en vísperas de enviar un proyecto al Honorable Congreso sobre esta materia. No obstante, recogiendo la inquietud de todos los sectores, y ante el propicio clima de entendimiento y acuerdo dado durante la discusión en el seno de las Comisiones unidas, el Primer Mandatario presentó una indicación que encontró eco unánime entre los Senadores integrantes de las mismas. En dicha virtud, se ha incorporado -felizmente- a la iniciativa una disposición que otorga al trabajador de casa particular, a partir del primer día del próximo año, una indemnización a todo evento que ponga término al contrato, equivalente a 15 días de la respectiva remuneración imponible.



Señor Presidente, tengo el convencimiento de que el acuerdo adoptado por las Comisiones unidas constituye un avance muy sustantivo para los trabajadores y corresponde a la optimización de las posibilidades reales que el país puede ofrecerles en la hora presente. Al mismo tiempo, me asiste la convicción de que cambios serios, graduales y, sobre todo, fruto del consensúa son los únicos que garantizan legitimidad, eficacia y duración. Y si además se trata de materias tan delicadas como lo son todas las referentes a la institucionalidad laboral de una comunidad -especialmente en el caso nuestro, que nos esforzamos por reconstruir una democracia estable y durable-, se apunta con seguridad y certeza hacia tan alto objetivo.



El acuerdo logrado estimula la política de convergencias que nos permitirá fortalecer la democracia, incentivar el desarrollo económico y profundizar la justicia social.



Al mismo tiempo, el país puede comprobar con satisfacción que este acuerdo evidencia el papel destacado que el Honorable Senado de la República cumple al servicio del bien común de la patria.



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG, 320 SESIÓN 26° DE 29 DE AGOSTO DE 1990
LIBERTAD DE EXPRESIÓN MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE ABUSOS DE PUBLICIDAD

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



La libertad de expresión es inherente a un régimen democrático.



La Constitución Política, en el número 12°, del artículo 19, garantiza a todas las personas "La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades".



De esta manera, nuestro ordenamiento jurídico recoge lo dispuesto en el número 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la que tiene fuerza obligatoria, al igual que los demás instrumentos internacionales, después de la última reforma constitucional que se agregó al Texto Fundamental.



El Supremo Gobierno ha querido hacer realidad el derecho a gozar de una efectiva libertad de expresión. Por eso ha estado empeñado en el propósito de crear las condiciones apropiadas para que ello sea cierto, tanto en lo que se refiere al aspecto informativo como en lo que dice relación con las opiniones que se puedan verter en los distintos órganos de expresión.



Por otra parte, el ejercicio democrático implica el intercambio de ideas, el cotejo de las distintas posiciones, la expresión de los anhelos ciudadanos, la difusión de los planteamientos ideológicos y programáticos de los distintos grupos políticos, la exposición de los problemas e inquietudes de los diferentes sectores sociales, el derecho a ser veraz y oportunamente informado, entre otras cosas. Para que ello sea posible, los medios de difusión deben "contar con las condiciones necesarias para que esas acciones se desarrollen con plena libertad y puedan servir como canales eficaces de esas expresiones del hombre y de los conglomerados de los que forma parte.



Es un hecho público que las instituciones, miembros y dirigentes de las organizaciones más representativas de las actividades periodísticas han expresado su preocupación, reclamo y, a veces, desazón respecto a las múltiples restricciones que actualmente existen en la legislación que rige dicha actividad.



El Gobierno tomó contacto con la Asociación Nacional de la Prensa, la Asociación de Radiodifusoras de Chile y el Colegio de Periodistas para que juntos concordaran criterios, acerca de la forma de abordar este importante problema.



Los dirigentes de las organizaciones mencionadas          —constituidos en una asociación ad hoc— expresaron su acuerdo respecto a la necesidad de abordar el trabajo de proporcionar una legislación adecuada a las necesidades de los profesionales y de los órganos periodísticos en dos etapas.



En la primera, se derogarían disposiciones que entorpecen gravemente y limitan la libertad de expresión; en una segunda, se elaborarían proposiciones alternativas sobre la materia, con la participación de las organizaciones mencionadas y la colaboración de otras, como las escuelas de periodismo y la Comisión de Derechos Humanos, que también han realizado estudios y proposiciones al respecto.



Lo fundamental de la presente proposición presentada por el Ejecutivo está centrado en la derogación de algunas normas que amenazan seriamente la libertad de expresión. Hay otras que se eliminan porque eran complementarias de normas constitucionales ya derogadas, las que hoy día han perdido su eficacia jurídica. Se actualizan también las menciones acerca de organismos que fueron reemplazados por otros, o unidades de valor que ya no tienen aplicación.



El principal cuerpo legal que es objeto de modificaciones es la ley N° 16.643, sobre abusos de publicidad, en lo que se refiere a las reformas que sufrió en 1984 mediante la ley N° 18.313. Ellas fueron, en su oportunidad, objetadas por la Asociación Nacional de la Prensa, la Asociación de Radiodifusoras de Chile y el Colegio de Periodistas. En el presente proyecto de ley, ellas son derogadas para evitar cualquier duda, vacío legal o interpretación. Se incluye un texto sustitutivo de las normas afectadas por la derogación, el que no es sino la reposición del texto original. Asimismo, se agregan como artículos finales de la citada ley una actualización de referencias legales, valores, denominación de organismos y términos relativos a nuestra división administrativa, como también se incluyen algunas definiciones que se estimó conveniente incorporar. Del mismo modo, se define la expresión "diarios", ya que ella tiene directa incidencia en las publicaciones legales que se deben hacer, de acuerdo con la reciente modificación del Código de Procedimiento Civil en este tipo de publicaciones, existiendo algunas, especialmente en provincias, que no lo hacen todos los días de la semana. Esta definición ha sido agregada accediendo a una expresa petición de la Asociación Nacional de la Prensa.



Asimismo, se incluyen las acepciones de "familia" y "familiares" para los efectos de la aplicación de la presente ley, con el objeto de precisar dichos conceptos.



Se derogan, igualmente, algunas normas que, de acuerdo con una correcta interpretación, no tendrían aplicación porque eran complementarias de otras de tipo constitucional que fueron eliminadas o que ahora no tienen aplicación por estar en vigencia las disposiciones permanentes de la Constitución; y, en cambio, ya no lo están las de carácter transitorio.



Durante el debate de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se aprobó por mayoría de votos una indicación para agregar al proyecto un artículo nuevo —el 4° transitorio— que establece que "Los delitos sancionados en la ley N° 16.643 no serán susceptibles de indultos particulares.".



Señor Presidente, en nuestro concepto, la norma que fije la modalidad de ejercicio de la facultad presidencial contenida en el artículo 32, número 16°, de la Constitución Política —que concede al Presidente de la República la atribución especial de otorgar esos indultos en los casos y formas que determine la ley— no puede llegar hasta restringirla o suprimirla.



El encargo que hace la Constitución al legislador para regular los casos y formas en que el Presidente de la República debe otorgar indultos particulares, no puede entenderse en un sentido que, en definitiva y en la práctica, conduzca a restringir o eliminar la facultad que la propia Carta Fundamental atribuye al Jefe del Estado. Semejante interpretación conduce al absurdo, toda vez que, de admitirse el expediente de que toda y cada ley puede suprimir una facultad presidencial para el ámbito específico que ella determine, por esta vía es posible dejar sin efecto, completamente, esta facultad del Primer Mandatario.



A mayor abundamiento, hay que hacer presente que el artículo 4° agregado por la mayoría de la Comisión es también improcedente porque no tiene relación directa con las ideas matrices y fundamentales del proyecto. En efecto, conforme a lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, son ideas matrices o fundamentales las contenidas en el Mensaje con que se presentó al Parlamento esta iniciativa de ley. En el Mensaje queda explicitado que el proyecto persigue remover obstáculos existentes en la legislación sobre la prensa, de modo de asegurar efectivamente las libertades de expresión, opinión y de información.



El artículo propuesto por la mayoría de la Comisión se refiere a la facultad presidencial de otorgar indultos particulares, lo que nada tiene que ver con esas garantías constitucionales, ni propende a asegurarlas. Esta norma pretende, solamente, suprimir la facultad del Presidente de la República para otorgar indultos particulares en los delitos sancionados por la ley N° 16.643, por lo cual debió haber sido declarada inadmisible, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 24, inciso primero, de la ley N° 16.918.



Por otra parte, no existe razón valedera para excluir a los delitos o abusos sancionados por la Ley de Abusos de Publicidad, ya que ellos son, en la mayoría de los casos, de menor gravedad que los establecidos en el Código Penal u otros cuerpos legales. Se daría la circunstancia absurda de que el Presidente de la República pudiera indultar o conmutar la pena de muerte, pero no lo podría hacer por un delito relativo al derecho a la libertad de expresión. Esta situación no resiste mayor análisis.



La única posibilidad de conceder el indulto en este tipo de delitos, estaría dada a través de los indultos generales, ya que en la forma en que está redactada la indicación, no es posible atender ningún caso particular. Se trata, precisamente, que con la responsabilidad que tiene quien ejerce el cargo de Presidente de la República pueda ponderar esas situaciones y resolverlas de modo que contribuyan a la pacificación general o a solucionar algunas de tipo particular que merezcan ser consideradas como dignas de perdón.



Señor Presidente, por todo ello en la Comisión votamos en contra de este artículo, y solicitamos al Honorable Senado que lo rechace en esta oportunidad.



Estamos seguros de que con la aprobación de este proyecto, podremos aportar a nuestro país una legislación apropiada para el resguardo de una auténtica libertad de expresión, y de una mayor dignificación del periodismo nacional.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG, 320 SESIÓN 26° DE 29 DE AGOSTO DE 1990
LEGISLACIÓN SECRETA Y RESERVADA DURANTE GOBIERNO ANTERIOR

El señor PACHECO.— Efectivamente, en sesión de fecha 10 de julio solicité el envío de ese oficio al señor Contralor General de la República, y agregué que la información recibida se remitiera, con carácter reservado, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado, a fin de que la estudiara e informara a la Sala los cuerpos legales que deben mantener el carácter de secretos o reservados —por razones de bien común o de seguridad nacional— y los que deben ser publicados en el Diario Oficial.



En consecuencia, pido que el oficio se envíe a la Comisión de Constitución con el alcance que formulé: estudio reservado de la materia y emisión del informe pertinente.



He dicho.

LEG. 320, SESIÓN 29° DE 04 DE SEPTIEMBRE DE 1990
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE ABUSOS DE PUBLICIDAD

El señor PACHECO.— Señor Presidente, después del retiro de la indicación del Honorable señor Huerta, no tiene sentido continuar analizándola. Sin embargo, quiero manifestar mi desacuerdo con la interpretación jurídica planteada por el Honorable señor Guzmán.



En mi concepto, el artículo 32, número 16°, de la Constitución Política concede al Presidente de la República la atribución especial de "Otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley.", pero la norma que fije la modalidad de ejercicio de esta facultad presidencial no puede restringirla o suprimirla.



El encargo del constituyente al legislador para regular los casos y formas en que el Primer Mandatario puede otorgar indultos particulares no puede entenderse en un sentido que, en definitiva y en la práctica, conduzca a restringir o eliminar la facultad presidencial. Porque semejante interpretación, en mi opinión, nos llevaría a un absurdo: por la vía de admitir el expediente de que toda y cada ley puede suprimir una facultad presidencial para el ámbito específico que ella determine, podría dejarse totalmente sin efecto esa facultad. Por ilógicos, ésos no son el sentido ni el alcance de la disposición.



He dicho.

LEG. 320, SESIÓN 30° DE 05 DE SEPTIEMBRE DE 1990
70° ANIVERSARIO DE LA LEY DE INSTRUCCIÓN PRIMARIA OBLIGATORIA. OFICIO

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



Con motivo de haberse cumplido setenta años desde la promulgación de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, he creído conveniente destacar la significación histórica de una de las disposiciones más trascendentales en la vida cultural y educacional de Chile.



A pesar de los enormes esfuerzos desplegados por el Presidente José Manuel Balmaceda en favor de la educación pública, a principios del siglo XX la situación de ésta era crítica. De acuerdo con el censo de 1907, la población total del país ascendía, en aquella época, a 3 millones 300 mil habitantes, el 60 por ciento de los cuales era analfabeto.



A comienzos del siglo, el ilustre educador don Darío Salas llamaba la atención de las autoridades hacia la pavorosa realidad vivida por la juventud, desatendida en un altísimo porcentaje. Estas eran sus palabras: "Un millón y seiscientos mil analfabetos mayores de seis años ¡colocados en fila, a cincuenta centímetros uno de otro, formarían una columna de 800 kilómetros de largo, la distancia que media entre Santiago y Puerto Montt! Si desfilaran frente al Congreso Nacional en hileras de a cuatro, a un metro de distancia una de otra, y marcharan a razón de cuarenta kilómetros por día, el ruido de sus pasos perturbaría los oídos y la conciencia de nuestros legisladores durante diez días...".



La obligatoriedad de la enseñanza primaria empezó a preocupar los espíritus que se interesaban por la docencia.



En 1900 el Senador don Pedro Bannen sometió a la consideración legislativa un proyecto de ley para hacer obligatoria la enseñanza primaria. Este no tuvo acogida, como tampoco la tuvieron el proyecto elaborado por una comisión especial de la Cámara, ni el presentado por el Diputado don Agustín Gómez, ni el de don Miguel Varas, ni el redactado por el Diputado don Enrique Oyarzún, ni los presentados por don Pedro Aguirre Cerda, don Armando Quezada Acharan, don Héctor Arancibia Lazo y otros.



En 1917, un maestro de vasta erudición y prestigio, don Darío Salas, publicó sobre esta materia un libro titulado "El Problema Nacional", que tuvo el mérito de conmover a la opinión pública.



Durante el Gobierno de don Juan Luis Sanfuentes -el 23 de mayo de 1919-, el Ministro de Instrucción Pública don Pedro Ramírez, presentó al Congreso Nacional un proyecto sobre enseñanza primaria obligatoria. Durante su tramitación -que demoró más de un año- este proyecto dio lugar a enconados debates en defensa de las posiciones antagónicas que en materia de política educacional existían en el Parlamento.



Los opositores a esta ley argumentaban que ella atentaba contra la patria potestad; que restringía la libertad individual; que constituía una indebida intromisión del Gobierno en asuntos que no eran de su incumbencia; que sustraería del trabajo agrícola a la juventud, con lo que se produciría desempleo y crisis económica; y, por último, que era inoportuno, por cuanto no existían en Chile maestros, escuelas ni dinero para atender a toda la población escolar. Un Senador de la República expresó textualmente: "Yo combato a la instrucción obligatoria porque ella no es buena, porque tal obligación es contraria al derecho, a la justicia y a la conciencia general". Y en otra intervención se añadió: "La instrucción obligatoria, en la forma consultada en el proyecto, es inadmisible, porque hiere las atribuciones de la patria potestad, porque pretende amparar en los hijos derechos ilusorios y, por último, porque otorga al Estado facultades exorbitantes y que únicamente ejercitaría por abuso de fuerza y por atropello".



No obstante la oposición que despertó este proyecto -especialmente en el Senado-, la ley fue finalmente aprobada y promulgada el 26 de agosto de 1920, con las firmas del Presidente don Juan Luis Sanfuentes y de su Ministro de Instrucción Pública, don Lorenzo Monti. Entró en vigencia en marzo del año 1921, y a través de su refundición con el decreto con fuerza de ley 5.291, del 22 de noviembre de 1929, dictado por el Presidente Carlos Ibáñez, se perpetúa hasta hoy con las naturales innovaciones exigidas por el paso del tiempo.



La gran novedad de la ley fue la obligatoriedad de la enseñanza. Esta comprende a niños de ambos sexos; se extiende desde los siete hasta los trece años de edad, e implica una escolaridad obligatoria de cuatro años. La responsabilidad por el incumplimiento de esta obligación recae sobre los padres de familia. Los patrones debían velar por que se proporcionara la enseñanza primaria a los menores que estaban a cargo de sus empleados, y se prohibía a los empresarios ocupar en sus fábricas y talleres a menores de 16 años que no hubiesen cumplido su obligación escolar.



Amonestaciones, multas y hasta prisión establecía la ley en contra de quienes violaran sus disposiciones. En 1929, estas sanciones revistieron un carácter aún más drástico, dado el hecho de que no siempre las anteriores rindieron todo el efecto que de ellas se esperaba.



Los resultados perseguidos con la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria fueron satisfactorios. Ella significó un sustancial aumento de la población escolar: en efecto, en 1920 se matricularon en escuelas primarías 335.047 alumnos; en 1925, la matrícula alcanzó a 439.937. El analfabetismo de la población disminuyó considerablemente desde 1920 a 1930.



Pero los resultados de una ley no pueden apreciarse sólo en cifras. Con ser tan importantes para apreciarlos cabalmente, hay que pensar en otros elementos, como la mayor conciencia que diversos grupos sociales del país tomaron acerca de su responsabilidad en la tarea de la educación. Esta exigía el concurso de los esfuerzos fiscales, municipales y particulares; una mayor armonía en las iniciativas públicas y privadas; la formación de nuevos profesores; la construcción de establecimientos escolares y su adecuada implementación científica y docente, etcétera. Todo ello se fue alcanzando gracias a la visionaria legislación de 1920. Los frutos siguieron incrementándose, y es así como hoy día el total de alumnos matriculados en la enseñanza básica -aumentada ahora a ocho años- asciende a la cifra de 2 millones de alumnos.



La solución al complejo problema de la educación de un país no puede quedar radicada sólo en una ley. Ella exige la movilización de todas las energías de la comunidad nacional, desde los alumnos hasta los padres de familia; desde los obreros y campesinos hasta los empresarios; desde los profesores hasta los ejecutivos del Ministerio y del Gobierno todo. En este sentido, es mucho lo que se ha realizado con posterioridad a la promulgación de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria. Mas es innegable que ésta significó un paso trascendental para difundir la educación en el pueblo, para incrementar el sentido de la responsabilidad de los adultos hacia la educación de los menores, y para erradicar el analfabetismo.



Si es verdad que los pueblos tienen las virtudes que poseen sus maestros, este pensamiento es particularmente válido con relación al profesorado primario de Chile.



Las virtudes de que tanto nos enorgullecemos -libertad, justicia social, democracia y convivencia pacífica-, antes de grabarse en el espíritu de nuestro pueblo, han anidado en el corazón de nuestros maestros.



Señor Presidente, en este aniversario de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, rindo el homenaje más emocionado a los profesores primarios que cumplen su abnegada misión en el norte árido; en las escuelas de la zona agrícola, especialmente en la VII Región del Maule, que tengo el honor de representar en el Senado; en la loca geografía del extremo sur; en las escuelas rodeadas del hielo austral; en los remotos locales de sitios cordilleranos; en las regiones fronterizas; en el Archipiélago de Juan Fernández, y en la Isla de Pascua.



Mi profundo reconocimiento por la entereza y entusiasmo con que cumplen la noble tarea de enseñar al pueblo.



Ruego al señor Presidente se sirva ordenar el envío de un oficio al señor Ministro de Educación, transcribiéndole el texto completo de esta intervención.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 320, SESIÓN 32° DE 13 DE SEPTIEMBRE DE 1990
ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR AGRÍCOLA, ESPECIALMENTE DEL DE LA SÉPTIMA REGIÓN. OFICIO

El señor PACHECO.- Muchas gracias señor Presidente, y agradezco igualmente a los señores Senadores.



Deseo referirme en esta oportunidad a un problema que, en mi concepto, es de gran trascendencia nacional y regional. Es el que dice relación con el endeudamiento agrícola en todo el país y, en especial, en la Séptima Región del Maule, que tengo el honor de representar en el Senado.



El sector agrícola chileno padece de un alto grado de endeudamiento, y esta deuda está sobrepasando su capacidad de pago, comprometiendo gravemente su desempeño futuro.



Los datos oficiales de la Superintendencia de Bancos y Sociedades Financieras indican que, al 28 de febrero de 1990, la deuda que el sector agrícola mantiene con el sistema  financiero alcanzó a 445 mil millones de pesos, suma que equivale aproximadamente a unos 1.500 millones de dólares y al 81 por ciento del producto geográfico bruto sectorial. A modo de referencia, debe observarse que, a la misma fecha, el total de la economía nacional mantiene un endeudamiento financiero ascendente al 67 por ciento del PGB.



Además del alto grado de endeudamiento, el sector agrícola posee un alarmante índice de cartera vencida. En efecto, mientras el total del sistema financiero muestra un índice de cartera vencida de 5,21 por ciento, en el caso del sector agrícola se ha clasificado como vencida el 7,3 por ciento de la cartera.



La Séptima Región del Maule es eminentemente agrícola. Su principal sector productivo es el agrícola: representa el 31 por ciento de su PGB regional. Asimismo, mientras el PGB de la Séptima Región alcanza sólo a 4 por ciento del PGB del país, su PGB agrícola equivale a 14 por ciento del PGB agrícola del país.



Con relación a su PGB sectorial, la agricultura de la Séptima Región no aparece más endeudada que el promedio de la agricultura nacional o que el promedio de la economía nacional. Su deuda total es de 29 mil 600 millones de pesos, esto es, unos 100 millones de dólares al 28 de febrero de 1990, lo que constituye el 35 por ciento de su PGB agrícola estimado. Visto de otra forma, la deuda del sector agrícola de la Séptima Región representa el 6,7 por ciento de la deuda agrícola nacional, y se estima que la Región produce el 14 por ciento del producto agrícola de nuestro país.



Sin embargo, señor Presidente, a pesar de su bajo endeudamiento agrícola la agricultura de la Séptima Región posee graves problemas financieros. La cartera vencida de la deuda agrícola alcanza, en la Séptima Región, a 13 por ciento, superado sólo por el 22 por ciento de préstamos vencidos del sector agrícola de la Tercera Región, y, desde luego, superior al mencionado 7,3 por ciento de cartera vencida promedio de la agricultura nacional.



En términos de monto de dinero involucrado, la deuda agrícola de la Séptima Región es la más alta de todas las Regiones (excluida el área o Región Metropolitana), y, por último, se debe destacar que en número de deudores, la Séptima Región ocupa el tercer lugar, después del área metropolitana y la Décima Región, llegando a 3.532 el número de deudores agrícolas involucrados.



Datos extraídos de una muestra que cubre el 72 por ciento de la cartera, y que por brevedad de la exposición aplicaremos al total de la Región, permiten sacar algunas conclusiones adicionales.



Desde el punto de vista de la solidez del sistema financiero, los préstamos aparecen respaldados por suficientes garantías. Sin embargo, para el total de los deudores sólo un 72 por ciento de la recuperación del crédito provendrá de los flujos de ingreso generado, mientras un 28 por ciento está respaldado por el valor de las garantías, reales comprometidas. En el caso de los deudores clasificados en cartera vencida, se estima que sus préstamos serán recuperados, en un 19,2 por ciento, con los flujos del deudor, un 3,2 por ciento no será recuperado y un 77,6 por ciento será recuperado a través de la liquidación de las garantías reales. En lo sustancial, ello corresponderá a la venta de las tierras y otros activos de estos agricultores. Esto significará transferencias de propiedad que involucran unos 10 millones de dólares en el caso de los deudores vencidos, El número de deudores que se encuentra en esta situación posiblemente alcance a 300 agricultores, si proyectamos los datos que recoge la comentada muestra.



El panorama de deudores muestra muy diferentes realidades al analizar los montos de deuda individual. Aproximadamente 700 deudores -esto es, el 20 por ciento del número de deudores- concentra el 78 por ciento de la cartera de préstamos. En el extremo opuesto, 2.800 deudores responden por sólo el 22 por ciento de la cartera. Los deudores de este segundo grupo poseen un endeudamiento individual promedio de sólo 2,3 millones de pesos en comparación con la deuda promedio de 33 millones de pesos del grupo de los grandes deudores. Las dificultades financieras de los pequeños agricultores se aprecian en toda su magnitud al observar el porcentaje de deudores con cartera vencida, según los tamaños de su deuda. En efecto, el estudio muestral indica que el 62 por ciento del número de deudores con cartera vencida agrícola en la Séptima Región corresponde a agricultores con deudas inferiores a 10 millones de pesos. Ampliando más este rango, se observa que el 80 por ciento de los deudores con cartera vencida no sobrepasan una deuda individual de 25 millones de pesos.



Hay que considerar que los deudores de más de 5 millones de pesos están en el 30 por ciento de mayores deudores, y los de más de 20 millones de pesos en el 10 por ciento de mayores deudores.



Según el tipo de cultivo, un 42 por ciento de la deuda agrícola de la Séptima Región se encuentra aplicada a cultivos anuales, y un 47 por ciento al financiamiento de plantaciones de árboles frutales. Debe tenerse en cuenta que la Séptima Región concentra el 17 por ciento de la superficie de frutales del país, concentrando el 46 por ciento de la superficie destinada a manzanas, especie de la cual Chile exportó 110 millones de dólares en 1989 (segunda especie de relevancia en el sector frutícola, después de la uva). En la Séptima Región se concentra el 41 por ciento de la superficie plantada con vides viníferas y el 6 por ciento de la superficie destinada a uva de mesa de exportación. Con relación a otros cultivos, en la Región se sitúa el 54 por ciento de la producción de maravilla y el 14 por ciento de la superficie plantada con trigo, aun cuando es sólo el 12 por ciento de la producción.



Conclusiones



El sector agrícola chileno posee un alto grado de endeudamiento. A la Séptima Región corresponde el 7 por ciento de la deuda agrícola, pero produce el 14 por ciento del PGB agrícola del país. Sin embargo debe llamarse la atención a su alto índice de cartera vencida, que alcanza al 13 por ciento, el segundo más alto de las Regiones. En número de deudores, la Séptima Región es la que compromete mayor número de agricultores, con la agravante de que la cartera vencida afecta principalmente a una mayor cantidad de pequeños deudores agrícolas. Desde el punto de vista del sistema financiero, se trata de créditos con garantías reales, pero, en este caso, dichas garantías comprometen fundamentalmente la tierra de los agricultores, lo que amerita la atención del Estado, especialmente considerando el alto número de pequeños deudores.



Propuesta para una solución al endeudamiento agrícola de la Séptima Región



La preocupación por la situación de la deuda agrícola se fundamenta en la alta prioridad que se le concede al desarrollo de la actividad agrícola en la Región y en el país. Esto, a su vez, es el correlato lógico de proponerse lograr la inserción plena del sector agrícola en los objetivos del desarrollo sustentable, lo que requiere, sin lugar a dudas, que los agricultores tengan condiciones de seguridad para enfrentar los desafíos del desarrollo. Por ello, es necesario profundizar en el tema.



Al respecto, el Gobierno ha postulado políticas para aliviar la deuda de los sectores campesinos. Para ello, sin hacer uso de recursos públicos adicionales, ha dispuesto, en el caso de INDAP, sanear la deuda de 23.500 beneficiarios, renegociando las deudas de capital a 10 años plazo y con tasas de interés preferencia les, a la vez que condonando los intereses acumulados que correspondían al 60 por ciento del total de la deuda. Por otra parte, con relación a los deudores con la ex CORA, el Ejecutivo está presentando un proyecto de ley que permitirá a 7 mil deudores morosos ver reducidas sus deudas en un 70 por ciento, e igualarse en condiciones a los 20 mil asignatarios que están al día en sus obligaciones. Asimismo, podrán acogerse al beneficio de la condonación de los intereses penales todos aquellos adquirentes de una parcela que se pongan al día dentro de una fecha que la propia ley determinará. Esto último puede beneficiar hasta un máximo de 9 mil deudores adicionales; vale decir, para los sectores campesinos, entre 30 y 40 mil agricultores endeudados. El Gobierno ha dispuesto las medidas que le son posibles adoptar y que constituyen un saneamiento de la situación financiera de estos productores. Estas decisiones se adoptan sin atentar contra la magnitud de eventuales ingresos públicos, sino más bien garantizando un nivel de recuperación en estratos de productores que hasta este momento estaban en condición incierta respecto de sus posibilidades de pago.



Por otra parte, está el endeudamiento privado con la banca privada. De este endeudamiento se entregaron antecedentes al inicio de esta exposición.



Al respecto, es de rigor señalar que se trata de negocios privados a los cuales el Estado sólo puede concurrir haciendo valer su condición de ente preocupado por la marcha general de la economía y del logro del bien común,



Pero es posible, dentro del propio Congreso Nacional, presentar propuestas orientadas a lograr la inembargabilidad de determinados activos de los agricultores, que hagan posible mantener su existencia como tales, aun cuando parte de sus garantías sean rematadas por los acreedores.



Es justificable que se avance en estas salvaguardias, toda vez que no se nota por parte de la banca privada una disposición a tratar con igual criterio a sus deudores.



La modalidad del caso a caso, que es consustancial a los negocios privados, muestra insuficiencias e injusticias cuando es aplicada a los deudores agrícolas. El negocio de los bancos es el dinero. Por tanto, su preocupación principal y, consiguientemente, su mayor flexibilidad se observa cuando renegocia con los grandes deudores. Con ellos es que arriesga mayores recursos y a ellos orienta el uso de sus provisiones cada vez que licua sus deudas.



Sin embargo, la agricultura es también una realidad social. Detrás de las deudas de menor monto hay miles de agricultores por cuya solución la banca no actúa en la misma medida, pues representan un riesgo menor a su negocio.



Estos agricultores no tienen certeza de su continuidad como productores y sienten la amenaza de ser rematados por su condición de deudores morosos que no son convocados a renegociar.



Ellos son la preocupación de los Parlamentarios de la Concertación y, en especial, la mía, como Senador de la Séptima Región del Maule, pues de su continuidad y éxito productivo depende en gran medida el desarrollo del sector agrícola.



Como lo he dicho reiteradamente, no se trata de acudir a recursos públicos para aliviar esta crisis de endeudamiento, puesto que se reforzaría la injusticia antes señalada, y no cabe duda de que el costo de oportunidad para cada recurso público que se disponga para inversión social es su utilización en los programas tendientes a disminuir la extendida pobreza que aún soporta gran parte de la población.



¿Cuáles son las propuestas concretas?



Primero. Creemos que hay que provocar una instancia a la que concurran las organizaciones agrícolas de mayor entidad y los empresarios financieros, para acordar allí -de consuno- las medidas concretas tendientes a solucionar la situación descrita. Este encuentro debe ser convocado por el Gobierno y sus personeros deben realizar un activo papel de conciliación tendiente a lograr un acuerdo general. Mientras dure el período de negociaciones -que no debería prolongarse más allá de 30 días- deberían suspenderse los remates judiciales derivados de deudas agrícolas.



Segundo. En el encuentro al que nos referimos debería acordarse la intervención, respecto de cada deudor analizado, de un órgano independiente y técnico, elegido de un rol especial que, con autoridad decisoria, determinara sucesivamente el monto exacto de la acreencia, de acuerdo con los documentos suscritos en cada caso, la viabilidad del deudor en función de su patrimonio y la rentabilidad probable de sus cultivos, y el porcentaje del crédito efectivamente aplicado a finalidades silvoagropecuarias.



Tercero. Respecto de los deudores viables -y sólo por el monto efectivamente aplicado a la actividad-, sugiero los siguientes parámetros de renegociación:



a) Ampliación de los plazos en función del comportamiento agrícola esperado;



b) Término del anatocismo, de manera de mantener en dos cuentas separadas los intereses que se van devengando y el capital fructuario;



c) Convenir que todos los abonos que se vayan realizando primeramente deben imputarse a la cuenta "capital" y sólo extinguida ésta se apliquen a extinguir los "intereses", y



d) Las cauciones subsistirían en la forma primitivamente pactada.



Termino, señor Presidente, formulando un llamado a los agricultores a que mantengan su actividad productiva, a pesar de las dificultades financieras que enfrentan. Chile necesita alimentos y divisas y la agricultura los proporciona.



Al mismo tiempo, solicito a la banca privada que otorgue a los pequeños y medianos deudores las condiciones que ha renegociado con los grandes deudores en sus procesos de licuación de deudas.



Nos interesa que haya condiciones para producir y reglas del juego claras y estables que permitan a los distintos agentes participar activamente en el desarrollo nacional.



Ruego al señor Presidente que se sirva disponer el envío de un oficio al señor Ministro de Agricultura, transcribiéndole copia íntegra de mi intervención.



Agradezco profundamente al señor Presidente y a mis Honorables colegas que me hayan dado la oportunidad de realizar esta intervención en esta tarde.

LEG. 321, SESIÓN 04° DE 10 DE OCTUBRE DE 1990
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL Y DE JUSTICIA MILITAR Y DE OTROS TEXTOS LEGALES EN LO RELATIVO A LA PENA DE MUERTE

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, la presente discusión en el Senado de la República es, sin duda, de la más alta importancia. El tema en análisis se refiere a una de las materias más debatidas en la historia de la humanización del mundo.



Deseo manifestar, desde un comienzo, que comparto las palabras del Presidente de la República, don Patricio Aylwin          —reiteradas por el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido—, en su Mensaje del proyecto de abolición de la pena de muerte, en cuanto señala que es "una violación al derecho fundamental a la vida y constituye, además, un castigo cruel e inhumano, que denigra a todas aquellas personas que participan en su puesta en marcha".



Me siento hondamente comprometido en la lucha por abrogar la sanción máxima en nuestra patria, y creo que la ley en estudio es un primer paso en este camino, que en un futuro             —espero— no muy lejano debe concluir en su abolición constitucional. Y este compromiso lo siento como humanista, como creyente, como jurista y como representante popular.



A continuación, entregaré una visión acerca de los fundamentos que avalan mi rechazo a esta pena inhumana.

Visión filosófica doctrinaria



La pena de muerte es uno de los temas del Derecho con mayores connotaciones morales. Por lo tanto, cualquier postura al respecto debe fundarse en una concepción del hombre, del Estado y del Derecho.



Mi rechazo a la sanción de la vida se basa en una concepción cristiana del hombre, vinculada a su origen, a su esencia y a su fin.



Entender que la vida del hombre es un valor sagrado, toda vez que proviene de Dios, implica respetar en toda persona, como un derecho inviolable, su derecho a la vida.



Entender que el hombre está hecho a imagen y semejanza de Dios, implica el respeto a su condición de persona, que merece y tiene derecho a la vida.



Entender al hombre como ser destinado a la trascendencia y a la autorrealización, como elementos distintivos de su naturaleza, reafirma su derecho a la vida.



Comprender al hombre como persona y, por ende, como ser social, nos ayuda a entender su relación con el Estado.



Concibo al Estado como una creación de los hombres para organizar su vida en común. Toda vida en común implica limitantes a cada persona, individualmente. Pero estas atribuciones del Estado deben reconocer ciertos límites. La vida humana es el principal límite.



El Estado tiene el deber de respetar y asegurar la vida de las personas. Esto, porque toda persona no sólo es anterior al Estado, sino un fin en sí misma. En consecuencia, éste tiene el deber de reconocer el derecho a la vida. El Estado no da el derecho a la vida, que es intrínseco al hombre: se limita a reconocerlo y asegurarlo.



De lo anterior se desprende que el Derecho, como técnica para regular la convivencia entre los hombres, no puede disponer de un valor como la vida humana. El Derecho tiene como fin establecer la justicia, el orden, la seguridad y la paz entre los hombres, y jamás puede pretender cumplir sus fines violando la vida humana, que es sagrada y superior al Derecho mismo.



Siendo consecuentes con una concepción del hombre, del Estado y del Derecho —como la que he entregado—, queda claro que el derecho a la vida no es disponible. El Estado no puede disponer de este derecho ni aun argumentando la defensa social o la conservación del Derecho, toda vez que el hombre es el fin de toda organización humana y el derecho a la vida le es intrínseco por el solo hecho de ser tal y no por concesión del Estado en razón de su buena conducta.



Por tanto, señor Presidente, a nuestro juicio el precepto "No matarás" es un mandato no sólo para los hombres en particular, sino también para el Estado.



Ni la vida ni la muerte pertenecen a la voluntariedad de los hombres; nadie puede disponer de la vida de otros y decidir sobre su muerte. Todo asesinato es condenable; pero cuando es el Estado el que mata, la condena debe ser aun mayor.

Historia



Dentro de las distintas etapas en que se acostumbra dividir la historia universal, ha estado presente la pena de muerte.



En la Antigüedad y en la Edad Media se presentaba con gran fuerza, y como sanción para muchos delitos, y agravada por tormentos y degradaciones que siempre la acompañaban.



Es en la modernidad, con el movimiento iluminista, cuando por primera vez se plantea el tema desde una perspectiva crítica, aunque todavía no es un rechazo total.



Ya en nuestro siglo se comienza a percibir un rechazo a esta pena, que va ligado a la lucha por la dignidad de la persona humana. Pero sería falso decir que esto ha sido absoluto, ya que la presencia del totalitarismo y autoritarismo ha sido refugio fértil para la pena de muerte.



Es en el período que va después de la segunda guerra mundial donde percibimos un avance en el abolicionismo, marcado muy fuertemente por la creciente importancia que van logrando los derechos del hombre.



Lo anterior puede ayudarnos a comprender cómo la pena de muerte, si bien ha estado presente en toda la historia de la humanidad, con el paso del tiempo ha ido perdiendo fuerza. Ya no es pena única, sino que se la ha restringido o totalmente abolido.



No hay razón alguna para considerar a la historia como una aliada de la pena de muerte, como muchos han querido ver, falseando un seguimiento sistemático del tema.

Derechos humanos y pena de muerte



El otro elemento que parece relevante en materia de derechos humanos es que éstos no distinguen. Toda persona, por ser tal, es titular de todos los derechos.



El fin de los derechos humanos es consagrar aquellos derechos que toda persona, sin distinción de ninguna clase, tiene frente al Estado. Constituyen el conjunto de limitaciones al poder del Estado, reconocidas por los hombres más allá de sus diferencias filosóficas, religiosas e ideológicas.



Al Estado le cabe la obligación de respetar, promover y asegurar estos derechos. No puede, bajo ningún pretexto o circunstancia, proceder a violarlos, ya que él no es el titular, sino que se limita a su reconocimiento y respeto.



Dentro de los derechos humanos, el primero y fundamental es el derecho a la vida. De la vida humana se desprende cualquier otro derecho. El derecho a la vida es consustancial a cualquier definición de lo que son los derechos humanos. Por tanto, su respeto debe ser absoluto.



Los documentos internacionales en materia de pena de muerte van por esta senda, con ciertas limitaciones que debiesen ser superadas en el futuro.



Si reconocemos el derecho a la vida como un derecho humano fundamental, debemos concluir que todo Estado que sea respetuoso de los derechos humanos no debiera contemplar la pena de muerte en su legislación. Hacerlo es disponer de un derecho sobre el cual no se tiene tutela; al contrario, es una limitación a las atribuciones del Estado.

Política penal



Señor Presidente, la pena de muerte debe ser analizada también desde una perspectiva jurídica utilizando criterios dogmáticos y prácticos.



Desde el punto de vista de la dogmática penal, es necesario vincular la pena de muerte con los objetivos de la sanción penal. En mi concepto, cualquiera de estos objetivos no son cumplidos por la sanción capital.



En primer lugar, una idea común es vincular la sanción penal con la retribución del mal causado. Esta idea debe tener dos principios: la proporcionalidad y la justicia.



La pena máxima viola ambos principios.



No es proporcional toda vez que la proporcionalidad está vinculada a una equivalencia entre el daño causado y el daño a recibir. Si lo que se castiga es un crimen atroz, no puede ser compensado con otro crimen atroz. La proporcionalidad no equivale a la ley del talión. La sanción impuesta no puede representar la disposición del bien jurídico vida humana, que está por sobre los bienes jurídicos disponibles, para castigar por la técnica penal.



La pena de muerte tampoco es justa. En ella lo que se entiende por justicia es la venganza legalizada que, como técnica de retribución, ha sido superada por la dogmática penal. El Estado debe organizar un sistema que evite la venganza y, por lo tanto, no puede pretender monopolizarla.



En segundo término, la pena de muerte puede pensarse como una técnica útil de amenaza social o prevención general, para así evitar la realización de una conducta que se asocia a una pena tan drástica.



Esta idea, señor Presidente, tiene un error muy grande: el tipo de crímenes sancionados con la pena de muerte son cometidos por una clase de delincuentes sobre los cuales no pesa la amenaza o prevención general. Estos delitos se vinculan a delincuentes de alto nivel que no consideran la posibilidad de ser sancionados, o por personas que actúan en momentos de apasionamiento que les impide meditar sobre las consecuencias de sus actos.



Por tanto, el objetivo de una pena tan alta no se consigue, y nos quedamos sólo con su parte negativa.



En tercer lugar, también suele pensarse la pena de muerte como una sanción ejemplarizadora. Rechazo esta idea basado en mi concepción del hombre como un fin en sí mismo y que no admite instrumentalización. El hecho de usar a una persona y privarla de su vida para provocar una conducta determinada en otros, atenta contra su dignidad y su valor intrínseco como ser único hecho a imagen y semejanza de Dios.    .



Y cuarto, la concepción de la pena que se acerca más a su fin humanizador consiste en vincularla a la protección social y a la rehabilitación o readaptación del delincuente.



Si bien la pena de muerte protege a la sociedad (de hecho aniquila al delincuente), deja de lado otras técnicas de aislamiento que se han mostrado tan efectivas y menos crueles.



Tampoco cumple un rol rehabilitador, dejando de lado el deber fundamental que tiene toda sociedad de ayudar en la readaptación de aquel que ha delinquido, muchas veces impulsado por causas económicas, sociales, culturales o mentales en que la sociedad tiene responsabilidad.



Desde un punto de vista práctico, hay que hacer dos consideraciones:



Primero, el carácter irreparable de la pena de muerte una vez ejecutada, lo que trae como consecuencia que los errores judiciales, siempre posibles en los juzgamientos humanos, no puedan ser reparados y signifiquen privar de la vida a un inocente; y segundo, en materia de utilidad, según los datos que se tienen, en los países que conservan la pena de muerte no se aprecia un descenso en los índices de más grave criminalidad; y en los países que la han abolido no se ha presentado un repunte en la criminalidad.



Señor Presidente, la pregunta parece obvia: Si no hay pruebas de la efectividad de la pena, ¿para qué mantener una sanción tan grave si su justificación parece no tener base real?



En suma, tanto los argumentos dogmáticos como prácticos desechan su utilidad como sanción penal por carecer de un elemento de la esencia de la pena: efectividad. No es efectiva ni como retribución, ni como ejemplo, ni como amenaza, ni como rehabilitación. En consecuencia, si no tiene utilidad no hay otro camino que eliminarla.

Legislación comparada



Revisar la experiencia de otros países en esta materia puede ser de gran utilidad.



Si analizamos la experiencia de aquellos países en que se halla vigente la pena de muerte, podremos concluir que en ellos no se ha registrado un descenso en los índices de criminalidad de delitos más graves. Así, la tesis que sostiene la pena de muerte en estos Estados no puede ser el de su utilidad. Incluso, en muchos de ellos se ha usado como represión política, de modo que su aplicación resulta aún más grave.



Por otra parte, la experiencia de aquellos países en que se ha abolido la pena de muerte desmiente la idea de que ello implica no sancionar a la delincuencia. Al contrario, entre los países abolicionistas nos encontramos con muchos que pueden servir de ejemplo de lucha efectiva contra la delincuencia, como Suecia, Alemania, Costa Rica, Países Bajos, etcétera.



Los hechos de que en 35 países la pena de muerte haya sido abolida y de que en otros 27 en la práctica no se aplique significan, señor Presidente, un avance en una perspectiva histórica.



La pena de muerte ha pasado a ser— de una sanción no discutida e incluso única— no sólo cuestionada, sino suprimida por muchos países.



Tengo la certeza de que estamos ante un movimiento que seguirá incrementándose en la misma medida en que crece la conciencia sobre la dignidad de la persona.



Deseo concluir mis palabras haciendo una reflexión en cuanto a las consecuencias que tiene el asumir los argumentos que he esbozado.



Soy un convencido de que la pena de muerte no debiera aplicarse nunca, porque atenta contra un bien que está por sobre el Estado: la vida humana. Y no ha tenido resultados en la práctica penal.



En mi concepto, la pena de muerte constituye un acto de venganza legalizada. Por ello, no creo que pueda hacerse excepción en ningún caso. Asumir la vida como un bien superior implica asumir todas sus consecuencias.



Pretender, señor Presidente, hacer excepciones para determinados delitos pasa a constituir una regla: aceptar la pena de muerte.



En esto se debe ser claro: o se está en contra de la pena de muerte o se la acepta con todos sus efectos.



La sociedad debe asumir sus responsabilidades en el fenómeno de la delincuencia. Es necesario entender que los valores no pueden defenderse a costa de otros valores superiores, y que el derecho a la vida es sagrado. Señor Presidente, matar, aunque sea legalmente, siempre será matar.



Hoy, el Senado de la República tiene la palabra.



Señores Senadores, demos una muestra de reconciliación con los valores más profundos que fundamentan la vida en comunidad.



¡Rechacemos la muerte en todas sus formas!



¡Unámonos a la causa de la vida!



¡Rechacemos la pena de muerte hoy y para siempre!



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 06° DE 17 DE OCTUBRE DE 1990
SITUACIÓN DE TRABAJADORES TEMPOREROS. OFICIOS

El señor PACHECO.— Señora Presidenta, señores Senadores:



En la agricultura chilena se ha generado una categoría de trabajadores agrícolas conocidos comúnmente como trabajadores de temporada o temporeros. Son los que, ocasionalmente y en forma transitoria, laboran algún tiempo en un predio, explotación forestal, empresa agroindustrial, "packing" o faena determinada: poda, siembra, cosecha, vendimia o exportación de frutas, durante una época en que es necesario disponer de gran cantidad de mano de obra. Después de finalizadas las actividades, cesan de prestar los servicios para los cuales han sido contratados.



Los temporeros eran aproximadamente 400 mil en 1987, según antecedentes proporcionados por la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, basados en cálculos respecto de hectáreas plantadas o sembradas, jornadas reales ocupadas, empleo generado por el sector exportador y encuestas en terreno. La mitad correspondía al sector frutícola; 40 mil, al forestal, y la diferencia, a los sectores propiamente agrícolas, fundamentalmente de plantaciones de remolacha y hortalizas.



Una encuesta realizada en 1988 por los demógrafos Daniel Rodríguez y Silvia Venegas, fundada en una muestra representativa de 143 empresas en 6 valles, que cubrieron el norte, centro y sur frutícolas del país, llegó a conclusiones similares: los temporeros frutícolas sumaban 210 mil durante el período de cosecha, cifra que bajaba al 10 por ciento durante la poda y a la mitad en el raleo.



El total de los trabajadores de la fruta ascendía a 251 mil en ese año, pero sólo el 16 por ciento —41 mil trabajadores— tenía trabajo permanente durante los doce meses. Había un 8 por ciento adicional de semipermanentes, que lograban trabajos temporales todo el año. Esta cifra aumenta según el grado de modernización; disminuye si el ingreso al negocio de la fruta es reciente, y se incrementa de norte a sur y de empresas pequeñas a grandes.



Aparte de la zona de Copiapó, en el norte, y los valles del sur, todos los otros valles demuestran que los temporeros provienen de poblaciones asentadas en los alrededores de las empresas. Las mujeres representan el 50 por ciento de la población temporera de raleo y cosecha, y casi el 80 por ciento en los "packings". Hombres y mujeres trabajan algo más de 5 meses en el año en estas faenas de temporada.



Según un estudio de Gonzalo Falabella, realizado en los sectores frutícola, remolachero y forestal en 1986-87, ha existido un sistema de trabajo temporal institucionalizado durante los últimos 10 años, basado en la precariedad de la relación entre trabajadores y empresarios, lo cual ciertamente debilita a la empresa frutícola chilena. Ello es particularmente cierto en el caso de la fruta, por tratarse de un bien perecible.



Esta situación debe cambiar si Chile quiere proyectarse como país exportador en forma estable. El reflejo más evidente de tal hecho es la existencia, como ya se anotó, de un importante contingente de trabajadores semipermanentes (8 por ciento)            —reconocido por los propios empresarios frutícolas—, cuya temporalidad de contrato no obedece a razones técnicas. En el futuro, con los mercados saturados, los aumentos de precio y la conquista de nuevos mercados se basarán en la productividad de las empresas, y ello dependerá, fundamentalmente, de la calidad de la fruta.



En esta última, a diferencia del sector remolachero o forestal, el control de calidad depende muchas veces del propio" trabajador, y por ello, la relación que establezca con los empresarios y la protección y derechos que le reconozca el Estado influyen en su compromiso con el éxito del negocio frutícola. El tipo de relación que se establezca con los temporeros dará la legitimidad con la cual se ejercerá influencia frente a una situación crítica, como las huelgas. Si las relaciones no cambian y los derechos no se reconocen, difícilmente se contraerá un compromiso con el éxito de las exportaciones.



Los principales problemas que presenta el sistema de trabajo temporal son los siguientes:



1° Trabajo de temporada, acompañado de períodos de desempleo, a veces de hasta siete meses;



2° Horarios irracionales, de día para los hombres y de tarde y noche para las mujeres, de hasta 12 y 14 horas, que desintegran a la familia;



3° Falta de previsión social durante el año y alto costo de la previsión de temporada, la que, por lo general, no es utilizada.



4° Inexistencia de organización y de negociación colectiva, y



5° Inexistencia de servicios básicos como guarderías, locomoción, comida, higiene y seguridad.



Estos problemas son de una profunda trascendencia social y moral. No debemos olvidar que el trabajo no es meramente un acto físico, sino una obra humana.



El Papa Juan Pablo II explica en su carta "Laborem Exercens" cómo el trabajo "hace al hombre". Siempre el trabajo tiene enormes repercusiones sobre la vida humana: la hace ser más "humanizada", o bien, va destruyendo al hombre como "persona" y "deshumanizándolo".



Fundándose en estas consideraciones, los Arzobispos Bernardino Piñera y Francisco José Cox, en noviembre de 1989, redactaron una "Carta a los Empresarios Agrícolas y a los Trabajadores de Temporada", en la cual expusieron:



"A los empresarios les pedimos que se preocupen de las condiciones en las cuales se realizan los trabajos de temporada.



"En primer lugar, a las condiciones físicas. Algunos trabajadores se quejan de que las sustancias químicas que se usan en relación con el trabajo de la uva les afectan los ojos o los bronquios: la salud de los trabajadores debe ser responsabilidad primera de los empleadores.



"Hay que preocuparse también de los horarios de trabajo. La urgencia de los embarques y el mismo deseo de los trabajadores de hacer horas extraordinarias para ganar más, pueden llevar a unos y a otros a ponerse de acuerdo en horarios excesivos que pueden dañar la salud.



"Deben también los empleadores preocuparse de que sus trabajadores estén bien alimentados. Ésta es la necesidad primera de todo ser humano que trabaja, y debe ser bien atendida.



"Hay que preocuparse igualmente, en algunos casos, de los hospedajes, que deben tener la debida comodidad y sanidad.



"Pero, más todavía, debe existir preocupación por los aspectos morales del trabajo. En los "packings" suelen trabajar muchas mujeres, madres de familia y jóvenes solteras. Muchas veces se retiran del trabajo siendo ya de noche, lo que las expone a toda clase de peligros. Se oye de mandos medios que se aprovechan de las jóvenes bajo la amenaza de privarlas de su trabajo si no ceden a sus solicitaciones. El empresario debe asumir esa responsabilidad.



"A los administradores y capataces, que están en contacto a la vez con los empresarios y con los trabajadores, les pedimos que sean intermediarios útiles entre unos y otros y que se preocupen de las condiciones físicas y morales en que se desarrolla el trabajo de las personas que tienen a su cargo.



"A los trabajadores les recordamos que su primera obligación es la de trabajar bien para ganar honradamente su salario y, sobre todo, por su propia dignidad. El trabajo bien hecho honra al trabajador. La responsabilidad en el trabajo es condición, de todo mejoramiento de la vida campesina.".



Las mismas preocupaciones ha expresado reiteradamente el Obispo Fernando Ariztía.



Para hacer justicia a los trabajadores de temporada es necesaria una legislación que regule ese tipo de labor en lo que se refiere a los problemas de organización, condiciones en que se desempeña y remuneraciones.



En cuanto a los problemas de organización, el proyecto de ley del Gobierno sobre entidades sindicales ofrece dos posibilidades nuevas, respecto de la actual legislación:



a) La incorporación a un sindicato de empresa o interempresa y la permanencia en él hasta por el plazo de un año, con el único requisito de que se haya trabajado al menos dos meses en cualquiera de las empresas que abarque. A través de esta norma se asegura, en la práctica, la permanencia indefinida del trabajador de temporada en la organización sindical respectiva, y



b) La constitución de sindicatos de trabajadores eventuales en el campo, posibilidad vedada por las normas vigentes, con el agregado de que se permitiría a esas entidades suscribir convenios colectivos, de carácter obligatorio, con uno o más empleadores. La disposición correspondiente hará posible que los trabajadores pacten sus condiciones de trabajo incluso antes de iniciarse las labores de temporada.



En lo atinente a la determinación colectiva de las condiciones de trabajo y las remuneraciones, el proyecto de ley del Gobierno sobre negociación colectiva ofrece dos posibilidades nuevas, en relación con la actual legislación:



a) La de pertenecer a un sindicato que negocia colectivamente, el que podrá convenir contratos colectivos aplicables a los trabajadores de temporada que se encuentren laborando en la respectiva empresa, e incluso, a los que se contraten con posterioridad, y



b) La de pertenecer a un sindicato de trabajadores eventuales, el que podrá pactar en cualquier momento, antes o durante la temporada, las condiciones de trabajo y las remuneraciones que habrán de regir entre sus afiliados y uno o más empleadores.



Pero, señora Presidenta, además de las disposiciones propuestas por el Gobierno y que están en trámite en el Congreso Nacional, a nuestro juicio es necesario legislar sobre las condiciones de trabajo de los temporeros.



A este respecto, me permito sugerir la dictación de una normativa especial, que asegure, por ley, el cumplimiento de condiciones mínimas para los temporeros vinculados a los sectores agrícola y forestal, y cuyos preceptos sean obligatorios e irrenunciables. Sobre esa base, las partes podrán pactar condiciones superiores, con la evaluación pecuniaria que ellas les den. No obstante, la ley debe establecer condiciones mínimas —repito—, las que no pueden ser renunciadas por el trabajador ni reemplazadas por dinero. Ésta es la única forma real de dar la protección fundamental que el trabajador de temporada necesita. Tales condiciones, en nuestro concepto, deben referirse a:



1º Alojamiento higiénico y adecuado, en relación con la zona, clima o tipo de faena, cuando por las características de éstas el trabajador no tenga posibilidades de acceder a un alojamiento;



2° Alimentación que cubra las exigencias establecidas por el Servicio Nacional de Salud;



3° Condiciones higiénicas y adecuadas para que los trabajadores preparen y consuman sus alimentos, mediante la instalación de comedores apropiados, dotados de agua potable, luz eléctrica y servicios sanitarios;



4° Transporte digno y seguro, cuando no existan medios de transporte público entre las faenas y el lugar de alojamiento, y la distancia entre uno y otro punto lo haga necesario;



5° Condiciones de higiene y seguridad en las faenas, e implementos necesarios para impedir accidentes y enfermedades profesionales;



6° Otorgamiento de elementos de protección adecuados para manipular sustancias tóxicas o trabajar en un ambiente tóxico, en conformidad con las normas legales vigentes sobre higiene y seguridad industrial;



7° Posibilitar la instalación, en cada "packing" o empresa, de salas cunas o guarderías infantiles, o bien, contratar estos servicios en la respectiva comuna;



8° Facilitar la atención médica y los medicamentos que requieran los trabajadores de temporada que sufran un accidente o enfermedad profesional durante el período de su contrato, y



9° Resolver el problema previsional de los trabajadores de temporada, que está orientado con relación a dos situaciones diferentes:



a) La estrictamente previsional, que obliga a legislar en el sentido de imponer fuertes multas al empresario que no cumpla con el pago de las cotizaciones, y



b) La referente al ingreso discontinuo del trabajador durante el año.



Es un hecho que el trabajador agrícola de temporada percibe buenos ingresos durante 5 a 7 meses en el año, según la zona, y que el resto del tiempo generalmente no obtiene ingresos. Por esta razón, debiera estudiarse un sistema que obligue al empleador a depositar en la administradora de fondos de pensiones del trabajador un tanto por ciento de los ingresos de éste, para que ese organismo lo administre y le pague en los meses en que no percibe ingresos.



Por todo lo expuesto precedentemente y por mi experiencia como Senador de la Séptima Región del Maule, estoy convencido de que es necesario y urgente legislar acerca de las condiciones de los trabajadores de temporada en los sectores agrícola, agroindustrial y forestal, como única forma de hacer justicia y resolver un conflicto latente y serio en nuestro país.



No debemos olvidar que el trabajo no es una mercancía, sino que es necesario reconocer en él la dignidad humana del trabajador.



La comprensión entre trabajadores y empresarios, y el respeto y la justicia en las relaciones laborales, contribuirán a la vigencia en Chile de una democracia real, solidaria y participativa.



Ruego a la señora Presidenta que se sirva ordenar el envío de oficios, acompañando copia íntegra de esta intervención, a los señores Ministros de Agricultura, y del Trabajo y Previsión Social.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 08° DE 31 DE OCTUBRE DE 1990
MODIFICACIÓN DE LEY N° 18.962, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, quiero referirme al problema del quórum.



Durante la tramitación de la iniciativa que modifica la ley N° 18.962 se suscitó una divergencia entre el Senado y la Cámara de Diputados en cuanto a la derogación o mantención del inciso segundo del artículo 2° transitorio y del artículo 3° transitorio de ese cuerpo legal.



En la Cámara Baja la derogación se aprobó por 80 votos contra uno y en el Senado se rechazó por 19 votos contra 18.



Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes, se dejó constancia —como lo hizo presente el señor Secretario— de que el proyecto incide en una materia propia de ley orgánica constitucional.



Aquí se presenta, señor Presidente, el problema de determinar cuál es el quórum requerido para la aprobación por el Senado de lo que acordó la Comisión Mixta. Éste es el punto que, me parece, tenemos que debatir esta mañana, para luego votar.



La Constitución de 1980, para el caso de que un proyecto de ley sea desechado en su totalidad por la Cámara revisora o de que la de origen no apruebe las modificaciones que aquélla introduzca, da paso a la formación de una Comisión Mixta de igual número de Diputados y Senadores a fin de que proponga la forma de resolver las dificultades producidas.



Ahora bien, la proposición de la Comisión Mixta se somete a votación en ambas Cámaras, y para ser aprobada se requiere la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas.



Tratándose de leyes comunes, señor Presidente, la aplicación del precepto constitucional no merece dudas. Pero han surgido interrogantes cuando el proyecto en trámite requiere una mayoría especial, como ocurre, por ejemplo, respecto de las leyes interpretativas de preceptos de la Carta Fundamental, de las orgánicas constitucionales y de las de quórum calificado, uno de cuyos casos es el presente.



Tratándose de leyes que exigen quórum especial de aprobación —y aquí viene la pregunta—, ¿basta la mayoría de los miembros presentes de ambas Cámaras para aprobar las proposiciones hechas por la Comisión Mixta?



A mí me parece evidente la respuesta afirmativa; es decir, basta la mayoría de los presentes. Y, para ello, tomo en cuenta las siguientes consideraciones.



El recurso de la Comisión Mixta se consagra en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política, contenidos en el párrafo "Formación de la ley", en el cual se comprende también el artículo 63, que prescribe altos quórum de aprobación para las leyes interpretativas de preceptos de la Carta Fundamental, las orgánicas constitucionales y las de quórum calificado.



La circunstancia recién anotada pone de manifiesto que la norma que estima suficiente para aprobar la proposición de la Comisión Mixta la mayoría de los presentes fue consagrada para alcanzar plena aplicación respecto de todos los proyectos de ley. Es así como el artículo 67 de la Constitución Política establece lo siguiente: "El proyecto que fuere desechado en su totalidad por la Cámara revisora será considerado por una comisión mixta de igual número de diputados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver las dificultades. El proyecto de la comisión mixta volverá a la Cámara de origen y, para ser aprobado tanto en ésta como en la revisora, se requerirá de la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas.", etcétera.



El artículo 68 dispone en su inciso primero: "El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara revisora volverá a la de su origen, y en ésta se entenderán aprobadas las adiciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes.".



En consecuencia, señor Presidente, me parece que la regla según la cual basta la mayoría de los presentes para dar por aprobadas en ambas Cámaras las proposiciones de la Comisión Mixta no hace distinción alguna. Y, por ello, el intérprete tampoco la puede formular.



En tercer lugar, si la voluntad del constituyente hubiera sido la de que no se extendiera la regla de simple mayoría a los proyectos de ley para los cuales la Carta Fundamental exige quórum especiales, habría debido expresarla categóricamente.



La razón fundamental del recurso de la Comisión Mixta establecido por el constituyente es, sin duda, buscar una vía de aprobación sustitutiva del sistema general de concordancia entre las dos Cámaras, dando paso a un mecanismo excepcional y novedoso en nuestra tradición, conforme al cual ambas ramas, con participación de todos sus integrantes y de todos los puntos de vista discrepantes en el seno de ellas o entre las distintas opiniones, formando así el Parlamento una unidad sustancial, otorgan un mandato a los integrantes de la Comisión para que busquen una solución apropiada a fin de superar las discrepancias surgidas entre una y otra rama y en el seno de ellas.



Interpretar la norma de la Constitución de una manera diferente de la expuesta sería infringir abiertamente su texto —que no hace distingo respecto de la clase de leyes al establecer la regla de aprobación del informe de la Comisión Mixta— y haría, en consecuencia, inoperante el resorte constitucional respecto de un buen número de proyectos que pueden ser, no sólo numerosos, sino también trascendentales.



Pudiera argumentarse —y así se ha discurrido por algunos— que el espíritu de la Constitución ha debido ser el de mantener los quórum altos en todo el proceso formativo de los proyectos que los exigen. Pero un supuesto espíritu del constituyente no puede prevalecer sobre la letra clara de una norma que tiene asimismo, por su parte, una sólida base de racionalidad y de filosofía política, encaminada a vigorizar la unidad democrática y la fuerza de las soluciones de compromisos en los consensos que fortalecen esa unidad.



Además, señor Presidente, la gestación del precepto confirma la interpretación sostenida. En efecto, el profesor don Raúl Bertelsen, quien se manifestó adverso al mecanismo de la insistencia y propugnó el de las Comisiones Mixtas, expresó textualmente en el seno de la Comisión Ortúzar: "Basado en que la Comisión Mixta no es sino las dos Cámaras en pequeño, considero que debe atenderse a una doble posibilidad, esto es a que pueda no haber acuerdo entre las dos Cámaras, bien porque en la Comisión no se llega a él, bien porque, al votar ambas por separado la propuesta, no ratifica lo obrado por sus representantes —por así llamarlos— en la misma.". Esto se dijo en la sesión 375, página 2.648 del texto respectivo.



"El régimen de insistencias, para el caso de desacuerdo entre ellas (las Cámaras)," —sostiene el informe con que se presentó, oficialmente el anteproyecto de la Comisión Ortúzar— "que resultaba engorroso y dilatorio, lo ha reemplazado por otro, basado en la formación de Comisiones Mixtas de Diputados y Senadores, llamado a resolver dentro de breve plazo los desacuerdos.".



Respecto de la interpretación que acabo de formular, señor Presidente, me permití consultar al profesor de Derecho Constitucional don Alejandro Silva Bascuñán, quien comparte mi punto de vista y mi interpretación, y me autorizó expresamente para que diera a conocer su pensamiento en el Honorable Senado esta mañana.



Por lo tanto, en mi concepto, los artículos 67 y 68 de la Constitución Política son normas especiales que se refieren a las Comisiones Mixtas y ellos priman sobre la norma de su artículo 63.



Por todo lo expuesto, concluyo que el quórum requerido esta mañana para la aprobación por el Senado del informe de la Comisión Mixta debe ser el de simple mayoría.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 10° DE 07 DE NOVIEMBRE DE 1990
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL Y DE JUSTICIA MILITAR Y DE OTROS TEXTOS LEGALES EN LO RELATIVO A PENA DE MUERTE

El señor PACHECO.— Muchas gracias, señor Presidente.



En la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se produjo un debate respecto de la mantención o la abolición de la pena de muerte. La mayoría de los miembros de la Comisión —los Senadores señores Diez, Guzmán y Letelier— estuvieron por mantener la pena de muerte en algunos casos, que son en total 37, de los cuales 29 corresponden al Código de Justicia Militar, y 8, a otras leyes. Los Senadores Vodanovic y el que habla apoyamos la moción del Ejecutivo en el sentido de abolir la pena de muerte en todos los casos.



En consecuencia, deberemos votar separadamente cada indicación. Los Senadores que voten "sí" estarán pronunciándose por mantener la pena de muerte, y los que voten "no" estarán aprobando el proyecto del Ejecutivo, que patrocina la abolición de la misma. Por lo tanto, hay que votar cada modificación separadamente porque se trata de Códigos distintos y de delitos distintos.

LEG. 321, SESIÓN 11° DE 08 DE NOVIEMBRE DE 1990
MODIFICACIONES LEGALES PARA GARANTIZAR MEJOR DERECHOS DE LAS PERSONAS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



El Senado conoce hoy una ley de gran trascendencia y significación para la defensa de los derechos humanos.



La reforma constitucional aprobada en el plebiscito de 1989 modificó el artículo 5o de la Constitución, estableciendo que el Estado y sus órganos deben garantizar los derechos de las personas asegurados en la propia Carta Fundamental y en los tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes. Para cumplir con el mandato del constituyente, es necesario adecuar la legislación interna a lo preceptuado en el Texto Fundamental de 1980 y a los referidos tratados internacionales.



Es urgente hacer las modificaciones pertinentes en lo que respecta al derecho al debido proceso, es decir, a un justo y racional juzgamiento, particularmente por el alto número de personas procesadas por delitos políticos, constitutivos de lo que se ha llamado "presos políticos". La reconciliación nacional a que aspira la inmensa mayoría y que constituye un claro objetivo del Gobierno del Presidente Aylwin requiere que las personas indicadas sean juzgadas con arreglo a los principios constitucionales y a los contenidos en declaraciones y tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, entre otros la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. La legislación interna debe desarrollar las normas constitucionales, principalmente las del artículo 19, números 3º y 7º, de la Carta Fundamental, que consagran el derecho a la defensa jurídica, el debido proceso y las bases constitucionales del proceso penal. Del mismo modo, habrá que ajustar la legislación al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.



Las disposiciones citadas hacen necesario precisar, con suficiente sutileza para hacer verdadera justicia, lo que debe entenderse por conductas terroristas, delitos contra la seguridad del Estado y delitos militares. Sólo distinguiendo muy circunstanciadamente cada uno de ellos será posible resguardar eficazmente los bienes jurídicos que pretenden proteger, castigar a los culpables con penas proporcionales y juzgarlos con arreglo a un procedimiento racional y justo. La confusión en este aspecto ha significado, señor Presidente, o la renuencia de los jueces a aplicar la ley, o largos procesos o injustas sentencias.



El propósito señalado exige modificar la ley N° 18.314, sobre Conductas Terroristas; la N° 12.927, sobre Seguridad del Estado; el Código de Justicia Militar; el Código de Procedimiento Penal; la ley sobre Control de Armas, y los Códigos Penal y Aeronáutico. Como la modificación de la Ley N° 18.314 requiere quórum calificado en ambas Cámaras, el Gobierno separó su tramitación de la revisión de la Ley de Seguridad del Estado, del Código de Justicia Militar, del Código de Procedimiento Penal, de la ley sobre Control de Armas y de los Códigos Penal y Aeronáutico. Sin embargo, ambos Mensajes corresponden a una solución sistemática del problema que el Gobierno ha sometido a la consideración del Congreso Nacional, por lo que ha sugerido su tramitación en conjunto.



En primer lugar, respecto de la Ley de Seguridad del Estado, las modificaciones que el Gobierno propone introducirle tienen por objeto restablecer una penalidad racional para los delitos que atentan contra la integridad del territorio y el Gobierno legalmente constituido, y también garantizar, por mandato constitucional, los derechos fundamentales de las personas. Asimismo, plantea enmiendas a graves presunciones que fueron agregadas durante las situaciones de excepción constitucional que vivió el país en el Gobierno anterior. Por último, reserva la intervención de los tribunales militares únicamente para aquellos casos en que los delitos fueren cometidos por personas sujetas al fuero militar.



El Gobierno de las Fuerzas Armadas, desde el inicio de su intervención, estimó conveniente aumentar las penas asignadas a los diferentes delitos tipificados por le Ley de Seguridad del Estado, crear nuevas figuras delictivas y establecer riesgosas presunciones. Así lo demuestran los decretos leyes N°s. 5, 559, 1.009, 2.347, 2.621 y 2.866, y las leyes N°s. 18.222 y 18.256.



En opinión del Gobierno, este excesivo rigor a que se refieren expresamente los decretos leyes N° 559 y 1.009 no se justifica bajo un Gobierno democrático, ya que la mayoría del pueblo puede expresar su voluntad política a través de la institucionalidad vigente.



Con relación al Código de Justicia Militar, es también propósito del Gobierno modificarlo con el objeto de establecer la eficacia jurídica del derecho militar, devolviéndole su funcionalidad respecto de la naturaleza, estructura y misión que se asigna a las Fuerzas Armadas y de Orden en la Constitución Política. Se quiere dotar a la justicia militar de la independencia y autonomía que corresponden a un tribunal de justicia, y restaurar la vigencia de las garantías constitucionales sobre igualdad ante la ley y ante la justicia.



Sin perjuicio de su propósito de enviar en el futuro al Congreso Nacional un proyecto que modifique sistemáticamente el Código de Justicia Militar, el Gobierno propone en esta oportunidad las enmiendas más urgentes.



En lo tocante a la Ley sobre Control de Armas, el Ejecutivo estima necesario introducir algunas modificaciones, como una forma de garantizar a quienes pudieran ser procesados bajo sus disposiciones un juicio justo y una posible sanción acorde con el ordenamiento penal vigente.



Durante las situaciones de excepción constitucional que terminamos de vivir este año, la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, sufrió diversas enmiendas, que tuvieron por objeto principal aumentar las penas asignadas a las figuras delictivas existentes.



Por otra parte, y con el mismo fundamento con que el Gobierno sugiere modificar las normas sobre competencia de la Ley de Seguridad del Estado, en el caso de la de Control de Armas se reserva la intervención de los tribunales militares únicamente a aquellos casos en que los delitos fueron cometidos por personal sujeto a fuero militar.



En lo atinente al Código Penal, se sugiere derogar el inciso segundo de su artículo 292, con el fin de eliminar la presunción de asociación ilícita que contempla, por considerarla totalmente injusta.



En lo concerniente al Código Aeronáutico, en el proyecto se pretende incorporar delitos que puedan constituir eventuales conductas terroristas, ya que, de acuerdo con la nueva estructura propuesta para la ley antiterrorista, dejan de ser tipificados por ella. Las figuras a que me refiero son aquellas que criminalizan las conductas que pueden poner en serio peligro la navegación aérea. Asimismo, se propone adelantar la entrada en vigencia de dicho cuerpo legal en tres meses.



En lo que respecta al Código de Procedimiento Penal, las enmiendas que se propone introducir persiguen el objetivo de resguardar adecuadamente los derechos constitucionalmente reconocidos a la persona humana dentro de los procedimientos que dicho Código regula. Resulta claro que las normas procesales penales deben cumplir el rol de resolver adecuadamente el conflicto que puede producirse entre el interés estatal de perseguir y castigar a los culpables de los delitos y los derechos que asisten a toda persona humana, fundamentalmente en lo relativo a la protección de su indemnidad y libertad.



Las normas vigentes en varias materias, más que regular los derechos constitucionales de las personas, vienen en restringirlos, otorgando espacios demasiado amplios para la labor inquisitorial de los jueces y la adopción por parte de éstos de medidas tendientes a cautelar a la sociedad en general, los que pueden traducirse en una eventual desprotección de los sujetos.



Por ello el Gobierno aspira a que en aspectos especialmente sensibles, como el valor de las confesiones y los medios lícitos para su obtención, y la facultad para detener y mantener presos a los procesados, no se tomen en cuenta únicamente los intereses objetivos de la sociedad de llegar a la justicia y lograr que se la proteja de nuevos ataques a través del proceso penal, sino que éstos se contrapesen con las limitaciones que al derecho le imponen las prerrogativas fundamentales de los sujetos destinatarios de sus normas.



Con ese fin, el Gobierno presentó disposiciones que vienen a expresar con mayor claridad que la norma actual las exigencias que debe cumplir una confesión para tener valor en juicio, especialmente en lo que dice relación a la proscripción absoluta de la tortura como medio para obtenerla. Ello, por otra parte, cumple con la finalidad de adecuar el texto de nuestra legislación a las recientes convenciones internacionales.



Además, se introducen presunciones que permiten invalidar las confesiones obtenidas luego de largos períodos de incomunicación o aislamiento, puesto que en la actualidad se encuentra científicamente acreditado que, en esas condiciones, la voluntad de los procesados se ve sumamente debilitada, por lo que no puede afirmarse que ellas provengan de decisiones libres y conscientes.



En mi calidad de Vicepresidente de la Comisión Chilena de Derechos Humanos durante los pasados años, me cabe la evidencia moral de que ello es así, por testimonios recibidos de personas a quienes les fueron obtenidas confesiones en dichas circunstancias.



Consecuente con lo expresado anteriormente, el Gobierno propone modificaciones a las normas que establecen la forma y los requisitos de obtención de la libertad provisional de los detenidos o presos, de tal modo de respetar íntegramente el ámbito de protección del sujeto garantizado en la norma constitucional que regula la materia. Se busca poner término por vía legislativa a cualquier restricción adicional a las consagradas por el constituyente, limitándose exclusivamente la ley en proyecto a regular dicho precepto constitucional.



En el sentido señalado, las normas propuestas en el Mensaje sólo contienen limitaciones a las facultades del juez para negar el beneficio, otorgándose a éste las más amplias facultades para concederlo, eliminándose así las restricciones vigentes.



Cabe hacer resaltar también que la nueva regulación implica un reconocimiento explícito del ámbito de decisión judicial sobre la materia, entregando a los jueces sólo los criterios generales que les permitan ponderar los elementos que determinarán su decisión, exigiéndoseles luego la explicitación de los motivos de la misma.



Señor Presidente, el proyecto contiene disposiciones transitorias cuya finalidad es solucionar los problemas procesales que surgirán del cambio de competencia a la justicia ordinaria de una serie de procesos que se encuentran tramitándose ante los jueces castrenses. Es sabido que en dichos procesos muchos inculpados se han visto privados de las más mínimas garantías procesales, fundamentales para la existencia de un debido proceso.



Por ello, las normas transitorias introducen modificaciones a los procedimientos con que deberán seguir siendo sustanciados esos procesos, con el fin de permitir, por una parte, que las normas permanentes que se proponen les sean aplicables, y, por otra, otorgar la posibilidad de corregir los procedimientos para resguardar la vigencia plena del derecho al debido proceso y al de defensa en ellos.



Finalmente, el Ejecutivo propone un recurso especial de revisión, incorporando nuevas causales a las ordinarias, con el fin de posibilitar la reapertura de las causas con sentencia ya ejecutoriada, en que hayan existido gravísimas violaciones al debido proceso. Y en el caso de interposición de este recurso, se contempla la posibilidad de que el juez decrete la suspensión del cumplimiento de la condena.



Este proyecto fue discutido acuciosamente, en extensas y complejas sesiones de la Comisión, y me hago un deber señalar que, a pesar de las discrepancias que se produjeron, todos actuamos con la máxima seriedad profesional. Y me hago un deber destacar, también, la labor cumplida por el Secretario de la Comisión, don Fernando Soffia, que es digna de todo encomio.



Señor Presidente, confío en que el Senado prestará su aprobación a este proyecto de ley del Ejecutivo.



He dicho.

LEG. 321, SESIÓN 14° DE 15 DE NOVIEMBRE DE 1990
MODIFICACIONES LEGALES PARA GARANTIZAR MEJORES DERECHOS DE LAS PERSONAS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tanto el Ejecutivo como el Honorable señor Vodanovic y quien habla repusimos los artículos del texto de la Cámara de Diputados que habían sido rechazados en el primer informe, los cuales fueron rechazados de nuevo, por mayoría. En estas circunstancias, creo que sería innecesario repetir la votación; pero hacemos presente, en la medida en que reglamentariamente sea posible, que estuvimos por reponer —repito— esas disposiciones y que, exclusivamente por razones de orden práctico, no tenemos inconveniente en que se apruebe el segundo informe de la Comisión, con ese alcance.



Digo esto, señor Presidente, porque algunos preceptos necesitan un quórum especial. Por lo tanto, la idea es no dividir las votaciones y evitar la posibilidad de que éste no se reúna —incluso con relación a las disposiciones en que con el Honorable señor Vodanovic obtuvimos una votación favorable—, a fin de que puedan convertirse en ley.

LEG. 321, SESIÓN 14° DE 15 DE NOVIEMBRE DE 1990
REFORMA DE LEY N° 18.314, SOBRE CONDUCTAS TERRORISTAS Y SU PENALIDAD

El señor PACHECO.- Señor Presidente, Señores Senadores:



La reforma constitucional aprobada en el plebiscito de 30 de julio de 1989 modificó el artículo 5° de la Carta Fundamental de 1980, estableciendo que los órganos del Estado deben garantizar los derechos de la persona asegurados en la propia Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile.



Para cumplir con el mandato del constituyente, es necesario adecuar la legislación interna a lo preceptuado en el Texto Fundamental vigente y en los tratados internacionales mencionados.



Es urgente hacer las modificaciones pertinentes en lo que respecta al derecho al debido proceso y a un justo y racional juzgamiento.



Es necesario que las personas sean juzgadas con arreglo a los principios constitucionales y a los contenidos en declaraciones y tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes; entre otros, la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. La legislación interna debe desarrollar las normas fundamentales, principalmente las del artículo 19, números 3° y 7°, que consagran el derecho a la defensa jurídica y al debido proceso y las bases constitucionales del proceso penal.



Del mismo modo, habrá que ajustar la legislación al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.



Las disposiciones citadas hacen necesario precisar lo que debe entenderse por conductas terroristas, delitos contra la seguridad del Estado y delitos militares. Sólo distinguiendo muy circunstanciadamente cada uno de ellos será posible resguardar de manera eficaz los bienes jurídicos que pretenden proteger, castigar a los culpables con penas proporcionadas y juzgarlos con arreglo a un procedimiento racional y justo.



El propósito señalado exige modificar la ley N° 18.314, sobre Conductas Terroristas y su Penalidad.



Las principales modificaciones que procura introducir el Gobierno a dicho cuerpo legal se refieren al concepto de acto terrorista; a la forma de castigar éste; a las medidas que el Tribunal puede decretar para restringir los derechos de las personas declaradas reos por delito que constituya conducta terrorista, y a las atribuciones de las autoridades políticas para prevenir actos de esa índole.



El fundamento principal de las reformas se encuentra en el concepto de terrorismo. La ley vigente confunde actos propiamente atentatorios contra la seguridad del Estado con conductas terroristas, porque atribuye al terrorismo el carácter de ideología. Más que una ideología, éste es un método de acción criminal al cual recurren los extremismos de Derecha e Izquierda, los narcotraficantes, los fanáticos religiosos, los traficantes de armas, los gobiernos totalitarios y las dictaduras.



Lo que caracteriza a la conducta terrorista es el hecho de atentar contra la vida, la integridad física o la libertad de las personas por medios que produzcan o puedan producir un daño indiscriminado, con el objeto de causar temor a una parte o a toda la población. Sobre la base de este concepto, el proyecto modificatorio revisa el artículo 1° de la ley.



Desde esa perspectiva distinta, el uso del método terrorista en la comisión del delito debe castigarse con una agravación de la pena correspondiente a éste. El proyecto propone sustituir la penalidad establecida en el artículo 2° de la ley por la obligación del juez de aumentar de uno a tres grados la pena señalada por la ley para el delito, atendiendo a las características del acto terrorista y a la peligrosidad del delincuente. La iniciativa del Gobierno sugiere también derogar el artículo 7° de la ley, por considerar que constituye una excepción a las reglas ordinarias sobre penalidad, al castigar la conspiración y la proposición con la pena asignada al delito consumado, rebajada en uno o dos grados.



En cuanto a las reglas sobre procedimiento reguladas en la ley, el proyecto plantea que el juez podrá aplicarlas cuando haya encargado reo al inculpado y mediante resolución fundada exprese las presunciones en que basa la calificación del delito como conducta terrorista.



También la iniciativa propone la derogación del inciso segundo del artículo 12 de la ley, que permite a la Central Nacional de Informaciones practicar diligencias judiciales, como asimismo la del inciso final de su artículo 13, por ser una extensión del artículo 11, que también sugiere abrogar.



Igualmente, el Ejecutivo plantea la derogación de los artículos 15 y 16 de la ley, que facultan al tribunal para mantener en secreto declaraciones de testigos cuya identidad también desconocen los afectados, por contravenir los principios de un racional y justo proceso.



Por último, la iniciativa del Gobierno sugiere abrogar el artículo 17, pues constituye la simple reiteración de una norma constitucional.



Con el objeto de lograr un trato conforme a las normas establecidas en materia de derechos humanos para los declarados reos por delitos que constituyan conductas terroristas y, al mismo tiempo, de velar por la protección de la sociedad, el Ejecutivo propone reemplazar el artículo 14 de la ley, en los términos que explicaré a continuación.



A fin de prevenir conductas terroristas, se mantiene la facultad que la ley confiere a las autoridades políticas (Ministro del Interior, intendentes y gobernadores) para solicitar al tribunal que corresponda la intercepción, apertura o registro de las comunicaciones y documentos privados, y la observación, por cualquier medio, de las personas respecto de las que existan fundadas sospechas de la comisión o preparación de delitos que constituyan conductas terroristas. La resolución judicial se dictará sin conocimiento del afectado y será siempre fundada y no susceptible de recurso alguno. Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a 30 días. A diferencia del artículo 14 en vigor, para adoptar la resolución no será suficiente una mera sospecha, sino que ella deberá ser fundada, y la medida no podrá prorrogarse ni ejecutarse antes de la dictación de la resolución que la autorice.



Declarada reo una persona por un delito que constituya conducta terrorista, sólo el tribunal que esté conociendo la causa podrá decretar, mediante resolución fundada, algunas medidas restrictivas de los derechos de esa persona, en resguardo de los intereses de la sociedad. Tales medidas podrán consistir en reclusión del reo en recintos especiales, regulación restrictiva del régimen de visitas e intercepción, apertura o registro de las comunicaciones y documentos privados, las que en ningún caso podrán afectar la comunicación del reo con su abogado.



La resolución del juez que decrete una de las medidas anteriores será apelable en el solo efecto devolutivo, sin perjuicio de los demás recursos que proceden respecto de las encargatorias de reo; esto es, el tribunal de primera instancia que declare reo por conducta terrorista puede decretar de inmediato las medidas restrictivas indicadas. Si el tribunal superior revoca la declaratoria de reo o acoge la apelación contra las medidas, éstas quedarán sin efecto.



Señor Presidente, las reformas anteriormente explicadas determinan el verdadero carácter de las conductas terroristas, establecen una penalidad proporcional para crímenes graves y respetan armónicamente los intereses de la sociedad y los derechos de los procesados, ajustándose a las normas de la Constitución de 1980 y a los pactos internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y vigentes.



Por todo lo expuesto, considero que la iniciativa sobre conductas terroristas y su penalidad, propuesta por el Ejecutivo y acogida por la Honorable Cámara de Diputados y por la unanimidad de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, debe ser aprobada por esta Corporación.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 14° DE 15 DE NOVIEMBRE DE 1990
HOMENAJE AL BICENTENARIO DE CIUDAD DE CUREPTO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



El 17 de noviembre pasado, la ciudad de Curepto celebró el bicentenario de su fundación.



Estudiando su historia, vemos que su nombre es una expresión mapuche que significa "correr viento", y nos encontramos con que don Pedro de Valdivia estableció como primeros encomenderos en la zona a don Juan Jofré y a don Juan Cuevas, en territorios de Huenchullamí, Tonlemo y Huaquén, en 1542. Ellos tomaron posesión en 1544, fecha considerada como el inicio de la presencia española en la comarca.



Don Juan Jofré y Monteza estableció en Peteroa, Huaquén y Tonlemo un "obraje de paños" que refleja el primer ímpetu del espíritu industrial de los habitantes del futuro Curepto. Esa fábrica de hilados estuvo a cargo del andaluz Alonso Bueso, quien contó con la colaboración de los indios de la encomienda. Los tejidos fabricados en esa industria alcanzaron una gran variedad de uso, y se hizo casi innecesario traer paños desde España y Perú, constituyendo un paso hacia la independencia industrial.



El toqui Lautaro, en sus campañas, recorrió la ribera sur del Mataquito (Matha Quetha es una expresión utilizada por los incas en sus incursiones sureñas para azuzar a las llamas o llamos y lograr que cruzaran el río), pasando por la Orilla, Calpún, Docamávida, Limávida, hasta llegar a Tonlemo y Huaquén, donde se fortificó en el lugar denominado "El Ajial". Esto sucedía entre los años 1556 y 1557.



Luego de alejado el peligro de la presencia de Lautaro en la zona, los encomenderos retornan a sus normales actividades. Y, en 1585, se nombró al primer cura de Huenchullamí: don Diego de Lovera. La sede parroquial de Curepto empezó en Peteroa; luego, estuvo en Llongocura, en 1755, y, posteriormente, en 1783, se trasladó al actual pueblo de Curepto, lo que contribuye al nacimiento de la villa, que se forma alrededor de una capilla.



Sin embargo, doña Fabiana de Ocampo, una rica estanciera, viuda del capitán don Luis de Castro y Castilla, estableció junto a su casa, en Curepto, un oratorio bien dotado. Esto ocurría en el siglo XVII. Ella era dueña de Curepto, poseía las estancias "Las Peñuelas" y "La Limpia", con viña y curtiduría. Y este oratorio sirvió para la atención religiosa de sus servidores y de los numerosos comarcanos. En su testamento de 1687 señaló "una capilla con su ornamento, cáliz y misal". Esta capilla de doña Fabiana de Ocampo desempeñó un papel religioso de importancia, pues en ella se realizaron misiones concurridísimas, con la presencia de religiosos y religiosas, y sirvió también como viceparroquia de Curepto que, en ese entonces tenía su sede en Peteroa.



Sobre el bicentenario, en textos tradicionales, como la "Geografía de la República de Chile" de don Enrique Espinoza, con información de 1895, señala que Curepto data de 1790. A su vez, la "Geografía de Chile" de don Pedro Cunill, en un listado de 109 ciudades de Chile, indica que Curepto data de 1790.



Basándose en lo anterior, se ha hecho costumbre tomar como fecha de inicio de Curepto el año 1790.



Respecto del 17 de noviembre, tenemos que ese día de 1552 se dan en merced los terrenos de Huenchullamí a don Juan de Cuevas. Una segunda referencia la constituye la ley que crea el departamento, la comuna y da título de "Villa" a Curepto el 17 de noviembre de 1882.



De acuerdo con la tradición de apoyarse en el año 1790, y basándose en las razones ya explicadas, Curepto celebró su bicentenario el 17 de noviembre del año en curso.



En consecuencia, la ciudad data de 1790, cuando principió a fundarse en terrenos de una capellanía, lo que impidió la regularización y el ensanche de su planta de población. Con el remate de esos terrenos, efectuado en 1873, pudo incrementar su población, siendo susceptible de darle forma regular. Tiene título de "Villa" por ley de 17 de noviembre de 1882, que creó el departamento.



El juzgado de letras y la notaría de Curepto datan de 1884. Era una villa de facto desde hacía muchos años, por cuanto tenía algunos servicios importantes para la época, como la iglesia— la cual, al no existir el Registro Civil, anotaba los matrimonios, nacimientos y defunciones—, el cementerio (parroquial y el hospital o casa de socorro. El comercio tenía significativa actividad y los cultivos agrícolas, constituidos principalmente por trigo, cebada, frijoles y arvejas, comenzaron a expandirse.



Por lo tanto, Curepto nace como pueblo espontáneamente, con características propias, con gente dotada de capacidad organizativa, con intereses comunes definidos, que la hacen pedir formalmente a las autoridades superiores el título de "Villa".



El decreto con fuerza de ley N° 8.583, de 1927, constituyó el departamento de Mataquito, capital Curepto, que lo conformaban los antiguos departamentos de Vichuquén y Curepto, es decir, lo que actualmente es Licantén, Hualañé y Vichuquén, además de Curepto propiamente tal.



Esta división administrativa permaneció hasta 1936, cuando se promulga la ley N° 5.955, desapareciendo el vasto departamento de Mataquito, cuya capital era Curepto.



Posteriormente, el decreto ley N° 1.317, de 1975, convirtió a Curepto en comuna solamente, dejando atrás su importancia como departamento.



Durante este siglo, la ciudad se ha desarrollado significativamente: se han construido liceos, hospitales, oficinas públicas, puentes y caminos; edita periódicos y funda instituciones sociales. Es digna de destacarse la actividad forestal.



Pero tal vez lo más significativo es la calidad de los hombres y mujeres que nacieron y vivieron en estas tierras hermosas, llenas de tradiciones.



Por ello, rindo un homenaje a todos sus habitantes: trabajadores intelectuales y manuales; obreros y campesinos, comerciantes e industriales. En la imposibilidad de nombrarlos a todos, destaco, entre sus hijos, al poeta Pedro Antonio González; a los escritores Hugo Correa y Matías Rafide; a Monseñor Pedro Armengol, General de los Mercedarios y Obispo de Ancud; a los políticos Hugo Gálvez, dos veces Ministro de Estado, y Gustavo Ramírez, Diputado en cuatro períodos.



En mi condición de Senador por la Séptima Región del Maule, deseo expresar mi cariño por la ciudad de Curepto, con sus viejas casas de sombreados corredores y hermosos lugares vecinos: Calpún, Docamávida, Limávida, Rodeo, Hornillos, Huaquén, Gualleco, Estáñenla, El Queñe, Pulmunul, Tabunco, Domulgo, Rapilermo, Huelón, Lien, La Orilla, La Trinchera, Coipué y tantos otros.



Al rendir hoy un cálido homenaje a Curepto, en el bicentenario de su fundación, lo hago extensivo a los hombres y mujeres que allí nacieron y trabajaron, y continúan haciéndolo, entregando lo mejor de sí mismos al desarrollo de esta tierra de nobles tradiciones. 



He dicho.

LEG. 321, SESIÓN 22° DE 11 DE DICIEMBRE DE 1990
QUÓRUM PARA APROBAR PROPOSICIONES DE COMISIONES MIXTAS SOBRE PROYECTOS  DE LEY  ORGÁNICA CONSTITUCIONAL

El señor PACHECO.— Como ha dicho el señor Secretario, es efectivo que en el prolongado debate habido en la Comisión, cuatro de sus miembros estuvieron por la tesis dada a conocer por él, de la que me permití disentir por creer que, en el caso en estudio, sólo es necesaria la concurrencia de la mayoría de los miembros presentes de cada Cámara, por las siguientes razones:



Primero, el mecanismo de comisiones mixtas se contempla en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política, contenidos en el párrafo relativo a la "Formación de la ley", del cual también forma parte el artículo 63 de la Carta Fundamental, que prescribe altos quórum de aprobación respecto de las leyes interpretativas de ella, las orgánicas constitucionales y las de quórum calificado. La circunstancia recién anotada, pone de manifiesto que la norma que considera suficiente la mayoría de los presentes para aprobar lo propuesto por la comisión mixta fue consagrada para tener plena aplicación respecto de todos los proyectos de ley.



Segundo, de la simple lectura de los artículos 67 y 68 de la Ley Fundamental, queda en evidencia que la regla según la cual basta la mayoría de los presentes para aprobar en cada Cámara lo sugerido por la comisión mixta, no hace distinción alguna y, consecuentemente, el intérprete tampoco la puede formular.



Tercero, si la voluntad del constituyente hubiera sido la de que no rigiera la norma de la simple mayoría para aprobar la propuesta de una comisión mixta respecto de los proyectos de ley para los que la Carta Fundamental exige quórum especiales, lo habría dicho expresamente, cosa que no hizo.



Cuarto, los preceptos contenidos en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política constituyen normas especiales, que regulan las comisiones mixtas, y deben primar sobre lo dispuesto por el artículo 63 de la Carta Fundamental.



Quinto, la razón básica del mecanismo de la comisión mixta es buscar una vía de aprobación sustitutiva del sistema general de concordancia, entre las dos Cámaras, dando paso a un recurso excepcional y novedoso en nuestra tradición, conforme al cual ambas ramas, con participación de todos sus integrantes, y teniendo presente los distintos puntos de vista existentes en su seno, otorgan un mandato a los miembros de la comisión para que busquen una solución apropiada a fin de superar las discrepancias surgidas.



Sexto, interpretar de una manera distinta a la expuesta las normas constitucionales señaladas sería infringir, en nuestro concepto, abiertamente el texto de la Carta Fundamental, la que, al establecer la regla de aprobación por simple mayoría en cada Cámara del informe de la comisión mixta, no hace distinción respecto de la clase de ley. Ello haría, además, inoperante este mecanismo constitucional respecto de un importante número de proyectos que pueden ser de gran trascendencia.



Por último, el argumento de que el espíritu de la Constitución es mantener los altos quórum de aprobación previstos en el artículo 63 en todo el proceso formativo de los proyectos de ley a que se refiere el citado precepto, no reviste mayor solidez, por cuanto el supuesto espíritu del constituyente no puede prevalecer sobre la letra clara de una norma que tiene también una sólida base de racionalidad y de filosofía política, encaminada a fortalecer la unidad democrática y la fuerza de soluciones de compromiso en los consensos que fortalecen esa unidad.



Finalmente, la historia del establecimiento de la Carta Fundamental confirma esta interpretación que vengo en dar. En efecto, en el acta de la sesión N° 375 de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución Política de la República, celebrada el 24 de mayo de 1978, se señala que el señor Raúl Bertelsen —quien se manifestó adverso al mecanismo de las insistencias y propugnó el de las comisiones mixtas— expresó textualmente que: "basado en que la Comisión Mixta no es sino las dos Cámaras "en pequeño", considera que debe atenderse a una doble posibilidad, esto es, a que pueda no haber acuerdo entre las dos Cámaras, bien porque en la Comisión Mixta no se llega a él, bien porque, al votar ambas por separado la propuesta, no ratifican lo obrado por sus "representantes" —por así llamarlos— en la misma.", etcétera.



Por su parte, el informe con que se presentó oficialmente el anteproyecto elaborado por la referida Comisión sostiene, en la parte pertinente, "que el régimen de insistencias para el caso de desacuerdo entre ellas (las Cámaras), que resultaba engorroso y dilatorio, lo ha reemplazado por otro, basado en la formación de comisiones mixtas de Diputados y Senadores, llamado a resolver dentro de breve plazo los desacuerdos".



Para concluir, hago presente que el profesor don Alejandro Silva Bascuñán emitió un informe en Derecho —copia del cual entregué a los miembros de la Comisión, y que pongo a disposición de la Mesa— en el que llega a las mismas conclusiones que he expuesto.



En mérito de las consideraciones señaladas, señor Presidente, estimo que el quórum no es el indicado, y que sólo es necesaria la concurrencia de la mayoría de los miembros presentes de cada. Cámara.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 24° DE 12 DE DICIEMBRE DE 1990
CUADRAGÉSIMO SEGUNDO ANIVERSARIO DE DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Con motivo de haberse celebrado el 10 de diciembre pasado el 42° aniversario de la aprobación de la Declaración Universal de Derechos Humanos por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas, deseo rendir este homenaje en nombre propio y de los Senadores de la Democracia Cristiana.



El reconocimiento de los derechos fundamentales de la persona humana y su manifestación en declaraciones de carácter político y jurídico se han ido concretando y precisando a través de la historia, hasta constituir un testimonio del progreso de la conciencia moral de la humanidad.



Este proceso no ha sido espontáneo ni permanente, sino consecuencia de una lucha del hombre por superarse; se ha realizado dificultosamente, con avances y retrocesos, y se ha traducido en una ampliación del número y contenido de estos derechos y en una expansión del campo personal y territorial de su vigencia y protección jurídica.



Durante el siglo XX debemos destacar tres importantes Declaraciones, que dieron origen a otros tantos sistemas de la protección internacional de los derechos humanos: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 1948; la Declaración Universal de Derechos Humanos, del mismo año, y la Convención Europea de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales, de 1950.



Declaración Universal de Derechos Humanos
LEG. 321, SESIÓN 24° DE 12 DE DICIEMBRE DE 1990
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL Y DE JUSTICIA MILITAR Y DE OTROS TEXTOS LEGALES EN LO RELATIVO A LA PENA DE MUERTE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión Mixta de Senadores y Diputados, me permito sintetizar el correspondiente informe.



El Mensaje del Gobierno del Presidente Aylwin apuntó a la supresión total de la pena de muerte en la legislación chilena. La Cámara de Diputados aprobó la proposición del Ejecutivo, con enmiendas que no alteraron el propósito original. El Senado modificó la propuesta de la Cámara de origen de tal manera que, sin perjuicio de derogar la sanción máxima en numerosos casos, la mantuvo para otros delitos.



En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la mayoría de las modificaciones introducidas por el Honorable Senado, con lo que quedó configurada la discrepancia cuya solución compete resolver a esta Corporación.



En la discusión de la Comisión Mixta, el Diputado señor Jorge Molina formuló indicación para conservar la pena de privación de la vida única y exclusivamente para delitos del Código de Justicia Militar cometidos en tiempo de guerra externa.



Explicó el autor de tal propuesta que, no obstante ser ferviente partidario de la posición abolicionista en esta materia, le parecía que de esta forma se podría encontrar un acuerdo que conciliara las dos tesis opuestas que se han manifestado en el curso de la tramitación del presente proyecto de ley.



La Honorable señora Soto, el Senador que habla y el Diputado señor Andrés Aylwin secundamos la indicación haciendo presente que, no obstante ser contrarios a la idea de mantener la pena de muerte, aunque fuera para algunos casos, la acogíamos solamente en el entendido de que se trata de una solución posible para resolver el problema planteado.



Los Honorables señores Diez y Guzmán manifestaron su disconformidad con la indicación, señalando que el Senado ya hizo el esfuerzo de examinar en detalle las leyes chilenas que imponen la pena de muerte, y que, como resultado de ese examen, la suprimió en todos los casos en que le pareció injustificada o excesiva, rebajándola a presidio perpetuo.



Puesta en votación la indicación del Diputado señor Molina, ella fue aprobada por seis votos contra cuatro. Se pronunciaron a favor la Honorable señora Soto y el Senador que habla y los Diputados señores Aylwin, Jara, Molina y Ribera, este último de Renovación Nacional. Lo hicieron en contra los Honorables señores Diez, Fernández y Guzmán y el Diputado señor Ulloa.



Sobre la base del acuerdo precedentemente indicado, se revisaron las disposiciones del artículo 1o del proyecto, de modo de agregar, en los delitos tipificados por el Código de Justicia Militar que imponen como pena la privación de la vida, un nuevo requisito, cual es la situación de guerra externa en que debe ser cometida la infracción. Así, se añade una frase específica sobre este nuevo elemento del tipo en cada artículo, inciso, número o parte de un precepto que definen aquellos delitos militares en los que se adoptó el predicamento de señalar la pena de muerte como el máximo de la escala aplicable.



Por último, se consideró conveniente reiterar, en el artículo 5o nuevo, que agregó el Senado en el segundo trámite constitucional, la exigencia de unanimidad para imponer la pena de muerte en las cortes marciales y en los consejos de guerra, que en el derecho penal común está consagrada por el artículo 73 del Código Orgánico de Tribunales. Por ello, se propuso aprobar este artículo.



Como consecuencia de todo lo anterior, señor Presidente, la Comisión Mixta tiene el honor de proponer al Honorable Senado, como forma de resolver las diferencias producidas entre las Cámaras en la tramitación de este proyecto, adoptar en una sola votación los acuerdos que se detallan más adelante, con mayor precisión, en el proyecto.



Tales acuerdos están referidos a la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, o a los adoptados por el Senado en el segundo trámite, cuando se trata de nuevas disposiciones agregadas por la Cámara revisora.



Por todo lo expuesto, solicitamos al Honorable Senado que se sirva aprobar, en una sola votación, el informe de la Comisión Mixta de Senadores y Diputados que mantiene la pena de muerte para los delitos establecidos en el Código de Justicia Militar en caso de guerra externa. Muchas gracias, señor Presidente.



En 1946 el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas acordó la creación de la Comisión de Derechos Humanos, la que fue presidida por la señora Eleonora Roosevelt (viuda del ex Presidente norteamericano Franklin Délano Roosevelt).



La Comisión celebró numerosas sesiones durante cerca de dos años, en las cuales sus miembros —que representaban a distintos Estados— plantearon puntos de vista muy diversos, e incluso divergentes, inspirados en el humanismo cristiano, el marxismo y la filosofía china. Es de justicia destacar la actuación del representante de Chile, Embajador señor Hernán Santa Cruz. Finalmente, no obstante las notables discrepancias de opiniones existentes entre los delegados, se llegó a un acuerdo práctico sobre un proyecto de Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual, después de prolongados debates, fue aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, reunida en París, el 10 de diciembre de 1948. La aprobación se produjo sin ningún sufragio en contra, por 48 votos a favor y 8 abstenciones, correspondientes a la Unión



Soviética, Bielorrusia, Checoslovaquia, Polonia, Ucrania, Yugoslavia, Unión Sudafricana y Arabia Saudita.



El delegado de la Unión Soviética consideró que el proyecto de Declaración no satisfacía las tres condiciones que, ajuicio de su país, eran indispensables para su adecuado perfeccionamiento, a saber: una garantía de las libertades en favor de todos y el debido resguardo de la soberanía nacional de los Estados; una garantía de que los derechos humanos serían ejercidos teniendo en consideración las condiciones económicas, sociales y nacionales propias de cada país, y una definición de los deberes de los ciudadanos para con su nación, su pueblo y su Estado. "Deploro" —dijo— "que no se condenara al fascismo en ninguna parte del proyecto.". Declaró, finalmente, que los derechos explicitados en el proyecto de Declaración eran ilusorios, ya que carecían de garantías efectivas.



Críticas similares expresaron los delegados de Bielorrusia y de Ucrania.



La Declaración Universal de Derechos Humanos fue proclamada como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.



Los derechos humanos constituyen, por lo tanto, el fundamento de legitimidad moral y jurídico de todo Estado nacional moderno, y una exigencia que la humanidad ha establecido para todos los hombres y países, considerando que toda violación de ellos es una agresión contra la libertad, la justicia y la paz del conjunto de los pueblos del orbe.



Como lo expresara el Papa Juan Pablo II en el mensaje enviado a la Asamblea General de las Naciones Unidas, "la comunidad internacional no puede tolerar que los Estados miembros de esta organización violen sistemática y abiertamente los derechos fundamentales, practicando la discriminación racial, la tortura, la represión política e ideológica, la eliminación de las libertades de opinión y de conciencia".



Obligaciones de los Estados y las personas respecto a los derechos humanos



El sistema jurídico de los derechos humanos se ha establecido definiendo obligaciones específicas y concretas, para los Estados, los pueblos y las personas, respecto al cumplimiento de los compromisos que sobre esta materia se han suscrito y a la promoción de los valores que los inspiran.



Esas obligaciones, en cuanto a los Estados y Gobiernos, son, principalmente, las siguientes:



—Para ser miembro de la Organización de las Naciones Unidas hay que estar capacitado para cumplir con las obligaciones que se han convenido en materia de derechos humanos, y todo miembro de ella que haya violado repetidamente los principios contenidos en esta Carta podrá ser expulsado.



—Los Estados deben promover, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades en toda la nación. Del mismo modo, tienen la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanas en todo el orbe.



—Los Estados están obligados a dictar las disposiciones legales que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos humanos establecidos.



—Los Estados se han comprometido a garantizar el derecho humano al recurso de amparo o hábeas corpus, de modo que cada vez que aquellos derechos sean violados, aun cuando la violación la cometan personas que actúan en el ejercicio de sus funciones oficiales, la autoridad judicial o la prevista por el sistema legal del Estado ampare a quienes sufren daño en sus derechos esenciales.



En síntesis, los Estados están obligados a respetar los derechos humanos para pertenecer y seguir perteneciendo a la Organización de las Naciones Unidas; deben promover estos derechos en la cultura nacional mediante la educación y la enseñanza; deben reconocerlos explícitamente en su propia legislación y están obligados a establecer el derecho humano al recurso de amparo o hábeas corpus, a fin de que las personas puedan protegerse contra toda violación de los mismos; y, por último, deben controlar el cumplimiento de esas obligaciones por todas las naciones y Estados del mundo.



Por su parte, las personas, junto con asistirles el derecho a que se establezca un orden social e internacional donde los derechos y libertades proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos se hagan efectivos, tienen la obligación de esforzarse por la observancia de los derechos reconocidos en los pactos internacionales citados y, por supuesto, en esa Declaración.



Violación de los derechos humanos



De acuerdo con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los pactos y convenios internacionales, se entiende por violación de tales derechos la lesión o puesta en peligro de ellos que se realiza, primero» por la autoridad política (Gobierno) o sus agentes, sea en cumplimiento de disposiciones legales en sí mismas atentatorias contra dichos derechos, sea como parte de una política oficial (aunque no se proclame como tal), sea en forma de abusos individuales o aislados de funcionarios o agentes públicos; y segundo, por individuos o grupos privados, en la medida en que actúen por encargo de la autoridad o con el beneplácito de ésta, o en que se vean tácitamente autorizados por la impunidad que les brinda el Gobierno.



Importancia de la Declaración



Mucho se ha discutido sobre la validez jurídica de la Declaración Universal de Derechos Humanos.



La tesis de que la Declaración Universal viene a definir y precisar las disposiciones de la Carta de San Francisco en materia de derechos del hombre y de que, por tanto, es un texto de Derecho Internacional positivo obligatorio para los Estados, ha sido sostenida por ilustres internacionalistas. Lo mismo han sostenido varios Estados, entre los que figuran Australia, Bélgica, Chile, Líbano, México y Panamá. Por mi parte, considero que ésa es la tesis correcta.



Entre las muchas declaraciones gubernamentales oficiales que respaldan esta conclusión, podemos mencionar la Proclamación de Teherán, aprobada en la Conferencia Internacional de Derechos Humanos reunida en Teherán en 1968, en la que se afirmó que la Declaración Universal de Derechos Humanos enuncia una concepción común a todos los pueblos de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana y la declara obligatoria para la comunidad internacional.



Por su parte, las Naciones Unidas han afirmado en reiteradas oportunidades la tesis de que la Declaración Universal de Derechos Humanos es una declaración de principios de Derecho Internacional aplicables a esta materia, expresa el consenso de la comunidad internacional y, en consecuencia, debe ser considerada como una verdadera fuente del Derecho Internacional. La Declaración contiene obligaciones jurídicas de los miembros de las Naciones Unidas e, incluso, de la organización misma, aunque sean imperfectas desde el punto de vista de su ejecutoriedad.



No obstante, algunos consideran que la Declaración sólo comprende un conjunto de orientaciones o recomendaciones con fuerza moral, pero sin eficacia jurídica. Ello, porque la Asamblea General de las Naciones Unidas no tiene, en principio, competencia legislativa y sólo puede hacer recomendaciones.



El reconocimiento que las instituciones políticas de los Estados estarían judicialmente obligadas a otorgar a la Declaración Universal y, en general, al Derecho Internacional de los derechos humanos constituye un problema vinculado a un antiguo debate en la doctrina jurídica: el de las relaciones jerárquicas entre el Derecho Internacional y los derechos estatales.



Estimo que el Derecho Internacional de los derechos humanos está reconocido como Derecho general, como Derecho Internacional condicionante de la validez de todo otro ordenamiento. Si los Estados creen en los derechos humanos, tienen que aceptar la supremacía del Derecho Internacional de los derechos humanos, como única forma lógica. No digo que hacerlo sea absolutamente necesario, que no puedan existir ordenamientos constitucionales que consagren la superioridad del Derecho Interno sobre el Derecho Internacional. Lo que quiero decir es que, en la medida en que existen ordenamientos jurídicos que se pretendan superiores al Derecho Internacional, en esa medida no se está adscrito al movimiento de los derechos humanos. El Estado que sostenga eso no tiene derecho a afirmar que él es defensor de los derechos humanos, los cuales, hoy, están reconocidos como tales en el derecho universal.



El más grave problema que ha enfrentado la Declaración Universal es. la falta de órganos jurisdiccionales con facultades suficientes para imponer el cumplimiento de los derechos humanos en los distintos países en que han sido violados.



Con el objeto de subsanar en parte estas graves dificultades, se ha propuesto la creación de un alto comisionado que actuaría en esta materia con amplias facultades; pero la iniciativa no ha prosperado hasta la fecha.



La Declaración Universal de Derechos Humanos, señor Presidente, es un hito trascendente en la historia de la humanidad. Representa un hecho nuevo en cuanto a que, por vez primera, un sistema de principios fundamentales de la conducta humana ha sido libremente aceptado por la mayor parte de los países. Solamente después de su consagración, podemos tener la certidumbre histórica de que la humanidad comparte algunos valores comunes con relación a los derechos humanos.



La Declaración Universal es únicamente el comienzo de un largo proceso del que no estamos en condiciones de ver todavía la realización final. Ella constituye algo más que un sistema doctrinal, pero algo menos que un sistema de normas jurídicas positivas de valor universal.



La comunidad universal se encuentra  hoy no sólo ante el problema de otorgar garantías válidas a los derechos humanos, sino también frente al de perfeccionar continuamente el contenido de la Declaración Universal, articulándolo, especificándolo, actualizándolo, de tal manera que sea una garantía efectiva de los derechos humanos. A pesar de las limitaciones e imperfecciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos, ha ejercido gran influencia durante cuarenta y dos años. Sus principios son considerados como un ideal que todos los pueblos deben alcanzar. Es efectivo que en muchos países estos derechos no se cumplen, pero no por eso la Declaración deja de reconocerse como válida.



Ella ha tenido una considerable repercusión en el campo del Derecho Internacional Público y del Derecho Constitucional. Además, ha inspirado diversas leyes y fallos judiciales en distintos países.



Con la Declaración Universal, comienza una etapa en la que la afirmación de los derechos es, a la vez, universal y positiva. Universal, en el sentido de que ya no sólo son destinatarios de los principios allí contenidos los ciudadanos de tal o cual Estado, sino todos los hombres; positiva, en cuanto pone en marcha un proceso en cuya culminación los derechos humanos no sólo son reconocidos, sino efectivamente protegidos, incluso contra el propio Estado que los viola.



Podemos describir el proceso de desarrollo que termina con la Declaración Universal manifestando, señor Presidente, que los derechos humanos nacen como derechos naturales universales, se desarrollan como derechos positivos particulares, para encontrar, al fin, su plena realización como derechos positivos universales.



Ruego al señor Presidente se sirva ordenar enviar un oficio al señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, transcribiendo el texto íntegro de esta intervención.



He dicho.

LEG. 321, SESIÓN 26° DE 18 DE DICIEMBRE DE 1990
APROBACIÓN DE ACUERDO SOBRE  FACULTAD LATINOAMERICANA DE  CIENCIAS SOCIALES 

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) fue creada el 11 de abril de 1957, oportunidad en que, en virtud de una recomendación de la UNESCO, fueron suscritos sus estatutos en la Conferencia Latinoamericana de Ciencias Sociales, celebrada en Río de Janeiro. Conforme a ellos, la FLACSO es una institución universitaria regional para la enseñanza de las disciplinas comprendidas en las ciencias sociales que tiene por finalidad asegurar en ese campo la formación de profesores e investigadores de nivel superior en América Latina.



Señor Presidente, la labor que la FLACSO cumplió en los planos de la docencia, la investigación y la extensión de las ciencias sociales durante el tiempo que funcionó en nuestro país fue realmente extraordinaria, no sólo porque tuvo gran impacto, sino porque, al mismo tiempo, fue un centro de atracción de sociólogos de toda América Latina —e incluso de Europa— que vinieron a enseñar e investigar.



Las publicaciones de la FLACSO durante el período en que trabajó en Chile fueron de excepcional significación y siguen vigentes hasta hoy.



Considero un error haber quitado el patrocinio a dicho organismo y dejado a Chile sin ese foco de influencia en materia de ciencias sociales. Por ello, creo que la reincorporación de Chile a la FLACSO es un acto de toda justicia, que prestigia al Senado y, al mismo tiempo, a toda la nación.



Por las razones expuestas, los Senadores democratacristianos apoyamos este proyecto de acuerdo y expresamos nuestras felicitaciones al Ejecutivo por su presentación, que tiende a reparar una injusticia que se había cometido.



Nada más.

LEG. 321, SESIÓN 27° DE 19 DE DICIEMBRE DE 1990
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE ABUSOS DE PUBLICIDAD. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, constitucionalmente, lo único que corresponde al Senado es votar en bloque el informe de la Comisión Mixta. Estimo que la iniciativa salió de ella mejorada en muchos aspectos. Y así lo reconoció el señor Ministro. En lo técnico, se discutió extensamente en su presencia. Y, en general, creo que se ha elaborado un buen proyecto.



El punto de discrepancia fundamental es la penalidad establecida en el artículo 4° nuevo. En otras circunstancias se habría podido dividir la votación. Como ello no es factible, los Senadores democratacristianos votaremos favorablemente el informe de la Comisión Mixta, dejando constancia, sí, de nuestro desacuerdo con la penalidad establecida en dicho precepto. Después veremos cómo se puede corregir, ya sea a través del veto del Presidente de la República u otro procedimiento.
LEG. 321, SESIÓN 27° DE 19 DE DICIEMBRE DE 1990
PROPUESTA PARA LA PAZ EN CHILE

El señor PACHECO.— Agradezco al señor Presidente y a los señores Senadores la oportunidad que nos brindan de darles a conocer un documento que suscribimos con la Honorable señora Soto y los Honorables señores Pérez y Piñera, y que dice lo siguiente:



"PROPUESTA PARA LA PAZ EN CHILE



"Existe hoy entre los chilenos un profundo anhelo de paz y reconciliación. La tarea de lograrlas constituye un gran desafío, del presente y del futuro, en que todos los hombres de buena voluntad estamos comprometidos. La consecución y mantención de la paz y reconciliación dependerán de nuestra actitud interior, que vive en la privacidad de nuestras conciencias, y de nuestra conducta pública, que transmitimos a los demás.



"En Chile ha existido dolor, violencia, enfrentamiento, terrorismo y violación de los derechos de las personas. Las víctimas están en todos los sectores y ninguno está exento de responsabilidad.



"El pasado constituye un severo obstáculo para la paz y reconciliación. Entre nosotros tenemos distintas visiones respecto a cuándo y por qué se perdió en Chile la democracia y la sana convivencia. Son diferencias importantes y legítimas, pero son diferencias respecto del pasado.



"Sin perjuicio de nuestras legítimas diferencias, tenemos coincidencias respecto del tipo de sociedad y país que queremos construir. Son coincidencias sólidas y significativas, y se refieren al futuro.



"No podemos permitir que las divisiones del pasado destruyan los acuerdos del futuro. No podemos permitir que el pasado destruya el futuro.



"Los peores enemigos de la paz son la violencia, la intolerancia, la injusticia y la pobreza.



"Para derrotarlas y para progresar, las sociedades requieren un equilibrio entre la estabilidad —que surge de los acuerdos sólidos y permanentes en materias básicas del orden político-institucional y económico-social— y de la creatividad que surge del pluralismo de pensamientos y confrontación de ideas. Es este equilibrio el que se perdió en el pasado y que hoy estamos intentando recuperar.



"Hoy tenemos una oportunidad histórica frente a la cual simplemente no podemos fracasar. Hoy los chilenos podemos construir, en forma sólida y permanente, un orden político, económico y social, basado en esos acuerdos básicos que, junto con dar estabilidad, dan valor y sentido al pluralismo ideológico.



"Esta tarea debe fundarse en la verdad y la justicia. El país necesita conocer la verdad. No una verdad parcial sino toda la verdad, con su historia y sus fundamentos. Luego vendrá la justicia, en el marco de la ley, para sancionar a los culpables y descubrir a los inocentes.



"Pero debemos enfrentar la verdad y la justicia con altura de miras, generosidad de alma y visión de futuro y ponerlas al servicio de la paz y reconciliación. En esta materia hacemos nuestro el pensamiento de S.S. Juan Pablo II: "Chile tiene vocación de entendimiento y no de enfrentamiento. No se puede progresar profundizando las divisiones. Es la hora del perdón y la reconciliación".



"El futuro está golpeando nuestras puertas.



"La sociedad chilena tiene una deuda con las víctimas de la violencia, civiles o militares. Debemos intentar compensar el daño causado con reparaciones de carácter moral, legal y económico, y sobre todo, facilitando su reincorporación plena a la sociedad.



"Debemos educar a la juventud en los valores del respeto irrestricto a la dignidad de la persona humana, la libertad, la democracia, la justicia, la tolerancia, el pluralismo y la paz.



"Debemos restablecer una relación fructífera y respetuosa entre el mundo civil y el mundo militar, de acuerdo a los principios fundamentales de la democracia y al significado e importancia del rol de las Fuerzas Armadas.



"Debemos consolidar una democracia moderna y renovada que respete la libertad y privilegie la participación de las personas.



"Debemos fortalecer un orden económico-social que compatibilice la libertad con la justicia y que nos permita derrotar la pobreza, superar el subdesarrollo y proteger la naturaleza.



"Y por sobre todo, debemos ser capaces de construir un país fundado en sólidos valores éticos y morales para impedir que, junto con el retiro de la pobreza material, se extiendan las enfermedades de la riqueza, como la destrucción de la familia, el materialismo, la drogadicción, la soledad, la desesperanza y tantas otras que, a veces, son peores que las enfermedades de la pobreza.



"Para algunos estas ideas son sólo un sueño. Tienen razón. Es nuestro sueño y el de la inmensa mayoría de los chilenos.



"El futuro nos presenta un desafío maravilloso, pero no podemos abocarnos con plenitud a él mientras no logremos superar las barreras del pasado y conquistar una auténtica y sólida paz y reconciliación.



"Por estas razones formulamos hoy, en vísperas de Navidad, una propuesta de paz para Chile. Lo hacemos con humildad y esperanza y con la convicción de que constituye un paso en la dirección correcta. Hemos resuelto omitir de este documento las proposiciones concretas que hemos acordado, pues creemos más útil y conducente al objetivo de paz y reconciliación, plantearlas en forma privada a las personas e instituciones relevantes.



"Queremos soñar, construir y vivir un Chile mejor. Deseamos que nuestros hijos nunca conozcan los odios que a nosotros nos tocó sufrir, y que vienen de muy atrás. Queremos que esta tierra hermosa siempre nos pertenezca y acoja a todos, y que podamos transitar por ella con libertad y paz, como hermanos, de la mano de Dios.".



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG. 321, SESIÓN 28° DE 20 DE DICIEMBRE DE 1990
MODIFICACIONES LEGALES PARA GARANTIZAR MEJOR DERECHOS DE LAS PERSONAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, en primer término, debo presentar las excusas del señor Ministro de Justicia, quien tenía el propósito de concurrir a esta sesión para estar presente en la discusión del proyecto; pero el señor Presidente de la República citó a una reunión de Ministros, y eso lo retuvo en Santiago.



Además, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable señor Vodanovic, por no poder asistir, me pidió que, en su representación, hiciera una relación del informe de ese organismo.



Se trata, como se ha dicho, señor Presidente, del proyecto que tiene por objeto garantizar en mejor forma los derechos de las personas.



Durante la tramitación de la iniciativa, que modifica diversos textos legales, se suscitaron varias divergencias entre el Senado y la Cámara de Diputados. De acuerdo con lo que dispone el artículo 68 de la Constitución Política, en tal eventualidad corresponde formar una Comisión Mixta. La Cámara de Diputados designó como sus representantes en ella a los siguientes miembros de esa Corporación: Honorables señores Andrés Aylwin, Andrés Chadwick, Alberto Espina, Jorge Molina y Hernán Rojo. De esta designación dio cuenta al Senado. Éste nombró, con el mismo propósito, a quienes integran la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, esto es, a los Honorables señores Vodanovic, Diez, Guzmán y Letelier, y al Senador que habla.



Con posterioridad, la Cámara de Diputados reemplazó al Honorable señor Andrés Chadwick por el Honorable señor Juan Antonio Coloma.



Convocados los integrantes por el señor Presidente del Senado, celebramos varias reuniones. La Comisión Mixta se abocó al estudio de una forma de resolver las discrepancias producidas. Todos los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, salvo contadas excepciones, de las que se deja constancia pormenorizada en el informe.



Hago presente a los Honorables señores Senadores que, previo a la reunión de la Comisión Mixta, se celebró una sesión que tenía por objeto llegar a un consenso entre los partidos de la Concertación y Renovación Nacional.



Además, la Cámara Baja, cuando en la mañana de hoy aprobó el acuerdo de la Comisión Mixta, designó al Diputado señor Jorge Molina, presente en la Sala, con el objeto de que expusiera aquí los puntos de vista de esa Corporación.



Como lo dijo el señor Secretario, se deja constancia, para los efectos del cumplimiento del artículo 63 de la Constitución Política, en relación con el artículo 74 de la misma, de que los artículos 7° permanente y 1° transitorio del proyecto, cuya aprobación la Comisión Mixta recomienda, se refieren a materias propias de ley orgánica constitucional, por lo que se ofició a la Excelentísima Corte Suprema.



Ese Alto Tribunal envió ayer un fax, evacuando el informe que se le había solicitado. En ese documento, que tiene cinco páginas —no quiero cansar con su lectura a los señores Senadores—, se muestra bastante crítico en relación con las modificaciones que se ha propuesto introducir en diferentes leyes.



Además, la Corte Suprema, en un comienzo, hace observaciones respecto de que el oficio sólo le llegó el día viernes, lo que es razonable, puesto que ése fue el día en que nosotros aprobamos el informe. Luego expresa que, por lo indicado, ha dispuesto de muy escaso tiempo para evacuar su informe. Éste, en general, es crítico, salvo algunos votos disidentes de los señores Ministros. El pronunciamiento de la Corte Suprema se ha agregado a la documentación.



Señor Presidente, yendo al fondo del asunto, debo expresar que la Comisión Mixta estableció que existe discrepancia entre ambas Cámaras en lo que respecta a las enmiendas introducidas por el Senado a los números 2) y 3) del artículo 1° del proyecto, las que la Cámara de Diputados ha rechazado.



Ese artículo contiene modificaciones a la ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado.



El número 2) se refiere al artículo 5°, letra a), de dicho cuerpo legal, que castiga a los que, con el propósito de alterar el orden constitucional o la seguridad pública o intimidar a la población, atentaren contra la vida o la integridad física de las personas.



El proyecto de la Cámara de Diputados suprimió en el inciso primero la expresión "o intimidar a la población" y rebajó las penas establecidas en este artículo.



El Senado rechazó la reducción de sanciones y coincidió con la Cámara de origen en orden a eliminar la expresión recién citada.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo respecto de la reducción de penalidad, de modo que sobre este particular se mantienen las sanciones vigentes.



En cuanto al número 3), se refiere al artículo 5°, letra b), de dicho cuerpo legal, que castiga a los que con el propósito de alterar el orden constitucional o la seguridad pública o de imponer exigencias o arrancar decisiones a la autoridad o intimidar a la población, privaren de libertad a una persona.



El proyecto de la Cámara de Diputados suprime, en el inciso primero del precepto, la expresión "o intimidar a la población" y rebaja las penas establecidas en este artículo.



El Senado rechazó la reducción de sanciones y coincidió con la Cámara de origen en cuanto a eliminar la expresión recién citada.



Igual que en el caso anterior, la Comisión Mixta no llegó a acuerdo respecto de la reducción de penalidad, de modo que sobre este particular se mantienen las sanciones vigentes.



Existió también discrepancia entre ambas Cámaras en lo que respecta a las enmiendas introducidas por el Senado a los números 5), 6), 7), 8) y 9) del artículo 2° del proyecto, así como acerca del nuevo número 7) que el Senado intercaló en este artículo.



El artículo 2° del proyecto contiene enmiendas al Código de Justicia Militar. Los números recién citados se refieren a la integración de las Cortes Marciales, a su funcionamiento divididas en salas, a sus integrantes y a la oportunidad para designarlos, a la subrogación de los mismos y a las facultades administrativas, disciplinarias y económicas del pleno de las salas.



El número 5) del artículo 2° del proyecto de la Cámara propone una nueva integración para la Corte Marcial y la Corte Naval, materia regulada por el artículo 48 del Código de Justicia Militar.



La Comisión Mixta, luego de que quedara rechazada por un doble empate la proposición de la Cámara de Diputados, adoptó el texto del Senado, pero elevando el período de inamovilidad a tres años, en lugar de dos.



El número 6) del artículo 2° del proyecto de la Cámara de Diputados derogó el artículo 49 y el inciso segundo del artículo 50 del Código de Justicia Militar, que autorizan el funcionamiento en salas de las Cortes Marciales y fijan los quórum respectivos. El texto del Senado mantiene la vigencia de ambas disposiciones.



La Comisión Mixta acordó eliminar este número 6), por cuanto no hubo acuerdo para reponer la versión de la Cámara de Diputados y porque estimó redundante la proposición del Senado.



El número 7) del artículo 2° del proyecto de la Cámara de Diputados reemplaza el artículo 51 del Código de Justicia Militar, que regula los nombramientos y la destitución de los miembros castrenses de las Cortes Marcial y Naval. El Senado lo rechazó.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo, produciéndose un doble empate, por lo que no hay enmiendas al artículo 51.



Sin embargo, dicha Comisión aprobó el nuevo número 7) intercalado por el Senado, que dispone que el sorteo para designar a los Ministros de Corte que deban integrar las Cortes Marciales se hará en la misma época en que se sortea la composición de las salas de las Cortes de Apelaciones, esto es, en la última semana de enero.



El número 8) del artículo 2° del proyecto reemplaza el artículo 52 del Código de Justicia Militar, que se refiere a la subrogación de los oficiales que integran Cortes Marciales. El Senado lo rechazó.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo, produciéndose un doble empate, por lo que no hay enmienda al artículo 52.



El número 9) del artículo 2° del proyecto de la Cámara de Diputados deroga los incisos segundo y tercero del artículo 70 del Código de Justicia Militar, que hace aplicables a las salas de las Cortes Marciales determinadas normas del Código Orgánico de Tribunales.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo, produciéndose un doble empate, por lo que no hay enmienda al artículo 70.



Existe también discrepancia entre ambas Cámaras en lo que respecta a las enmiendas introducidas por el Senado a los números 2), letra c); 5), 6), 7) y 8) del artículo 3° del proyecto, las que la Cámara de Diputados rechazó.



El artículo 3° modifica la ley N° 17.798, sobre Control de Armas.



La letra c) del número 2) de dicho artículo, propuesta por la Cámara de Diputados, modifica el artículo 4° de aquella ley y dispone que deberá dictarse un reglamento que norme la adquisición, almacenamiento y manipulación de explosivos empleados en faenas mineras. El Senado la rechazó, lo mismo que el resto de este número.



La Comisión Mixta fue del parecer de aprobarla en los mismos términos propuestos por la Cámara de Diputados.



El número 5) del artículo 3° propuesto por la Cámara de Diputados reduce la penalidad del delito tipificado en el artículo 10 de la ley sobre Control de Armas.



El citado precepto de la ley N° 17.798 castiga a quienes sin autorización fabricaren, armaren, importaren, internaren, exportaren, etcétera, armas.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo, produciéndose un doble empate, por lo que no hay enmienda al artículo 10.



La Comisión Mixta tampoco llegó a acuerdo en relación con el número 6) del artículo 3°.



En cuanto al número 7) del artículo 3° del proyecto de la Cámara de Diputados, que reduce la penalidad del delito tipificado en el artículo 13 de la ley sobre Control de Armas, el Senado lo rechazó.



La Comisión Mixta no llegó a acuerdo en este precepto, produciéndose un doble empate, por lo que no hay enmienda al artículo 13.



El número 8) del artículo 3° del proyecto de la Cámara de Diputados reduce la penalidad del delito tipificado en el artículo 14.



Ese artículo sanciona el porte de los mismos elementos y armas.



La Comisión Mixta tampoco llegó a acuerdo.



Un punto importante, señor Presidente, es que existía discrepancia entre ambas Cámaras en lo que respecta al número 13), nuevo, agregado por el Senado al artículo 5°.



El referido artículo contiene las enmiendas que se introducen al Código de Procedimiento Penal.



Tras un prolongado debate, la Comisión Mixta aprobó el texto que propone más adelante, por 7 votos contra 2 y una abstención. Se pronunciaron por la afirmativa los Senadores señores Diez, Guzmán, Letelier y Vodanovic, y los Diputados señores Chadwick, Espina y Rojo; lo hicieron por la negativa los Diputados señores Aylwin y Molina, y se abstuvo el Senador que habla.



En síntesis —y esto es importante, señor Presidente, por ser una disposición nueva—, se suprimió la causal que consistía en que hubieran transcurrido más de tres años desde la iniciación del sumario sin que se hubiera dictado auto de procesamiento, y se fijó la fecha del primer auto de procesamiento como inicial para el cómputo del plazo de la causal que se mantuvo.



En seguida, consta sucintamente la fundamentación del voto expresada por los miembros de la Comisión Mixta.



El Honorable señor Guzmán manifestó que esta agregación al Código de Procedimiento Penal persigue poner un límite a una práctica en virtud de la cual se mantiene indefinidamente a una persona sometida a proceso, con todas las limitaciones que esto conlleva, sin que en la causa existan antecedentes suficientes para dictar una sentencia de condena.



El Diputado señor Molina expresó ser contrario a la norma, porque favorece muy principalmente a procesados por delitos financieros o económicos y porque no es posible medir ahora su efecto en procesos por otras figuras penales, como el tráfico de estupefacientes, por ejemplo. Hizo ver que comúnmente no es el tribunal el que alarga el proceso, sino el inculpado.



El Senador que habla se abstuvo, porque si bien es cierto que la disposición en comento soluciona efectivamente algunos casos de prolongación indebida de los efectos de un auto de procesamiento que no da pie para una acusación, no lo es menos que en el curso del debate no fue posible determinar con exactitud el alcance de esta norma. Además, porque temo que pueda ser empleada de modo fraudulento, dilatando deliberadamente un proceso para evitar una sentencia que se presume adversa.



Otro punto importante —los preceptos son muchos, señor Presidente, pero estoy resumiendo los más relevantes para el informe ante el Senado— es el que dice relación a las discrepancias entre ambas Cámaras en lo que respecta al rechazo por parte del Senado del artículo 7° del proyecto de la Cámara. Esta disposición reemplaza artículo 169 del Código Orgánico de Tribunales, que sienta una regla de competencia entre tribunales ordinarios y militares cuando, entre varios sujetos activos de un delito o de delitos conexos, alguno está sujeto a fuero.



La Comisión Mixta aprobó una proposición del señor Ministro de Justicia, modificada a indicación del Honorable señor Vodanovic, según la cual corresponderá a un Ministro de la Corte Suprema conocer de los delitos que puedan afectar las relaciones internacionales de la República. Con esta enmienda se armonizó la redacción con la que el Código Orgánico de Tribunales emplea en el artículo 560. Además, se incluyó la disposición en el artículo 52 del citado Código.



Por indicación del Honorable señor Guzmán, se adicionó el precepto con una frase final que deja sentado que debe tratarse de conductas delictivas que afecten las relaciones de Chile con otros Estados.



Me permito hacer presente al Honorable Senado que esta disposición también fue criticada por la Corte Suprema, la que se manifestó contraria a la enmienda y cree que la norma del artículo 560, primitivo, del Código Orgánico de Tribunales es suficiente para la finalidad que se persigue.



Omito algunas disposiciones, no tan trascendentales, para referirme a otras.



Existió discrepancia entre ambas ramas del Parlamento en lo relativo a algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al artículo 1° transitorio del proyecto. La Cámara de Diputados rechazó los incisos quinto, sexto y séptimo del precepto sustitutivo aprobado por el Senado. La norma transitoria establece un conjunto de disposiciones que regulan el traspaso de causas desde la justicia militar a la civil.



La Comisión Mixta siguió el camino propuesto por el señor Ministro de Justicia, quien sugirió disposiciones que reemplazan a las que fueron objetadas y que son las que describe el informe.



En seguida, se especifica cuál será en lo sucesivo el tribunal competente: un Ministro de Corte de Apelaciones en visita extraordinaria, designado por la Corte Suprema. Este tribunal tendrá un plazo de cuarenta y cinco días para fallar, prorrogable una sola vez por otro lapso igual, y la prórroga sólo puede ser autorizada por la Corte Suprema. Contra los fallos se podrá apelar para ante la Corte de Apelaciones de que forme parte el ministro en visita extraordinaria. Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo.



Si el proceso ante la justicia militar estuviere en plenario, se señala al tribunal militar un término fatal para dictar sentencia, de treinta días, contados desde la vigencia de la ley. El procesado es el único que puede pedir una prórroga de este plazo, por quince días más. Si la sentencia no es dictada dentro del lapso señalado, opera de pleno derecho un traspaso de competencia a los tribunales ordinarios especiales que este mismo artículo transitorio instituye.



El texto del artículo 1° transitorio que se propone al Senado fue aprobado por unanimidad en la Comisión Mixta.



También se produjo discrepancia entre ambas Cámaras en lo referente al artículo 3° transitorio, nuevo, agregado por el Senado, que rechazó la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta acogió dos cambios sugeridos por el señor Ministro de Justicia y aprobó dicho artículo, de forma que será aplicable el procedimiento que corresponda a cada infracción, con las enmiendas que la norma transitoria contiene.



Por último, en nombre de la Comisión Mixta y de su Presidente, queremos manifestar nuestro reconocimiento al señor Ministro por la valiosa y abnegada colaboración que nos prestó, pues asistió a todas las reuniones, y su presencia fue un factor muy determinante para la comprensión del tema y, en algunos casos, para la decisión que adoptamos.



Con esto termino mi exposición, señor Presidente. De conformidad con las consideraciones expuestas, la Comisión Mixta tiene el honor de recomendar al Honorable Senado que apruebe, en una sola votación —como prescribe la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional—, las disposiciones y acuerdos que especifica el informe, para dirimir los puntos de controversia producidos en el proyecto que nos ocupa.



Es cuanto puedo decir, señor Presidente.



Muchas gracias.
LEG. 321, SESIÓN 29° DE 08 DE ENERO DE 1991
INDULTO, AMNISTÍA Y LIBERTAD PROVISIONAL

El señor PACHECO.— Muchas gracias, señor Presidente.



En la Comisión de Constitución expresé mi acuerdo y el de mi Partido con el proyecto, en el sentido de que me parecía positivo que existiera la posibilidad de otorgar amnistías o indultos y de conceder la libertad provisional, aun tratándose de delitos de conductas terroristas, con limitaciones que resguardaran debidamente el interés social consistentes en la exigencia de requisitos especiales para tales casos.



La iniciativa que se somete a la consideración del Congreso Nacional permite adecuar la Constitución Política a los tratados internacionales vigentes y, en especial, al Pacto Internacional de Derechos Civiles Políticos. Además, señor Presidente, ella corresponde a la concreción de un acuerdo político a que llegaron los Partidos de la Concertación con Renovación Nacional para solucionar diversos problemas pendientes. Y la iniciativa fue de Renovación Nacional en lo que respecta a esta disposición.



Sin embargo, en aquella oportunidad, señor Presidente, hice presente —lo reitero ahora— que personalmente era partidario de restablecer en plenitud la facultad presidencial de conceder indultos particulares. Pero señalé que, por circunstancias de orden político, fue necesario llegar a este acuerdo, que, si bien representa un progreso en cuanto a la situación existente, dista de satisfacer nuestras aspiraciones y las del Gobierno.



En una intervención que hemos escuchado recientemente —una extensa intervención—, un señor Senador hizo constar —así lo hizo presente también en la Comisión— su oposición en general al proyecto. Pero muy especialmente manifestó que ella era al N° 5 de éste.



Efectivamente, la iniciativa agregaba a la Carta Fundamental la siguiente disposición trigésima primera: "Tratándose de delitos calificados como terroristas cometidos antes del 11 de marzo de 1990, la amnistía y el indulto presidencial serán procedentes. La libertad provisional se sujetará siempre a lo establecido en el inciso segundo de la letra e) del N° 7 del artículo 19o".



Como en esta oportunidad el señor Senador, en representación de su Partido, ha puesto énfasis en esta disposición, deseo aludir solamente a ella.



En lo tocante a este precepto, la Comisión estimó, en primer término, que la referencia a la amnistía es innecesaria, toda vez que, a raíz de las modificaciones introducidas por el proyecto en análisis al articulado permanente de la Constitución Política, ella será procedente aun tratándose de delitos terroristas, con los requisitos que el texto de la Carta establece. En efecto, la enmienda que se propone introducir al artículo 9° de la Ley Fundamental, contenida en el N° 1 del artículo, único, elimina la parte que impide el otorgamiento de la amnistía, del indulto y de la libertad provisional respecto de los delitos calificados como conductas terroristas, y la modificación planteada acerca del número 16) del artículo 60 de la Constitución Política estatuye que las leyes que conceden amnistías o indultos generales requerirán para su aprobación las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio cuando se trate de tales delitos.



Igualmente la Comisión consideró innecesaria, por la misma razón, la norma que contemplaba la disposición transitoria en análisis relativa a que la libertad provisional se sujetaría siempre a lo establecido en el inciso segundo de la letra e) del número 7° del artículo 19, pues —como ya lo he manifestado— la reforma del artículo 9° del texto constitucional elimina la prohibición que existe para su otorgamiento respecto de los delitos terroristas, y la modificación propuesta a la letra e) del número 7° del artículo 19 de la Carta Fundamental, contenida en el N° 2 del artículo único, establece los requisitos que deben concurrir para su concesión.



Además, tuvimos en cuenta, señor Presidente, la necesidad de explicitar que el indulto particular será siempre procedente tratándose de los delitos terroristas cometidos antes del 11 de marzo de 1990, con el objeto de dejar claramente establecido que no rige a su respecto la norma restrictiva agregada al artículo 32, número 16°, de la Constitución por el N° 3 del artículo único del proyecto.



Asimismo, fuimos partidarios de incluir en la disposición transitoria una norma que establece que una copia del decreto de indulto debe remitirse, con carácter reservado, al Senado de la República. Esta enmienda tiene por objeto, por una parte, mantener el carácter confidencial del indulto, y, por la otra, permitir que un órgano responsable del Estado pueda tener conocimiento acerca de la identidad de las personas que sean indultadas en ejercicio de la facultad que confiere ese precepto.



Cabe señalar, señor Presidente, que se propuso que la copia del decreto sea remitida al Senado, por estimar la Comisión que si se dispusiera su envío a la Cámara de Diputados, podría dar lugar a que se entendiese que es para el efecto del eventual ejercicio de las funciones fiscalizadoras que corresponden a esa Corporación, lo que no sería procedente, toda vez que se trata de una materia que no es susceptible del mismo.



Por último, es dable mencionar que también se introdujeron algunas modificaciones menores, tendientes a perfeccionar la disposición y a ajustarla a una adecuada técnica.



En atención a todo lo que he expresado, señor Presidente, el precepto fue favorablemente acogido por la Comisión de Constitución con el voto de los Honorables señores Diez, Letelier, Vodanovic y del Senador que habla, y contó con la oposición, como lo ha hecho presente ahora, del Honorable señor Guzmán. Y se aprobó el siguiente texto:



"El indulto particular será siempre procedente respecto de los delitos a que se refiere el artículo 9° cometidos antes del 11 de marzo de 1990. Una copia del Decreto respectivo se remitirá, en carácter reservado, al Senado.".



En virtud de las consideraciones de carácter general que he señalado, y las de carácter particular en lo relativo a dicha norma, en nombre de los Senadores del Partido Demócrata Cristiano solicito que el informe de la Comisión, el precepto a que he hecho referencia, y en general, la reforma que nos ocupa, sean aprobados por el Honorable Senado.



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG. 321, SESIÓN 32° DE 10 DE ENERO DE 1991
TRAMITACIÓN DE PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, A RAÍZ DE SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El señor PACHECO.- Señor Presidente, tal como lo ha dicho el señor Secretario, la Comisión, por mayoría de tres votos, ha aprobado el informe a que se ha hecho referencia.



Por formar parte de ella, voy a dar los fundamentos de mi voto disidente, sobre cuya base solicitaré de la Sala el rechazo de dicho texto.



El Tribunal Constitucional, por sentencia de fecha 3 de diciembre de 1990, declaró la inconstitucionalidad, por razones de forma, de determinadas disposiciones de la iniciativa que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura.



No obstante, en nuestro concepto es perfectamente posible que Su Excelencia el Presidente de la República pueda formular indicaciones aditivas para incorporar nuevamente al proyecto las mismas normas u otras similares.



La conclusión precedente se funda en las siguientes consideraciones:



1.- El Derecho Constitucional distingue dos categorías de inconstitucionalidad: de forma y de fondo.



La primera se produce cuando no se respetan determinadas reglas procedimentales para la aprobación de los actos normativos. La segunda, en cambio, supone infringir las normas constitucionales en su sustancia.



La distinción anotada lleva a la conclusión de que si un precepto adolece de inconstitucionalidad formal, su contenido material puede ser, sin embargo, coherente con el de la Ley Fundamental, que es precisamente la situación producida respecto de los artículos declarados inconstitucionales por vicios de forma por el Excelentísimo Tribunal Constitucional.



2.- El inciso segundo del artículo 83 de la Carta, el cual establece que "Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate", sin hacer distinción entre las constitucionalidades de forma y de fondo, no implica que en nuestro ordenamiento positivo se desconozcan las dos clases de inconstitucionalidad anotadas.



3.- De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 66 de la Constitución Política, "Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado", estableciéndose como única limitación que ellas deben tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales.



En estas circunstancias, y encontrándose el proyecto en segundo trámite, no existe impedimento constitucional alguno, en nuestro concepto, para que el Ejecutivo reponga por la vía de las indicaciones los artículos impugnados por el Tribunal.



4.- Lo anterior no significa que por esa vía se esté intentando sanear la nulidad producida, sino que simplemente se está haciendo uso de la facultad constitucional de Su Excelencia el Presidente de la República para presentar indicaciones en esta etapa del trámite legislativo.



5.- La norma contenida en el inciso segundo del artículo 83 de la Constitución Política, ya citada, está referida indudablemente a la inconstitucionalidad de fondo y no a la de forma, toda vez que la declaración de aquélla produce la inexistencia, y lo que ha sido impedido de nacer no tiene el carácter de disposición.



Ahora bien, si una disposición no alcanzó a nacer, no existe, y en estas circunstancias, mal podría transformarse en ley en el proyecto de que se trate.



6.- El argumento de que el artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional impide que en el caso de los proyectos de ley que requieren quórum especial para su aprobación se puedan incorporar normas, en el segundo trámite, por la vía de la presentación de indicaciones, toda vez que ello no permitiría la aprobación en general y en particular de tales disposiciones en cada Cámara, no resulta válido si se tiene en consideración que el artículo 66 de la Carta Fundamental, que constituye una norma de jerarquía superior, no hace distinción alguna entre los preceptos comunes y aquellos que requieren quórum especial en cuanto a la posibilidad de introducirles adiciones o correcciones.



7.- Aún más: la nueva redacción dada al artículo 63 de la Constitución Política por la reforma aprobada mediante la ley N° 18.825, de 1989, que reemplazó en el encabezamiento de sus incisos la expresión "Las leyes" por "Las normas legales", guarda estrecha relación con la correcta inteligencia del referido artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional en cuanto a que las mencionadas normas pretenden enfatizar la idea de que no es suficiente que los quórum especiales establecidos por la Ley Fundamental para determinadas leyes concurran sólo en la aprobación global del proyecto, sino que también deben cumplirse respecto de cada uno de sus preceptos.



Entendido en este contexto, señor Presidente, el citado artículo 30 únicamente tiene por finalidad dejar establecido en forma clara que, cuando un proyecto incide en materias que requieren quórum especiales, éstos deben alcanzarse no sólo en la aprobación general de la iniciativa, sino también en la de cada disposición en particular.



8.- Cualquiera otra interpretación del referido precepto legal entrabaría enormemente la tramitación de proyectos de ley que necesitaren quórum especiales de aprobación y, en la práctica, imposibilitaría que a su respecto se introdujeran, en el segundo trámite constitucional, las adiciones o correcciones que autoriza efectuar el artículo 66 de la Ley Fundamental.



9.- La observación consistente en que, en caso de aceptarse en el citado trámite indicaciones para incorporar los artículos objetados, no se permitiría la formulación de indicaciones acerca de tales preceptos y se limitarían las alternativas de la Cámara de Diputados en el tercer trámite a sólo aprobarlos o rechazarlos, no resulta especialmente válida, por cuanto ésa es precisamente la situación que se produce cada vez que en cualquier proyecto de ley se hacen indicaciones para incorporar normas nuevas durante el segundo trámite constitucional.



10.- En síntesis, el proceso de formación de las leyes establecido en la Carta Política y en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional contempla la posibilidad de que tanto el Presidente de la República como los Parlamentarios formulen indicaciones en el segundo trámite constitucional para incorporar nuevas disposiciones a un proyecto de ley que requiere quórum especiales de aprobación, siempre que ellas guarden relación directa con sus ideas matrices o fundamentales. Y, en el caso en análisis, la nulidad de lo obrado producida por la declaración de inconstitucionalidad de forma no empece al ejercicio de tal facultad.



Por las consideraciones expuestas anteriormente, estoy en desacuerdo con el informe de mayoría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, que establece textualmente que, "si se desea incorporar al proyecto disposiciones iguales o similares a las objetadas por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, ello debe hacerse mediante la presentación de un nuevo proyecto a trámite legislativo.".



En estas circunstancias, solicito al Honorable Senado que se sirva rechazar el informe de mayoría de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 34° DE 16 DE ENERO DE 1991
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE MUNICIPALIDADES

El señor PACHECO.- Muchas gracias, señor Presidente.



La aspiración de democratizar el régimen municipal chileno es compartida por la enorme mayoría de los chilenos. Encuestas de opinión pública revelan que más del 80 por ciento de la gente quiere que las municipalidades se generen democráticamente, por sufragio universal.



Después de 17 años, los días 10, 11 y 12 de enero, se realizó el Congreso de Trabajadores Municipales. Concurrieron 655 delegados, que representaban a más de 12 mil trabajadores de todas las municipalidades del país. La lista que presentó como idea central el apoyo a la reforma que nos preocupa, obtuvo casi 80 por ciento de los votos y eligió los 15 representantes de la directiva. Esto es un síntoma de que es verdad que esta aspiración es compartida por la inmensa mayoría.



Para materializar esa idea dentro del mecanismo institucional chileno son necesarias dos reformas: una, a la Constitución Política, que consagre el mecanismo democrático de generación para reemplazar al actual, y luego otra, a la Ley Orgánica de Municipalidades, que estructure los mecanismos de conformación y de elección de los futuros cuerpos edilicios.



El Supremo Gobierno presentó el primero de estos proyectos, el de reforma constitucional. Fue aprobado en la Cámara de Diputados y está pendiente en el Senado desde hace alrededor de dos meses. Nadie discute la idea misma de democratizar el sistema y de generar las municipalidades por elección popular.



El debate se ha centrado en torno de mecanismos de conformación del municipio y de designación del alcalde, que no están resueltos en la Constitución, sino en la futura ley de municipalidades, la que deberá dictarse una vez que entre en vigencia la reforma constitucional.



En estas circunstancias, señor Presidente, considero necesario aprobar el proyecto de reforma constitucional pendiente. Al hacerlo, nadie renuncia a sus puntos de vista sobre las formas que deba tomar la organización municipal. Los proyectos que se han ido presentando o las ideas que se han barajado, tanto por personeros de la Concertación como de los partidos de Oposición, caben todos dentro del proyecto de reforma constitucional. Más aún, para que cualquiera de esas ideas se pueda convertir en ley, es indispensable que previamente se apruebe la reforma constitucional.



Se ha invocado en esta Sala la conveniencia de ligar la reforma constitucional para democratizar los municipios con las reformas que serían necesarias para perfeccionar el proceso de regionalización nacional.



Yo quiero reiterar lo que se ha expresado por el Presidente Aylwin y por muchos de los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra: el Gobierno tiene la voluntad y la decisión de abordar el tema de la regionalización para perfeccionar el sistema existente, pero el problema de la regionalización es mucho más complejo que el de la autonomía municipal. En Chile hay comuna autónoma y administración municipal descentralizada desde hace más de un siglo. En cambio, el proceso de regionalización está en sus comienzos.



Las ideas no están suficientemente maduras. El Gobierno alienta el propósito de lograr acuerdo sobre esta materia, ha elaborado un anteproyecto, está haciendo consultas entre los partidos de la Concertación y las extenderá a los de Oposición, y en los próximos meses presentará un proyecto sobre esa materia.



Pero nada justifica postergar la satisfacción de un anhelo, expresado por todos los candidatos en la campaña presidencial. Los tres postulantes manifestaron su propósito, al llegar al Gobierno, de promover la generación democrática de los municipios. Y, además, todos los candidatos a Diputados y a Senadores expusimos el mismo pensamiento. Nada justifica, en consecuencia, que esta idea, en la que estamos de acuerdo la inmensa mayoría de los chilenos, se postergue en su aplicación.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, solicito a los señores Senadores que contribuyan con su voto a avanzar en la materialización de esta idea aprobando el proyecto de reforma constitucional, que es un paso previo e indispensable para perfeccionar, del modo más consensual posible, el régimen de organización y atribuciones de las municipalidades democráticas.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 35° DE 17 DE ENERO DE 1991
FUSIÓN DE PLANTAS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN INCLUSIÓN EN LA CUENTA Y EN LA TABLA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, efectivamente, los miembros de la Comisión Mixta (los Senadores señores Cantuarias -Presidente-, Larre, Mc-Intyre, Palza y el que habla, y los Diputados señora Prochelle y señores Masferrer, Smok, Velasco y Villouta) llegaron al acuerdo de que ha informado el señor Secretario.



Durante el debate del proyecto en el Senado, la preocupación de todos se centró en evitar que en virtud de la ley en estudio pudiera disminuirse la dotación del personal de las Secretarías Regionales Ministeriales. Con la indicación aprobada en la Comisión Mixta, que establece que deberá mantenerse como mínimo el total de 2.253 cargos contemplados en la Planta Regional de carácter Nacional, se obvia esa dificultad y se da plena garantía de que tal hecho no ocurrirá.



Por eso, solicito a la Sala acoger el proyecto aprobado por unanimidad en la Comisión Mixta.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 35° DE 05 DE MARZO DE 1991
APROBACIÓN DE ACUERDO SOBRE FACULTAD LATINOAMERICANA DE CIENCIAS SOCIALES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



En relación al Acuerdo sobre la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), en nombre de los Senadores democratacristianos, me permito formular las siguientes observaciones.

1. Estatuto de FLACSO



La Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales es un organismo intergubernamental, de carácter latinoamericano, que tiene por objetivo promover el desarrollo de la investigación y la docencia en el campo de las ciencias sociales. Su carta fundamental es el Acuerdo de 1979, al cual han adherido hasta ahora doce Estados de América Latina y el Caribe, desde Argentina hasta México, siendo el más reciente Brasil. La Secretaría General de la Facultad se encuentra en Costa Rica, habiéndose reelegido recientemente para dirigirla al doctor Edelberto Torres Rivas. Actualmente, FLACSO tiene programas en diez países, siendo las unidades más grandes las de Brasilia, México y Quito, y también el programa de Santiago.



Se ha destacado acertadamente el papel de UNESCO, pues a iniciativa de ese organismo en 1957 se creó la Facultad, con el fin de evitar la fuga de cerebros hacia los países del Norte. Pero fue a proposición del Gobierno chileno de entonces, y bajo el auspicio del Rector de la Universidad de Chile don Juan Gómez Millas, que la sede del organismo quedó en nuestro país. Este papel pionero de nuestra nación en el desarrollo de las ciencias sociales en América Latina es una honorable tradición que el presente proyecto de acuerdo pretende recuperar.



El Régimen anterior se retiró de FLACSO en 1979, sin aducir una objeción específica. Desde entonces la Facultad ha seguido funcionando en Chile bajo el generoso alero de la Academia de Humanismo Cristiano. Es hora de que vuelva a tener el estatuto jurídico que le corresponde. Pero, por sobre todo, es tiempo de que nuestro país vuelva a ser miembro de la principal institución regional en el campo de las ciencias sociales.

2. Aportes académicos de FLACSO en Chile



Creo que todos estamos de acuerdo en que las ciencias sociales representan un aspecto imprescindible de la reflexión que realiza toda sociedad sobre su quehacer presente, sus tradiciones y los objetivos futuros. Tal reflexión ha de ser necesariamente crítica —una crítica responsable— si quiere ser fiel al espíritu científico. Además, resulta difícil concebir una neutralidad de las ciencias sociales frente a los valores. Quien estudia los procesos sociales lo hace a partir de determinado enfoque teórico, y también desde ciertos valores de la sociedad. Ello no niega el carácter científico del análisis, siempre que se expliciten los juicios de valor.



Teniendo en cuenta esos criterios, creo que nadie puede poner en duda el rigor científico y la calidad académica de las contribuciones de FLACSO. Muchos de nosotros hemos podido apreciar los aportes de sus investigaciones en los campos de las relaciones internacionales, la educación superior, el sistema político chileno, etcétera. Sólo deseo destacar aquí uno, quizás el más conocido, por haberse producido en las campañas electorales de 1988 y 1989: las encuestas de opinión pública. A pesar de las controversias políticas del momento, nadie dudó de la objetividad de los sondeos realizados por la Facultad. Y cito un editorial de "El Mercurio", de 16 de junio de 1988: "Si bien FLACSO es una institución cuya orientación puede estimarse opuesta al actual Gobierno chileno, se reconoce, en general, la seriedad de sus trabajos y la consecuencia con que ha dado a conocer situaciones o elementos de juicio que no favorecen las posiciones políticas sustentadas por algunos de sus investigadores.".



La cita nos conduce al tema del pluralismo. Es cierto que algunos destacados profesores de la Facultad son también dirigentes políticos. Pero su posición ideológica no se confunde con su actividad científica. Independientemente de que esos investigadores tengan una filiación política determinada, nadie cuestiona su alta calidad académica. Por lo demás, ¿cómo denunciar la falta de pluralismo de la entidad sin mencionar la expulsión de profesores sin el proceso debido por parte de las universidades? En el futuro, en la medida en que se normalice la vida universitaria, nuevamente volverá a funcionar la libre circulación de académicos entre FLACSO y las universidades, regulada exclusivamente por criterios de mérito científico. No existe, pues, un problema de pluralismo. De hecho, ya en los últimos años la Facultad ha podido desarrollar una fructífera colaboración con otros entes académicos, como el Centro de Estudios Públicos y el Instituto de Ciencia Política de la Universidad Católica, entre otros. Lo que debemos exigir a una institución como ésta es excelencia académica. Y este criterio lo cumple la Facultad con creces. En realidad, a pesar de todas las dificultades, FLACSO-Chile se ha consolidado como uno de los institutos de investigación social de mayor prestigio en América Latina, y está en el interés nacional restituirle su estatuto de organismo internacional en el país.

3. Contribución financiera



La adhesión de Chile al Acuerdo de FLACSO implica una cuota anual de 25 mil dólares. El monto lo fijó en 1979 la Asamblea General de la entidad en una resolución complementaria del Acuerdo, usando como criterio un porcentaje de la cuota que pagan los países a UNESCO. En el futuro, al ser Estado Miembro del organismo y, por lo tanto, participar en la Asamblea General, Chile también tomaría parte en cualquier decisión que modificara dicho monto.



La cuota que aportaría el país no alcanzaría al 5% del presupuesto anual de FLACSO-Chile. Hablando de economía, los invito a comparar los 25 mil dólares ya mencionados con los 500 mil que consigue la Facultad como aporte externo, o sea, como inversión extranjera en la investigación científica chilena. Dicho en términos financieros, por la calidad de sus servicios, FLACSO se ha desarrollado como una institución atractiva para la cooperación académica internacional y, por ende, autofinanciada. Más que muchas palabras, este hecho nos señala el valor del organismo.

4. Conclusión



Los antecedentes mencionados justifican plenamente la iniciativa del Ejecutivo. Los Senadores democratacristianos consideramos de alto interés para Chile volver a estar presente en el campo de las ciencias sociales latinoamericanas por intermedio de la FLACSO.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 43° DE 10 DE ABRIL DE 1991
PROCEDENCIA DE FORMACIÓN DE COMISIONES MIXTAS EN PROYECTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL INFORME DE COMISIÓN

El señor PACHECO.- Señor Presidente, como ha explicado el señor Secretario, en a Comisión de Constitución, Legislación y Justicia se produjo acuerdo en muchos aspectos, pero existió una disidencia del Honorable señor Vodanovic y mía, fundada en que una interpretación armónica de los preceptos de la Carta Fundamental lleva a la conclusión de que son plenamente aplicables a los proyectos de reforma constitucional, en lo que fueren pertinentes, las normas sobre tramitación de las leyes contenidas en el Capítulo V de la Ley Fundamental, toda vez que ellas señalan mecanismos para solucionar las diferencias que se susciten entre ambas Cámaras, en los diversos casos en que éstas pueden producirse. Tales disposiciones no se contraponen, sino que se complementan con las normas especiales que para la tramitación de los proyectos de reforma constitucional contiene el Capítulo XIV de la Carta Fundamental, y tampoco afectan, en nuestro concepto, los requisitos y garantías especiales que el constituyente ha contemplado para tales reformas, por cuanto ellos consisten, básicamente, en la exigencia de quórum de aprobación más elevados y en el cumplimiento de trámites adicionales.



En mérito de las consideraciones precedentes, señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia absolvió la consulta formulada acerca de la procedencia de la formación de las comisiones mixtas establecidas en los artículos 67 y 68 de la Constitución en los proyectos de reforma constitucional, de la siguiente manera:



Por unanimidad, estimó que procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 68 de la Carta Fundamental cuando la Cámara de origen no aprobare las modificaciones que le haya introducido la revisora a un proyecto de reforma de la Constitución.



Por mayoría -que contó con el voto favorable de los Honorables señores Guzmán, Letelier y Pérez, y en contra del Honorable señor Vodanovic y mío- consideró que en los proyectos de reforma constitucional no procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 67 de la Carta Fundamental cuando una determinada iniciativa fuere desechada en su totalidad por la Cámara revisora, sea porque se produjo un rechazo propiamente tal, sea porque no alcanzó a reunir el quórum necesario para su aprobación.



Ese es, señor Presidente, el sentido y alcance de los informes de mayoría y de minoría emitidos por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 43° DE 10 DE ABRIL DE 1991
AUTORIZACIÓN DE EJERCICIO PROFESIONAL A CHILENOS QUE OBTUVIERON GRADOS Y TÍTULOS EN EL EXILIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Comisión rechazó por tres votos contra uno —el criterio de minoría fue el mío— la indicación formulada por los Senadores señora Soto y señores Calderón, Gazmuri, González, Hormazábal, Núñez, Palza y Ruiz De Giorgio, para intercalar en el inciso primero del artículo 1° la frase "por acuerdos intergubernamentales, por razones de orden político y otras de fuerza mayor, y que hubieren retornado".



En realidad, tal rechazo no se justifica, porque el artículo, sin la indicación mencionada, beneficiaría a todas las personas que salieron del país antes del 11 de marzo de 1990, en circunstancias de que la iniciativa propuesta por el Ejecutivo tiene por objeto favorecer a quienes obligadamente tuvieron que exiliarse por razones políticas o de fuerza mayor, y no a quienes lo hubieran hecho, por ejemplo, por motivo de estudios y de obtener títulos profesionales aprovechando las mayores facilidades de otros países, o por razones de orden económico o por otras consideraciones.



Por lo tanto, señor Presidente, yo me permito insistir en la idea de aprobar la indicación rechazada en la Comisión, a fin de limitar el proyecto sólo a quienes hubieren salido de Chile por razones de orden político y otras de fuerza mayor, y que hubieren retornado al país.
LEG. 321, SESIÓN 44° DE 16 DE ABRIL DE 1991
RADICACIÓN, EN EL PARLAMENTO, DE ARCHIVO CON HISTORIA DEL ESTABLECIMIENTO DE LA LEY. OFICIOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Las ciencias políticas y la práctica de los Estados convergen en la idea de asociar la división de los Poderes con la de un Estado democrático.



Por otra parte, se vincula la permanencia de las instituciones con el prestigio con que ellas cuentan, hecho que se asimila a la eficiencia en la realización de las tareas que la sociedad les asigna.



El Congreso Nacional, en tanto Poder del Estado, tiene como función principal la formación de las leyes. Así lo establece la Constitución Política de la República en su artículo 42: "El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece.".



Si asumimos como nuestra función central la formación de las leyes, es necesario ver qué entiende el Derecho chileno por ley. Al respecto, lo mejor es seguir a nuestro Código Civil, que en su artículo 1° señala: "La ley es una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite.".



Toda ley, como consecuencia de la naturaleza de su creación, posee una historia. Esta historia de la ley tiene la más alta importancia para el objeto de su interpretación. Y entendemos por interpretación de la ley "la búsqueda del verdadero sentido y alcance del precepto". Tal búsqueda puede interesar tanto al juez, al particular que hace uso de la ley y al creador de la ley: el 
Congreso Nacional. Esto último es lo que la doctrina conoce como "interpretación auténtica", la que se encuentra consagrada en el artículo 3°, inciso primero, del Código Civil: "Sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo generalmente obligatorio.".



El intérprete de la ley cuenta con variados elementos para realizar su cometido. Uno de ellos, consagrado por la doctrina, es la historia fidedigna del establecimiento de la ley.



La historia fidedigna puede decirnos cuándo se dictó una ley, cómo y para qué fue dictada; de esta misma forma, el Código Civil, dentro de las reglas de interpretación, nos señala en su artículo 19, inciso segundo: "Pero bien se puede, para interpretar una expresión obscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna de su establecimiento.".



Concordando todos los elementos antes expuestos, queda clara la necesidad que tiene el Honorable Senado de conocer la historia fidedigna de las leyes para lograr su cabal interpretación. Sólo de esta manera será posible cumplir con nuestra función como Poder del Estado.



Por tanto, creo necesario que el mismo Senado tenga acceso a la historia fidedigna de toda la legislación producida. Sin ella, vemos limitadas nuestras posibilidades de legislar en bien de todos los chilenos.



La continuidad del quehacer legislativo resulta indispensable como método de técnica legislativa. La legislación debe ser coherente, y, para ello, es de la esencia que haya afinidad entre la letra de la ley y el espíritu que tuvo el legislador al dictarla. Pues bien, se da el caso de que la historia fidedigna de las leyes dictadas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, se encuentra dispersa. Es así como tenemos antecedentes que en parte se encuentran en la Cámara de Diputados, mientras otros estarían en el Consejo Asesor del Comandante en Jefe del Ejército, en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en la Biblioteca del Congreso Nacional.



Comprenderán los Honorables señores Senadores la urgencia, importancia y necesidad de reunir en un solo archivo todos estos dispersos documentos de interpretación de la ley, razón por la que someto a la consideración del Honorable Senado la petición de dirigir oficio a los señores Ministros de Defensa Nacional y  Secretario General de la Presidencia, a fin de que remitan todos los documentos y antecedentes que digan relación con la legislación dictada entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, y que se encuentran en poder del Comité Asesor del señor Comandante en Jefe del Ejército y de la División Jurídico-Legislativa de la Secretaría General de la Presidencia de la República.



Asimismo, solicito al señor Presidente del Senado que coordine la labor de radicar, en un solo lugar, en el Congreso Nacional, el archivo de los documentos del mencionado período que se reciban, de los que tienen en su poder la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso, y de los relativos a leyes que estén en la Comisión de Constitución del Senado.



Agradeceré al señor Presidente que se sirva ordenar el envío de los oficios que he solicitado y coordinar, repito, la radicación de documentos a que me he referido.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 45° DE 17 DE ABRIL DE 1991
ATRIBUCIÓN DEL SENADO PARA DECIDIR SOBRE ADMISIBILIDAD DE ACCIONES JUDICIALES CONTRA UN MINISTRO DE ESTADO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



En lo tocante a la interpretación del artículo 49 de la Carta Fundamental, en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado emití un voto disidente —está en poder de los señores Senadores— fundado en las consideraciones que a continuación expongo.



1.— Interpretación del artículo 49 de la Carta Política.



El artículo 49 de la Constitución establece que son atribuciones exclusivas del Senado: "2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;".



La atribución que ejerce el Senado en conformidad a la norma constitucional citada corresponde a lo que se ha dado en llamar "el desafuero civil" de los Ministros de Estado. Al ser estos funcionarios civilmente responsables por sus actos ministeriales que causan perjuicios injustos a particulares, el constituyente ha querido precaverse de que, con tal motivo, se les perturbe infundadamente, con propósitos de mera persecución u hostilidad.



Para este solo efecto, y sin que por la naturaleza de tan alto tribunal pudiera confundirse esta responsabilidad con la de carácter político o penal, la Carta Fundamental otorga al Senado la facultad de decidir si ha o no lugar la admisión de las acusaciones que cualquier persona presente contra los Ministros con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por actos de éstos en el desempeño de sus cargos. Los artículos 183 a 189 del Reglamento del Senado establecen las normas conforme a las cuales se tramitan estas acusaciones.



Para que pueda acogerse una demanda de esta naturaleza, es preciso que concurran los siguientes requisitos:



a) Que se trate de un acto personal del Ministro o Ministros acusados realizado en el desempeño de su cargo o cargos.



b) Que ese acto sea injusto, por ser contrario a la Constitución, las leyes, la justicia o la razón.



c) Que de ese acto deriven perjuicios para el particular afectado.



2.— Esta atribución estaba contenida en la Constitución Política de 1925, la que, en su artículo 42, establecía que era atribución del Senado:



"2a Decidir si ha o no lugar la admisión de las acusaciones que cualquier individuo particular presente contra los Ministros con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por algún acto de éstos, según los mismos procedimientos del número anterior;".



3.— Una disposición similar, señor Presidente, existía en la Carta de 1833, en sus artículos 90 y 91.



4.— La disposición del actual artículo 49 de la Constitución de 1980, como lo afirmó don Raúl Bertelsen durante su estudio (sesión N° 354, de 19 de abril de 1978), forma parte de lo contencioso-administrativo. Ella debe entenderse en relación al artículo 38, inciso segundo, de la Constitución de 1980, que dice: "Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales" ("contencioso administrativos", decía esta norma fundamental antes de ser reformada) "que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.". Pero, tratándose de los Ministros de Estado, y sólo de ellos, deberá previamente solicitarse al Senado la declaración de haber lugar a la admisión de la acción judicial de indemnización de perjuicios, y ello, sólo en el caso, por lo tanto, de una acción contencioso-administrativa de carácter adjetivo o de un recurso de plena jurisdicción.



5.— En consecuencia, en casos como el presente, en mi concepto, el Senado actúa en sede jurisdiccional, por las siguientes razones:



a) Por los efectos derivados de la admisión por el Senado de la acusación, que no son de carácter político, pues no se produce la suspensión del cargo de Ministro. En efecto, como lo expresa el artículo 189 del Reglamento del Senado, "Acogida la acusación, queda allanado el fuero del o de los Ministros acusados, y en tal virtud se dará al acusador, para los fines a que haya lugar, copia autorizada de la resolución producida y de los antecedentes pertinentes.".



b) Porque el acuerdo del Senado que declara admisible la acción judicial de indemnización de perjuicios ha sido interpretado por la Excelentísima Corte Suprema como teniendo el poder de sentencia firme que habilita al requirente para deducir la acción de indemnización de perjuicios ante los tribunales de justicia, no pudiendo dicho Tribunal revisar tal acuerdo sin causar agravio al principio constitucional de separación de Poderes (sentencia de 24 de septiembre de1943, publicada en la Revista de Derecho y Jurisprudencia).



c) Porque los tratadistas así también lo han interpretado. El profesor don Arturo Alessandri Rodríguez considera que "La decisión del Senado importa, en realidad, una sentencia firme sobre la existencia de la responsabilidad civil del Ministro contra quien se ha dirigido la acusación. En presencia de ella," —continúa el señor Alessandri— "la única intervención que incumbe a los tribunales de justicia es determinar la especie y monto de los perjuicios sufridos por el particular. De ninguna manera podrían entrar a analizar sinceramente la naturaleza del acto ejecutado por el Ministro y si él ejerce su responsabilidad.".



Por su parte, el profesor don Mario Bernaschina escribe: "A pesar de que se trata de un desafuero civil, la resolución del Senado produce efectos más importantes que en el caso del fuero de los parlamentarios. Para esto la declaración autoriza la formación de causa, de acuerdo con el artículo 33 de la Constitución, en cambio aquí el Senado resuelve si la demanda debe ser admitida o desechada ("La Constitución Política, Leyes Complementarias").



El profesor don Alejandro Silva Bascuñán, en su "Tratado de Derecho Constitucional" expone:



"De acuerdo con el texto de la Constitución, y con la aplicación que de él se ha hecho, los requisitos que requiere la acusación para que sea acogida resultan bien claros.".



"En primer lugar," —sigue la cita— "debe tratarse de un acto personal del Ministro, debiendo tenerse por tales aquellos en los cuales le ha cabido real participación, que es innegable cuando ha sido refrendado con su firma, pero responde aunque no promedie firma. Se ha estimado que no puede entenderse que es acto personal del Ministro el acuerdo de un organismo, como una Caja de Previsión, cuyo Consejo es presidido por el Ministro, todavía con mayor razón si no concurre a la sesión en que la resolución fue adoptada.".



"El Ministro" —prosigue el mismo tratadista— "debe encontrarse en ejercicio de sus funciones, porque si ya ha cesado en ellas subsiste su responsabilidad". Más adelante prosigue:



"En segundo lugar, el objeto de la acción debe ser la responsabilidad por perjuicios y no referirse a la imputación de un delito penal. No puede, por lo tanto, acogerse si se interpone por la comisión de delitos.".



"En tercer lugar," —concluye la cita del señor Silva Bascuñán— "ha de tratarse de un perjuicio injusto, es decir contrario no sólo a la Constitución y a la ley, sino a la justicia y a la razón, ya que el daño que se sufre conforme a derecho no puede producir responsabilidad alguna para el Ministro que actúa dentro de sus normas.".



6.— Actuando en sede jurisdiccional exclusiva, el Senado, al decidir sobre si ha o no lugar a la admisibilidad de una acusación de esta naturaleza, debe estudiar y resolver la concurrencia de los tres requisitos a que he hecho referencia con anterioridad:



a) Que se trate de un acto personal del o los Ministros acusados realizado en el desempeño de su cargo o cargos;



b) Que ese acto sea injusto, por ser contrario a la Constitución, a las leyes, a la justicia o a la razón, y



c) Que de ese acto deriven perjuicios para el particular afectado.



Ahora bien, si respecto de los requisitos a) y c) podría ser suficiente una apreciación externa a través de un examen sumario que determinara un fundamento plausible del requirente, no sería suficiente tal tipo de examen para establecer si los perjuicios han sido injustamente inferidos. En tal caso, el Senado debe necesariamente, en mi concepto, ir al fondo de la cuestión.



En efecto, perjuicio injusto es uno contrario, no sólo a la Constitución y a las leyes, sino también a la justicia y a la razón. El examen de lo justo o injusto sólo es posible si esta Corporación entra al fondo del problema, pues de lo contrario su examen sería superficial, lo que repugna a la justicia y a la razón.



Los requisitos antes señalados, señor Presidente, se encuentran sólidamente establecidos en la jurisprudencia de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.



Al respecto, en la Comisión cité 23 informes, recaídos en las acusaciones interpuestas —y rechazadas— en contra de 23 Ministros de Estado, entre 1943 y 1966, desde don Raúl Morales Beltramí hasta don Domingo Santa María, los cuales llevan la firma, como integrantes de las correspondientes Comisiones de Constitución, de Senadores que representaban a todos los partidos políticos. Y quiero señalar sólo a cuatro: don Fernando Alessandri, don Francisco Bulnes, don Humberto Alvarez y don Patricio Aylwin. Ellos, así como otros, unánimemente dieron tal interpretación a una norma de la Constitución de 1925 que era muy parecida a la contenida en la Carta de 1980.



He dejado constancia, entonces, de los casos —ellos figuran en mi intervención—, al igual que de los votos con que el Senado aprobó los respectivos informes.



Por todas estas razones, señor Presidente, manifesté en la Comisión que la interpretación que he expuesto del artículo 49 de la Constitución Política de la República es la que, en mi concepto, se ajusta a Derecho y a la justicia.



Muchas gracias.

LEG. 321, SESIÓN 47° DE 24 DE ABRIL DE 1991
NUEVAS NORMAS SOBRE ORGANIZACIONES SINDICALES Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento absolvió la consulta formulada acerca de la procedencia de la formación de las comisiones mixtas establecidas en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política en los proyectos de reforma constitucional, de la siguiente manera:



Por unanimidad, estimó que procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 68 de la Carta Fundamental cuando la Cámara de origen no aprobare las modificaciones que le haya introducido la revisora a un proyecto de reforma de la Ley Fundamental; y, por mayoría —que contó con el voto favorable de los Honorables señores Guzmán, Letelier y Pérez, y el voto en contra del Honorable señor Vodanovic y de quien les habla—, consideró que en los proyectos de reforma constitucional no procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 67 de la Carta Fundamental cuando determinada iniciativa fuere desechada en su totalidad por la Cámara revisora, sea porque se produjo un rechazo propiamente tal, sea porque no alcanzó a reunir el quórum necesario para su aprobación.



El Senador señor Vodanovic y yo emitimos un voto disidente fundado en que consideramos que una interpretación armónica de los preceptos de la Carta Fundamental lleva a la conclusión de que son plenamente aplicables a los proyectos de reforma constitucional, en lo que fueren pertinentes, las normas sobre tramitación de las leyes contenidas en el Capítulo V de la Ley Fundamental, toda vez que ellas señalan mecanismos para solucionar las diferencias que se susciten entre ambas Cámaras en los diversos casos en que éstas pueden producirse. Sostenemos, asimismo, que, en general, tales disposiciones no se contraponen, sino que se complementan, con las normas especiales que para la tramitación de los proyectos de reforma constitucional contiene el Capítulo XIV de la Carta Fundamental, y que tampoco afectan los requisitos y garantías especiales que el constituyente ha contemplado para tales reformas, por cuanto ellos consisten, básicamente, en la exigencia de quórum de aprobación más elevados y en el cumplimiento de trámites adicionales.



Por estas rabones, señor Presidente, solicito del Honorable Senado que al pronunciarse sobre este informe tenga en consideración la opinión expuesta y que el señor Presidente tome votación separada sobre el punto en que hubo unanimidad, el que, en mi concepto, debe ser aprobado, y el punto en que hubo disidencia, el cual, a mi juicio, debe ser rechazado.



Nada más, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 47° DE 24 DE ABRIL DE 1991
PROCEDENCIA DE FORMACIÓN DE COMISIONES MIXTAS EN PROYECTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL. INFORME DE COMISIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento absolvió la consulta formulada acerca de la procedencia de la formación de las comisiones mixtas establecidas en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política en los proyectos de reforma constitucional, de la siguiente manera:



Por unanimidad, estimó que procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 68 de la Carta Fundamental cuando la Cámara de origen no aprobare las modificaciones que le haya introducido la revisora a un proyecto de reforma de la Ley Fundamental; y, por mayoría —que contó con el voto favorable de los Honorables señores Guzmán, Letelier y Pérez, y el voto en contra del Honorable señor Vodanovic y de quien les habla—, consideró que en los proyectos de reforma constitucional no procede la formación de las comisiones mixtas a que se refiere el artículo 67 de la Carta Fundamental cuando determinada iniciativa fuere desechada en su totalidad por la Cámara revisora, sea porque se produjo un rechazo propiamente tal, sea porque no alcanzó a reunir el quórum necesario para su aprobación.



El Senador señor Vodanovic y yo emitimos un voto disidente fundado en que consideramos que una interpretación armónica de los preceptos de la Carta Fundamental lleva a la conclusión de que son plenamente aplicables a los proyectos de reforma constitucional, en lo que fueren pertinentes, las normas sobre tramitación de las leyes contenidas en el Capítulo V de la Ley Fundamental, toda vez que ellas señalan mecanismos para solucionar las diferencias que se susciten entre ambas Cámaras en los diversos casos en que éstas pueden producirse. Sostenemos, asimismo, que, en general, tales disposiciones no se contraponen, sino que se complementan, con las normas especiales que para la tramitación de los proyectos de reforma constitucional contiene el Capítulo XIV de la Carta Fundamental, y que tampoco afectan los requisitos y garantías especiales que el constituyente ha contemplado para tales reformas, por cuanto ellos consisten, básicamente, en la exigencia de quórum de aprobación más elevados y en el cumplimiento de trámites adicionales.



Por estas rabones, señor Presidente, solicito del Honorable Senado que al pronunciarse sobre este informe tenga en consideración la opinión expuesta y que el señor Presidente tome votación separada sobre el punto en que hubo unanimidad, el que, en mi concepto, debe ser aprobado, y el punto en que hubo disidencia, el cual, a mi juicio, debe ser rechazado.



Nada más, señor Presidente.

LEG. 321, SESIÓN 47° DE 24 DE ABRIL DE 1991
PROCEDIMIENTO DE PAREOS EN VOTACIONES CON QUÓRUM ESPECIALES. INFORME DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Comisión de Legislación, por la unanimidad de sus miembros, absolvió la consulta formulada en el sentido de que "en la Sala del Senado los pareos rigen respecto de todos los asuntos sometidos a la consideración de la Corporación, sin distinciones de ninguna especie y, consecuencialmente, tienen también vigencia cuando se voten proyectos que requieran para su aprobación del quórum establecido en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 63 de la Constitución Política, que es el aspecto específico en que recae la consulta.".



Además, extendió su pronunciamiento a considerar, también en forma unánime, que los pareos no deben regir en las Comisiones.



Este informe fue emitido por la totalidad de sus miembros, Honorables señores Vodanovic (Presidente), Díez, Fernández, Letelier y el Senador que habla.
LEG. 321, SESIÓN 51° DE 15 DE MAYO DE 1991
ESTATUTO DOCENTE
El señor PACHECO.- Señor Presidente, quiero manifestar que la Comisión de Educación, por unanimidad, dio por aprobados los artículos 18 y siguientes hasta el 23 inclusive. En consecuencia, para abreviar la discusión, propongo que también sean aprobados aquí en la Sala, a menos que haya una indicación sobre el particular.
LEG. 321, SESIÓN 52° DE 16 DE MAYO DE 1991
MODIFICACIONES A CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE ROBO Y HURTO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, efectivamente, como lo han expuesto el Honorable señor Otero y el señor Ministro de Justicia, el origen de la iniciativa es como se ha indicado.



Creo que el proyecto relativo a los delitos de robo y hurto es importante. En la Comisión hubo unanimidad en darle ese carácter y en solicitar del Senado que lo aprobara en general. Sin embargo, señor Presidente, hay algunos artículos en los cuales hubo disidencia. Me permitiré indicarlos, como un modo de introducir el tema, sin perjuicio de que posteriormente, en la discusión particular, profundicemos en ellos.



En el número 5 del artículo 1° del proyecto se incorporaron cuatro nuevos incisos al artículo 156 del Código de Procedimiento Penal, el que regula cuándo los tribunales pueden decretar la entrada a cualquier edificio o lugar cerrado y el registro del mismo y el horario en el cual deberán hacerse tales diligencias.



El primero de los incisos que se agrega al artículo mencionado faculta a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, en caso de delito flagrante y siempre que hubieren fundadas sospechas de que los responsables del delito se encuentran en un determinado recinto cerrado, para efectuar registro de inmediato y sin previa orden judicial, a fin de proceder a la detención del delincuente. Establece, además, que el funcionario que practique el registro deberá individualizarse y cuidar que la diligencia se realice con los menores daños y molestias para los ocupantes del recinto.



El segundo inciso nuevo dispone que deberá otorgarse al propietario o encargado del local un certificado que acredite el registro y la individualización de los funcionarios que lo practiquen y del que lo ordene.



Los dos últimos incisos que se añaden preceptúan que la copia de ese certificado y el parte correspondiente serán remitidos al tribunal competente dentro de las 24 horas siguientes a la realización de la diligencia, estableciendo que la infracción a esta norma se sancionará con la pena máxima prevista por el artículo 155 del Código Penal.



Su Excelencia el Presidente de la República formuló dos indicaciones a este número 5, que el señor Ministro ha expuesto con mucha profundidad, indicando al mismo tiempo su fundamento.



La primera es para sustituir el primer inciso que se agrega al artículo 156 del Código de Procedimiento Penal, ya explicado, por otro que exige autorización previa de un juez letrado, verbal o telefónica, solicitada a través del jefe de la unidad policial correspondiente, para poder efectuar el registro.



El señor Ministro de Justicia explicó en la Comisión, al igual como lo ha hecho ahora en la Sala, que el proyecto original enviado por el Gobierno a la Cámara de Diputados establecía una norma conforme a la cual debía obtenerse, a lo menos, autorización telefónica del juez. Posteriormente, esa rama legislativa modificó esa disposición y autorizó a Carabineros e Investigaciones para registrar recintos cerrados sin orden judicial previa, con la obligación de otorgar un certificado de la diligencia, copia del cual debe enviarse al tribunal respectivo dentro del plazo de 24 horas contado desde la realización de la misma, sancionando los abusos de poder que pudieren cometerse.



Agregó el señor Ministro —y reitero lo que expuso hace un momento— que el Ejecutivo estima que la norma aprobada por la Cámara de Diputados presenta el inconveniente de que Carabineros e Investigaciones podrían verse sujetos a una serie de acusaciones infundadas. Por ello, el Gobierno propuso mantener, como requisito para que los funcionarios de las mencionadas instituciones puedan realizar la diligencia, la autorización previa, verbal o telefónica, de un juez letrado.



Reconozco, señor Presidente, que éste es un problema complejo, pues no se puede establecer que la verdad absoluta se encuentra en un procedimiento o en otro. Es cierto que muchas veces el delincuente logra evadir la acción de Carabineros e Investigaciones ingresando a un recinto cerrado; pero también lo es que se pueden presentar serios problemas a ambas instituciones si sus efectivos irrumpen en aquél, pues asumirían una responsabilidad que a lo mejor pudiera mal interpretarse. Por eso el Gobierno consideró que la autorización de ingreso debía estar en manos de un juez, con el riesgo evidente de que en esos casos los delincuentes podrían evadir la acción de la justicia.



La segunda indicación del Ejecutivo, señor Presidente, planteaba sustituir el inciso cuarto que se agrega al artículo 156, con el objeto de hacer extensiva la sanción que establece respecto de cualquier infracción a. lo dispuesto en el precepto citado.



Por mi parte, en la Comisión formulé indicación para intercalar un inciso nuevo, a continuación del primero que la Cámara de Diputados había agregado al artículo 156 que ya he citado, con el propósito de estatuir que, sin perjuicio de que Carabineros y la Policía de Investigaciones puedan ingresar a un recinto cerrado sin orden judicial previa, el funcionario de mayor grado que intervenga en la diligencia deberá comunicar al tribunal, telefónica o telegráficamente, la entrada en un lugar cerrado y la detención del delincuente, en su caso, inmediatamente después de ocurridos ambos J hechos. Esta, señor Presidente, no es exactamente la posición del Ejecutivo. Pero, en un asunto tan complejo, me pareció que podía ser una medida que no situara la total responsabilidad en manos de Carabineros e Investigaciones, sino que el juez fuera advertido de inmediato por ellos dé su irrupción en un lugar cerrado. Sin embargo, señor Presidente, la Comisión rechazó tanto la indicación del Gobierno como la que yo formulé.



Posteriormente, se suscitó el problema de la penalidad. El Honorable señor Vodanovic y el Senador que habla solicitamos sustituir, en el inciso tercero del número 7 del artículo 1° del proyecto, la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil por la de reclusión menor en su grado medio. Nos pareció excesiva la penalidad que se proponía y que, en consecuencia, era procedente rebajarla. No obstante, esa indicación fue rechazada por la mayoría de la Comisión.



Además, señor Presidente, presentamos una indicación destinada a suprimir los números 1, 2 y 3 del artículo 2°, la que también fue desestimada por la mayoría de la Comisión. Y, por último, formulamos otra para intercalar en el número 5 del artículo 2°, entre las expresiones "el que" y "se rehusare", la palabra "maliciosamente".



En suma, a pesar de que no estamos en la discusión particular del proyecto, sino en el debate general, me pareció conveniente informar a la Sala sobre estas posiciones de minoría que sostuvimos en la Comisión de Constitución con el Senador señor Vodanovic, pero ello no obsta al hecho de señalar la importancia del proyecto y la urgencia de su despacho, en lo cual coincidimos con el Gobierno. Al mismo tiempo, solicitamos al Honorable Senado que lo apruebe en general.



Creemos, señor Presidente, que es la oportunidad de hacerlo, teniendo presente que la opinión pública está interesada en que legislemos acerca de esta materia; que existe preocupación por el aumento de este tipo de delitos, y que debemos actualizar disposiciones legales que, en algunos casos, han quedado obsoletas y, en otros, necesitan de una mayor agilización respecto del procedimiento.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana solicito que aprobemos en general el proyecto, sin perjuicio de que, posteriormente, nos refiramos en profundidad a los desacuerdos que existieron en su articulado en algunos casos.



He dicho.
LEG. 321, SESIÓN 52° DE 16 DE MAYO DE 1991
ESTATUTO DOCENTE

El señor PACHECO.— Señor Presidente con el Honorable señor Díaz propusimos, como indicación, que se mantuviera el inciso segundo mencionado, el cual establece que el "pago de los beneficios indemnizatorios que correspondan al personal referido, se entenderá postergado hasta el cese de los servicios en la respectiva entidad empleadora, cuando éstos otorguen derecho a percibirlos. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando sólo el tiempo servido hasta la fecha de cambio de régimen a que se refiere el inciso anterior y las remuneraciones que estuviere percibiendo el profesional de la educación a la fecha del cese.". , A nuestro juicio, señor Presidente, es fundamental que se mantenga este precepto —insisto—, que figuraba en el primitivo artículo 2°. Pero sí coincido en parte con la señora Senadora que usó de la palabra con anterioridad en el sentido de que, tal vez, valdría la pena corregir en lo formal su redacción.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 322, SESIÓN 01° DE 04 DE JUNIO DE 1991
MEDIDAS DE COORDINACIÓN SOLICITADAS POR EL GOBIERNO
El señor PACHECO.— Señor Presidente, en algunos puntos del informe de la Comisión de Constitución hubo unanimidad, y en otros, disidencia.



Respecto del primero, relativo a la asistencia de los Ministros de Estado, Subsecretarios y otros funcionarios a sesiones de Sala y de Comisiones, se determinó, por unanimidad, que estos últimos no podrían concurrir ni a unas ni a otras, salvo acuerdo expreso de la Sala o de la Comisión pertinente.



En cuanto a la asistencia de los Subsecretarios, existió un voto disidente —del Senador que habla— en el sentido de, primero, pedir a los Ministros hacer todo lo posible por concurrir personalmente, y segundo, si no pudieran hacerlo, autorizar para que asistan, en su representación, los Subsecretarios.



Me parece del todo procedente la solicitud del Ejecutivo en lo que dice relación a permitir la asistencia de los Subsecretarios, pues es indudable que la continua concurrencia de Ministros a la sede del Congreso Nacional interfiere seriamente el normal desempeño de las funciones inherentes a sus cargos. De modo que, a mi juicio, sería conveniente establecer una mayor flexibilidad sobre la materia, para que los Secretarios de Estado asistan sólo cuando sea indispensable y en los demás casos puedan concurrir a las sesiones de Sala y de Comisiones los Subsecretarios, en representación de aquéllos.



Opino de esta manera sobre la base de que muchas veces el cumplimiento de obligaciones impostergables en Santiago dificulta a los Ministros concurrir personalmente, y de que en el actual ordenamiento institucional los Subsecretarios tienen mayor jerarquía que antes, por cuanto son los subrogantes legales de los Ministros.



Estoy de acuerdo, señor Presidente, en que el Poder Ejecutivo debe colaborar con las funciones del Legislativo. Pero considero que debe existir una comprensiva interrelación para que ambos puedan cumplir satisfactoriamente sus labores. Por mi experiencia como Secretario de Estado, me consta que es tal el cúmulo de materias que debe analizar y resolver un Ministro, que en muchas ocasiones le es imposible concurrir a una sesión de Sala del Senado o de sus Comisiones, no obstante su buena voluntad. Y esto en el presente caso se ve agravado por el funcionamiento del Congreso Nacional en una ciudad distinta de aquella donde está radicado el Ejecutivo.



Por ello, me parece atendible que, en casos excepcionales, los Ministros puedan hacerse representar por los Subsecretarios tanto en las sesiones de Sala como en las de Comisiones de la Corporación.



Esta es, señor Presidente, la disidencia que se produjo en el primer punto, que, en mi concepto, debe ser motivo de una votación dividida.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 322, SESIÓN 03° DE 06 DE JUNIO DE 1991
ACCIÓN JUDICIAL DE DOÑA MARIANA  MARTELLI CONTRA MINISTROS DE ESTADO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



La señora Mariana Martelli solicitó al Honorable Senado el pronunciamiento contemplado en el número 2) del artículo 49 de la Constitución Política, respecto de la acción de indemnización de perjuicios que pretende deducir en contra de todos los señores Ministros de Estado.



Esta solicitud merece ser estudiada con la mayor atención por el Senado, porque es la primera vez que se aplicará esa norma constitucional y, también, que un particular pretende iniciar la acción mencionada.

I. Fundamentos de Derecho



1.— El artículo 49, número 2),de la Constitución Política del Estado establece que son atribuciones del Senado:



"Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo".



2.— La Sala aprobó el informe de mayoría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y llegó, en sesiones anteriores, a la siguiente conclusión:



"Que al conocer de los casos particulares que se sometan a su consideración, al Senado solamente le corresponde determinar si se trata de un acto personal del Ministro en ejercicio de su cargo y si, de los antecedentes que se acompañen, aparecen fundamentos racionales de controversia jurídica acerca de la eventualidad de que tal acto pudiere haber ocasionado perjuicios injustos al solicitante.".



3.— La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en informe de fecha 2 de mayo de 1991, conoció de la solicitud de doña Mariana Martelli y, por mayoría de votos, propuso al Honorable Senado que diera lugar a la admisibilidad de la acción de indemnización de perjuicios que ella pretende iniciar en contra de todos los señores Ministros de Estado.



4.— En la referida Comisión emití un voto disidente, en el cual solicité que esta Corporación negara lugar a la admisibilidad, fundado en las razones que expongo a continuación.

II. Antecedentes de Hecho



1.— Precisado el sentido, alcance e interpretación de la disposición constitucional citada, corresponde referirse al decreto supremo de insistencia N° 647, de 27 de agosto de 1990, que ordenó tomar razón del decreto supremo N° 600, del Ministerio de Educación, de 6 de julio de 1990, y a los antecedentes de hecho de la solicitud de doña Mariana Martelli.



2.— El decreto de insistencia.



De la consideración armónica de los artículos 24 y 88 de la Carta Fundamental y del artículo 10 de la ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República, se desprende que el decreto de insistencia es aquel que dicta el Presidente de la República, con la firma de todos los Ministros, ordenando al organismo contralor tomar razón del decreto o resolución de un jefe de servicio, con la excepción que consagra el propio texto constitucional, para poner término a una diferencia de apreciación surgida entre el Poder Ejecutivo y la Contraloría, respecto de la calificación de legalidad o ilegalidad de un acto administrativo.



Así lo han entendido, de una manera uniforme, la doctrina y la jurisprudencia reiteradas de los tribunales de justicia y de la propia Contraloría General de la República.



Ello obedece a que entre dos criterios diferentes para interpretar la legalidad de un acto administrativo prima el del Presidente de la República, quien, por mandato del artículo 24 de la Constitución Política, es el Jefe del Estado y a quien le están confiados el Gobierno y la Administración del mismo.



En la especie, se ha tipificado la figura del decreto de insistencia, pues, por una parte, la medida ordenada por su intermedio no es de aquellas que por excepción prohíbe el artículo 88 de la Ley Fundamental —ordenar gastos "que excedan el límite señalado en la Constitución"—, y, por la otra, se cumple su finalidad precisa, que ha sido la de poner término a un conflicto de interpretación acerca de la legalidad o ilegalidad de un acto administrativo anterior representado por la Contraloría.



En efecto, y tal como se dejó expresa constancia en los considerandos del decreto de insistencia N° 647, de 1990, el decreto reparado planteó entre el Poder Ejecutivo y la Contraloría General de la República un conflicto de interpretación jurídica en torno de la legalidad o ilegalidad del acto representado.



Por una parte, la entidad contralora, subentendiendo que no existían normas precisas y directas que regularan la data a partir de la cual debía considerarse afinada la renuncia voluntaria e irrevocable de tres miembros de la Junta Directiva de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación, concluyó que debían aplicarse los criterios jurisprudenciales elaborados para los funcionarios públicos en general, los cuales se remiten al momento en que se notifica la total tramitación del acto que acepta la renuncia, por lo que estimó que la Junta Directiva, al pronunciarse sobre la remoción de la reclamante sin considerar a esos tres miembros, habría adoptado el acuerdo con un quórum insuficiente.



En cambio, el Supremo Gobierno, discrepando de dicha interpretación jurídica, consideró que el estatuto orgánico de la Universidad —contenido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1986, del Ministerio de Educación— otorgaba al Consejo Académico atribuciones resolutivas precisas, en ejercicio de las cuales podría válidamente pronunciarse sobre las renuncias de los miembros integrantes de su propia designación, máxime cuando habían sido presentadas en forma irrevocable por los afectados, sin que se requiriera para la eficacia de tales decisiones ninguna otra formalidad habilitante, sea que el origen fuera un acuerdo del propio Consejo Académico o soluciones jurisprudenciales generales, por no encontrarse ello establecido, en un caso u otro, en parte alguna de la ley, ni de los estatutos.



En tal virtud, señor Presidente, el Poder Ejecutivo concluyó que, a la fecha de adoptarse el acuerdo que removía a la reclamante de su cargo de Rectora, los tres miembros de la Junta Directiva cuyas renuncias habían sido aceptadas por ésta ya no la integraban y, por ende, la decisión tomada sin considerar su concurrencia se ajustaba al quórum necesario.



Luego, si en la situación en estudio se tipificó a cabalidad, tanto en el hecho como en el Derecho, la figura del decreto de insistencia, conforme lo demuestran inequívocamente las consideraciones señaladas, forzoso es inferir que la suscripción por parte de los Ministros del decreto de insistencia N° 647, de 1990, no constituye en modo alguno "un acto negligente" —como lo afirma la reclamante— sino, muy por el contrario, un acto administrativo plenamente legítimo y ajustado a la normativa constitucional y legal que gobierna la materia y a la reiterada jurisprudencia del propio organismo contralor.



Por lo tanto, al no tipificar la conducta de los Secretarios de Estado una contravención precisa y determinada a las disposiciones de ordenamiento positivo que regula la institución del decreto de insistencia, resulta, por vía de necesaria consecuencia, que en la especie la reclamante carece de toda base seria y plausible que amerite, por una parte, una imputación de "responsabilidad constitucional" —como ella pretende—, y, por la otra, una acción judicial de carácter indemnizatorio contra los Ministros, lo que lleva a determinar que los fundamentos jurídicos mediatos que invoca carecen de toda relevancia en lo atinente a los hechos acaecidos.

III. Perjuicios invocados por la recurrente



Los perjuicios invocados por la recurrente son materiales y morales.



Los materiales consisten en la privación de remuneraciones, prestaciones y beneficios hasta el 23 de octubre de 1993 (cuatro años contados desde su designación como Rectora), siendo la fecha del decreto de insistencia el 27 de agosto de 1990, y los morales, en la lesión y fuerte impacto en su consideración propia y de los demás para con ella, en la deshonra derivada de su remoción por decreto de insistencia.



Ahora bien, el título invocado es el de legítima Rectora de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación. Pero, como creo haberlo demostrado, señor Presidente, tal título se encontraba viciado y no saneado.



En efecto, con posterioridad al acuerdo de remoción de la Junta Directiva, el Supremo Gobierno tomó conocimiento de que la Contraloría General de la República, por dictamen N° 17.540, de 19 de junio de 1990, dirigido precisamente a la señora Rectora de la Universidad de Playa Ancha —y luego de atender la materia consultada por la Asociación Gremial de Académicos de ese plantel—, en la parte final creyó "necesario manifestar que el referido decreto (Decreto Exento de Rectoría N° 171, de 1980, dictado por la misma Rectora Martelli, sobre elaboración de la terna en que fue designada), atendida la materia en que incide, esto es, el procedimiento para la elaboración de la terna relativa al nombramiento del Rector, se encuentra afecto al trámite de toma de razón ante la Contraloría General, conforme a lo dispuesto en la ley N° 10.336 y en los artículos 1° y 9° de la Resolución     N° 600, de 1977, de esta entidad fiscalizadora, documento que, sin embargo, hasta la fecha no ha ingresado a este organismo para cumplir con dicho trámite".



También el Supremo Gobierno fue informado por el señor Presidente de la Junta Directiva que con fecha 19 de julio de 1990, ingresó la presentación N° 015229 a la Oficina de Partes de la Contraloría, solicitando la regularización del nombramiento de la señora Mariana Martelli en el cargo de Rectora. Por ende, la requirente sólo puede plantear una investidura irregular, de la cual tiene conocimiento personal, y que no le permite invocar el artículo 7° de la Constitución Política del Estado, transformándola en una funcionaria o autoridad de hecho.



Ahora bien, existe una abundante jurisprudencia en la cual la Contraloría General de la República, aplicando la equidad y el principio del enriquecimiento sin causa, ha dictaminado que el funcionario de hecho sólo tiene derecho a las remuneraciones y otros beneficios "por los servicios útiles, efectivamente prestados a la Administración". Habiendo la señora Martelli percibido remuneraciones durante la prestación de sus servicios, no existen, en nuestro concepto, perjuicios materiales inferidos a su persona.



Y puesto que los perjuicios morales se fundamentan en una investidura irregular, también carecen de base, en nuestro concepto.



A mayor abundamiento, señor Presidente, cabe consignar que en el recurso de protección "Martelli contra la Honorable Junta Directiva de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación", fallado por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso en contra de la actual solicitante, el considerando quinto de la sentencia expresa:



"Que, examinadas así las cosas, resulta evidente que los actos que se reprochan como atentatorios contra la garantía constitucional contenida en el N° 24 del artículo 19 de la Constitución no han podido conculcar el derecho de propiedad de sus diversas especies sobre bienes incorporales de la recurrente en razón de que la señora Martelli Ukrow, no ha detentado jamás un derecho de dominio que le permita disponer a su arbitrio del cargo de Rectora de la Universidad de Playa Ancha". "El derecho patrimonial que emana de la función que ejerce autoriza sólo el derecho de exigir pago de la correspondiente retribución y demás prestaciones inherentes al cargo".



Por todo ello, señor Presidente, considero que no existen perjuicios indemnizables  inferidos a la señora Martelli.

IV. Eventual injusticia de los perjuicios



De haber existido perjuicios indemnizables, no fueron ocasionados injustamente. La jurisprudencia del Senado ha establecido que la injusticia consiste en actuar contra la Constitución, la ley, la justicia o la razón.



En su escrito la requirente no pretende que el Gobierno, a través de la totalidad de sus Ministros, haya actuado contra la Carta Fundamental.



Tampoco la Contraloría objetó la constitucionalidad del decreto supremo N° 600, de Educación, caso en el cual habría estado vedada la insistencia del Presidente de República, quien, de no conformarse el parecer del organismo contralor, habría debido ocurrir al Tribunal Constitucional.



Sin embargo, en dos ocasiones la señora Martelli ha recurrido de protección, y en ambas su pretensión jurídica ha sido rechazada, una vez por sentencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, de 25 de julio de 1990, en el recurso de protección N° 163/90, confirmada por la Corte Suprema el 25 de septiembre del mismo año, y otra, por sentencia no apelada de la primera, de 4 de diciembre de 1990, en el recurso N° 183/90.



Señor Presidente, hemos citado el rechazo de la pretensión de haberse vulnerado el artículo 19, N° 24°, de la Carta. Igualmente es preciso mencionar que fue rechazado el planteamiento de haber sido amenazada o perturbada su libertad de trabajo, porque "el artículo 19 N° 16° de la Constitución Política de la República, no contiene norma alguna que proteja el cargo servido en sí mismo, por lo cual el derecho a conservarlo no puede resguardarse por esta vía".



Queda, entonces, probado que los Ministros no han vulnerado la Ley Fundamental.



Tampoco ellos han violado la ley.



En efecto, el escrito de la recurrente da por sentado que habría una representación formal de la Contraloría por ilegalidad del decreto supremo N° 600 aludido, y que el de insistencia habría puesto en vigencia un decreto ilegal.



Estrictamente hablando, no ha existido tal representación, pues el organismo contralor no la formuló respecto de dicho decreto, sino que el 1° de agosto de 1990 se negó a su toma de razón y lo devolvió, invocando sólo dictámenes de su jurisprudencia administrativa, no una norma legal.



Señor Presidente, en definitiva se ha tratado de una controversia jurídica, no en torno de una ley violada, sino en cuanto a la pertinencia de la jurisprudencia de esa índole y de las normas que por analogía fueran aplicables al caso.



Producida una controversia jurídica en lo referente a la pertinencia de aplicar determinada jurisprudencia administrativa y acerca de si era el Estatuto Administrativo —tácitamente invocado— u otras normas de derecho las aplicables, el Supremo Gobierno hizo uso del decreto de insistencia. Éste, como se ha probado, no es inconstitucional —como tampoco ilegal—, sino un recurso jurídico que la propia Carta, en su artículo 88, puso en manos del Ejecutivo precisamente para casos como el que fue usado.



Como es sabido, el constituyente de 1980 tuvo especial cuidado de evitar el ejercicio abusivo de los decretos de insistencia. Y para ello restringió su dictación, pero no los suprimió. En efecto, como se consigna en actas en la sesión 308a de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, celebrada el 27 de julio de 1977, en la página 1.430, don Jaime Guzmán estimó, en líneas generales —y cito textualmente—, "que el decreto de insistencia, debe proceder siempre que esté envuelta una discusión o una discrepancia de interpretación jurídica entre el Presidente de la República y el Contralor General de la República, sin perjuicio de que en determinados casos entregue a una instancia posterior la resolución de este conflicto".



Por otra parte, en actas de la sesión 313a, página 1.532, consta que el ex Presidente del Consejo de Defensa del Estado don Mauricio Flisfisch, "A propósito del decreto de insistencia, quiere señalar que no tiene las aprensiones que aquí se han hecho presentes. Estima indispensable el decreto de insistencia en una buena marcha administrativa, porque, éste, de acuerdo con la legislación, opera cuando la Contraloría al "tomar razón" representa un decreto. Es decir, cuando existe una discrepancia de criterio en cuanto a un problema jurídico. El Ejecutivo considera que está actuando dentro del derecho. En cambio, la Contraloría estima que lo está infringiendo. Y frente a este conflicto jurídico, se ha entregado al Ejecutivo la posibilidad de insistir, y por una razón muy simple: porque los artículos 60 y 71 de la Constitución encargan al Presidente de la República la administración del Estado. Por sobre la cuestión jurídica que se está generando, está el problema mucho más importante que es la administración del Estado".



En sesión 132a, de 25 de octubre de 1977, el Presidente de la Comisión don Enrique Ortúzar Escobar, propuso la actual redacción del artículo, la cual se fue perfeccionando en las sesiones siguientes. Pero siempre quedó absolutamente claro que la insistencia es un mecanismo aceptado por la propia Carta Fundamental precisamente cuando existe una discrepancia jurídica que no puede entrabar la acción del Ejecutivo.



No puede decirse, entonces, que ha existido una ilegalidad en el caso de la requirente, ni ella puede sostener que la insistencia no purga la ilegalidad, pues esto supondría, lisa y llanamente, acordar lo que el constituyente no quiso, o sea, que en un decreto simple, no objetado en su constitucionalidad, primara la opinión o dictamen del órgano contralor, máxime cuando en esta situación no hay propiamente una representación por ilegalidad, sino una fundamentación jurídica basada en la jurisprudencia administrativa.



Ahora bien, tampoco el Ejecutivo ha hecho uso abusivo de este instrumento, pues actuó a petición expresa de la Junta Directiva de la Universidad, en legítimo acuerdo de fecha 4 de julio de 1990, para poner fin a un conflicto universitario prolongado cuya duración comprometía el orden público en la ciudad sede del Congreso Nacional.



Se trata, entonces, de un acto administrativo razonable, con clara finalidad pública y motivado expresamente, como lo señalan los considerandos siguientes del decreto de insistencia:



"7) Que, la representación del Decreto Supremo N° 600 de Educación no ha tenido lugar por ser contrario a la Constitución, ni tampoco a las normas legales estatutarias o reglamentarias, sino que la Entidad Fiscalizadora se ha fundado únicamente en una interpretación de una jurisprudencia administrativa referida a personas y entidades de naturaleza diversa, la que ha aplicado sin considerar cabalmente nuestras reglas y principios de hermenéutica jurídica, ni las propias instrucciones contenidas en su circular interna N° 70.118 de 1970 sobre la interpretación de las normas administrativas;



"8) Que, además, se ha producido una situación de hecho en la mencionada Casa de Estudios Superiores que amenaza la paz social en la ciudad de Valparaíso, bien jurídico cuya protección es obligación primordial del Supremo Gobierno;



"9) Que, por expreso mandato constitucional, corresponde al Presidente de la República el gobierno y la administración del Estado y, en especial, el resguardo del orden público;".



Por lo tanto, en mi concepto no ha habido un acto injusto de los Ministros. Su actuación no ha sido inconstitucional, ni ilegal; ni se ha hecho un uso abusivo de la insistencia; ni ha existido desviación o exceso de poder; ni la conducta ministerial ha estado exenta de fin público, como tampoco ha sido razonable o desorbitada.



En consecuencia, si aun hipotéticamente existieran perjuicios indemnizables —he tratado de probar que no se producen—, no serían sufridos por la recurrente por un acto de los Ministros de Estado, de manera que no se da la condición establecida en el artículo 49, número 2), de la Constitución Política.

V. Conclusión



Señor Presidente, por todo lo expuesto, solicito al Honorable Senado que se sirva declarar que no ha lugar a la admisión de la acción judicial de indemnización de perjuicios que doña Mariana Martelli pretende iniciar en contra de todos los señores Ministros de Estado.



Muchas gracias.

LEG. 322, SESIÓN 04° DE 11 DE JUNIO DE 1991
DESIGNACIÓN DE SENADOR SEÑOR MÁXIMO PACHECO GÓMEZ COMO MIEMBRO DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.

El señor PACHECO.— No puedo ocultar mi enorme emoción al recibir este homenaje de parte del Senado y oír las bellas palabras de su Presidente, así como las muy sentidas expresiones del Honorable señor Martin.



Para mí es un gran honor ser Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; ser el primer chileno que ocupa ese cargo y haberlo obtenido con el respaldo de una mayoría tan amplia.



En el ejercicio de tal cometido, cuya duración es de seis años —y que es compatible, como ha señalado el señor Presidente, con mi condición de Senador—, procuraré que los ideales y motivaciones que me han llevado a defender los derechos humanos sean los mismos que me guíen en el cumplimiento de esa responsabilidad.



Al mismo tiempo, solicitaré, sin duda alguna, la colaboración de mis Honorables colegas para que me iluminen intelectual y espiritualmente en el desempeño de mi cargo, a fin de que, haciéndome acreedor a él, pueda también tener la representación del Senado, pues si bien la designación es a título personal, no debo alejarme de mis raíces, que son éstas.



Estoy muy agradecido y emocionado por el homenaje que se me rinde en esta oportunidad.



Muchas gracias.

LEG. 322, SESIÓN 04° DE 11 DE JUNIO DE 1991
MODIFICACIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE ROBO Y DE HURTO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en el texto aprobado por la Comisión la pena es de reclusión menor en su grado medio a máximo. Al Honorable señor Vodanovic y al que habla, en cambio, de acuerdo con un criterio que con otros señores Senadores hemos renovado, nos pareció que la sanción sólo debería ser la de reclusión menor en su grado medio.

LEG. 322, SESIÓN 05° DE 12 DE JUNIO DE 1991
MODIFICACIÓN DE LEY N° 16.282, QUE FIJA NORMAS PARA CASOS DE SISMOS O  CATÁSTROFES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, este asunto, que es extraordinariamente importante, en este momento se halla sometido a un profundo análisis de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Incluso, se ha pedido a la Secretaría un informe respecto de las diferentes normas —no sólo las de la ley que el proyecto en debate modifica— que inciden en esta materia.



Por eso, señor Presidente, en conformidad al artículo 112 del Reglamento del Senado —relativo a las indicaciones que tendrán cabida "En las discusiones de los asuntos sometidos a la consideración del Senado,"—, pido aplazar temporalmente, con arreglo al número 1° de esa norma reglamentaria, la discusión de la iniciativa hasta que la Comisión de Constitución evacue su informe.



Estimo muy importante esperar el pronunciamiento de la Comisión, porque después podríamos encontrarnos ante un problema bastante serio, si acaso ese informe es desfavorable y fija otro criterio.



Ésa es mi petición concreta, señor Presidente.

LEG. 322, SESIÓN 07° DE 18 DE JUNIO DE 1991
INFORME DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN SOBRE FORMA COMO DEBEN VOTARSE EN LA SALA LAS PROPOSICIONES DE LAS COMISIONES MIXTAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que tuve el honor de presidir, en ausencia de su titular el Honorable señor Vodanovic, informó la consulta que le formuló la Comisión Mixta de Educación encargada de conocer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley que establece nuevas normas sobre Estatuto Docente, acerca de si las proposiciones que hagan las comisiones mixtas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 67 y 68 de la Carta Fundamental, deben ser votadas en la Sala globalmente o en forma separada.



Los citados preceptos constitucionales estatuyen lo siguiente:



"Artículo 67. El proyecto que fuere desechado en su totalidad por la Cámara revisora será considerado por una comisión mixta de igual número de diputados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver las dificultades. El proyecto de la comisión mixta volverá a la Cámara de origen y, para ser aprobado tanto en ésta como en la revisora, se requerirá de la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas. Si la comisión mixta no llegare a acuerdo, o si la Cámara de origen rechazare el proyecto de esa comisión, el Presidente de la República podrá pedir que esa Cámara se pronuncie sobre si insiste por los dos tercios...", etcétera.



El artículo 68 consigna:



"El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara revisora volverá a la de su origen, y en ésta se entenderán aprobadas las adiciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes.



"Si las adiciones o enmiendas fueren reprobadas, se formará una comisión mixta y se procederá en la misma forma indicada en el artículo anterior.".



Por su parte, el artículo 31 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dispone que "No podrán ser objeto de indicaciones, y se votarán en conjunto, las proposiciones que hagan las comisiones mixtas.".



Luego de un breve intercambio de opiniones sobre la materia, fue posible apreciar que en la Comisión existían diversas posiciones en relación con la consulta formulada.



Los Senadores señora Soto, señor Fernández y el que habla estimamos que la proposición de la Comisión Mixta debía votarse globalmente en el Senado. Fundamentamos nuestra posición, en primer término, en que el texto de los artículos 67 y 68 de la Carta alude explícitamente a la aprobación o rechazo de "el proyecto" o "la proposición" de la Comisión Mixta, según el caso de que se trate.



Consideramos, además, que el proyecto o la proposición de la Comisión Mixta están destinados a ser sometidos a la consideración de ambas Cámaras, por lo que es necesario que sean objeto de una sola votación en cada una de ellas, con el fin de determinar su aprobación o rechazo, situaciones que se encuentran reguladas en la Ley Fundamental.



Pensamos que, en cambio, si se aceptara la tesis de que las proposiciones de la Comisión Mixta podrían votarse en forma separada, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, nos encontraríamos ante un vacío del texto constitucional, pues los preceptos precedentemente citados nada dicen acerca de qué sucedería con la iniciativa de ley en caso de que las Cámaras adoptaran decisiones disímiles respecto de las diversas disposiciones contenidas en el proyecto propuesto por una Comisión Mixta.



En el análisis efectuado a las actas de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, no encontramos antecedentes en cuanto a que la materia específica en que incide la consulta hubiera sido objeto de examen particular. Pero creemos que, del contexto general del debate producido, aparece de manifiesto que en esa Comisión de Estudios se discurrió siempre sobre la base de que la propuesta de la Comisión Mixta es una sola, y de que la aprobación o el eventual rechazo que pudiere producirse en las Cámaras también lo es respecto de la proposición en su totalidad.



Desde un punto de vista lógico, resulta coherente, asimismo, que el proyecto o proposición deba ser votado globalmente, pues, de acuerdo con lo preceptuado en la Carta Política, la comisión mixta se forma, precisamente, en caso de divergencias entre ambas Cámaras, con el objeto de estudiar la forma de superar las discrepancias existentes. Es decir, es una instancia de conciliación destinada a explorar la posibilidad de llegar a un acuerdo que haga viable el proyecto, por lo que su tarea fundamental consiste en tratar de encontrar un consenso mínimo que sea aceptable para los diversos sectores. En esa tarea, habitualmente, tendrá lugar un proceso de negociación, con el fin de acercar las distintas posiciones, siendo de ordinaria ocurrencia que, con el propósito indicado, algunos Parlamentarios acepten determinadas disposiciones con las que pudieren no concordar plenamente, como una forma de lograr que, a su vez, se aprueben otras normas que ellos apoyan.



En estas circunstancias, el proyecto o la proposición de la Comisión Mixta constituye una unidad, por lo que la votación separada de las distintas disposiciones en las Salas podría desvirtuar completamente el acuerdo alcanzado al interior de la misma Esto fue, señor Presidente, exactamente, lo ocurrido con el proyecto tendiente a reconocer los estudios realizados en el extranjero por personas que estuvieron en el exilio.



Si se analiza el efecto que hipotéticamente produciría la aceptación de la tesis consistente en que en la Sala se pueden votar en forma separada las diversas normas del proyecto o de la proposición de una Comisión Mixta, es posible apreciar la situación poco congruente que podría llegar a producirse. En efecto, si, por ejemplo, una Comisión Mixta propone aprobar un proyecto que consta de cuatro artículos, en que los dos primeros conceden un beneficio o franquicia a determinados sectores, y los dos restantes regulan su otorgamiento —estableciendo los requisitos que deben cumplirse para tener derecho a él—, y luego la Cámara de origen —que debe pronunciarse en primer término— aprueba en su integridad tal proposición, mientras que la revisora procede a acoger los dos primeros artículos y a rechazar los dos últimos, resultaría que podría entenderse que hubo acuerdo —y, por tanto, habría ley— respecto de aquéllos, con lo cual, en el caso en análisis, se otorgaría el beneficio o franquicia sin requisitos de ninguna especie, lo que no habría estado en ningún momento en el ánimo de la Cámara de origen, que quiso otorgar tales franquicias o beneficios sujetos al cumplimiento de determinadas condiciones.



Como es posible apreciar, el mecanismo de aceptación o rechazo parcial en cada Cámara respecto del proyecto o proposición de una Comisión Mixta podría dar lugar a que, en el hecho, se convirtieran en ley algunas disposiciones de una iniciativa, sin que haya habido un real acuerdo entre las Cámaras en cuanto a su contenido.



En relación al artículo 31 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, hacemos presente que la norma que dispone que las proposiciones de las comisiones mixtas se votan en conjunto y no pueden ser objeto de indicaciones debe ser entendida en el contexto de una oración redactada en plural y que, en todo caso, el precepto debe interpretarse en armonía con las disposiciones constitucionales precedentemente transcritas.



Por otra parte, debo dejar constancia de que hemos estudiado los siguientes antecedentes: primero, la historia de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; segundo, las actas del Consejo de Estado sobre el proyecto de Constitución Política (Sesión N° 88, de 4 de septiembre de 1979), y, tercero, las actas de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución Política, Carta de 1980. Del análisis de dicha documentación no aparece referencia alguna al problema de la votación de las proposiciones que efectúen las Comisiones Mixtas.



Asimismo, debo señalar que los tratadistas de Derecho Constitucional, señores Alejandro Silva Bascuñán y Francisco Cumplido Cereceda, son coincidentes —así me lo han manifestado, y me han autorizado para que lo exprese en el Senado— en el sentido de que las votaciones de las proposiciones que formulen las Comisiones Mixtas deben realizarse de manera conjunta y global, todo ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 y 68 de la Constitución Política, y 31 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Por último, destacamos que, desde la instalación del Congreso Nacional, en marzo de 1990, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados uniformemente se han aplicado los referidos artículos 67 y 68 de la Carta Fundamental, en el sentido de que las Salas deben aprobar o rechazar en su conjunto el proyecto o la proposición de una Comisión Mixta. En estos días, precisamente, la Cámara de Diputados debe estar votando la iniciativa tendiente a reconocer los estudios realizados en el extranjero, con ese mismo criterio de unidad.



En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el voto favorable de los Senadores señora Soto y señor Fernández y de quien habla; la oposición del Honorable señor Letelier, y la abstención del Senador señor Díez, acordó absolveros la consulta formulada, en el sentido de que el proyecto o la proposición de una comisión mixta constituida en conformidad a lo dispuesto en los artículos 67 y 68 de la Carta Política debe ser votado globalmente en la Sala.



Por todo lo expresado, señor Presidente, solicito al Senado dar su aprobación al informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Muchas gracias.

LEG. 322, SESIÓN 08° DE 19 DE JUNIO DE 1991
AUTORIZACIÓN DE EJERCICIO PROFESIONAL A CHILENOS QUE OBTUVIERON GRADOS Y TÍTULOS EN EL EXILIO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, la Comisión Mixta tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto que autoriza el ejercicio profesional a chilenos que obtuvieron grados y títulos en el exilio.



En sesión de esta Corporación del 14 de mayo se dio cuenta del oficio de la Cámara mediante el cual se comunicó la nómina de sus integrantes en esta Comisión, Diputados señores Bombal, Morales Adriasola, Muñoz Barra, Ortiz y Smok. El Senado designó a los Honorables señora Feliú y señores Cantuarias, Larre, Palza y el Senador que habla.



En la sesión constitutiva, tuve el honor de ser designado Presidente de la Comisión, y, posteriormente, Senador informante.



A algunas de las sesiones en que se consideró esta materia concurrieron los Honorables colegas Otero, Romero y Thayer, y también, especialmente invitados: por el Ministerio de Educación, su titular, señor Ricardo Lagos; el Subsecretario, señor Raúl Allard, y los asesores jurídicos del Ministro don Juan Vilches y doña Blanca Yon; y, por la Universidad de Chile, el Rector subrogante, señor Atilano Lamana; el Decano de la Facultad de Medicina, señor Alejandro Goic, y la Directora Jurídica, doña María Angélica Figueroa.



Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia de que el artículo 3°, nuevo, incide en un tema propio de ley orgánica constitucional, por lo que se requiere que concurra la voluntad de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio para su aprobación, de acuerdo con el artículo 63 de la Constitución Política.



La controversia, señor Presidente, se originó en el rechazo por la Honorable Cámara de Diputados de las modificaciones introducidas por el Senado a los artículos 1°, inciso primero; 3°; 3°, nuevo; 4°, incisos segundo y final, nuevo; 5°; 6°; 7° y 10, nuevo.



Para un mejor análisis y debate de las disposiciones en comento, la Comisión resumió las materias objeto de la divergencia en las siguientes ideas:



1.— Reconocimiento o habilitación de los títulos profesionales y técnicos obtenidos en el extranjero;



2.— Plazo de otorgamiento del reconocimiento o habilitación: temporal o permanente;



3.— Integración de la Comisión Especial que se crea al efecto, y



4.— Alcance del beneficio.



Al respecto, se discutieron y sometieron a votación los puntos que, en forma resumida, expongo:



1) Si se otorga el reconocimiento o habilitación de títulos y grados obtenidos en el extranjero.



Por 7 votos a favor y 3 en contra, la Comisión Mixta se pronunció favorablemente.



2) Si ese reconocimiento se concede en forma temporal o permanente.



Por unanimidad, después de oír las opiniones del Rector subrogante y del Decano de Medicina de la Universidad de Chile, se acordó concederlo en forma permanente.



3) Si se aumenta en un miembro la representación académica de la Universidad de Chile ante la Comisión Especial creada en el proyecto en trámite.



Por 9 votos a favor y uno en contra, ello fue aprobado.



4) Si se otorga derecho a voto al Director Nacional de la Oficina Nacional de Retorno.



Por 9 votos en contra y uno a favor, se determinó no otorgarle derecho a voto.



Éstas fueron, en síntesis, las ideas que se discutieron.



Ahora, también resumidamente, informaré cómo quedó redactado el proyecto de ley.



En el artículo 1° se establece que "Los títulos profesionales y técnicos, otorgados  por Universidades, Academias y, en general, Instituciones de Educación Superior de diverso carácter, reconocidas por los respectivos Estados, obtenidos en el exterior por chilenos que salieron del país antes del 11 de marzo de 1990, por razones de fuerza mayor, y que hubieren retornado serán legalmente habilitantes para el ejercicio profesional de sus titulares en el territorio de la República, en la forma y condiciones que se establecen en la presente ley.



"De la misma manera accederán a este beneficio los poseedores de grados académicos obtenidos en el extranjero que habiliten en el país en que se otorgaron para ejercer la profesión respectiva.".



El artículo 2° dispone que "Los beneficios establecidos en esta ley también serán aplicables a los poseedores de grados académicos o de títulos profesionales o técnicos", etcétera.



El artículo 3° prescribe que "El reconocimiento para el ejercicio profesional a los titulares de grados académicos y títulos profesionales y técnicos a que se refiere el artículo 1°, será exclusivamente otorgado por una Comisión Especial que se crea para tales efectos"...



     "Esta Comisión" —sigue el artículo— "estará integrada por:



"a) El Ministro de Educación quien la presidirá, pudiendo delegar transitoriamente en el Subsecretario;



"b) El Rector de la Universidad de Chile quien podrá delegar permanente o transitoriamente en el Prorrector;



"c) Dos Rectores de Universidades integrantes del Consejo de Rectores, designados por éste;



"d) Tres miembros del Consejo Universitario de la Universidad de Chile, uno de los cuales deberá ser el Decano de la Facultad que imparta los estudios correspondientes a la profesión que se desea reconocer, y los otros, elegidos por dicho Consejo; 



"e) Un representante de las Asociaciones Gremiales que correspondan a la profesión que se desea reconocer, elegido por éstas;



"f) En el caso de una solicitud de reconocimiento que no corresponda a los estudios impartidos por la Universidad de Chile, integrará también la Comisión un Rector de las Instituciones de Educación Superior que los imparta, el que será designado por la misma Comisión, y



"g) El Director Nacional de la Oficina Nacional del Retorno,"...



El artículo 4° se refiere a las personas que se acojan a los beneficios de esta ley y a la forma como deben presentar sus solicitudes, la que detalla muy específicamente.



El artículo 5° preceptúa que "La Comisión Especial sólo podrá otorgar el reconocimiento para el ejercicio profesional a los titulares de grados académicos, títulos profesionales o técnicos, que hayan cumplido con las exigencias que ella determine,"...



El artículo 6° establece que "La Comisión Especial adoptará sus decisiones por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio,"...



El artículo 7° dispone que "La resolución de la Comisión Especial que reconoce legalmente los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos, autorizando el respectivo ejercicio profesional, deberá inscribirse en un registro especial que, para el efecto, llevará la Universidad de Chile.", etcétera.



El artículo 8° determina que "La Comisión Especial iniciará sus funciones desde la fecha de vigencia de esta ley,"...



Y el artículo 9° estatuye que "Los beneficios de la presente ley, de carácter excepcional, sólo podrán recabarse hasta el 1° de marzo de 1994, no obstante lo cual, la Comisión Especial deberá seguir funcionando hasta pronunciarse sobre la última solicitud presentada en el plazo legal, momento en que se extinguirá por el solo ministerio de la ley.".



Ése es, en síntesis, el proyecto de ley que se somete a la consideración del Senado.



La Comisión estimó que esta iniciativa constituye una sola unidad y que, en consecuencia, debe votarse en bloque. Es decir, el proyecto de ley contenido en este informe tiene que aprobarse o rechazarse.



Finalmente, en nombre de la Comisión Mixta, debo manifestar la complacencia de todos sus integrantes por haber llegado prácticamente a un consenso en un tema que fue bastante controvertido y que se había enfocado de dos maneras distintas, por la Cámara Baja y el Senado, no obstante lo cual poco a poco se fueron acercando posiciones, hasta llegarse a un texto que satisface a los señores Diputados y que, a mi juicio, debería —ésa es la recomendación de la Comisión— merecer igualmente la aprobación del Senado.



También los interesados manifestaron su complacencia por este proyecto, ya que el articulado responde a sus aspiraciones.



Por lo expuesto, en nombre de la Comisión, solicito a la Sala votar la iniciativa como unidad y, al mismo tiempo, prestarle su aprobación.

LEG. 322, SESIÓN 17° DE 11 DE JULIO DE 1991
TRANSFERENCIA A TÍTULO GRATUITO DE INMUEBLES FISCALES A "FUNDACIÓN PABLO NERUDA”
El señor PACHECO.— Señor Presidente, sólo deseo rubricar lo ya dicho por los dos señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, para la historia de la ley, lo que estimo importante en este caso.



El Gobierno sometió a la consideración del Congreso el proyecto que faculta al Presidente de la República para transferir, a título gratuito, los inmuebles, actualmente fiscales, en donde tuvo su casa el poeta Pablo Neruda y los colindantes con ellos en Isla Negra. Asimismo, la iniciativa autoriza que sus restos y los de su cónyuge, Matilde Urrutia Cerda, sean inhumados definitivamente en el inmueble que sirvió de morada al insigne poeta. Además, establece una protección especial a sus derechos de autor.



Señor Presidente, la propiedad antes individualizada fue el lugar donde vivió originalmente el poeta Pablo Neruda. Gran parte de su obra literaria fue escrita allí, y son innumerables las referencias que en su poesía se hacen a Isla Negra, produciéndose una verdadera identificación entre el lugar y el vate. De esta manera, la viuda de Neruda y la obra de él aparecen como inseparables del lugar citado, encontrándose impreso allí el sello espiritual de nuestro insigne Premio Nobel. A través de esa casa, Neruda trasciende nacional e internacionalmente hasta nuestros días.



Vivió en Isla Negra hasta el 19 de septiembre de 1973 —pocos días antes de su muerte—, y fue su voluntad, contenida en el testamento literario respectivo, que sus restos mortales descansasen perpetuamente allí.



Como la Fundación "Pablo Neruda" tiene, por decreto supremo N° 723, la concesión marítima del inmueble individualizado precedentemente, el Ejecutivo presentó la iniciativa en análisis.



Ahora bien, por razones de orden legal —como lo hicieron presente los dos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra—, la controversia se originó en el rechazo por parte del Senado a la modificación introducida por la Cámara de Diputados durante el segundo trámite constitucional. El texto aprobado por esta Corporación en el primer trámite modificó el artículo 6o del decreto ley N° 1.939, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado. Es decir, en la proposición de esta rama del Parlamento, no se hizo referencia específica a que se rendía homenaje a Pablo Neruda, sino que se otorgaba una autorización genérica.



Ahora, la Comisión Mixta, por mayoría de votos, nos propone un texto, con el cual concuerdo, pues de lo contrario no habría solución a la controversia producida entre la Cámara de Diputados y el Senado.



Asimismo, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, deseo dejar constancia de que el proyecto que hoy votaremos tiene por objeto —primero, por voluntad del Ejecutivo y, segundo, por la de muchos de quienes contribuiremos a su aprobación— rendir un homenaje a Pablo Neruda, figura insigne, no sólo de Chile, sino de América y del mundo.

LEG. 322, SESIÓN 19° DE 17 DE JULIO DE 1991
RECHAZO DE RESOLUCIÓN DE NACIONES UNIDAS SOBRE EL SIONISMO

El señor VALDÉS (Presidente).— Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por los Honorables señores Navarrete, Páez, Hormazábal, Pacheco, Martin, González, Soto, Urenda, Diez y Fernández, del siguiente tenor: 

"Visto: 

"Que la resolución vigente N° 3379 (XXX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de fecha 10 de noviembre de 1975, sobre "Eliminación de todas las formas de discriminación racial", determinó que "el sionismo es una forma de racismo y discriminación racial". 

"Considerando: 

"Que no existen razones valederas que puedan servir de fundamento para sostener que el sionismo constituye una forma de racismo o discriminación racial y que, por el contrario, la realidad histórica demuestra que el sionismo respeta todas las razas y, de hecho, ha contribuido a integrar a hombres y mujeres de los más diversos orígenes y rasgos. 

"Que el mantenimiento de la referida resolución no contribuye a los esfuerzos de entendimiento y paz en el medio oriente, y que el deterioro de la situación en esa zona puede comprometer gravemente la concordia y la seguridad internacional. 

"Que por el contrario, el tenor de la resolución antedicha fomenta la intolerancia religiosa e incita al antisemitismo, perjudicando al pueblo judío en todo el mundo. 

"Que la posición tradicional de Chile respecto al problema del medio oriente ha sido de estricta adhesión a los principios de derecho internacional, reconociendo, por una parte, el derecho inalienable del pueblo palestino a su autodeterminación y a la constitución de un Estado soberano e independiente, condenando todas las políticas y prácticas que violan los derechos humanos del pueblo palestino. Y por otra parte, reconociendo también el derecho de Israel a vivir en paz, dentro de fronteras seguras y reconocidas. 

"Que es deber de todos los miembros de la comunidad internacional propiciar un clima de entendimiento entre los pueblos. 

"Que en su oportunidad, Chile se abstuvo en la votación de la mencionada resolución. 

"Que existe un amplio movimiento parlamentario para pedir la revocación de la resolución señalada, y en este sentido han actuado los Congresos de Argentina, Ecuador, Guatemala, Honduras, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela, así como también el Parlamento Europeo. "El Senado de la República de Chile, 

"Acuerda: 

"Expresar su rechazo a la Resolución N° 3379 (XXX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, por estimar que ella incurre en conceptos equívocos que no favorecen la solución pacífica de las controversias ni la comprensión entre los pueblos del orbe, y 

"Comunicar el presente Acuerdo al Sr. Secretario General de las Naciones Unidas, para los fines a que haya lugar.". 

LEG. 322, SESIÓN 20° DE 23 DE JULIO DE 1991
MODIFICACIONES A CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE ROBO Y DE HURTO.  INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, como miembro de la Comisión Mixta, deseo manifestar que esta iniciativa es extraordinariamente importante, y que las modificaciones que le introdujimos al acoger algunos criterios del Senado y otros de la Cámara, en nuestro concepto, la enriquecieron, por lo que debe ser aprobada.



Además, estimo que el informe constituye una unidad. En consecuencia, solicito a la Mesa que él se vote como un todo y en un solo contexto. En esa forma lo aprobaremos.



Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 322, SESIÓN 21° DE 24 DE JULIO DE 1991
FACULTAD A CORTE SUPREMA PARA DESIGNAR MINISTROS DE CORTES DE  APELACIONES COMO INTEGRANTES DE SALAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, esta iniciativa legal se originó en un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en donde se señala que la ley N° 19.047 modificó la competencia de los tribunales militares, entregando la sustanciación y fallo de diversos delitos a jueces ordinarios y a Ministros de Cortes de Apelaciones.



La aplicación práctica de tal normativa produjo como resultado la acumulación de numerosos procesos en Ministros de Cortes de Apelaciones, lo que, en muchos casos, ha impedido el cumplimiento de los plazos legales, tanto en la sustanciación de los juicios como en la dictación de las sentencias.



Por esa razón, no se ha cumplido a cabalidad el propósito de la legislación dictada en orden a agilizar la administración de justicia, en especial respecto de personas que llevan muchos años en calidad de procesados por delitos cometidos por motivos políticos.



En atención a lo expuesto, y como una forma de contribuir a solucionar el problema planteado, el Ejecutivo ha sometido a la consideración del Parlamento este proyecto de ley, que faculta a la Corte Suprema para designar Ministros de Cortes de Apelaciones como integrantes de Salas, reemplazando a los Ministros nombrados para conocer de los procesos antes aludidos, con el objeto de que éstos puedan dedicarse a su conocimiento y fallo.



Tales son el propósito del mensaje y las motivaciones que tuvo en cuenta la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al aprobar por unanimidad la iniciativa, en cuya discusión también participó el señor Ministro de Justicia, quien, por supuesto, manifestó su acuerdo respecto de toda la normativa propuesta.



En cuanto a las dudas que se presentaron en la Comisión de Hacienda sobre ciertas disposiciones legales, comparto absolutamente lo expresado por el Senador señor Otero hace un momento.



Creo importante que el sentido y alcance que consideró la Comisión de Constitución para acoger el proyecto queden consignados en la historia fidedigna del establecimiento de la ley.



Finalmente, debo expresar que, como muy bien lo señaló el señor Presidente, la aprobación de esta materia exige quórum calificado.



Muchas gracias.

LEG. 322, SESIÓN 22° DE 25 DE JULIO DE 1991
REPROGRAMACION PARA DEUDORES DE CRÉDITO FISCAL UNIVERSITARIO

El señor PACHECO.— Muchas gracias, señor Presidente.



En 1981, mediante el decreto con fuerza de ley N° 4, se definió un sistema de préstamos de largo plazo destinado a permitir que los estudiantes de escasos recursos que seguían carreras en las instituciones de educación superior receptoras de aportes del Estado financiaran total o parcialmente los aranceles cobrados por dichas corporaciones.



A la fecha, los deudores de estos créditos —que, por distintas circunstancias, se han hecho exigibles desde 1984 en adelante— son alrededor de 80 mil jóvenes, y muchos de ellos enfrentan una situación de ingresos que no les ha permitido cumplir con los compromisos contraídos al respecto durante su permanencia en las mencionadas instituciones.



Estos deudores de crédito fiscal actualmente son tanto profesionales que culminaron satisfactoriamente sus estudios, como jóvenes que no tuvieron éxito y que luego de un cierto número de años en la universidad, por distintas razones, debieron abandonar sus carreras. Las situaciones de renta de todos ellos son de lo más variadas, al igual que los montos de las deudas que deben ser servidas, de modo que se ha considerado aconsejable y justo establecer una relación entre la cuota que debe pagarse y el ingreso de los deudores.



El proyecto de ley estima de justicia, además, solucionar la situación que afecta a personas que en su oportunidad fueron impedidas, por razones políticas, y a través de distintas vías, de continuar sus carreras universitarias, las cuales estaban financiando con crédito fiscal. Para ellas se establece la total condonación de sus saldos adeudados. Este mismo beneficio es justo hacerlo también aplicable a quienes han sufrido la desgracia de estar imposibilitados, sea física o intelectualmente y en forma continua, para desarrollar una actividad remunerada.



Estoy convencido de que mediante los mecanismos y condiciones definidos en este proyecto será posible brindar una solución real y efectiva al numeroso grupo de jóvenes que a través del sistema de créditos alcanzaron una oportunidad para acceder a la educación superior, quienes a su vez, con el servicio de estas obligaciones permitirán beneficiar a los que requieren gozar de igual oportunidad para adquirir una formación profesional.



Por eso, señor Presidente, como miembro de la Comisión de Educación concurrí a aprobar la iniciativa en los términos en que hizo la relación de la misma el Honorable señor Cantuarias —los Senadores de la Democracia Cristiana se pronunciarán favorablemente por iguales razones—, y solicito que la Sala se sirva acoger el informe, el que en general fue despachado por unanimidad.



Muchas gracias, señor Presidente.



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 25° DE 08 DE AGOSTO DE 1991
LEGITIMACIÓN DE HIJOS NATURALES Y SITUACIÓN JURÍDICA DE HIJOS ILEGÍTIMOS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República con el que se inició este proyecto de ley expresa que tiene por finalidad modificar los artículos 208, 209 y 272 del Código Civil, relativos a la legitimación de los hijos naturales y a la situación jurídica de los hijos ilegítimos.



La modificación propuesta al artículo 208 tiene por objeto incorporar al Código Civil las disposiciones de la ley N° 17.999. Según éstas, las actas extendidas ante cualquier Oficial Civil del Servicio de Registro Civil e Identificación tienen el mérito de instrumento público, o de escritura pública, según el caso, para los efectos de la legitimación de un hijo o del reconocimiento de un hijo natural, conforme a los artículos 208 y 271, respectivamente.



En virtud de la enmienda en análisis, las actas aludidas tendrán el mismo efecto jurídico que los instrumentos públicos otorgados ante notario para legitimar a un hijo. Además, se elimina la exigencia de que el instrumento público deba otorgarse dentro del plazo de un año contado de la fecha del matrimonio de los padres, de manera que podrá efectuarse en cualquier tiempo después de dicho matrimonio.



El mensaje expresa que la modificación que se procura introducir al artículo 209 tiene por finalidad permitir que la legitimación concedida por ambos padres al hijo pueda ser conferida en forma conjunta o en instrumentos públicos separados, quedando perfeccionada la legitimación, en el último caso, desde la fecha del otorgamiento del segundo de estos documentos.



Por último, señor Presidente, la modificación al artículo 272 del Código Civil permite que se conceda judicialmente la calidad de hijo natural de la madre fallecida a su hijo póstumo o al que no alcanzó a ser reconocido como tal antes de la muerte de la madre, cuando este hecho ocurra dentro de los treinta días siguientes al parto.



Destaca el mensaje que con la modificación propuesta a este artículo se podrá terminar con el estado de desamparo en que la legislación actual deja al hijo póstumo ilegítimo, situación que se presenta con mayor frecuencia en los sectores socioeconómicos de más bajos ingresos.



Debo hacer presente también que la iniciativa en estudio no irroga gastos al erario.



Ahora bien, la Comisión, compartiendo los fundamentos del mensaje, ya que viene a suplir importantes vacíos en el caso del hijo póstumo y hacer más expedito el procedimiento de legitimación, aprobó el proyecto por unanimidad. Para tal efecto, propone reemplazar el inciso segundo del artículo 208 del Código Civil por el siguiente: "Para que ella se produzca, es necesario que los padres, a la fecha del matrimonio, o con posterioridad a éste, mediante instrumento público o en acta extendida ante cualquier Oficial Civil designen los hijos a quienes confieren este beneficio, ya estén vivos o muertos.".



En seguida, en el inciso primero del artículo 209, sugiere sustituir los vocablos "de los instrumentos" por "del o de los instrumentos".



Asimismo, propone derogar la causal cuarta del artículo 217 y agregar el siguiente inciso final al N° 1 del artículo 271:



"Asimismo, en el evento de que la madre sea demente o sordomuda que no pueda darse a entender por escrito, podrá reconocer a su hijo como natural a través de la declaración que efectúe su curador y siempre que conste la maternidad en el comprobante de parto y se haya identificado a la madre en él."



También se propone agregar el siguiente inciso final al artículo 272:



"No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en el caso de la causal del número 4° del artículo anterior y tratándose de un hijo póstumo, o de si la madre hubiere fallecido dentro de los treinta días siguientes al parto sin haber reconocido al hijo como suyo, la demanda se notificará a uno cualquiera de los parientes consanguíneos mayores de edad, de grado más próximo de la madre fallecida, conforme a lo dispuesto en el artículo 42."



Finalmente, señor Presidente, se sugiere agregar un artículo transitorio, que dice lo siguiente:



"Artículo transitorio.- Decláranse ajustadas a derecho las legitimaciones efectuadas por instrumento público con arreglo al artículo 208 del Código Civil, en el período comprendido entre el 3 de junio de 1981 y la entrada en vigencia de esta ley, cualquiera que sea la fecha de su otorgamiento.".



Estas son las disposiciones más importantes de este proyecto, que la Comisión de Constitución, por unanimidad, propone al Honorable Senado que se sirva aprobarlo.



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 25° DE 08 DE AGOSTO DE 1991
SISTEMAS DE MICROCOPIA O MICROGRABACIÓN DE DOCUMENTOS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el artículo único de esta iniciativa establece lo siguiente: "Renuévanse las facultades otorgadas al Presidente de la República en virtud del artículo 9° de la ley N° 18.845, por el plazo de un año, contado desde la entrada en vigencia de esta ley.".



El Gobierno procedió a enviar este proyecto para resolver las dudas suscitadas, especialmente en la Contraloría General de la República, respecto de la aplicación del precepto a que él se refiere.



Dados su extraordinaria importancia y sentido práctico, la Cámara de Diputados lo aprobó por unanimidad, y, de igual modo, lo hizo la Comisión de Constitución, que propone al Senado darle también su aprobación.



Muchas gracias.

LEG. 322, SESIÓN 25° DE 08 DE AGOSTO DE 1991
AUTORIZACIÓN A FUNCIONARIOS PARA ACTUAR COMO MINISTROS DE FE

El señor PACHECO.- Señor Presidente, como el Senado debe recordar, este proyecto fue objeto de una amplia discusión y, debido a que algunos señores Senadores consideraron que incluso podría ser inconstitucional, se acordó enviarlo en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, la cual procedió a estudiarlo, escuchando también al señor Ministro de Justicia, y luego -siguiendo el mismo espíritu que se había tenido para formular la iniciativa- sustituyó el texto de su artículo único por otro del siguiente tenor:



"En las actuaciones que se realicen y en las presentaciones que se formulen ante los Ministerios, Intendencias, Gobernaciones, Municipalidades, Servicios Públicos y empresas del Estado, relacionadas con asuntos de la vivienda, salud, educación, previsión social o trabajo, sólo será necesario presentar los originales de los documentos que sean requeridos y dejar fotocopias simples de los mismos. El funcionario receptor las cotejará y luego devolverá los originales a los interesados, entendiéndose que ha efectuado tal cotejo por el solo hecho de estampar en la fotocopia el timbre de recepción, la fecha y su nombre y firma. El cotejo será gratuito.



"El funcionario que faltare maliciosamente a sus obligaciones en relación con esta materia incurrirá en las penas del artículo 193 del Código Penal.".



La Comisión, repito, estimó que esta nueva redacción consignaba el espíritu que tuvo el Ejecutivo al formular el proyecto; que se ajustaba a la normativa legal vigente, y que era perfectamente constitucional, por lo cual la aprobó por unanimidad.



Por ello, y considerando que el proyecto involucra un indudable beneficio social, propone en su informe -con las firmas de los Senadores señora Soto y señores Diez, Fernández, Letelier y del qué habla- que la Sala le dé su aprobación.

LEG. 322, SESIÓN 26° DE 13 DE AGOSTO DE 1991
MODIFICACIÓN DE ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN EN MATERIA DE URGENCIA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, Honorables colegas, en el debate de este proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Senadores señores Diez, Fernández, Letelier y el que habla estuvimos por rechazarlo.



Mi opinión contraria a él se funda en las siguientes razones.



El artículo 24 de la Carta Fundamental establece que "El gobierno y la administración del Estado corresponden al Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado.".



El Presidente de la República conoce las necesidades legislativas y la urgencia que ellas tienen, especialmente en materias económicas, en las cuales la celeridad resulta indispensable para el éxito de las medidas. Los Estados modernos deben ser muy eficientes para cumplir sus funciones de bien común. En el actual período de transición democrática en Chile ello es aún más evidente, porque son muchas las leyes que el Ejecutivo debe proponer al Congreso para su aprobación, y el plazo con que cuenta para esto es relativamente corto.



Si el día de mañana existiere en el Congreso una mayoría contraria al Primer Mandatario, aquél podría utilizar este mecanismo para dilatar la tramitación de las leyes respecto de las cuales el Ejecutivo tenga interés urgente en despacharlas, y éste carecería de un sistema adecuado para acelerar el proceso legislativo.



Señor Presidente, eso fue precisamente lo que sucedió en el período histórico chileno llamado "La República Parlamentaria", entre los años 1891 y 1924. Como escribió el destacado jurista don Alejandro Silva Bascuñán, esa etapa "dejó en vastos sectores de la opinión pública la convicción de que el Congreso demoraba la tramitación de las leyes y que debía darse un recurso que permitiera acelerar su gestación cuando lo reclamare la necesidad nacional.".



Continúa la cita: "Los reparos que se formulaban en tal sentido tenían el fundamento objetivo de que muchos problemas nacionales se agravaron o se hicieron insolubles por no haberles dado en ese período rápida y oportuna decisión. Determinar hasta qué punto incumbía esa responsabilidad al Parlamento no corresponde dilucidarlo aquí.".



Agrega: "Si no es ningún ideal el de una legislación en incesante e inconsistente cambio, ya que las reformas jurídicas que no están bien basadas en el conocimiento de las realidades sociales o se adoptan a la ligera con excesivo apremio, pueden causar a la Nación graves perjuicios, es, por otro lado, también peligroso diferir indefinidamente las soluciones y no afrontar con oportunidad y energía los problemas colectivos, clima predominante en la época recordada y en el cual se incubó la crisis constitucional que llevó a la Carta de 1925.".



Señor Presidente, es efectivo que en el actual período legislativo el Ejecutivo ha solicitado muchas urgencias que a veces han hecho difícil el cumplimiento de la función del Congreso; pero también es cierto que en todas las oportunidades en que éste ha solicitado el retiro de ellas, aquél ha accedido a tal petición; y nunca ha existido un conflicto entre ambos Poderes derivado del empleo de este mecanismo.



Por las razones expuestas, considero que no es conveniente en este momento moderar la norma constitucional referida, sin perjuicio de que si en el futuro se determinara que ella es un obstáculo para el cumplimiento de la labor legislativa, dicha enmienda podría efectuarse. Pero no ahora, cuando solamente ha transcurrido poco más de un año de su vigencia efectiva.



Señor Presidente, por los motivos señalados, soy partidario del rechazo del proyecto de ley que modifica el artículo 71 de la Constitución Política en materia de urgencia.



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 28° DE 14 DE AGOSTO DE 1991
REPROGRAMACION PARA DEUDORES DE CRÉDITO FISCAL UNIVERSITARIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, coincido absolutamente con lo expresado por el Senador señor Ruiz.



La iniciativa que nos ocupa fue discutida extensamente en la Comisión de Educación. Incluso ayer celebramos la última reunión, a la que asistieron los Senadores señora Feliú y señores Cantuarias—quien es Presidente de ella—, Prat y quien habla, y en realidad, casi todas las indicaciones fueron resueltas por unanimidad.



En consecuencia, se trata de una iniciativa bien trabajada y que cuenta con un segundo informe, respecto del cual hay una enorme coincidencia de pareceres y gran expectativa por parte de los interesados en la misma. Y la única manera de que pueda ser ley es que la discutamos en esta sesión, a fin de que posteriormente pase a la Cámara de Diputados y sea promulgada rápidamente por el Ejecutivo.



Por ello, me permitiría solicitar al Honorable señor Larre —quien, en uso del derecho establecido en el artículo 99 del Reglamento, pidió aplazamiento de la discusión— que no insistiera en su posición. Lo hago muy amistosamente, en la forma como hemos trabajado en la Comisión. En la reunión de ayer el señor Senador no estuvo presente, pero le consta que con su presencia hemos avanzado bastante en este proyecto, que es muy importante.



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 29° DE 20 DE AGOSTO DE 1991
MODIFICACIÓN DE ARTICULO 113 DE LA LEY Nº 18.768, EN LO RELATIVO A LOS PERSONALES ACADÉMICOS Y NO ACADÉMICOS DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR

El señor PACHECO.— Señor Presidente, por encargo de la Comisión de Educación, tengo el honor de informar esta iniciativa de la Cámara de Diputados relacionada con los personales académicos y no académicos de las instituciones de educación superior.



Respecto de la materia en debate, se produce un hecho singular: de acuerdo con el procedimiento acordado por la Comisión, me corresponde actuar como Senador informante. Procuraré ser lo más objetivo posible en mi relación, porque se da el caso de que la mayoría de la Comisión estuvo por el rechazo del proyecto, y yo, por su aprobación, razón por la cual tendré que desempeñar el doble papel de informante de la posición mayoritaria, y de defensor del voto de minoría.



El proyecto se originó en una moción de los Diputados señores Carrasco, Elgueta, Leblanc, Ojeda, Ortiz, Pizarro (don Sergio), Reyes, Salas y Seguel; y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento, fue objeto de discusión general y particular a la vez, por constar de un artículo único.



Durante el estudio del mismo, la Comisión recibió el parecer de las siguientes personas: don Alfonso Muga, Director del Departamento de Educación Superior del Ministerio de Educación; doña María Angélica Figueroa, Directora Jurídica de la Universidad de Chile, en representación del Rector de ese plantel superior de enseñanza; doña Patricia González, en representación del Rector de la Universidad de Talca, y don Mauricio Olavarría, Jefe de Personal y Coordinador del Área Recursos Humanos de la Universidad de Chile. Y se tuvieron en consideración, entre otros, los antecedentes que indico:



El artículo 113 de la ley N° 18.768, en su inciso primero, dispuso que los personales académicos y no académicos de las instituciones de educación superior del Estado, incluyendo las Universidades de Chile y de Santiago de Chile, que cesaron voluntariamente en sus funciones hasta el 31 de diciembre de 1989, tendrían derecho a recibir una indemnización de hasta 6 meses de la última remuneración, la cual no sería imponible ni constituiría renta para ningún efecto legal. El inciso segundo señaló que esa indemnización procedería siempre que los respectivos funcionarios no cumpliesen los requisitos para acogerse a jubilación. Finalmente, según el inciso tercero las personas que percibiesen el beneficio no podrían ser nombradas ni contratadas en la institución de educación superior que lo otorgara, durante los 5 años siguientes a la fecha del cese que originase la indemnización, con la única excepción de nombramientos o contratos con hasta un cuarto de jornada de la que tenían al momento del cese.



Los considerandos de la moción que dio origen al proyecto de ley en estudio, en síntesis, señalan que una gran parte de las cesaciones de funciones encubrieron exoneraciones fundadas en causales políticas y que el legislador creó formas especiales de indemnización, obligando a los afectados a renunciar voluntariamente a sus funciones para percibirlas.



Se añade que, ante la inminencia del despido y la alternativa de no recibir nada, los afectados optaron por renunciar, recibiendo a cambio una indemnización limitada que no representó los años de trabajos servidos.



Continúa la moción haciendo presente que la limitación, mediante la cual se impide recontratar antes de que transcurran 5 años desde la fecha de cesación de funciones, constituye un atentado contra el derecho al trabajo, a la libre admisión a todas las funciones y empleos públicos, y una discriminación ideológica que transgrede el pluralismo y la libertad de cátedra; y finaliza indicando que, por los motivos expuestos, es urgente proceder a la modificación del referido artículo, eliminando la limitación establecida en él.



Después de un breve debate, en el cual se tuvieron en consideración los antecedentes y opiniones reseñados anteriormente, la Comisión de Educación, por tres votos en contra y uno a favor, acordó no acoger el proyecto. Votaron por su rechazo los Honorables señora Feliú y señores Cantuarias y Larre, y, por su aprobación, el Senador que habla.



La Honorable señora Feliú fundó su voto contrario al proyecto, indicando que sería una mala señal derogar la disposición legal en cuestión en atención a que, a su juicio, resulta inadmisible aceptar que, para una figura de renuncia voluntaria, las personas se vean obligadas o forzadas a hacerlo, en consideración al nivel académico de que se trata, señalando que consideraba grave, un mal sistema y una falta de ética dejar sin efecto una norma legal en circunstancias de que se otorgó una indemnización a la cual no se tenía derecho en condiciones normales.



La señora Senadora agregó que los recursos de las universidades no son focalizados hacia los sectores más pobres, porque a ellas ingresan los más pudientes.



El Honorable señor Cantuarias, por su parte, fundó su voto de rechazo a esta iniciativa legal señalando que no le resultaba razonable ni posible aceptar el predicamento de las presiones, sin desconocer que, tal vez, existieron; pero consideró inaceptable que personal profesional, profesores, académicos universitarios, formadores de nuestra juventud y de nuestras legiones de profesionales, fueran presionables en el año 1989.



Añadió que el Fondo de Racionalización —que permitió irse a algunas personas con indemnización— se prestó para comentarios y críticas en el ámbito universitario, en el sentido de que los beneficiados volvían a la universidad en mejores condiciones que antes.



Comentó que para introducir un pie de igualdad entre las universidades estatales y privadas que recibieron aporte de los Fondos de Racionalización, las propias universidades del Estado han tenido mecanismos para —dentro del contexto de la ley— mantener al personal que les ha interesado.



Finalmente, indicó que en el caso de levantarse tal impedimento, se estaría ejerciendo una presión en los presupuestos universitarios, lo que la Universidad de Chile hizo presente a la Comisión.



El Honorable señor Larre fundó su voto de rechazo basado primeramente en los antecedentes aportados por la Universidad de Chile, a través de la comunicación escrita de su Rector, don Jaime Lavados, y de lo expresado por doña María Angélica Figueroa en la Comisión; en seguida, en atención, además, a lo que le correspondió constatar en la Universidad Austral de Chile, en donde, no obstante ser privada, hubo personas que recibieron la indemnización y abandonaron sus cargos de común acuerdo con la autoridad; en tercer lugar, porque como autoridad regional en el Instituto Profesional de Osorno, pudo percatarse de que una necesidad del establecimiento provocó esa baja de personal, y por .último, en consideración a que, hechas las consultas del caso con los sectores interesados, la respuesta fue que no había impedimento para que los académicos que dejaron de pertenecer a un plantel universitario, fuesen reincorporados hasta por un cuarto de jornada.



Los anteriores son los argumentos que dieron, en síntesis, los tres señores Senadores que estuvieron por el rechazo del proyecto.



El Senador que habla fundamentó su voto a favor de legislar sobre esta materia de la siguiente manera:



a) La Ley N° 18.768, de 1988, incluyó en sus artículos 113 y 114 disposiciones que permitieron dar un marco legal a medidas impulsadas desde el Ministerio de Educación de la época, con relación a un Fondo de Racionalización que figura como aporte fiscal complementario a la educación superior en las Leyes de Presupuestos de los años 1988 y 1989.



b) Dicho fondo fue establecido con el propósito de inducir en las instituciones de educación superior con aporte fiscal —16 estatales y 6 privadas— la puesta en marcha de proyectos de racionalización de su funcionamiento. En la práctica, tales recursos fueron transferidos a las instituciones señaladas para que procediesen a la reducción de sus gastos de personal, por medio de la disminución de sus plantas, aplicando tanto incentivos para la jubilación como indemnizaciones ante renuncias pactadas.



c) Sin embargo, las personas que cesaron en sus funciones no siempre lo hicieron voluntariamente, lo que se prestó en ocasiones a que los rectores delegados de la época pusieran término a los contratos de quienes, aun contando con méritos suficientes para proseguir su trabajo en las instituciones, debieron aceptar lo resuelto ante circunstancias forzosas. En particular, hechos de esta naturaleza se vivieron en algunas universidades regionales, en las cuales se tomó la decisión de discontinuar actividades académicas que venían realizando desde años la Universidad de Talca y también —como he sido informado— la Universidad de Valparaíso.



d) Por otra parte, los recursos del referido fondo fueron aportados a instituciones tanto estatales como privadas. Se da el caso, entonces, que mientras en las universidades privadas no existiría impedimento alguno para resolver por sí mismas la reincorporación de personas afectadas por estos procesos, las universidades e institutos profesionales estatales sólo pueden hacerlo con limitaciones. En efecto, el inciso tercero del artículo 113 de la ley N° 18.768, define un tope para el nuevo contrato de un cuarto de jornada que la persona tenía al momento de cesar en sus funciones y hace regir esta limitación, al menos, hasta el año 1993.



e) En opinión del Senador que habla, dicha limitación debiera ser levantada, y ése es el objetivo del proyecto de ley en discusión. Al hacerlo, se estaría permitiendo que cada institución de educación superior que recibe aporte fiscal —independientemente si su origen fuese estatal o privado— pueda resolver por sí misma, autónomamente, si es conveniente para sus propósitos de desarrollo proceder a reincorporar a personas afectas a la ley antes referida; es decir, el proyecto no fuerza a la institución a hacerlo, sino sólo lo posibilita.



Otro aspecto —aunque con incidencia en las instituciones regionales derivadas— dice relación a las dificultades que suelen encontrar dichas corporaciones para llenar sus vacantes con personal de nivel y experiencia. Puede ser que algunas de ellas tengan entre sus planes actuales reforzar áreas debilitadas por las medidas tomadas en esos años y requieran, en consecuencia, volver a contratar, con dedicación completa, a personas sobre las cuales se aplica la limitación señalada.



En conclusión, éstos son los antecedentes y apreciaciones que fundamentaron el voto del Senador que habla a favor de legislar sobre la materia.



En mérito de los antecedentes y consideraciones que he expuesto con la mayor objetividad posible, la Comisión de Educación tuvo a bien recomendar el rechazo del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, con los votos de la Honorable señora Feliú y de los Senadores señores Cantuarias y Larre. El Senador que habla fue de la opinión de aprobar la iniciativa legal.



Es cuanto puedo informar en nombre de la Comisión de Educación sobre el proyecto.

LEG. 322, SESIÓN 29° DE 20 DE AGOSTO DE 1991
ERECCIÓN DE MONUMENTOS EN MEMORIA DE EX SENADOR DON JAIME GUZMAN ERRAZURIZ

El señor PACHECO.— Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Educación del Senado, concurrí con mi voto en favor de la erección del monumento de que se trata. Y, en nombre de los Senadores democratacristianos, deseo adelantar que daremos nuestro apoyo a esta idea, por considerar que los méritos personales de don Jaime Guzmán fueron extraordinarios y es digno de ese reconocimiento.

LEG. 322, SESIÓN 32° DE 22 DE AGOSTO DE 1991
CUADRAGÉSIMO ANIVERSARIO DE ALTO COMISIONADO DE NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS. OFICIOS

El señor VALDÉS (Presidente).— Los Honorables señores Pacheco y Sule rendirán homenaje al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.



Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.

El señor PACHECO.— Señor Presidente y Honorables Senadores:



La Asamblea General de las Naciones Unidas, por Resolución N° 319, de 3 de diciembre de 1949, decidió crear la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados —ACNUR—, a partir del 1º de enero de 1951. El Estatuto de esa Oficina fue aprobado por la Asamblea General mediante la Resolución N° 428, de 14 de diciembre de 1950.



El 28 de julio de 1951 se aprobó la Convención de las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, el cual, en 1967, fue complementado con el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, constituyendo ambos instrumentos la base jurídica de la tarea del Alto Comisionado en el mundo.



Las funciones del Alto Comisionado se definen en tales documentos y en diversas resoluciones aprobadas con posterioridad por la Asamblea General, y se concretan en las siguientes acciones: proporcionar protección internacional a los refugiados, bajo los auspicios de las Naciones Unidas, y buscar soluciones permanentes a sus problemas ayudando a los gobiernos y a las organizaciones privadas a facilitar la repatriación voluntaria de los refugiados o a su asimilación a nuevas comunidades nacionales.



De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, refugiado es, por ejemplo, toda persona que, "debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él.".



Los países pueden cooperar con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados suscribiendo convenciones internacionales encaminadas a la protección de éstos; concertando acuerdos especiales para la ejecución de medidas destinadas a mejorar su situación y a reducir el número de los que necesitan protección; admitiendo refugiados en sus territorios, sin excluir a quienes pertenecen a las categorías más desamparadas; favoreciendo su repatriación voluntaria y su asimilación y naturalización; proporcionándoles documentos de viaje y otros que puedan facilitar su reasentamiento; permitiéndoles trasladar sus haberes, y otorgando información acerca del número y situación de los refugiados y de las leyes y reglamentos que les conciernen.



La importancia que la comunidad internacional ha otorgado a este mandato se ha visto reafirmada por más de cien países que han adherido a la Convención de 1951 y a su Protocolo de 1967. Ello permitió extender la acción del ACNUR a diversas zonas del planeta y brindar protección internacional a más de 20 millones de personas que, por motivos fundados de persecución, debieron huir de sus países de origen.



La magnitud de esta labor en defensa de los derechos humanos, la reducción de las tensiones políticas y la contribución significativa para el fomento de la paz en el mundo motivaron que la Oficina fuera galardonada con el Premio Nobel de la Paz en dos oportunidades —en los años 1954 y 1981— y que en 1991 le fuera concedido el Premio Príncipe de Asturias.



Han transcurrido cuarenta años desde la creación del ACNUR. Hoy, la esperanza ha sustituido al pesimismo de los tiempos de la posguerra y a la sombría época de la "guerra fría".



La ola vigorosa de procesos de democratización en sociedades hasta hace muy poco regidas por sistemas autoritarios y el fin de las confrontaciones ideológicas entre el Este y el Oeste, permiten vislumbrar una oportunidad real para la paz, la justicia social y el desarrollo económico.



Sin embargo, aún subsisten múltiples conflictos en diversas partes del mundo, con sus secuelas de desplazados y perseguidos. Se trata de aproximadamente 13 millones de hombres, mujeres y niños que dependen de la protección del ACNUR y que esperan una oportunidad para solucionar sus problemas, ya sea por inserción en los países de asilo o por la posibilidad de retorno a sus naciones de origen.



En Chile, el ACNUR contribuyó con nuestro Gobierno a la inserción de refugiados europeos de la segunda guerra mundial; más tarde brindó asistencia a más de 200 mil refugiados chilenos, y en la actualidad colabora en la reinserción de compatriotas que se acogieron al Estatuto de los Refugiados, quienes han retornado o están en vías de hacerlo, en forma voluntaria, después de años de exilio en distintos países. Este trabajo se realiza en conjunto con el Ejecutivo, a través de la Oficina Nacional de Retorno y la Organización Internacional para las Migraciones, sobre la base del acuerdo tripartito firmado en noviembre de 1990.



En esta realidad se inscribe la conmemoración del cuadragésimo aniversario del organismo, que brinda la oportunidad de evaluar la tarea realizada en todos estos años y de promover en la comunidad internacional la necesidad urgente de trabajar para eliminar las causas que generan el flujo de refugiados.



Señor Presidente, lo que hoy celebramos es el esfuerzo de la comunidad internacional expresado por medio de la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas que creó la Oficina del Alto Comisionado, bajo el mandato de carácter humanitario y apolítico de brindar protección internacional y buscar soluciones durables al problema de los refugiados, con lo cual se afirma el principio de que íos seres humanos, sin distinción alguna, deben gozar de los derechos y libertades fundamentales.



Ruego al señor Presidente que se sirva ordenar el envío de un oficio a la señora Virginia Trimarco, digna representante en Chile del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), transcribiéndole copia íntegra de mi intervención.



Muchas gracias. 



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 33° DE 27 DE AGOSTO DE 1991
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE  GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL  Y PROVINCIAL Y ADMINISTRACIÓN  COMUNAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la indicación número 16, que hemos renovado con la firma de 11 señores Senadores, propone suprimir en el inciso primero del artículo 101, aprobado en el primer informe, la frase "creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas".



Esta iniciativa tiene por objeto poner de relieve que el concepto de servicio público, sin otras precisiones, tiene una connotación amplia, que comprende los de la Administración central, los municipios, la Contraloría General de la República, los tribunales de justicia, el Banco Central y otros. El artículo 101, aprobado en el primer informe, sólo somete a la fiscalización del Intendente los servicios creados por ley, con lo cual quedan fuera de aquélla los entes de origen constitucional.



En lo tocante a los municipios, ellos deben quedar sometidos sólo al control de legalidad de la Contraloría General de la República y no a la fiscalización del Poder central, pues, como quiera que se ocupan de resolver problemas o situaciones que se producen en el nivel local —para lo cual han sido creados como entes autónomos—, no tienen dependencia o subordinación del Ejecutivo. Ahora bien, la consagración de la autonomía municipal no inhibe al legislador para entregar determinadas funciones a estas entidades con algún grado de control; pero lo que el precepto, aprobado en el primer informe, persigue es que en su acción global los municipios no sean sometidos a controles por la autoridad central.



A los municipios se les han ido transfiriendo facultades para prestar determinados servicios, como salud y educación, que en el ámbito nacional deben ser controlados por la Administración para mantener la congruencia de las políticas en estas áreas o en otras que en el futuro se estime que pueden ser confiadas a los gobiernos municipales. Si se desvincula la municipalidad del Ejecutivo, es posible que esa tendencia de traspaso de funciones para que aquélla satisfaga determinadas necesidades públicas en el ámbito local pueda verse inhibida en la medida en que el ente que transfiere dichas funciones no tenga ningún grado de control respecto del municipio que las recibe.



Finalmente, manifiesto, en apoyo de esta indicación, que si los programas de desarrollo se entregan para su ejecución a una gran diversidad de municipios, o se les asignan recursos fiscales para el cumplimiento de sus cometidos, es menester que alguna autoridad del Poder central esté investida de la facultad de coordinar tales programas o de fiscalizar el buen uso de los recursos entregados.



Por estas razones, señor Presidente, solicito aprobar esta indicación.

LEG. 322, SESIÓN 34° DE 03 DE SEPTIEMBRE DE 1991
DEROGACIÓN DE ARTICULO 3° TRANSITORIO DE LEY N° 18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, SOBRE JUICIO POLÍTICO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento del Senado, este proyecto debe discutirse en general y en particular a la vez, ya que consta de un solo artículo.



La iniciativa en análisis deroga el artículo 3° transitorio de la ley N° 18.918, que impide juzgar y acusar a las autoridades que se individualizan en el artículo 48, número 2), de la Constitución Política de la República, por actos anteriores al 11 de marzo de 1990.



Se planteó en la Comisión, como cuestión previa, la posibilidad de archivar el proyecto por extemporáneo, ya que no tendría ninguna aplicación práctica en virtud del vencimiento de los plazos para interponer las acusaciones establecidas en el artículo 48, número 2), de la Carta. Como, según el artículo 23 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, no procede el archivo sin mediar previamente, al menos, la discusión general, se entró a discutir el fondo del asunto.



El proyecto fue rechazado en general y en particular a la vez por la mayoría de los miembros de la Comisión, sobre la base de los argumentos que paso a sintetizar.



El Honorable señor Fernández consideró inapropiado abocarse al estudio de este proyecto en las actuales circunstancias, por razones de carácter tanto jurídico como político, las que resumo a continuación:



En el plano jurídico, el artículo en cuestión —cuya constitucionalidad fue resuelta por el Tribunal Constitucional en fallo de enero de 1990, basado en el inciso cuarto del número 3° del artículo 19 y en la disposición vigesimaprimera transitoria— limitó el derecho de los Parlamentarios a interponer acusación constitucional contra el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los magistrados de los tribunales superiores de justicia y los intendentes y gobernadores, respecto de actos acaecidos antes del 11 de marzo de 1990.



Por otra parte, esta limitación no otorga impunidad a las autoridades susceptibles de ser acusadas, ya que no se ha restringido el derecho que tienen las personas de denunciar, ni el de ejercer acciones penales; como tampoco la obligación de actuar de oficio que pesa sobre los tribunales de justicia, en presencia de hechos que revistan caracteres de delito.



Además, es necesario advertir que el artículo 3° transitorio tiene precisamente ese carácter: su vigencia estaba limitada en el tiempo. Sólo regiría por un plazo determinado.



Dicho plazo es el de los términos contenidos en los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, es decir, de seis o de tres meses, contados desde la cesación en el cargo de la autoridad requerida, según se trate del Presidente de la República o de los demás funcionarios que se indican en el artículo 48.



En consecuencia, el artículo 3° transitorio de la ley N° 18.918 cumplió el propósito para el cual fue creado. Aunque se quisiera, no es posible hoy interponer una acusación constitucional en contra de las autoridades del Gobierno pasado.



Además, el vencimiento de los plazos señalados trae aparejada una suerte de "derecho adquirido" para los eventuales acusados, que consiste en la imposibilidad de ser sujeto de un juicio político en la actualidad. Ninguna derogación puede alterar esta situación y hacer revivir un derecho cuya existencia misma está puesta en tela de juicio.



No se consideró conveniente dedicar tiempo a estudiar leyes que no pueden producir efectos. Ni siquiera razones de ordenamiento legislativo ni de economía normativa justifican estudiar esta moción.



Esas fueron las consideraciones expuestas por el Honorable señor Fernández, que sustentó el voto de mayoría.



Por su parte, el voto de minoría se fundamentó en las siguientes apreciaciones:



En cuanto al argumento de que los plazos están vencidos, sostiene que es un punto discutible; que efectivamente existe un plazo para deducir las acusaciones constitucionales, que es de seis o de tres meses, según se trate del Presidente de la República o de otra autoridad, como se ha indicado; pero que, sin embargo, aquéllos estuvieron interrumpidos por el artículo 3° transitorio de la ley N° 18.918, que suspendía el ejercicio de una atribución constitucional que en caso alguno puede ser tenida por transitoriamente inexistente.



Se agrega que debe entenderse que el plazo corre en una situación natural en que el derecho a acusar puede ser verdaderamente ejercido. Si, existiendo la posibilidad de ejercer el derecho a formular un juicio político, transcurre el plazo y no se hace uso de él, se produce la caducidad del derecho. Pero, si por la existencia de una norma legal —como el artículo 3° transitorio—, éste no puede ejercerse, corresponde concluir que el plazo del artículo 48, número 2), de la Constitución Política de la República, no corre.



Por lo demás, el proyecto fue presentado el 21 de junio de 1990, cuando el plazo de seis meses para acusar al Presidente de la República del Gobierno anterior estaba vigente.



No hay pugna alguna —dice la minoría— con el inciso cuarto del número 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, pues no puede sostenerse que el tribunal competente —en la especie, el Senado— no estuviera establecido con anterioridad al 11 de marzo de 1990.



Los señores Senadores que estuvieron por aprobar el proyecto consideraron también especialmente los votos de minoría expresados en el Tribunal Constitucional.



Estas son, señor Presidente, las argumentaciones expuestas tanto por los señores Senadores de la mayoría cuanto por los de la minoría, frente a la iniciativa.



Esta fue rechazada en general por los Honorables señores Diez, Fernández y Letelier; por su aprobación votaron los Senadores señores Hormazábal y Vodanovic.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

LEG. 322, SESIÓN 34° DE 03 DE SEPTIEMBRE DE 1991
DOCUMENTO DE CONFERENCIA EPISCOPAL DE CHILE SOBRE FAMILIA Y DIVORCIO. OFICIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Hace algunas semanas, la Comisión Doctrinal de la Conferencia Episcopal de Chile publicó el documento "Unidos para Siempre", en el que hacen presente a los legisladores algunas de las reflexiones que suscita en los Obispos la situación de la familia en nuestro país. Atendida la importancia del tema, la dignidad del organismo que lo suscribió, y el hecho de que esté dirigido a los legisladores, parece pertinente que en el  Senado de la República se le preste la atención que merece.



De más está decir que la sola circunstancia de que el documento tenga origen episcopal no transforma el tema ni el enfoque de la familia en una cuestión puramente religiosa. En diversos pasajes del mismo se insiste en que, al hablar del matrimonio, los Obispos no pretenden imponer a los ciudadanos no creyentes o miembros de otras confesiones religiosas los criterios de la Iglesia Católica, puesto que la adecuada constitución de la familia es un elemento imprescindible para el logro del bien común y la protección de los hijos.



Si en otras épocas de nuestra historia celebramos la preocupación de los Obispos por los más desvalidos de la sociedad, no parecería justo que hoy, a pretexto de que se trata de una cuestión religiosa, se desoyeran sus razones. También la preocupación por el pobre y el perseguido son exigencias evangélicas y, sin embargo, difícilmente habríamos aceptado el argumento de alguien que hubiese sostenido que, con esa preocupación, los Obispos pretendían imponer a los demás su personal visión de la sociedad.



La unidad y permanencia del matrimonio 'no son un mero mandato religioso, sino una exigencia de todo amor que intente crecer y garantía contra la introducción de la ley de la fuerza en el ámbito familiar. Afirmar la permanencia del matrimonio significa reconocer que la mujer y el hombre no son sustituibles. Esto, evidentemente, se hace difícil de entender en una sociedad secularizada, en la que se pierden los valores del espíritu y todo parece quedar entregado a los cambiantes intereses de la oferta y la demanda.



Lo que hoy se requiere, señor Presidente, es fortalecer la familia, y es en esta dirección por donde deben ir las iniciativas que a ella se refieran. Las soluciones que brevemente esbozan los Obispos no parecen ser fáciles ni posibles de conseguir en el corto plazo. Pero allí reside, quizá, la garantía de su efectividad.



En primer lugar, se propone a los Parlamentarios tratar el tema del matrimonio en el contexto más amplio de la familia. Esta es una advertencia dictada por el más elemental sentido común, pero que muchas veces se ignora por la aplicación de criterios individualistas, que hacen de la suerte del matrimonio un asunto exclusivo de los cónyuges, olvidando que también los hijos e incluso la sociedad entera resultan afectados por sus decisiones.



En segundo término, se invita a preocuparnos efectivamente de la formación de la juventud. Y ello significa algo más que tomar medidas para que los jóvenes hagan lo que quieran, siempre que las consecuencias de sus actos (SIDA, hijos ilegítimos, embarazos de adolescentes) no nos molesten a los mayores. En algunos países se han llevado a cabo campañas de "educación" de la juventud, que parecen esconder una profunda desconfianza en la capacidad de las nuevas generaciones para entender el amor conyugal y el noble ideal de formar una familia. Sería lamentable que nosotros también cayésemos en el remedio fácil de copiar tales métodos antihumanistas, que en nada contribuyen a la aludida necesidad de fomentar la solidez de la vida familiar.



En tercer lugar, se nos invita a legislar de modo que se promuevan y respeten los valores familiares, otorgando a la familia un verdadero protagonismo social, recalcando su responsabilidad a nivel vecinal y poniendo de relieve las obligaciones y derechos de los padres en la educación de los hijos. Esto no sólo conlleva el respeto y promoción de la iniciativa privada en el terreno educativo —materia que ha recibido un claro impulso con los nuevos aires que hoy corren en el mundo—, sino que supone, igualmente, adoptar medidas para que los centros de enseñanza estatales den lugar a este protagonismo de la familia, de modo que incluso allí se cumpla con el principio de que los padres sean los primeros educadores, renunciando a la tentación de monopolizar la educación pública en favor de la ideología de turno, olvidando que es el Estado el que está al servicio de la persona y no al revés.



No son éstas las únicas materias acerca de las cuales los Obispos llaman nuestra atención. Se plantea la necesidad de perfeccionar los medios para resolver los problemas derivados de la separación, teniendo especialmente presente a la prole, y de dictar normas destinadas a una más efectiva defensa de los derechos de los hijos y de los cónyuges. También se expone la posibilidad de revisar la forma de celebración del matrimonio, de acuerdo con el pluralismo existente en nuestra sociedad y el deber del Estado de intervenir para asegurar la estabilidad matrimonial.



Pero el principio central que subyace en todo el llamado episcopal parece ser la idea humanista de la dignidad del hombre, que resulta lesionada en la medida en que en la comunidad nacional se dé lugar, con los pretextos más diversos, a determinados contravalores.



Hace años los Obispos denunciaron que Chile padecía de una profunda crisis moral y muchos estuvimos de acuerdo con ese diagnóstico. Esa crisis moral se manifestaba en el desprecio por la persona y su dignidad; en la excesiva preponderancia que empezaron a adquirir los criterios económicos en la vida social —olvidando que la economía debe estar al servicio del hombre—, y en la difusión, por diversos medios de comunicación, de un ideal de hombre materialista, violento, egoísta e insolidario que no se compadecía con el Chile de siempre.



El advenimiento de la democracia ha significado notables progresos en diversas materias, como apertura de nuevos canales de participación ciudadana, práctica diaria del diálogo como herramienta política y respeto por las minorías. Pero, si analizamos la situación desde la perspectiva de la familia y su bien, el diagnóstico no puede ser positivo, al menos si reparamos en la imagen de la mujer, del hombre y la familia que diariamente llega a los ojos y oídos de todos los ciudadanos y, en particular, de las nuevas generaciones.



No debemos olvidar que la democracia, para funcionar adecuadamente, exige un nivel ético mayor que cualquier otro sistema político. En nuestras manos está mostrar que eso es posible; hacer ver que ni los intereses económicos ni otras situaciones coyunturales son suficientes para que los políticos, los hombres de prensa, de radio y televisión y todos los que ejercen influencia en la marcha del país, olvidemos que el futuro depende de la forma en que hoy tratemos a la familia.



Ruego al señor Presidente ordenar que se envíe copia íntegra de esta intervención al Obispo de Talca y Presidente de la Conferencia Episcopal de Chile Monseñor Carlos González.



He dicho.

LEG. 322, SESIÓN 34° DE 03 DE SEPTIEMBRE DE 1991
MOCION DE LOS HH. SENADORES SEÑORES DIAZ, JARPA, PACHECO, PAPI y SULE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.455, QUE FIJA NORMAS SOBRE PRODUCCION, ELABORACION Y COMERCIALIZACION DE ALCOHOLES ETILICOS, BEBIDAS ALCOHOLICAS Y VINAGRES, ESTABLECIENDO PROHIBICION DE VINIFICAR UVA DE MESA.- 

HONORABLE SENADO: 

El proyecto de ley que sometemos a vuestra consideración tiene por objeto modificar algunas normas de la Ley N° 18.455 con la expresa finalidad de preservar la calidad de nuestros vinos y la excelencia de los que se exportan. 

Se trata de que lo que en el mercado se expenda como vino responda a un producto cuyos componentes de elaboración sean aquellos que existen con tal objeto, esto es, que pertenezcan a la especie "Vitis viníferas" y de que cualquier otro producto proveniente de la fermentación de mosto de variedades híbridas o de uva de mesa o su mezcla con productos de la especie "Vitis viníferas" no pueda nominarse como vino de modo que la comercialización de un tal producto lo sea bajo cualquiera otra denominación que no esté reservada para otras bebidas alcohólicas por esta Ley que se modifica o por su Reglamento. 

Cabe hacer presente que países como España y Francia, reconocidos internacionalmente por la calidad de los vinos que producen, y que poseen una situación similar a la nuestra en cuanto a los volúmenes del desecho de la uva de mesa, son particularmente cuidadosos en orden a no permitir la vinificación de tal producto. Esto protege tanto al consumidor nacional como aquel que demanda ese vino en el extranjero. Igual interés debemos tener nosotros en cuidar nuestra propia industria que ha ido ganando crecientes mercados, incluso en países vecinos, por la seriedad de nuestros productores y la calidad del vino que generan. 

El proyecto en cuestión no daña ni debería dañar a los productores de uva de mesa, cuyas plantaciones tienen por finalidad principal exportar tal fruto para su consumo, siendo ése el objeto principal de la actividad. En cuanto al desecho de esa uva no exportable, tienen ellos diversas alternativas, como ser, destinarlas a la producción de pasas, jaleas, mosto mudo para producción de jugos que posee una creciente demanda tanto nacional como externa, etc. Cuestión esta última que no ocurre con los productores de uva destinada a la producción de vinos, puesto que ello constituye prácticamente su único objeto, en términos tales que si no preservamos esta actividad y la calidad de la misma, estamos comprometiendo directamente a nuestra industria vitivinícola cuya significación en cuanto a generación de divisas para el país es cada vez más relevante, sin dejar de lado lo que esto implica en materia de empleo estable y temporal adicional en las zonas productoras de vinos. 

EI  consecuencia, proponemos a la consideración del Honorable Senado el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

ARTICULO UNICO: Modifícase la Ley N° 18.455, que fija  normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en la siguiente forma:

a) Agrégase al inciso primero del artículo 16, después de la expresión "Vitis viníferas", luego de transformar el punto aparte en una coma (,) la siguiente oración "que no correspondan a las variedades de uva de mesa", indicadas en el Reglamento. 

b) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 16 por el siguiente: 

"El producto de la fermentación de mosto de variedades híbridas o de uva de mesa o su mezcla con productos de la especie Vitis vinífera no podrá nominarse vino y deberá comercializarse bajo cualquiera otra denominación que la presente Ley o su Reglamento no reserve para otras bebidas alcohólicas. En la etiqueta o en el envase deberá indicarse, en forma destacada, que es un producto alcohólico proveniente, total o parcialmente, de vides híbridas o de variedad de uva de mesa". Con una graduación mínima de 11,50 grados. 

c) Intercálase en el inciso segundo del artículo 19 después de la expresión “variedades híbridas” y antes de la coma que la antecede, la expresión de “variedades de uva de mesa”.

d) Agrégase al inciso 2º del artículo 35, a continuación del punto aparte, la siguiente oración. “Con todo, los productos a que se refiere el inciso segundo del artículo 16 no podrán comercializarse en unidades de consumo superiores a un litro”.

LEG. 322, SESIÓN 36° DE 05 DE SEPTIEMBRE DE 1991
REPROGRAMACION PARA DEUDORES DE CRÉDITO FISCAL UNIVERSITARIO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, he sido designado Senador informante, y en tal calidad deseo proponer, en vista de lo avanzado de la hora, aprobar por unanimidad el informe, dado que ya fue acogido por la Cámara de Diputados y también, casi unánimemente, por la Comisión de Educación del Senado. Además, como las normas motivo del informe están relacionadas entre sí, creo que éste debe someterse a votación en un solo todo.



Por eso, reitero mi requerimiento en el sentido indicado.

LEG. 322, SESIÓN 38° DE 12 DE SEPTIEMBRE DE 1991
MAYORÍA DE EDAD A 18 AÑOS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, éste es un proyecto significativo y trascendente, que fue estudiado con mucha acuciosidad por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y aprobado, como ya se indicó, por unanimidad.



Representa un anhelo de la juventud, y, al mismo tiempo, una sentida aspiración de todos los integrantes de esta Sala, como legisladores, por lo que, en nombre propio, como miembro de la Comisión, y en el de los señores Senadores democratacristianos, anuncio que le prestaremos nuestra aprobación en general y en particular.
LEG. 322, SESIÓN 37° DE 10 DE SEPTIEMBRE DE 1991
LEYES SECRETAS DICTADAS ENTRE 1973 Y 1990. INFORME DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN

El señor PACHECO.- Por la naturaleza del informe, la Comisión entendió que no era preciso una sesión secreta. El punto fue discutido entre nosotros, y el informe fue aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Fernández, Diez, Vodanovic, Letelier, y el suscrito. Reitero que, por la exposición misma y por las conclusiones, la Comisión estimó innecesaria una sesión secreta.
LEG. 323, SESIÓN 02° DE 03 DE OCTUBRE DE 1991
AUMENTO DE PERSONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el mensaje que da origen a este proyecto de ley establece que tiene por objeto aumentar en 500 plazas la dotación de la Planta del Personal de Vigilantes Penitenciarios y en 14 la Planta de Técnicos del Servicio de Gendarmería de Chile.



Es un hecho ampliamente conocido que Gendarmería de Chile atraviesa por una situación crítica en lo relativo a su dotación, producto, entre otros factores, del explosivo aumento de la población penal, que de 14 mil 726 reclusos, en 1981, llegó a 25 mil 250 en 1989.



El problema de la falta de personal se ve agravado por la asignación de nuevas responsabilidades y funciones al Servicio, como, por ejemplo, las que le impone la ley N° 18.216, que regula los beneficios alternativos a la ejecución de las penas restrictivas o privativas de libertad.



El fundamento legal del proyecto radica en la ley N° 19.012, de Presupuestos del Sector Público para 1991, la cual contempló un aumento en la dotación de Gendarmería de Chile: 470 nuevas plazas para el Escalafón Masculino, 30 para el Escalafón Femenino y 14 para la Planta de Técnicos.



Esta iniciativa modifica dos textos legales: los decretos con fuerza de ley N° 1.791 —en su artículo 8o—, de 1980, y N° 9, de 1990, ambos del Ministerio de Justicia.



El mensaje está acompañado de un informe técnico de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, para los efectos de lo previsto en el artículo 14 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



No obstante que el proyecto no significa un nuevo gasto, pues su financiamiento ya está autorizado por la Ley de Presupuestos para 1991, debió pasar a la Comisión de Hacienda, por acuerdo del Senado.



Como he dicho, la finalidad que se persigue es modificar las plantas del Servicio de Gendarmería para incorporar el aumento extraordinario de la dotación dispuesto por la Ley de Presupuestos del año en curso, ya que se enfrenta una carencia de 2 mil funcionarios. Para suplir esta falta el Gobierno aumentará anualmente la dotación en 500 plazas.



El artículo 3o del texto en estudio permite encasillar a los maestros instructores que laboran en los talleres fiscales de los Centros de Educación y Trabajo de Gendarmería de Chile, por estricto orden de antigüedad en el Servicio, en los 14 cargos que se crean en la Planta de Técnicos. Atendido que existen algunos instructores con varios años en el Servicio, pero que no cumplen con lo dispuesto por el Estatuto Administrativo en el sentido de tener un título profesional o técnico, el inciso segundo del mismo artículo declara que este personal cuenta con los requisitos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 9, de Justicia, de 1990, que exige título de contador, de dibujante técnico o de cualquier especialidad atinente a la Institución.



Hoy día estos maestros instructores están a contrata, con una remuneración equivalente al grado que les correspondería en su escalafón.



En la actualidad la Planta de Vigilantes Penitenciarios es de 3 mil 530 plazas, para cubrir 122 penales a lo largo del país. A nivel nacional hay un déficit en el personal mínimo que se requiere para las rutinas de vigilancia ordinaria, cifrado en el 42,41 por ciento. Con el plan del Gobierno de incrementar gradualmente dicha Planta y la de los Profesionales en un lapso de cuatro años, aquél bajará a un 19,44 por ciento.



Tal situación conlleva un recargo excesivo en las labores de los funcionarios. Como consecuencia de ello, las franquicias o descansos de los vigilantes son muy escasos, traduciéndose el natural agotamiento en un aumento extraordinario de las licencias médicas.



Además, la falta de personal determina que Gendarmería de Chile no pueda dar cabal cumplimiento a otras obligaciones, como son la rehabilitación y la readaptación de las personas privadas de libertad y la asistencia en el medio libre a aquellas que se ven favorecidas por la ley N° 18.216, que regula los beneficios alternativos a la ejecución de las penas restrictivas o privativas de libertad. Estos beneficios son la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna y la libertad vigilada.



El sistema de las penas alternativas ha demostrado ser altamente eficaz: las estadísticas indican que los condenados que se ven favorecidos por la ley N° 18.216 reinciden sólo en un 6 por ciento de los casos.



Para enfrentar la labor de rehabilitación, la Institución requiere contar con profesionales, básicamente asistentes sociales y psicólogos. El aumento de la planta respectiva está previsto para 1992.



Atendidos los fundamentos del proyecto, cabe señalar que éste fue acogido por la unanimidad de la Comisión de Constitución, que compartió la idea de legislar y la forma de hacerlo propuesta en el texto de la Honorable Cámara de Diputados, por lo cual otorgó también su acuerdo unánime a todos y cada uno de sus artículos.



En consecuencia, y en mérito de lo expuesto, solicito a la Corporación aprobar esta iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la otra rama del Congreso.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 02° DE 03 DE OCTUBRE DE 1991
LEGITIMACIÓN DE HIJOS NATURALES Y SITUACIÓN JURÍDICA DE HIJOS ILEGÍTIMOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, a lo detalladamente expuesto por el Senador señor Fernández, puedo agregar que la Comisión Mixta, luego de discutir ambos proyectos, acordó aprobar el procedimiento establecido en el texto del Senado, porque estimó que un instituto tan importante como la filiación justifica un juicio de lato conocimiento, no obstante lo dilatorio que pudiere resultar.



Además, tuvo en consideración que el procedimiento ordinario, que obliga a notificar la demanda a alguno de los parientes de la madre fallecida, permite a éstos ostentar la calidad de legítimos contradictores en un asunto que interesa a quienes están vinculados por parentesco.



En cambio, el procedimiento voluntario establecido en el proyecto de la Cámara de Diputados, si bien es más expedito, resguarda en menor medida la institución de la filiación, a la vez que es más aleatorio, ya que la publicación de la presentación en un diario o periódico no asegura que su conocimiento llegue a los parientes de la madre fallecida.



Por cinco votos contra uno, la Comisión Mixta optó por el texto del Senado, que suprimió los números 5 y 6 del artículo único e incorporó en su lugar un número 5, nuevo.



Por las razones expuestas, los Senadores democratacristianos recomendamos al Honorable Senado aprobar el informe de la Comisión Mixta.



He dicho.
LEG. 323, SESIÓN 02° DE 03 DE OCTUBRE DE 1991
AUTORIZACIÓN A FUNCIONARIOS PARA ACTUAR COMO MINISTROS DE FE.  INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el señor Secretario dio a conocer el artículo único adoptado por unanimidad en la Comisión Mixta.



No abundaré en detalles. Sólo señalaré que, en conformidad a las consideraciones consignadas en el informe, la Comisión recomienda aprobar en una sola votación, como prescribe la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las disposiciones y acuerdos que especifica, para dirimir los puntos de controversia producidos acerca del proyecto.



Por lo anterior, los Senadores de la Democracia Cristiana solicitamos al Senado acoger el informe de la Comisión Mixta.
LEG. 323, SESIÓN 03° DE 15 DE OCTUBRE DE 1991
LEYES SECRETAS DICTADAS ENTRE 1973 Y 1990. INFORME DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores, por encargo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, me permito informar sobre la consulta de la Sala acerca de las leyes secretas dictadas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.



A indicación del que habla, formulada en sesión de 10 de julio del año pasado, el Senado solicitó al señor Contralor General de la República el envío de todas las leyes dictadas con carácter de reservadas o secretas en el período mencionado. El señor Contralor remitió a la Comisión copias de 57 leyes, 40 decretos leyes y 28 decretos con fuerza de ley.



Durante el período en cuestión sólo hubo decretos con fuerza de ley emanados de las Subsecretarías del Ministerio de Defensa Nacional.



El informe de la Comisión contiene un anexo, en el cual se incluye cada una de las normas que se encuentran en la situación en análisis, con detalle de su fecha y la materia principal sobre la que versan; y la recomendación de mantener el carácter secreto de algunas y de publicar otras.



Este grupo de normas fue publicado, por regla general, en ediciones o anexos del Diario Oficial de circulación restringida.



La Comisión requirió al señor Director del Diario Oficial una información acerca de los destinatarios de esas publicaciones especiales, solicitud a la que dicho personero respondió con la entrega de fotocopias de 149 expedientes, las cuales contienen todos los antecedentes disponibles en ese organismo con relación a 159 cuerpos normativos, que, al tenor de lo expresado por el señor Director, presumiblemente habrían sido publicados en ediciones supuestamente restringidas.



Lo primero que corresponde destacar es que los listados de la Contraloría General de la República y del Diario Oficial no son coincidentes en cuanto al número de preceptos jurídicos que se encontrarían en la situación que motiva el presente informe. Según el Director del Diario Oficial, en muchos casos el expediente respectivo carece de un ejemplar de la edición restringida, o no se dispone del texto de la norma, o bien faltan ambos. Y tampoco se pudo establecer quiénes fueron los receptores de tales ediciones, pues la modalidad de operación consistía en entregar todos los ejemplares impresos a la Subsecretaría correspondiente, la que hacía la distribución de ellos a los destinatarios finales.



La Comisión solicitó el parecer del Ministerio de Defensa Nacional acerca de la posibilidad de publicar algunas de las leyes secretas que remitió. Su respuesta dejó en claro que dicha cartera no advertía inconveniente en la publicación, salvo tres excepciones, criterio que aquélla acogió.



El fundamento legal que se invoca para justificar esta modalidad de publicación se encuentra en la enmienda que la ley N° 9.400, de 1949, introdujo en los artículos 6o y 7o del Código Civil. Ella se originó en moción del Diputado señor Francisco Bulnes Sanfuentes, y en la historia fidedigna de su establecimiento quedó de manifiesto que su sentido no era limitar el principio de que la ley, para ser obligatoria, debe ser efectivamente conocida por todos, sino que, muy por el contrario, de permitir darle difusión por medios alternativos, diferentes del Diario Oficial, que aseguren que en todo caso llegará al conocimiento de las personas a las que será aplicable.



Por otra parte, el argumento, que a veces se esgrime, en cuanto a que no resultaría imprescindible poner algunas de esas normas secretas en conocimiento de toda la población, porque incumbirían sólo a un reducido grupo de personas o de autoridades, está en pugna con el carácter de generalidad que la doctrina, sin excepciones, atribuye a la ley.



En consecuencia, señor Presidente, la Comisión considera que se podría modificar el último inciso del artículo 7o del Código Civil, de forma que, cuando el legislador lo señale expresamente en el texto de una ley —lo que deberá hacer por motivos fundados de interés nacional—, puedan establecerse reglas diferentes sobre la publicación del texto aprobado.



Es cierto que, siendo el Código Civil una ley común, cualquier norma jurídica del mismo rango puede fijar excepciones a lo que aquél dispone; pero no lo es menos que se eleva el nivel de exigencia al legislador, toda vez que, en lo sucesivo, deberá asumir expresa y formalmente la responsabilidad consiguiente cuando ordene una publicación restringida de las leyes sin indicar al mismo tiempo un fundamento, o sin que éste se asiente en motivos de interés nacional.



Cabe hacer notar, señor Presidente, que, de acuerdo con la información reunida por la Comisión, en la totalidad de las leyes secretas dictadas entre el 11 de marzo de 1981 y el 10 de marzo de 1990 no es la ley misma la que ordena una regla de publicación diferente, como lo dispone el Código Civil, sino el decreto promulgatorio.



En lo que concierne a los decretos con fuerza de ley, algunos de ellos fueron dados a conocer en forma restringida o reservada en el Boletín Oficial del Ejército, en tanto que respecto de otros, lisa y llanamente, no se ordenó formalmente la publicación, ignorándose si ella tuvo lugar.



Mucho decretos leyes del período anterior a la vigencia de la Constitución de 1980 no contienen la orden de publicarlos, sino la de comunicarlos exclusivamente a las autoridades encargadas de su cumplimiento. Se ignora, también, si fueron publicados en los correspondientes boletines institucionales de las Fuerzas Armadas.



Sin perjuicio del anexo a que he hecho referencia, mencionaré de modo especial algunos puntos que a la Comisión le parecieron de particular relevancia.



1.- Se consideró inconveniente la no publicación de algunas disposiciones del decreto ley N° 425, de 1974, Ley de Movilización Nacional, modificado por el decreto ley N° 1.629, de 1976, que imponían severas restricciones a las garantías constitucionales y sancionaban varios delitos con una escala de penas que podía llegar a la privación de la vida, es decir, hasta la aplicación de la pena de muerte. El segundo de los decretos leyes citados dispuso que ninguno de ellos sería publicado sino sólo comunicado a las autoridades encargadas de darles cumplimiento.



2.- Tocante al decreto ley N° 521, de 1974, que creó la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA), sólo tuvieron carácter secreto los artículos 9o, 10 y 11.



Los siguientes textos no fueron publicados, siendo únicamente comunicados a las autoridades concernidas: decretos leyes números 696, 870, 989, 1.248, 1.630 y 2.060.



La Comisión estima que los decretos leyes números 1.177, de 1975, y 1.590, de 1976, deben ser publicados. Ellos autorizan, respectivamente, la adquisición de un predio para el Ejército y la venta de una nave de la Armada.



3.- En el caso de los decretos con fuerza de ley de la Subsecretaría de Guerra N° 543, de 1975, y N° 26, de 1976, se constató que ni la Contraloría General de la República ni el Diario Oficial tienen un ejemplar de su texto. Por eso se solicitó al Ministerio de Defensa Nacional el envío de una copia de ellos —a fin de completar los antecedentes reunidos por la Comisión—, la cual se recibió con el oficio del señor Ministro del ramo.



4.- El decreto con fuerza de ley N° 40, de la Subsecretaría de Investigaciones, de 1981, contiene el Reglamento de Disciplina de la policía civil. Se le dio carácter de reservado, siguiendo el ejemplo de las reglamentaciones similares de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile.



La Comisión considera que no debe ser reservado, atendidas las circunstancias de que en dicho reglamento se contienen numerosas obligaciones del personal y se consagran diversos tipos de sanciones para la infracción de sus normas.



5.- Luego de analizar detenidamente el caso del decreto con fuerza de ley N° 272, de la Subsecretaría de Guerra, de 1985, el cual define aspectos relativos a la constitución, misión, dependencia y funciones de las Fuerzas Armadas, se concluyó que no resulta justificado ni necesario publicarlo ahora.



Por otra parte, la Comisión recomienda publicar una serie de decretos de la Subsecretaría de Guerra referentes al Comité de Asuntos Espaciales, al que se encargó la tarea de redactar un proyecto de ley para crear la Comisión Chilena de Actividades Espaciales.



A partir de los datos reunidos por la Comisión, al parecer las leyes secretas dictadas desde la vigencia de la Constitución Política de la República de 1980 no disponen ellas mismas una forma de publicación alternativa a la señalada por el Código Civil. En casi todas la publicación restringida está dispuesta por el respectivo decreto supremo de promulgación. Sin embargo, en el caso de las que llevan los números 18.408, 18.567 y 18.652 no se ha podido establecer si se actuó de igual manera, porque no se recibieron los correspondientes decretos promulgatorios.



Por las consideraciones expuestas, señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de evacuar el encargo hecho por el Senado, haciendo presente que, en su opinión, no hay inconveniente en que sean publicados en el Diario Oficial los decretos leyes números 1.177 de 1975 y 1.590 de 1976; los decretos con fuerza de ley de la Subsecretaría de Guerra números 1.068 de 1980; 577 de 1982; 189 de 1984 y 884 de 1986, y el decreto con fuerza de ley N° 40, de la Subsecretaría de Investigaciones, de 1981.



Además, la Comisión concordó en que el inciso final del artículo 7º del Código Civil podría sustituirse por el siguiente:



"Sin embargo, en cualquiera ley podrán establecerse reglas diferentes sobre la fecha o fechas en que haya de entrar en vigencia. Asimismo, por motivos fundados de interés nacional, que se señalarán expresamente en ella, podrán establecerse reglas diferentes sobre su publicación.".



No obstante, la Comisión optó por dejar entregado el asunto a la libre iniciativa de cualesquiera de los colegisladores que deseen hacer la correspondiente moción.



Además, recomendó que los textos de esos cuerpos legales sean guardados en la bóveda de la Secretaría del Senado mientras mantengan su carácter reservado.



Señor Presidente, el informe fue aprobado unánimemente por los Senadores señores Hernán Vodanovic (Presidente), Sergio Díez, Sergio Fernández, Carlos Letelier y el que habla.



Finalmente, considero de justicia destacar el trabajo y la investigación difícil y acuciosa realizada por el Secretario de la Comisión, don Fernando Soffia.
LEG. 323, SESIÓN 04° DE 16 DE OCTUBRE DE 1991
HOMENAJE EN CONMEMORACIÓN DEL DÍA DEL MAESTRO. OFICIOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables Senadores, en esta fecha tan especial para el Magisterio chileno, deseo rendir un homenaje y, a la vez, enviar un saludo cordial a los profesores de todo el país —en especial a los de la Séptima Región del Maule—, quienes hoy celebran el Día del Maestro.



Quien escogió la difícil y hermosa tarea de enseñar optó por un trabajo de siembra de valores que germinarán en hombres amantes de su natural autonomía. Su trabajo es forjador de patria; semilla es su palabra; semilla su actitud; semilla fecunda su ejemplo de fidelidad a la vocación aceptada con generosidad gozosa. Esta misión de sembrador se mantiene siempre en el maestro.



Por eso, al saludar a los profesores, rindo un homenaje a su renovada juventud, su incansable poder de abrir surcos y arrojar simientes de encuentro repetido y no agotado con generaciones nuevas, con niños y jóvenes creadores de futuro. Son ellos el mejor símbolo de la abnegación que hay en todo maestro.



En la sociedad actual es el profesor quien transmite los conocimientos que se acumulan desde el pasado; es decir, los que el hombre tiene y que está adquiriendo del mundo que lo circunda. Es la inquietud del saber directo.



Gran tarea es la de enseñar el mundo de la Física, de los árboles y de las flores, de la Biología y de la Química, del átomo y de la Astronomía; contestar las preguntas de la nueva era espacial; usar el laboratorio para crear científicos; entregarse con cariño como guía a esos aventureros del mundo exterior que son los niños y los jóvenes. Es el maestro quien muestra el mundo del presente en su vida, en sus enseñanzas, inquietudes y actos a las nuevas generaciones. Es él, también, quien está más cerca del futuro, porque está inmerso en esa invención permanente de la Historia que es la juventud.



Esa es la gran responsabilidad que tenemos, por cuanto del conocimiento de la verdad surge la posibilidad de utilizar las cosas en beneficio del hombre; es decir, nace el espíritu de la técnica. Y es ésta la mecánica del progreso humano, la única que realmente lo libera y lo hace plenamente hombre.



Si la mayor riqueza que poseen las naciones es la de su potencial humano, y si éste ha de actualizarse en términos coincidentes con los grandes objetivos de las comunidades a que pertenece, no cabe duda de que la educación es la herramienta más eficaz para el desarrollo social. Pero dicho instrumento debe ser manejado de forma tal que, efectivamente, facilite el progreso y permita los cambios. En ello reside la ineludible misión educacional de un país como el nuestro: producir un hombre pleno, capaz de aprehender y crear técnicas tendientes a aumentar la riqueza común y, al mismo tiempo, vivir en la nueva sociedad que, con su esfuerzo y el de muchos, logre establecer. Ese avance tecnológico se traducirá en un aumento de la producción y de la productividad, avance humano que tendrá una expresión eminente en el cambio social que al país le corresponde.



Bien se comprende de lo dicho que la educación sólo puede "entenderse dentro del contexto humano e histórico que la nación vive. La educación no es flor de invernadero, sino de campo abierto y, como tal, ha de nutrirse de todas las savias y de todas las riquezas existentes en él. Tierra y flor se pertenecen y perfeccionan mutuamente. Y el destino de una está en estrecha unión con el de la otra.



¡Qué reconocimiento más importante es el que hace una nación año tras año a los maestros! ¡Cuántos niños habrán estado junto a ellos, embelesados unos, inquietos otros, con la intranquilidad propia de esa edad que los profesores conocen tan bien! ¡Cuánta comprensión y amor acumulado! ¡Cuánto conocimiento entregado en condiciones muchas veces difíciles e ingratas!



Sé que no hay entre los maestros uno solo que esté arrepentido del camino que siguió y de haber vivido la vida. Sé también que entre nuestros familiares no existe ninguno que no sienta un respeto enorme —como el que yo tengo— por el trabajo de aquéllos.



Por lo anterior, señor Presidente, termino expresando mis agradecimientos a los maestros de Chile, y muy especialmente a los de la Séptima Región del Maule, solicitando que se envíe copia de mi intervención al Colegio de Profesores de Chile.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 07° DE 23 DE OCTUBRE DE 1991
MODIFICACIÓN DE LEY N° 16.282, QUE FIJA NORMAS PARA CASOS DE SISMOS O CATÁSTROFES. INFORMES DE COMISIONES DE CONSTITUCIÓN Y MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, de acuerdo con el informe de la Comisión de Constitución —aprobado por la unanimidad de sus miembros—, la consulta formulada por la Sala con relación a lo preceptuado en el artículo 61 de la Carta. Fundamental, el Congreso Nacional únicamente puede delegar facultades legislativas en el Presidente de la República por el período de un año, o por el lapso inferior que señale el legislador, contado siempre desde la fecha de vigencia de la ley delegatoria.



Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión —también por unanimidad— dejó expresa constancia de que la conclusión anteriormente expuesta no es óbice para que el Primer Mandatario pueda ejercer las facultades administrativas directas que le otorga la ley N° 16.282, pero no aquellas que, por recaer en materias propias de ley, impliquen el ejercicio de facultades legislativas delegadas.



En consecuencia, tiene toda la razón el señor Presidente al decir que el informe unánime de la Comisión de Constitución se contrapone al de la Mixta. Por lo tanto, sugiero que la cuestión vuelva a la Comisión Mixta con el informe de la de Constitución del Senado, porque así podría tener una salida: que la Comisión Mixta limitara a 12 meses la delegación de facultades legislativas.

El señor VALDÉS (Presidente).— El problema es que la Cámara ya aprobó el informe de la Comisión Mixta.

El señor PACHECO.— Excúseme el diálogo, señor Presidente.



¿El Senado está sólo constreñido a aprobar o rechazar, o podemos pedir que pase nuevamente a la Comisión Mixta? ¿Es posible eso reglamentariamente?

LEG. 323, SESIÓN 07° DE 23 DE OCTUBRE DE 1991
CARTA PASTORAL DE ARZOBISPO DE SANTIAGO. OFICIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el 24 de septiembre recién pasado el señor Arzobispo de Santiago Monseñor Carlos Oviedo publicó la Carta Pastoral "Moral, Juventud y Sociedad Permisiva. Invitación a una Vida más Evangélica", que ha despertado gran interés en la opinión pública y también en todas las autoridades nacionales, tanto en el plano político como en los ámbitos social y cultural. En ella se denuncian algunas tendencias moralmente permisivas de la sociedad actual, cuyas consecuencias pueden ser de extraordinaria relevancia para las generaciones presentes, pero, más todavía, para las generaciones futuras de nuestra patria.



Esta es la primera vez que en el contexto de la transición democrática se hacen presentes de manera tan explícita los riesgos morales de la modernización, que en otros países han alterado en forma bastante sustancial el patrimonio cultural acumulado durante generaciones y que ha sido el sustento del moderno Estado de Derecho, conquistado con paciencia, perseverancia y, también, con un alto costo social y humano.



En primer lugar, quisiera manifestar mi extrañeza de que, en la discusión que se ha venido desarrollando sobre la Carta del señor Arzobispo, los mismos sectores que antes no sólo expresaban el reconocimiento del derecho de la Iglesia a intervenir en todos los aspectos de relevancia para la vida de las personas, para su defensa de los poderes sociales y para su integridad física y moral, sino que manifestaban, además, su deseo y hasta la obligatoriedad moral de que lo hiciera, ahora quieren cuestionar ese derecho bajo el pretexto de que hoy vivimos en un régimen democrático.



Como no es difícil de comprender, la preocupación de la Iglesia por la vida humana trasciende completamente las modalidades específicas de la organización político-social, para defender la integridad moral de la persona en su valor absoluto, cualesquiera que sean las circunstancias históricas por las que atraviese.



Las observaciones del señor Arzobispo pueden entenderse en perfecta continuidad con la actitud que la Iglesia tuvo en el pasado reciente del país, cuando luchó sin claudicaciones por la defensa de la dignidad humana. Y quienes deseen ahora cuestionar su derecho a pronunciarse públicamente sobre aquellas materias que, a juicio de ella, atañen a los derechos humanos más fundamentales, deben ser consecuentes con las posiciones que tuvieron en el pasado. De lo contrario corren el riesgo de que se perciba claramente, por parte de la opinión pública, que sus opiniones son interesadas y se apoyan sólo en el interés circunstancial o en la conveniencia temporal.



El ámbito moral no puede reducirse a la vida privada. Del mismo modo como la violación sistemática del derecho a la vida y a la integridad personal mereció una actitud de lucha decidida de un gran número de ciudadanos, otro tanto hay que reconocer tratándose de la manipulación comercial, política o cultural de la inocencia juvenil, de los hábitos sexuales de la población, del derecho a la vida de los no nacidos o de la estabilidad de las familias. La vida libre y democrática sólo puede sostenerse en el desarrollo de la conciencia moral de los ciudadanos, que saben reconocer en la propia existencia y en la de las otras personas una integral e indivisa dignidad, de modo que, por encima de las conveniencias circunstanciales del ejercicio prudencial del poder, se reconozca un criterio de juicio que trascienda los marcos coyunturales, para defender aquello que es debido a las personas en razón de su misma humanidad. La Iglesia faltaría gravemente a su deber y responsabilidad social si callara, por conveniencia, cuando la moral social está seriamente comprometida.



Los problemas que aborda la Carta del señor Arzobispo son todos sociales, aunque tengan su causa o se originen en lo más íntimo de la conciencia moral personal. La degradación moral de los pueblos atañe a todos sus miembros, incluso a aquellos que no se sienten responsables de sus efectos, o a quienes han hecho alguna contribución para que no se produzca. La moral es parte esencial de la cultura de una sociedad, de ese patrimonio altamente delicado que se acumula de una generación a otra y que forma el legado más importante, al que tienen derecho todos los habitantes de un país.



Es por ello que, con justicia, el Santo Padre ha hablado en su última Encíclica de la necesidad de "salvaguardar las condiciones morales de una auténtica "ecología humana".". Precisamente, hablando de los sistemas totalitarios —que se han desvanecido en la Europa del Este—, señala: "El hombre se ha visto obligado a sufrir una concepción de la realidad impuesta por la fuerza, y no conseguida mediante el esfuerzo de la propia razón y el ejercicio de la propia libertad. Hay que invertir los términos de ese principio y reconocer íntegramente los derechos de la conciencia humana, vinculada solamente a la verdad natural y revelada.".



Siguiendo ese mismo espíritu —y contrariamente a lo sostenido por algunos de sus impugnadores—, la Carta del señor Arzobispo de Santiago no intenta imponer a nadie criterios que lleven a impedir el ejercicio libre de la conciencia humana, enfrentada al juicio de la realidad de la vida cotidiana. Por el contrario, invita justamente a realizar ese juicio teniendo en consideración el fundamento mismo de la conciencia moral, la cual no sólo se preocupa por lo que conviene o lo que da ventajas económicas o culturales, sino que busca la verdad de lo humano, su sentido y vocación; aquello que permite hablar de la dignidad de cada individuo, que es anterior y superior a cualquier forma de ordenamiento jurídico e institucional.



Se ha dicho que la Carta de Monseñor Oviedo tendría la "evidente intención de establecerse como pauta general y única de la moral, las costumbres, la conducta social y la educación que debieran existir en nuestro país". Tal imputación no tiene fundamento. Pienso que es muy importante no confundir el pluralismo de la sociedad moderna —que todos aceptamos y fomentamos— y el derecho a la libre expresión de todas las ideas (propio de una sociedad democrática), con la obligación de respetar la dignidad del hombre y los derechos esenciales de las personas. El pluralismo sólo tiene sentido si se realiza sobre la base del respeto a la condición humana y al sentido moral de la vida. De lo contrario se vuelve una irracional lucha de todos contra todos, zanjada por la violencia y la voluntad de poder.



Cualquiera que sea la posición política que se asuma, no basta únicamente con señalar que se está dispuesto a conversar y a lograr los consensos más amplios posibles en torno de la convivencia social, sino que se debe estar presto también a reconocer públicamente —y a dar testimonio con la propia vida— cuáles son los fundamentos de la dignidad, y cuál la responsabilidad social de cada sector político, para hacer que esos fundamentos se preserven y desarrollen, en especial, entre las nuevas generaciones.



Nada hay más constructivo para el debate nacional que el amor a la verdad, y la claridad de ideas y de juicios acerca de los procesos culturales que vivimos. Estamos en presencia de tendencias culturales que no son sólo nacionales, sino que se han manifestado con parecidas características en otros países. Pretender desestimar la discusión de ellas aduciendo que la Iglesia tiene una posición dogmática, prejuiciada o estrecha, es no querer abordar la realidad tal como ella se nos presenta. Por cierto, cualquier ciudadano tiene todo el derecho a discrepar de la posición asumida por la Iglesia. Eso no está en discusión. Lo que verdaderamente se debate es que, frente a un problema ético, debe darse una respuesta también ética, y no ocultar la falta de desarrollo de la conciencia moral con argumentos políticos de oportunidad. Lo que está en juego es la responsabilidad social y cultural de la función pública, no sólo de los políticos, sino de todos aquellos que con su acción ayudan a formar la conciencia de las generaciones actuales y futuras.



La moral de una sociedad no es un asunto privado de cada uno de los ciudadanos. Es, por el contrario, el ámbito de la función pública por excelencia, puesto que implica siempre una responsabilidad social sobre otras personas. Es aquello que se hereda de generación en generación, constituyendo el patrimonio social más valioso que recibirán los jóvenes y las nuevas generaciones.



Por ello, la lucha por la defensa de los derechos humanos es una tarea permanente que trasciende la institucionalidad que en un momento u otro pueda adquirir la convivencia social. Pareciera que nuestra sociedad así lo ha reconocido. Entre tales derechos humanos es fundamental aquél de cada individuo a desarrollar una conciencia recta y verdadera de la condición humana, que no se deja arrastrar por el interés ocasional o por la influencia de los medios de comunicación, sino que se educa en la búsqueda desinteresada de la verdad, y en la valoración de la herencia recibida a través de tantas generaciones de personas que, silenciosamente, van construyendo el país y dándole una calidad de vida.



La Carta del señor Arzobispo de Santiago debe ser entendida como una oportuna señal de alerta y como un llamado a asumir la responsabilidad social y cultural de nuestras acciones. Un desarrollo que olvida la conciencia moral, o que se realiza a espaldas de ella, corre el riesgo de transformarse en una mera ilusión, en una errada apreciación del futuro. Por el contrario: el progreso que se asienta sobre sólidos fundamentos morales será el más grande patrimonio que podremos dejar a nuestros hijos y a sus descendientes.



Es por ello que el señor Arzobispo, antes de dar a conocer la actual Carta Pastoral, había entregado otra a los jóvenes —en marzo de 1991— titulada "Un camino de esperanza", confiando en que ellos sabrán asumir la responsabilidad por el futuro de nuestra sociedad.



La esperanza no nace de los sueños o de las ilusiones, sino de una conciencia ajustada a las características de una vida humana que reconoce en plenitud su dignidad, y que no está dispuesta a dejársela arrebatar por circunstancias históricas particulares.



En una época como la actual, en que se han derribado tantos mitos y utopías, el vacío cultural no será llenado por el pragmatismo o por el solo deseo de supervivencia, sino por propuestas creativas que nazcan de lo más profundo de la conciencia humana y que movilicen las mejores energías de las personas para ser solidarias y responsables con el destino de las nuevas generaciones.



Considero, señor Presidente, que la Carta del señor Arzobispo de Santiago, que he comentado, contribuirá grandemente a desarrollar un debate nacional responsable sobre estas materias, y solicito que se sirva ordenar el envío de copia íntegra de mi intervención a Monseñor Carlos Oviedo Cavada.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 08° DE 23 DE OCTUBRE DE 1991
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON JORGE YARUR BANNA. COMUNICACIONES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Por uno de esos inescrutables designios de la Providencia, el empresario Jorge Yarur Banna no llegó al final de un día que esperó ansiosamente: en medio de los festejos por el término del pago de la cartera vencida, vendida por el Banco Central al Banco de Crédito e Inversiones, un infarto cardiaco puso término a la vida del destacado banquero.



Jorge Yarur había nacido en Arequipa, Perú, el 24 de diciembre de 1918, y realizó sus estudios en Chile, donde se recibió de abogado en 1946. Era casado con doña Raquel Bascuñán, matrimonio del cual nació su único hijo, Jorge Juan.



Jorge Yarur tuvo una extensa carrera empresarial. Fue elegido Secretario del Consejo de la Sociedad Anónima Yarur en 1942, y Gerente General, en 1943. Al año siguiente presidió la Sociedad para el Cultivo del Algodón en Chile, y en 1952 fue nombrado Director Gerente del Banco de Crédito e Inversiones, para luego, en 1954, asumir la Presidencia del Directorio, cargo que ocupó hasta el momento de su fallecimiento. Además, fue Presidente de la Asociación de Bancos y Director de muchas sociedades.



Su figura será recordada como la de un empresario progresista que contribuyó al desarrollo económico de Chile.



Conocí a Jorge Yarur en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, y siempre me llamaron la atención sus relevantes condiciones personales. De su carácter, puedo destacar su espíritu bondadoso; su generosidad; su sentido de la amistad; su capacidad para comprender y amar al prójimo; su tenacidad para sobrellevar pruebas difíciles sin rendirse jamás.



Jorge Yarur amó a Dios y confió en las personas. Y siempre lo recordaremos como a un cristiano con grandes talentos y virtudes morales.



Hacemos llegar a su viuda, a su hijo y a todos sus colaboradores en el Banco de Crédito e Inversiones nuestra más sentida condolencia.



Ruego al señor Presidente que se sirva ordenar transcribir mi intervención a la señora Raquel Bascuñán de Yarur y a su hijo, Jorge Yarur Bascuñán.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 08° DE 23 DE OCTUBRE DE 1991
FACULTAD A CORTE SUPREMA PARA DESIGNAR MINISTROS DE CORTES DE APELACIONES COMO INTEGRANTES DE SALAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, esta iniciativa aborda el mismo problema que pretendió solucionar un proyecto de ley en que coincidieron ampliamente el Presidente de la República y ambas Cámaras, las que lo aprobaron por unanimidad.



El Ejecutivo vuelve sobre esta materia, por cuanto el texto anterior fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional, que consideró que se había incurrido en un vicio de forma en el proceso formador de la ley al no ser oída nuevamente la opinión de la Corte Suprema cuando se introdujeron enmiendas de redacción en el segundo trámite constitucional, que tuvo lugar en el Senado.



La iniciativa del Ejecutivo propone que los ministros de Cortes de Apelaciones en visita extraordinaria sean reemplazados, en el ejercicio de sus otras funciones, por ministros reemplazantes reclutados entre los jueces letrados.



El nombramiento de estos reemplazantes lo hará el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte Suprema. La facultad para ello se concede por el plazo de un año, contado desde la vigencia de la ley.



La terna se confeccionará sin sujeción a lo que establece el artículo 279 del Código Orgánico de Tribunales, es decir, sin previo concurso ni oposición, sin incorporación por derecho propio en razón de la antigüedad y sin circunscribirse al territorio jurisdiccional de la Corte respectiva. El propósito reflejado en esta disposición es que resulten propuestos y nombrados los más idóneos, según expresó el señor Ministro de Justicia.



Los ministros reemplazantes se desempeñarán en el ejercicio de esas funciones tanto como dure la visita del titular que reemplazan. No tienen el carácter de suplentes ni de interinos, puesto que los titulares no se encuentran impedidos de ejercer sus funciones y porque no se están ocupando cargos en los que se haya producido la vacancia. Se trata de establecer transitoriamente treinta cargos de ministros de Corte de Apelaciones con facultades más limitadas que las ordinarias.



Estos ministros reemplazantes no integrarán el pleno de la Corte respectiva, ni las salas que deban conocer recursos interpuestos contra resoluciones dictadas por los ministros titulares a los que se encuentren reemplazando. Así no se altera la jerarquía.



El mensaje deja constancia, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que la facultad que por medio de este proyecto se otorga al Presidente de a República no afecta en manera alguna a la de designar ministros de Corte suplentes, que el inciso final del artículo 75 de la Constitución confiere a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó este proyecto por unanimidad, con el voto de los Honorables señores Vodanovic (Presidente), Díez, Fernández, Letelier y del Senador que habla.



Además, la Corte Suprema —como dio a conocer el señor Secretario— acordó también informar favorablemente la iniciativa, sin perjuicio de algunos alcances formulados por algunos señores Ministros de ese Alto Tribunal.



En consecuencia, reiterando la solicitud de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en nombre de los señores Senadores de la Democracia Cristiana, pido la aprobación del presente proyecto.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 09° DE 30 DE OCTUBRE DE 1991
BENEFICIOS PARA ADQUIRENTES DE PREDIOS "CORA"

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, hago notar que mi intervención no tiene el propósito de destruir amistades, ni  de generar otro tipo de prejuicios. Como ya hemos escuchado un interesante debate acerca de derechos de agua o de otra naturaleza, me limitaré a pedir a esta Corporación poner énfasis en lo dispuesto por el artículo 8° del Reglamento. Entiendo que todos lo tenemos presente; pero voy a leerlo a fin de que lo recordemos en el momento de votar determinados artículos que inciden en la materia.



El inciso primero de esa disposición reglamentaria expresa: "No podrán los Senadores promover, debatir ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos, sus ascendientes, sus descendientes, su cónyuge y sus colaterales hasta el cuarto grado de consaguinidad y el tercero de afinidad, ambos inclusive.".



Recuerdo esto antes de comenzar a votar ciertas disposiciones. Por ejemplo, algunos Senadores no éramos partidarios de extender el crédito fiscal no sujeto a devolución equivalente al 40 por ciento del total de la deuda a los agricultores que poseen más de una parcela. La Comisión, por diversas razones, rechazó ese criterio. Y ahora estamos renovando una indicación —propuesta por los Senadores señores Pacheco, Díaz y Palza— que permitirá acogerse a ese beneficio a propietarios de hasta dos parcelas.



Hago hincapié en que, en virtud del precepto del Reglamento que acabo de leer, no podrían participar en la votación los señores Senadores que sean propietarios de parcelas CORA con saldo de deuda pendiente.



Así como el Honorable señor Larre declaró en la Comisión de Agricultura —y consta en la página 43 del primer informe— estar impedido de concurrir a la votación del artículo transitorio (relativo a la prórroga de la puesta en vigencia de la contabilidad agrícola) por considerar que esa norma lo favorecía, pienso que del mismo modo deberían abstenerse de votar aquí esa disposición todos aquellos señores Senadores que adicionalmente ejercen la legítima actividad de agricultores.



Eso es lo que quería recordar, señor Presidente, a raíz de este tema que conocen tan de cerca varios Honorables colegas.

LEG. 323, SESIÓN 14° DE 20 DE NOVIEMBRE DE 1991
MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.047

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el proyecto, que modifica la ley N° 19.047, fue despachado por la Cámara de Diputados en términos virtualmente idénticos a la iniciativa del Gobierno, lo que permitiría resolver el problema de los presos políticos en un plazo de cuatro meses, es decir, desde ahora a marzo de 1992.



Lamentablemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado lo modificó, introduciéndole enmiendas que, de esta manera, de nuevo lo hacen ineficaz para obtener la libertad de los presos políticos. En efecto, las indicaciones, si bien establecen plazos perentorios —que no objetamos—, eliminaron las dos formas que conducirían a que ellos se cumplieran realmente. Primero, suprimió la sanción a los jueces que excedan los plazos fijados, y segundo, dejó sin efecto la obligación de otorgar libertad provisional bajo fianza cuando los plazos establecidos no se cumplieran.



Se trata, en consecuencia, de que esos mismos plazos propuestos resulten inevitablemente cumplidos por los jueces de primera instancia y por las cortes de alzada. Con tal objeto, creemos indispensable hacer obligatoria la libertad bajo fianza cuando el proceso tenga más de dos años de tramitación —o a lo más tres años— sin que se haya dictado sentencia en primera instancia. Lo contrario implicaría hacer ilusorio este derecho esencial que retóricamente se reconoce en los tratados internacionales, en la Constitución Política y en la ley, a todos los procesados. Alternativamente, sugerimos una forma de libertad provisional "vigilada"; es decir, con requisitos más rígidos de control, que nuestra legislación no contempla, pero que se aplican con éxito en muchos países.



Lo cierto es que el proyecto, en los términos en que lo despachó la Comisión del Senado, no lograría realizar el propósito fundamental de poner término al problema de los presos políticos en un plazo razonable. Ello, con la agravante de que se habría dado de nuevo la imagen de una solución, creándose, una vez más, falsas ilusiones.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 14° DE 20 DE NOVIEMBRE DE 1991
PROBLEMAS DE LA POBREZA, DE OBRAS PÚBLICAS Y DE INVERSIÓN EN SÉPTIMA REGIÓN DEL MAULE. OFICIOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



He estimado oportuno referirme en esta ocasión al problema de la pobreza en la Séptima Región del Maule (Norte), que tengo el honor de representar en este Honorable Senado.



En el mes de julio del año pasado, el Ministerio de Planificación y Cooperación Nacional (MIDEPLAN) dio a conocer los resultados de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional, lo que produjo una polémica en la Región del Maule, relacionada con la efectividad de las políticas sociales implementadas por el Gobierno del Presidente don Patricio Aylwin durante los 16 meses de su mandato, todo esto en razón de haber alcanzado el índice de pobreza en esa Región un 48,80 por ciento, lo que la sitúa como la más pobre del país.



La Encuesta de Caracterización Socioeconómica que arrojó estos resultados fue realizada en el mes de noviembre de 1990, reflejando lo ocurrido en el país en este campo entre los años 1987 y 1990. En esa época, el país vivía un difícil proceso de ajuste como resultado de la política económica expansiva del Gobierno anterior durante los años 1988 y 1989, agravado por una situación financiera coyuntural derivada del elevado precio del petróleo por efecto de la guerra en el Golfo Pérsico y que se tradujo en Chile en índices de inflación que sobrepasaron el 3 y 4 por ciento, con todas las implicancias que el proceso de alzas tiene para los pobres de nuestro país.



Esto obligó al Gobierno de la Concertación y al Banco Central a adoptar una política de ajuste que condujera a la economía chilena a una situación real y a disminuir la presión inflacionaria existente. Aun así, la economía creció; la desocupación bordeó el 6 por ciento y aumentó notoriamente la tasa de inversión, alcanzando al 20 por ciento del Producto.

Definición de Hogar y Núcleo Familiar



Uno de los mayores aportes de la encuesta CASEN, es la inclusión del concepto de núcleo familiar. En la encuesta CASEN III se entiende por hogar aquel constituido por una sola persona o un grupo de personas, con vínculos de parentesco o sin ellos, que hacen vida en común, es decir, se alojan y se alimentan juntas.



La existencia de allegados se detecta por la presencia de más de un núcleo familiar dentro de una vivienda, definiendo a ese núcleo como la parte de un hogar constituido por una pareja —de hecho o legal—, sus hijos solteros y otras personas menores de 18 años que dependan económicamente de la pareja y que no tengan ascendientes directos en el hogar. Otros núcleos familiares los constituyen quienes cumplen sólo algunas de las especificaciones anteriores. Estas definiciones permiten a la encuesta CASEN determinar cuántos hogares comparten una vivienda.

Concepto de pobreza empleado en la encuesta CASEN



Son hogares pobres aquellos cuyos ingresos son insuficientes para satisfacer las necesidades básicas, alimenticias y no alimenticias de sus miembros; y se consideran en situación de indigencia aquellos hogares cuya carencia de ingresos es tan acentuada que, aun cuando los destinaran en su totalidad a la adquisición de alimentos, no lograrían satisfacer adecuadamente las necesidades de todos sus integrantes.



El costo de una canasta básica de alimentos era en 1987 de $ 9 mil 44 (pesos de 1990), y para la encuesta CASEN se consideró la misma canasta con un costo de $ 9 mil 300 (pesos de 1990).



Para determinar el concepto de ingresos de una familia y poder compararlo con la línea de pobreza y de indigencia, se tomó aquel constituido por ingresos primarios (incluido el autoconsumo), jubilaciones y pensiones, más el conjunto de subsidios monetarios que reciben los hogares (programas de empleo, subsidios de cesantía, pensiones asistenciales, subsidio único familiar, etcétera).



Con estos datos, se puede señalar que una familia tipo (4,08 personas) debía disponer de 37 mil 944 pesos para que la familia no fuera considerada como indigente, y de 75 mil 888 pesos para quedar fuera de la pobreza.

Resultados de la encuesta CASEN en relación con la pobreza



En Chile, según la medición efectuada en 1990, el porcentaje de hogares en situación de pobreza era de 34,60 por ciento, lo que representa un nivel inferior respecto de la cifra de 1987, que alcanzaba al 38,10 por ciento. Los hogares en situación de indigencia llegaban en 1990 al 11,60 por ciento; y en 1987, al 13,50 por ciento.



En 1990, 40 por ciento de la población nacional estaba en situación de pobreza y los indigentes llegaban a 13,70 por ciento. Esto significa que, en comparación con las cifras de 1987, han salido de la situación de pobreza 600 mil personas; y, respecto de la indigencia, se aprecia una disminución del orden de las 400 mil.

El señor ORTIZ.— ¿Me permite una pequeña interrupción para hacer una consulta, señor Senador?

El señor PACHECO.— Sí, con mucho gusto.

El señor ORTIZ.— Señor Presidente, no me cabe ninguna duda de que los datos que está entregando el Senador señor Pacheco son absolutamente ciertos. Pero, ¿existe algún antecedente que nos permita hacer una comparación entre los años 1989 y 1990? Porque aparece como un logro de 1990 la reducción de estos porcentajes; y no sé qué ha pasado en 1988 y 1989. 1987 es el período más malo, como punto de referencia; o sea, el más bajo.

El señor PACHECO.— Con mucho gusto me referiré a eso a continuación, señor Senador.



Cabe destacar que estos resultados a nivel nacional no se reflejan en todas las Regiones. En el caso de la Séptima, ella sufre una regresión durante el período 1987-1990, ya que en 1987 alcanzó el 46,90 por ciento de su población en situación de pobreza; y en 1990, ese porcentaje se elevó al 48,90 por ciento.



La Región ha sido considerada como la más pobre del país durante el Gobierno del Presidente Aylwin, ya que en 1985 representaba un total de 95 mil 427 hogares en condiciones de pobreza, lo que correspondía al 61,40 por ciento de la población regional de dicho año en esa situación.

Posibles causas de la pobreza en la Séptima Región del Maule



Analizadas las causas de la pobreza en que se encuentra esta Región, podemos destacar algunas que representan una fuerte incidencia en la situación descrita, tales como:



1.— En la fecha en que se realizó la encuesta, se concluyeron grandes proyectos de inversión. En la Séptima Región concluía la construcción de centrales hidroeléctricas en la hoya del río Maule.



2.— En la Región se produjo un desfase en los planes de inversión pública. En esa fecha existía una gran cantidad de proyectos que, pese a encontrarse aprobados, no se había comenzado su ejecución; por ejemplo, la doble calzada entre San Fernando y San Javier, el regadío de Pencahue, la denominada Ruta de los Conquistadores, y otras.



3.— Otro factor que influye fuertemente en los niveles de pobreza es el actual grado de endeudamiento de los principales rubros de actividad económica de la Región, como la agricultura tradicional, la fruticultura, la vitivinicultura y la actividad agroindustrial.



4.— La falta de un gran compromiso de los habitantes de la Región del Maule con un proceso de desarrollo regional, más allá de las restricciones económicas, administrativas, institucionales, etcétera, en donde cada uno de los actores de la vida regional desempeñe un rol relevante.



5.— La pobreza rural se explica por el notable abandono en que se encuentran los pequeños propietarios agrícolas de la Región en todo lo relativo al apoyo técnico y crediticio, y en los procesos y canales de comercialización de sus productos. Además, se observa que estos pequeños agricultores poseen una escasa capacidad empresarial.



6.— Por último, se puede explicar como causa de la pobreza en la Región, la falta de desarrollo de microempresas que permitan generar empleos. En efecto, quienes intentan crear microempresas deben sortear grandes dificultades porque carecen de apoyo del mercado financiero. Además, existe también una paulatina pero creciente disminución del ritmo de inversión en el sector industrial de la zona.

Política social del Gobierno



Históricamente, Chile ha tenido un problema de pobreza y una inequitativa distribución del ingreso, situación que ha sido enfocada por los distintos Gobiernos con políticas sociales muy diversas.



La justicia social se ha transformado en un imperativo de las autoridades del área social de la Administración del Presidente Aylwin, permitiendo con ello enfrentar con eficacia la gran tarea de nuestro país hacia el fin del siglo, la que se puede definir como el mejoramiento de la calidad de vida de los chilenos y la superación de la pobreza.



El Gobierno se ha propuesto mantener las condiciones para el crecimiento económico en el marco de una economía social de mercado; pero considera necesario reforzarla sustancialmente desde el punto de vista social. Porque si no existe un esfuerzo, una responsabilidad activa del Estado en lo social, grandes sectores quedan marginados del progreso y del desarrollo.



Con ese objeto, el Gobierno ha hecho suya la responsabilidad de proveer los servicios básicos de salud, educación, vivienda, trabajo, previsión y justicia a quienes no pueden acceder a ellos con sus propios medios. Junto con esto, ha mantenido y mejorado los subsidios destinados a aliviar la pobreza extrema. Sin embargo, la orientación principal de su accionar será apoyar decididamente la iniciativa y el esfuerzo de la misma gente por crecer y surgir.



El Presidente Aylwin y su Gobierno están comprometidos, antes que nada, con los más pobres. Pero sería crear falsas ilusiones decir que los problemas que los afectan serán solucionados durante estos cuatro años. Resolver el problema social de Chile es una tarea de todos y no solamente del Estado.

Obras realizadas, gasto social e inversión pública



En el actual Gobierno, en la Séptima Región del Maule, se ha ejecutado gran cantidad de obras destinadas a absorber mano de obra y lograr un mejoramiento en la calidad de vida de los maulinos.



La inversión pública con fondos sectoriales en 1991 alcanzará a 13 mil 346 millones 237 mil pesos, aproximadamente, destacando los recursos asignados a vialidad rural, con 8 mil 923 millones 789 mil pesos; vivienda, con 3 mil 143 millones 315 mil pesos, y alcantarillado y agua potable, con alrededor de 520 millones 200 mil pesos.



Entre las obras más relevantes y significativas que se llevarán a cabo con fondos sectoriales, destacan las siguientes:



a) Vialidad rural



—La construcción y estudio de la doble calzada en el sector Panguilemo-San Javier, incluyendo la construcción del puente para la doble calzada sobre el río Maule.



—La pavimentación del camino Camarico-Cumpeo, Panguilemo-Pelarco. Cabe señalar que uno de los objetivos del Gobierno para estos cuatro años es unir las capitales comunales de la Séptima Región con la ruta 5 Sur por caminos pavimentados.



—La ejecución del proyecto de regadío Pencahue, que permitirá incorporar al riego 12 mil 400 hectáreas del valle de Pencahue, lo que mejorará la producción de los pequeños y medianos agricultores de la zona y posibilitará en el corto plazo la creación de fuentes de trabajo para absorber la mano de obra de esa vasta región agrícola.



b) Vialidad urbana



Se contempla la reparación, pavimentación y construcción de diferentes calles y avenidas en diversas comunas de las provincias de Talca y Curicó. Cabe destacar la pavimentación de calles en la comuna de Pelarco, y la construcción del acceso a la Población Hermanos Carrera, de Talca.



c) Vivienda



Se contempla la construcción de 408 viviendas básicas en la comuna de Constitución; de 262 en la Población San Luis III, de Talca, y de 330 en el sector Santa Fe, de Curicó.



d) Alcantarillado y agua potable



En esta área se prevé el mejoramiento e instalación de diversos sistemas de agua potable en las diferentes comunas de las provincias de Talca y Curicó. Entre los sectores que se beneficiarán cabe mencionar las localidades de Romeral, Buenos Aires (en San Clemente) y el Cruce Empedrado (en Constitución).



La inversión pública con recursos destinados al Fondo Nacional de Desarrollo Regional alcanzará en 1991 en la Región del Maule a los 2 mil 677 millones 872 mil pesos.



Los principales proyectos desarrollados por medio de este Fondo en las provincias de Talca y Curicó son los siguientes, según las áreas que se indican:



a) Salud



—La construcción y equipamiento del consultorio general urbano de la Población Carlos Trupp, de Talca, recientemente inaugurado por Su Excelencia el Presidente de la República.



—La construcción y equipamiento con ambulancia del consultorio general de Rauco.



—La reposición y equipamiento del consultorio general rural de Vichuquén.



b) Educación



—La reposición y equipamiento de la Escuela F-16, Sector Cordillerilla, de Curicó.



—La reposición parcial y el equipamiento de la Escuela F-320, de Curepto.



c) Obras públicas



—La reposición del Puente Dos Sur, sobre el estero Piduco, en la ciudad de Talca, inaugurado hace poco.



—La reposición del puente Casablanca, en el camino Talca-Curepto.



d) Agua potable



—La instalación del servicio de agua potable en el sector Casablanca, de Molina.



El gasto social en la Séptima Región del Maule, en 1990 fue de 33 mil 686 millones 405 mil pesos. Para 1991 se espera un incremento del orden de 10 a 12 por ciento de esta cantidad. Este aumento del gasto social es consecuencia de la política implementada por el Gobierno en relación con una estrategia de desarrollo con equidad que permita a los más pobres acceder a los beneficios del desarrollo.



Entre las partidas del gasto social de la Región que han aumentado con respecto a 1990 y años anteriores, se encuentran las siguientes:



—Los fondos destinados a este tipo de gasto en la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas para 1991, que alcanzan a la suma de mil 945 millones 412 mil pesos, cifra superior en 100 millones de pesos a la de 1990.



—Los fondos asignados al ítem "Beca Presidente de la República", que aumentaron significativamente, ascienden en 1991 a 24 millones 725 mil pesos.



—Los recursos del "Fondo de Solidaridad e Inversión Social" (FOSIS) para 1991, que llegan a 582 millones de pesos, se los destina al financiamiento de planes, programas, proyectos y actividades especiales de desarrollo social.



El gasto sectorial programado para la Séptima Región del Maule, para 1992, es de alrededor de 30 mil millones de pesos, lo que implica un considerable aumento respecto del contemplado para 1991.



Las obras en que se invertirán los porcentajes más altos el próximo año son: riego, con 6 mil millones de pesos; vialidad rural, con 10 mil millones de pesos, y alcantarillado, con 9 mil millones de pesos, aproximadamente.



Entre los grandes proyectos que se materializarán en 1992 con fondos sectoriales en la Región, particularmente en las provincias de Talca y Curicó, figuran los siguientes:



a) Vialidad rural



—La construcción de la doble calzada entre Teno y Panguilemo; el mejoramiento de los caminos entre San Rafael y Villa Prat, y entre Molina y Los Robles, y el de la conexión vial Curicó-Licantén-Iloca.



b) Riego



—La construcción de la segunda y tercera etapas del regadío del valle de Pencahue; la reparación del sistema de canales Maule-norte; la reparación definitiva del cruce Sifón, en el sector El Milagro, en San Clemente.



c) Alcantarillado y agua potable



—El mejoramiento integral del sistema de alcantarillado de Talca, incluyendo obras de tratamiento de aguas; y el mejoramiento general del agua potable en las comunas de Molina, Licantén, Teno y Curepto.



d) Vivienda



—Una inversión del orden de los 537 millones 500 mil pesos.



La inversión pública por desarrollarse con recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional alcanzará a 2 mil 747 millones 643 mil pesos.



La inversión que se materializará en la provincia de Talca alcanzará a 833 millones 463 mil pesos, con 34 proyectos aprobado y la de la provincia de Curicó llegará a 808 millones 37 mil pesos, con 22 proyectos aprobados.



Entre los proyectos para la provincia de Talca, están los que se indican:



a) Comuna de Talca



—La construcción y equipamiento de la Escuela de Formación Policial de Carabineros de Chile.



—La ampliación y equipamiento de la Escuela F-753 de la Población Carlos Trupp, de Talca.



b) Comuna de Pelarco



—La reposición y equipamiento de la Escuela F-724, El Manzano.



—Diversos proyectos de suministro de energía eléctrica.



c) Comuna de Río Claro



—La construcción y equipamiento del Liceo.



d) Comuna de San Clemente



—El equipamiento de la Escuela G-266.



e) Comuna de Maule



—La ampliación de los sistemas de agua potable, sector Chacarilla.



f) Comuna de Empedrado



—El mejoramiento integral del sistema de agua potable.



g) Comuna de Pencahue



—La capacitación integral para pequeños agricultores.



h) Comuna de Constitución



—La construcción de la calzada en la avenida La Variante.



i) Comuna de Curepto



—La reposición y equipamiento del servicio de lavandería del hospital.



—El mejoramiento del camino entre Curepto y Putú.



Entre los proyectos para la provincia de Curicó figuran:



a) Comuna de Curicó



—La ampliación y equipamiento del centro general urbano Los Aromos.



—La construcción y equipamiento del consultorio general urbano de Curicó.



b) Comuna de Teno



—La construcción y equipamiento con ambulancia del consultorio general rural, sector Comalle.



—La ampliación de salas de clases, y su mobiliario, en la Escuela D-56.



c) Comuna de Molina



La construcción y equipamiento de la Escuela E-757.



d) Comuna de Sagrada Familia



—La ampliación del aula y equipamiento de la Escuela G-305, sector Santa Emilia.



—El suministro de energía eléctrica en el sector La Isla, de Villa Prat.



e) Comuna de Hualañé



—El mejoramiento y ampliación de la red de alcantarillado de Hualañé.



—Construcción y equipamiento del servicio de lavandería del hospital.



f) Comuna de Licantén



La construcción de un multitaller con equipamiento y diversas reparaciones en la Escuela G-102, sector La Pesca, y la construcción de servicios higiénicos y diversas reparaciones en la Escuela G-97 de Duao.



g) Comuna de Rauco



La construcción y equipamiento del internado y ampliación de la Escuela F-89, de Quilpo.



h) Comuna de Vichuquén



La construcción de la red de alcantarillado y aguas servidas.

Consideraciones Finales



Señor Presidente, estimo que el Gobierno ha enfrentado con decisión el problema de la superación de la pobreza en la Región Maule, y hasta ahora ha proveído, dentro de sus posibilidades, los servicios básicos de salud, educación, vivienda, obras públicas y otros; pero es necesario que realice un esfuerzo todavía mayor en los próximos años.



Además, considero indispensable organizar, a la mayor brevedad, un sistema de crédito para los trabajadores que se encuentran dentro del círculo de la pobreza.



Igualmente, es preciso impulsar la creación de microempresas por parte de quienes laboran en el sector informal de la economía (campesinos, pescadores artesanales, temporeros, vendedores ambulantes y otros). Hasta el momento no ha existido una institucionalidad orientada a atender sus necesidades, que derivan de las dificultades que tienen para acceder a líneas de financiamiento, de la falta de asistencia técnica para evaluar sus proyectos y de la ausencia de comercialización organizada de sus productos. De esta manera, se encuentran marginados de los medios que cualquier empresario necesita para su desarrollo.



Pienso que una solución podría ser la transferencia de recursos del Ministerio de Cooperación y Planificación Nacional (MIDEPLAN) a instituciones públicas y privadas, destinados a otorgar créditos a los microempresarios y a establecer mecanismos de asistencia técnica que asesoren a los trabajadores en la organización de sus negocios.



La compleja tarea de superar la pobreza no es de aquellas que deben considerarse como de exclusiva responsabilidad del Estado. En la concepción de una economía social de mercado, los empresarios y los entes productivos de una comunidad deben ser los principales agentes del desarrollo y entregar su esfuerzo y creatividad a fin de ir superando, conjuntamente con el Estado, el problema de la pobreza. 



La pobreza existente en la Séptima Región del Maule, trasciende la responsabilidad del Gobierno y los particulares, y se convierte en un compromiso social.



Es indudable que la superación de la pobreza exige la creación de mayores fuentes de trabajo. Para esto se necesita invertir. Sin embargo, no es el Estado el único llamado a efectuar la inversión en actividades productivas. La empresa privada debe colaborar también ampliando las plazas de trabajo.



La Región del Maule necesita con urgencia incrementar su base de empresarios capaces de concretar proyectos acordes con las ventajas comparativas de la zona, especialmente en el ámbito agrícola y agroindustrial, y generar allí ventajas competitivas que afiancen un centro de desarrollo dinámico y moderno, conforme a los requerimientos de la Región y a las exigencias de los mercados internacionales.



Señor Presidente, solicito oficiar al Ministro de Planificación y Cooperación, señor Sergio Molina, y al Intendente de la Séptima Región del Maule, señor Gabriel Jiménez Moraga, transcribiéndoles copia íntegra de esta intervención.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 21° DE 03 DE DICIEMBRE DE 1991
BENEFICIOS A MINISTROS DE CORTE SUPREMA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, la iniciativa en debate establece un beneficio a favor de los Ministros y el Fiscal de la Corte Suprema que deseen retirarse del Poder Judicial sin sufrir menoscabo en sus ingresos.



Para tal efecto, se dispone que quienes actualmente desempeñan dichas funciones, hayan cumplido 70 años de edad y renuncien a sus puestos tendrán derecho a percibir una indemnización de cargo fiscal por un monto equivalente a la remuneración total del grado respectivo vigente a la fecha de la renuncia, por cada año de servicio, con un máximo de 28 mensualidades.



El proyecto, que otorga a los magistrados un beneficio que pueden solicitar voluntariamente y que no está sujeto a un plazo determinado, fue estudiado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la semana recién pasada y en la mañana de hoy, introduciéndosele algunas modificaciones que, en mi concepto lo mejoraron; en definitiva, se aprobó por unanimidad.



Estimamos que la iniciativa es justa y beneficia a miembros de la Corte Suprema que están al término de la carrera judicial -carrera muy noble y sacrificada-, durante la cual recibieron modestas remuneraciones, considerada la trascendencia de la labor que cumplieron.



Por eso, señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana daremos nuestra aprobación al proyecto.

LEG. 323, SESIÓN 22° DE 04 DE DICIEMBRE DE 1991
MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.083 EN LO RELATIVO A PRÓRROGA DE REPROGRAMACIÓN PARA DEUDORES DE CRÉDITO FISCAL UNIVERSITARIO

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



La ley N° 19.083, publicada en el Diario Oficial del 12 de septiembre último, estableció normas sobre reprogramación de deudas del crédito fiscal universitario, cuyo objeto, como es de conocimiento público, es permitir a un gran número de deudores morosos de dicho crédito regularizar su situación y, a la vez, favorecer con cláusulas de aceleración a los deudores al día en el cumplimiento de sus obligaciones, aparte situaciones particulares de condonación que la ley dispuso.



Para el cumplimiento de los objetivos señalados, la ley fijó un plazo de 90 días, que vence el 11 de diciembre en curso, dentro del cual los deudores debían reprogramar su deuda a través de la suscripción de un nuevo pagaré ante la Tesorería General de la República.



Ha sido tan grande el interés despertado entre los beneficiarios de dicha iniciativa que el Servicio de Tesorería ha debido determinar un programa de atención extraordinario, no obstante lo cual se estima que el plazo, ya próximo a cumplirse, no será suficiente para que los deudores favorecidos puedan suscribir los pagarés.



La prórroga solicitada es indispensable. En efecto, el número de beneficiarios potenciales resultó ser de aproximadamente 126 mil 500, de los cuales 97 mil 800 son deudores morosos, es decir, algo más del 75 por ciento (tres de cada cuatro personas).



Se ha realizado un esfuerzo de difusión que ha logrado una muy buena cobertura. El Servicio de Tesorería ha estado atendiendo, desde el lunes 11 de noviembre recién pasado, a un número creciente de interesados en todas sus oficinas a lo largo del país. Y, en Santiago, habilitó para dicho efecto el Estadio Nataniel. Lo mismo han estado haciendo las universidades, coordinadas en el Consejo de Rectores. No obstante todo ello, la suscripción de pagarés ha seguido un proceso más lento que el esperado.



Los motivos principales que explican este retraso en la firma por parte de los beneficiarios son los siguientes: primero, que en muchos casos los deudores han conocido por primera vez una completa liquidación de su deuda, lo que los ha movido a revisarla con detenimiento, y, segundo, porque por esta vez, junto con la suscripción del pagaré, ha sido necesario solicitar la declaración de ingresos aplicables al cálculo del pago de la primera cuota. Y dicha declaración requiere del beneficiario antecedentes que no siempre tiene disponibles.



La modificación propuesta de ampliación del plazo antes otorgado, de 90 a 135 días (o sea, en 45 días), tiene repercusiones sobre otras fechas establecidas en la misma ley, que también debieran ser cambiadas. Por ejemplo, la del vencimiento de la primera de las 10 anualidades de la reprogramación debe ser cambiada, excepcionalmente, del 31 de diciembre de 1991 al 31 de enero de 1992, de acuerdo con el número 2 del artículo único del proyecto. Asimismo, la de término del programa de pago de la primera cuota se desplaza en 30 días, es decir, al 30 de abril de 1992.



En cuanto a la prórroga, el Gobierno estudió varias posibilidades, adoptando finalmente la que se propone en la iniciativa, pues cualquier plazo superior (por ejemplo, marzo de 1992) suma, al inconveniente de las vacaciones universitarias, el de establecer una mayor superposición en el pago de las parcialidades de 1991 y 1992.



Por tal motivo, consideramos preciso modificar la ley N° 19.083 en el sentido de prorrogar en 45 días —hasta el 25 de enero de 1992— el plazo de vencimiento de la reprogramación.



Por las razones expuestas, señor Presidente, los Senadores democratacristianos apoyamos el proyecto y pedimos a la Honorable Corporación que se sirva aprobarlo.

LEG. 323, SESIÓN 25° DE 10 DE DICIEMBRE DE 1991
HOMENAJE A CUADRAGESIMOTERCER ANIVERSARIO DE DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS. COMUNICACIÓN

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores:



Con motivo de celebrarse hoy el cuadragesimotercer aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos, deseo rendirle un homenaje, en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana.



El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos como "ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción".



Los derechos humanos constituyen el fundamento de legitimidad moral y jurídica de todo Estado nacional moderno y una exigencia que el conjunto de la humanidad ha establecido para todos los hombres y todas las naciones, considerando que toda violación de los derechos humanos es una agresión contra la libertad, la justicia y la paz.



La Declaración Universal de Derechos Humanos es un hito trascendente en la historia de la humanidad, porque representa un sistema de principios fundamentales de la conducta humana libremente aceptado por la mayoría de los países. Solamente después de esta Declaración podemos tener la certidumbre histórica de que la humanidad comparte algunos valores comunes con relación a los derechos humanos. Su texto reviste el carácter de una verdadera Constitución de la humanidad actual.



Los Estados están obligados a respetar los derechos humanos para pertenecer a la Organización de las Naciones Unidas; deben promoverlos en la cultura nacional mediante la educación; deben reconocerlos explícitamente en su propia legislación, y controlar su cumplimiento por todos los países del mundo.



Un Estado que transgrede sistemáticamente la Declaración, regresa al primitivismo cultural; en cambio, aquél que lucha por vencer los obstáculos para lograr una convivencia interna de paz y de respeto a los ciudadanos, traza el ideal de vida que la Declaración exige.



El respeto por los derechos humanos es universal y abarca las esferas de lo personal, lo político, lo social y lo cultural. Ese contexto no impide el desarrollo de ningún sistema social o económico, ya que en el seno de una democracia debe y puede haber libre competencia de ideas; sólo es necesario que el Estado respete los derechos que se reconocen a toda persona dentro del contexto que la Declaración señala.



El fundamento básico de esta Declaración es la afirmación contenida en su artículo 1o en el sentido de que "Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.".



Todos los derechos humanos se fundan en el valor inherente a la dignidad humana.



Los valores fundamentales que reconoce la Declaración Universal de Derechos Humanos son: la vida, la libertad, el trabajo y la justicia.



La vida humana debe garantizarse desde la concepción, venciéndose los obstáculos que el orden social le presenta, desde aquellas agresiones a la sobrevivencia biológica, hasta los complejos sistemas de discriminación en el disfrute de los bienes comunes de la educación, la salud, la ciencia y las artes. La vida debe triunfar sobre formas de existencia social productoras de hambre, pobreza, enfermedad, ignorancia, inseguridad, cesantía y marginalidad que le arrebatan gran parte de su potencialidad creadora.



La riqueza de un pueblo debe medirse por la cantidad y la calidad de la vida que nace, crece y se desarrolla en las personas y en la sociedad.



De la vida surge en plenitud el valor de la libertad, como cimiento de la originalidad irreemplazable de cada ser humano.



El trabajo, reino concreto del ser humano sobre su medio, lucha por impedir que el hombre sea reducido a las cosas o a una simple fuerza instrumental al servicio de otro hombre.



La justicia genera la protección irrenunciable de cada ser humano en su dignidad y derechos; promueve la constante superación de las formas sociales y la lucha contra la barbarie, la tiranía y la opresión.



La Declaración señala las principales agresiones en contra de la dignidad de las personas: el hambre, la miseria y los actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad.



A pesar del gran desarrollo que ha tenido en nuestra época la concepción de los derechos humanos, especialmente a partir de la Declaración Universal, no se puede desconocer que ella es objeto de frecuentes transgresiones.



Los años recientes nos han revelado que la esperanza de ver llegar la plenitud humana está constante y gravemente amenazada por nuevas formas de opresión y de injusticias, que no sólo desconocen los derechos fundamentales de la persona, sino que ponen en peligro la paz del mundo.



No obstante ello, en muchos países esa realidad ha comenzado a cambiar con el advenimiento de procesos de democratización que se inspiran en el reconocimiento y garantía de esos derechos.



La lucha por la defensa de los derechos humanos es uno de los grandes objetivos de los pueblos en la hora actual.



No sabemos las vicisitudes que nos reservará la historia del mañana, pero estamos ciertos de que el reconocimiento de la dignidad de la persona humana y el respeto de sus derechos fundamentales prevalecerán sobre la violencia, que en vano se encubre, a veces, con la forma de la legalidad.



Cualquiera injusticia perpetrada en contra de un hombre se convierte en una injusticia contra toda la humanidad. Sin la profunda convicción de que cada persona debe ser respetada en sus derechos, para conservar los valores de nuestra civilización, nunca será posible la liberación de la humanidad.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 26° DE 11 DE DICIEMBRE DE 1991
INTERPRETACIÓN DE NORMAS ATINENTES A FACULTAD DE COMISIONES MIXTAS Y A MODO DE VOTAR SUS PROPOSICIONES

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el 12 de junio de 1991 la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informó al Senado la consulta que la Comisión Mixta encargada de estudiar el proyecto de ley que establecía nuevas normas sobre Estatuto Docente le formulara ese mismo día acerca de la forma en que deben votarse en la Sala las proposiciones que hagan las Comisiones Mixtas a que se refieren los artículos 67 y 68 de la Carta Fundamental. Pero, a raíz del debate que suscitó el informe pertinente, el Senado acordó que la Comisión informara "acerca de la forma en que debe interpretarse la norma constitucional que faculta a las Comisiones Mixtas para proponer la forma y modo de resolver las dificultades producidas entre ambas Cámaras en la tramitación de los proyectos y la de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional que establece que las proposiciones de las Comisiones Mixtas se votarán en conjunto".



A algunas de las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, especialmente invitados, el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido; el profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Valparaíso señor Raúl Celis, y el profesor ayudante de Derecho Constitucional y Ciencia Política de la Universidad Católica de Valparaíso don Iván Obando.



En virtud de las consideraciones que se contienen en el informe, la Comisión expresa que los criterios básicos que deben inspirar el estudio de la materia en análisis son los siguientes:



1°) El propósito central del constituyente al establecer el mecanismo de Comisiones Mixtas contemplado en los artículos 67 y 68 de la Constitución fue estatuir un sistema que permita a las Cámaras alcanzar consensos que cuenten con un respaldo mayoritario para superar las discrepancias surgidas entre ellas con ocasión de la tramitación de los proyectos de ley;



2°) Las Comisiones Mixtas, para la consecución del objetivo -precedentemente señalado, deben tener amplia libertad para proponer la forma y modo de resolver las divergencias producidas durante la tramitación de un proyecto de ley, como una manera de facilitar la negociación entre los distintos sectores representados en el Congreso Nacional y, de ese modo, hacer viable la iniciativa;



3°) Es preciso adoptar los resguardos necesarios para precaver la posibilidad de que los acuerdos alcanzados en el seno de las Comisiones Mixtas sean desvirtuados por una aplicación meramente formal de las resoluciones adoptadas por las Cámaras respecto de las proposiciones formuladas por las mismas, pues de otra manera se podría producir un resultado contrario al propósito central que se tuvo en vista al establecer el sistema de Comisiones Mixtas, que, como se ha explicado, tiende a la búsqueda de soluciones de consenso, y



4°) Las normas sobre tramitación de las leyes contenidas en los artículos 67 y 68 deben ser interpretadas de manera tal que produzcan un resultado legislativo útil, en la medida en que exista un real acuerdo entre las Cámaras.



Ello significa, en la práctica, que debe haber ley respecto de las disposiciones de un proyecto en las que, en lo sustantivo, hubo acuerdo entre ambas ramas del Congreso, pero no en aquellas en que tal acuerdo de fondo no existió, aun cuando, desde un punto de vista meramente formal, pueda haberse producido.



Cabe hacer presente que, a raíz del análisis realizado, la Comisión estimó pertinente, no sólo absolver la consulta formulada por el Senado, sino, además, emitir opinión acerca de otros aspectos relativos a las Comisiones Mixtas que han dado o pueden dar en lo futuro lugar a dudas de interpretación.



Sobre la base de los criterios precedentemente señalados, la Comisión estimó que los artículos 67 y 68 de la Constitución Política y 31 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional tienen que interpretarse de la siguiente manera:



1.- El ámbito de competencia de las Comisiones Mixtas, como norma general, debe entenderse circunscrito a los puntos específicos en que incidan las discrepancias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados.



Sin embargo, en ejercicio de la facultad de proponer la forma y modo de resolver las diferencias, eventualmente las Comisiones Mixtas pueden plantear enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que posibilite aprobar la iniciativa.



Cabe hacer presente que, en todo caso, las proposiciones de las Comisiones Mixtas deben encuadrarse siempre dentro de las ideas fundamentales o matrices del proyecto.



Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión estimó que, si la proposición de la Comisión Mixta se extiende a puntos no comprendidos en las diferencias y posteriormente es rechazada por una o ambas Cámaras, habría que entender subsistentes los acuerdos alcanzados previamente entre las dos ramas del Congreso Nacional a su respecto.



2.- Como norma general, las proposiciones de las Comisiones Mixtas deben ser votadas, en cada Cámara, en forma conjunta, como un solo todo.



Excepcionalmente, sin embargo, las Comisiones Mixtas -siempre en ejercicio de su ya mencionada atribución para proponer la forma y modo de superar las divergencias- pueden indicar en su informe, como parte integrante del acuerdo logrado, una modalidad diferente de votar sus proposiciones, y están facultadas para señalar, sobre el particular, que éstas admiten votación separada o agrupadas en la forma que especifique, según sea el grado de autonomía o de vinculación existente entre ellas.



En todo caso, si el informe de la Comilón Mixta nada dice acerca de la forma en que deben votarse las proposiciones contenidas en él, tiene que aplicarse la norma general ya mencionada; es decir, ellas deben votarse globalmente.



3.- Si en las proposiciones de las Comisiones Mixtas hay normas que requieran diferentes quórum de aprobación, se sugiere adoptar las reglas que a continuación se indican, según sea la forma en que se voten:



a) Si las proposiciones deben votarse globalmente, como un solo todo, la aprobación del conjunto debe hacerse con el quórum más alto que requiera alguna de las normas contenidas en ella;



b) Si las proposiciones pueden votarse por grupos, de acuerdo a lo planteado por la Comisión Mixta, todo el grupo de proposiciones que corresponda votar en conjunto y en el que se encuentre incluida la norma que exige un quórum especial debe ser aprobado por la mayoría que corresponda, y



c) Si la proposición en que incide la materia que requiere quórum especial puede votarse separadamente, según lo indique la Comisión Mixta, él debe exigirse solamente en la votación de la referida proposición.



4.- En la situación regulada en el inciso segundo del artículo 68 de la Carta Fundamental -se refiere al caso que se produce cuando la Cámara de origen reprueba las enmiendas o adiciones introducidas por la Cámara revisora-, si la Comisión Mixta no llegare a acuerdo acerca de la forma de resolver las dificultades surgidas entre el Senado y la Cámara; si su proposición fuere reprobada por alguna de las Cámaras; o si una o ambas ramas del Congreso rechazaren unas y aprobaren otras, cuando ellas se voten separadamente o por grupos, debe entenderse que hay ley respecto de las disposiciones comprendidas en la parte del proyecto en que existió acuerdo entre las Cámaras, siempre que ellas no estén reguladas por otras normas sobre las cuales no existió acuerdo o no se hallen directamente vinculadas con ellas. Si, por el contrario, entre las disposiciones en que hubo acuerdo y aquellas en que no lo hubo existe la referida vinculación o regulación, cabe concluir que no debe haber ley, toda vez que, si bien desde un punto de vista meramente formal podría estimarse que existió acuerdo respecto de las primeras, en sustancia no lo habría habido, pues en la aprobación de las normas en que se produjo una aparente coincidencia estaba implícita la existencia de otras disposiciones, que desaparecerán al no haber acuerdo entre las Cámaras para su aprobación.

El señor VALDÉS (Presidente).- Señor Senador, ha terminado el tiempo del Orden del Día.



En consecuencia, solicito el asentimiento de la Sala para prorrogarlo hasta las 14.



Si no hay inconveniente, así se hará.



Acordado.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor PACHECO.- Muchas gracias, señor Presidente.

LEG. 323, SESIÓN 32° DE 11 DE DICIEMBRE DE 1991
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL, DE JUSTICIA MILITAR, Y DE PROCEDIMIENTO PENAL Y OTRAS DISPOSICIONES LEGALES EN MATERIA DE SEGURIDAD DE LAS PERSONAS

El señor PACHECO.— ¿Me permite, señor Presidente?



Para mayor información de la Sala, tengo en mis manos el Código de Justicia Militar vigente —que se está modificando—, el cual en su artículo 416 establece: "El que violentare o maltratare de obra a un Carabinero en el ejercicio de sus funciones de guardadores del orden y seguridad públicos, será castigado:



"1° Con la pena de presidio mayor en su grado medio a muerte si le causare la muerte;".



Esa es la disposición vigente, con lo cual completo la información proporcionada por el Honorable señor Diez acerca de cuál fue el criterio que tuvo en vista la Comisión.

LEG. 323, SESIÓN 32° DE 11 DE DICIEMBRE DE 1991
CREACIÓN DE CARGOS EN PODER JUDICIAL Y MODIFICACIONES A CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Corte de Apelaciones de San Miguel, por la unanimidad de sus miembros, acordó solicitar a la Corte Suprema que dispusiera las medidas necesarias para la creación en dicho tribunal de tres nuevos cargos de Ministros y dos relatores, los que se justifican plenamente, porque de la citada Corte dependen 32 tribunales de letras, civiles, del crimen, del trabajo y de menores; 20 juzgados de policía local, y 139 auxiliares de la administración de justicia.



La Corte Suprema se mostró favorable a la petición, y el Ejecutivo la acogió en el proyecto en estudio, que contempla la creación de tres cargos de Ministros de Corte de Apelaciones; tres de Relatores; uno de Secretario de Corte de Apelaciones; uno de oficial primero; uno de bibliotecario estadístico, y uno de auxiliar de aseo, los que totalizan diez cargos. Reitero: a juicio de la Corte de Apelaciones de San Miguel, de la Corte Suprema y del Ministerio de Justicia, la iniciativa se justifica plenamente. La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia la aprobó por unanimidad. Solicito que la Sala proceda de igual modo.

LEG. 323, SESIÓN 33° DE 14 DE ENERO DE 1992
REHABILITACIÓN DE CIUDADANÍA A PERSONAS ACOGIDAS A LEY DE AMNISTÍA. INFORME DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el asunto que estamos debatiendo es extraordinariamente complejo, y es difícil sentar una posición que sea compartida por todos. Sin embargo, luego de examinar y ponderar detenidamente los distintos antecedentes relativos a la consulta formulada, la mayoría de la Comisión, integrada los Senadores señores Sergio Diez, Carlos Letelier y el que habla, fue de opinión de que siempre es necesario que el Senado otorgue la rehabilitación de ciudadanía, incluso en caso de que la responsabilidad penal se haya extinguido en virtud de una ley de amnistía, para que el Servicio Electoral pueda proceder a inscribir en sus registros a una persona que ha perdido su calidad de ciudadano.



Señor Presidente, ¿cuáles fueron los antecedentes que tuvimos en consideración para ello? El artículo 17, Nº 2°, de la Constitución Política dispone que la calidad de ciudadano se pierde por condena a pena aflictiva; y el inciso segundo del mismo precepto estatuye que "Los que hubieren perdido la ciudadanía por la causal señalada en el número 2° podrán solicitar su rehabilitación al Senado, una vez extinguida su responsabilidad penal.".



En armonía con lo anterior, el artículo 49, Nº 4), de la misma Carta Fundamental establece que es atribución exclusiva del Senado "Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del artículo 17, número 2°" de la Ley Suprema.



De la simple lectura de las disposiciones precedentemente citadas, aparece de manifiesto que para recuperar la ciudadanía que se ha perdido por condena o pena aflictiva, es necesario que concurran en forma sucesiva dos requisitos bien diferenciados: en primer lugar, que la responsabilidad penal se encuentre extinguida en conformidad con la legislación vigente, una de cuyas causales es la amnistía, y en segundo término, que el Senado otorgue la rehabilitación de ciudadanía.



La Constitución Política no distingue en las distintas causales de extinción de la responsabilidad penal, exigiendo la rehabilitación por el Senado como única forma de recuperar la ciudadanía cuando ésta se ha perdido por condena a pena aflictiva. De manera que no es posible concluir que una de tales causales -la amnistía, en este caso- produciría el efecto de rehabilitar al afectado, de pleno derecho, en su calidad de ciudadano.



De acuerdo a lo expresado por el profesor don Alejandro Silva Bascuñán en su obra "Tratado de Derecho Constitucional", Tomo II, "los efectos de la declaración de amnistía no pueden extenderse a considerar como que la ciudadanía no se perdió, y que la rehabilitación se produzca automáticamente como mero resultado de la ley que proclama la amnistía, porque ello importaría destruir por una ley una consecuencia de la condenación, proveniente en forma directa del texto constitucional, y conceder la rehabilitación por ley cuando se dispone expresamente que se otorgue por el Senado", termina señalando don Alejandro Silva.



El análisis de las actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución Política confirma el criterio de que la rehabilitación de ciudadanía procede cualquiera que haya sido la causal de extinción de la responsabilidad penal.



En efecto, en la sesión 77a, del 14 de octubre de 1974 -en que se consideró lo relativo a la rehabilitación de ciudadanía-, a raíz de una observación planteada por el señor Enrique Evans, en cuanto a que "no se vaya a entender en el futuro que la expresión "extinguida su responsabilidad penal" se refiere sólo al cumplimiento de la sentencia", se produce un intercambio de opiniones durante el cual el señor Jorge Ovalle hace presente que al proponer la redacción en análisis tuvo el propósito de "hacer posible la rehabilitación en todos los casos en que la responsabilidad penal se extingue".



Agrega el señor Ovalle, en el acta referida, que tuvo en vista lo dispuesto en el artículo 93 del Código Penal por lo que consideró especialmente las siguientes causales: "el cumplimiento de la condena; la amnistía; el indulto; el perdón del ofendido cuando la pena se haya impuesto por delitos respecto de los cuales la ley sólo concede acción privada, supuesto que hubiere pena aflictiva; la prescripción de la acción penal, y la prescripción de la pena".



Finalmente, a petición del señor Enrique Evans, la Comisión dejó unánime constancia -y lo cito textualmente- "de que se comprenden todas las causales de extinción de la responsabilidad penal establecidas por la ley incluyendo en ellas el indulto", y, obviamente, la amnistía.



Es del caso señalar, señor Presidente, que el hecho de que la norma redactada por el señor Ovalle diera competencia a la Corte Suprema para conceder la rehabilitación mencionada, lo que luego se modificó radicándose tal atribución en el Senado -tal como acontecía en la Constitución Política de 1925-, en nada empece a que lo expresado en la referida sesión forme parte de la historia fidedigna del establecimiento de la disposición contemplada en el artículo 17, inciso segundo, de la Carta Fundamental, toda vez que el requisito previo para que sea procedente la solicitud de rehabilitación de ciudadanía es exactamente el mismo en ambos casos, esto es, que la responsabilidad penal se encuentre extinguida.



La ley Nº 18.556 mencionada -aprobada en 1986 por el mismo legislador que, en ejercicio de su potestad constituyente, dictó la Constitución de 1980- dispone en el inciso final de su artículo 39 que "los condenados a pena aflictiva sólo podrán inscribirse" (en los, registros electorales) "después de su rehabilitación por el Senado".



Cabe destacar, además, que, atendido el carácter orgánico constitucional del mencionado cuerpo legal, su constitucionalidad fue confirmada por el Tribunal Constitucional al ejercer el control previsto en el artículo 82, Nº 1°, de la Ley Fundamental.



El propio Código Penal establece en su artículo 42 que el que ha sido privado de los derechos políticos activos y pasivos, entre los que se incluyen la capacidad para ser ciudadano elector, "sólo puede ser rehabilitado en su ejercicio en la forma prescrita por la Constitución".



Por último, cabe señalar que la dictación de una ley de amnistía es un acto legislativo general, a cuya formación concurren el Presidente de la República y ambas Cámaras, en su calidad de órganos colegisladores, mientras que el otorgamiento de la rehabilitación de ciudadanía es una resolución que corresponde al Senado de la República, en cada caso particular, en ejercicio de una atribución exclusiva.



Ahora bien, de acuerdo al principio de legalidad consagrado en los artículos 6° y 7° de la Carta Fundamental, el legislador está impedido de resolver acerca de una materia que ha sido entregada a otro órgano del Estado, por lo que los efectos de una ley de amnistía no pueden invadir la esfera de competencia de una atribución exclusiva y excluyente del Senado, así como tampoco podrían decidirse por ley otros asuntos que el artículo 49 de la Ley Suprema señala como propios de facultades privativas de esta Corporación.



Por todas estas razones, señor Presidente, la mayoría de la Comisión -los Honorables señores Diez, Letelier y el Senador que habla- concluyó que, de acuerdo con las disposiciones citadas, la Constitución entrega al Senado la atribución exclusiva de otorgar la rehabilitación de ciudadanía cuando la causal de su pérdida ha sido la condena a pena aflictiva.



Esos son los fundamentos del voto de mayoría y la razón por la cual concurrimos a adoptar esa posición.



He dicho, señor Presidente.

LEG. 323, SESIÓN 36° DE 22 DE ENERO DE 1992
HOMENAJE EN MEMORIA DE LA DOCTORA GRETE MOSTNY GLASER

El señor PACHECO.- Señor Presidente, adhiero al homenaje que se ha rendido a Grete Mostny.



Cuando tuve el honor de desempeñar el cargo de Ministro de Educación del Presidente Frei, conocí a Grete Mostny como Directora del Museo Nacional de Historia Natural.



Siempre me impresionaron su inteligencia, su cultura, su gran sensibilidad, su capacidad de trabajo y su pasión por la labor científica.



En los últimos años contrajo matrimonio con el ex rector de la Universidad de Chile don Juan Gómez Millas, constituyendo una pareja ejemplar en afecto y en devoción al trabajo científico y a la cultura.



Por ello, señor Presidente, en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana, adhiero a este homenaje, tan sentido y tan justo.



Muchas gracias.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Soto.

La señora SOTO.- Señor Presidente, en nombre de la bancada PPD-PS, también adhiero íntegramente al homenaje y a las palabras expresadas para una mujer brillante, de vastísima cultura, como se ha dicho, y que quiso y dio tanto a este país.

LEG. 323, SESIÓN 36° DE 22 DE ENERO DE 1992
FRANQUICIAS A EXILIADOS POLÍTICOS RETORNADOS Y MODIFICACIÓN DE ARANCEL ADUANERO PARA INTERNACIÓN DE SUS PERTENENCIAS AL PAÍS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el Gobierno del Presidente Aylwin está interesado en lograr la reconciliación entre todos los chilenos y, con esa perspectiva, ha orientado el proyecto de ley que en este momento conoce el Senado.



Este incide, por una parte, en el otorgamiento de exención de derechos arancelarios e impuestos a los exiliados políticos que retornan al país, a fin de facilitar su regreso. Por otra, brinda determinadas franquicias para la internación de equipaje y mercancías de viajeros, y de obras de arte realizadas por artistas chilenos, mediante la modificación del Capítulo 0 del Arancel Aduanero y de otras disposiciones.



En este sentido, la iniciativa establece una liberación amplia para el menaje de casa, útiles de trabajo y un vehículo automóvil, eximiéndolos de tributos aduaneros y de aquellos de carácter interno que gravan la importación de estas mercancías.



Teniendo presente que esta iniciativa tiende a favorecer a los exiliados, contempla la exigencia de que se acredite esta condición por la Oficina Nacional de Retorno, por cuanto es este organismo el que dispone de los antecedentes respectivos para dicha calificación.



Cabe precisar que el proyecto ha establecido diversas condiciones para el otorgamiento de las franquicias a estos compatriotas, como es el caso de que las mercancías que pueden internarse deben estar usadas y no superar en su valor los montos que allí se determinan.



En todo caso, las mercancías quedan sujetas a una restricción de uso y disposición por terceros durante un período de tres años, fijándose un procedimiento de desafectación especial, a fin de prevenir un mal uso de este beneficio.



Se ha considerado necesario establecer una incompatibilidad, en el sentido de que las personas que hagan uso de los beneficios de este aspecto de la ley, no podrán acogerse a otras disposiciones liberatorias por los mismos tipos de mercancías importadas al amparo de la franquicia.



También se establece un sistema devolutivo de derechos e impuestos pagados en la importación de mercancías.



Por todas estas razones, señor Presidente, y aquellas de las que había dado cuenta el señor Secretario, como también atendiendo al informe de la Comisión de Hacienda, nos parece, a los Senadores de la Democracia Cristiana, que éste es un proyecto justo, destinado a favorecer a los exiliados que, por razones ajenas a su voluntad, tuvieron que vivir durante tantos años fuera del país, sufriendo una pena que, realmente, fue en extremo dolorosa. Lo que reciben es un beneficio mínimo, y, obviamente, no repara el daño ni el dolor que sufrieron.



Por este motivo, señor Presidente, anticipo el voto favorable de estas bancadas.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, deseo anunciar el respaldo de los Senadores de Renovación Nacional al informe de la Comisión de Hacienda, la que ha trabajado en términos extensos, en tiempo y en profundidad, respecto de esta materia.



Se trata, como lo señala el proyecto y como se ha expresado anteriormente, de buscar fórmulas para facilitar lo que se ha denominado la "reinserción" de las personas que estuvieron fuera de Chile por diversas consideraciones políticas, y permitirles desarrollar con normalidad una actividad en su país.



Hemos conocido antecedentes al respecto, en particular los provenientes de la asesoría proporcionada por los expertos de aduana -estas materias son las que han tomado el mayor tiempo de estudio- y algunas especificaciones que el proyecto contiene respecto de personas que constantemente viajan de un lugar a otro traspasando las fronteras de países limítrofes, lo cual también se considera en el informe.



Por todas estas razones, proponemos a la Sala aprobar sin debate el informe de la Comisión, respaldando el proyecto en los términos en que ésta lo presenta.

LEG. 323, SESIÓN 36° DE 22 DE ENERO DE 1992
MODIFICACIÓN DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 2, DE 1989, SOBRE SUBVENCIONES ESTATALES DE LA EDUCACIÓN

El señor PACHECO.- Mi Comité me informó que el Honorable señor Diez está pareado con el Senador señor Eduardo Frei. Por lo tanto, puedo votar.



Voto que no.
LEG. 323, SESIÓN 36° DE 22 DE ENERO DE 1992
NORMAS SOBRE REPARACIONES PARA FAMILIARES DE VÍCTIMAS A LAS QUE SE REFIERE EL INFORME DE LA COMISIÓN NACIONAL DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables Senadores:



El Gobierno del Presidente Aylwin constituyó la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, integrada por personas de reconocido prestigio y autoridad moral en Chile, para que, luego de analizar todos los antecedentes que le fuera posible, emitiera en conciencia un informe sobre las más graves violaciones a los derechos humanos cometidos en el país entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.



Se precisó que para estos efectos se entenderían por graves violaciones las situaciones de detenidos desaparecidos, ejecutados y torturados con resultado de muerte, en que apareciera comprometida la responsabilidad moral del Estado, por actos de sus agentes o de personas a su servicio; como, asimismo, los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos.



La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, juntamente con evacuar su informe, propuso una serie de medidas de reparación moral y material en beneficio de familiares de las víctimas a que se refiere el Informe.



Dicha Comisión entendió por reparación un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia del Informe.



La reparación ha de convocar a toda la sociedad chilena; ha de ser un proceso orientado al reconocimiento de los hechos conforme a la verdad, a la dignificación moral de las víctimas y a la consecución de una mejor calidad de vida para las familias más directamente afectadas.



El proceso de reparación supone el coraje de enfrentar la verdad y la realización de justicia; requiere de generosidad para reconocer las faltas y de actitudes de perdón para llegar al reencuentro entre los chilenos.



Es verdad que la desaparición o la muerte de un ser querido constituyen pérdidas irreparables; por lo que no es posible establecer una correlación entre el dolor, la impotencia y las esperanzas de las víctimas, con las medidas que se proponen. No obstante ello, la reparación, tanto moral como material, parece ser una tarea absolutamente necesaria para el afianzamiento de una democracia plena.



Por estas razones, el Gobierno ha presentado un proyecto de ley para hacer efectivas las proposiciones de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, tendientes a reparar el daño moral y patrimonial que ha afectado a los familiares de las víctimas.



Señor Presidente, en este proyecto —que informo en nombre de la Comisión—, en primer lugar, se crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, que será un Servicio público descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Interior. Su objeto será la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.



Le corresponderá promover la reparación moral y material de los familiares de las víctimas, y darles la asistencia social y legal que requieran para acceder a los beneficios contemplados en esta iniciativa. Asimismo, promover y coadyuvar a las acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas respecto de las cuales, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados. En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a ese propósito. En los casos en que aparezcan hechos que revistan caracteres de delitos, deberá ponerlos en conocimiento de los tribunales de justicia.



Además, deberá guardar en depósito los antecedentes reunidos tanto por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación como por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación y todos aquellos que, sobre casos y asuntos similares a los por ella tratados, se reúnan en lo futuro.



El acceso a la información será reglamentado, asegurando la confidencialidad de aquellos documentos que así lo requieran, sin perjuicio de que los tribunales de justicia puedan acceder a dicha información. 



Además, le corresponde recopilar antecedentes y efectuar las indagaciones necesarias para dictaminar en aquellos casos que conoció la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y en que no le fue posible formarse convicción respecto de la calidad de víctima de violaciones a los derechos humanos, de la violencia política o de casos de la misma naturaleza, sobre los que no tuvo conocimiento oportuno o, habiéndolo tenido, no se pronunció sobre ellos por falta de antecedentes.



Si la Corporación se forma convicción sobre la calidad de víctima de la persona a que se refiere la denuncia, lo comunicará de inmediato a los órganos pertinentes de la Administración del Estado, a fin de que concedan a los beneficiarios los derechos y prestaciones que les otorga la ley en proyecto.



También puede celebrar convenios con instituciones o corporaciones sin fines de lucro y formular proposiciones para la consolidación de una cultura de respete de los derechos humanos.



Para conseguir sus objetivos, la Corporación podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de Estado. Y se declara que la ubicación de las personas detenidas desaparecidas como la de los cuerpos de las personas ejecutadas y el conocimiento de las circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituyen un derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena.



La dirección de la Corporación corresponderá a un Consejo Superior, integrado por un consejero, que presidirá dicho Consejo, y por seis consejeros, designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.



Las funciones del Consejo Superior son las de ejercer la dirección superior de la Corporación y declarar la calidad de víctima de violaciones de los derechos humanos o de la violencia política.



La planta del personal contempla el cargo de presidente, de secretario y de jefe de departamento, con un total de 15 personas.



El personal de la Corporación se regirá por las disposiciones del Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones estará afecto a las normas del decreto ley N° 249.



Los órganos y servicios de la Administración del Estado podrán destinar a funcionarios de sus respectivas dependencias en comisión de servicio a la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, sin sujetarse a la limitación establecida en el inciso primero del artículo 70 de la ley N° 18.834.



El patrimonio de la Corporación estará constituido por toda clase de bienes muebles e inmuebles que ella adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos; otros aportes; los frutos de tales bienes, y las donaciones en favor de ella.



La Corporación estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos y al control de legalidad.



La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación tendrá una vigencia legal de 36 meses, contados desde la fecha de publicación de la ley. Transcurrido tal lapso se extinguirá por el solo ministerio de la ley. Sus bienes quedarán a disposición del Fisco o de alguno de sus organismos, lo que se determinará mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la República podrá prorrogar su vigencia por un plazo no superior a doce meses.



Entre los beneficios que contempla la ley, se establece una pensión mensual de reparación en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política, las cuales se individualizan en el volumen segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, y de quienes se reconozcan en tal calidad por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.



Serán causantes de la pensión de reparación las personas declaradas victimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política, de acuerdo a lo establecido en esta ley.



La pensión mensual establecida en el artículo 15 ascenderá a la cantidad de $ 140.000, más el porcentaje equivalente a la cotización para salud; no estará sujeta a otra cotización previsional que aquélla y se reajustará en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 del decreto ley 2.448.



Serán beneficiarios de la pensión establecida el cónyuge sobreviviente; la madre del causante o el padre de éste cuando aquélla faltare; la madre de los hijos naturales del causante o el padre de éstos cuando aquélla fuere la causante y los hijos menores de 25 años o discapacitados de cualquier edad sean legítimos, naturales, adoptivos o ilegítimos.



La pensión se distribuirá entre los beneficiarios indicados precedentemente en la forma que determina la ley.



Además, señor Presidente, en esta normativa se establecen otros beneficios, como los médicos, que se otorgan a los beneficiarios señalados, mientras mantengan la calidad de tales; el derecho de recibir gratuitamente las prestaciones médicas señaladas en los artículos 8° y 9° de la ley N° 18.469, que en la modalidad de atención institucional se otorguen en los establecimientos dependientes o adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud creado por el decreto ley N° 2.763, de 1979, y en la modalidad que establezca el Ministerio de Salud.



También se otorgan garantías educacionales a los hijos de los causantes indicados en esta ley, los que tendrán derecho a recibir los beneficios de tal carácter que se establecen en el correspondiente título. La edad límite para impetrarlos será la de 35 años.



Los alumnos de universidades e institutos profesionales con aporte fiscal tendrán derecho al pago de la matrícula y del arancel mensual. El costo del beneficio será de cargo del Fondo de Becas y Desarrollo de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Por otra parte, se establece que los hijos legítimos, naturales y adoptivos quedarán en la categoría de "disponibles" a que se refiere el artículo 30, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, cuando así lo soliciten directamente o por intermedio de la Corporación.



En cuanto al financiamiento, los beneficios establecidos en la ley serán administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y se financiarán con cargo a los recursos que se contemplan en el Presupuesto.



El proyecto en debate, señor Presidente, fue discutido prolongadamente durante 10 sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la asistencia del señor Ministro Secretario General de Gobierno y de varios personeros invitados, como el señor Subsecretario, el Director del Instituto de Normalización, el Jefe de Informática, el Director de la Oficina Nacional de Retorno y el asesor jurídico de la Secretaría General de Gobierno. Además, concurrieron los representantes de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, el jefe del Departamento Jurídico de la Vicaria, las representantes de la Agrupación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos, las representantes de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, y las representantes de la Corporación Nacional Pro Defensa de la Paz, señoras María Angélica y Sofía Prats.



Durante las sesiones de la Comisión, participaron los miembros de ella, Honorables señores Martin (Presidente), Soto, Cantuarias, Urenda (en algunas oportunidades), Ríos, Díaz, Ruiz-Esquide y el que habla.



El informe es muy exhaustivo y consta de 138 páginas.



Finalmente, la Comisión considera de justicia destacar el trabajo esforzado y eficiente del Secretario de ella, don Patricio Uslar Vargas, y solicita la aprobación en general y en particular de esta iniciativa de ley.

El señor CORREA (Ministro Secretario General de Gobierno).— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Conforme al acuerdo adoptado, terminada la relación y después de escuchar al señor Ministro, se pondrá en votación general el proyecto.



Como se han presentado muchas indicaciones, se solicitará a la Comisión respectiva estudiarlas, para lo cual puede trabajar simultáneamente con la Sala. Terminado el estudio por parte de ella, se dará cuenta al Senado y se discutirá en particular el proyecto.



Mientras tanto, se iniciaría la discusión del proyecto sobre CODELCO. 



 Ése es el acuerdo adoptado.

LEG. 323, SESIÓN 38° DE 23 DE ENERO DE 1992
NORMAS SOBRE REPARACIONES PARA FAMILIARES DE VÍCTIMAS A LAS QUE SE REFIERE EL INFORME DE LA COMISIÓN NACIONAL DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN.
El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorables Senadores:



El Gobierno del Presidente Aylwin constituyó la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, integrada por personas de reconocido prestigio y autoridad moral en Chile, para que, luego de analizar todos los antecedentes que le fuera posible, emitiera en conciencia un informe sobre las más graves violaciones a los derechos humanos cometidos en el país entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.



Se precisó que para estos efectos se entenderían por graves violaciones las situaciones de detenidos desaparecidos, ejecutados y torturados con resultado de muerte, en que apareciera comprometida la responsabilidad moral del Estado, por actos de sus agentes o de personas a su servicio; como, asimismo, los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos.



La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, juntamente con evacuar su informe, propuso una serie de medidas de reparación moral y material en beneficio de familiares de las víctimas a que se refiere el Informe.



Dicha Comisión entendió por reparación un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia del Informe.



La reparación ha de convocar a toda la sociedad chilena; ha de ser un proceso orientado al reconocimiento de los hechos conforme a la verdad, a la dignificación moral de las víctimas y a la consecución de una mejor calidad de vida para las familias más directamente afectadas.



El proceso de reparación supone el coraje de enfrentar la verdad y la realización de justicia; requiere de generosidad para reconocer las faltas y de actitudes de perdón para llegar al reencuentro entre los chilenos.



Es verdad que la desaparición o la muerte de un ser querido constituyen pérdidas irreparables; por lo que no es posible establecer una correlación entre el dolor, la impotencia y las esperanzas de las víctimas, con las medidas que se proponen. No obstante ello, la reparación, tanto moral como material, parece ser una tarea absolutamente necesaria para el afianzamiento de una democracia plena.



Por estas razones, el Gobierno ha presentado un proyecto de ley para hacer efectivas las proposiciones de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, tendientes a reparar el daño moral y patrimonial que ha afectado a los familiares de las víctimas.



Señor Presidente, en este proyecto —que informo en nombre de la Comisión—, en primer lugar, se crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, que será un Servicio público descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Interior. Su objeto será la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.



Le corresponderá promover la reparación moral y material de los familiares de las víctimas, y darles la asistencia social y legal que requieran para acceder a los beneficios contemplados en esta iniciativa. Asimismo, promover y coadyuvar a las acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas respecto de las cuales, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados. En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a ese propósito. En los casos en que aparezcan hechos que revistan caracteres de delitos, deberá ponerlos en conocimiento de los tribunales de justicia.



Además, deberá guardar en depósito los antecedentes reunidos tanto por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación como por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación y todos aquellos que, sobre casos y asuntos similares a los por ella tratados, se reúnan en lo futuro.



El acceso a la información será reglamentado, asegurando la confidencialidad de aquellos documentos que así lo requieran, sin perjuicio de que los tribunales de justicia puedan acceder a dicha información. 



Además, le corresponde recopilar antecedentes y efectuar las indagaciones necesarias para dictaminar en aquellos casos que conoció la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y en que no le fue posible formarse convicción respecto de la calidad de víctima de violaciones a los derechos humanos, de la violencia política o de casos de la misma naturaleza, sobre los que no tuvo conocimiento oportuno o, habiéndolo tenido, no se pronunció sobre ellos por falta de antecedentes.



Si la Corporación se forma convicción sobre la calidad de víctima de la persona a que se refiere la denuncia, lo comunicará de inmediato a los órganos pertinentes de la Administración del Estado, a fin de que concedan a los beneficiarios los derechos y prestaciones que les otorga la ley en proyecto.



También puede celebrar convenios con instituciones o corporaciones sin fines de lucro y formular proposiciones para la consolidación de una cultura de respete de los derechos humanos.



Para conseguir sus objetivos, la Corporación podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de Estado. Y se declara que la ubicación de las personas detenidas desaparecidas como la de los cuerpos de las personas ejecutadas y el conocimiento de las circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituyen un derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena.



La dirección de la Corporación corresponderá a un Consejo Superior, integrado por un consejero, que presidirá dicho Consejo, y por seis consejeros, designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.



Las funciones del Consejo Superior son las de ejercer la dirección superior de la Corporación y declarar la calidad de víctima de violaciones de los derechos humanos o de la violencia política.



La planta del personal contempla el cargo de presidente, de secretario y de jefe de departamento, con un total de 15 personas.



El personal de la Corporación se regirá por las disposiciones del Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones estará afecto a las normas del decreto ley N° 249.



Los órganos y servicios de la Administración del Estado podrán destinar a funcionarios de sus respectivas dependencias en comisión de servicio a la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, sin sujetarse a la limitación establecida en el inciso primero del artículo 70 de la ley N° 18.834.



El patrimonio de la Corporación estará constituido por toda clase de bienes muebles e inmuebles que ella adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos; otros aportes; los frutos de tales bienes, y las donaciones en favor de ella.



La Corporación estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos y al control de legalidad.



La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación tendrá una vigencia legal de 36 meses, contados desde la fecha de publicación de la ley. Transcurrido tal lapso se extinguirá por el solo ministerio de la ley. Sus bienes quedarán a disposición del Fisco o de alguno de sus organismos, lo que se determinará mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la República podrá prorrogar su vigencia por un plazo no superior a doce meses.



Entre los beneficios que contempla la ley, se establece una pensión mensual de reparación en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política, las cuales se individualizan en el volumen segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, y de quienes se reconozcan en tal calidad por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.



Serán causantes de la pensión de reparación las personas declaradas victimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política, de acuerdo a lo establecido en esta ley.



La pensión mensual establecida en el artículo 15 ascenderá a la cantidad de $ 140.000, más el porcentaje equivalente a la cotización para salud; no estará sujeta a otra cotización previsional que aquélla y se reajustará en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 del decreto ley 2.448.



Serán beneficiarios de la pensión establecida el cónyuge sobreviviente; la madre del causante o el padre de éste cuando aquélla faltare; la madre de los hijos naturales del causante o el padre de éstos cuando aquélla fuere la causante y los hijos menores de 25 años o discapacitados de cualquier edad sean legítimos, naturales, adoptivos o ilegítimos.



La pensión se distribuirá entre los beneficiarios indicados precedentemente en la forma que determina la ley.



Además, señor Presidente, en esta normativa se establecen otros beneficios, como los médicos, que se otorgan a los beneficiarios señalados, mientras mantengan la calidad de tales; el derecho de recibir gratuitamente las prestaciones médicas señaladas en los artículos 8° y 9° de la ley N° 18.469, que en la modalidad de atención institucional se otorguen en los establecimientos dependientes o adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud creado por el decreto ley N° 2.763, de 1979, y en la modalidad que establezca el Ministerio de Salud.



También se otorgan garantías educacionales a los hijos de los causantes indicados en esta ley, los que tendrán derecho a recibir los beneficios de tal carácter que se establecen en el correspondiente título. La edad límite para impetrarlos será la de 35 años.



Los alumnos de universidades e institutos profesionales con aporte fiscal tendrán derecho al pago de la matrícula y del arancel mensual. El costo del beneficio será de cargo del Fondo de Becas y Desarrollo de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Por otra parte, se establece que los hijos legítimos, naturales y adoptivos quedarán en la categoría de "disponibles" a que se refiere el artículo 30, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, cuando así lo soliciten directamente o por intermedio de la Corporación.



En cuanto al financiamiento, los beneficios establecidos en la ley serán administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y se financiarán con cargo a los recursos que se contemplan en el Presupuesto.



El proyecto en debate, señor Presidente, fue discutido prolongadamente durante 10 sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la asistencia del señor Ministro Secretario General de Gobierno y de varios personeros invitados, como el señor Subsecretario, el Director del Instituto de Normalización, el Jefe de Informática, el Director de la Oficina Nacional de Retorno y el asesor jurídico de la Secretaría General de Gobierno. Además, concurrieron los representantes de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, el jefe del Departamento Jurídico de la Vicaria, las representantes de la Agrupación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos, las representantes de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, y las representantes de la Corporación Nacional Pro Defensa de la Paz, señoras María Angélica y Sofía Prats.



Durante las sesiones de la Comisión, participaron los miembros de ella, Honorables señores Martin (Presidente), Soto, Cantuarias, Urenda (en algunas oportunidades), Ríos, Díaz, Ruiz-Esquide y el que habla.



El informe es muy exhaustivo y consta de 138 páginas.



Finalmente, la Comisión considera de justicia destacar el trabajo esforzado y eficiente del Secretario de ella, don Patricio Uslar Vargas, y solicita la aprobación en general y en particular de esta iniciativa de ley.

El señor CORREA (Ministro Secretario General de Gobierno).— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Conforme al acuerdo adoptado, terminada la relación y después de escuchar al señor Ministro, se pondrá en votación general el proyecto.



Como se han presentado muchas indicaciones, se solicitará a la Comisión respectiva estudiarlas, para lo cual puede trabajar simultáneamente con la Sala. Terminado el estudio por parte de ella, se dará cuenta al Senado y se discutirá en particular el proyecto.



Mientras tanto, se iniciaría la discusión del proyecto sobre CODELCO. 



 Ése es el acuerdo adoptado.

LEG. 323, SESIÓN 41° DE 27 DE FEBRERO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES. VETO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, Honorable Senado:



Los Senadores del Partido Demócrata Cristiano, acatando el fallo del Tribunal Constitucional, concurrirán con sus votos a la aprobación del veto aditivo formulado por Su Excelencia el Presidente de la República, que adecua el proyecto aprobado por esta Corporación a lo resolutivo de la sentencia y completa otras normas que lo perfeccionan. Sin embargo, estimamos nuestro deber formular ciertas observaciones, tanto preliminares como de fondo, respecto del asunto que nos ocupa.



La finalidad de la iniciativa es permitir avanzar en el perfeccionamiento democrático comunal y mejorar el sistema de gestión municipal. Ambos objetivos aparecen logrados, y es todo el sistema institucional el que ha permitido tal desenlace. También es fruto de la buena voluntad de todos los actores políticos. Con ello, pensamos, ganó la democracia y ganó Chile.



Los Senadores de mi Partido no pretendemos eludir la responsabilidad por las posibles imperfecciones del articulado despachado. En efecto, para construir un consenso hemos postergado legítimas aspiraciones, hemos limado asperezas y hemos conciliado posiciones. Precisamente, el esfuerzo se nota en nuestras manos. No queremos ser de aquellos que rechazaba Charles Peguy: "Tienen las manos limpias, porque no tienen manos".



Vistos el objetivo y las limitaciones de tiempo, no compartimos los juicios excesivos que han calificado peyorativamente tanto la normativa aprobada como la propia labor de este Honorable Senado.



La responsabilidad por el buen resultado que hoy logramos y por las limitaciones e imperfecciones es compartida no sólo con la Oposición —que hizo el aporte que su rol le exige—, sino, en especial, con la mayoría parlamentaria que aprobó el proyecto y con el Ejecutivo, que es colegislador.



Debe recordarse que la Constitución de 1980 atribuyó al Presidente de la República extensos poderes de iniciativa y, en especial, el manejo exclusivo de las urgencias. Enfrentado a tales urgencias, el Congreso Nacional trató el proyecto con la prontitud, dedicación y esfuerzo máximo que le fueron permitidos por los plazos que le fueron señalados, partiendo ellos, por lo demás, del mandato constitucional que todas las colectividades políticas se impusieron para tener elecciones municipales no más allá del 28 de junio de 1992.



Nuestro análisis del fallo del Tribunal Constitucional es claro. De 7 requerimientos de inconstitucionalidad, 5 fueron rechazados, y uno, referido a la igualdad de partidos e independientes, fue acogido con votación dividida.



Concordamos con el voto de minoría de los Ministros señores Aburto, Cereceda y Velasco, quienes fueron de opinión de desechar también el requerimiento en esta parte, porque, en su concepto, el proyecto analizado no establece diferencias arbitrarias entre los candidatos independientes y los afiliados a partidos políticos, sino que tiende razonablemente a mantener la naturaleza e identidad de los primeros y armoniza en lo fundamental con los principios que sobre la materia sigue la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, cuyos preceptos atinentes al tema fueron considerados en su oportunidad por este Tribunal ajustados a la Constitución.". Y agrega la sentencia: "Además los disidentes estiman que si se permitiera a los candidatos independientes celebrar subpactos con partidos políticos perderían su naturaleza específica de independientes, transformándose de hecho en verdaderos militantes de partidos políticos desnaturalizándose así su calidad de tales.".



Los Senadores requirentes han obtenido, por 4 votos contra 3, que los independientes puedan celebrar subpactos con partidos políticos, pero el juicio definitivo lo dará la ciudadanía en las urnas. Ella dirá si los independientes serán considerados tales y dignos de su confianza, o si serán, de hecho, verdaderos militantes encubiertos.



Nos complace que, tácitamente, el Tribunal Constitucional haya corregido el principal defecto del requerimiento, que en declaración pública de 22 de enero los Senadores democratacristianos llamamos "ánimo obstruccionista ante el proyecto municipal". En efecto, el requerimiento presentado impugnó globalmente el sistema electoral contemplado en el proyecto y objetó todos los artículos, desde el 85 hasta el 103, argumentando que constituían una unidad. El Tribunal Constitucional no acogió esta solicitud de impugnación global, y sólo declaró la inconstitucionalidad de los artículos 87, 100, inciso primero, y 101 bis referentes a independientes y pactos y subpactos con partidos políticos. En este sentido, el Tribunal acogió lo señalado en la respuesta del Honorable Senado al Tribunal Constitucional; a saber, que no "puede aceptarse por ultra petita una impugnación global de todo el sistema electoral aprobado en el Congreso, porque operando el control eventual o facultativo de constitucionalidad, el requerimiento debe precisar preceptos determinados y los vicios de constitucionalidad que los aquejarían,".



Por unanimidad, el Tribunal decidió que la norma para la devolución de expensas electorales, tal como fue redactada, entraba en el ámbito de la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos y, en consecuencia, debió haber sido aprobada por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio. Acatamos este fallo, pero hubiéramos deseado que se hubiese contemplado, de un modo más explícito, por qué no se aceptaron las razones que la respuesta del Honorable Senado consignó como fundamentos de la mayoría parlamentaria para haber aprobado el precepto en la forma en que lo hizo esta Corporación.



Igualmente, hubiéramos deseado que el Tribunal se hubiera hecho cargo, de modo explícito, de las razones que esgrimimos los Senadores democratacristianos y el Presidente de la Cámara de Diputados para alegar que, operando el control obligatorio de constitucionalidad, se excluía el control facultativo o eventual propio de leyes que no fueren orgánicas constitucionales o interpretativas de la Constitución.



Esa, señor Presidente, es nuestra posición.



Hemos trabajado por el fortalecimiento de la democracia en nuestro país, y el sistema jurídico ha funcionado suficientemente bien como para que los objetivos centrales se hayan cumplido cabalmente.



El Presidente de la República ha enviado un veto aditivo que apoyamos con decisión, reservando nuestro aporte al perfeccionamiento de la Constitución y al Estado de Derecho democrático para cuando sea oportuno.



Deseamos recordar, eso sí, lo que dice José María Maravall, catedrático de Sociología Política en Madrid: "Se trata de reforzar los movimientos sociales democráticos, pero para complementar, estimular y enriquecer políticamente á los partidos, no para sustituirlos; se trata; también de asentar instituciones extraparlamentarias de participación, de base vecinal, sindical o municipal, pero para complementar y a la vez vivificar la institución parlamentaria, no como alternativa de ésta".



Hacia ello encauzaremos y hemos encauzado nuestros esfuerzos, y éste, que damos hoy, es un paso decisivo.   He dicho.
LEG. 323, SESIÓN 42° DE 10 DE MARZO DE 1992
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PENAL Y DE LEY N° 18.314

El señor PACHECO.- Señor Presidente, en doctrina, el arrepentimiento eficaz es una de las excusas legales absolutorias que, sin eliminar la antijuridicidad del hecho, son establecidas por el legislador por causas de utilidad y conveniencia práctica, de índole social o de política criminal, y no por razones de carácter jurídico.



Se ha reprochado a esta excusa legal el contravenir principios adoptados por la ciencia penal desde hace muy larga data. Tales son los de equilibrio entre la conducta punible y la sanción, y de tratamiento legal igualitario a los distintos actores que intervienen en un hecho punible.



Sin embargo, ella aparece justificada por la necesidad de defender a la sociedad del ataque de la delincuencia y el terrorismo. No es admisible reconocer un valor a la lealtad entre delincuentes que se asocian para infringir la ley.



Durante la discusión general se formularon diversas observaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados, algunas de las cuales dieron origen más tarde a modificaciones que la Comisión introdujo al tratar el proyecto en particular y que podemos sintetizar como sigue:



a) Fijar a estos preceptos una vigencia temporal;



b) Autorizar una rebaja de pena por el simple abandono de la asociación ilícita, aunque no se consiga desarticular la organización ni descubrir a sus cabecillas;



c) Extender la aplicación de esta institución a otras figuras penales que a la sociedad interesa combatir: la delincuencia violenta, el narcotráfico y otras;



d) Incorporar al arrepentimiento eficaz la aportación de antecedentes que permitan el descubrimiento y castigo de hechos pasados, además de la prevención de delitos;



e) Incorporar como elementos de esta figura la obligación de reconocer la ilicitud de la actividad desarrollada, la de asumir un comportamiento objetivamente incompatible con la pertenencia a una asociación ilícita y la de repudiar clara y categóricamente el uso de la violencia;



f) Precisar en la ley hasta qué momento es aceptable el arrepentimiento;



g) Dejar al reglamento la determinación de la forma de prestar protección al arrepentido, y



h) Extender el beneficio del arrepentimiento al condenado.



Señor Presidente, la Comisión (que integro) aprobó el proyecto en general, por unanimidad, porque estuco de acuerdo con la idea básica que persigue la iniciativa: suministrar una herramienta jurídica eficaz para combatir el terrorismo, mediante el expediente más apropiado al efecto, cual es el de la prevención de tales delitos.



En mérito de estos antecedentes, los Senadores democratacristianos aprobaremos en general el proyecto.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 43° DE 17 DE MARZO DE 1992
HOMENAJE A MONSEÑOR CARLOS GONZÁLEZ CRUCHAGA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



El 5 de marzo pasado, Monseñor Carlos González Cruchaga cumplió 25 años como Obispo de la Diócesis de Talca. Es éste un acontecimiento trascendente para la Iglesia Católica y para Chile.



La Diócesis de Talca ha tenido tres Obispos: Monseñor Carlos Silva Cotapos (1925 a 1938), Monseñor Manuel Larraín Errázuriz (1938 a 1966) y Monseñor Carlos González Cruchaga (1966 hasta la fecha).



Monseñor Carlos González Cruchaga nació en Santiago el 8 de junio de 1921, hijo de don Guillermo González Echeñique y de doña Elena Cruchaga Tocornal. Es el cuarto entre siete hermanos. Era primo del padre Alberto Hurtado, quien fue su padrino de bautismo.



Realizó sus estudios en el colegio San Ignacio, y en 1937 ingresó a la Universidad Católica .para seguir la carrera de Agronomía, la que suspendió a fin de incorporarse al Seminario Pontificio.



En 1938 ingresó al Seminario Mayor de Santiago, y realizó sus estudios en la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, donde obtuvo los grados de Bachiller y de Licenciado en Teología.



Ordenado sacerdote el 23 de septiembre de 1944 en la Arquidiócesis de Santiago por Monseñor José María Caro, fue nombrado Vicario Cooperador de la Parroquia San Joaquín, de Santiago, entre 1944 y 1946.



Se desempeñó como Asesor Nacional de la Juventud Obrera Católica (JOC) entre 1947 y 1949. En este último año fue nombrado Párroco de la Parroquia Cristo Resucitado, en la Capital. En 1950 fue designado en el Seminario Pontificio de Santiago, donde sirvió gran parte de su vida sacerdotal y ocupó los cargos de Prefecto de Teología y Director Espiritual. En este mismo período asumió como Asesor Nacional de los Universitarios Católicos.



En 1962 fue nombrado Rector del Seminario Mayor, cargo que ocupó hasta 1966.



El 5 de enero de 1967, Su Santidad el Papa Paulo VI lo designó Obispo de Talca, siendo consagrado en la Catedral de esa ciudad el 5 de marzo del mismo año.



Durante el ejercicio episcopal ha sido elegido por los obispos para distintas tareas: miembro del Comité Permanente y Vicepresidente en los años 1968 a 1969 y 1982 a 1983; integrante del Comité en los períodos 1976 a 1977 y 1980 a 1981; miembro de la Comisión Pastoral del Episcopado en los años 1976 y 1977; Presidente de la Conferencia Episcopal en el período 1988 a 1989, y reelegido por tres años en 1990.



Por varios años se ha desempeñado como miembro de la Comisión Episcopal de Seminarios.



Monseñor Carlos González ha sido un Pastor que ha trabajado, con inspiración evangélica, por la renovación interna de la Iglesia, la difusión del Evangelio y el diálogo con el mundo actual.



Como ha dicho Monseñor Alejandro Goic, Obispo Auxiliar de Talca, Monseñor Carlos González "Ha sido y es verdaderamente un pastor para tiempos nuevos. Durante estos fecundos 25 años ha celebrado dos sínodos diocesanos "para renovar nuestra vida haciéndonos servidores de su palabra" (oración del Sínodo); ha impulsado la vida contemplativa, como dimensión esencial de la fe, apoyando al convento de las Carmelitas Descalzas y ayudando a crear el monasterio de las Hermanas Trapenses de Quilvo, dos lugares de silencio, de oración, de trabajo, de entrega oblativa que nos recuerdan a todos lo único verdaderamente necesario, Dios como el absoluto de nuestras vidas; su amor a los sacerdotes se ha plasmado en el Seminario San Pablo de Rauquén, que en sus 10 años de vida ya ha entregado pastores para la iglesia hermana de Linares y la nuestra; su preocupación por los predilectos del Señor, los más pobres y los campesinos —en continuidad con su antecesor Monseñor Manuel Larraín— le llevó a crear el Centro Regional de Asistencia Técnica y Empresarial (CRATE), fundación que en sus 15 años de existencia ha contribuido a promover, capacitar, defender y desarrollar a los campesinos; ha impulsado en estos años diversos proyectos pastorales para una mayor participación laical y fortalecido las comunidades eclesiales de base. Recientemente ha aceptado el desafío de la Universidad Católica del Maule, como organismo dependiente del Obispado de Talca, para impulsar la formación de profesionales con espíritu cristiano y fortalecer el diálogo fe-cultura.".



Durante estos 25 años de Obispo ha escrito más de 200 Cartas Pastorales, entre las cuales cabe destacar: "Para ser dignos y libres", "A los campesinos de Talca y Curicó", "Unidad de la Iglesia Católica y conflictos actuales", "La verdad lleva al amor", "La Iglesia después del plebiscito", "Tres piedras en el camino", "Los silencios de Dios", "Espiritualidad para una ecología cristiana integral", "Verdad y Reconciliación", "El Padre Hurtado, un hombre de Dios", "El rostro de Jesús" y "Un camino para crecer en fraternidad cristiana".



Con motivo de este aniversario se ha publicado la obra "Obispo de Talca por 25 años, Selección de Cartas Pastorales", libro que será muy valioso para conocer el pensamiento del Pastor, que se encuentra centrado en el amor: a Dios, al prójimo, a los más pobres, especialmente a los campesinos, y a Chile.



Para Monseñor Carlos González, "El gran pecado de hoy es la incapacidad de amar. Porque la gente se autoabastece, se incomunica, se encierra en sus pequeños mundos y eso la incapacita para el amor.".



"El amor se aprende en el corazón de Cristo, porque El sabía lo que es amar. El enseñó que era necesario dar la vida por los amigos y así lo vivió en la cruz.". "Todos tenemos una cruz en nuestras vidas y es necesario asumirla para entrar en el camino del amor.".



En otro de sus escritos ("El Rostro de Jesús") nos expresa que "Para vivir la fe es conveniente reflexionar sobre lo que implica creer en el sentido más amplio. La fe no es solamente una relación con Dios, ya que va unida a ella, en forma inseparable, un modo de relacionarse con el hombre: "El que dice que cree en Dios y no ama al hermano está en la mentira.".".



"En toda la vida humana, en el matrimonio, en el sacerdocio, en la relación de padres e hijos, siempre hay una realidad fundamental que determina las relaciones humanas y la relación con Dios: es el amor, su calidad, su orientación y su fuerza.".



"El matrimonio y la vida familiar se construyen en el amor; un hombre o una mujer se consagran a Dios por razones de amor. Sin amor las relaciones humanas se vuelven comerciales, utilitarias; es decir relaciones inhumanas. Cuando no hay amor se vive en el cálculo, en la estrategia, en la conveniencia. Siempre nos ayudará meditar el himno de la caridad (I Corintios, capítulo 13) donde San Pablo nos recuerda que, sin amor, la vida no tiene sentido. Aun cuando vivamos con fe, con sabiduría, con inteligencia, una sola cosa es necesaria: el amor. Si lo cuidamos ciertamente descubriremos que es un tesoro que se acrecienta a medida que se comparte y que todo lo demás se nos dará por añadidura. El amor es el camino para construir la vida humana, valorizar las personas y ayudarles a crecer." ("Los Silencios de Dios").



En sus escritos, Monseñor Carlos González pone énfasis en el amor a los pobres.



¿Quiénes son los pobres en nuestro tiempo?



Monseñor Carlos González expresa que "El pobre es aquel que siempre escucha, pero que jamás suele ser escuchado".



"Quien es pobre de verdad, generalmente no es escuchado. Debe esperar largas horas para ser atendido en un hospital y está en lista de espera para conseguir trabajo. No tiene privilegios y pertenece al montón. No tiene "padrinos" o influencias y debe seguir el camino lento de los débiles. El pobre es un ser con frecuencia postergado. No sabe explicarse bien, no logra hacerse oír, no es importante y si es analfabeto vale menos aun.".



"Con frecuencia el pobre es un número o una ficha más que una persona. Suele ser tratado como "caso", sin rostro y sin nombre". "Los pobres no intelectualizan la pobreza, simplemente la viven. Ellos saben de la inseguridad del trabajo que se puede perder, de la falta de dinero para pagar los remedios que receta el doctor, de lo difícil que un hijo bien dotado pueda seguir una carrera universitaria de calidad.".



"Es una llaga lacerante que debería quitarnos el sueño si pensamos que en cada una de esas personas hay un hijo de Dios, con igual dignidad de quien tiene dinero y poder. Es una herida abierta en el país y los brotes de violencia y delincuencia nacen mucho más de la pobreza que de las ideologías." ("Un camino para crecer en fraternidad cristiana").



Monseñor Carlos González se refiere en forma especial a los campesinos y expone:



"La Iglesia les pide trabajar y luchar para ser personas con dignidad propia y con autonomía verdadera. Les pide levantar la cabeza y caminar de pie en forma digna y firme. Les pide luchar honradamente por una sociedad campesina en la cual cada campesino sea alguien y no algo. Les pide trabajar por un mundo campesino que luche por salvar su personalidad, su dignidad y su cultura, y todo esto marcado por el signo solidario." ("A los campesinos de Talca y Curicó").



Respecto de la realidad chilena actual, expone Monseñor González: "Quedan muchos heridos en el camino recorrido en los últimos años y los sentimientos personales y familiares mantienen heridas mal cicatrizadas que no han logrado ser superadas.".



"Han aparecido o rebrotado llagas nuevas. El temor de quienes creen posible que se cambie un esquema económico que estiman valioso y se sienten amenazados en sus seguridades; la impaciencia de aquellos que buscan soluciones rápidas y aceleradas a las heridas del pasado; la ansiedad de una generación nueva que ha tomado conciencia de tener capacidad decisiva en la marcha del país.".



"Se podría discutir el grado y la profundidad de estas heridas; es importante no matar la verdad o esconder con frases piadosas o arrojar todas las culpas a otros sin querer reconocer que las heridas también están en nuestro interior y que necesitan cicatrizarse. Esta separación pasa por la verdad y sólo así habrá una mejoría verdadera y no superficial.".



"Se nos pide vivir en verdad, con justicia, y saber perdonar sin desconocer lo que ha sucedido.".



"El país necesita un clima de paz y de serenidad. La desconfianza, el temor a la revancha, nunca han hecho bien a ninguna comunidad humana.".



"La Iglesia está por el perdón y, al mismo tiempo, entiende la necesidad de buscar la justicia y la verdad.".



"El problema candente está en encontrar una síntesis realista y cristiana entre verdad, justicia, perdón y paz." ("La Iglesia después del plebiscito").



Con lo expuesto, señor Presidente, he procurado destacar lo esencial del pensamiento del Pastor.



Durante mi desempeño como Senador por la Región del Maule he podido comprobar que el pensamiento de Monseñor Carlos González se ha encarnado en el corazón de los hombres, mujeres y jóvenes de la zona, y muy especialmente de los obreros y campesinos, que, con la ayuda del Pastor, están superando, con dignidad, sus problemas de pobreza, desocupación, educación, salud y vivienda.



Conociendo a los habitantes de la Región del Maule, creo representar su pensamiento al rendir este homenaje y al expresar que los 25 años de episcopado de don Carlos González Cruchaga constituyen una bendición de Dios para la Diócesis de Talca, para la Iglesia Católica y para Chile.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 44° DE 18 DE MARZO DE 1992
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PENAL Y DE LEY N° 18.314

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en sesión celebrada ayer por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, se estudiaron las diversas indicaciones.



La indicación N° 1, del Senador señor Navarrete, proponía sustituir el artículo 1° del proyecto del primer informe.



Esa enmienda, en sustancia, hacía extensiva la figura del arrepentimiento eficaz que se crea, a las conductas delictuales descritas por la ley N° 18.403, que sanciona el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes.



Además, la indicación modificaba otros elementos de la exención de pena establecidos en el mismo artículo 1°. En primer término, la hacía extensiva a todos los delitos tipificados por la ley N° 18.314, sobre conductas terroristas, en lugar de circunscribirla sólo a la figura de asociación ilícita terrorista, como lo hace el proyecto del primer informe. En segundo lugar, reemplazaba el requisito de no haber cometido el delincuente arrepentido otro delito sancionado por la ley N° 18.314. Y en tercer término, sustituía la exigencia de abandonar la asociación ilícita terrorista, por la de desistirse de la perpetración del delito materia del proceso.



Puesta en votación la indicación, fue rechazada por 4 votos —de los Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Vodanovic— y una abstención —del Honorable señor Hormazábal—, con excepción de la letra b) sustitutiva, propuesta también por el Senador señor Navarrete, que fue rechazada por unanimidad.



No sé si la Mesa quiere que siga informando, o si nos pronunciaremos de inmediato sobre cada una de las indicaciones.

LEG. 323, SESIÓN 45° DE 24 DE MARZO DE 1992
OBLIGACIONES A DIVERSAS ENTIDADES, EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, tengo el honor de informar acerca del proyecto de ley que establece obligaciones a entidades que indica, en materia de seguridad pública.



A las sesiones que la Comisión dedicó a este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables señores Huerta y Otero, y señora Soto; los señores Ministros del Interior, don Enrique Krauss, y de Justicia, don Francisco Cumplido; el abogado del Ministerio del Interior, don Luis Toro; el Director de Orden y Seguridad de Carabineros de Chile, General Inspector señor Alfredo Núñez, y el Subdirector de la Policía de Investigaciones, don Nelson Mery; el Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile A.G., don Adolfo Rojas, y el señor Pablo Kangiser, Director del Programa Legislativo del Instituto de Estudios Políticos y Económicos "Libertad y Desarrollo".



Se requirió, asimismo, la opinión de la Excelentísima Corte Suprema sobre el particular, en diciembre de 1991, pero hasta el momento de emitirse el informe no se había recibido respuesta, como se expresó.



El mensaje que da origen a este proyecto tiene por objeto reforzar, adicionalmente a otras medidas dispuestas por el Gobierno, la seguridad pública y ciudadana, la que puede ser afectada por hechos delictuales de muy diverso cariz, que deben enfrentarse de distintas maneras.



Al respecto, agrega el mensaje que los delitos de robo, cuando son perpetrados en contra de ciertos organismos, proveen a los malhechores de recursos cuantiosos que les permiten continuar con su actividad delictiva, amenazando la seguridad de grupos masivos de personas y causando alarma pública. Por ello, resulta imprescindible que las entidades, en general, adopten las medidas necesarias para prevenirlos o para colaborar con su ulterior investigación judicial.



La iniciativa legal en estudio establece normas y procedimientos que exigen conductas de prevención del delito y de colaboración con los organismos policiales y judiciales por parte de las instituciones, empresas o establecimientos que, por su actividad habitual, se ven especialmente expuestas a sufrir acciones que atenten contra la seguridad subjetiva y objetiva de la población.



Explica el mensaje que, juntamente con este criterio legal corresponderá a la autoridad administrativa, mediante decreto exento, determinar las entidades de que se trata y las reglas de seguridad que éstas deberán implementar, tales como mantención de vigilantes y otras medidas de protección que tengan iguales finalidades.



El proyecto en estudio propone que sea el propio obligado el que especifique, a través de un plan, el modo como efectivamente dará cumplimiento a las medidas de seguridad establecidas por el decreto.



Por otra parte, se estatuye la obligación de los responsables de las entidades de denunciar los delitos de robo que hubieren afectado a éstas, so pena de incurrir en falta.



Además, la iniciativa reconoce y deja a salvo la facultad de quienes se sientan afectados por las cargas que se impongan, conforme a las normas que se proponen, para interponer los reclamos correspondientes.



El proyecto contempla, asimismo, la fiscalización por parte de Carabineros de Chile del cumplimiento de las medidas que deban ejecutarse, e igualmente, la necesaria colaboración que las entidades deben prestar a dicho cuerpo policial. El incumplimiento de las normas que la iniciativa prescribe podrá ser sancionado con multa.



Por último, de acuerdo con la normativa tributaria vigente, se establece expresamente que los gastos en que las empresas deban incurrir como consecuencia de la práctica y aplicación de las medidas de seguridad dispuestas constituyen ítem deducibles para los efectos de determinar el impuesto que grave la renta del respectivo contribuyente.



La Comisión aprobó la idea de legislar por 4 votos contra uno. Se pronunciaron a favor los Honorables señores Vodanovic, Díez, Letelier y el Senador que habla, en tanto que en contra lo hizo el Honorable señor Fernández.



La mayoría compartió las finalidades que persigue la iniciativa de ley en informe y concurrió a su aprobación en el entendido de que en el análisis en particular de sus preceptos se introducirían enmiendas tendientes a despejar las dudas puestas de relieve en la discusión general.



El Honorable señor Fernández fundamentó su voto negativo manifestando compartir los reparos constitucionales que se han formulado al proyecto. Además, y no obstante comprender las necesidades impuestas por las auténticas amenazas que pesan sobre la seguridad pública, el señor Senador se declaró contrario a un sistema basado en el establecimiento de obligaciones y sanciones legales, indicando que, a su juicio, la solución debiera buscarse por la vía de establecer estímulos, franquicias y compensaciones en favor de quienes se sumen, en el ámbito de sus empresas y actividades, a la tarea gubernamental de asegurar el orden.



Agregó que le preocupaba que por este camino se pueda afectar a las empresas en términos de hacerlas perder competitividad, e incluso, de amagar su supervivencia, dada la inevitable repercusión económica de las exigencias que se les impondrían.



Por último, el señor Senador expresó que tampoco podría descartarse que, por un excesivo celo funcionario, se cause perjuicio a la actividad de las entidades de que se trate, no en razón de un ejercicio abusivo de las atribuciones que el proyecto otorga, sino por la inevitable ausencia de otras perspectivas, distintas de la que brinda la seguridad, tales como los efectos económicos en juego.



El estudio de esta iniciativa, señor Presidente, se hizo sobre la base del articulado remitido en el mensaje con que se inició su tramitación y de un conjunto de indicaciones formuladas con relación a ese texto por el Presidente de la República en oficio de fecha 15 de enero próximo pasado.



La discusión se hizo por ideas, y se facultó al Secretario, don Fernando Soffia, para reordenar los artículos del proyecto y reformar sus términos en conformidad a las decisiones adoptadas por la Comisión.



En síntesis, señor Presidente, el contenido del texto es el siguiente.



Se dispone que las entidades que por la naturaleza de sus actividades reciban o paguen valores o dinero a numerosas personas, tales como establecimientos comerciales, servicios de utilidad pública, distribuidoras de combustibles e instituciones y empresas que realizan pagos en dinero efectivo a sus trabajadores, deberán cumplir, en los recintos en que desarrollen tales labores, con las medidas de seguridad de la ley en proyecto, a fin de contribuir con la autoridad en la prevención de delitos y en la protección de la seguridad personal.



Se consigna, además, que mediante decreto supremo expedido a través de los Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones, se determinarán, en forma genérica o específica, las instituciones, empresas y demás establecimientos que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 1°, quedarán sometidos a las obligaciones que fija esta iniciativa, los cuales, dentro del plazo de 60 días de notificado el decreto aludido, deberán presentar un plan de seguridad que contendrá el conjunto de medidas precisas y concretas que adoptarán para ceñirse a estas disposiciones. Serán personalmente responsables del cumplimiento de lo anterior los propietarios, representantes o administradores de las empresas o entidades obligadas, sean éstas comunidades, sociedades u otras personas jurídicas.



Asimismo, se prescribe que los planes de seguridad serán presentados ante el Intendente o Gobernador que corresponda al domicilio del solicitante, autoridad que, para resolver, recabará informe de la Prefectura de Carabineros respectiva.



El plan de seguridad deberá ser puesto en ejecución dentro de los treinta días siguientes a su aprobación, y corresponderá a Carabineros de Chile fiscalizar su cumplimiento, quedando obligada la entidad o establecimiento que lo haya planteado a proporcionar las informaciones pertinentes que le sean requeridas. Además, deberá otorgar facilidades para inspeccionar el recinto correspondiente, con el mismo objeto.



La no presentación del plan de seguridad en los términos y dentro del plazo a que se aludió y el incumplimiento de las normas y obligaciones contenidas en un plan aprobado serán sancionados con multa de 5 a 100 ingresos mínimos mensuales.



Las personas responsables a que se hizo referencia deberán denunciar los delitos de robo que afecten a las entidades de que sean propietarias, representantes o administradoras, dentro de las 24 horas siguientes al momento en que tomen conocimiento de los hechos.



Las entidades que, sin estar obligadas a hacerlo, voluntariamente sometan un plan a la autoridad quedarán sujetas a las disposiciones del presente cuerpo legal, con las salvedades siguientes: podrán retirarlo en cualquier momento, antes de su aprobación definitiva, y podrán dejar sin efecto el plan propuesto por ellas y aprobado por la autoridad.



Mientras mantengan en ejecución un plan de seguridad cuya vigencia obedezca a los términos ya explicados, los contribuyentes tendrán derecho a imputar como gastos necesarios para producir la renta aquellos en que deban incurrir por aplicación de estas normas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta.



Por último, señor Presidente, se señala que en todo lo relativo a vigilantes privados el plan de seguridad y su ejecución deberán adecuarse al decreto ley N° 3.607, de 1981.



En mérito de lo expuesto, señor Presidente, la Comisión solicita aprobar en general el proyecto de ley.



He dicho.
LEG. 323, SESIÓN 46° DE 25 DE MARZO DE 1992
OBLIGACIONES A DIVERSAS ENTIDADES, EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, durante esta discusión, algunos señores Senadores se han referido a los posibles vicios de inconstitucionalidad de que adolecería la iniciativa legal en debate, la cual propone obligaciones a entidades, en materia de seguridad pública.



Dos son los reproches que, desde el punto de vista constitucional, se formulan al proyecto. Primero, que impone arbitraria y selectivamente a empresas e instituciones determinadas una carga pública de carácter patrimonial, atentando contra la norma constitucional que establece la igual repartición de las cargas públicas. Y segundo, que se entrega a la potestad reglamentaria del Presidente de la República, ejercida a través de un decreto supremo, la decisión de determinar cuáles son las empresas que quedarán sujetas a la obligación.



Pasamos a expresar nuestros puntos de vista sobre ambos temas.



En primer lugar, abordaremos lo relativo a la afirmación de que se estaría vulnerando el número 20 del artículo 19 de la Carta Fundamental. Desde luego, partimos del supuesto de que la Constitución debe ser interpretada como un todo orgánico, y no como un conjunto de normas yuxtapuestas. Desde esta perspectiva, cobra singular relevancia el análisis de las concordancias existentes entre las diversas disposiciones del Código Fundamental, ya que de ese modo es posible lograr la visión sistemática que conduce a la correcta interpretación del texto.



En una primera aproximación aparecen como concordancias naturales de los preceptos que nos ocupan, las contenidas en los numerales 2, 21 y 24 del artículo 19, y en el artículo 22 de la Constitución.



En lo referente al número 2 del artículo 19, esta norma, que asegura y garantiza "la igualdad ante la ley", no implica en forma alguna que ésta no pueda establecer diferencias que tengan fundamentos razonables, y que se proyecten en beneficio de la comunidad. Es más, con frecuencia la ley no hace sino marcar estas diferencias. Pero lo que la Carta Fundamental prohíbe son las discriminaciones productos del capricho, carentes de racionalidad. "Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.".



El punto fue ampliamente debatido en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, y quedó expresa constancia en ella en cuanto a que la arbitrariedad significa que la distinción no está asentada en una razón de justicia, o de protección del bien común, y que es una distinción porque sí.



Como lo ha declarado la Corte Suprema en más de una oportunidad, la igualdad ante la ley no es obstáculo al legislador para contemplar las circunstancias especiales que puedan afectar a ciertos sectores y otorgarles tratamientos diferentes de los que gozan otros, siempre que las normas obliguen a todos los que se encuentran dentro de esos grupos.



Por su parte, el Tribunal Constitucional ha sostenido que "es inconstitucional dar un trato igual a situaciones desiguales. Un trato igual para situaciones disímiles no resulta razonable; y como bien se ha dicho "la razonabilidad es el cartabón estándar, de acuerdo con el cual debe apreciarse la medida de igualdad o la desigualdad".



De las consideraciones precedentes se infiere que la igualdad ante la ley no impide en forma alguna que la ley o la autoridad establezcan diferencias, siempre que ellas no sean arbitrarias o injustificadas, carentes de fundamento o irracionales.



El inciso primero del número 21 del artículo 19 de la Constitución asegura a toda persona "el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas que la regulen.". Esta disposición que consagra uno de los principios del Orden Público Económico contenidos en la Constitución vigente, supedita el ejercicio del derecho a que la actividad económica de que se trata se realice "respetando las normas que la regulan".



Conforme a la normativa constitucional, nada obsta, por lo tanto, a que la ley pueda regular —como habitualmente lo hace— las actividades económicas que, en principio, reconoce el mismo Texto Fundamental.



Sobre el particular debe recordarse que ninguno de los derechos reconocidos y garantizados por la Constitución puede ejercerse en forma absoluta. Siempre habrá invocación a valores de entidad superior que, en cierta forma, limiten o restrinjan dicho ejercicio: orden público, moral, seguridad nacional, salubridad, etcétera.



En lo atinente al número 24 del artículo 19 de la Constitución, si bien es cierto que la actual Carta Fundamental se preocupó en forma preferente de vigorizar el derecho de propiedad, no lo es menos que ella no pudo sustraerse a la tradición existente en nuestros ordenamientos superiores en cuanto a consagrar la función social del dominio. De ahí que en el inciso segundo del numeral 24 del artículo 19 se exprese que la ley puede establecer limitaciones y obligaciones por exigencia de los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.



Como es obvio, el orden público y la seguridad ciudadana quedan comprendidos dentro del concepto de seguridad nacional.



Finalmente, en este somero análisis de las principales disposiciones vinculadas con el numeral 20 del artículo 19, no podemos dejar de mencionar el contenido del artículo 22 de la Carta Fundamental. Aun cuando pueda pensarse que la implicancia con el punto que nos ocupa resulta extremadamente tangencial, es indudable que ella cobre una importancia de gran trascendencia desde el momento que representa la única disposición del Capítulo III —De los Derechos y Deberes Constitucionales— que en forma explícita se refiere a los "deberes constitucionales", y entre ellos puntualiza el deber de todos los chilenos de contribuir a preservar la seguridad nacional, y, como ya se ha expresado, el tema se encuentra comprendido dentro de dicho concepto.



En síntesis, quiero decir lo siguiente.



En lo que atañe a las reservas que dicen relación a la constitucionalidad del proyecto de ley en lo tocante a la disposición contenida en el numeral 20 del artículo 19 de la Constitución, cabe puntualizar, primero, que la igualdad ante las cargas públicas no es sino una manifestación de la igualdad ante la ley, y ésta sólo prescribe las distinciones arbitrarias, o sea, aquellas que no tienen una justificación racional; segundo, que la libertad para desarrollar cualquier actividad económica debe respetar las normas que la regulen; tercero, que el derecho de propiedad, en cierta forma implícito en el desarrollo de cualquier actividad económica, puede estar sujeto a limitaciones y obligaciones derivadas de la función social de ella, y entre éstas se encuentra la seguridad nacional, y cuarto, que todo chileno —y la locución, por cierto, comprende a las personas naturales y jurídicas— tiene el deber de contribuir a preservar la seguridad nacional, concepto omnicomprensivo que naturalmente involucra a la seguridad pública y ciudadana.



De acuerdo con lo expuesto, señor Presidente, no se advierte vulneración alguna de los derechos y garantías constitucionales en el articulado del proyecto en lo referente a imponer a las empresas que en él se mencionan ciertas obligaciones concretas que propendan a la prevención y colaboración a la acción de la justicia. En efecto, nadie podría sostener que se conculca la igualdad ante las cargas públicas por exigir a las instituciones creadoras de riesgos a la seguridad de las personas que cumplan con ciertas medidas de resguardo que se traducen en "planes de seguridad". La imposición de estas cargas no resulta en absoluto arbitraria, sino que perfectamente lógica, razonable y consecuente.



A mayor abundamiento, y sin duda con el propósito de hacer menos gravoso el sistema que se implanta, el proyecto consulta en su artículo final una disposición de carácter tributario, por demás equitativa.



Por todo lo expuesto precedentemente, señor Presidente, creo haber demostrado que el proyecto de ley en estudio no adolece de ningún vicio de inconstitucionalidad.

El señor PACHECO.— He terminado mi exposición

LEG. 323, SESIÓN 47° DE 31 DE MARZO DE 1992
INTERPRETACIÓN Y ENMIENDA DE NORMAS ATINENTES A REMUNERACIONES DEL PODER JUDICIAL

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el Senador señor Lavandera ya expuso el contenido del proyecto. La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento lo aprobó por unanimidad, pero le agregó un artículo transitorio que la Honorable señora Soto y el Senador que habla votamos en contra. No quiero abundar en los argumentos del Honorable señor Lavandera.



El artículo transitorio dice: "Lo dispuesto en el artículo 1o no tendrá aplicación en los juicios pendientes en los tribunales de justicia, ni limitará las facultades de éstos para resolverlos, ejerciendo sus atribuciones para interpretar el decreto ley N° 3.058.".



Los fundamentos de nuestros votos disidentes son los siguientes:

Interpretación de la ley



El artículo 3o del Código Civil dispone que sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo generalmente obligatorio. Su inciso segundo establece que las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que actualmente se pronunciaren.



La interpretación de la ley -y que la doctrina ha denominado auténtica o legislativa- es la que se realiza por medio de otra ley, siendo el propio legislador quien señala el sentido y alcance que se debe dar a una ley anterior.



Resulta necesario destacar que la interpretación hecha por el legislador no está sujeta a reglamentación alguna, no así la judicial, que debe ceñirse a las normas contenidas en los artículos 19 al 24 del Código Civil.



La interpretación legislativa procede cuando el legislador lo estima conveniente, por iniciativa propia o a insinuación de los tribunales o de los particulares.

Efectos de la ley interpretativa y retroactividad de la misma



El inciso segundo del artículo 9o del Código Civil dispone que "las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes, se entenderán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio".



A juicio de los profesores Arturo Alessandri y Manuel Somarriva, en su obra "Derecho Civil", Tomo I, páginas 223 y 224, la única limitación que tiene la ley interpretativa es que no puede afectar a las situaciones reconocidas por una sentencia ejecutoriada dictada antes de la promulgación de la ley interpretativa, por oponerse la autoridad de cosa juzgada.



En cuanto a la aplicación y efectos de una ley interpretativa respecto de los juicios pendientes, dichos autores exponen: "Pero, nótese bien, que si en el momento de dictarse la ley interpretativa el litigio se encuentra pendiente, se fallará con arreglo a las disposiciones de esta última ley, porque la excepción sólo rige tratándose de sentencias ejecutoriadas en el tiempo intermedio.".



La razón de lo recientemente expresado -según sus autores- reside en que "jurídicamente en el Derecho chileno las leyes interpretativas no pueden estimarse retroactivas".



A continuación, dicen lo siguiente: "Para que el problema de la retroactividad surja, es menester la coexistencia de dos leyes de diversas fechas. Tratándose de leyes interpretativas, este no ocurre, porque, de acuerdo con el inciso 2o del artículo 9o del Código Civil, las leyes que se limitan a declarar el sentido de otras, se entienden incorporadas en éstas, es decir, las leyes interpretativas se entienden que forman parte de las interpretadas.".



Establecido lo anterior, señor Presidente, surge el problema de determinar cuándo una ley es interpretativa y cuándo no lo es. ¿Basta sólo que la nueva normativa declare expresamente su carácter de interpretativo, o resulta necesario que se desprenda de su espíritu?



Cito textualmente lo que al respecto expresan los profesores Alessandri y Somarriva: "Poco importa que la nueva ley declare expresamente o no su carácter interpretativo; lo que sí es menester que aparezca en ella el espíritu de declarar el sentido de otra ley. Y aun, supongamos que una ley diga expresamente que es interpretativa, ¿bastará esta declaración para darle esa fisonomía, pensando que el legislador es soberano para hacer lo que le plazca? No, dice Roubier, porque no está en la mano del hombre transformar la naturaleza de las cosas, no puede el legislador hacer que una cosa sea lo que no es.".



"Y si al juez se le presenta una ley que manifiesta ser interpretativa y si de su estudio el magistrado concluye que no lo es, deberá decir que está falsamente calificada de interpretativa; pero, por cierto, le dará todos sus efectos que el legislador le dio. Y si éste, mediante el subterfugio de la interpretación, quiso darle efecto retroactivo, el juez debe dárselo, porque su misión es aplicar la ley.".

Posible inconstitucionalidad en que podría incurrir una ley interpretativa



El artículo 73 de la Constitución Política de 1980 dispone lo siguiente: "La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.".



Norma idéntica se establecía en el artículo 80 de la Constitución de 1925.



Señor Presidente, no he encontrado mayores antecedentes sobre este tema, a excepción de dos informes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, de 23 de noviembre de 1943 y 24 de junio de 1965, respectivamente, y que dicen relación con la materia.



El término "avocar", según el Diccionario de la Real Academia, significa "Atraer o llamar a sí un juez o tribunal superior, sin que medie apelación, la causa que se estaba litigando o debía litigarse ante otro inferior. Hoy está absolutamente prohibido.". Su segunda acepción es "Atraer o llamar a sí cualquier superior un negocio que está sometido a examen y decisión de un inferior.".



A juicio del Senador que habla, avocarse una causa pendiente implica, en la práctica, sustituir a un juez en el conocimiento, examen y fallo de un juicio, sin estar facultado para ello. El término "causa" es sinónimo de "juicio", e importa un procedimiento y una sentencia.



Pretender que la dictación de una ley interpretativa, teniendo ésta tal carácter en el fondo y en la forma, significa infringir el artículo 73 de la Constitución, sería un error, ya que se estaría dando a dicho precepto un alcance que no tiene, en desmedro de las facultades del propio legislador, como es la de que "sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo generalmente obligatorio".



Por todas las razones expuestas, señor Presidente, solicito al Honorable Senado aprobar el proyecto, pero rechazar el artículo transitorio agregado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



He dicho.

LEG. 323, SESIÓN 49° DE 07 DE ABRIL DE 1992
SITUACIÓN EN PERÚ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PACHECO.— Voto a favor del proyecto de acuerdo, como testimonio de que estoy haciéndolo a favor de la democracia.
LEG. 323, SESIÓN 50° DE 08 DE ABRIL DE 1992
MOCIÓN DE LOS HH. SENADORES SEÑORES SERGIO DIEZ, SERGIO FERNÁNDEZ, CARLOS LETELIER, MÁXIMO PACHECO Y HERNÁN VODANOVIC, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY Nº.18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

HONORABLE SENADO : 



Hace algún tiempo la sala consultó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y  Reglamento “acerca de la debida inteligencia del artículo 25 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en armonía con el artículo 101 del Reglamento, particularmente en lo concerniente a la facultad del Presidente del Senado para declarar la admisibilidad o la inadmisibilidad de indicaciones previamente declaradas inadmisibles por los Presidentes de las Comisiones”. 

Al informar sobre la consulta formulada la referida Comisión expuso 108 argumentos existentes tanto para considerar que el Senado tiene facultad para revertir 148 declaraciones de inadmisibilidad de indicaciones hechas en Comisiones, 

Sin perjuicio de lo anterior, la citada Comisión hizo presente su opinión unánime en el sentido de que la Sala del Senado debe tener la facultad de reconsiderar no sólo las declaraciones de admisibilidad de indicaciones efectuadas en Comisiones, sino también las de inadmisibilidad, por lo que sugirió modificar el artículo 25 del la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a fin de otorgarle expresamente la mencionada facultad. 



En sesión de fecha 31 de marzo de 1992 el Senado acogió este último planteamiento y encomendó a los Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la presentación del proyecto de ley correspondiente. 



En cumplimiento del mencionado acuerdo, sometemos a la consideración del Senado un proyecto de ley que modifica el señalado artículo 25 de la ley N° 18.918, con el objeto, por una parte, de conceder explícitamente al Presidente del Senado, y a la Sala, la facultad de revertir la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación hecha en Comisiones y, por otra, de precaver la posibilidad de que, una vez resuelta la materia por el Senado, su decisión pueda ser reconsiderada en Comisiones. 



Esta iniciativa se funda en que la Sala es la autoridad máxima de la Corporación, toda vez que en ella se manifiesta la voluntad del Senado, mientras  que las Comisiones son órganos internos de trabajo establecidos para hacer más eficiente y expedito el estudio de las diversas materias de competencia de esta rama del Congreso Nacional, por lo que sus acuerdos sólo tienen el carácter de proposiciones, correspondiéndole a la Sala la adopción de una resolución definitiva sobre las mismas.

A la luz de lo expuesto, nada parece justificar que una materia 

LEG. 323, SESIÓN 50° DE 08 DE ABRIL DE 1992
MODIFICA EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY N° 18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL

Dos mociones de los Honorables señores Diez, Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic:



Con la primera, inician un proyecto de ley que modifica el artículo 25 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de establecer expresamente la facultad del Presidente del Senado y de la Sala para declarar admisibles indicaciones declaradas inadmisibles en Comisiones.



Con la segunda, inician un proyecto de acuerdo que introduce modificaciones al Reglamento del Senado, en relación con el artículo 25 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

LEG. 323, SESIÓN 52° DE 15 DE ABRIL DE 1992
OBLIGACIONES A DIVERSAS ENTIDADES, EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en mi calidad de Senador informante, me permitiré dar cuenta del informe de la Comisión.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento emitió su segundo informe acerca del proyecto de ley que establece obligaciones a diversas entidades en materia de seguridad pública.



A las sesiones en que trató este asunto asistieron, además de sus miembros, los Senadores señora Feliú y señores Huerta, Jarpa, Mc-Intyre, Otero, Pérez y Thayer. También concurrieron el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido, y el abogado del Ministerio del Interior, don Luis Toro.



Los señores Ministros de Justicia y del Interior me solicitaron que diera excusas, en sus nombres, por no haber podido asistir a la sesión de hoy.



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 106 del Reglamento, creo necesario dejar constancia de lo siguiente:



Todos los artículos fueron objeto de indicaciones (51 en total).



De ellas, 20 fueron aprobadas, aprobadas parcialmente o aprobadas con enmiendas; 26 fueron rechazadas; 4 declaradas inadmisibles, y 3 retiradas.



En opinión de la Comisión, el proyecto debe pasar a la Comisión de Hacienda a fin de que se pronuncie sobre el artículo 11, disposición que tiene incidencia en materia presupuestaría y financiera del Estado. La Comisión de Hacienda ya evacuó su informe al respecto.



En términos generales, señor Presidente, los acuerdos adoptados por la Comisión de Constitución en este segundo informe se ajustan a los siguientes criterios:



1) Se traza una separación neta entre las instituciones bancarias y financieras, las entidades públicas, las empresas de transporte de valores, las empresas estratégicas y los servicios de utilidad pública, todos los cuales continuarán regidos por las disposiciones del decreto ley N° 3.607, de 1981, y las entidades, establecimientos, instituciones y empresas comerciales, industriales, mineras y agrícolas, los cuales quedarán sujetos a las obligaciones que impone este proyecto de ley. Esto se tradujo en la incorporación al proyecto de un artículo nuevo, al que correspondió el número 14.



Se establece un límite cuantitativo y objetivo, basado en el monto del dinero en caja, para acotar el ámbito de aplicación de la ley.



Se incluye una disposición específica para los establecimientos de venta de combustibles al público, los que quedarán afectos a las normas del proyecto, independientemente de la cuantía de su movimiento de caja.



La tramitación y aprobación de las medidas de seguridad se harán ante las autoridades de Carabineros, quienes informarán a la autoridad civil.



El procedimiento de reclamo se ventila ante el juez del crimen, con recurso a la Corte de Apelaciones respectiva.



La obligación legal consistirá en adoptar medidas de seguridad, en lugar de formular planes de seguridad.



Se asegura el carácter secreto del decreto supremo que determina quiénes que dan obligados a adoptar medidas de seguridad, de la gestión relacionada con la aprobación de las medidas y de estas mismas.



Se hace obligatoria la notificación personal del decreto a los administradores, representantes o propietarios de la entidad afectada por las obligaciones de este proyecto de ley.



9) Las lesiones sufridas por el personal de entidades afectadas por un delito violento contra la propiedad, serán tratadas como accidentes del trabajo, aplicándose a su respecto la ley N° 16.744.



10) Se exceptúa de las disposiciones del proyecto a las entidades y empresas dependientes del Ministerio de Defensa Nacional.



Tocante al artículo 1o, la indicación formulada propone reemplazar dicha disposición por otra que, manteniendo la misma idea, la delimita, en el sentido de que las entidades que quedan sujetas a las normas de este proyecto son las que permanente o temporalmente manejan importantes cantidades de dinero en lugares a los que tiene acceso el público.



El artículo 1o se aprobó con modificaciones, y, además, se agregó un nuevo inciso, proveniente de la indicación N° 9, que fija un límite objetivo a partir del cual serán exigibles las obligaciones que emanan del proyecto. Con ello se pretende evitar que tales obligaciones graviten sobre las pequeñas empresas, que no pueden enfrentar los costos que ellas envuelven.



Ese límite queda fijado por el monto del dinero o valores que se encuentren en la caja del establecimiento, y para determinarlo se ha tenido en cuenta la experiencia de las estadísticas recogidas por la Policía, que indican que la mayor parte de los asaltos se produce allí donde el posible botín excede de 4 millones de pesos.



Por ello, se establece un valor de 500 unidades de fomento, y se aclaró en la Comisión que no es necesario que dicho monto se halle permanentemente en la caja, ni que resulte del promedio de saldos de caja, bastando que él sea alcanzado en cualquier momento.



A ese mismo inciso se trasladó la referencia que se hacía en el artículo 1o a los establecimientos de expendio de combustibles, y se consignó, como una excepción a la regla general recién sentada, que ellos deberán adoptar medidas de seguridad independientemente de la cantidad de dinero que reciban o mantengan.



Además, señor Presidente, se aprobó una indicación suscrita por los Honorables señores Jarpa y Thayer, quienes propusieron agregar un inciso al artículo 1o, mediante el cual se establece que los daños físicos o psicológicos que sufran los trabajadores de las empresas o entidades que sean objeto de robos, asaltos u otras formas de violencia delictual, a causa o con ocasión del trabajo, son accidentes del trabajo y están amparados por la ley N° 16.744.



La indicación incide en materias que, de conformidad con el número 6o del artículo 62 de la Constitución Política de la República, son de iniciativa exclusiva del Jefe del Estado. El Primer Mandatario la hizo suya mediante indicación contenida en el Oficio N° 577-323, de 7 abril en curso, y la Comisión la aprobó como artículo 12.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Señor Senador, estamos tratando el segundo informe del proyecto en su discusión particular. Y, por tanto, debemos circunscribirnos en esta ocasión a las modificaciones propuestas por la Comisión; no podemos repetir el análisis del informe en general, sino que debemos remitirnos a cada disposición y hacer las observaciones pertinentes.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, eso es exactamente lo que estoy haciendo. Existen varias indicaciones al artículo 1o, y me estoy refiriendo a ellas.



Luego, hay otra indicación —señalaré solamente las fundamentales, pues existen otras de detalles a las cuales, obviamente, si no aludiré— al artículo 5o...

El señor URENDA (Vicepresidente).— Según me informa Secretaría, dentro de la discusión particular, deben irse analizando las proposiciones de la Comisión a cada uno de los artículos por separado y fundamentarlas según corresponda, porque, de lo contrario, si nos referimos al mismo tiempo a las múltiples indicaciones sobre diversos artículos que hayan sido o no rechazadas, se nos hará difícil la discusión en particular. Creo que las consideraciones generales, que ya se dieron a conocer, son suficientes para ilustrar el debate. Y de esa manera damos oportunidad a los demás señores Senadores para pronunciarse sobre las observaciones concretas. Sin embargo, si Su Señoría desea hacer alguna otra consideración, como fundamento de la modificación introducida al artículo 1o, está, obviamente, en su derecho. Pero insisto en que estamos analizando las enmiendas efectuadas al artículo 1o, cuya redacción fue modificada y pasó a ser primer inciso del nuevo artículo 1o, el que ahora consta de tres incisos. Por lo tanto, para facilitar el debate, y conforme a los procedimientos que deben seguirse para el análisis de un segundo informe, debemos referirnos concretamente a cada una de las proposiciones de la Comisión. El Senador señor Pacheco ha relatado las consideraciones generales, que son muy ilustrativas y favorecen la comprensión de los artículos, pero por esa vía podríamos llegar a analizar nuevamente en general todo el proyecto que ya fue aprobado.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, insisto en que me estoy refiriendo exclusivamente a las modificaciones y, en las señaladas hasta ahora, he hecho alusión a las enmiendas efectuadas al artículo 1o. Si le parece al señor Presidente, discutimos lo reseñado, para luego pasar a las modificaciones de otros artículos.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Exactamente.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, termino diciendo que, en vista de esas indicaciones, la Comisión propone la aprobación del siguiente artículo 1o:



"Artículo 1o.— Las entidades, establecimientos, instituciones y empresas que por sus actividades reciban, mantengan o paguen valores o dinero a numerosas personas, deberán cumplir, en los recintos en que desarrollen con carácter permanente o temporal tales labores, con las obligaciones de la presente ley, a fin de contribuir con la autoridad en la prevención de delitos y en la protección de la seguridad de las personas, especialmente de su personal y de sus usuarios o clientes, así corno para impedir que dichos valores y dineros contribuyan a financiar actividades delictuales.



"Quedará sujeto a las obligaciones de esta ley cada establecimiento o local de las entidades aludidas en el inciso anterior cuyo monto en caja, en cualquier momento del día, sea igual o superior al equivalente de 500 Unidades de Fomento. Los establecimientos de venta de combustibles al público quedan afectos a las obligaciones de esta ley, cualquiera sea el monto de valores o dinero que tengan en caja.



"Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo a las entidades y empresas dependientes del Ministerio de Defensa Nacional, las que se regirán por sus propias regulaciones en la materia, de acuerdo con las normas que imparta el señalado Ministerio.".



Esa es la redacción con que, en definitiva, quedó el artículo 1o después de aprobadas las indicaciones. Y la Comisión propone, por unanimidad, acogerlo en esos términos.



Más adelante me referiré a los otros artículos del proyecto.

El señor PACHECO.— ¿La consulta del Senador señor Otero versa sobre la frase final del inciso primero del artículo 1o?

-0-

El señor PACHECO.— Como expuse hace un momento, el proyecto primitivo no fijaba montos, por lo que se propuso considerar el manejo de "importantes cantidades". El punto fue objeto de debate en la Comisión, así como de varias indicaciones, y, finalmente, hubo consenso en consignar el equivalente a 500 unidades de fomento y en excluir a los establecimientos de venta de combustibles, por la naturaleza misma del negocio.



Por último, en el inciso tercero, a que dio lectura el señor Secretario, se exceptuó a las entidades y empresas dependientes del Ministerio de Defensa Nacional, que se rigen por sus propias regulaciones en la materia.



Por lo anterior, la Comisión, por unanimidad, propone la aprobación de ambos incisos.

LEG. 323, SESIÓN 52° DE 15 DE ABRIL DE 1992
NORMAS SOBRE PERTENENCIAS DE CODELCO QUE NO FORMAN PARTE DE YACIMIENTOS EN EXPLOTACIÓN. VETO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, fundamentaré mi posición.



En el debate de la iniciativa que nos ocupa, el cual tuvo lugar en esta Corporación en enero pasado, algunos señores Senadores formularon una indicación para que en las sociedades, asociaciones o comunidades que se constituyan CODELCO-Chile propendiera a una participación mayoritaria.



Lo anterior fue impugnado por el Gobierno, fundamentalmente por la inflexibilidad del texto, que a esa altura del trámite constitucional era inmodificable. En razón de ello, fue rechazada por la mayoría del Senado.



En esa oportunidad, señor Presidente, conforme al argumento mencionado, voté en contra.



Ahora el Ejecutivo ha enviado un veto que introduce la idea contenida en la indicación rechazada, formulando una propuesta que no rigidiza la ley en proyecto, ni limita las posibilidades de negociación de CODELCO, ni entrega una señal negativa a eventuales inversionistas. Este veto es más preciso que la indicación aludida.



Considero que este tema es de gran trascendencia y significación para Chile, por lo que es natural que en el Senado exista una discusión amplia al respecto.



Señor Presidente, he estudiado con detención este veto y estimo que su redacción no rigidiza la ley, ni limita las posibilidades de negociación de la Corporación del Cobre al establecer que "En las sociedades, asociaciones o comunidades que se constituyan de acuerdo con el artículo 2o de esta ley, CODELCO-Chile propenderá, en la medida que las circunstancias lo permitan, atendido los volúmenes de inversión de las partes, la rentabilidad esperada y demás condiciones particulares de cada una de ellas, a tener una participación mayoritaria.".



Por esas razones, y porque considero adecuados sus términos, voto a favor de la observación del Presidente de la República.



Gracias, señor Presidente.

LEG. 323, SESIÓN 57° DE 06 DE MAYO DE 1992
MOCION DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES DIAZ, PACHECO, PAPI, RUIZ-ESQUIDE, y VODANOVIC CON LA QUE INICIAN PROYECTO DE LEY SOBRE EL MALTRATO A MENORES. 

Honorable Señor Presidente:

En conformidad a la Constitución Política de la República, venimos en presentar como moción parlamentaria el siguiente, proyecto de ley acerca del maltrato de menores y que establece la Defensoría del Menor. 

El Gobierno de Chile, debidamente habilitado por el Congreso Nacional, ratificó la Convención Mundial de los Derechos del Niño el 14 de agosto de 1990 y la promulgó y publicó en el Diario Oficial de 27 de septiembre de 1990. 

Conforme al inciso segundo del artículo 5º de la Constitución de 1980, el Estado de Chile tiene el deber de respetar y promover los derechos allí contenidos, en especial los artículos 6, 8 y 9 que tienden a asegurar la protección y socorro de los menores contra toda forma de abandono, crueldad y explotación. 

El proyecto consta de 10 artículos: 

-El artículo primero entiende por menor todo aquel que no ha cumplido 18 años. Define como menor maltratado a aquel que ha sido objeto de agresiones corporales, incluido el abuso sexual, y/o ha sido víctima de una falta de cuidados apropiados y/o maltrato psicológico. Estos maltratos deben tener  características tales que hayan comprometido su desarrollo. 

-El artículo segundo dispone que la facultad de los padres para corregir  y castigar con moderación a los hijos no puede convertirse con ocasión de maltrato a los hijos. 

-El artículo tercero agrega al Código Penal un nuevo artículo que sanciona al que maltrata, ejerciendo violencia que comprometa el desarrollo de personas menores de 18 años, con una pena de prisión de uno a veinte días. 

Esta pena es sin perjuicio de las penas que pueden serle impuestas al hechor por otros delitos contra el menor si llegaren a configurarse (por ejemplo, violación o abusos deshonestos). 

El juez puede suspender la aplicación de la pena si estimare más conveniente someter al condenado al tratamiento médico que se determine. 

-El artículo sexto se preocupa que la prisión del padre o de la madre no se constituya en fuente de mayores males al menor maltratado o a su familia para lo cual permite que el Juez del Crimen o el de Policía Local remita condicionalmente la pena o sea el condenado sometido al sistema de libertad vigilada o sólo a la reclusión nocturna. 

Pero es evidente que para ello el beneficiado no deberá haber sido conde- nado o estar procesado por otros delitos contra menores. 

-El artículo séptimo ordena al juez que la familia afectada sea sometida a tratamiento, a lo menos durante el período de prisión, libertad vigilada o reclusión nocturna del hechor, para lo cual los Servicios de Educación y de Salud llevarán a cabo programas especiales de terapia familiar. 

-El artículo octavo dispone que los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación impartirán instrucciones para que los establecimientos educacionales promuevan el desarrollo familiar y el tratamiento y prevención del maltrato de menores. 

-El artículo noveno modifica la legislación sobre menores. Si hasta ahora, era penalizado el maltrato sólo cuando era habitual e inmotivado, desde esta ley será penalizado todo tipo de maltrato a menores. 

-El artículo décimo aplica el concepto de maltrato infantil definido en esta ley para efectos de toda la legislación sobre menores. 

Por los motivos expuestos y conforme al resumen del proyecto, sometemos por esta moción a la consideración, reflexión y discusión de esta Corporación, a través del Honorable señor Presidente, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Para los efectos de la presente ley, entiéndase por menor todo aquel que no ha cumplido 18 años. 

Para idénticos efectos, se entiende por menor maltratado, aquél que ha sido objeto de agresiones corporales, incluido el abuso sexual, y/o ha sido víctima de una falta de cuidados apropiados y/o maltrato psicológico. Estos tratos deben tener características tales que hayan comprometido su desarrollo. 

Artículo 2°.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 233 del Código Civil no podrá, en caso alguno, traducirse en maltrato de menor en los términos establecidos en esta ley. 

Artículo 3°.- Agréguese al Código Penal, el siguiente artículo 494 bis: "El  que con cualquier fin ejerza violencia que comprometa el desarrollo con la  pena de presidio en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que puedan serle impuestas por otros delitos tipificados en este Código y en leyes especiales." 

Atendida las circunstancias el juez podrá suspender la aplicación de la pena, disponiendo que el condenado sea sometido al tratamiento médico que determine.

Artículo 4°.-- Toda persona será hábil para denunciar el maltrato infantil establecido en el artículo 494 bis del Código Penal. 

Artículo 5°.-- El Secretario Regional Ministerial de Salud, dentro de las funciones propias de esa Secretaría, deberá llevar una estadística de los casos de violencias físicas o síquicas que afecten a menores, para cuyo efecto los profesionales o los hospitales que los atiendan tendrán la obligación de informarles. 

Artículo 6°.- No obstante lo dispuesto en el Reglamento de la Ley  Nº 18.216, la pena establecida en el artículo 3º de la presente ley podrá ser remitida condicionalmente o sometida al sistema de libertad vigilada o reclusión nocturna sólo si el Juez del Crimen o el de Policía Local estimaren que la prisión efectiva pudiera acarrear males mayores al menor maltratado o a su familia. 

No podrá gozar de este beneficio el que hubiere sido condenado o esté pro- cesado por otros delitos contra menores. 

Artículo 7°.- Si el maltrato físico o psíquico fuera cometido por los padres o las personas que hagan sus veces, el Juez ordenará que la familia sea tratada, a lo menos durante el período de prisión, libertad vigilada o reclusión nocturna del hechor. 

Artículo 8°.- El Ministerio de Educación impartirá instrucciones a los Secretarios Regionales Ministeriales para que promuevan el desarrollo familiar y el tratamiento y prevención del maltrato de menores. 

Artículo 9°.- Suprímese las palabras "habitual o indebidamente" en el inciso cuarto, letra a) del artículo 62, Título V de la Ley N° 16.618. 

Artículo 10.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley N° 16.618, se entiende por maltrato de menores el definido en la presente ley.". 

(Fdo.): Nicolás Díaz Sánchez.- Máximo Pacheco G6mez.- Mario Papi Beyer.- Mariano Ruiz-Esquide Jara.- Hernán Vodanovic Schnake. 

LEG. 323, SESIÓN 60° DE 19 DE MAYO DE 1992
HOMENAJE A LA CIUDAD DE TALCA EN EL 250° ANIVERSARIO DE SU FUNDACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores: 

El 12 de mayo de 1992, la ciudad de Talca celebró los 250 años de su fundación. Su nombre es una expresión araucana que significa "trueno", y su escudo de armas, otorgado por cédula de 23 de marzo de 1797, muestra al león coronado de la monarquía española portando el estandarte con la cruz de Borgoña, mientras cruza el rumoroso río Maule, destacado en azul, y con su curso señalado por unas flechas. En la cimera del escudo, un rayo simboliza el nombre de la ciudad. Talca, bajo esta enseña, ha marchado orgullosa por los caminos de la historia. 

Antecedentes de la historia de Talca. 

Los primeros atisbos de fundación de la ciudad de Talca se debieron a la congregación de los Padres Agustinos, quienes, en el año 1651, se establecieron en casa y sitio que les legó doña Isabel Mendoza viuda de Gil de Vilches, dueña de la estancia de Talca o Talcamo. 

La iniciativa no prosperó hasta varios años más tarde. El día 12 de mayo de 1742, el gobernador de la Capitanía General de Chile, don José Antonio Manso de Velasco, en terrenos donados por los Padres Agustinos, dio inicio, solemnemente, a la fundación definitiva de la ciudad de San Agustín de Talca. 

La tarea de delineación de las manzanas y asignación de solares le fue encomendada al corregidor del Partido del Maule, don Juan Cornelio de Baeza. 

Por decreto de 9 de diciembre de 1744, el gobernador Manso de Velasco nombró el primer cabildo, siendo alcalde ordinario de primer voto don Francisco de Silva; de segundo voto don José Aguirre; alférez real don José Arróstegui; regidores los señores José de Besoain e Hilario Velasco, y alcalde provincial don Bernardo de Azócar. 

Entre los primeros pobladores de Talca estuvieron los hermanos De La Cruz y Bahamonde, entre ellos el que fuera Conde del Maule, don Nicolás De La Cruz y Bahamonde. 

El desarrollo de la ciudad fue muy rápido. Un año después de su fundación, según se expresa en un informe del corregidor Baeza a Manso de Velasco, la población de San Agustín de Talca constaba de 124 vecinos, de los cuales 100 tenían sus casas y se hallaban viviendo con sus familias. Se agregaba que la ciudad tenía 4 puentes, 2 iglesias, y que se estaba construyendo el edificio de la cárcel. 

En materia religiosa, cabe destacar el gran aporte que hicieron los agustinos, quienes durante siglo y medio tuvieron a su cargo la tuición espiritual de los habitantes del Maule. 

A partir del año 1798, esta supremacía de los agustinos hubo de dejar paso a la creciente influencia y tenacidad de los jesuitas, los cuales se establecieron en la región dando gran impulso al desarrollo agrícola y a la educación, y fundaron colegios, escuelas y seminarios. 

Cabe destacar entre los jesuitas al célebre naturalista e historiador, nacido en Talca, abate don Juan Ignacio Molina. 

Durante la Colonia, los adelantos materiales y el comercio operaron una gran transformación en la que inicialmente fuera la villa de Talca. A fines del siglo XVIII, por gestiones del Gobierno de don Ambrosio O'Higgins y del notable vecino Nicolás De La Cruz y Bahamonde, se obtuvo del rey Carlos IV la dictación de la Real Cédula, de fecha 6 de junio de 1796, en virtud de la cual se otorgaba a Talca la calidad de ciudad y se la declaraba Capital del Partido del Maule. Posteriormente, por otra cédula, del mismo año, se le dio también el título de "muy noble y muy leal". 

Durante la Independencia, la ciudad de Talca no estuvo ajena a los avatares de las luchas emancipadoras. El 4 de octubre de 1819 se celebró un Cabildo Abierto, donde se reconoció la Junta de Gobierno formada poco antes en la Capital. Especial participación en las actividades independentistas le cupo al presbítero de Talca don José Ignacio Cienfuegos. 

Entre los hechos heroicos ocurridos durante esa época, cabe destacar la defensa de la ciudad hecha por el Coronel Carlos Spano —en cuya memoria se erigió un monolito en la Plaza de Armas—, quien, al mando de un reducido número de combatientes, entregó su vida en defensa de Talca y de la incipiente patria. 

Durante el período de la Patria Nueva, esa ciudad y sus habitantes fueron un importante pilar en la estructuración de la nueva República. 

No está de más recordar que fue en las tierras del Maule donde el prócer máximo de nuestra patria, don Bernardo O'Higgins, dio sus primeros pasos, al cuidado de su madre, doña Isabel Riquelme. 

La joven ciudad obtuvo el título de provincia por ley de 5 de agosto de 1833. 

Hasta 1890 primaba la actividad agrícola. Desde esa fecha se inició un activo desarrollo industrial, al fundarse las primeras fábricas, entre las cuales podemos señalar las de fósforos, calzado, cigarrillos, papel y cartón, etcétera, convirtiéndose en una ciudad moderna, respetable y respetada. 

Talca desde sus inicios ha sido una ciudad noble, de profundas tradiciones, tanto aristocráticas como culturales y deportivas. 

Está ubicada en la zona central y equidistante de los tres centros de mayor producción y consumo del país: Santiago, Valparaíso por el norte y Concepción por el sur. La comuna que alberga a la ciudad tiene una superficie de 308 kilómetros cuadrados y una población de 177 mil 952 habitantes. 

Sin duda, las ciudades son consecuencia de la vida, desarrollo y evolución que van experimentando los pobladores de una zona geográfica, con intereses comunes, tanto sociales como económicos y culturales. Talca no ha escapado a esta realidad que, en cierta forma, rige los destinos de su comunidad. Es ese destino el que ha puesto a prueba la capacidad y espíritu emprendedor de sus hijos. Hoy es la sede del gobierno regional, de las instituciones de servicios, del comercio especializado, de los bancos y del sector financiero, de la educación superior y técnica, de la salud, de los organismos del sector agropecuario, de la industria, de las comunicaciones, todo lo que da a su vida un extraordinario dinamismo. 

Talca sufrió un prolongado período de estancamiento por causa de la crisis económica que llevó a la quiebra a gran parte de su industria manufacturera, la agroindustria y la agricultura en general. Pero hoy la ciudadanía siente cómo, en forma paulatina, esta situación se está revirtiendo. 

La capacidad empresarial del talquino ha quedado demostrada, en los últimos años, a través de la creación de muchas microempresas. El comercio ha sufrido un importante proceso de modernización y expansión, lo que permitirá en el corto plazo recuperar sus niveles históricos. Asimismo, la industria está resurgiendo en forma sostenida en áreas tan diversas como las empresas eléctricas, la agroindustria, la madera, el vino, el calzado y la metalmecánica, entre otras. 

Lo anterior es producto de la iniciativa adoptada por cada uno de los talquinos, en el sentido de ser ellos los que deben velar por el desarrollo y crecimiento de su ciudad. Hoy enfrentan los problemas y los resuelven con admirable capacidad. 

Talca se destaca en el ámbito deportivo nacional por el club de básquetbol Deportivo Español, el que ha sido campeón y siempre ha tenido un rol destacado en el torneo Dimayor; y por el club de fútbol profesional Deportes Rangers, fundado el 2 de noviembre de 1902. Hablar de los rojinegros es referirse a la ciudad de Talca. Y Rangers se ha comprometido e identificado plenamente con la ciudadanía local. 

En la actualidad Talca se encuentra abocada a una gran tarea de reconstrucción de su pasado industrial y busca convertirse nuevamente en el centro de actividad económica que la caracterizó. 

La estructura productiva regional, cuya base es la agricultura, ha evolucionado tecnológicamente con dinámicas diversas en los distintos rubros. La fruticultura, el sector forestal y algunos cultivos anuales han tenido un evidente progreso. La superficie plantada de frutales se incrementó de 7 mil 200 a 25 mil hectáreas en los últimos 25 años. Por su parte, las plantaciones forestales aumentaron de 80 mil a 260 mil hectáreas, lo que representa un enorme capital para el desarrollo de la ciudad y de la Región. 

El sector industrial, relacionado principalmente con la elaboración de materias primas provenientes del agro, presenta también un crecimiento en su actividad, destacándose la participación en rubros tales como la fabricación de calzado, cajones para embalaje de frutas y elaboración de maderas. 

En materia de educación superior, la creación de la Universidad de Talca, de la Universidad Católica del Maule y de diferentes centros de formación técnica, donde la atención se ha orientado a carreras vinculadas con la vocación productiva, es, sin lugar a dudas, un fenómeno positivo para el desarrollo regional, que permite abrigar grandes esperanzas para el futuro. 

En salud se observa un mejoramiento notable de la calidad en la atención. Se han aumentado la infraestructura y los niveles de atención primaria. El Hospital Regional de Talca, considerado uno de los más grandes de la zona, ha recibido en este último tiempo importantes avances tecnológicos, entre los cuales se cuenta la adquisición de un scanner y de un moderno aparato para cirugía laparoscópica. 

En vivienda, la ciudad de Talca históricamente ha mantenido un déficit significativo; pero en los años recientes se ha construido gran número de casas, creándose nuevos sectores, como las Poblaciones Carlos Trupp, San Miguel del Piduco y San Luis 1, 2 y 3. 

Lo anterior, si bien podría representar un panorama optimista de la Región, no deja de ocultar diversos y preocupantes problemas que aquejan a la comunidad. 

La migración interna que presentan algunas zonas de la Región, especialmente el sector costero, ha provocado serios desequilibrios económicos y sociales, tanto en las áreas que la gente abandona como en aquellas a las cuales llega. Las causas de esta migración son, por una parte, la escasa productividad agrícola de algunas regiones, y, por otra, las mejores perspectivas que se supone que otorgan los centros urbanos. 

El desempleo, que hasta principios de la década del 70 no llegaba a niveles preocupantes, ha tenido un brusco y negativo cambio, ubicando a la ciudad de Talca entre las de mayor cesantía del país. No obstante, se visualizan obras de adelanto, tales como el regadío del valle de Pencahue, que incorporará 12 mil hectáreas a la producción agrícola, constituyendo este valle en un importante centro de trabajo, que permitirá absorber la mano de obra cesante. Además, la instalación de nuevas industrias y la construcción de centrales hidroeléctricas han posibilitado la contratación de mano de obra calificada que se encontraba inactiva. 

En la Región se observa una deficiente infraestructura vial, sobre todo en los llamados caminos productivos o transversales, lo que provoca serios problemas para el traslado de los productos agrícolas de exportación. Para solucionar este problema es fundamental la construcción de la denominada "ruta de los conquistadores", que unirá Talca con la ciudad de Concepción. En un futuro no lejano, se espera unir Talca con el puerto de San Antonio, a través del camino de la fruta. Esto, junto a la reapertura del Paso del Pehuenche, convertirá a Talca en un punto neurálgico de las exportaciones de la zona central de Chile. 

De lo expuesto, señor Presidente, aparece de manifiesto que hay mucho por hacer, y que existen reales perspectivas de desarrollo y crecimiento mediante la capacidad de su gente y sus recursos naturales. Por ejemplo, atendida la ubicación geográfica de la Región del Maule, el sector silvoagropecuario presenta importantes ventajas comparativas con el resto del país, lo que unido a un crecimiento agroindustrial que incorpore valor agregado a la producción, permitiría desarrollar esta actividad, de grandes posibilidades con miras exportadoras. 

Los recursos silvícolas, sobre la base de plantaciones forestales de rápido crecimiento y de un adecuado y paulatino aprovechamiento de su flora arbórea nativa, conforman la expresión más destacada de un dinamismo económico en el corto plazo. 

Unido al desenvolvimiento del sector forestal, existe un enorme incremento de la actividad industrial de la madera, lo cual provocará gran impacto en la producción y bienestar de los habitantes de la zona. 

Especial relevancia para el desarrollo de la Región tienen sus recursos energéticos potenciales, como la capacidad de generación de energía eléctrica. 

Todas estas perspectivas y potencialidades deben traducirse en realidades. Para ello se requiere de un elemento fundamental y que existe en gran medida: la aptitud de la gente para emprender, con esfuerzo, ese desarrollo. A esto debe sumarse un adecuado sistema de educación, orientado y puesto al servicio de la Región del Maule. 

Paralelamente, existen obligaciones que el Estado debe cumplir para alcanzar estos objetivos, planificando estrategias regionales de desarrollo y llevando a cabo las obras y proyectos de infraestructura, específicamente en la ciudad de Talca, donde el problema de la cesantía impide a quienes la sufren efectuar su aporte al crecimiento y compartir los adelantos que se logran. 

Talca está celebrando con orgullo sus 250 años de vida y ha hecho fe de sus nobles tradiciones. 

Durante el tiempo que he tenido el honor de representar en el Senado de la República a la Región del Maule, he podido comprobar cómo cada talquino, hijo de esa tierra, entrega sus mejores esfuerzos para superar las dificultades a que toda ciudad en expansión y desarrollo se ve enfrentada. Es cierto que la tarea no es ni será fácil; pero tengo el convencimiento de que, con el trabajo mancomunado de todos, podremos entregar a nuestros hijos una ciudad "muy noble y muy leal". 

Por lo anterior, desde este Honorable Senado, rindo el homenaje que la ciudad de Talca y cada uno de sus habitantes merecen con motivo de esta fecha tan importante para Chile. 

He dicho. 

LEG. 324, SESIÓN 03° DE 09 DE JUNIO DE 1992
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PENAL Y DE  LEY N° 18.314. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, es necesario considerar que es tarea prioritaria asegurar a la nación el desarrollo normal y pacífico de las actividades propias de cada ciudadano y el pleno ejercicio de sus derechos, para lo cual resulta esencial desterrar la violencia y el terrorismo.



Los desafíos que hoy día presenta la mantención de la seguridad ciudadana son variados y complejos, y exigen, para enfrentarlos, la participación y colaboración de todos. El respaldo consensual a las instituciones y al Estado de Derecho, la necesidad de agilizar la actuación de los organismos policiales y judiciales, y la solidaridad social, son fundamentales para enfrentar la delincuencia y el terrorismo.



Con este proyecto, se incorpora en el Código Penal un delito de omisión, toda vez que aparece indispensable establecer en dicho cuerpo legal, no sólo prohibiciones, sino también deberes positivos que se dirijan a proteger los derechos esenciales de las personas, lo cual no es solamente un deber el Estado, sino también de cada ciudadano.



A los integrantes de la Comisión Mixta nos parece que este pensamiento está bien expresado en su informe. Hubo unanimidad para aprobarlo, y por eso los Senadores democratacristianos votaremos favorablemente el texto propuesto.



He dicho.

LEG. 324, SESIÓN 04° DE 10 DE JUNIO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY DE QUIEBRAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, esta iniciativa tiene por finalidad modificar determinados artículos de la ley N° 18.175, mediante los cuales se exige para la realización del activo de la quiebra, de una manera distinta a la reglada en el artículo 122, el voto favorable del fallido.



En efecto, se propone enmendar en parte dicho requisito, sobre la base de las siguientes consideraciones.



Es indispensable tener presente que los acreedores son los principales interesados en alcanzar el mejor rendimiento de la realización de los bienes del activo, puesto que cuanto más alto sea el precio obtenido lograrán mayor porcentaje de pago de sus acreencias. Por consiguiente, si aquellos que reúnen el mayor pasivo acuerdan la enajenación del activo en forma distinta de la común, o bien, como una unidad económica, lo hacen en razón de la conveniencia general de la masa, y en atención a la naturaleza de los bienes. Ello porque es evidente que, si éstos se licitan en forma individual o en lotes, se obtendrá un precio inferior del que se lograría al efectuar su enajenación como una unidad económica, es decir como un establecimiento, industria o comercio en pleno funcionamiento.



Conforme a lo anterior, no se ve la razón de tener que contar con la voluntad del fallido para proceder a la venta en forma especial, o como unidad económica cuando así lo han acordado, a propuesta del síndico, los acreedores que reúnen más de la mitad del pasivo de la quiebra. Al respecto, debe considerarse que, según el artículo 27 de la ley en comento, el síndico representa tanto los intereses generales de los acreedores cuanto los derechos del fallido.



Por todo lo señalado y teniendo en vista la necesidad de realizar con rapidez los activos de la quiebra (especialmente en el caso de industrias o establecimientos de comercio), se estima indispensable omitir el consentimiento del fallido cuando la enajenación de una unidad económica se lleve a cabo en licitación pública.



Basada en tales fundamentos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por unanimidad, dio su aprobación al texto propuesto, y, por eso, los Senadores democratacristianos emitiremos nuestro voto favorable a su respecto.

LEG. 324, SESIÓN 04° DE 10 DE JUNIO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY N° 18.593, SOBRE TRIBUNALES ELECTORALES REGIONALES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, quiero informar también que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por las razones expuestas por el señor Ministro –a quien se escuchó en el día de ayer—, por unanimidad prestó su aprobación a esta iniciativa de ley, que nos parece justa y conveniente, y que debería ser despachada por el Senado en esta sesión, motivo por el cual también anuncio el voto favorable de los Senadores de la Democracia Cristiana.



Gracias, señor Presidente.

LEG. 324, SESIÓN 06° DE 30 DE JUNIO DE 1992
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO A DERECHO A LEGITIMA DEFENSA

El señor PACHECO.— Gracias, señor Presidente.



No sé si en este momento o posteriormente se va a poner en debate la supresión de los vocablos "entrada indebida", en el mismo precepto que nos ocupa.

El señor DIEZ.— La indicación respectiva no ha sido renovada.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Ella fue rechazada y no se ha renovado; en consecuencia, no puede ser considerada.

El señor PACHECO.— Entonces, señor Presidente, dejo constancia de que me abstendré en este caso, porque estoy en contra de la introducción de esos términos.
LEG. 324, SESIÓN 11° DE 16 DE JULIO DE 1992
OTORGAMIENTO DE PREMIOS NACIONALES

El señor PACHECO.- Señor Presidente, formulé una indicación para destacar en el proyecto una de las manifestaciones artísticas básicas del ser humano: la danza, disciplina de jerarquía internacional que en Chile ha tenido figuras sobresalientes, como Andrea Haas, Ernst Uthoff y Lola Botka, entre otros. De los representantes nacionales cabe destacar a Hernán Baldrich, Patricio Bunster, Gaby Concha, Edgardo Hartley, Joan Jara y Malucha Solari.



Por esas razones, me pareció conveniente que se agregara a la danza en la mención Artes de la Representación y Audiovisuales. La proposición fue aprobada por unanimidad, y sólo quería explicar el motivo que me llevó a formularla, esperando que igualmente sea acogida en la Sala.



He dicho.

LEG. 324, SESIÓN 12° DE 21 DE JULIO DE 1992
FALLO DE CORTE SUPREMA DE ESTADOS UNIDOS SOBRE EXTRADICIONES

El señor VALDÉS (Presidente).- En conformidad al acuerdo adoptado por los Comités, la hora de Incidentes de hoy está destinada a examinar el fallo sobre extradiciones dictado por la Corte Suprema de los Estados Unidos de América.



Los tiempos se asignarán según lo que indica el Reglamento para esta parte de la sesión.



Corresponde en primer lugar el turno del Comité Demócrata Cristiano.



Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el 15 de junio de 1992 la Corte Suprema de los Estados Unidos, en el caso "Humberto Álvarez Machain", decidió, en votación dividida de 6 a 3, autorizar que un ciudadano mexicano secuestrado en territorio de su país el 2 de abril de 1990 fuera juzgado en Estados Unidos. El secuestrado, médico de profesión, está acusado de participar en el plagio y asesinato del oficial antidrogas Enrique Camarena, ciudadano norteamericano, y de su piloto, de nacionalidad mexicana, ocurridos en Guadalajara.



Las evidencias señalan que el secuestro respondió a un plan de la DEA, Agencia Antidrogas de los Estados Unidos, mediando favores monetarios y migratorios para los captores.

I. El proceso ante la justicia norteamericana



La causa fue iniciada en Los Ángeles, donde el tribunal ordenó repatriar a Álvarez, pues, en su criterio, el secuestro quebrantó el Tratado de Extradición suscrito entre México y los Estados Unidos en 1978. En segunda instancia, tal opinión fue mantenida por la Corte Federal de Apelaciones de San Francisco.



Por el contrario, la Corte Suprema estadounidense estimó:



a) Que el hecho de que el acusado haya sido secuestrado en México no prohíbe a los tribunales norteamericanos juzgarlo por violación a las leyes penales de Estados Unidos;



b) Que el secuestro del acusado no violó el Tratado de Extradición de 1978, porque ninguno de sus artículos prohíbe expresamente los secuestros internacionales; y



c) Que si bien la Corte entiende que el secuestro pudo haber violado los principios generales del Derecho Internacional, agrega que la decisión de si el secuestrado y juzgado debe ser o no retornado a México es una materia que compete al Ejecutivo de Estados Unidos.



Para fundamentar su opinión en cuanto a que el Tratado de Extradición no fue violado, la Corte sostuvo que dicho instrumento internacional no prohibía expresamente el secuestro y que la prohibición debía ser explícita y no implícita. Asimismo, consideró que normas preexistentes en Estados Unidos que permitían el plagio con los fines indicados eran conocidas por México cuando suscribió el convenio.



Además, dicho Tribunal citó dos precedentes: el primero, "Kerr versus Illinois", de 1886, concerniente a fugitivos llevados a Estados Unidos por cazadores de recompensas, sin que ello invalidara el trámite judicial; y el segundo, el dictamen emanado del hoy Procurador General William Barr, basado en el mismo precedente de 1886, que sostuvo que la policía norteamericana estaba facultada para capturar a presuntos delincuentes en otros países sin autorización de los respectivos Gobiernos.

II. Consideraciones de Derecho



Las normas para la interpretación de los tratados se encuentran en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, ratificada por Chile en 1976 y publicada en 1978.



Todo tratado internacional lleva incorporados los principios generales del Derecho Internacional, sin los cuales se tornaría imposible el desarrollo, no sólo de esta rama del Derecho, sino de la civilización misma.



En el caso de Chile, la tesis de la incorporación global y automática de los principios generales del Derecho Internacional al Derecho interno es jurisprudencia reiterada de nuestra Corte Suprema.



El núcleo más íntimo de esos principios (dentro de los cuales se encuentra el respeto a los derechos humanos) constituye el llamado "ius cognens".



Ahora bien, forman parte del "ius cognens", no sólo el principio de que los tratados deben interpretarse y cumplirse de buena fe, sino, muy especialmente, el de que los acuerdos internacionales gozan de primacía sobre el Derecho interno, como ya lo consagró el Tribunal Internacional de Justicia en 1938, en el caso de los ciudadanos de Dantzig. Éste es un principio angular del orden mundial.



Sería  erróneo sostener que, siendo los crímenes contra la humanidad —y el tráfico de estupefacientes lo es— de jurisdicción universal, tienen competencia los tribunales norteamericanos. Ello sólo podría argumentarse en caso de negativa injustificada del Estado parte para hacer operar los mecanismos destinados a dirimir la solicitud de extradición formulada. Nada de esto ha sucedido en la situación que nos ocupa.



Es, entonces, un principio general de Derecho Internacional el de que ningún Estado puede invocar disposiciones de su Derecho interno —incluidos los dictámenes del Poder Ejecutivo o los fallos judiciales de sus tribunales— como justificación para el incumplimiento de sus obligaciones internacionales.



Debe considerarse, además, que los Estados Unidos han ratificado convenios de extradición con más de un centenar de naciones.



Por último, el secuestro de personas en un Estado no sólo es delito. En nuestro país es un crimen susceptible de extradición contemplado en el número 9 del Artículo II del Tratado para la Extradición de Criminales suscrito entre la República de Chile y los Estados Unidos de América el 15 de noviembre de 1901 y cuyo Protocolo Adicional fue firmado el 17 de abril de 1990.

III. Comentarios y conclusiones



Es evidente que la citada resolución de la Corte Suprema de Estados Unidos transgrede principios esenciales del Derecho Internacional e ignora los tratados de extradición como única vía legítima y legal reconocida para lograr la detención de una persona en un Estado soberano y su posterior traslado a otro.



La aplicación de las leyes de un Estado en el territorio de otro es contraria a Derecho, y el Gobierno de Chile debe considerar como acto criminal cualquier intento de secuestro de un nacional para llevarlo a juicio en otro país.



El propósito de Chile de luchar contra la lacra del narcotráfico y la necesaria colaboración mundial que ello requiere deben ceñirse al respeto del orden internacional y al ordenamiento constitucional.



Por lo expuesto, los Senadores de la Democracia Cristiana respaldamos decidida mente lo acordado por los señores Presidentes de Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Paraguay y Uruguay, en su reciente reunión de Las Leñas, en el sentido de solicitar al Comité Jurídico Interamericano que se sirva emitir opinión acerca de la juridicidad internacional del fallo en comento.



Los Senadores democratacristianos alentamos los esfuerzos para perfeccionar las estructuras y el funcionamiento del Poder Judicial con el objeto de asegurar la persecución del delito.



En especial, aplaudimos y apoyamos la labor en que está empeñada la nación, y específicamente el Supremo Gobierno, para luchar contra la impunidad internacional en el ámbito del narcotráfico. Pero creemos que ello debe realizarse con pleno respeto a los derechos de la persona y al Derecho Internacional.



He dicho.

LEG. 324, SESIÓN 12° DE 21 DE JULIO DE 1992
RESTRICCIONES A ACTIVIDADES RELACIONADAS CON EL TABACO

El señor PACHECO.- Señor Presidente, yo también voto porque no se elimine este artículo.
LEG. 324, SESIÓN 15° DE 06 DE AGOSTO DE 1992
FACULTAD DE CORTE SUPREMA PARA REGULAR RECURSO DE PROTECCIÓN

El señor PACHECO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, antes de entrar en el Orden del Día, quiero formular una petición al Honorable Senado.



El Comité Demócrata Cristiano, por mi intermedio, desea solicitar el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Corporación evacue un informe sobre el tema que a continuación señalo.



La Corte Suprema recibió una delegación legislativa en el Acta Constitucional N° 3 para regular el recurso de protección. Tal extraordinaria delegación, a nuestro juicio, debe ser entendida restrictivamente, y agotada al tener cumplimiento, pues se trata de materias propias de ley y de competencia de las potestades parlamentarias ordinarias.



La Excelentísima Corte Suprema dictó un nuevo auto acordado sobre el recurso de protección, el que se publicó en el "Diario Oficial" el sábado 27 de junio de este año.



Vista esta situación, la bancada de Senadores democratacristianos solicita el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Constitución se pronuncie al respecto, y en especial sobre:



1°) La naturaleza jurídica de los autos acordados, su base constitucional y su relación al ámbito propio de la ley.



2°) Si al dictar el auto acordado sobre recurso de protección (publicado en el "Diario Oficial" el 27 de junio), la Corte Suprema respetó el marco constitucional y legal vigente.



3°) Si al dictar el auto acordado (oficio N° 544-92 de la Corte de Apelaciones de Santiago) de 8 de junio de 1992, que imparte instrucciones a los Juzgados de Menores en materia de adopción, tal Tribunal entró o no en el ámbito legislativo.



No escapará a los Honorables señores Senadores la importancia de trazar la línea demarcatoria que separa nuestra esfera, como legisladores, de aquella que es propia de las facultades conservadoras y económicas de los altos tribunales, establecidas unas y otras en la Constitución. Por consecuencia, debe guardarse un respeto irrestricto a la ley.



Señor Presidente, ésa es mi petición concreta, que formulo en nombre del Comité Demócrata Cristiano.

LEG. 324, SESIÓN 15° DE 06 DE AGOSTO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY DE ADMINISTRACIÓN DE EMPRESA DE  FERROCARRILES DEL ESTADO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— ¿Me permite una interrupción, Honorable señor Otero?



Es muy interesante que Su Señoría haya promovido este problema, pero existe un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de fecha 10 de diciembre de 1991, en el que los integrantes de ella nos abocamos precisamente a estudiar esta materia y evacuamos el informe solicitado por la Sala.

El señor OTERO.— Lo entendemos perfectamente, señor Senador, pero ello no obsta a que la Comisión de Transportes pueda dejar constancia de su texto.

El señor PACHECO.— Sí, por supuesto.

LEG. 324, SESIÓN 16° DE 11 DE AGOSTO DE 1992
ANIVERSARIO DE FALLECIMIENTO DE PADRE ALBERTO HURTADO CRUCHAGA. COMUNICACIONES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, Reverendos Padres miembros de la Compañía de Jesús:



En cuarenta años se tiene la distancia suficiente para ser objetivo en juzgar a un hombre. Cuarenta años dan, por cierto, perspectiva certera y horizontes. A tanta lejanía, no son las emociones que ha dejado el vacío las que afloran, sino la verdad última, aquello que perdura.



Por eso, en este día, después de cuarenta años, los Senadores democratacristianos queremos evocar a uno de los principales forjadores del Chile que hoy vivimos. Deseamos rendir un homenaje al Padre Alberto Hurtado, quien fue reconocido, al momento de morir, como una auténtica "visita de Dios a nuestra Patria".



Con el pasar del tiempo, la figura de este hombre se agiganta. No es deseo nuestro volvernos hacia atrás y hacer historia. Captando lo mejor del mensaje de este sacerdote, queremos mirar hacia adelante. Queremos desentrañar los grandes desafíos que enfrenta nuestra patria y, siguiendo su ejemplo, buscar caminos nuevos, más humanos, que abran esperanzas, sobre todo a los pobres.



Vuelto a Chile después de una ausencia muy larga, el Padre Hurtado intuyó que este país, entonces somnoliento, debía despertarse. Inquieto y buscador, joven de corazón y muy sensible, se atrevió a mirar nuestra realidad en toda su crudeza. Como intelectual —era abogado y brillante doctor en pedagogía, graduado en la Universidad de Lovaina—, tuvo el coraje de analizar la verdad religiosa, cultural, social y política de nuestra sociedad. No temió llamar las cosas por su nombre y, sin amarguras, señaló los caminos que, como nación, debíamos seguir para alcanzar un desarrollo genuinamente humano.

Los jóvenes y la educación



Su primera preocupación fueron los jóvenes. El Padre Hurtado percibió que la educación era la clave del progreso. Profesor en colegios y universidades, colaboró con el Ministerio de Educación para mejorar nuestros planes de estudio. Pero fue más que un profesor. Fue, en verdad, un líder de juventudes que tuvo la delicadeza de tratar a cada muchacho como si hubiera sido único en el mundo. Centenares de jóvenes acudían a él para aprender de sus labios y de su ejemplo, más que una doctrina, el arte de ser hombres.



En una sociedad que miraba preocupada a sus jóvenes, Alberto Hurtado ofreció el ejemplo de lo que significaba en verdad ser un maestro.

Los pobres y la justicia



Más que un erudito, el Padre Hurtado tenía la sabiduría de ir al fondo de los verdaderos problemas. Por eso, no es extraño que su espíritu, empapado de evangelio, se conmoviera con las desigualdades sociales que herían a su pueblo. Con la fuerza de un profeta, denunció la miseria que aplastaba a los pobres. Con años de anticipación, percibió que "los pobres no podían esperar". Con energías increíbles, abordó el problema de la vivienda popular creando poblaciones. Y, herido por la miseria, quiso dar dignidad, pan y techo a los miles de niños, ancianos y desvalidos que deambulaban por las calles.



Los pobres no eran para él una cifra: eran el rostro verdadero de su Señor. Nació así el Hogar de Cristo, que ha sido desde entonces, de Arica a Punta Arenas, una llamada constante a la conciencia de Chile.



En la Región del Maule, que tengo el honor de representar en el Senado, existe la filial Talca, fundada en 1986, que cuenta actualmente con una hospedería para hombres, un centro abierto para niños y un comedor para universitarios. Y el próximo año se construirán un santuario; una sala de enfermos en el hospital, la que llevará el nombre del Padre Hurtado, y una hospedería para mujeres.



Como Alberto Hurtado era profundamente perspicaz para captar la hondura del drama de los pobres, percibió que no podía contentarse con sólo dar techo, pan y abrigo al desvalido. Quiso ir a la raíz. Conocedor de la Doctrina Social de la Iglesia, pensó que era también necesario cambiar las estructuras que generaban la miseria. Vio claro que la caridad recién podía comenzar ahí donde la justicia había cumplido su deber.



Pocos lo comprendieron, y menos lo siguieron en esta lucha frontal por la justicia. Sin descuidar lo asistencial, dedicó los últimos años de su vida en la Tierra a trabajar por cambiar los criterios que estancaban a Chile y producían injustas divisiones. Se preocupó  fundamentalmente  en  trabajar con el mundo obrero y en crear conciencia en profesionales e intelectuales para que se esforzaran en la construcción de un mundo nuevo. Fundó para eso la revista "Mensaje", que fue su última gran obra y que continúa, mes a mes, renovando sus sueños.



En un país que marcha hacia el siglo XXI y que quiere salir del subdesarrollo, el Padre Hurtado nos recuerda que los jóvenes y los pobres deben estar en el centro de todas nuestras luchas, y que a ellos debemos dedicar lo mejor de nuestros desvelos y energías.



Por eso, su figura adquiere hoy una relevancia impresionante. En un país carente de modelos, él nos abre al futuro, mostrándonos que vale la pena y es fecundo jugar la vida y entregarla para defender la dignidad del hombre.

El secreto de su fe



Impresiona constatar la actividad del Padre Hurtado. Recorrió el país de norte a sur. Fue incansable consejero, educador, líder religioso y social, constructor, intelectual, conferencista, escritor fecundo, hombre de oración larga.



¿Cómo pudo hacer tanto? ¿Cuál fue la clave que dio unidad a todo ese quehacer?



Si queremos ir al secreto profundo de este hombre, no podemos ocultar su vida de fe. Una identidad total con Jesucristo lo llevó a procurar hacer lo que hubiese hecho el Señor en este tiempo.



Quienes tuvimos el honor de conocer a Alberto Hurtado recordamos su fascinante figura humana y religiosa, su alegría de vivir, su fina sensibilidad. Era un hombre enamorado de Dios y apasionado por Él. Pero esa religiosidad no lo encerró en un mundo protegido, no lo alejó de los más serios problemas del hombre de esta época; no lo alejó, sino que lo metió en el corazón de nuestra historia.



Su fe profunda jamás fue una barrera para excluir a otros. La fidelidad a su Dios no lo alejó de nadie. Lo hizo cercano a todas las búsquedas del hombre y la mujer de su tiempo. Su modo de entender el mensaje de Cristo lo hizo profundamente humano, abrió su alma y lo hizo sensible para ocuparse de todos los dolores. Por eso estuvo tan cerca de los pobres y de los jóvenes. Por eso los que en vida fuimos sus amigos hoy lo sentimos tan cerca de nosotros.



Nuestra patria ha sabido contar entre sus héroes no sólo a los que vertieron su sangre en las batallas. Hay entre nosotros, también, héroes del espíritu. Tenemos el orgullo de considerar como modelo de lo nuestro a tantos gobernantes que lucharon por el bien de su pueblo; a poetas que nos enseñaron a cantar; a intelectuales y luchadores sociales. Y entre ellos hay un sacerdote que nos enseñó cuánto vale en verdad el hombre. Ese sacerdote nos recordó, con su ejemplo, que hemos de construir una patria donde nadie quede excluido.



Por ello, al cumplirse cuarenta años de su muerte, podemos contar a nuestros hijos que en Chile hay un ejemplo; que hay un santo que nos está ayudando a construir la patria. Y tendremos futuro y esperanza si, siguiendo ese ejemplo, damos a los jóvenes oportunidades e ideales, y si trabajamos por un país que ofrezca un lugar digno a millones de pobres, quienes realmente "no pueden esperar".



Muchas gracias, señor Presidente.
LEG. 324, SESIÓN 16° DE 11 DE AGOSTO DE 1992
EDUCACIÓN SUPERIOR PARA REALIZAR ACTIVIDADES EN BENEFICIO DEL DESARROLLO REGIONAL Y NACIONAL. INFORMES DE COMISIONES DE CONSTITUCIÓN Y MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana somos partidarios de aprobar el proyecto propuesto por la Comisión Mixta, por las siguientes razones:



En primer lugar, la iniciativa persigue poner término a una situación de desigualdad, y aun de discriminación, que por más de diez años ha padecido el subsector de las siete instituciones estatales antes individualizadas. Al mismo tiempo, les permitirá alcanzar mayor eficiencia en sus relaciones con el sector productivo.



En seguida, es hoy un principio casi unánimemente aceptado el de que las universidades, en especial las del Estado, deben proveer a una gestión más eficiente y a la vez más vinculada (en particular en tareas de investigación) a las necesidades productivas de las zona y del país. Todos estos planteles deben disponer de los mismos instrumentos jurídicos que les posibiliten alcanzar mejores niveles de eficiencia. Este argumento cobra tanta mayor fuerza si se considera que las siete instituciones interesadas en el proyecto tienen carácter regional, puesto que es tal vez en las Regiones donde resulta más urgente una razonable vinculación de las universidades con el sector productivo.



Por otra parte, constituye una muestra de excesiva e inmerecida desconfianza pensar que, si se aprueba el proyecto, las siete entidades en referencia podrían poner en peligro sus patrimonios. Universidades como la de Chile, la de Talca y la de La Serena, que cuentan desde hace diez años con la facultad propuesta ahora para aquéllas, no han hecho mal uso de tal atribución. No hay constancia objetiva alguna de gestiones que hubieren puesto en peligro sus respectivos patrimonios. ¿Qué antecedente podría hacer pensar que las restantes instituciones estatales van a hacer mal uso de la autorización y perjudicar sus patrimonios?



Debe destacarse también que la facultad para crear y organizar sociedades (esto es, entidades con fines de lucro), se ha dado a la Universidad de Chile y a otras, de la misma forma que el proyecto lo propone para las siete instituciones que menciona, a saber, condicionada a que "sus objetivos" (los de las sociedades que se formen) "correspondan o se complementen con los de la Universidad".



Se trata, pues, de una autorización para crear, no cualquier sociedad, sino sólo sociedades cuyos objetivos correspondan a los de la propia entidad de estudios superiores o los complemente. En consecuencia, no debe ser vista como un instrumento para reemplazar, y ni siquiera para competir con la iniciativa privada, sino como uno que permita a dichos planteles una mayor capacidad de gestión, exclusivamente en actividades            —repito— cuyos objetivos se correspondan o complementen con los suyos propios.



A menudo, y con razón, se demanda una mayor modernización y eficiencia de las instituciones del Estado; pero tales reclamos carecen de justicia y de coherencia si no van acompañados de una voluntad real de dotarlas de los instrumentos que necesitan para ello.



El proyecto en trámite quiere ser consecuente con tal predicamento al proporcionar simplemente un determinado instrumento legal, no a todas las instituciones de educación superior del Estado, sino (mucho menos que eso) tan sólo a las que todavía no cuentan con él.



En lo que se refiere a la constitucionalidad del texto en estudio, puedo manifestar lo siguiente.



La Constitución Política de la República fue promulgada por decreto supremo N° 1.150, de 21 de octubre de 1980, del Ministerio del Interior, publicado el 24 del mismo mes y año, para empezar a regir seis meses después de su aprobación por plebiscito. En consecuencia, su artículo 19, número 21°, que el proyecto podría eventualmente contravenir, está vigente desde marzo de 1981, con el mismo texto, sentido y alcance que tiene en la actualidad, lo que no fue en absoluto obstáculo para que los estatutos de siete instituciones estatales de educación superior (Universidad de Chile, Universidad de Santiago, Universidad de La Serena, Universidad de La Frontera, Universidad de Talca, Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación e Instituto Profesional de Santiago), aprobados por decretos con fuerza de ley, incluyeran en su articulado la facultad de "Crear y organizar con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales, asociaciones, sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos correspondan o se complementen con los de la Universidad.".



Por otra parte, el artículo 82, N° 2o, de la Carta Fundamental vigente también desde marzo de 1981, dispone que corresponde al Tribunal Constitucional "Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley", sin que dicho tribunal haya sido requerido, ni menos se haya pronunciado acerca de una posible inconstitucionalidad de la disposición incorporada en los mencionados estatutos.



El número 21° del artículo 19 de la Ley Fundamental contiene un principio de orden público-económico no consagrado en la Constitución de 1925. Esta norma asegura "El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen"; y agrega en su inciso segundo que "El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza.".



Pues bien, el proyecto, en el marco de la disposición constitucional citada, tiene precisamente por objetivo conceder, a las instituciones estatales de educación superior a que se refiere, la autorización recién mencionada, esto es: participar en la creación de personas jurídicas cuyas actividades económicas, en el caso particular de las sociedades que pudieren formar, deberán, en todo caso, corresponderse con objetivos (sean los mismos o complementarios) de la propia institución de educación superior.



En consecuencia, difícilmente podría ser inconstitucional un proyecto de ley que, como en el caso presente, sólo hace lo que la propia Carta demanda, esto es, otorgar una autorización a determinadas instituciones estatales:



A mayor abundamiento, hay que reiterar que la facultad propuesta no es para que los planteles ejecuten o participen en actividades empresariales en sentido amplio, cubriendo indebidamente campos reservados a la iniciativa privada, sino para que actúen en forma claramente restringida, desde el momento en que la autorización es para crear y organizar con otras personas, asociaciones, sociedades, corporaciones o fundaciones "cuyos objetivos corresponda o se complementen con los de la Universidad".



Lo anterior quiere decir que las actividades que realicen los planteles de educación superior a través de las entidades que organicen en uso de la mencionada autorización, deberán enmarcarse o ser complementarias con sus propios objetivos y naturaleza estrictamente académicos. De lo que se trata, en suma, es de que tales instituciones, en el estricto marco de sus objetivos educacionales, puedan sin embargo, para alcanzar mayor eficiencia, realizar por intermedio de otras personas, creadas u organizadas por ellas mismas, actividades del tipo a que se refiere el número 21° del artículo 19 de la Ley Fundamental.



Por lo mismo, si el sentido de una norma constitucional como la citada es evitar el desarrollo exagerado, privilegiado o abusivo de actividades empresariales por parte del Estado o de sus organismos, el uso de la facultad propuesta en caso alguno puede dirigirse a un desempeño de tales características.



Es perfectamente posible y legítimo, en consecuencia, que las universidades estatales puedan, en uso de esa facultad, contribuir a su propio financiamiento, aunque, repetimos, no de cualquier modo, sino únicamente a través de la creación de entidades cuyos objetivos sean los mismos o complementarios de los suyos propios. Es cierto que tales entidades producirán beneficios económicos a las instituciones de educación superior; pero, amén de tratarse de ingresos provenientes de actividades vinculadas a sus funciones docentes, de investigación, de extensión o de servicios, ellos se buscan no como un fin en sí mismos sino como un medio para reforzar y mejorar dichas actividades.



En conclusión, la iniciativa en estudio, en cuanto debe ser votada como un proyecto de ley de quórum calificado, y en cuanto extiende a algunos planteles una facultad de la que ya disponen otros del mismo carácter y naturaleza, dentro de un margen todavía restringido a sus propios objetivos, no puede, en opinión de los Senadores democratacristianos, ser considerado inconstitucional, y debe ser aprobado en su integridad conforme al texto que propone la Comisión Mixta.



He dicho.

LEG. 324, SESIÓN 16° DE 11 DE AGOSTO DE 1992
CONTAMINACIÓN AMBIENTAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, deseo situar en su amplia dimensión el problema ambiental del país, tan fecundo y complejo, no circunscribiéndolo únicamente a la realidad de la Región Metropolitana, pues de ese modo podemos caer en un reduccionismo que obstaculizaría la comprensión global del tema. Además, no es posible solucionar la contaminación ambiental de la Región Metropolitana sino a través del desarrollo de nuestras Regiones.



En efecto, terminar con el problema ambiental de Chile excede, con mucho, dar fin a la contaminación de la Región Metropolitana, y su fundamento último se halla en el imperativo moral que ello presenta para las actuales generaciones. Nos cabe un deber respecto de quienes nos sucederán en esta tierra, cual es el entregarles un país en que las condiciones de vida sean dignas y humanas. Estas características no sólo tienen connotaciones políticas y económicas, sino también una dimensión ambiental profunda. No existe dignidad en el ser humano que no pueda desarrollarse dentro de la creación que se nos entregó. Como criaturas que somos, necesariamente debemos desenvolvernos en la naturaleza donde fuimos concebidos, y entregar a las futuras generaciones un lugar en el cual se les permita conocerla, gozarla y hacerla producir. Ello impone límites a nuestro comportamiento con ella y con la actividad productiva.



Gran parte de la tarea legislativa que se vislumbra para las próximas décadas deberá tomar como punto de referencia la necesidad  de  compatibilizar este  imperativo moral que nos cabe con las futuras generaciones, con los límites que hoy podemos establecer, legítimamente, a la actividad humana, a fin de no comprometer nuestra obligación de cuidado del medio ambiente.



Esta temática ha puesto sobre el tapete una serie de problemas en ese ámbito que definitivamente comprometen, no sólo la posibilidad de que los futuros habitantes de nuestra patria disfruten de la naturaleza, sino, además, la salud misma de la población del país. Para enfrentarlos debemos usar toda nuestra inventiva, nuestra técnica y nuestra imaginación, a fin de crear, de ese modo, novedosas tecnologías e instrumentos jurídicos que sean coherentes con las nuevas necesidades.



El mayor esfuerzo que deberá realizar el Congreso Nacional es la elaboración de una legislación tocante al tema que nos ocupa adecuada para Chile. Ése es nuestro desafío. En breve, se remitirá al Parlamento el proyecto de ley general del medio ambiente, el cual nos permitirá entregar a la nación la normativa legal que tanto se anhela. Dicha iniciativa, compuesta de más de 70 artículos, intenta avanzar en el desarrollo de la garantía constitucional que asegura a las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.



Nos señala los principales instrumentos de gestión en este sentido, como puede ser la adecuación de nuestro entorno; el sistema de evaluación del impacto ambiental; las normas de calidad, preservación y conservación del ambiente; los planes de manejo, prevención y descontaminación, detallando en esta parte los instrumentos económicos que se pueden utilizar. Además, crea una institucionalidad adecuada, fundada en un comité de ministros y en una secretaría técnica, la cual se descentralizará en las Regiones, las que adquieren gran relevancia en la aprobación de proyectos sobre la materia. Por último, se tratan los problemas de responsabilidad surgidos por daños ambientales.



Señor Presidente, como se puede apreciar a simple vista, la temática es amplia y novedosa y requerirá de un profundo estudio, para el cual nos preparamos con entusiasmo. Nuestra tarea consistirá en iniciar un proceso legislativo cuyo punto central sea la preocupación ambiental, el que a la larga, al desarrollarse en toda su magnitud, deberá dotar al país de herramientas institucionales y jurídicas que le permitan enfrentar con éxito situaciones tan variadas como la de la contaminación y el mal manejo de los distintos recursos naturales; la erosión y la desertificación. En todas ellas tendrá que haber la coherencia técnica y la consistencia jurídica que nos permitan mirar con orgullo nuestra labor respecto de aquellos que hoy día, tal vez, ni siquiera han nacido.



Gracias, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Ha terminado el tiempo del Comité Demócrata Cristiano. Corresponde el turno al de Renovación Nacional.

LEG. 324, SESIÓN 17° DE 13 DE AGOSTO DE 1992
FACULTAD A INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR PARA REALIZAR ACTIVIDADES EN BENEFICIO DEL DESARROLLO REGIONAL Y NACIONAL.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, voto favorablemente, por las razones que di a conocer en la sesión de anteayer
LEG. 324, SESIÓN 18° DE 13 DE AGOSTO DE 1992
PROBLEMAS DE LA AGRICULTURA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señor Ministro, señores Senadores:



En primer lugar, deseo felicitar al señor Ministro de Agricultura por su brillante exposición sobre la política agraria del Gobierno.



Analizar los problemas de la agricultura en nuestro país es abocarse a examinar los de una gran cantidad de compatriotas que dedican su vida a las labores de la tierra. Hablamos de los problemas que aquejan a miles de habitantes de los campos de Chile. En especial, quiero referirme a los que afectan a los agricultores de la Séptima Región del Maule, que tengo el honor de representar en este Honorable Senado.



Al efectuar una evaluación de la situación agrícola, hay dos grupos de elementos que deben considerarse: los de carácter estructural o permanente, que orientan la actividad en el mediano plazo, y los que derivan de factores coyunturales. Los primeros dicen relación con aspectos tales como la seguridad en la tenencia de la tierra, la existencia de un empresariado de alta capacidad de gestión, mayores niveles de educación, y especialización de la fuerza de trabajo y constitución de un fuerte subsector agroindustrial silvoagropecuario, entre otros.



Los elementos coyunturales se refieren a modificaciones en las variaciones macroeconómicas de corto plazo que afecten al sector, o al impacto de fenómenos climáticos propios de la agricultura chilena.



Al intentar un análisis serio, ambos elementos deben ser integrados, y en particular deben enfatizarse las condiciones de orden permanente, que son la base del crecimiento futuro y que dan orientaciones acerca de lo que será la agricultura en esta década.



En la actualidad, es posible pensar que la agricultura vive un momento de transición y de reacomodo a condiciones derivadas, por una parte, del marco económico, y por otra, de la apertura al comercio externo. Ello, sin embargo, no significa una crisis permanente. Es claro que la necesaria readecuación debe ser apoyada por el sector público, sobre todo en el caso de los pequeños agricultores.



Si bien es cierto que hay determinados rubros que enfrentan problemas, también lo es que determinados sectores de la agricultura tienen adecuados desempeños que indican cuáles son los caminos que deben seguirse para que esta área de la economía no pierda competitividad.



Esta sesión especial está destinada a analizar las causas de una crisis en el sector agrícola. Pero cabe preguntarse: ¿existe crisis en el ámbito silvoagropecuario? Una respuesta afirmativa implicaría que todo el sector presenta problemas, lo que no es efectivo, como lo dejó de manifiesto el señor Ministro en su intervención.



Hay determinados rubros que se encuentran fuertemente afectados por problemas coyunturales, tales como los fenómenos climáticos que aquejaron a gran parte del país durante la primavera de 1991, con fuertes lluvias y heladas; y los bajos retornos de la temporada frutícola del período 91-92, entre otros factores, por la calidad de la fruta recibida en el exterior.



Dentro del sector agropecuario se pueden distinguir diferentes rubros:



1.— Los que no presentan problemas de una envergadura tal que permitan sostener que se encuentran en período de crisis y que, analizados detenidamente, permiten afirmar que se hallan en fase de expansión. Tales son, por ejemplo, la actividad relacionada con la vitivinicultura, la producción de semillas y el sector forestal.



2.— Los que se encuentran en situación favorable y en período de expansión, como las actividades productoras.



3.— Los que presentan disminución de rentabilidad, especialmente durante la última temporada. En este grupo es importante distinguir dos casos:



A) El de algunas frutas que enfrentaron problemas coyunturales de mercado, en particular por dificultades de calidad, y



B) El de algunos rubros de cultivos anuales tradicionales que, producto de una fuerte caída en los precios internacionales, causada principalmente por políticas proteccionistas de los países desarrollados, han debido soportar una muy mala temporada. Sin lugar a dudas, éste es el sector que más nos preocupa, ya que sobre estos rubros se sustenta la economía de muchos pequeños productores, generalmente ubicados en zonas de alta pobreza rural.



Es en este último caso donde quiero detener mi análisis. Este sector tradicional de la agricultura, que se encuentra en crisis, está conformado por cultivos tales como los fréjoles, el trigo, el arroz, las oleaginosas y el maíz.



El cultivo de estas especies por parte de los pequeños agricultores carece de progreso tecnológico y éstos sufren grandes apremios financieros. Por eso, producen fundamentalmente para el mercado interno.



Se ha sostenido en forma reiterada en el último tiempo que la crisis que enfrentan tales cultivos se debe al valor del dólar, que en Chile se rige por la ley de la oferta y la demanda, como ocurre en toda economía abierta, competitiva y sometida a las normas del libre comercio. Por tanto, el valor del dólar no es más que el reflejo de un éxito económico indiscutido. Como consecuencia del aumento de las exportaciones y de la inversión extranjera, existe en el país una abundancia de divisas que podría resumirse como el costo del éxito. Es cierto que el valor del dólar tiene una cuota de incidencia importante en esta crisis, pero no es el factor desencadenante.



Los rubros que integran el grupo de cultivos denominados "en crisis" afectan más directamente a la pequeña agricultura y presentan problemas difíciles de enfrentar —sobre todo en la Séptima Región—, los que, sumados a un período climático desfavorable, obligan a prestar la mayor atención hacia este sector. Sin duda, todos, en conjunto, debemos avanzar en propuestas destinadas a ayudar a superar estos problemas.



Los cultivos tradicionales se encuentran enfrentados a una crisis, no por los bajos rendimientos, sino por su evidente baja de rentabilidad, la que es extremadamente sensible, toda vez que estos cultivos están destinados al mercado interno, el cual es muy pequeño y se copa fácilmente, con lo cual la oferta resulta mayor a la demanda y los precios inician una tendencia a la baja.



Frente a esta situación, se ha planteado como salida la reconversión de la agricultura tradicional chilena, pero creo que antes es indispensable desarrollar una estrategia de modernización de la pequeña agricultura en la que el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) debe cumplir un papel muy destacado.



Se debe prestar al pequeño agricultor una serie de servicios tales como transferencia tecnológica, asistencia crediticia, orientación para la elaboración de proyectos de agroindustria y comercialización, y capacitación especializada en materias técnico-productivas y en gestión empresarial.



Este esfuerzo nacional para ampliar los servicios de apoyo a la pequeña agricultura será insuficiente si no es complementado con decisiones orientadas a mejorar su calidad y a profundizar su potencial. Los desafíos para modernizar la pequeña agricultura son particularmente complejos, pues se trata de un sector mayoritariamente marginado del progreso y del desarrollo.



El Obispo de Talca y Presidente de la Conferencia Episcopal, don Carlos González, en su Carta Pastoral de julio recién pasado, denominada "Nubes negras en la vida de los campesinos", expresa: "Las autoridades y los técnicos opinan que la solución está en cambiar la agricultura tradicional por una agricultura de mayor rentabilidad. Se habla de reconversión agrícola. Tienen toda la razón, pero este proceso requiere modificar una cultura campesina muy enraizada y necesita de capacitación, de capitales, de información técnica para una transformación que durará varios años".



La solución de los problemas de la agricultura tradicional no consiste en ofrecer un paraíso económico para el agro. Ello, además de irreal, es irresponsable. Tampoco consiste en permanecer deliberadamente indiferentes ante el proceso de ajuste de la parte de nuestra comunidad que depende de la actividad agropecuaria.



El principal problema es la rentabilidad que los agricultores obtienen por sus cultivos, la que, entre otros factores, puede aumentar incorporando tecnología al proceso productivo, o bien permitiendo al agricultor avanzar en la cadena de comercialización de sus productos.



Consideramos, señor Ministro, que el Gobierno debe dar decidido apoyo a los planes de transferencia tecnológica que puedan otorgar los organismos gubernamentales y no gubernamentales a los campesinos chilenos.



El esfuerzo realizado por la actual Administración en materia de riego es notable, especialmente en la Séptima Región, y desde esta perspectiva el Gobierno ha dado señales claras de enfrentar el problema tecnológico que afecta a los pequeños agricultores. En la actualidad se construyen importantes obras de regadío en zonas muy postergadas en este ámbito, y se encuentran en etapa de estudio otras de igual trascendencia. Esto permitirá suplir, en parte, el enorme déficit existente en Chile en materia de riego.



En relación con la comercialización de los productos agrícolas, el acceso de la pequeña agricultura a los mercados es, por decir lo menos, insuficiente o desfavorable. La inmensa mayoría de los pequeños agricultores se vincula a ellos sólo en forma parcial y, en esta relación, su posición es generalmente desventajosa y hasta perjudicial. Por razones de escala, de su dispersión geográfica, de su localización en zonas remotas y aisladas, y por la debilidad de sus organizaciones económicas, es imposible pensar que la pequeña agricultura pueda lograr una mayor y mejor relación con los mercados por la vía de esfuerzos individuales y dispersos.



En el marco de una economía social de mercado, corresponde al Estado diseñar y poner en marcha proyectos que apunten a corregir las imperfecciones de los mercados, dotando a la pequeña agricultura de instrumentos eficaces y eficientes.



Consideramos que ello implica necesariamente, señor Presidente, abordar los siguientes componentes del problema global: acceso a información oportuna para la planificación de las actividades agrícolas y para la comercialización de los productos; corrección de las imperfecciones de la relación con los mercados tradicionales; búsqueda de nuevos mercados y, en especial, promoción de la agricultura de contrato con agroindustrias; apoyo al desarrollo de agroindustrias directamente orientadas a agregar valor a la producción campesina; formación de recursos humanos capacitados para brindar asistencia técnica en el campo de la comercialización; apoyo y fortalecimiento de las organizaciones locales y regionales de carácter económico.



Una política de modernización de la pequeña agricultura, como aquella en que está empeñado el Gobierno, demandará acción estatal más eficaz y eficiente en el corto y mediano plazo. Sin embargo, en el marco de una economía social de mercado, dicha acción debe favorecer y promover la expansión creciente de las capacidades y responsabilidades de los propios pequeños agricultores. Igualmente, debe fomentar la formación, en el sector privado, de las condiciones que permitan que sea éste el que vaya asumiendo progresivamente una mayor cuota de responsabilidad en la provisión de los distintos servicios que requiere la pequeña agricultura.



Es necesario tener presente que una política de modernización en este sector no será posible ni eficaz si no se articula con los esfuerzos nacionales tendientes a la descentralización y regionalización y, muy especialmente, al fortalecimiento del municipio rural, como espacio privilegiado de diseño e implementación de programas integrales de desarrollo rural.



Otro serio e importante problema que enfrenta la gran mayoría de los agricultores es el endeudamiento, el que se ha visto incrementado y agravado por la crisis de precios que afecta a los cultivos tradicionales. Presentándose en un alto grado, en muchos casos ha sobrepasado el valor de las garantías y la posibilidad de pago.



La Séptima Región del Maule es eminentemente agrícola, representando este sector alrededor de un tercio de su producto geográfico bruto, aparte equivaler su producto geográfico agrícola a un 14 por ciento del producto geográfico bruto agrícola del país. Mientras se mantenga el nivel de endeudamiento mencionado, es impensable pretender superar una crisis de las características de la que enfrenta la agricultura tradicional en estos momentos. La preocupación originada por la situación expuesta se fundamenta en la alta prioridad que se asigna al desarrollo de la actividad agrícola en la Región, rubro productivo generador de otros que son conexos.



Ya con fecha 13 de septiembre de 1990 intervine en el Senado para tratar el tema, especialmente en lo concerniente a la Séptima Región. En esa oportunidad planteé una serie de propuestas para iniciar cauces de solución al problema. Ellas se mantienen vigentes y necesariamente deben ser consideradas. Reconozco que el señor Ministro ha acogido muchas de ellas; pero otras todavía están pendientes.



Señor Presidente, tanto el campo chileno como el campesino han debido soportar profundas transformaciones en los últimos años. Por lo tanto, requieren con urgencia la preocupación sin límites de todos nosotros.



Sabemos que encaramos una dura tarea. Pero enfrentarla y orientar una acción mancomunada es una empresa insoslayable, cuyo fruto debe ser doblemente gratificante.



He dicho.
LEG. 324, SESIÓN 19° DE 18 DE AGOSTO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA DE CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO Y DE PLANTAS DE SU PERSONAL

El señor PACHECO.- Señor Presidente, con fecha 21 de diciembre de 1895, y con las firmas del Presidente de la República, Almirante señor Jorge Montt y del Ministro de Hacienda, don Hermógenes Pérez de Arce, se dictó el decreto supremo que dio origen a este servicio.



Es importante destacar, en la proximidad de su centenario, que su mayor valor radica en haber mantenido, durante toda su historia, el espíritu que le inculcaron sus fundadores. La calidad profesional, el sentido de responsabilidad, la hidalguía, el respeto y caballerosidad en el trato con los otros litigantes y el elevado nivel personal y profesional con que se ha asumido la función, constituyen la tradición más notable del servicio.



Su permanente calidad ha llevado a distintos Gobiernos y muy diferentes Parlamentos a encomendar a este Consejo una gran cantidad de materias litigiosas que requieren de un activo querellante que participe en todas las instancias de un proceso.



De la simple defensa del interés patrimonial o pecuniario del Estado que se tuvo a la vista al momento de su fundación, se pasó al resguardo del orden público económico por la vía del Derecho Aduanero y de la ley de bancos, y se llegó -como se puede comprobar hoy día- a encargarle la defensa de otros intereses superiores del Estado como son la salud, en el combate judicial del narcotráfico; la fe pública, con su intervención en procesos por delitos que la afecten; la ecología, en la ley de bosques; la lucha contra el alcoholismo; la defensa del patrimonio de institutos previsionales; la normalización de procesos agrarios; el informe y control de la correcta constitución de las personas jurídicas, etcétera.



Sobre la base de esta experiencia casi centenaria y de su tradición de calidad y eficiencia, hoy se entregan a este servicio otras facultades y funciones que deberán ser de gran utilidad no para un Gobierno, sino para el Estado. Si se tiene como orientación general el obtener el bien común, no puede subordinarse éste al cambio de Gobierno.



Por la misma razón, deben otorgarse a este servicio todas las facultades que conduzcan a la mejor defensa de los intereses superiores del Estado en los procesos judiciales, perfeccionando la tendencia moderna de ampliar sus horizontes y no restringirlos a la mera intervención en asuntos pecuniarios.



El Estado necesita una herramienta eficaz en este sentido.



¿Quién deduce querella si se detecta un tráfico de menores, comercialización de órganos para trasplantes o corrupción de alumnos de algún colegio? Todo Estado debe tener la solución y, aunque históricamente se ha señalado que ella debe cumplirse por el ministerio público, es sabido que el tiempo pasó sin que ello se concretara.



En el sentido expresado, el Consejo debe contar con algunas bases importantes que le permitan excluirse de todo tipo de presiones políticas. Por ello, su independencia, la inamovilidad de sus funcionarios superiores y la disponibilidad de un patrimonio propio, son indispensables de consagrar en un estatuto orgánico.



La iniciativa propuesta introduce modificaciones que tienden a aumentar la independencia y autonomía del servicio y la participación del cuerpo colegiado en la toma de decisiones, el que estará integrado por abogados nombrados por el Presidente de la República, pero inamovibles en sus funciones, salvo acuerdo del Senado.



Las modificaciones sugeridas, además de adecuar el funcionamiento del Consejo según los requerimientos actuales de la práctica judicial, le permiten intervenir en aquellos asuntos penales en que estén comprometidos los intereses de la sociedad, ampliando considerablemente sus funciones para llenar un vacío de la legislación actual en que ningún organismo público tiene la misión de llevar a cabo, en forma sistemática y organizada, una política judicial en materia criminal.



El importante aumento de causas, en especial los recursos de protección y la participación que debe corresponder al Consejo de Defensa del Estado en esta institución que ha venido convirtiéndose en un sustituto de un recurso contencioso administrativo, así como la tendencia jurisprudencial de aceptar acciones encaminadas directamente a discutir la legalidad de los actos administrativos, obligan a modificar las normas sobre atribuciones del Consejo para permitir una adecuada defensa de los intereses públicos que vaya más allá de los aspectos puramente patrimoniales.




El incremento de atribuciones del Consejo, que responde a los requerimientos actuales, necesita de un aumento de su actual planta, proponiéndose al respecto la modificación del texto legal vigente con el objeto de aumentarla aproximadamente en un 20 por ciento, lo que, atendida la dotación total del servicio, resulta apenas suficiente, debiendo tenerse presente su revisión en un futuro próximo.



Estimamos, señor Presidente, que este proyecto de ley, al dotar al Consejo de una real independencia en la toma de decisiones, permitiéndole actuar al margen de toda consideración ajena al interés público, junto con aumentar y precisar sus atribuciones en aspectos absolutamente necesarios para los intereses públicos y de la sociedad, y adecuar su planta, modificando además otros aspectos de su legislación actual, posibilitará contar con una institución cada vez más eficiente, moderna y prestigiosa.



Por ello, señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana daremos nuestra aprobación a la iniciativa en estudio. 



He dicho. 

LEG. 324, SESIÓN 20° DE 20 DE AGOSTO DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL

El señor PACHECO.- Señor Presidente, ¿me permite explicar el sentido y alcance de este número antes de que se inicie la votación? Creo que puede ser útil, porque la mayoría de los Senadores no conoce exactamente su contenido.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PACHECO.- Se trata de lo siguiente.



Los fotógrafos que prestan servicios en una empresa reciben por ello una remuneración; entonces, se entiende que el valor de las fotografías que toman está incluido dentro de ésta, por lo que no existe necesidad de pagarles un honorario adicional. Sin embargo, si la empresa las publica en otro medio suyo, debe hacerles un pago suplementario, porque sus contratos laborales rigen sólo respecto de aquella empresa.



Y, por otra parte, si expirado el contrato de trabajo la empresa reproduce las fotografías tomadas por un fotógrafo en el tiempo en que fue empleado de ella, también debe pagarle un honorario adicional.



Ése es el fondo de la disposición, señor Presidente. Y anuncio nuestros votos favorables.

LEG. 324, SESIÓN 20° DE 20 DE AGOSTO DE 1992
GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

El señor DÍEZ.- En esta materia, pido que tengamos calma en la discusión.

Es cierto que la indicación no ha sido aprobada con el quórum constitucional. Pero no se trata de agregar una disposición, sino de cambiar algunas palabras. La mayoría del Senado fue partidaria de reemplazar la frase “y velar por la protección y el desarrollo de los pueblos indígenas” por una tendiente al mantenimiento de la cultura de éstos. Ésa ha sido —repito— la opinión de la mayoría del Senado.

Y, aunque lo anterior hubiese sido aprobado por unanimidad, igualmente habría debido ponerse en votación el artículo con la indicación. Porque lo que exige quórum especial es la facultad del Gobierno Regional.

Por lo tanto, en este momento, entre las Comisiones y la mayoría de la Sala hemos “redactado” un artículo, el que no ha sido aprobado con el quórum exigido; ni siquiera se ha votado. Ahora es necesario ponerlo en votación, con la indicación incorporada.

El señor PACHECO.- ¡Sin la indicación!

LEG. 324, SESIÓN 21° DE 01 DE SEPTIEMBRE DE 1992
DEROGACIÓN DE LEY N° 18.026, QUE DECLARA FERIADO EL 11 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA 

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el recuerdo del 11 de septiembre de 1973 divide y no une a los chilenos. Por ello, considero que debe derogarse la ley que decretó que ese día sea feriado legal. 

Voto que sí. 

LEG. 325, SESIÓN 01° DE 06 DE OCTUBRE DE 1992
MODIFICACIONES DE CÓDIGO PENAL Y DE LEY N° 18.314. VETO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el proyecto de ley sobre arrepentimiento eficaz permite al juez rebajar la sanción, o eximir de ella, según el caso, al delincuente arrepentido que colabora con la justicia en la pesquisa y represión de conductas terroristas. Además, establece algunas reglas de protección del arrepentido que confiesa. Como se recordará, estas normas, una vez promulgadas y publicadas como ley, tendrán una vigencia temporal de cuatro años.



Su Excelencia el Presidente de la República formuló seis observaciones al proyecto de ley aprobado por el Parlamento.



De conformidad con el artículo 35 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, no procede dividir la votación de los vetos, cada uno de los cuales debe ser aprobado o rechazado en su totalidad. Para este efecto, la misma disposición legal manifiesta que si el Presidente separa sus observaciones con letras o números, cada texto así diferenciado será considerado una sola observación.



Expresa el Jefe del Estado que el fin perseguido con sus vetos es regular un procedimiento que permita estimular el arrepentimiento por la vía de asegurar los resguardos necesarios para el arrepentido y para la sociedad. Este propósito está materializado en la observación número 6, que propone reemplazar el artículo 4° aprobado por el Congreso.



La norma de reemplazo reglamenta el procedimiento para hacer efectivo el arrepentimiento, sea que el arrepentido esté sometido a proceso o que no lo esté; dicta reglas de competencia; establece la obligación de guardar secreto procesal en estos casos, y la de adoptar medidas de protección de la integridad física del arrepentido y de sus parientes.



La Honorable Cámara de Diputados consultó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema sobre esta observación.



Por otra parte, el veto apunta a conceder el beneficio de rebaja de la pena cuando el arrepentimiento no resulte eficaz por causas independientes de la voluntad del arrepentido, tanto en el caso regulado por el artículo 1° del proyecto, que permite eximir de castigo a quien sólo haya cometido el delito de asociación ilícita terrorista, cuanto en el caso del artículo 3°, relativo a quien, además, haya cometido otro de los delitos sancionados por la ley N° 18.314, eventualidad en la que puede rebajarse la sanción. Esta igualación en el tratamiento se consigue suprimiendo los incisos finales en los artículos 1° y 3° —proposición formulada en la observación número 1— y mediante la disposición que para ambas situaciones contiene el artículo 4° propuesto en la observación número 6.



Finalmente, se sugiere invertir el orden de los artículos 2° y 3° de la iniciativa despachada por el Congreso.



La Honorable Cámara de Diputados aprobó las cinco primeras observaciones. La sexta, no obstante haber recogido una votación favorable abrumadoramente mayoritaria, resultó rechazada por no haberse alcanzado en la Cámara de origen el quórum que exige el artículo 63 de la Constitución Política de la República. La Cámara de Diputados insistió, con el quórum del artículo 70 de la Carta Fundamental, en el texto del artículo 4° aprobado por ambas Cámaras, a fin de que hubiera ley sobre la materia.



En consecuencia, la Comisión de Constitución adoptó los mismos acuerdos de la Honorable Cámara de Diputados, de manera que recomienda al Senado aprobar, con el quórum de ley orgánica constitucional, las observaciones números 1 a 5; rechazar la número 6, e insistir, por los dos tercios de los Senadores presentes, en el texto aprobado por el Congreso como artículo 4° del proyecto.



Nada más, señor Presidente.

LEG. 325, SESIÓN 01° DE 06 DE OCTUBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE DECRETO LEY N° 1.939, DE 1977

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión, procuraré sintetizar el debate que se produjo en su interior, complementando lo informado por el Honorable señor Siebert.



El decreto ley N° 3.001, de 1979, modificó el inciso final del artículo 46 del decreto ley N° 1.939, de 1977, y estableció que el Fisco debe liquidar los bienes inmuebles hereditarios, sin que pueda reservarse parte alguna de ellos, a más tardar en un plazo de dos años, a contar de la fecha en que se le conceda la posesión efectiva de la herencia.



El mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República señala que esa enmienda desvirtuó una norma —existía desde hace muchos años— que permitía "un racional manejo del patrimonio del Estado, al posibilitar la asignación de determinados bienes raíces para sus fines propios y de interés general".



Agrega este documento que el Fisco adquiere a través de las herencias toda clase de bienes —entre éstos, bienes inmuebles—, los que podrán adscribirse al uso de órganos de la Administración, o para fines educacionales, de salud y otros, sin irrogar gastos al erario nacional, salvo aquellos indispensables para adaptar los inmuebles a sus nuevas destinaciones.



Somos muchos los Parlamentarios que hemos conocido la aplicación de este precepto en Gobiernos anteriores.



Finaliza expresando el mensaje que resulta conveniente restituir la facultad que ejercía el Presidente de la República, por razones fundadas, a proposición del Ministerio de Bienes Nacionales —lo que se materializa a través del proyecto que se propone—, con el objeto de que el Estado pueda destinar los bienes que adquiere por herencia a fines de interés general o al uso de los órganos de la Administración, u otorgarlos en concesión en favor de otras personas jurídicas y entidades que no persigan fines de lucro, de acuerdo a lo que establece el artículo 57 del decreto ley N° 1.939.



Durante la discusión de la materia, la Comisión recibió al señor Subsecretario de Bienes Nacionales, quien se refirió a los fundamentos que tuvo el Ejecutivo para plantear la iniciativa. Luego de escucharlos, la Comisión intercambió opiniones respecto de la conveniencia del proyecto.



La Honorable señora Feliú hizo presente su preocupación relativa a la eventual figura jurídica que pudiera producirse con la dictación del texto en estudio. Afirmó que desde 1985 se ha venido reiterando en la Ley de Presupuestos una disposición en cuya virtud el 65 por ciento de los recursos que el Estado recibe como producto de las enajenaciones que ordena el inciso final del artículo 46 —que pretende modificarse— cede en beneficio de las Regiones.



En lo que se relaciona con la permanencia en el patrimonio estatal de los bienes en cuestión, la señora Senadora sostuvo que ello se traducirá en definitiva en una fuente de gasto.



Por último, respecto de la posibilidad de que estos bienes que el Estado conserva en su patrimonio sean entregados a sus órganos o a particulares, le pareció conveniente destacar, en cuanto a su destinación a entidades públicas, un principio que se ha mantenido, y que, a su juicio, es lo más sano desde el punto de vista de una correcta política financiera del Estado, a saber, la transparencia del gasto público.



Puesto en votación el proyecto, fue rechazado por dos votos —de los Honorables señores Cantuarias y Siebert— contra uno, emitido por el Senador que habla.



El Honorable señor Cantuarias declaró que en su opinión el texto no favorece lo que se pretende, esto es, dar apoyo a instituciones públicas o a corporaciones de derecho público o privado sin fines de lucro.



A su vez, el Senador señor Siebert, como lo ha expresado, fundamentó su voto negativo en las circunstancias de que la disposición vigente respeta y aplica el principio de subsidiariedad.



Personalmente, voté a favor de esta iniciativa del Ejecutivo, por ser partidario de restablecer la facultad que tenía el Fisco, cual es la de disponer libremente de los bienes hereditarios que adquiera, y que, en este entendido, ellos sean destinados a fines de interés general o propios de los órganos de la Administración del Estado, como, también, a otorgarlos en concesión en favor de las personas jurídicas y demás entidades señaladas en el artículo 57 del decreto ley N° 1.939.



Considero de la mayor importancia que estos bienes puedan adscribirse al uso de órganos de la Administración del Estado o a fines educacionales, de salud u otros, sin irrogar otros gastos al erario nacional que los indispensables para adaptarlos a sus nuevas destinaciones.



En definitiva, señor Presidente, la Comisión recomienda el rechazo del proyecto despachado por la Cámara de Diputados. Por mi parte, anuncio que votaré favorablemente.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 02° DE 13 DE OCTUBRE DE 1992
MOCIÓN DE LOS HH. SENADORES SEÑORES FREI (DON EDUARDO), PACHECO Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN RELACIÓN CON EL DELITO DE GENOCIDIO.

MOCION PARLAMENTARIA







Valparaíso, 5 de octubre de 1992.

Habida consideración que:

(1°) A lo largo de todo el siglo XX se han producido crímenes de lesa humanidad y aberrantes genocidios, hasta la tragedia de Sarajevo y de Somalía en nuestros días;

(2°) Que el Gobierno de Chile ha ordenado cumplir como Ley de la República, la convención para la prevención y sanción del delito de genocidio (D.S. 316 de 5 de junio de 1953, publicado en el Diario Oficial de 11 de diciembre de 1953);

(3°) Que, a pesar de ello y que el artículo 5° de dicha convención establece que Chile se compromete a adoptar las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las disposiciones de dicho tratado, y especialmente a establecer sanciones penales eficaces para castigar a las personas culpables de genocidio, nuestra República aún no adecúa su derecho penal interno al compromiso contraído internacionalmente;

Los Senadores, abajo firmantes, en uso de nuestras prerrogativas constitucionales, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero: “Reemplázase el párrafo primero del Título III del Código Penal por el siguiente: De los crímenes contra la humanidad y del genocidio en especial”.

Artículo Segundo: Reemplázase el artículo 137 del Código Penal por el siguiente: “Comete genocidio el que, con el propósito de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, en cuanto tal:

1° Ejecuta alguno de los delitos a que se refieren los artículos 342, 343, 345, 349, 357, 391, 395, 396, 397 y 398, en tal caso sufrirá la pena asignada al delito aumentada en un grado. Si dicha pena fuere la de muerte, deberá imponerse la de presidio perpetuo;

2° Someta al grupo o a cualquiera de sus individuos a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud. Esta conducta será castigada con la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados.

En la misma pena incurrirán los que llevaren a cabo desplazamientos forzosos del grupo o de sus miembros, adoptaren medidas que tengan por objeto impedir nacimientos en el seno del grupo o busquen impedir su género de vida o bien trasladaren individuos por la fuerza de un grupo a otro”.

Artículo Tercero: “Agréguese el siguiente inciso final al artículo 101 del Código Penal: tratándose del delito de genocidio, la acción penal y la pena son imprescriptibles y tal delito no será considerado para efecto alguno como delito de carácter político”.

EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


MAXIMO PACHECO GOMEZ

    Senador de la República                                    Senador de la República

MARIANO RUIZ-ESQUIDE J.

   Senador de la República

LEG. 325, SESIÓN 04° DE 15 DE OCTUBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA DE CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO Y DE PLANTAS DE SU PERSONAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, está presente la Ministra de Justicia subrogante, señora Martita Woerner. Me permito solicitar a la Mesa que recabe la autorización de la Sala para que también se incorpore a esta sesión el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, don Guillermo Piedrabuena, quien junto al señor Ministro de Justicia y a la Subsecretaría del ramo, nos ha acompañado permanentemente en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

LEG. 325, SESIÓN 05° DE 20 DE OCTUBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA DEL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO Y DE PLANTAS DE SU PERSONAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el fondo del problema es el siguiente. La Comisión de Constitución aprobó la indicación N° 2 y la de Hacienda la rechazó. En consecuencia, estamos llamados a optar entre ambos criterios.

-0-

El señor PACHECO.— Señor Presidente, me parece que lo que ha dicho Su Señoría es lo correcto en el ámbito formal.



En cuanto al fondo, el sentido de la indicación es evitar que las costas devengadas en juicios sean ingresadas al patrimonio del Consejo de Defensa del Estado.



Ahora bien, la disposición aprobada por la Comisión de Hacienda tiene por objeto entregar al referido Consejo una fuente de ingresos que le permita disponer de una implementación mínima, acorde con sus necesidades. El año recién pasado, señor Presidente, el total de las costas ascendió a 200 millones de pesos, de manera que no se trata de una cifra estratosférica. Además, los ingresos que se obtengan por esta vía serán destinados al arriendo de oficinas, a la implementación de éstas y a conseguir, por parte del Servicio, fondos que le permitan solventar gastos procesales tales como pago de receptores, peritajes y otros, los que en la actualidad no puede financiar por carecer de los recursos necesarios, lo que, en definitiva, se traduce en una lesión a la defensa de los intereses del Estado.



Los ingresos por concepto de costas no pierden su carácter de fiscales, ni se destinan a remunerar a los funcionarios del Consejo de Defensa.



Por eso, señor Presidente, soy partidario de rechazar la indicación renovada, siguiendo el criterio de la Comisión de Hacienda, tan bien expuesto por el Honorable señor Zaldívar.

LEG. 325, SESIÓN 06° DE 22 DE OCTUBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA DE CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO Y DE PLANTAS DE SU PERSONAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, como se señaló, éste es un texto de consenso, razón por la cual creo que existe acuerdo general sobre él. Sugiero aprobarlo, porque incluso el Presidente del Consejo de Defensa del Estado y la señora Ministra de Justicia subrogante están de acuerdo en su redacción.
LEG. 325, SESIÓN 11° DE 17 DE NOVIEMBRE DE 1992
DEROGACIÓN DE NORMAS DE LEY SOBRE ESTADOS ANTISOCIALES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, los Senadores democratacristianos aprobamos ampliamente esta iniciativa.



El decreto reglamentario —como ya se ha hecho presente— no ha sido dictado, por lo que el Título I de la ley N° 11.625 no tiene vigencia ni aplicación práctica. Los establecimientos existentes son inadecuados o a lo menos insuficientes para conseguir aplicación de las normas sobre estados antisociales y medidas de seguridad. La construcción de establecimientos adecuados significa una inversión pública que las circunstancias económicas del país han impedido realizar hasta ahora a diversos Gobiernos.



Además, es posible plantearse dudas —como lo ha manifestado el Honorable señor Díez— sobre la constitucionalidad de las disposiciones legales que se propone derogar, ya que vulneran garantías fundamentales contempladas en la Constitución Política de la República y en los Pactos de Derechos Humanos, como la determinación legal de la conducta y de la pena, el derecho al debido proceso, la presunción de inocencia, el principio de la culpabilidad y todas aquellas que protegen la libertad personal de los ciudadanos. Por lo demás, son normas que tienen la amplitud y vaguedad que permitirían recluir a amplios sectores de la población de nuestro país.



En el ámbito académico, ya no rigen las concepciones que dieron origen a esta ley. El desarrollo de los derechos humanos, los avances en los estudios de criminología y política criminal, así como los principios básicos del Derecho Penal, quitan a la ley de estados antisociales cualquier justificación que haya podido tener.



Por ello —repito—, somos partidarios de este proyecto. Y solicitamos al Honorable Senado su aprobación, tal como lo hiciera la mayoría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 11° DE 17 DE NOVIEMBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL PARA FACILITAR INVESTIGACIÓN Y PRUEBA DEL DELITO DE LESIONES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, como señaló el señor Secretario, la iniciativa tuvo su origen en una moción de diez señores Diputados.



En la Comisión, expresaron sus puntos de vista el Colegio Médico de Chile; el Colegio de Matronas de Chile; el Colegio de Kinesiólogos de Chile; el Colegio de Tecnólogos Médicos de Chile y la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud.



La idea matriz del proyecto de ley consiste en perfeccionar la legislación vigente, con el objeto de facilitar la investigación y prueba del delito de lesiones ante los tribunales de justicia. Esta idea se enmarca dentro de otra de carácter más amplio, cual es enfrentar con posibilidades reales de éxito a la delincuencia. Para ello, junto con otras medidas de carácter preventivo, es necesario mejorar la legislación procesal penal.



En la actualidad, cerca de 80 por ciento de los juicios penales son sobreseídos, lo que genera en la ciudadanía una falta de confianza en la administración de justicia.



Esto es particularmente grave en los delitos de lesiones, muchos de los cuales ni siquiera son denunciados ante los tribunales.



Con el objeto de facilitar la investigación y prueba de los crímenes y simples delitos, especialmente de las lesiones, el proyecto modifica el Código de Procedimiento Penal en los siguientes aspectos: primero, extiende a los tecnólogos médicos, cirujanos, dentistas, enfermeras y auxiliares paramédicos la obligación de denunciar los crímenes o simples delitos, incluidas las lesiones, que noten al examinar a una persona; segundo, incluye la obligación de denunciar las lesiones leves; tercero, establece la obligación de los jefes de hospitales u otros establecimientos asistenciales, sean públicos o privados, de denunciar a Carabineros e Investigaciones la atención de toda persona que presente lesiones, cualquiera que sea su gravedad; cuarto, cuando entre la fecha en que se produjeren las lesiones y aquella en que se practicó el informe médico pericial que decreta el tribunal haya transcurrido un número tal de días que haga que desaparezcan los signos y efectos de las mismas, servirá de antecedente suficiente para acreditar su existencia la descripción de las lesiones efectuadas por el jefe del establecimiento en que fue atendido el herido; y, quinto, se aumenta a 541 días la pena a quienes infringen la obligación de denunciar.



La iniciativa consta de un artículo único con cuatro numerales que contienen otras tantas disposiciones.



El primero sustituye el número 5° del artículo 84 del Código de Procedimiento Penal, que señala quiénes están obligados a denunciar un delito. La denuncia es un modo de iniciar el proceso penal. El número 5° del referido artículo 84 impone la obligación de hacer denuncia a los jefes de establecimientos hospitalarios o clínicas particulares y, en general, a los profesionales en medicina, odontología, química, farmacia y otras ramas relacionadas con la conservación o restablecimiento de la salud, y a los que ejerzan profesiones auxiliares de ellas. El proyecto en informe reemplaza ese número, para hacer extensiva a las faltas la obligación de denunciar, esto es, a las conductas ilícitas sancionadas con no más de sesenta días de privación de libertad o con multa.



El número 2 del artículo único de la iniciativa sustituye el inciso primero del artículo 86 del Código de Procedimiento Penal por dos nuevos incisos. La citada norma castiga con la penalidad de las faltas la omisión del deber de denunciar que pesa sobre las personas indicadas en el artículo 84. Además, dispone que si el infractor es miembro de las Fuerzas Armadas, de Carabineros, de Investigaciones o de Gendarmería, es competente el juzgado de fuero.



El número 3 reemplaza el artículo 138 del mismo cuerpo de leyes, que impone la obligación de denunciar a toda persona a cuyo cargo inmediato se encuentre un hospital u otro establecimiento de salud semejante, deber que, en ausencia del jefe, recae sobre quien la subrogue al momento de la entrada del enfermo.



El número 4 agrega al artículo 139 del mismo Código un inciso final. La referida norma establece la obligación del juez de trasladarse al lugar en que se encuentre el herido, con el fin de tomarle declaración, además de disponer que uno o más facultativos procedan al examen de las lesiones. Si en el lugar no hay médico, el reconocimiento debe ser hecho por el juez, acompañado de dos testigos, de lo cual se deja testimonio en el expediente.



En conformidad al resumen que acabo de hacer, y por las consideraciones expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por unanimidad, aprobó el proyecto, y solicita al Honorable Senado se sirva proceder en igual sentido.



He dicho. 

LEG. 325, SESIÓN 12° DE 19 DE NOVIEMBRE DE 1992
PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA 1993

El señor PACHECO.- Señor Presidente, rechazo esta indicación porque considero que no puede quedar inconclusa una obra tan importante como es la proyectada para la Estación Mapocho, que tiene una gran significación cultural no solamente para la Región Metropolitana, sino para todo Chile.



Voto que no.
LEG. 325, SESIÓN 16° DE 10 DE DICIEMBRE DE 1992
44° ANIVERSARIO DE DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, el 10 de diciembre de 1948, en la ciudad de París, se proclamó solemnemente la Declaración Universal de Derechos Humanos. Esa fecha es uno de los hitos más trascendentes de la historia contemporánea, cuyas proyecciones aún no terminamos de valorar en todas sus dimensiones.



En ese momento, estaban dramáticamente presentes la devastación, la miseria y el horror producidos por los procesos políticos y sociales impulsados por hombres penetrados de ideologías fundadas en la apología del odio, la propaganda de la guerra y la promoción de la discriminación, la hostilidad y la violencia.



Frente a los crímenes de guerra o contra la paz y la humanidad masivamente producidos, no parecían suficientes la tipificación de los mismos como delitos de lesa humanidad y la aplicación de sanciones a sus autores, pues el daño no sólo vinculaba a pueblos, países y personas, sino que constituía una herida en la conciencia y la razón de la humanidad, y afectaba los fundamentos mismos de la dignidad del ser humano.



Ante los ojos de todos parecía claro que, más allá de condenar el crimen, había que iniciar el proceso de promoción de lo mejor de cada mujer y de cada hombre, del aporte que puedan dar los diferentes pueblos desde su identidad cultural y su potencial creador, a través de su libre determinación.



La prevención de la repetición de tan aberrante experiencia exigía reforzar la solidaridad y corresponsabilidad de todos los pueblos, y para eso había nacido la Organización de las Naciones Unidas, en cuyos propósitos se establecía la búsqueda de la paz y la seguridad internacionales, la libre determinación de los pueblos y el desarrollo y estímulo del respeto de los derechos humanos.



Se inició, entonces, el largo y difícil camino de crear, jurídica y políticamente, un orden público internacional, que no se fundara en el peligro y el temor, para, bajo ese pretexto, concluir en regímenes que, persiguiendo la seguridad, terminan por devorar la libertad. Por el contrario, recordando la experiencia pasada, el ideario de ese orden nuevo proponía una seguridad que fuera fruto de la libertad.



La Declaración Universal de Derechos Humanos contiene, justamente, esa raíz y ese fundamento, tal como se advierte en las afirmaciones que se comprenden en su Preámbulo, las cuales encierran la filosofía de todo político que desee inspirarse en un humanismo universal y eficaz.



Es así como se nos recuerda que sólo la conciencia activa de la dignidad intrínseca de todo miembro de la familia humana es la fuente que genera la libertad, la justicia y la paz en el mundo. Luego define como la aspiración más elevada de los seres humanos la construcción de un orden fundado en la libertad, que los libere del temor y la miseria. Y más adelante señala que toda sociedad que desee no verse enfrentada al uso del supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión debe procurar construir un Estado de Derecho cimentado en la protección de los derechos humanos.



A fin de que todo ello sea posible, los pueblos deben declararse resueltos a promover el progreso social y la elevación del nivel de vida, dentro de un concepto cada vez más amplio de libertad.



Los treinta artículos de la Declaración contienen las normas que informan un proyecto de sociedad, en la cual, desarrollando las dimensiones inherentes a la dignidad de la persona humana, esas definiciones puedan hacerse realidad.



Desde ese momento, inspirados en esos valores que se identifican con la esencia del ser humano, se va creando un régimen de Derecho que comprende tres sistemas jurídicos: el derecho humanitario, el derecho de los derechos humanos en sentido estricto y el derecho de la paz contra la guerra.



Sin embargo, pese a todo este progreso, el mundo aún sufre de actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, tales como el hambre y la miseria; la tiranía y la opresión; las discriminaciones por razones de nacionalidad, raza, religión, sexo, condición social o política; el desprecio de la vida humana o de la integridad física y psíquica de las personas.



La Declaración Universal de Derechos Humanos ha sido y es la fuente de inspiración para mantener los esfuerzos y los progresos sobre esas situaciones cotidianas.



Una de las grandes debilidades que explican el que los avances no puedan dejarnos satisfechos es no haber penetrado todavía de modo decisivo en nuestras culturas con sus principios y valores.



En 1948, la Declaración nos alertaba acerca de la necesidad de promover "mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos", pues es la razón y la conciencia humana la sede del sujeto moral y de Derecho y de quien construye la historia desde su dignidad trascendente e irrepetible.



Aún nos queda mucho por realizar en este sentido, no sólo a nosotros como chilenos, sino en solidaridad con todos los pueblos. Es imprescindible que, junto con hacer de la Declaración una fuente viva y activa de nuestro quehacer como representantes del pueblo, impulsemos su inspiración en todas nuestras instituciones, desde la familia y la comunidad local hasta los poderes públicos, a fin de que sus contenidos éticos y jurídicos den vida a ese orden público en el cual los seres humanos son efectivamente libres e iguales en dignidad y derechos.



Por ello, ha sido muy acertada la resolución del Presidente de la República, señor Patricio Aylwin, de dictar el decreto supremo N° 861, de 7 de diciembre de 1990, que declara como "Día Nacional de los Derechos Humanos" el 10 de diciembre de cada año.



Hoy no conmemoramos un hecho pasado, un documento histórico y un conjunto de propósitos surgidos del dolor y de la muerte, sino que nos comprometemos, desde una reflexión profunda, con la dignidad de cada niño, joven, adulto o mayor, hombre o mujer, para que su riqueza espiritual pueda dar todo el maravilloso potencial creador del cual nos habla cada uno de los derechos que se derivan de su condición de persona humana.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 17° DE 15 DE DICIEMBRE DE 1992
CREACIÓN DE DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PUBLICA E INFORMACIONES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, uno de los grandes desafíos en la consolidación de nuestro sistema democrático radica en la imperiosa necesidad de garantizar a todos los chilenos las condiciones de seguridad mínima que les permitan un desarrollo integral y, al mismo tiempo, fortalezcan nuestra convivencia civilizada.



Como la gran mayoría de las sociedades modernas, Chile ha debido enfrentar dos fenómenos que ponen en riesgo la tranquilidad ciudadana: la delincuencia y el terrorismo.



Respecto a la delincuencia común, el Gobierno ha desarrollado un conjunto de iniciativas y medidas que han permitido reducir y limitar las consecuencias negativas de este fenómeno. Por un lado, en materias de prevención y represión, ha priorizado el aumento de las capacidades técnicas y operativas de las Fuerzas de Orden y Seguridad: tanto Carabineros como la Policía de Investigaciones las han incrementado sustancial-mente en los últimos dos años, lo cual ha elevado su eficacia en la lucha contra la delincuencia. Ello lía significado importantes avances en la desarticulación de innumerables bandas delictivas y grupos criminales. Por otra parte, ha destinado recursos extraordinarios a las labores de rehabilitación de los delincuentes, dotando a Gendarmería de Chile de nuevas herramientas, materiales y humanas, a fin de superar, inicialmen-te, las históricas carencias que ha sufrido en el cumplimiento de sus funciones.



A lo anterior deben agregarse las significativas instancias de colaboración establecidas entre la comunidad y los organismos policiales. Ellas constituyen una de las mejores expresiones de participación directa de los ciudadanos en la solución de sus propios problemas. Ya se han materializado varios acuerdos y convenios de cooperación entre entidades públicas y privadas con los órganos policiales con el objeto de ayudar en las tareas de prevención de la delincuencia. Sin duda, estos mecanismos deben acrecentarse y fortalecerse permanentemente.



Es innegable, por otro lado, que la solución más efectiva para el problema de la delincuencia consiste en superar progresivamente las lacras sociales tales como la pobreza extrema y los altos niveles de cesantía juvenil. En esta materia, en los últimos tres años la ciudadanía ha podido constatar los innumerables esfuerzos realizados y avances que se han logrado mediante las políticas socioeconómicas impulsadas por el Gobierno democrático.



Con relación al terrorismo, estamos convencidos de que la democracia posee herramientas suficientes para protegerse eficazmente de esta lacra que amenaza a las sociedades contemporáneas. El sistema democrático puede defenderse de las nefastas consecuencias del accionar terrorista. Puede y debe hacerlo, respetando tanto las competencias y atribuciones propias de cada Poder e institución del Estado, como garantizando, principalmente, todos y cada uno de los derechos inalienables de los ciudadanos. Es decir, el combate al flagelo del terrorismo puede y debe darse en el estricto marco que impone el Estado de Derecho democrático. Por ello, este Gobierno ha rechazado y no aceptará la creación de organismos de inteligencia como los que existieron en el pasado. Eso representaría una amenaza cierta de inestabilidad a nuestro sistema democrático. Concordar en la necesidad de luchar contra el terrorismo no significa asumir recetas que hicieron mal a la convivencia. La democracia posee herramientas eficientes para afrontar el terrorismo y que no implican la vulneración de los derechos de todos y cada uno de los chilenos.



En ese marco, el Gobierno ha implemen-. tado una política de Estado coherente, que propugna la despartidización del tema y la decisión de fortalecer la capacidad profesional de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, únicos organismos que, por disposición constitucional, deben resguardar la tranquilidad ciudadana de las amenazas provenientes del accionar delictivo, tanto común como terrorista.



Al igual que la gran mayoría de las sociedades modernas contemporáneas, Chile debe enfrentar decididamente las amenazas que involucran la delincuencia y el terrorismo. Para esto no es suficiente dotar a las policías de recursos técnicos y humanos ne-r«sarios, si no se crean los instrumentos orgánicos y jurídicos idóneos destinados a procesar, sistematizar y producir la infor-mación indispensable para potenciar la labor preventiva contra el terrorismo y la delincuencia organizados, único medio de proporcionar a la sociedad y a cada uno de los ciudadanos un ambiente de paz en el cual construir su propio desarrollo.



Con el propósito de cumplir los desafíos de esta hora, el Ejecutivo ha sometido a consideración del Congreso Nacional el proyecto de ley que hoy conocemos, cuyo texto, enriquecido con los aportes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, fue aprobado por la unanimidad de sus miembros.



A dicha Comisión concurrieron también el Ministro del Interior subrogante, señor Belisario Velasco; el Director Nacional de Gendarmería, don Isidro Solís, y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, señor Rodrigo Asenjo. Además, en ella se escuchó la opinión sobre la iniciativa del General Director de Carabineros, don Rodolfo Stange; del Director General de la Policía de Investigaciones, señor Nelson Mery, y de los Directores de Inteligencia de las tres ramas de las Fuerzas Armadas.



¿Cuál es, en lo básico, el contenido de este proyecto que, como digo, fue aprobado unánimemente por la Comisión y para el que venimos en solicitar que el Senado también lo acoja en general?



El artículo 1° crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones como un servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, dependiente del Ministro del Interior. Y para radicar la dependencia en este Secretario de Estado, se tuvo en cuenta que él es el Jefe del Gabinete, se desempeña como Vicepresidente de la República, dirige la Cartera responsable del orden público y la seguridad ciudadana y, además, ha sido el encargado de la coordinación entre los ministerios que tienen funciones o atribuciones relacionadas con las materias indicadas.



Esta norma debe ser establecida con quorum de ley orgánica constitucional, porque altera el artículo 26 de la ley 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



El artículo 2° señala los objetivos de la Dirección: coordinar las actividades de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y proporcionar al Ministro del Interior la información, estudios, análisis e inteligencia necesarios para la formulación de políticas y para la adopción de medidas y acciones específicas en lo relativo a las conductas terroristas y a las que puedan constituir delitos que afecten el orden público o la seguridad pública interior.



Aquí, señor Presidente —como lo manifestó el señor Ministro del Interior hace un momento—, se radica la principal objeción que ha recibido este proyecto: que la labor de coordinación lleva envuelta la facultad de mandar a las fuerzas policiales que se coordinan, vulnerando con ello la cadena del mando y la dependencia de esas fuerzas.



La Comisión, en primer término, decidió invertir el orden en que son señalados los objetivos de este servicio, a fin de destacar en primer lugar el que le es más propio de acuerdo con la definición del articuló 1°, es decir, proporcionar información e inteligencia al Ministro del Interior. Acto seguido, acordó reemplazar el objetivo de coordina-cón de actividades de los órganos policiales por la coordinación de las informaciones que de ellos provengan, función que, en el texto que se propone, tiene el carácter de un medio para alcanzar el propósito antes descrito y no el de una finalidad en sí misma.



Se consignó, en el artículo aprobado, la expresión empleada por los organismos especializados que aluden a "apreciaciones de inteligencia" para significar las actividades que realizan en ese orden, en lugar de referirse pura y simplemente a la "inteligencia".



El artículo 3° señala, a título indicativo, las principales funciones de la Dirección: coordinar las actividades de Carabineros e Investigaciones relacionadas con el orden público y la seguridad; recabar, recibir y procesar antecedentes e informaciones necesarios para producir inteligencia; solicitar de los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas, a través del conducto regular del Ministerio de Defensa, información sobre orden y seguridad; coordinar el intercambio de información en materias propias de la Dirección; proponer políticas y planes en asuntos de su competencia; preparar estudios y proponer normas jurídicas en cuestiones de su ámbito; crear y mantener un banco de datos computacional centralizado en materias de su competencia.



La enunciación de este artículo, señor Presidente, no es taxativa, por lo que no excluye otros medios lícitos para alcanzar los objetivos del servicio.



El artículo 5° crea un Comité Consultivo de Inteligencia para asesorar a la Dirección en el cumplimiento de sus objetivos, y señala su composición. Dicho Comité estará presidido por el Ministro del Interior. Forman parte también de él los Subsecretarios del Interior, de Relaciones Exteriores y uno de los pertenecientes al Ministerio de Defensa Nacional, designado por el Secretario de Estado respectivo; el Director del Servicio que se crea mediante este proyecto; el Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, y los Jefes de Inteligencia de cada rama de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.



El artículo 8° establece el cargo de Director de Seguridad Pública e Informaciones y enuncia sus funciones, la forma de su nombramiento y de su subrogación.



Los artículos siguientes describen, en rasgos generales, las funciones asignadas a cada una de las Divisiones que se contempla.



El artículo 17 hace aplicable el Estatuto Administrativo al personal de planta ya contrata de la referida Dirección.



El artículo 18 crea las plantas del personal de ese servicio. En total, son 92 personas, distribuidas entre los grados C y 21 de la Escala Única de Sueldos; y consulta los niveles ordinarios, esto es, directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.



El artículo 20 consagra una agravante de responsabilidad penal para el personal que se desempeñe en la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ella.



El artículo 21 prohíbe al personal que cumpla funciones en ese servicio, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con él, participar en reuniones, manifestaciones, asambleas y cualquier otro acto que tenga carácter político partidista, o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular, o adherir a actos de esa naturaleza, ni intervenir del mismo modo en actos relacionados con plebiscitos. Esto se entiende, obviamente, sin perjuicio de poder ejercer sus derechos políticos.



El artículo 22 faculta a la Dirección para pedir antecedentes e informaciones necesarios para el cumplimiento de sus objetivos a cualquier autoridad o funcionario de cualquier servicio de los comprendidos en el artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado: ministerios, intendencias, gobernaciones, órganos y servicios públicos administrativos, Contraloría General de la República, Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, municipalidades y empresas públicas creadas por ley. Además, la disposición en comento agrega a las sociedades e instituciones en que el Estado tenga aportes, participación o representación mayoritarios.



Señor Presidente, ésas son las disposiciones más importantes que contiene la iniciativa. Todas ellas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Y, por lo tanto, solicito a este Honorable Senado se sirva adoptar el mismo pronunciamiento.
 He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 18° DE 16 DE DICIEMBRE DE 1992
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA DE CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO Y DE PLANTAS DE SU PERSONAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en el informe la Comisión expresa que aprobó por unanimidad el precepto que propone, basado en una redacción formulada en indicación del Diputado señor Molina, la que fue acogida con algunas modificaciones. Esa norma está inspirada en los principios rectores que expongo a continuación.



La idea central es que el Consejo de Defensa del Estado litigue en igualdad de condiciones con sus contrapartes.



No corresponde dar el carácter de secreto a determinados documentos, sino, más bien, imponer la obligación de guardar reserva a ciertas personas, respecto de determinados hechos, consten o no en documentos.



No se intenta sancionar penalmente las infracciones, sino imponer obligaciones funcionarías cuya infracción origine responsabilidades administrativas. Lo anterior no significa que el profesional que viola el secreto que le ha sido confiado en razón de su profesión quede exento de la pena fijada por el artículo 247 del Código Penal.



La obligación de reserva pesa tanto sobre los profesionales cuanto respecto de los demás funcionarios del Consejo. Es aplicable al personal de planta, a contrata y a honorarios.



La Comisión Mixta acordó, también en forma unánime, dejar constancia, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que la reserva a que se refiere el artículo 42 que se incorpora a la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado no es oponible a la Cámara de Diputados cuando ésta ejerce su atribución constitucional de fiscalizar los actos del Gobierno; ni a las Cámaras y sus organismos internos autorizados reglamentariamente, cuando ejercen la facultad que les otorga el artículo 9° de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En consecuencia, la Comisión Mixta propone aprobar como número 22 del artículo 1° del proyecto, en que incide este informe, el texto que en seguida indico:



"22.— Agrégase el siguiente artículo 42, nuevo:



"Artículo 42.— Los profesionales y funcionarios que se desempeñan en el Consejo, cualquiera sea la naturaleza de su designación o contratación, estarán obligados a mantener reserva sobre los trámites, documentos, diligencias e instrucciones relacionados con los procesos o asuntos en que intervenga el Servicio, siéndoles aplicables las disposiciones del artículo 247 del Código Penal.".".



Solicito al Senado acoger este texto.

LEG. 323, SESIÓN 18° DE 16 DE DICIEMBRE DE 1992
PLANTAS DEL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, este proyecto de ley sustituye la planta del personal del Servicio de Registró Civil e Identificación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 21 de febrero de 1990, del Ministerio de Justicia.



Ahora bien, ¿qué se pretende con ello? Se procura "hacer más eficiente la atención al público, a la vez que dignificar tanto la función como elevar el nivel de remuneraciones de los funcionarios", dice el mensaje. En la actualidad, esta repartición presenta un deterioro en este último aspecto, en relación con las restantes instituciones regidas por el decreto ley N° 249, de 1974, sobre Escala Única de Sueldos.



En el caso del Servicio de Registro Civil e Identificación debe destacarse que cuenta con 504 oficinas a lo largo y ancho del país, incluidas la Antártida chilena, Isla de Pascua y Juan Fernández, y, por su cobertura geográfica y tipo de actuaciones, es uno de los organismos que atienden mayor cantidad de público. Además, diversas leyes le han ido agregando permanentemente nuevas funciones, todo lo cual incide en una abundante carga de trabajo para el personal, que debe afrontarlas con remuneraciones que, como se ha dicho, son inferiores a las de otros servicios públicos.



Por lo tanto, señor Presidente, este proyecto es de toda justicia y no quiebra ninguna relación con las demás entidades, de modo que, en opinión de los Senadores democratacristianos, debe ser acogido.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 20° DE 05 DE ENERO DE 1993
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL, DE JUSTICIA MILITAR Y DE PROCEDIMIENTO PENAL, Y DE OTRAS NORMAS SOBRE

SEGURIDAD DE LAS PERSONAS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, luego de consultar a los demás miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, vengo en solicitar el envío del proyecto a ella, dado que se modifican diversas normas de los Códigos Penal, de Justicia Militar y de Procedimiento Penal, y otras disposiciones en materia de seguridad de las personas, además de la ley N° 16.618, de Menores, especialmente en lo relativo al discernimiento. Es decir, se trata de una iniciativa compleja, técnicamente difícil. Como son múltiples las enmiendas que le introdujo la Cámara de Diputados, estimamos conveniente que la Comisión se aboque a un estudio más acabado de su contenido y que informe luego al Senado.



Esa es la petición concreta que formulo, en nombre de la Comisión.

LEG. 325, SESIÓN 21° DE 07 DE ENERO DE 1993
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON ENRIQUE CORREA LABRA. COMUNICACIONES

El señor PACHECO.— Gracias, señor Presidente.



En nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana, rindo homenaje en memoria de don Enrique Correa Labra.



El ex Presidente de la Excelentísima Corte Suprema nació en Talca, el 12 de diciembre de 1907; hijo de don Ángel Correa y de doña Hortensia Labra, hizo sus estudios en el liceo de esa ciudad y en la Universidad de Chile, donde se tituló de abogado en 1928.



Ingresó a la carrera judicial el 26 de septiembre de 1929, cuando empezó a desempeñar el cargo de Secretario del Juzgado de Chanco; de ahí pasó, con el mismo rango, a la ciudad de San Carlos. En 1937 es nombrado Juez de Maullín y, más tarde, de Osorno y Valdivia; posteriormente, es designado Ministro de las Cortes de Apelaciones de Valdivia, de Chillan y de Valparaíso. En 1971 es elegido Ministro de la Corte Suprema y, en 1991, Presidente de ese Excelentísimo Tribunal.



Durante los 64 años en que desempeñó la judicatura, se distinguió como un magistrado talentoso, honesto, incorruptible, independiente, de sólida formación jurídica, amplia cultura y fuerte personalidad.



Además, ejerció la docencia universitaria como profesor de Derecho Procesal en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile en Valparaíso, donde durante 15 años sobresalió por sus condiciones pedagógicas y el conocimiento de las tendencias más modernas de esa rama del Derecho, lo que me consta, pues fui su colega en esa Casa de Estudios.



Don Enrique Correa tenía una fuerte personalidad y un carácter enérgico, por lo que muchos lo tildaban de "duro", pero quienes lo conocimos bien podemos acreditar que era un hombre bondadoso y muy sensible para resolver los problemas humanos. 



La vida de don Enrique Correa fue un ejemplo de servicio a la justicia y él constituyó un modelo de magistrado.



Para los que tuvimos el honor de conocerlo existe un aspecto de su personalidad que cabe destacar muy especialmente: el relativo a su vida familiar y el entrañable amor por su esposa, doña Aída Vivanco, y a sus hijas Gloria, Lilian, Patricia, Jimena y Cecilia.



El fallecimiento de su señora lo hirió e hizo que su salud se resintiera profundamente, hasta el extremo de que murió cuatros meses después.



Los Senadores de la Democracia Cristiana rendimos homenaje, con afecto y admiración, a un magistrado excepcional, y elevamos nuestras oraciones por el eterno descanso de su alma.



Hacemos llegar nuestras más sentidas condolencias a sus hijas y a la Excelentísima Corte Suprema, solicitando enviarles copia íntegra de todos los discursos de homenaje que se realicen hoy en el Senado de la República en honor de don Enrique.



Gracias, señor Presidente.

LEG. 325, SESIÓN 21° DE 07 DE ENERO DE 1993
CREACION DE DIRECCION DE SEGURIDAD PÚBLICA E INFORMACIONES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, concurrí con mi voto a la aprobación unánime de esta indicación. Para adoptar tal criterio se tuvo presente que ella perfecciona el texto contemplado en el primer informe, en cuanto tiende a precisar que es al Gobierno —con mayúscula, como lo expresó el Honorable señor Diez—, a través de los órganos competentes, al que le corresponderá realizar las acciones del "caso, como formular políticas y adoptar medidas.



Por otro lado, la parte final de la indicación pone de relieve el papel activo que debe cumplir el órgano receptor de la información, en cuanto a disponer de las informaciones que se le proporcionen para los fines que el mismo artículo contempla.



Al concurrir a su aprobación, señor Presidente, lo hice también en el entendido de que tiene el sentido y alcance que ha precisado el Honorable señor Arturo Frei, y que hago mío también, porque ése fue el criterio con el cual precisamente, por lo menos yo, me pronuncié a favor de ella.

LEG. 325, SESIÓN 22° DE 12 DE ENERO DE 1993
CREACION DE DIRECCION DE SEGURIDAD PÚBLICA E INFORMACIONES

El señor PACHECO.— Voto a favor del proyecto de reforma constitucional en materias electorales, dejando establecido en forma expresa que, no obstante ser partidario de suprimir la institución de los Senadores designados, me consta personalmente que todos quienes desempeñan esos cargos en la actualidad se han distinguido en el Senado por su sentido de servicio público, por su capacidad y honorabilidad.
LEG. 325, SESIÓN 27° DE 20 DE ENERO DE 1993
ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA TRES MINISTROS DE CORTE SUPREMA Y AUDITOR GENERAL DEL EJÉRCITO, COMO MINISTRO INTEGRANTE.

El señor PACHECO.- Señor Presidente, señores Senadores, el artículo 49, número 1), de la Constitución Política de la República, señala que corresponde al Senado "Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable". Y agrega que "El Senado resolverá como jurado". En virtud de la norma constitucional citada, éste se convierte, para estos efectos, en un órgano jurisdiccional, al cual corresponde la facultad exclusiva y excluyente de conocer y fallar en este juicio político.



Que esta Honorable Corporación deba resolver como jurado, significa que conoce los hechos aportados por la Cámara de Diputados y resuelve en conciencia si ellos constituyen la causal invocada en el libelo y, en consecuencia, se pronuncia formalmente, limitándose a declarar si el acusado es o no es culpable.



La atribución de la Cámara Alta de conocer y fallar en conciencia permite que cada uno de los Senadores examinemos todos los factores del juicio político y resolvamos de acuerdo a lo que nuestra propia conciencia nos indique como justo.



En mi concepto, el autor que mejor analiza lo que implica resolver como jurado es don Enrique Evans de la Cuadra, quien señala que la Carta Fundamental, al facultar a esta Corporación para resolver en conciencia "permite al Senado el examen general de todos los factores jurídicos, personales, políticos y de cualquier otro orden que sirvan para formar conciencia y que estén en juego en la causa. Así como en la primera etapa, en la Cámara de Diputados, ésta debe decidir si ha o no lugar a la acusación resolviendo desde un ángulo básicamente jurídico, si se cometió objetivamente el delito de infracción de que se acusa; en la segunda etapa, en el Senado, procede el examen de todos los factores que puedan ilustrar una resolución justa.".



Cuando un juzgador tiene que resolver en conciencia, su fallo debe estar motivado por aquello que en su fuero interno siente como justo. Y fundarse en las más altas convicciones sobre lo que es equitativo. El razonamiento judicial debe ponerse al servicio de los más altos valores que inspiran el Derecho. Cuando un juez falla en conciencia, no tiene excusa ni impedimento alguno, para dejar de resolver lo que cree que verdaderamente corresponde en justicia.



Es este llamado a la convicción interna de los juzgadores el que debe informar al Senado en la interpretación de las normas constitucionales y legales en juego, en especial, cuando se trata de fijar el real sentido y alcance del concepto "notable abandono de sus deberes".


Análisis de la expresión "notable abandono de sus deberes"



La causal invocada por los Diputados para acusar a los miembros de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia es la de "notable abandono de sus deberes". Para comprender el verdadero sentido y alcance de esa expresión, debe tenerse presente que, al incurrir un juez en esta causal, se hace susceptible de ser acusado constitucionalmente. Y la acusación constitucional en contra de los magistrados no es sino la manifestación de la fiscalización que el Poder Legislativo puede ejercer sobre el Poder Judicial haciendo operativo el principio de separación de poderes.



La teoría de la separación de poderes que acoge la Constitución Política no significa ni puede significar en caso alguno que cada Poder del Estado quede autorizado para actuar en forma discrecional, arbitraria e injusta en materias de su competencia. Tras el principio de aquella separación está la idea de fiscalización, para evitar los excesos y abusos del poder.



De esta manera, las conductas que pueden hacer incurrir a los jueces en causal de una acusación constitucional deben representar este abuso de poder de que se da cuenta.



La función jurisdiccional contemplada en el artículo 73 de la Carta Fundamental entrega exclusivamente a los tribunales contemplados por la ley la facultad de conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado. En el ejercicio de esta función, un grave abuso de poder importa un notable abandono de sus deberes.



En consecuencia, la expresión "notable abandono de sus deberes" se refiere al abuso cometido en cualquiera de las etapas en que se divide la función jurisdiccional, la más trascendente de las tareas de los jueces.


Análisis de los cargos imputados a los acusados



A.- Denegación de justicia al traspasar arbitrariamente el conocimiento del proceso por la detención y desaparecimiento de don Alfonso Chanfreau Oyarce a los tribunales militares de justicia



El notable abandono de sus deberes, en este primer cargo, no se encuentra, como lo ha querido hacer ver la defensa de los acusados, en el hecho de haber aplicado la ley que ordena traspasar la causa a los tribunales militares sabiendo que la justicia militar no sancionará a los culpables. Se los acusa de modificar la calificación de los hechos, para conseguir que el caso correspondiera, por aplicación de la regla, a la justicia militar.



Los acusados examinaron las circunstancias vividas en Chile en el período comprendido entre el año 1973 y siguientes, al pronunciarse sobre un recurso de inaplicabilidad interpuesto en contra del decreto ley de amnistía, en que se solicitaba la aplicación de los convenios de Ginebra de 1949. En esa oportunidad, los mismos acusados manifestaron que no procedía la aplicación de la Convención de Ginebra, porque en Chile no hubo conflicto armado en los términos señalados por ella. Los hechos vividos en nuestro país permanecen inalterables. Sin embargo, en 1992, al resolver la contienda de competencia suscitada entre la justicia ordinaria y los tribunales militares, los magistrados acusados dijeron que era competente la justicia militar porque los delitos se cometieron en tiempo de guerra.



Lo anterior implica un doble estándar, inaceptable para la calificación de unos mismos hechos. En 1974, la Corte Suprema señaló que en Chile había estado de guerra, y en 1990 era necesario expresar que no había guerra, para hacer procedente la amnistía, lo que conducía al sobreseimiento definitivo de la causa y su archivo. En 1992, era necesario señalar, en cambio, que sí había estado de guerra, a fin de traspasar el caso a los tribunales militares, en los que es público y notorio que los procesos de esta naturaleza han sido sobreseídos y archivados. Y con motivo de la reposición que se presenta a este último fallo de la Tercera Sala de la Excelentísima Corte Suprema, ésta vuelve a sostener la tesis de que en Chile no hubo estado de guerra.



La declaración de que el país se encuentra en estado de guerra tiene consecuencias jurídicas y judiciales fundamentales, y significa una alteración importante de su ordenamiento jurídico. Cobran vigencia una cantidad de normas previstas en el ordenamiento jurídico que sólo pueden aplicarse si el país se halla en estado de guerra, y las disposiciones que se ponen en vigencia son, no sólo de orden nacional, sino también de carácter internacional.



De lo anterior resulta indudable que es primordial que los ciudadanos de la República sepan si están viviendo en un país en estado de guerra o no, porque el derecho que se les aplicará es distinto en uno y otro caso.



Al conducirse de esta manera, los magistrados acusados se han hecho culpables de denegación de justicia, lo que constituye el más grave atentado contra la función jurisdiccional. Esta denegación se hace mucho más grave cuando se están conociendo las más crueles violaciones a los derechos humanos de que se conoce en nuestra historia patria.



Es de la esencia del Estado de Derecho que se garanticen los derechos fundamentales de la persona humana. Todos los poderes del Estado deben velar por el respeto de estos derechos. A los tribunales de justicia en general, y a la Corte Suprema en particular, les corresponde la función irrenunciable de velar por el respeto de los derechos humanos en Chile. Es imposible pensar en la existencia de un ordenamiento jurídico que consagre el respeto a los derechos humanos si no hay jueces dispuestos a hacerlos valer, en especial cuando su actuación es requerida por las víctimas de atentados contra esos derechos. Sin embargo, los Ministros acusados no tomaron en cuenta en forma alguna las innumerables convenciones que la comunidad internacional ha aprobado para proteger los derechos fundamentales de la persona humana.



En la fundamentación de sus fallos, los Ministros acusados no consideraron la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Declaración Universal de Derechos Humanos, entre otros.



B.- Haber permitido la integración de la Tercera Sala de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia con el Auditor General del Ejército, señor Fernando Torres Silva, al conocer los recursos de casación y queja interpuestos por el Ministerio Público Militar en la causa caratulada "Max Díaz Trujillo y otros"



Es de la esencia del buen funcionamiento de un órgano jurisdiccional el que sus miembros sean imparciales.



El artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales señala, como causal de implicancia de un juez, el que éste haya "manifestado su dictamen sobre la cuestión pendiente, con conocimiento de los antecedentes necesarios para pronunciar sentencia".



En el proceso contra Max Díaz Trujillo y otros, el Auditor General del Ejército, don Fernando Torres Silva, se había desempeñado como juez instructor en la etapa del sumario, y había dictado en esa oportunidad once autos de procesamiento. Posteriormente, dejó de instruir la causa para asumir sus actuales funciones como Auditor General del Ejército. En esta última calidad vino a integrar la Corte Suprema cuando se trataba de conocer los recursos de casación y de queja interpuestos en contra de la sentencia definitiva en los autos ya mencionados.



Ciertamente, el Auditor General no era un juez imparcial, toda vez que había dictado autos de procesamiento en la causa. El auto de procesamiento implica haber emitido un pronunciamiento en cuanto a que se encuentra justificada la existencia del delito que se investiga y aparecen presunciones fundadas para estimar que el inculpado ha tenido participación en él como autor, cómplice o encubridor.



Al dar por acreditada la existencia del delito y presumir fundadamente la participación de los inculpados, el Auditor General del Ejército había efectuado una evaluación razonada de los antecedentes del proceso, representándose la realidad de los hechos. Lo anterior resta al juzgador la necesaria imparcialidad para conocer la misma causa en la etapa de casación.



De estos antecedentes y de lo dispuesto en la primera parte del artículo 199 del Código Orgánico de Tribunales, se puede concluir que el Auditor General del Ejército, don Fernando Torres Silva, debió acoger la recusación amistosa que le fue formulada por la defensa de los procesados, o dejar constancia en autos de la causal que lo inhabilitaba.



Con respecto a los otros miembros de la Tercera Sala de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, se debe señalar que, por mandato expreso del artículo 200 del referido Código, debieron declarar de oficio la implicancia del Auditor General, o bien aceptar la reclamación de implicancia interpuesta.



Más grave aún resulta el hecho de que la resolución que falló el incidente de implicancia formulado fuera pronunciada con el voto de ese Auditor General, cuando el artículo 203 del Código Orgánico de Tribunales dispone que "De la implicancia de jueces que sirven en tribunales colegiados conocerá el tribunal mismo con exclusión del miembro o miembros de cuya implicancia se trata.".



Por lo anterior, resulta injustificable que los otros integrantes de la Tercera Sala de la Excelentísima Corte Suprema no hayan hecho notar la imposibilidad que tenía el Auditor General señor Torres de emitir su voto.



De todo lo expuesto, se puede concluir que los procesados nunca fueron enjuiciados por un tribunal imparcial e independiente.



C.- Haber incurrido en un atraso inexcusable e ilegal en el pronunciamiento de un fallo judicial



Los tribunales de justicia tienen el deber constitucional de administrar justicia con prontitud. Más aún, en relación con los procesados presos o las personas privadas de libertad, nuestra legislación contiene un estatuto jurídico especial de orden preferente.



No es excusable que la Tercera Sala de la Corte Suprema se haya demorado más de cinco meses, desde que los recursos quedaron en estado de fallo, para emitir su pronunciamiento. Ella no podía menos que saber que los recursos deducidos eran improcedentes.



Cabe destacar que los recursos de casación fueron interpuestos por el propio Ministerio Público Militar, quien, por su conocimiento de la Ley sobre Conductas Terroristas, debía conocer la improcedencia de los mismos. Con ello quedó de manifiesto el ánimo de dilatar el pronunciamiento del fallo definitivo.



Conclusión



Al momento de concluir la fundamentación de mi voto, señor Presidente, deseo dejar constancia de que, a través de esta acusación constitucional, no se está enjuiciando al Poder Judicial ni al Ejército de Chile. La Excelentísima Corte Suprema, como institución, me merece el más alto respeto, más aún teniendo presente que en el pasado me desempeñé como secretario de los Ministros de esa Corte. Mi voto se refiere a la actuación de determinados magistrados y a su obligación de administrar justicia.



Como escribe el filósofo del Derecho Giorgio del Vechio, "La concepción y el culto de la justicia no pueden depender de las vicisitudes contingentes, sino que deben extraerse de aquella simiente eterna que está en el fondo de nuestra conciencia.



"Si la justicia es negada no hay nada que pueda dar valor a la vida del derecho.".



Señor Presidente, después de haber estudiado en conciencia los antecedentes de la acusación constitucional y de haber considerado lo expuesto por la defensa de los inculpados, doy mi voto favorable a la acusación de la Cámara de Diputados en contra de los Ministros señores Hernán Cereceda Bravo, Lionel Beraud Poblete, Germán Valenzuela Erazo y Fernando Torres Silva, por cada uno de los cargos que se les han formulado.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 29° DE 26 DE ENERO DE 1993
MODIFICACIÓN DE ARTICULO 505 DE CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, EN LO RELATIVO A LA NOTIFICACIÓN DE SENTENCIAS JUDICIALES

El señor PACHECO.— Gracias, señor Presidente.



Como señaló el señor Secretario, el proyecto, que se halla en su segundo trámite constitucional, modifica el artículo 505 del Código de Procedimiento Penal, que dispone que la sentencia definitiva de primera instancia y el cúmplase de la sentencia definitiva de segunda instancia deben ser notificadas personalmente al condenado y no a sus representantes.



La última de esas resoluciones lleva aparejadas, en caso de que falte tiempo por cumplir de la sanción impuesta, la orden de detener al condenado y la de su ingreso a un establecimiento penitenciario, lo cual determina frecuentemente que aquél no se presente y que la resolución judicial quede incumplida, con la consiguiente erosión de la eficacia y el prestigio del sistema de administración de justicia.



Desde otro punto de vista, para solicitar el beneficio del indulto son requisitos, entre otros que fija la ley N° 18.050, que la sentencia condenatoria se encuentre ejecutoriada y que el condenado esté cumpliendo la pena privativa de libertad, si se le hubiere impuesto una de ellas. Esta circunstancia, en concepto de los autores de la moción con que se inició la tramitación de este proyecto, entraba la política de indultos del Gobierno en relación con los presos políticos calificados como tales antes del 10 de marzo de 1990.



El proyecto en informe consta de dos artículos: uno permanente y otro transitorio.



El primero faculta al juez de la causa para disponer que el cúmplase de la sentencia de segunda instancia pueda también ser notificado al representante del condenado —vale decir, a su abogado—, indistintamente.



El precepto transitorio, de carácter imperativo, ordena que dicho cúmplase sea notificado personalmente al reo o a su representante, indistintamente, tratándose de personas procesadas conforme a las leyes N°s 12.927, 17.798, 18.314, 19.027 y 19.047, por hechos acaecidos antes del 10 de marzo de 1990.



Los cuerpos legales citados corresponden a la Ley de Seguridad del Estado, a la Ley sobre Control de Armas y a la ley sobre conductas terroristas, los tres primeros; de los dos últimos, uno modifica la ley N° 18.314, y el otro procura garantizar en mejor forma los derechos de las personas, respectivamente.



La Comisión aprobó en general el proyecto por tres votos contra dos. Votaron por la aprobación los Senadores señores Letelier, Vodanovic y el que habla, y estuvieron por el rechazo los Senadores señores Diez y Fernández.



La mayoría fundó su decisión en que la iniciativa evita que las sentencias condenatorias impuestas por los tribunales queden incumplidas, con el consiguiente debilitamiento de la función jurisdiccional, al mismo tiempo que proporciona un mecanismo eficaz para que quienes van a ser indultados no se vean en la necesidad de recluirse o de reingresar a las cárceles —ya excesivamente pobladas— para el solo efecto de salir de ellas.



La minoría argumentó, en sustento de su posición, que las disposiciones del proyecto contribuirán a minar la efectividad de las resoluciones judiciales y a poner en tela de juicio la institución de la libertad provisional, que por efecto de esta iniciativa pasará a ser una libertad definitiva, cuando reste tiempo por cumplir de la pena impuesta. Además, estuvo por el rechazo porque estimó que al condenado que es candidato a la gracia del indulto debe exigírsele una muestra de aceptación y acatamiento de la pena asignada y de sumisión al orden jurídico en virtud del cual le fue impuesta.



En la discusión particular, la Comisión, con la misma votación anterior, acordó dar igual tratamiento, en materia de estas notificaciones, a todos los condenados, suprimiendo el artículo transitorio que establecerá una diferencia para los presos políticos procesados por hechos anteriores al 10 de marzo de 1990.



Además, siguiendo el criterio general que inspira al proyecto, de simplificar los trámites judiciales que preceden al indulto, decidió hacer imperativa la norma, en lugar de meramente facultativa, como venía concebida desde la Cámara de origen.



Por último, el Senador señor Letelier dejó constancia de que el proyecto de ley no impide que, notificado el cúmplase de una sentencia condenatoria al representante del condenado, se libre en contra de éste orden de aprehensión para que dé cumplimiento al castigo, si es la privación de libertad.



En conformidad con las consideraciones expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recomienda aprobar el texto propuesto, que consta de un artículo único que agrega, al artículo 505 del Código de Procedimiento Penal, el siguiente inciso final:



"No obstante lo establecido en los incisos anteriores, el cúmplase de la sentencia de segunda instancia se notificará al condenado o a su representante, indistintamente.".



Ese es, señor Presidente, el proyecto acogido por mayoría, que la Comisión de Constitución recomienda aceptar.



He dicho.
LEG. 325, SESIÓN 29° DE 26 DE ENERO DE 1993
MODIFICACIÓN DE ESTATUTO DE INVERSIÓN EXTRANJERA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, estoy a favor de la iniciativa, pero me encuentro pareado con el Honorable señor Diez.
LEG. 325, SESIÓN 30° DE 28 DE ENERO DE 1993
FOMENTO DEL LIBRO Y LA LECTURA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, estoy a favor de la iniciativa, pero me encuentro pareado con el Honorable señor Diez.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, el acelerado proceso de desarrollo y cambio de la sociedad chilena exige para su continuidad una cada vez más amplia difusión de la cultura.



Sólo un pueblo que crea, que aprecia el arte, que respeta y desarrolla su idiosincrasia, que se comunica, que conoce sus raíces, que sepa de sí y del mundo que lo rodea, puede llegar a ser verdaderamente libre.



Un instrumento idóneo para el cumplimiento de estos fines es, indudablemente, el libro, en cuya manifestación concreta se aúnan la riqueza de lo intelectual y lo creativo con la actividad de importantes sectores económicos de la vida nacional. Por otra parte, el libro tiene una proyección internacional, al poder superar las barreras del espacio y del tiempo y servir de este modo a un mejor conocimiento de los países y a una más estrecha cooperación internacional.



Hoy en día, para el común de la población, el libro es un bien caro y los lectores son pocos; el mercado es pequeño y se ha reducido notablemente la compra de libros para las bibliotecas; los hábitos de lectura siguen gravemente deteriorados; las librerías son escasas; el libro importado desde Europa está fuera del alcance de grandes sectores de la población; la cultura de la imagen se ha transformado en la gran competidora de la lectura; la exportación de libros chilenos es limitada por los elevados impuestos al derecho de autor que deben pagar los extranjeros y por las deficiencias en los sistemas de reintegro; las Regiones —una de las cuales represento, la Séptima—, a su vez, están huérfanas del libro, en 40 circunscripciones electorales, de un total nacional de 60, sin existir un lugar donde se pueda acceder a la compra de un libro.



Hemos transitado desde una situación en que se vendían decenas de miles de ejemplares por cada edición, hasta la actual en que los editores deben hacer ímprobos esfuerzos para agotar ediciones de no más de mil ejemplares.



En síntesis, estamos en presencia de un problema nacional. La sociedad no reclama su derecho a leer y ello ha producido, en parte, la pérdida de los hábitos de lectura, desde una muy temprana edad.



Se ha hecho evidentemente necesaria una política respecto del libro y la lectura, que los considere en su globalidad como elementos o instrumentos culturales que deben ser conocidos y apreciados por el niño desde su más temprana infancia y que deben estar al alcance de los educadores y educandos.



Todo ello requiere una actuación simultánea sobre tres elementos fundamentales: la escuela, la biblioteca y la industria editorial.



En nuestra historia reciente, hemos sido espectadores de una muy variada gama de políticas respecto del libro: la primera, la de un Estado interventor, propietario y gestor de editoriales; la última, la de un Estado prescindente, que aplicaba las leyes del mercado a la cultura en general y a la lectura en particular.



De lo dicho, queda claro que resulta imperioso que el libro llegue cada vez más a la gente y desde las más tempranas edades. El Estado debe facilitar el encuentro entre el libro y el lector, tarea que no puede quedar entregada sólo al libre juego de las fuerzas del mercado o de los intereses particulares.



Señor Presidente, éste es el sentido y alcance del proyecto de ley de fomento del libro y la lectura, cuyos detalles ha dado a conocer muy precisamente el señor Ministro de Educación.



Por todo lo expuesto, votaré favorablemente la iniciativa, solicitando al Honorable Senado que se sirva aprobarlo.

LEG. 325, SESIÓN 31° DE 09 DE MARZO DE 1993
NORMAS SOBRE JUECES ÁRBITROS Y PROCEDIMIENTO ARBITRAL

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en efecto, la Comisión me ha encomendado ser relator de la iniciativa en estudio, que es extraordinariamente compleja y bastante extensa.



Como se señaló, tuvo su origen en un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, y se inserta en el grupo de enmiendas legales y constitucionales relativas a la administración de justicia.



Su objetivo central es disminuir la demanda de servicios que recae sobre el Poder Judicial, mediante el fortalecimiento y ampliación de la justicia arbitral, que es un mecanismo alternativo eficiente y eficaz para la resolución de conflictos que requieren cierto grado de especialización y experiencia.



Respecto de la sobrecarga en el trabajo de los tribunales de justicia —según se desprende de los discursos pronunciados por los señores Presidentes de la Excelentísima Corte Suprema—, en la última década, prácticamente en todas las Cortes de Apelaciones del país existe un atraso derivado, fundamentalmente, del creciente número de ingreso de causas que se produce año tras año.



El proyecto aspira a conjugar armónicamente los principios de gratuidad y oportunidad de la justicia. Con tal propósito, amplía las materias de arbitraje forzoso u obligatorio, regula el nombramiento de los árbitros y reforma los procedimientos arbitrales.



En cuanto al arbitraje, como se ha indicado, se extiende el ámbito del forzoso, tomando en consideración, básicamente, la cuantía, la especialidad y complejidad de los negocios controvertidos.



Por otra parte, no se suprime ninguno de los casos en que el arbitraje es prohibido.



La Comisión reguló la forma en que el Fisco puede recurrir a esta jurisdicción e incorporó el arbitraje institucional.



Referente a los árbitros, la iniciativa elimina los de Derecho, pasando éstos a tener el carácter de mixtos; regula el nombramiento judicial de los mismos; explicita los casos en que valen las cláusulas compromisorias, y permite la recusación sin expresión de causa, en ciertos casos.



En lo relativo al procedimiento, el proyecto unifica el aplicable a los diversos tipos de arbitraje y a los juicios de cuentas; establece un juicio concentrado, que se inspira en el modelo del proceso laboral; asigna a las normas de este tipo carácter supletorio y complementario de las que acuerden las partes; precisa las reglas sobre instalación de los tribunales arbitrales, notificaciones, plazos y formas para la discusión y la prueba, medidas para mejor resolver, ejecución de las resoluciones, requisitos de las sentencias y recursos, consigna que la prueba se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica; hace obligatoria la conciliación; evita que los incidentes y los recursos paralicen el procedimiento, y radica la jurisdicción disciplinaria en las Cortes de Apelaciones.



La Comisión abordó, además, cuestiones como las medidas prejudiciales precautorias y la validez de los actos procesales cuando el árbitro cesa en sus funciones.



Asimismo, compartió plenamente las finalidades del proyecto, por lo que procedió a aprobarlo en general.



La discusión particular —en aspectos de detalle— estuvo basada en sucesivas proposiciones de redacción que, a partir del texto del mensaje, formuló el Ministerio de Justicia.



Además, se tuvieron a la vista dos indicaciones: una, de los Senadores señores Fernández y Letelier; y otra, de los mismos señores Senadores más el Honorable señor Diez, algunas de cuyas ideas fueron incorporadas en el articulado.



El texto que se propone al final fue aprobado por consenso.



El proyecto consta de tres artículos. El Primero reemplaza íntegramente el Título IX del Código Orgánico de Tribunales, referente a los jueces árbitros; el Segundo sustituye todo el Título VIII, del Libro III del Código de Procedimiento Civil, relativo al juicio arbitral, y el Tercero, modifica diversos preceptos legales, a los que nos referiremos más adelante, con el objeto de concordarlos con el espíritu que anima las enmiendas anteriores.



En la medida de lo posible, nos ajustaremos al orden del articulado, procurando ser muy breves, dada la extensión del mismo y del informe respectivo.



El Título IX del Código Orgánico de Tribunales, que incluye los artículos 222 a 243, se titula "De los jueces árbitros". En él se los define y se los clasifica en árbitros de Derecho, árbitros arbitradores y árbitros mixtos; se señala quiénes pueden nombrar árbitros; se fijan los requisitos para ser árbitro; se establecen las materias de arbitraje forzoso, prohibido y permitido; se indican los requisitos que debe reunir el nombramiento de árbitros; se instituyen reglas sobre el lugar y duración del juicio; se disponen preceptos para instalar el tribunal arbitral y para la terminación del arbitraje; se consagra la inhabilitación de los árbitros por causales de implicancia o recusación sobrevinientes; se regula la forma de emitir la sentencia en caso de haber más de un árbitro, y se consigna la forma de admitir los recursos de apelación y casación contra el fallo.



El Artículo Segundo del proyecto contiene modificaciones al Código de Procedimiento Civil, reemplazando el Título VIII de su Libro III, por uno nuevo, que contiene un solo párrafo, denominado "Del Juicio Arbitral", dividido en 17 artículos.



En materia de procedimiento, el texto vigente distingue entre árbitros de Derecho y árbitros arbitradores. El proyecto consulta un sistema uniforme para todo tipo de árbitros, inspirado, como se ha dicho, en el juicio laboral. Estas regulaciones suplen el silencio total o parcial de las partes.



El Artículo Tercero consta de cuatro numerales, e introduce diversas enmiendas a los Códigos Civil, Orgánico de Tribunales y de Procedimiento Civil.



Por las consideraciones expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por unanimidad, recomienda aprobar el proyecto, cuya relación he querido hacer breve, dada la extensión de la iniciativa. Luego podremos absolver las dudas que ella pueda merecer.



Por último, creo que éste es un paso muy importante y significativo en lo que a arbitraje se refiere y para agilizar la administración de justicia.

LEG. 325, SESIÓN 34° DE 17 DE MARZO DE 1993
HOMENAJE A SOR TERESA DE LOS ANDES. COMUNICACIONES

El señor PACHECO.- Señor Presidente, Honorables colegas, los Senadores de la Democracia Cristiana deseamos adherir al homenaje que esta Corporación rinde a Sor Teresa de Los Andes.



Juanita Fernández Solar nació en Santiago el 13 de julio de 1900, y murió el 12 de abril de 1920 en el convento de las Carmelitas Descalzas, en Los Andes. Hoy todo Chile se maravilla ante su próxima canonización. Miles de personas peregrinan en estos días hacia su tumba, a orar, y la vida de una joven que no alcanzó a cumplir los veinte años se ha convertido en ejemplo para los miles de jóvenes de nuestro país que buscan una respuesta que dé sentido a sus existencias.



Gran parte de su vida la pasó rodeada del afecto de su familia, en un ambiente de comodidad al que renunció para servir a Dios, alabándolo sin cesar y sin cansarse de pregonar su amor por el Creador.



Juanita vivió una infancia absolutamente normal. Participó en juegos, paseos y actividades deportivas y recreativas, como cualquier muchacha de su edad. Incluso su devoción religiosa, surgida desde temprano gracias a las enseñanzas recibidas en el internado de las Monjas Inglesas del Sagrado Corazón, en Santiago, y en la vida con su familia en la hacienda "Chacabuco", en Colina, parecía propia de una niña educada en los valores del cristianismo.



Sin embargo, a los diecisiete años comunicó a sus padres su decisión de ingresar al convento de las Carmelitas Descalzas, en Los Andes. Dos años después su padre le concedió el permiso, y apenas un mes más tarde, el 7 de mayo de 1919, se incorporó al claustro y cambió su nombre por el de Teresa de Jesús, en homenaje a la santa que le inspirara tal determinación con su libro "Camino de perfección".



La que se convertirá en la primera santa chilena cambió radicalmente su vida en muy poco tiempo, gracias a su amor por Dios. Pasó del seno de una familia acomodada a un monasterio modesto, donde, voluntariamente, sirvió en las tareas más humildes.



En su correspondencia —que constituyó casi su único contacto con el mundo exterior— es posible descubrir los sentimientos y reflexiones que la animaron en los escasos once meses que vivió como carmelita. En la época en que ingresó al Carmelo, y explicando las razones de su decisión, escribió a su familia: "Jesús me pide que sea santa, que haga con perfección mi deber porque mi deber es la Cruz. Para una carmelita la muerte no tiene nada de espantable. Va a vivir la vida verdadera, va hacia los brazos del que amó aquí en la tierra sobre todas las cosas. Va a sumergirse eternamente en el amor.".



La muerte siempre la rondó. De hecho, desde los once años tuvo problemas de salud, agravándose siempre el día de la Inmaculada Concepción, y un mes antes de fallecer a consecuencia de un tifus complicado por una bronconeumonía sabía claramente la fecha de su deceso. Por eso, sorprende especialmente la alegría con que vivió, alabando a Dios de modo incansable y agotando sus energías en el servicio.



Sor Teresa de Los Andes profesó como religiosa cinco días antes de morir, pero desde su infancia fue reconocida por quienes la rodeaban por su aura de santidad.



A pesar de su juventud, los escritos que han llegado hasta nosotros reflejan una profunda madurez y una clara comprensión del sentido que debe animar la vida de un cristiano. "El sufrimiento" —decía— "no me es desconocido. En él encuentro mi alegría, pues en la Cruz se encuentra Jesús, y Él es amor. Y ¿qué importa sufrir cuando se ama?".



En sus cartas asoma claramente su vocación de santa, y sus palabras constituyen una guía insustituible para quienes profesamos la fe católica. Por ejemplo, en otra misiva nos explica: "Cuando tenemos un amigo en nuestra casa, no lo dejamos solo, sino que si estamos muy ocupadas, tratamos de irle a hablar de vez en cuando. Así lo harás con Jesús. Antes de principiar cualquier obra, le dirás que se la ofreces a Él sólo por amor, no con intención de que las criaturas te vean, sino para servirle y porque le amas.".



Su forma de comprender su amor por Dios queda más clara todavía en otra de sus cartas: "Ejercítate en prestar servicios, aun a las sirvientas y considérate siempre como la última, haciendo la voluntad de los otros sin que noten en ti el sacrificio. Sobre todo sé muy fiel en hacer aquello que el Señor te inspira; más aún si son pequeñeces (...) las cuales obradas con perfección, engrandecen el alma.".



Confiamos en que, gracias al ejemplo de Sor Teresa, los chilenos podamos comprender claramente la profundidad del amor que debemos a Dios y a nuestros hermanos, y seamos capaces de repetir lo que nuestra primera santa expresó al respecto: "No es ya una dicha cualquiera la que siento. Es un cielo el que poseo.".



El próximo domingo 21 de marzo, Teresa de Los Andes será consagrada por el Papa Juan Pablo II como la primera carmelita descalza de América elevada a la santidad.



Los chilenos debemos agradecer a Dios este privilegio.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 35° DE 23 DE MARZO DE 1993
CREACION DE DIRECCION DE SEGURIDAD PUBLICA E INFORMACIONES. INFORME DE COMISION MIXTA

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el proyecto en comento crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, que estará encargada de proporcionar al Ministro del Interior la información, estudios, análisis y apreciaciones de inteligencia que se requieran para que el Gobierno formule políticas y adopte medidas y acciones específicas respecto de las conductas terroristas y de los delitos que afectan el orden público o la seguridad pública interior.



El Senado, en el segundo trámite constitucional, le introdujo numerosas e importantes enmiendas, las que se describen detalladamente en el primero y segundo informes de la Comisión de Constitución de dicha Corporación.



En el tercer trámite, la Cámara de Diputados las rechazó todas.



Ahora bien, en el seno de la Comisión Mixta el Senador que habla, a fin de superar las divergencias suscitadas durante la tramitación de la iniciativa de ley, propuso a ambas Cámaras aprobar el texto del Senado, reemplazando su artículo 2° por el siguiente:



"Artículo 2°.— El Ministro del Interior coordinará las actividades de los organismos de seguridad pública interior, para cuyo efecto la Dirección le proporcionará la información, estudios, análisis y las apreciaciones de inteligencia que se requieren para que el Gobierno formule políticas y adopte medidas y acciones específicas, en lo relativo a las conductas terroristas y aquellas que puedan constituir delitos que afecten el orden público o la seguridad pública interior. Para cumplir este objetivo, dispondrá de las informaciones que le proporcionarán las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.".



Por su parte, el señor Ministro de Defensa, presente en la Comisión, explicó que en numerosos textos legales aplicables en el ámbito de la defensa nacional se emplea el término "coordinar" en un sentido diferente del que se tuvo en vista en el Senado para suprimir la función. En efecto, según dijo Su Señoría, en ese ámbito "coordinar" no significa necesariamente "mandar", sino disponer las cosas metódicamente para cumplir una finalidad prefijada.



A modo de ejemplo, señaló el decreto supremo N° 14, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1942, que creó el Estado Mayor Coordinador de las Fuerzas Armadas, hoy Estado Mayor de la Defensa Nacional. Durante la larga vigencia de este cuerpo normativo —destacó— nadie ha sostenido que el Estado Mayor tiene algún tipo de función de mando respecto de las instituciones armadas, no obstante poseer funciones coordinadoras.



La Comisión Mixta, por unanimidad, y en el entendido de que al vocablo "coordinar" debe dársele el sentido y alcance que queda dicho, que no es otro que el natural y obvio según el uso general de las palabras, aprobó la proposición que he expuesto.



El Senador señor Diez manifestó que concurría a los acuerdos en la convicción de que, según las explicaciones dadas por el señor Ministro de Defensa, la voz "coordinar" no envuelve atribuciones de mando. Y el Honorable señor Fernández hizo presente que votaba favorablemente la proposición de la Comisión Mixta, porque permite satisfacer la necesidad de coordinación que exige el mantenimiento del orden y la seguridad públicos.



Como consecuencia de los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta, solicito al Senado, en nombre de ella, que apruebe, en una sola votación, tal como prescribe la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el informe en comento, cosa que, como ha señalado el señor Secretario, ya hizo la Cámara de Diputados.



No entro en el detalle del articulado, señor Presidente, en razón de que esta iniciativa ya fue analizada extensamente en su oportunidad.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 35° DE 23 DE MARZO DE 1993
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON SERGIO GUTIERREZ OLIVOS. COMUNICACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana, adhiero a este justo homenaje en memoria del brillante abogado, profesor universitario y embajador don Sergio Gutiérrez Olivos, y hago llegar a su familia, especialmente a su viuda, Margot Irarrázabal, a sus hijos y nietos, nuestro más sincero pesar por la pérdida que la aflige
LEG. 325, SESIÓN 36° DE 24 DE MARZO DE 1993
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL, DE JUSTICIA MILITAR Y DE PROCEDIMIENTO PENAL, Y DE OTRAS NORMAS SOBRE SEGURIDAD DE LAS PERSONAS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, me voy a permitir resumir el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en este proyecto, en tercer trámite constitucional, que, como dijo el señor Secretario, modifica normas de los Códigos Penal, de Justicia Militar y de Procedimiento Penal, así como otras disposiciones, en materia de seguridad de las personas.



El Senado dispuso, en aplicación del artículo 37 de su Reglamento, que el proyecto pasara a Comisión para informe.



El artículo 68 de la Constitución Política de la República prescribe que, en el tercer trámite, la Cámara de origen -en este caso, el Senado- debe votar las adiciones o enmiendas hechas por la Cámara revisora en el segundo trámite constitucional. Si se rechaza una de ellas o más, deberá formarse una comisión mixta para proponer el modo de resolver las dificultades.



El texto en informe se articula en torno de cuatro cuestiones principales: la libertad provisional; el quebrantamiento de indulto como agravante de la responsabilidad penal; los delitos de maltrato de obra a carabineros, y la responsabilidad penal de los menores de edad.



En cuanto a esta última, el debate se centró en los siguientes aspectos: edad límite para la plena responsabilidad penal; si los menores de edad tienen o no responsabilidad criminal; sanciones versus medidas de protección y rehabilitación; medidas jurídicas y materiales para implementar un sistema de rehabilitación de menores que delinquen, y supresión de la declaración sobre discernimiento. 



El mensaje del Ejecutivo proponía rebajar a 14 años la edad límite para la inimputabilidad penal, manteniendo la institución de la declaración judicial de haber obrado o no con discernimiento en el caso de inculpados mayores de 14 y menores de 18 años. A partir de esta última edad la responsabilidad criminal sería plena.



Durante el primer trámite constitucional en el Senado, a instancias del Ejecutivo, se eliminaron del proyecto las normas relativas al límite de la responsabilidad penal, con el fin de abordar este aspecto de modo más adecuado en una iniciativa específica sobre el particular.



En el segundo trámite constitucional, igualmente por indicación del Ejecutivo, se reincorporó el tema, estableciéndose en 18 años el límite único de la responsabilidad penal y suprimiendo el trámite de declaración de discernimiento.



La señora Directora del Servicio Nacional de Menores manifestó en la Comisión que el Gobierno asumió esta posición final luego de aquilatar debidamente todos los factores que concurren en el problema de las conductas desviadas de los menores, y no sólo su faceta final, que es la que conoce la opinión pública, cual es la comisión de delitos ampliamente difundidos por los medios de comunicación.



Por lo que hace a la edad límite, se optó por la que fija el Artículo 1 de la Convención sobre Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989.



La disposición en comento establece que, para los efectos de la citada Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años, salvo que en virtud de una ley haya alcanzado antes la mayoría de edad.



Respecto de por qué fijar la edad mínima en 18, y no en 16 años, la señora Directora señaló que ello permite trabajar en rehabilitación con menores de hasta 18, y que del otro modo este deber del Estado alcanzaría a un número inferior de menores en situación conflictiva, puesto que sólo se podría atender a niños de no más de 16 años, ya que los que hubieran superado este umbral quedarían sujetos al régimen penal de los adultos.



En lo atinente a la institución del discernimiento, dijo que en la actualidad Chile es virtualmente el único país del mundo que la conserva. Y añadió que se propone suprimirla por los perniciosos efectos que causa en los menores. Explicó que el procedimiento judicial respectivo tarda en promedio entre 30 y 45 días, lapso durante el cual los menores permanecen privados de libertad en las cárceles. El 70 por ciento de ellos son declarados sin discernimiento, y, del 30 por ciento restante, recibe sentencia condenatoria un porcentaje mínimo. Sin embargo, la estadía en los recintos carcelarios les provoca un auténtico trauma psíquico y social, y con gran frecuencia se corrompen, haciendo muy difícil, si no infructuoso, su tratamiento ulterior con fines de rehabilitación conductual y reinserción social. El mecanismo de declaración sobre discernimiento no sirve para modificar las conductas desviadas de los menores, advirtió la señora Directora.



El Senador señor Díez expresó que para poder resolver acerca de la supresión de la declaración sobre discernimiento era indispensable que previamente estuvieran habilitados los establecimientos y dispuestas las medidas especiales a que aludió la señora Directora del Servicio Nacional de Menores.



Estimó que el texto, tal como fue aprobado en el segundo trámite constitucional, surtiría un efecto perverso, como es el dar una señal de impunidad a los menores que delinquen al partir de una base que Su Señoría juzgó falsa: la postulación de que todo menor de 18 años no tiene responsabilidad penal y de que, en consecuencia, no debe ser castigado, sino sólo corregido.



El Senador señor Otero manifestó que algunas de las materias incorporadas por la Cámara de Diputados parecen no guardar la suficiente vinculación con la idea matriz o fundamental del proyecto, que no es otra que garantizar en mejor forma la seguridad ciudadana, amenazada por una serie de delitos violentos. En tal situación se encontrarían, a juicio del citado señor Senador, las disposiciones sobre discernimiento y fijación del límite de edad para la plena responsabilidad penal y la mayor parte de las enmiendas subsecuentes introducidas a la legislación de menores.



Por mi parte, señor Presidente, señalé que, si bien en gran medida el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es aceptable, algunos aspectos puntuales de él no satisfacen. Por ejemplo, la redacción propuesta para sustituir el artículo 72 del Código Penal, que me parece insuficiente. Por ello, me incliné igualmente por el rechazo de las modificaciones formuladas en el segundo trámite, a fin de provocar la formación de una Comisión Mixta.



En general, señor Presidente, el pensamiento unánime de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -que se somete a la consideración de la Sala- es rechazar todas las enmiendas introducidas al proyecto por la Honorable Cámara de Diputados. Ello no significa, en modo alguno, que no queramos legislar. Hemos conversado y convenido con el señor Ministro de Justicia que se trabaje un proyecto aceptable. Y, en consecuencia, creemos que, cuando se forme la Comisión Mixta, podremos llegar a un acuerdo con los señores Diputados y legislar en debida forma respecto de los artículos aprobados por la Cámara Baja, la mayoría de los cuales nos produjeron insatisfacciones.



Por esta razón, señor Presidente, la Comisión propone rechazar el proyecto de la Cámara de Diputados, para que se forme una Comisión Mixta, en la cual, con la colaboración del señor Ministro de Justicia y con el acuerdo que procuraremos alcanzar con los Honorables Diputados, podremos llegar a un texto de consenso para presentarlo a la aprobación de ambas ramas del Parlamento.



He dicho.
LEG. 325, SESIÓN 47° DE 04 DE MAYO DE 1993
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

El señor PACHECO.- Señor Presidente, intervengo para apoyar el proyecto del Ejecutivo y solicitar el rechazo de las observaciones formuladas al mismo y, en consecuencia, del informe de la Comisión, por las siguientes razones:



Primero, la iniciativa del Ejecutivo pretende otorgar seguridad jurídica en un aspecto tan importante de los procesos electorales como las candidaturas, lo cual es conveniente para la ley y para la democracia.



Segundo, el concepto de residencia no se encuentra definido en nuestra legislación. Son el Servicio Electoral, en la inscripción de candidaturas, y el Tribunal Calificador de Elecciones, por la vía de la reclamación, los encargados de pronunciarse sobre si tal o cual candidato cumple o no cumple con los requisitos para postular a un sillón parlamentario.



Tercero, no corresponde al Parlamento dictar una ley interpretativa para definir tal concepto. Además, es difícil precisar, en términos claros y distintos, lo que significa tener asiento en determinada circunscripción.



Cuarto, el Tribunal Constitucional carece de competencia en esta materia, ya que el artículo 82, número 11°, de la Carta, sólo le concede jurisdicción respecto de las inhabilidades sobrevinientes de los Parlamentarios, no acerca de las inhabilidades para ser elegidos como tales, facultad que el número 10° del mismo artículo sí le otorga con relación a los Ministros de Estado.



Quinto, si la residencia es un hecho material que consiste, básicamente, en el lugar donde una persona ejerce habitualmente su profesión u oficio y en el cual se la presume presente, la realidad y el desarrollo de la vida económica y de las comunicaciones tornan cada vez más frecuente la pluralidad de residencias.



Sexto, por ello, dejar a candidatos y electores en la incertidumbre de si tal o cual persona cumple un requisito de naturaleza variable, es contrario al bien común y a la transparencia y certeza que deben ser inherentes a los actos en que se expresa la voluntad popular.



Séptimo, constituiría una presión indebida al Tribunal Calificador de Elecciones si, una vez electo un Parlamentario, aquél hubiera de resolver si éste, a la fecha de inscribir su candidatura, cumplía o no con la exigencia de residir en la zona con la antelación indicada en la Carta Fundamental. Ello podría dar lugar a graves problemas sociales, con enorme daño para la democracia representativa y para el propio Congreso Nacional.



Octavo, la iniciativa en debate no altera el requisito de residencia, sino que da certeza a la forma y oportunidad en que debe acreditarse. Asimismo, evita que, en la eventualidad de tacharse una candidatura, ésta no pueda ser reemplazada y que, por razones formales, un partido, corriente de opinión o grupo de ciudadanos quede sin representación y, por consiguiente, sin poder hacer oír su voz.



Por todo lo anterior, considero de la mayor importancia el mensaje y el proyecto original del Presidente de la República.



Por otra parte, rechazo las indicaciones presentadas en la Comisión, por las consideraciones que en ella expuse y que paso a señalar.



Me parece contrario al equilibrio del proyecto dar acción popular para controvertir la petición de declarar residencia. El Tribunal Calificador de Elecciones podría verse compelido a postergar su pronunciamiento ante la presentación de un sinnúmero de contiendas interpuestas interesadamente por ciudadanos particulares. Otra cosa es que grupos de independientes, representativos en número y directamente involucrados, presenten tales objeciones -además de los partidos políticos- en conformidad a lo preceptuado en el artículo 18 de la Constitución.



Igualmente, considero extemporáneo pretender hacer extensivo el requisito de residencia a los consejeros regionales y los concejales, dado que hoy no estamos enfrentados a una revisión del sistema electoral público en su conjunto, sino a elecciones parlamentarias en una fecha precisa.



Tocante a la publicación en extracto de la solicitud de declaración de residencia -idea incorporada por la Comisión-, estimo que este asunto debe estudiarse detenidamente -no con ocasión de este proyecto, sino en otra oportunidad- antes de resolver si es necesario alterar el sistema de publicaciones contemplado en la ley en vigor, y ya aplicado.



Por último, opino que no corresponde dar competencia a los tribunales electorales regionales en las elecciones parlamentarias, pues la calificación de éstas, en virtud del inciso primero del artículo 84 de la Ley Suprema, debe hacerla el Tribunal Calificador de Elecciones.



Por lo tanto, señor Presidente, de acuerdo al espíritu del proyecto y a sus líneas matrices, y sin perjuicio de eventuales perfeccionamientos a través de nuevas indicaciones, solicito al Senado rechazar el informe de la Comisión -en mi concepto, en ella se acogieron indicaciones que desvirtúan la idea original-, aprobar en general el texto primitivo del Gobierno y dejar las discusiones sustantivas atinentes a la residencia para una futura reforma constitucional, en caso de lograrse los consensos requeridos.

LEG. 325, SESIÓN 48° DE 05 DE MAYO DE 1993
BASES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor PACHECO.- Honorable Senado, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, tengo el honor de informar el proyecto sobre Bases del Medio Ambiente.



Esta es la primera iniciativa que aborda el tema ambiental desde una perspectiva global, superando los tratamientos sectoriales que han caracterizado los 718 cuerpos legales de relevancia en esta área vigentes en Chile. Del Parlamento depende que se convierta en la primera ley trascendental sobre la materia en nuestro país y en una de las más modernas de Latinoamérica.



Señores Senadores, día a día vemos cómo el planeta lucha por la sobrevivencia; leemos en los diarios noticias que dan cuenta del exterminio de bosques; los científicos informan del agotamiento de la capa de ozono, o tomamos conocimiento de que algunas especies de la flora o la fauna se encuentran en peligro de extinción debido a la caza o explotación indiscriminada.



Los cambios están presentes en nuestra realidad cotidiana, a veces en forma notoria, como, por ejemplo, el fenómeno de la contaminación atmosférica en la Capital; y, en otras ocasiones -quizá las más- de manera casi imperceptible, porque no los vivenciamos. Así ocurre con los pocos ejemplares de alerce y araucaria restantes en nuestros bosques; con el avance de los desiertos, en detrimento de los suelos productivos; con la pérdida de la biodiversidad, como consecuencia de la extinción total y absoluta de ciertas variedades de flora y fauna, etcétera.



Estoy cierto de que los Senadores hemos pensado muchas veces en estos temas, y, cual llamado de alerta de la naturaleza a nuestras conciencias, sabemos que somos responsables, en parte, del deterioro de nuestro medio ambiente, por acción o por omisión, algunos más que otros, pero todos con una innegable cuota de responsabilidad.



En la medida en que las noticias de prensa constituyan para nosotros sólo información, sin percatarnos de que, aunque no se nos mencione en ellas, somos actores y agentes del deterioro ambiental, legaremos a nuestros hijos y nietos un planeta diferente: yermo, árido, donde la vida tal como la conocemos no existirá.



Por otra parte, nos preguntamos si acaso no es legítimo aprovechar las riquezas que nos brinda el patrimonio ambiental para satisfacer de esa forma nuestras actuales necesidades. Entonces, ¿cómo conciliar el desarrollo que hoy tenemos con la protección del patrimonio ambiental?



Durante los meses en que hemos estudiado en la Comisión el proyecto de ley sobre Bases del Medio Ambiente, estas y otras reflexiones han preocupado la atención de sus integrantes. Todos hemos sentido el llamado de auxilio de la naturaleza, el cual ha golpeado nuestras conciencias y, por ello, hemos trabajado arduamente, superando nuestras diferencias ideológicas: la habitual dureza de las posiciones políticas cedió paso, en esta oportunidad, a la convicción unánime de que teníamos que abocarnos a legislar en los términos contemplados en este primer informe. A mi juicio, ello se debió, fundamentalmente, a la calidad intrínseca del proyecto contenido en el mensaje; a los innumerables aportes efectuados por diferentes actores sociales y políticos, tanto en su fase de elaboración por el Ejecutivo, como durante su tramitación en el Senado. El articulado recoge, por ejemplo, conceptos y disposiciones incluidos en iniciativas de ley alternativas emanadas de los Senadores de la Democracia Cristiana y de Renovación Nacional; y los aportes de universidades, organizaciones no gubernamentales y agrupaciones empresariales han sido analizados, debatidos y, en gran medida, incorporados en el texto después de largas sesiones de estudio.



Debo hacer expresa referencia a la valiosa colaboración prestada por el equipo de expertos del Gobierno, que apoyó permanentemente la labor de la Comisión. En varias ocasiones se aceptaron enmiendas sustanciales al proyecto original enviado por Su Excelencia el Presidente de la República, en aras de obtener un evidente enriquecimiento del mismo.



A las sesiones en que la Comisión examinó esta iniciativa concurrieron, especialmente invitados, en representación del Ejecutivo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Edgardo Boeninger; el Ministro de Bienes Nacionales, señor Luis Alvarado; el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Rafael Asenjo; el asesor legal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Sergio Praus; el asesor legal del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Zarko Luksic, y el asesor legal del Ministro Secretario General de Gobierno, señor Sergio Vergara.



La Comisión escuchó, también, los planteamientos de los siguientes representantes de entidades vinculadas al tema medioambiental: del presidente y del abogado asesor del Centro de Investigación y Planificación del Medio Ambiente, señores Guillermo Geisse y Jaime Undurraga, respectivamente; del presidente de la Compañía de Acero del Pacífico, señor Roberto de Andraca; del señor Ricardo Katz; del representante de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Juan Eduardo Correa; del gerente del Departamento de Medio Ambiente de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Aníbal Mege; del presidente del Comité Nacional Pro Defensa de la Flora y Fauna, señor Pedro Fernández, y del presidente del Instituto de Investigaciones Tecnológicas (INTEC), señor Efraín Friedmann.



Además, se estimó de relevancia solicitar la opinión de diversas instituciones académicas acerca del proyecto. Las entidades consultadas, que hicieron llegar sus planteamientos por escrito, fueron: el Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso, CEAL; la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL; la Asociación Gremial de Industriales de Valparaíso y Aconcagua, ASIVA; la Universidad de Chile; la Universidad Austral de Chile; la Universidad de Talca; la Universidad Técnica Federico Santa María y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT.



Cabe hacer presente que la Comisión, al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, y de conformidad a lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política, acordó oficiar a la Excelentísima Corte Suprema a fin de que emitiera su pronunciamiento respecto de los artículos de la iniciativa que dicen relación a atribuciones de los Tribunales de Justicia. Esa Alta Corte manifestó su conformidad con los artículos consultados.



Señor Presidente, en el estudio de la iniciativa legal en informe se ha tenido en cuenta, en primer lugar, el mensaje del Ejecutivo.



El mensaje hace, primeramente, una presentación general del tema ambiental.



La lucha por la salvación del planeta exige empezar por entender que la defensa del medio ambiente no es sólo un derecho de cada hombre, sino, al mismo tiempo, un "deber humano". En otras palabras, la libertad humana, a estas alturas de la historia, debe reconocer como límite la necesidad de preservar el planeta para las próximas generaciones.



Posteriormente, se aboca al análisis del concepto de desarrollo sustentable, afirmando que no puede haber progreso sólido y estable si no existen simultáneamente equidad social y conservación ambiental. Un desarrollo sustentable debe preservar la tierra y el agua, los recursos genéticos, no degradar el medio ambiente, ser técnicamente apropiado, económicamente viable y socialmente aceptable. A la vez, la conservación del medio ambiente no se puede plantear en un sentido restrictivo. Chile requiere satisfacer necesidades crecientes de vivienda, salud, educación y energía. La protección ambiental no puede plantearse como un dilema frente al desarrollo, sino como uno de sus elementos. Cuando se habla de desarrollo sustentable, se plantea el crecimiento económico con equidad social y con preservación y cuidado de los recursos naturales.



El mensaje termina con un acápite referido a la preocupación por el medio ambiente. Señala que la inquietud por el tema no es reciente ni privativa del actual Gobierno, haciendo mención ejemplar de diversos textos legales y reglamentarios referidos a temas específicos, dictados a partir de los inicios de este siglo.



Expresa, asimismo, que la Secretaría Técnica y Administrativa de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) efectuó un acabado análisis del universo de normas ambientales o con relevancia ambiental vigentes en Chile. Dicho estudio permitió detectar la existencia de 718 textos legales de relevancia ambiental, de diversa jerarquía, que se encuentran vigentes. También se concluyó que había gran dispersión, incoherencia y falta de organicidad en estas normas, como, además, que las competencias públicas para la protección y la gestión ambiental se encuentran repartidas y dispersas en una multiplicidad de organismos que operan de manera inorgánica, descoordinada, con paralelismo y ambigüedad de funciones y de responsabilidades. Lo anterior trae aparejado un gran desconocimiento de los alcances de dicha normativa, incertidumbre sobre la vigencia de los textos originales y un alto grado de incumplimiento de dicha legislación.



Señor Presidente, el proyecto se funda en las siguientes necesidades:



A) Definir una Política sobre Medio Ambiente



La política ambiental persigue precisar los principios rectores y los objetivos básicos que el país se propone alcanzar en materia ambiental, conciliándose con las políticas económicas, sociales y de desarrollo. De sus características destaca, en primer lugar, la gradualidad. Los problemas ambientales que sufre nuestro territorio son el resultado de décadas de aplicación de políticas en las cuales lo ambiental no constituía un aspecto relevante. Por ello, revertir el curso del deterioro ambiental y buscar la forma en que el desarrollo y el progreso se concilien con la conservación del patrimonio ambiental, requiere de una modificación estructural que trasciende las medidas de corto plazo. En efecto, la institucionalización del tema ambiental en el sector público, la revisión y dictación de normas sectoriales y los procesos educativos tendientes al cambio de actitudes respecto del medio ambiente, no pueden sino aplicarse gradualmente. Detener y revertir los procesos de deterioro ambiental tomará décadas, durante las cuales todos los sectores deberán asumir sus respectivos compromisos.



Esta iniciativa es una expresión de dicha gradualidad, porque en esta etapa inicial se requiere, antes que todo, de un gran marco de referencia que siente los criterios básicos y fundamentales que sustentarán las acciones futuras.



Una segunda característica de la política ambiental debe ser el realismo. Sus objetivos tienen que alcanzarse habida consideración de la magnitud de los problemas ambientales existentes, de la forma y oportunidad en que se pretenda abordarlos y de los recursos y medios con que se cuenta para ello. En América Latina hay abundante experiencia de códigos o legislaciones ambientales casi perfectas, desde el punto de vista doctrinario y teórico, pero que no admiten aplicación por no existir relación entre el aparato institucional encargado de la norma y el contenido de la misma.



B) Contar con una adecuada legislación ambiental.



El proyecto responde a la necesidad de contar con un cuerpo normativo básico que recoja en forma integrada y global los principales temas ambientales y los principios que deberán ser sustento y fundamento de cuerpos legales específicos que se dicten en el futuro.



C) Crear una institucionalidad ambiental.



Es palpable la necesidad de una estructura administrativa que coordine y ejecute las políticas ambientales del país y vele por la aplicación y acatamiento de la normativa jurídica ambiental. En efecto, los temas ambientales requieren de un tratamiento intersectorial para ser enfrentados eficazmente, necesidad que se ve obstaculizada con ira por la multiplicidad de normas ambientales e instituciones públicas con competencias sobre la materia, concebidas y desarrolladas en forma compartimentalizada. Prueba de esto es que no hay ministerio o servicio sectorial que no tenga algún tipo de competencia ambiental.



La institucionalidad ambiental debe desarrollarse sobre dos bases. Por una parte, reconociendo las competencias ambientales de los distintos ministerios y servicios e involucrándolos en los temas ambientales que, por sus respectivas esferas de competencia, les corresponde conocer; y, por otra, generando una capacidad de coordinación al interior del Poder Ejecutivo.



Restar competencias para radicar el tema ambiental en una sola institución -que era una de las opciones por considerar- resulta poco realista, porque implica reestructurar íntegramente el aparato público a un costo injustificado, y ya existe una capacidad institucional instalada, la que, debidamente coordinada, puede accionar con plena eficacia.



Objetivos



El primer objetivo es dar contenido y desarrollo jurídico a la garantía constitucional que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación.



Es deber del Estado velar por el cumplimiento de dicha garantía, como ente fiscalizador y regulador de las actividades productivas privadas, y, cuando corresponda, limitando sus propios impactos negativos al medio ambiente.



Como todos los sectores del país deben desarrollarse dentro de un esquema de respeto por el ambiente y explotar los recursos naturales, asegurando su sustentabilidad en el futuro, el proyecto entra a regular una serie de intereses en conflicto, todos garantizados en la propia Constitución, procurando que ninguna actividad, por legítima que sea, pueda desenvolverse a costa del medio ambiente.



El segundo objetivo es crear una institucionalidad que permita solucionar los problemas ambientales existentes y evitar el origen de otros nuevos, para lo cual la Comisión Nacional de Medio Ambiente -como servicio público regionalmente descentralizado, a través de las comisiones regionales del medio ambiente- tiene el deber de coordinar los organismos y servicios con competencia ambiental y evitar la duplicación de esfuerzos. El comité de ministros que preside la CONAMA y su radicación administrativa en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia resaltan su papel coordinador y le otorgan una cercanía al Presidente de la República, que da testimonio de la enorme relevancia asignada al tema.



El tercer objetivo de la iniciativa es crear los instrumentos para una eficiente gestión del problema ambiental. Para este efecto, la ley contempla diversas herramientas, tales como el sistema de evaluación de impacto ambiental, las normas de calidad ambiental, los planes de manejo de recursos y los planes de contaminación.



El cuarto objetivo es disponer de un cuerpo legal general que sirva de referencia para toda la legislación ambiental sectorial. En este aspecto, llama la atención el conjunto de definiciones ambientales que enmarcarán la discusión de los futuros proyectos de ley.



Principios



Señor Presidente, en relación con los cuatro objetivos ya señalados, existen diversos principios que permiten dar coherencia al proyecto en debate y sin los cuales se hace difícil entender plenamente su alcance y pretensiones. Ellos son:



A) El principio preventivo



Consiste en evitar que se produzcan los problemas ambientales y no intentar superarlos una vez producidos. Este principio se incorpora a la iniciativa en los siguientes temas:



--La educación ambiental



Esta enfatiza la necesidad de educar a toda la población, principalmente a los niños y a la juventud, con relación a la problemática ambiental. La forma más efectiva de prevenir el surgimiento de problemas ambientales consiste en el cambio de conductas en la comunidad, tarea de largo plazo que sólo se logra mediante la incorporación de contenidos y prácticas ambientales en el proceso educativo.



--El sistema de evaluación de impacto ambiental



Todo proyecto que genera impactos ambientales deberá someterse a este sistema a través de dos mecanismos: las declaraciones de impacto ambiental para los proyectos cuyo impacto sea de menor relevancia y los estudios de impacto ambiental para los proyectos generadores de impactos de mayor magnitud. Estos últimos deberán considerar, con anterioridad a la ejecución del plan, todas las medidas tendientes a evitar .o minimizar sus impactos ambientales negativos. Este instrumento se desarrolla extensamente en el Párrafo 2o, Título II, de la iniciativa.



--Los planes preventivos de contaminación



En aquellas zonas que se encuentran próximas a sobrepasar los límites máximos determinados por la respectiva norma de calidad ambiental, la autoridad deberá crear o exigir un programa de prevención a fin de evitar de antemano este evento. La materia es tratada en los Párrafos 4o y 5o del texto propuesto.



--Las normas sobre responsabilidad



Ellas buscan modificar las conductas individuales respecto del medio ambiente, estableciendo un sistema para hacer efectiva la responsabilidad por los daños causados y obligar a su autor a indemnizar al afectado y restaurar el componente ambiental dañado, si procediere. Los Párrafos 1o y 2o del Título III de la iniciativa se refieren a los aspectos sustantivo y procesal de este tema.



B) El principio de que el que contamina paga



Quien contamina debe incorporar al costo de los bienes o servicios que produce las inversiones y medidas necesarias para evitar tal contaminación. Corresponderá al Estado fiscalizar adecuadamente el cumplimiento de esta normativa y de los sistemas de regulación que se creen. En los planes de descontaminación, los costos serán asignados a los propios causantes de la contaminación. Esto se encuentra en los Párrafos 4o y 5o del texto propuesto por la Comisión.



C) El principio de gradualismo



Como señala el mensaje, no es factible dar inicio con seriedad a una gestión ambiental moderna y eficaz sin disponer previamente de un marco legal general que sirva de referencia para la dictación posterior de leyes sobre temas ambientales específicos, objetivo que, entre otros, persigue el proyecto. Por otra parte, este principio se incorpora a la iniciativa en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, materia en la cual no cabe requerir en forma inmediata el cumplimiento de los estándares ambientales más exigentes al evaluar el impacto ambiental de un determinado proyecto. Por eso, se establecen criterios para determinar cuándo procederá una declaración y cuándo un estudio de impacto ambiental, y se entrega al reglamento su especificación. Lo anterior se contempla en el artículo 12 del texto propuesto por la Comisión.



D) El principio de la eficacia



Las medidas que adopte la autoridad para enfrentar los problemas ambientales deberán conllevar el menor costo social posible y se privilegiarán aquellos instrumentos que permitan una mejor asignación de los recursos.



Por otra parte, la CONAMA será una institución principalmente coordinadora, para lo cual se le establece una estructura orgánica acorde con tales funciones. El artículo 36 y el Título final del proyecto se refieren a estas materias.



E) El principio participativo



El principio de la participación ciudadana se encuentra presente en las distintas áreas temáticas sobre las que versa la iniciativa. En primer término, se procura que las organizaciones locales puedan informarse e impugnar los nuevos proyectos en proceso de autorización, por causar un impacto ambiental significativo y negativo sobre el medio ambiente. Por otra parte, se otorga a terceros distintos de los patrimonialmente afectados la posibilidad de accionar judicialmente para proteger el medio ambiente e, incluso, obtener la restauración del daño ambiental. Este principio se manifiesta, asimismo, en la participación de estamentos representativos de la sociedad civil, en la composición del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en la descentralización de la toma de decisiones respecto de proyectos que puedan causar impacto ambiental y en el tema de la educación, instrumento de gran relevancia para la toma de conciencia en relación con el tema ambiental.



Articulado del proyecto.



La iniciativa en cuestión consta de 75 artículos permanentes -los cuales se distribuyen en cinco títulos, abordando cada uno de ellos áreas temáticas específicas- y, además, de cuatro artículos transitorios.



Me permito hacer una breve descripción de cada uno de ellos.

Título I, Disposiciones generales



Este título, el cual inicia el proyecto, contiene cuatro disposiciones de carácter general, una de ellas referida a definiciones de palabras y términos usados en la ley. Su importancia está dada no sólo por ser ésta la primera ocasión en la cual el legislador aborda tales definiciones, sino por su alcance frente a posteriores textos legales relativos a materias especificas y a la aplicación que tendrán tanto en la actividad administrativa complementaria de esta ley, como en el campo de las disposiciones restantes. También se enuncian aspectos básicos de algunos temas que evidencian, desde el inicio, la importancia que el Ejecutivo asigna a cada uno de ellos. Me refiero a la obligación de reparación del daño ambiental y al deber del Estado de promover la participación ciudadana en materia de protección del medio ambiente, la cual encontrará aplicación concreta en el campo de la evaluación de impacto ambiental y en la composición de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

Título II, De los instrumentos de gestión ambiental



Este Título contiene 6 Párrafos que regulan los instrumentos básicos de gestión ambiental que el Ejecutivo estimó que requerían un tratamiento específico en este proyecto de Ley de Bases, dada su importancia y la ausencia de normativa al respecto.

Párrafo 1o, De la educación y la investigación



Este Párrafo aborda uno de los más importantes instrumentos de gestión ambiental, de carácter preventivo por antonomasia. No podemos pretender revertir los graves problemas ambientales si no privilegiamos un cambio de conducta de la población frente a nuestro ambiente, sobre todo a través de la educación de nuestros hijos. Ello se logra, de manera fundamental, mediante la incorporación de contenidos y prácticas ambientales en el proceso educativo, materia sobre la cual versa el citado Párrafo. La investigación, por su parte, permitirá un conocimiento más acabado de los fenómenos ambientales, lo que facilitará enfrentarlos eficazmente.

Párrafo 2°, Del sistema de evaluación de impacto ambiental



El segundo instrumento desarrollado por la iniciativa es el sistema de evaluación de impacto ambiental. El articulado dispone que todo proyecto con impacto ambiental deberá someterse a este sistema, lo que se concretará por intermedio de dos mecanismos: las declaraciones y los estudios de impacto ambiental respecto de proyectos con impactos ambientales de gran envergadura. En virtud de los últimos se predecirán, identificarán e interpretarán los impactos ambientales que emanen de cada proyecto, describiéndose la acción o acciones que deberán ejecutarse para minimizar los impactos ambientales significativamente adversos.



Como señala el mensaje, con este instrumento se pretende evitar que sigan instalándose procesos productivos que puedan causar graves deterioros al medio ambiente.

Párrafo 3o, De las normas de calidad ambiental

y de la preservación de la naturaleza y

conservación del patrimonio ambiental



El Párrafo aborda, en primer lugar, lo relativo al procedimiento de promulgación de las normas de calidad ambiental, tanto primarias como secundarias. Se señala que ello se efectuará mediante decreto supremo firmado por el Ministro Secretario General de la Presidencia y por el Ministro de Salud o el del sector correspondiente, según se trate de unas o de otras, en conformidad al procedimiento que deberá establecer el reglamento de la ley, cuyas etapas se especifican precisa y claramente en el artículo 24,



Posteriormente, el Párrafo aborda en general tres materias en igual número de disposiciones: a) obligación del Estado de mantener un sistema nacional de áreas silvestres protegidas y de fomentar la creación de áreas silvestres de propiedad privada; b) obligación del Estado de confeccionar un inventario de especies de flora y fauna, con la finalidad de conservar la diversidad biológica y preservar dichas especies, y c) necesidad de dictar una ley que deberá regular el uso del suelo, para evitar su pérdida y degradación.

Párrafo 4o, De las normas de emisión



Se establece formalmente en el proyecto que estas normas deberán fijarse mediante decreto supremo, el cual, cuando no se trate de materias que correspondan a una Cartera determinada, deberá dictarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y será responsabilidad de la CONAMA el proponer, facilitar y coordinar la dictación de tales disposiciones.

Párrafo 5o, De los planes de manejo,

prevención o descontaminación



Este Párrafo aborda dos grandes temas. En primer término, se refiere a los planes de manejo, que persiguen que el uso o aprovechamiento de los recursos naturales renovables ubicados en un área determinada se efectúe racionalmente, esto es, velando por su conservación.



En segundo lugar, establece y regula, los planes de prevención y los planes de descontaminación aplicables a las zonas del territorio nacional declaradas como latentes o saturadas, respectivamente. Los primeros tienen por objeto la reducción preventiva de emisiones de contaminantes en aquellas zonas donde éstos se encuentren en concentraciones que fluctúen entre 80 y 100 por ciento del valor de la respectiva norma de calidad ambiental; y los segundos, aplicables cuando las concentraciones de contaminantes superen el 100 por ciento del valor de dicha norma, buscan la reducción de emisiones para los efectos de recuperar los índices de calidad ambiental en un área declarada como saturada.

Párrafo 6o, De las situaciones de emergencia ambiental



Este Párrafo faculta a la autoridad para imponer medidas que importen restricciones y limitaciones específicas al ejercicio de ciertos y determinados derechos constitucionales, cuando los niveles de contaminación generen situaciones de emergencia ambiental. Estas restricciones, dada su especial naturaleza, no podrán extenderse por un período de tiempo superior al de la emergencia.



El mismo Párrafo se refiere también a las "regulaciones especiales" de emisiones, que serán aplicables cuando éstas sobrepasen los niveles de contaminación que originen situaciones de emergencia ambiental. Su objeto es definir las emisiones totales máximas en un área geográfica determinada, y regirán durante el período necesario para recuperar en ella los niveles normales en los índices de calidad ambiental.

Título III, De la responsabilidad civil

Párrafo 1o, Del daño ambiental



Esta es una materia innovadora en nuestra legislación. El Párrafo contiene disposiciones relativas a la responsabilidad por daño ambiental que establecen la obligación para su autor de repararlo. Se consagra, en este aspecto, la obligación de restaurar el medio ambiente dañado, y, en caso de no ser ello posible, la de indemnizar. Por otra parte, el proyecto mantiene la regla general de responsabilidad subjetiva existente en nuestra legislación, por lo cual se exige la concurrencia de dolo o culpa en el autor del daño, sin perjuicio de los demás requisito generales en esta materia.



La acción que persigue hacer efectiva esta responsabilidad se denomina "acción ambiental". Se contempla la posibilidad de que sea ejercida por cualquier persona cuando no sea factible definir con precisión al afectado.



Otro elemento innovador lo constituye la facultad que se otorga al juez para aplicar sanciones de amonestación, multas y clausuras temporales o definitivas a los responsables de fuentes emisoras que transgredan los planes de prevención o descontaminación o las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental.



A nuestro juicio, las normas de este Párrafo tienen un claro fin preventivo, ya que persiguen inhibir conductas lesivas al medio ambiente, so pena de incurrir en responsabilidad civil y ser objeto de drásticas sanciones.



El Párrafo 2o del Título regula el procedimiento aplicable ante los tribunales de justicia para el ejercicio de la acción ambiental.

Título IV, De la fiscalización



Este Título reconoce y fortalece las facultades de los Ministerios y de los organismos públicos o municipales que participan en el sistema de evaluación de impacto ambiental, a fin de fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas que se tomen como base para la aprobación del respectivo estudio o declaración de impacto ambiental.



En el cumplimiento de dicha función, los organismos públicos podrán imponer en sede administrativa las sanciones que indica el proyecto, frente a cuya aplicación el afectado podrá recurrir a la justicia.

Título Final, De la Comisión Nacional

del Medio Ambiente



Este Título se divide en seis Párrafos, en los cuales se crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente y se regulan sus funciones, órganos, patrimonio y planta de personal.



Sin entrar en detalles, me parece necesario destacar que dicho organismo se concibe como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.



Será el órgano rector en materia de política ambiental, respetando las competencias sectoriales de los distintos organismos y Ministerios en los que se radique la gestión ambiental. De esta forma, el proyecto se hace cargo, a nuestro juicio, del carácter transectorial del medio ambiente, entregando a la CONAMA funciones de coordinación y dirección. Además, esta entidad desempeñará un papel activo de gestión en varias áreas, entre las cuales se hallan el sistema de evaluación de impacto ambiental y los procesos de generación de normas de calidad ambiental y de emisión.



Sus principales órganos serán:



1) El Consejo Directivo, al cual corresponderá la dirección superior de la Comisión. Estará compuesto por los Ministros que se señalan en la disposición pertinente y será presidido por el titular de la Secretaría General de la Presidencia.



2) El Director Ejecutivo, quien tendrá a su cargo la administración del servicio, cumpliendo y haciendo cumplir las funciones propias de la Comisión y los acuerdos e instrucciones del Consejo Directivo, conforme a las facultades y atribuciones que el proyecto establece.



3) El Consejo Consultivo, que será una instancia de participación de los estamentos más representativos de los sectores no estatales de nuestra sociedad, en las materias ambientales de mayor relevancia. Su fin específico será absolver las consultas que le formule el Consejo Directivo en esos temas, lo que permitirá a este último la toma de decisiones considerando la percepción que tales estamentos tengan sobre los asuntos consultados.



Por otra parte, la Comisión se desconcentrará territorialmente a través de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, que estarán integradas por el Intendente (quien las presidirá), los Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales de las Carteras representadas en el Consejo Directivo, dos Consejeros Regionales y el Director Regional del Medio Ambiente, quien actuará como secretario.



El Director Regional será el representante del Director Ejecutivo en cada Región, y deberá velar por el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio.



Finalmente, el proyecto señala la composición del patrimonio de la Comisión y fija las plantas de personal y los requisitos de ingreso.

Conclusión



Señor Presidente, señores Senadores, éste es un proyecto moderno que, a juicio de todos los miembros de la Comisión, logra integrar los conceptos de desarrollo y protección del medio ambiente, lo que deja en evidencia que el realismo bajo el cual ha sido concebido, según expresa el mensaje, no es mera retórica, sino que tiene expresiones reales y concretas.



Su texto deja de manifiesto un compromiso con el desarrollo y con la protección del medio ambiente. Esto no significa una protección extrema, al punto de mantenerlo intocado e incólume, ya que, como parte de la Creación e integrante de los ecosistemas ambientales, el hombre está llamado a ejercer intervenciones en ellos, como ha ocurrido desde los albores de la humanidad.



Dichas intervenciones no pueden, bajo ningún pretexto, sobrepasar la natural capacidad de regeneración o reposición de los componentes del medio ambiente. Nuestro compromiso con él está supeditado a la obtención de condiciones que permitan el desarrollo del hombre, y ello implica usar y explotar el patrimonio ambiental en su beneficio, velando por no sobrepasar tal capacidad.



Este concepto, implícito a lo largo del proyecto y en sus diferentes Títulos y que constituye el contenido esencial del denominado. "desarrollo sustentable", definido en el artículo 2o, es el que, a mi juicio, debemos fortalecer en nosotros mismos e inculcar a nuestros hijos y nietos. Cuando ello ocurra, tendremos asegurada nuestra existencia en la Tierra. En caso contrario, nuestro legado a las futuras generaciones no será más que las condiciones que hagan propicia y necesaria la lucha por la sobrevivencia del hombre en el planeta.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, por unanimidad, recomienda al Honorable Senado la aprobación del proyecto de Ley de Bases del Medio Ambiente, y al mismo tiempo desea dejar expresa constancia del reconocimiento a su Secretaria, señora María Angélica Bennet, por su inteligente, valiosa y abnegada colaboración.



He dicho.

LEG. 325, SESIÓN 50° DE 11 DE MAYO DE 1993
NORMAS SOBRE DELITO INFORMÁTICO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción del Diputado señor José Antonio Viera-Gallo, sobre delito informático.



Como recuerdan Sus Señorías, la iniciativa apunta, por la vía de crear algunos tipos penales, a dar protección jurídica a la calidad, pureza e idoneidad de la información contenida en los sistemas para el tratamiento automatizado de la misma, así como de los productos provenientes de la operación de dichos sistemas.



El artículo 1° sanciona a quienes dañen maliciosamente —es decir, con dolo específico— un sistema de información, sus partes o sus componentes, lo mismo que a quienes impidan, obstaculicen o modifiquen su funcionamiento, también en forma maliciosa. La pena se eleva si, como resultado de las conductas ilícitas descritas por el tipo, se afectan los datos.



El artículo 2° castiga la interceptación e interferencia de información y el acceso indebido a ella, con ánimo de apropiársela sin derecho a hacerlo.



El artículo 3° penaliza la alteración, daño o destrucción maliciosos de los datos que contenga un sistema de información.



El artículo 4° reprime la revelación o transmisión maliciosa de los datos. El castigo se agrava si el delincuente resulta ser responsable del sistema de información.



Todas las sanciones contenidas en el proyecto son privativas de libertad, y abarcan una escala que va de presidio menor en su grado mínimo a máximo, es decir, de sesenta y un días a cinco años.



Para el segundo informe se presentaron dos indicaciones, ambas muy similares, suscritas por el Honorable señor Thayer.



La primera tiene por objeto añadir al proyecto un artículo que fija un castigo para quien incurra en las conductas típicas descritas y sancionadas en los artículos 1° y 3°, sin mediar malicia. La pena propuesta es la asignada al delito, rebajada en un grado.



La segunda persigue incorporar a la iniciativa un nuevo precepto que rebaja en dos grados la pena asignada a las figuras de los artículos 1° y 3°, para quienes, indebidamente y sin mediar malicia, incurran en dichas conductas típicamente antijurídicas y culpables.



La Comisión, por unanimidad, rechazó ambas proposiciones, basada en dos consideraciones. Una, de orden penal, cual es que nuestra legislación castiga sólo los cuasidelitos —caso en el que se hallan las disposiciones contenidas en las indicaciones en referencia— cometidos en contra de personas y no los cuasidelitos en contra de la propiedad.



Y la otra consideración, de orden civil, es que, según las reglas que norman la responsabilidad extracontractual, en caso de delito o cuasidelito, se responde de los perjuicios causados por una conducta negligente.



En conformidad con lo expuesto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendar al Senado que apruebe el proyecto en los mismos términos propuestos en el primer informe.

LEG. 325, SESIÓN 52° DE 18 DE MAYO DE 1993
BENEFICIOS A EXONERADOS POR RAZONES POLÍTICAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, voto a favor de la iniciativa, por considerarla justa desde los puntos de vista moral y legal, y por estimar que representa el sentimiento inmensamente mayoritario de los chilenos para reparar un mal causado a miles de ciudadanos exonerados arbitrariamente.



Voto que sí.

LEG. 326, SESIÓN 13° DE 21 DE JULIO DE 1993
PERFECCIONAMIENTO DE NORMAS SOBRE DELITOS DE SECUESTRO Y SUSTRACCIÓN DE MENORES

El señor PACHECO.- Efectivamente, tal como se señaló, son tres las indicaciones, y fueron formuladas por el Ejecutivo al artículo 1o. De ellas, la N° 3 presenta un importante problema al modificar el inciso final del artículo 141 del Código Penal, a fin de disminuir la penalidad máxima de las figuras agravadas del secuestro, de la pena de muerte a la de presidio perpetuo. Esto motivó que la votación resultara dividida.



Al votarse la indicación, lo hicieron por el rechazo los Senadores señores Diez, Fernández y Letelier, y por la aprobación, el Honorable señor Vodanovic y el Senador que habla.



En consecuencia, respecto de ella me pronunciaré a favor.

El señor OTERO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor OTERO.- Ocurre que la penalidad ya está establecida en un artículo del Código Penal que no es materia del proyecto en estudio ni objeto de discusión. De manera que no se trata de abolir o no una norma que contiene la pena de muerte. Lo que sucede es que como eso figura en un precepto ya aprobado, relativo precisamente al secuestro, lo que persigue esta normativa es hacer aplicables las penas de ese inciso a estas figuras. Y lo único que significa es que vamos a tener uniformado el delito, porque antes había diferencia entre los menores de 10 y los mayores de 18 años, pero quienes se ubicaban entre ambas edades estaban en la tierra de nadie.



Ahora no se está estableciendo sino una referencia a un artículo, por lo que votar en contra significa simplemente que no vamos a arreglar el problema del secuestro; tampoco involucra rechazar la pena de muerte, consignada en otro precepto, que no es materia de esta discusión.



Por eso, deseo señalar que, fundamentalmente, está en juego el problema del secuestro de menores, el que se está sancionando con la misma pena que el de las personas mayores. ¿Por qué dejar a unas en situación distinta? De haberse formulado una indicación para cambiar la respectiva norma del Código Penal, podríamos haber entrado a debatir si procede o no hacerlo. Pero la sanción existe y el proyecto en estudio no la afecta.

El señor PACHECO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PACHECO.- La indicación N° 3 del Ejecutivo, repito, propone disminuir la penalidad máxima de las figuras agravadas del secuestro, que corresponde a la pena de muerte, por la de presidio perpetuo, y fue rechazada por 3 votos contra 2. Eso es lo que estoy diciendo, nada más. No hubo unanimidad a ese respecto. En este caso, mi voto será exactamente igual al que emití en la Comisión, es decir, a favor de la indicación.

LEG. 326, SESIÓN 14° DE 03 DE AGOSTO DE 1993
BASES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor PACHECO.— Señor Presidente, por mayoría, formada por los Senadores señores Cantuarias, Díaz y Papi, la Comisión rechazó la indicación 12 bis, por cuanto el alcance dado a la definición de "contaminante" aprobada tornaba innecesario precisar lo que se entiende por "contaminación".
LEG. 326, SESIÓN 15° DE 04 DE AGOSTO DE 1993
VIGENCIA DE OFICINA NACIONAL DE RETORNO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores, la Oficina Nacional de Retorno ha desarrollado una labor necesaria y efectiva, destinada a ayudar a la reinserción de los chilenos que vuelven al país luego de haber sufrido el exilio. Durante su ejercicio ha extendido su atención a más de 20 mil personas.



Si bien la labor que le corresponde es, por su naturaleza, transitoria, resulta necesaria una prórroga de los plazos de vigencia establecidos tanto en la ley que la creó como en otras que benefician a la población retornada. Ello, por las siguientes razones principales:



1°) La ley que creó la Oficina Nacional de Retorno fue publicada el 20 de agosto de 1990, pero ese organismo sólo pudo entrar en funciones el 12 de noviembre del mismo año;



2°) En sus primeros meses de funcionamiento, la Oficina ofreció escasas posibilidades a los retornados, por la inexistencia de leyes y de medidas administrativas que los favorecieran; por el desfase en la llegada de los recursos de la cooperación internacional, y por las circunstancias propias que afectan a un servicio nuevo y con una pequeña planta funcionaria;



3°) En Regiones sólo fue posible crear tres agencias a mediados de 1991, y recién en el curso del presente año, algunas otras, debido a factores de carácter financiero;



4°) Existe un flujo de retorno que ha sido relativamente lento pero persistente, y se estima que continuará en el futuro, por lo que pareciera justo que a los chilenos que se encuentran próximos a volver —a los cuales se les ha pedido planificar responsablemente su regreso— se les dé la oportunidad de acogerse a las leyes que los benefician.



Sobre el particular, es dable señalar que, de acuerdo a la manifestación de voluntad expresada por quienes residen en el exterior, podría estimarse hasta en 7 mil 500 el número de titulares que retornarían en 1993 a Chile, lo que equivaldría a un total de 22 mil personas aproximadamente; y



5°) Al cumplirse el plazo original de vigencia de la Oficina, estarán en plena ejecución varios programas sociales financiados por la cooperación internacional, debido a que se iniciaron después de lo previsto, a raíz de los procedimientos burocráticos que rigen la recepción y el uso de esos recursos.



Por las razones expuestas, y acogiendo un acuerdo unánime del Consejo de la Oficina Nacional de Retorno, el proyecto prorroga la vigencia de este Servicio hasta el 20 de septiembre de 1994, haciendo presente que, sin embargo, la atención de público finalizará el 20 de agosto del año indicado.



Considero posible, señor Presidente —y para eso necesitamos la cooperación del Gobierno—, extender aquel plazo más allá de la fecha mencionada.



El mensaje del Ejecutivo se refiere a las modificaciones que se proponen a otras leyes que benefician a los retornados.



En primer término, explica que la ley N° 19.074, que autoriza el ejercicio profesional a los chilenos titulados o graduados en el extranjero y que debieron salir del país por fuerza mayor y que fue publicada en el Diario Oficial de 28 de agosto de 1991, establece que los beneficios que concede sólo podrán recabarse hasta el 1° de marzo de 1994.



Se estima —agrega el mensaje— en 2 mil 500, aproximadamente, el número de eventuales beneficiarios de esa ley que ya residen en Chile. Y destaca que el proceso de presentación de solicitudes ha sido lento, debido al tiempo que requiere reunir la documentación que se exige, lo que ha significado que no más de la mitad de los interesados hayan impetrado su derecho.



Señala que lo anterior, sumado al clamor de muchos exiliados para que se permita acogerse a esta ley a hijos suyos a quienes resta un par de años de estudios en el exterior, amerita prorrogar la vigencia de la ley  N° 19.074, armonizándola con la prórroga que se propone para la Oficina Nacional de Retorno.



En cuanto a la ley N° 19.128, que otorga franquicias aduaneras a los retornados, señala el mensaje que se presenta una situación similar, pues el plazo para acogerse a los beneficios de la misma vence el 20 de agosto de 1993.



Sobre el particular, llama a tener presente que la calificación del interesado como exiliado político por la Oficina Nacional de Retorno debe ser objeto de un detenido análisis, por tratarse de una ley de carácter tributario; que el trámite aduanero tampoco es corto, y que la gran mayoría de los retomados requieren de un tiempo prudencial para reunir el dinero que les permita importar los bienes que la ley autoriza.



Las circunstancias anteriores —continúa el mensaje— han significado que hasta la fecha de presentación del proyecto sólo 2 mil 200 titulares, de los más de 6 mil atendidos por la Oficina de Retomo, hayan solicitado el certificado para ser presentado al Servicio Nacional de Aduanas.



Por las consideraciones precedentemente expuestas                  —concluye—, también parece conveniente una prórroga de la aplicación de esta ley.



Además, indica el mensaje que se propone modificar el artículo 5° de la mencionada ley, con el propósito de hacer posible la libre disposición de las especies amparadas por las franquicias que se establecen.



Finalmente, expresa el mensaje que el proyecto agrega un artículo transitorio destinado a solucionar la situación de las personas que se acogieron a la liberación de derechos, impuestos y gravámenes contemplada en el artículo 1° de la ley N° 19.128 y que, habiendo solicitado la libre disposición de sus mercancías, pagaron el impuesto al valor agregado y los impuestos adicionales pertinentes.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, considero que este proyecto es justo y necesario, y debe ser aprobado por el Senado con la mayor brevedad.



He dicho.

LEG. 326, SESIÓN 16° DE 10 DE AGOSTO DE 1993
JUNTAS DE VECINOS Y ORGANIZACIONES COMUNITARIAS FUNCIONALES

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Finalmente, las Senadoras señoras Frei y Soto y los Honorables señores Calderón, Palza, Hormazábal, Vodanovic, Ruiz De , Giorgio, Núñez, Gazmuri, Díaz, Zaldívar y Pacheco renovaron indicación —la número 76— para agregar el siguiente artículo nuevo: "Las Uniones Comunales de Juntas de Vecinos podrán crear Federaciones Provinciales o Confederaciones Nacionales que las representen ante cualquier autoridad o persona en la satisfacción de sus objetivos.".
LEG. 326, SESIÓN 17° DE 11 DE AGOSTO DE 1993
ENMIENDAS A COMPOSICION, ORGANIZACION Y ATRIBUCIONES DE CORTE SUPREMA Y A RECURSOS DE QUEJA Y DE CASACION

El señor PACHECO.— Señor Presidente, este proyecto de ley aumenta el número de los integrantes de la Corte Suprema, establece la especialización de las Salas en que ésta se divide, facilita la interposición y tramitación del recurso de casación en el fondo, limita el ámbito del recurso de queja y modifica otras disposiciones legales.



El objetivo explícito de la iniciativa es promover una profunda modernización en el Poder Judicial, y en especial en su máximo tribunal, la Corte Suprema, tanto en su organización como en las materias de procedimiento que le incumben.



Tales transformaciones se justifican porque, como lo han demostrado diversas investigaciones hechas públicas, ese Alto Tribunal tiene actualmente una estructura y composición que no se ajusta a los requerimientos de la hora presente.



Del mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República puede inferirse que se busca devolver a la Corte Suprema el rol que le fue asignado en la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales, de 1875, y en el Código de Procedimiento Civil, consistente en ser un órgano creador de jurisprudencia estable y fundada, para así fortalecer los principios de igualdad y de certeza jurídica; permitir el cuidado y actualización del Derecho, y, en definitiva, asentar el poder de los tribunales en su papel más propio de fijar el sentido y alcance de las normas jurídicas.



Entre los abogados es común la apreciación crítica de que la Corte Suprema se ha apartado de su función, perdiendo así parte de la fuente de su autoridad, para constituirse en una tercera instancia que, por la vía del recurso de queja, resuelve sin necesidad de mayor fundamentación, en una justicia de equidad, que suele recibir críticas por su excesivo carácter discrecional.



Según el mensaje, los indicadores estadísticos disponibles parecen avalar esta apreciación, desde un punto de vista cuantitativo.



Sobre el particular, se hizo presente, por vía ejemplar, que un estudio estadístico de las causas ingresadas a la corte Suprema en el período 1985-1989 permite apreciar que en el primero de los años indicados, de un total de 5 mil 272 causas, 2 mil 499 correspondieron a recursos de queja y 804 a recursos de casación, y que, en 1989, de un total de 4 mil 708 causas, 2 mil 325 fueron quejas y 573 casaciones.



Según estadísticas correspondientes a los años 1990 y 1991, presentadas por el Presidente de la Corte Suprema, más del cincuenta por ciento del trabajo de ese tribunal corresponde a recursos de queja, aumentándose la cantidad de los pendientes, por cuanto el número de los que se presentaron fue muy superior al de los resueltos.



En detalle, las principales enmiendas que se proponen inciden sobre las materias que indicaré a continuación.



1.— Modificación de la composición y organización de la Corte Suprema;



2.— Especialización de las Salas de la Corte Suprema;



3.— Facilitar la interposición del recurso de casación en el fondo y hacer más expedito y menos formalista su examen de procedencia;



4.— Limitación a la procedencia del recurso de queja, y



5.— Otras normas legales.



Señor Presidente, el debate fue muy amplio, detallado, y, en algunos casos, muy casuístico; pero, como nos encontramos en la discusión general del proyecto, me remitiré exclusivamente a lo ya señalado.



Por lo expuesto, solicito la aprobación general de la iniciativa.

LEG. 326, SESIÓN 22° DE 07 DE SEPTIEMBRE DE 1993
PROTECCIÓN, FOMENTO Y DESARROLLO DE PUEBLOS INDÍGENAS

El señor LAGOS (Prosecretario).- Corresponde, en consecuencia, ocuparse en la indicación número 16, renovada con las firmas de la Honorable señora Frei y de los Senadores señores Ruiz De Giorgio, Palza, Sinclair, DÍEZ, Díaz, Pacheco, Thayer, Mc-Intyre y Martin, que propone sustituir el inciso segundo del artículo 4° por el siguiente:



"Se entenderá que la mitad de los bienes pertenecen al marido y la otra mitad a su cónyuge, a menos que conste que los terrenos han sido aportados por sólo uno de los cónyuges.".
LEG. 327, SESIÓN 07° DE 19 DE OCTUBRE DE 1993
MODIFICACION DE CODIGO CIVIL EN MATERIA DE REGIMEN PATRIMONIAL DEL MATRIMONIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, estamos ante un proyecto de gran relevancia. El Código Civil es ineficiente para regular lo que sucede en la vida concreta de los matrimonios chilenos. Mientras en la realidad cotidiana la mujer asume junto al hombre la plena responsabilidad por el destino y progreso de la familia común, la ley persiste en mantener situaciones de dependencia que, además de ser incongruentes con la realidad y con los principios que el constituyente ha declarado, ocasionan confusión y complicaciones innecesarias, llegando en ciertos casos a poner en peligro el bien jurídico que debe ser amparado por la legislación sobre el matrimonio y la familia.



La conveniencia o inconveniencia de determinado régimen de bienes del matrimonio respecto a la sociedad exige partir de la premisa de que su normativa debe recoger aquello que las personas que contraen matrimonio consideran el efecto económico natural de su nuevo estado civil. Junto con ello, es necesario tener en cuenta los mecanismos que permitan a ese núcleo familiar proteger en forma eficiente la base económica indispensable para su existencia, su desarrollo y su progreso.



El proyecto presentado por el Ejecutivo busca introducir en la normativa del Código Civil el régimen de participación en los gananciales como alternativo al de sociedad conyugal. Este último se mantiene en las condiciones actuales, como un régimen legal aplicable a todos los que contraigan matrimonio sin expresar una voluntad diferente en cuanto a su sistema patrimonial. En todo caso, siempre retienen los cónyuges la facultad de pactar separación de bienes.



Básicamente, el régimen de participación en los gananciales se caracteriza por la existencia de dos patrimonios distintos, el del marido y el de la mujer, los que son administrados en forma autónoma por cada cónyuge. Al terminar el régimen de bienes, se compensan los gananciales generados durante su vigencia, de modo que el cónyuge que haya obtenido menos gananciales (caso que podría darse en nuestra sociedad respecto de la mujer que se dedica exclusivamente al hogar) tiene derecho a participar en los producidos por el otro. El principio es el de que el total de los gananciales obtenidos durante el matrimonio se distribuya por partes iguales entre marido y mujer.



El régimen de participación en los gananciales posee, entre otras, las siguientes ventajas:



Primero, su simplicidad, pues durante su vigencia cada cónyuge administra libremente su respectivo patrimonio, exigiéndose autorización recíproca sólo respecto de ciertos actos que afectan el patrimonio familiar básico;



Segundo, protege adecuadamente a los terceros, porque pueden tener completa certeza acerca del patrimonio comprometido por el cónyuge que contrata con ellos;



Tercero, recoge cabalmente el principio de igualdad ante la ley consagrado en la Constitución Política. En consecuencia, no implica sólo un cambio normativo, sino también refleja el cambio social efectivo en el orden familiar.



Y cuarto, expresa adecuadamente la comunidad de vida e intereses que constituye el matrimonio. Así, hace recíprocos los deberes de socorro y ayuda mutua, y reconoce la contribución a la economía familiar del cónyuge que se queda en el hogar. Al terminar el régimen de bienes, los cónyuges, prescindiendo de la contribución efectiva al aumento del patrimonio familiar, participan por iguales partes en los gananciales.



El proyecto ha introducido, sin perjuicio del régimen de bienes que entre los cónyuges rija, la institución de los "bienes familiares", en los términos propuestos en los nuevos artículos. Se entiende por "bienes familiares" el inmueble de ambos cónyuges o el de alguno de ellos que sirva de residencia principal de la familia y los muebles que guarnecen el hogar. Los bienes familiares no se pueden enajenar o gravar sino con el consentimiento de ambos cónyuges. Lo mismo rige para celebración de contratos que concedan derechos personales de uso o de goce sobre algún bien familiar. La afectación de un bien en calidad de bien familiar se encuentra sometida a diversos requisitos y formalidades. Con la finalidad de proteger el crédito de gananciales, el proyecto establece su inclusión entre los de la cuarta clase.



La ley en proyecto se aplicará íntegramente a todos quienes contraigan matrimonio después de la fecha de su vigencia. Quienes a esa época se hallen casados bajo el régimen de sociedad conyugal o de separación de bienes tendrán un derecho alternativo: mantenerse en esos regímenes u optar por el que ahora se propone.



Señor Presidente, en lo sustancial éstos son los principios orientadores del proyecto, que, además de ser justo, fortalece la institución matrimonial por la vía de resolver los inconvenientes patrimoniales que en la actualidad presenta. En consecuencia, los Senadores democratacristianos vamos a prestarle nuestro apoyo. Asimismo, solicitamos a la Sala votarlo favorablemente en general.



He dicho.

LEG. 327, SESIÓN 10° DE 02 DE NOVIEMBRE DE 1993
ENMIENDAS A COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE

CORTE SUPREMA Y A RECURSOS DE QUEJA Y DE CASACIÓN

El señor  PACHECO.— Señor Presidente, la indicación en debate, renovada por el Ejecutivo, propone modificar la actual composición de la Corte Suprema aumentando el número de sus integrantes de diecisiete a veintiuno. Y las razones que se aducen en respaldo de tal medida, en resumen, son las siguientes.



Primero, en los últimos años dicho Tribunal ha funcionado habitualmente dividido en cuatro Salas, con una permanente participación de abogados integrantes, lo cual no resulta conveniente para su trabajo.



Segundo, los Ministros de la Corte Suprema, además de sus funciones propias, deben asumir otras, como sucede con quienes deben integrar el Tribunal Constitucional. A mi juicio, es procedente que tres miembros de la Excelentísima Corte formen parte de este organismo porque así transmiten su experiencia en los recursos de inaplicabilidad que se hayan resuelto, pero ello no obsta a que la labor de ambos tribunales se vea afectada por esta situación.



Tercero, la Corte Suprema debe ejercer supervigilancia real y efectiva sobre las Cortes de Apelaciones, para lo cual se requeriría un Ministro Visitador por cada una de éstas.



Cuarto, se procura descongestionar al Máximo Tribunal del gran número de causas pendientes, a fin de que se ponga al día en su trabajo a la brevedad posible. Cabe hacer presente que las enmiendas que el proyecto introduce a los recursos de queja y de casación no alteran en medida importante esta situación, pues, dada la gran cantidad de recursos pendientes, pasarán a lo menos dos años antes de que este Tribunal pueda superar el atraso actualmente existente.



Y quinto, la labor de los Ministros de la Corte Suprema se ha visto recargada adicionalmente por los informes que deben emitirse acerca de las iniciativas legales que inciden en materias propias de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de la Carta Fundamental.



Por lo expuesto, los Senadores de la Democracia Cristiana solicitamos al Senado aprobar la indicación del Ejecutivo que aumenta a veintiún miembros la composición de la Corte Suprema en lugar de los diecisiete que la integran en la actualidad.



He dicho.

LEG. 327, SESIÓN 10° DE 02 DE NOVIEMBRE DE 1993
HOMENAJE EN MEMORIA DE SACERDOTE ENRIQUE BARILARI GALLEGUILLOS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana adherimos al homenaje que se tributa al presbítero Enrique Barilari Galleguillos.



Nació en Valparaíso, en el cerro Los Placeres, el 22 de agosto de 1923, en el seno de una familia compuesta por seis hermanos. Realizó sus estudios en el Seminario San Rafael de donde egresó en 1940.



Para entonces ya había demostrado sus especiales dotes intelectuales: el verbo, la palabra escrita y su manera de ser fueron conocidos por sus compañeros y maestros.



Más tarde ingresó al Pontificio Seminario Mayor de Los Santos Ángeles Custodios, siguiendo el llamado de Dios, siendo Ordenado sacerdote en la Catedral de Valparaíso el 18 de septiembre de 1948 por Monseñor Rafael Lira Infante.



Desde esa época sus talentos los invirtió en la tarea de "enseñar a toda criatura", volviendo como profesor e inspector a su Seminario San Rafael. También, en los años sesenta, realizó dirección espiritual en los Liceos N°s 1, de Niñas, de Valparaíso y Viña del Mar. Al fundarse el Seminario Mayor, el Obispo Emilio Tagle lo llamó a colaborar como formador en éste.



Sus aptitudes y condiciones se extendieron por diversas tareas eclesiales. Así, por ejemplo, contribuyó como Director de Caritas Chile Diocesano, con singular éxito, función donde pudo aplicar su gran capacidad organizativa junto a su particular sensibilidad social. También fue nombrado Vicario General, tarea en la que desempeñó un significativo papel en tiempos especialmente difíciles para la Iglesia y la Universidad.



Paralelamente desarrolló una destacada labor como Párroco de Nuestra Señora de Fátima, en Forestal, donde destacó por su amor a los pobres, y luego en Nuestra Señora de Dolores, tradicionalmente conocida como la Parroquia Viña del Mar, en la cual permaneció por espacio de 28 años, manteniendo siempre un amoroso cuidado por la piedad y la liturgia.



En 1984, el entonces Arzobispo de Valparaíso, Monseñor Francisco de Borja Valenzuela, lo nombró director del Departamento de Catequesis Parroquial y, en 1985, Juez del Tribunal Eclesiástico Regional.



Muchas críticas recibió por su invariable postura de denuncia frente a hechos reprobables; pero se olvida que esas manifestaciones las tuvo frente a diversas circunstancias y en diferentes períodos. Así, en momentos en que se amenazaba la libertad educacional y la dignidad de la persona humana, integró el equipo de asesores que refutó importantes proyectos educativos de esa época.



Más tarde, ante nuevas contingencias de la vida social, ese mismo espíritu le llevó a una defensa sólida de los derechos humanos, siendo discutido y criticado. No obstante, pudo más su consecuencia y su amor por los más necesitados. Tuve el honor de conocer su valioso trabajo en favor de la defensa de los derechos humanos, y puedo acreditar que el suyo fue un testimonio de gran significación y trascendencia.



Falleció el 22 de septiembre, luego de una penosa y larga enfermedad que supo enfrentar con gran espíritu cristiano, el mismo que lo llevó a su inmenso amor por Dios y por los hombres.



Los Senadores democratacristianos rogamos a Dios por el eterno descanso de su alma.  He dicho.
LEG. 327, SESIÓN 11° DE 03 DE NOVIEMBRE DE 1993
MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES

DEL SERVICIO AGRÍCOLA Y GANADERO, Y DEROGACIÓN

DE OTRAS NORMAS LEGALES

El señor PACHECO.- Voto en contra de la indicación.

LEG. 327, SESIÓN 12° DE 09 DE NOVIEMBRE DE 1993
ENMIENDAS A COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE

CORTE SUPREMA Y A RECURSOS DE QUEJA Y DE CASACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, los Senadores democratacristianos estamos de acuerdo con la modificación, de manera que la votaremos favorablemente.
LEG. 327, SESIÓN 13° DE 10 DE NOVIEMBRE DE 1993
VISITA PRESIDENCIAL A NUEVA ZELANDIA Y AUSTRALIA

El señor PACHECO.— Honorable Senado, entre los días 1° y 7 de octubre de 1993 el Presidente de la República, don Patricio Aylwin, realizó una visita de Estado a Nueva Zelanda y Australia.



La primera visita de un Jefe de Estado de Chile a esos países es significativa en sí misma. Sin embargo, su importancia política y su proyección económica son aun mayores, pues no sólo las tiene respecto de esas naciones, sino más generalmente del Asia-Pacífico, conceptuada como la región más dinámica y de mejores perspectivas en la era posguerra fría.



Nueva Zelanda y Australia constituyen, cada una en su dimensión, puertas naturales de entrada para Chile en el Asia-Pacífico. A la inversa, nuestro país lo es para ellas en América del Sur. Nos unen la cultura occidental y una creciente relación bilateral. Importantes son, a ese respecto, las inversiones de ambas naciones en Chile. La presencia de numerosas colonias nuestras, sobre todo en Australia, es una contribución significativa para esa relación.



Uno de los aspectos prioritarios de la política exterior de Chile lo constituye nuestra inserción en la Cuenca del Pacífico.



Esta voluntad política encuentra su fundamento en la clara percepción de que en ella existen posibilidades ciertas para lograr una amplia vinculación diplomática en asuntos de interés común, en el desarrollo de las potencialidades económicas y en la participación de los organismos de cooperación transpacífico.



Dentro de la Cuenca, Australia y Nueva Zelanda ocupan un lugar destacado, no sólo por ser sus economías de las más desarrolladas en el Pacífico, sino también por la gran influencia que tienen sobre los países insulares del cuadrante Sur-Occidental, cuyas zonas económicas exclusivas cada día adquieren mayor relevancia.



La comitiva oficial incluyó a la señora Leonor Oyarzún de Aylwin; a los Ministros de Economía, de Agricultura y Secretario General de la Presidencia, y al Canciller; al Senador señor Eugenio Cantuarias y al que habla; al Diputado señor Armando Arancibia; a veinticinco representantes del sector empresarial, y a dos dirigentes sindicales.



Fue la primera visita de un Jefe de Estado a dos países que actualmente revisten especial importancia para el nuestro, pues tienen un lugar destacado en la Cuenca del Pacífico, como se ha mencionado.



Aunque el intercambio comercial de Chile con tales naciones es aún bajo, ambas son importantes fuentes de origen de la inversión extranjera en nuestro país.



Sus economías están hoy entre las más desarrolladas de la región; ejercen gran influencia sobre las naciones insulares del Pacífico Sudoccidental, cuyas zonas económicas exclusivas cada día adquieren mayor importancia; y son centros privilegiados de observación del proceso político que se lleva a cabo en el sudeste asiático y en la península de Indochina.



El comercio chileno con la región Asia-Pacífico y Austral ha experimentado un vigoroso crecimiento. En 1985, cerca de 14,5 por ciento del total de las exportaciones chilenas fueron hacia esa región y alrededor de 9,3 por ciento de las importaciones provinieron de ella. En 1991, esos porcentajes se elevaron a 27,9 y 15,9 por ciento, respectivamente. Durante la primera mitad de 1992, las ventas en esa región aumentaron 15,2 por ciento en comparación al año anterior.



Tanto Australia como Nueva Zelanda pueden jugar un papel importante en el acceso de las exportaciones chilenas a los mercados del sudeste asiático y del Pacífico insular; asimismo, Chile puede ser la puerta de entrada de los productos australianos y neozelandeses en América Latina. Por ello, nuestro país está interesado en hacer alianzas estratégicas tendientes a una mayor y más estrecha cooperación económica y comercial con esos Estados.



La gira presidencial, por otro lado, aumentó las posibilidades de lograr una amplia vinculación diplomática en asuntos de interés común. Australia, Nueva Zelanda y Chile son miembros del grupos CAIRNS, que es parte importante de las negociaciones agrícolas que se llevan a cabo en el GATT, buscando intensificar la concertación de enfoques de los países en la negociación de la Ronda Uruguay. Además, las tres naciones comparten una clara y firme postura de oposición a cualquier tipo de ensayo nuclear en el Pacífico sur.



Cabe recordar, también, que existen coincidencias en los organismos de cooperación transpacífico. Dos de los más importantes de ellos han sido fruto de iniciativas australianas: el Consejo de Cooperación Económica del Pacífico (PECC) y la entidad intergubernamental Cooperación Económica del Asia Pacífico (APEC). Chile es miembro del PECC y de la organización empresarial Consejo Económico de la Cuenca del Pacífico (PBEC), de la que Nueva Zelanda y Australia también son parte.



Actualmente, nuestro país tiene gran interés en ingresar al APEC, que se perfila como el organismo más importante de la Cuenca. Entre 1981 y 1991, 70 por ciento del total de la inversión autorizada en Chile provino de los países miembros del APEC: Australia, Brunei, Canadá, Corea, China, Estados Unidos, Filipinas, Hong Kong, Indonesia, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Singapur, Tailandia y Taiwán.



Nueva Zelandia



La gira se inició en el puerto de Auckland, Nueva Zelandia. Allí se encontraba en esos días el buque-escuela Esmeralda, donde se ofició una misa dominical a la que asistió la comitiva oficial, la que posteriormente se reunió, en el mismo barco, con representantes de la colonia chilena residente en Nueva Zelandia.



Mientras no más de 10 personas realizaban una contramanifestación en la bahía, el Presidente Aylwin entregó un mensaje sobre reconciliación y justicia. 



Al día siguiente se realizó el primero de cuatro seminarios empresariales programados durante la gira. En el evento, que contó con más de 200 asistentes, el Ministro de Negocios Internacionales neozelandés, Philip Burdon, destacó el hecho de que Chile sea el interlocutor más interesante y promisorio para su país dentro del concierto latinoamericano.



A su vez, el Presidente Aylwin se refirió a la circunstancia de que las dos naciones estén trabajando en conjunto para lograr una verdadera libertad de comercio en las negociaciones internacionales en marcha. "Nuestros países, por propia voluntad y convencidos de que era el mejor medio de progresar, abrieron sus economías e iniciaron una práctica de libre comercio. No nos fue impuesta, fue una decisión propia", indicó el Primer Mandatario.



En Wellington, capital de Nueva Zelandia, el Presidente, junto a su comitiva oficial, se entrevistó con la Gobernadora General de Nueva Zelandia, Catherine Tizard; con el Primer Ministro, James Bolger; con el líder de Oposición, Michael Moore; con el Grupo Parlamentario de Amistad con Chile, y con la alcaldesa, Fran Wilde.



Una cena en el Parlamento con el Primer Ministro Bolger fue el escenario propicio para agradecer la solidaridad de Nueva Zelandia hacia Chile.



Durante el Gobierno militar los lazos bilaterales se desarrollaron en un ambiente frío y formal. La llegada de la democracia a Chile fue un factor que impulsó los vínculos políticos entre las dos naciones.



Ambos países sostienen hoy posiciones coincidentes frente a temas de interés mundial, como los de la Antártica, la liberación del comercio internacional, el medio ambiente y aspectos relacionados con los recursos pesqueros y el mar. Ante la postulación de Chile al APEC, las autoridades neozelandesas manifestaron su apoyo.



Australia



El Presidente Aylwin visitó tres importantes ciudades en Australia: Canberra (su capital), Sidney y Melbourne. En Sidney el Mandatario se entrevistó con el Alcalde de la ciudad, y posteriormente se reunió en Town Hall con alrededor de mil doscientos miembros de la colonia chilena residente en ese país.



La calidez del recibimiento al Presidente Aylwin contrastó con la manifestación en su contra efectuada por unas cincuenta personas en las afueras del recinto.



En Canberra, las autoridades chilenas se reunieron con las máximas autoridades del país: el Gobernador General del Commonwealth de Australia, Bill Hayden, y el Primer Ministro, Paul Keating. Lo propio hicieron con el líder de la Oposición, John Hewson, y el Grupo Parlamentario de Amistad Chile-Australia.



En Melbourne, la Universidad de La Trobe confirió el grado de "Doctor of Letter" al Presidente de la República. Y en su discurso de agradecimiento, "Forjando un entendimiento para la era del Pacífico", el Primer Mandatario profundizó algunos de los conceptos más importantes que, en nombre de los chilenos, reiteró en sus diversas intervenciones durante los cinco días de la gira. Ellos se refieren a los nuevos desafíos que presenta él fin de la guerra fría y al rol de las naciones del Pacífico en el nuevo orden económico internacional que está emergiendo.



Afirmó el Presidente Aylwin: "La solidaridad australiano-chilena, estructurada en los tiempos más difíciles en mi país, surge hoy renovada ante los inmensos desafíos internacionales que tenemos por delante... La caída de los muros ideológicos y el término de la confrontación bipolar ha permitido que surja una economía planetaria que, en principio, ofrece extraordinarias oportunidades para la expansión del comercio internacional y las inversiones transfronterizas".



Explicó que Chile ve en la integración regional y en los acuerdos bilaterales de libre comercio oportunidades que no puede desdeñar. "Hemos procurado" —afirmó— "que los acuerdos que ya hemos firmado con algunos otros países sean consistentes con el GATT. Y a la inversa, no hemos aceptado los bloques económicos, ni creemos en los acuerdos preferenciales, porque nuestra meta final es la expansión y no la desviación del comercio".



Agregó: "Chile está seriamente comprometido con el libre comercio a nivel global; así como nos oponemos a la idea de una "fortaleza europea", ciertamente no somos partidarios de apoyar un mercado preferencial en América del Norte o de estructurar un regionalismo exclusivo en la América Latina. Confiamos en formar parte del APEC, instancia que vemos como la mejor alternativa práctica de regionalismo abierto... Frente a las tendencias proteccionistas de los principales países industrializados, como a los intentos de bloques regionales cerrados, debemos insistir en la apertura de la economía global. Por ello, el nuevo orden económico internacional requiere de aportes innovadores y de proyectos más consistentes con el libre comercio.".



"Los esquemas de cooperación económica que se están conformando en la Cuenca del Pacífico son alternativas válidas de cómo compatibilizar intereses incluso diversos y heterogéneos con la apertura en materia comercial... El Pacífico estará llamado a ser un ejemplo del Nuevo Mundo que queremos", concluyó el Primer Mandatario.



En síntesis, la gira del Presidente Aylwin a Nueva Zelandia y Australia permitió abrir paso a una cooperación más estrecha con dos importantes países de la Cuenca del Pacífico. Los múltiples contactos políticos y empresariales permitirán el fortalecimiento de las relaciones bilaterales con ambos. Hubo progresos importantes hacia un convenio de tráfico aéreo, que se espera sea concluido en los primeros seis meses de 1994; se tomó nota de las consultas bilaterales iniciadas con el objeto de alcanzar un acuerdo de seguridad social, y se echaron las bases de un acuerdo de cooperación científica y técnica. Se logró, asimismo, el compromiso con estos países para iniciar conversaciones el año próximo con el propósito de llegar a acuerdos de protección de inversiones y doble tributación.



Tal como lo consignaron los medios de comunicación, los empresarios que acompañaron al Presidente Aylwin en su gira hicieron un balance muy positivo de los logros obtenidos por ellos.



El ex presidente de la SOFOFA señor Hernán Briones encabezó la delegación de veinticinco representantes del sector privado, entre los que se encontraban el presidente de la Cámara Nacional de Comercio, don Juan Carlos Délano; el presidente del directorio de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Ernesto Correa; el presidente de la Corporación Nacional de la Madera, don Eladio Susaeta, y el presidente de Minera La Escondida, señor John Hannah.



Don Hernán Briones destacó las numerosas posibilidades que se abrieron para hacer "joint ventures" entre estos países y Chile, en rubros tales como transporte, minería y madera.



Además de la participación en los cuatro seminarios empresariales en Auckland, Wellington, Sidney y Melbourne, se efectuaron más de doscientos contactos bilaterales entre hombres de negocios de los países visitados y los chilenos.



Notables fueron las coincidencias en la evaluación que se hizo respecto del momento que atraviesan las economías de estos tres países en la Cuenca del Pacífico, los que en la actualidad buscan integrarse plenamente a un mundo globalizado, con una definitiva vocación por el libre comercio.



Habría que destacar, asimismo, el convenio que suscribió el Banco Santander con Export Finance & Insurance Corporation (EFIC), organismo oficial australiano de crédito a la exportación, que establece el marco para un línea de crédito destinada a exportadores australianos interesados en comercializar sus productos en Chile. El acuerdo fue firmado por Mauricio Larraín, director del grupo Santander-Chile.



Recientemente, el jueves 4 de noviembre, en una manifestación ofrecida en honor del Presidente de la República, don Patricio Aylwin, por el grupo de empresarios , que integró la comitiva oficial, el señor Hernán Briones, entre otros conceptos, expresó:



"Como destacáramos en conferencia de prensa, este viaje fue realmente un éxito. Por lo mismo, quienes participamos en la gira, hemos creído de justicia felicitar a usted, señor Presidente, por la forma en que nos representó a todos los chilenos. También queremos destacar la magnífica organización en los países visitados y el valor de los contactos sostenidos.



"Algunos piensan que estas reuniones tan cortas serían inútiles. Mi experiencia personal es que cuando se anuncia con anticipación al grupo empresarial que lo acompaña, como se hizo en este caso, dando a conocer los curriculum, actividades e intereses de cada empresario, las personas que van a las reuniones asisten porque tienen un interés real, ya sea en comprar, vender o invertir en Chile.".



Al efectuar un balance de la gira, el Ministro de Economía, don Jorge Marshall, manifestó la importancia y posibilidades futuras de cooperación tecnológica y de negocios en los sectores productivos competitivos, como el agrícola y el forestal. "La competencia en mercados externos en productos similares" —dijo— "hace que una relación más estrecha entre empresarios pueda ayudar significativamente en las respectivas estrategias comerciales". Y destacó, además, las oportunidades que se abren a partir de este viaje para expandir la inversión de esos países en Chile.



Finalmente, especial importancia tuvo la reunión privada del Presidente con veinte de los empresarios más importantes de Australia en la ciudad de Melbourne, cuyos frutos —estoy cierto— podremos ver en corto plazo.



Señor Presidente, el objetivo fundamental de la histórica visita que el Presidente Patricio Aylwin realizó fue ampliar el conocimiento mutuo entre Chile, Nueva Zelandia y Australia, de manera personal, para que las relaciones económico-comerciales se sustenten sobre una base política más profunda. Tal propósito, en nuestro concepto, se cumplió cabalmente, lo que constituye un justo orgullo para Chile y todos los chilenos. He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).— El turno siguiente corresponde al Comité Renovación Nacional.

LEG. 327, SESIÓN 14° DE 16 DE NOVIEMBRE DE 1993
ENMIENDAS A COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE CORTE SUPREMA Y A RECURSOS DE QUEJA Y DE CASACIÓN

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la Honorable señora Feliú fundamenta su indicación en el hecho de que la norma aprobada por la Comisión facilita en extremo el recurso de casación en el fondo al eliminar los requisitos de que la causa tenga una cuantía mínima y de efectuar una consignación. La Comisión rechazó esa indicación por la unanimidad de sus miembros presentes —Honorables señores Díez, Otero, Vodanovic y el Senador que habla—, toda vez que el criterio que la inspira apunta a suprimir exigencias de carácter más bien formal, como las mencionadas, y a establecer en su reemplazo una de fondo: la de que el asunto tenga relevancia jurídica para la interpretación y aplicación del derecho. Y en el caso concreto de la consignación, la consideró muy perjudicial para las personas de escasos recursos.



Por tal motivo, y teniendo en cuenta que ya está agotado el debate, pido que votemos la indicación renovada y, concretamente, que la rechacemos.

LEG. 327, SESIÓN 15° DE 17 DE NOVIEMBRE DE 1993
JUZGADOS VECINALES

El señor PACHECO.— Señor Presidente, para la existencia del Estado de Derecho y de un real y auténtico régimen democrático, es indispensable proporcionar las oportunidades y medios para que los ciudadanos puedan resolver sus conflictos conforme a normas jurídicas, ejercitando y haciendo cumplir efectivamente sus prerrogativas.



No tiene sentido reconocer las garantías individuales, ni ratificar la totalidad de los tratados o convenios internacionales sobre los derechos fundamentales de la persona humana, si no se brinda la posibilidad de concurrir ante un tribunal independiente que sancione a sus infractores. Tampoco parece admisible pretender la vigencia de un sistema de convivencia, si un alto porcentaje de la población carece de la factibilidad real de acceder a los mecanismos formales para resolver sus disputas.



Hoy en día nuestros conciudadanos, especialmente los de más bajos ingresos, tienen innumerables dificultades para el acceso a dichos mecanismos. La falta de cobertura adecuada, la lejanía física de los tribunales de los sectores residenciales populares, la lentitud y complejidad de los procedimientos, la imposibilidad de acceso a una adecuada asesoría jurídica, los costos que todo ello involucra, etcétera, son algunas de las que a diario deben enfrentar.



La consecuencia de ello es que nuestros conciudadanos más desposeídos toman contacto con los juzgados ordinarios casi únicamente cuando son requeridos como actores en procesos criminales y sólo muy excepcionalmente como querellantes en los mismos.



Los tribunales de policía local, en un comienzo ideados para atender precisamente los problemas más cotidianos, han derivado en una justicia especializada en tránsito, la cual, teniendo tan alta importancia actualmente en las grandes urbes, por lo mismo se encuentra poco capacitada para entender y solucionar con rapidez y eficiencia otro tipo de conflictos.



Por lo anterior, y en cumplimiento de las obligaciones constitucionales e internacionales asumidas por el Estado, se hace imprescindible la creación de una justicia rápida y no formal, orientada fundamentalmente por los principios dé la oralidad y la inmediación, inserta en la comunidad cuyos problemas debe solucionar y destinada, por lo mismo, a conocer aquellos conflictos de común ocurrencia y de no gran envergadura o complejidad, los cuales sin embargo son los que determinan la calidad de vida de las personas y la posibilidad de adecuar su quehacer a parámetros de justicia y equidad.



Los estudios realizados han permitido concluir que tales objetivos no son susceptibles de ser abordados a través del expediente de modificar las competencias y los procedimientos de las estructuras jurisdiccionales actualmente existentes, específicamente los de los juzgados de policía local. La complejidad y características de los problemas que, como decíamos, ocupan la atención de ésta, hacen aconsejable mantener una justicia vecinal paralela a la de policía local, quedando ésta limitada a aquellos problemas del tránsito vehicular.



Estas son las ideas fundamentales qué inspiraron al Supremo Gobierno para presentar al Congreso Nacional el proyecto de ley en debate, destinado a crear juzgados vecinales de fácil acceso para la población, dotados de una organización congruente con su importancia, que permitan efectivamente el cumplimiento de los fines antes señalados.



De acuerdo con lo aprobado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, las disposiciones más importantes de la iniciativa son las siguientes:



1) En las comunas donde exista municipalidad, habrá un juzgado vecinal y, además, uno adicional por cada cincuenta mil habitantes. Su organización, competencia y atribuciones se regirán por las disposiciones de esta ley.



2) Para ser juez vecinal será necesario ser abogado y reunir los requisitos para ser juez de letras de comuna o agrupación de comunas.



3) El juez vecinal será nombrado por el concejo de la municipalidad respectiva, por mayoría absoluta de sus miembros, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones correspondiente, previo concurso público de antecedentes y oposición.



4) Los jueces vecinales estarán sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica directa e inmediata de la respectiva Corte de Apelaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 79 de la Constitución Política.



5) Los jueces vecinales serán independientes de toda autoridad en el ejercicio de sus funciones, y durarán indefinidamente en sus cargos.



6) Los juzgados vecinales dependerán financiera y administrativamente de la municipalidad correspondiente.



El alcalde, a proposición del juez vecinal, destinará los funcionarios municipales que fueren necesarios para el funcionamiento del tribunal.



7) Corresponderá a los jueces vecinales actuar como conciliadores en los asuntos que les sean llevados por cualquier interesado, aunque no sean de su competencia, y siempre que ambas partes acepten su función conciliadora. El juez podrá oponerse a actuar como conciliador en materias de alta complejidad.



8) El juez vecinal conocerá de los siguientes asuntos:



a) De las causas civiles y de comercio cuya cuantía no excede de 10 unidades tributarias mensuales, excluidos los juicios ejecutivos y las gestiones preparatorias de la vía ejecutiva a que se refiere el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil; de las relativas a los contratos de arrendamiento cuando la renta mensual no sea superior a dos unidades tributarias mensuales; y de las acciones de precario y de comodato precario, relativas a inmuebles cuyo avalúo, para efectos de) impuesto territorial, no exceda, a la fecha de presentación de la demanda, de 220 unidades tributarias mensuales;



b) De las acciones posesorias especiales a que se refieren los artículos 941, 942 y 943 del Código Civil;



c) De las acciones a que den lugar las servidumbres legales relativas a la utilidad de los particulares;



d) De las infracciones a los reglamentos y estatutos de las comunidades de copropietarios de edificios acogidos a la Ley de Propiedad Horizontal, y de las contiendas que se promuevan en lo concerniente a la administración y conservación de los bienes comunes, incluyendo la gestión ejecutiva para el cobro de los gastos, salvo que en cualesquiera de estos casos el valor de lo disputado sea superior a 20 unidades tributarias mensuales;



e) De las acciones civiles, cualquiera sea su cuantía, a que den lugar los delitos y faltas que queden dentro de su competencia;



f) De la habilitación para comparecer en los asuntos sometidos a su conocimiento;



g) De la partición de bienes y liquidaciones de sociedades conyugales cuando el valor total de la masa no exceda de 50 unidades tributarias anuales, las que en este caso no serán materias de arbitraje forzoso;



h) De los delitos de injurias y calumnias sin publicidad, y de los de amenazas;



i) De los delitos de lesiones menos graves, de vagancia y de mendicidad;



j) De las faltas contempladas en el Libro III del Código Penal;



k) De las infracciones a la obligatoriedad de la Educación Básica;



1) De las denuncias fundadas respecto a hechos que alteren la paz o tranquilidad en la comuna o la normal convivencia entre vecinos, siempre que no constituyan delito,



m) En materia de menores, en casos graves y urgentes, podrá decretar las medidas de protección que estimare procedentes, incluyendo la fijación de alimentos provisorios en favor de los menores, las que tendrán carácter transitorio y se mantendrán por el tiempo que el juez determine y, en todo caso, hasta que empiece a conocer del asunto el juez de letras competente.



9) El Presidente de la República, previa solicitud de los alcaldes respectivos, procederá a instalar los juzgados vecinales que corresponda, en la medida en que el presupuesto municipal determine el gasto pertinente. En el decreto de instalación, se fijará el territorio en que cada juzgado vecinal ha de ejercer sus funciones.



10) Mientras no se instalen los juzgados vecinales que se crean por esta ley, la competencia que a éstos se asigna corresponderá a los jueces que actualmente la ejercen. Dicha competencia no se verá alterada con la instalación de los juzgados vecinales respecto de las causas iniciadas con anterioridad.



Estos son los fundamentos básicos del proyecto, que los Senadores de la Democracia Cristiana consideramos de extraordinaria trascendencia y al que le daremos su aprobación en general, por considerarlo justo.



He dicho.
LEG. 327, SESIÓN 16° DE 23 DE NOVIEMBRE DE 1993
MODIFICACIÓN DE LEY DE CAZA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, la iniciativa sometida a nuestra consideración, en segundo trámite constitucional, tuvo origen en una moción de los Diputados señores Vladislav Kuzmicic, Sergio Elgueta, Dionisio Faulbaum, Antonio Horvath, Gutenberg Martínez y Jaime Naranjo.



El objetivo de la moción original consistía en modificar el sistema que contempla la ley vigente, mediante el cual el respectivo reglamento determina las especies sujetas a veda especial o a una prohibición indefinida de caza.



A juicio de los patrocinantes, el listado que existe de ellas, al que se ha llegado a través de múltiples reglamentaciones, es de tal extensión que dificulta la fiscalización el Estado.



Lo anterior no permite que los órganos competentes cumplan a cabalidad la labor de protección y preservación de la fauna, como parte del ecosistema, que les ha sido asignada por especial mandato de la Constitución.



En consecuencia, la moción modificaba los artículos 1° y 3° de la ley N° 4.601, sobre Caza, y establecía un sistema tendiente a que se pudieran cazar las especies expresamente permitidas, sustituyendo el actual, que permite la caza de todas aquellas que no estén expresamente prohibidas.



Cabe advertir que la moción original fue sustancialmente modificada en la Cámara de Diputados, como consecuencia de haber hecho suya la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente de esa Corporación, por unanimidad, una indicación del Ejecutivo cuyo propósito fue dar a las enmiendas que se exponían un contexto orgánico, funcional y actualizado, acorde con la nueva realidad ecológica.



El proyecto respecto del cual debe pronunciarse esta Corporación sustituye en su integridad el texto de la Ley de Caza.



Teniendo en cuenta tales antecedentes, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales se abocó al estudio de la iniciativa y escuchó las observaciones y planteamientos del Ministerio de Agricultura, de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y de la Federación de Pesca y Caza de Chile.



Se recibieron, también, por escrito, las opiniones de la Dirección General de Movilización Nacional, de la Corporación Nacional Forestal, de la Universidad Católica de Chile, de la Universidad Católica de Valparaíso, de la Universidad de Chile, de la Universidad Católica del Maule, de la Universidad Austral de Chile, de la Asociación Nacional de Criadores de Cérvidos de Chile y del Comité Nacional Pro Defensa de la Flora y Fauna.



En nuestra Comisión, el señor Ministro de Agricultura se refirió a la tramitación que siguió el proyecto en la Cámara de Diputados. Hizo resaltar la circunstancia de que éste modifica la Ley de Caza vigente, lo que a su juicio obedece a razones históricas, por cuanto Chile fue el primer país que se preocupó de proteger su fauna silvestre. Ello se pretende destacar conservando, al sustituir el texto íntegro de la ley N° 4.601, de 1929, su numeración original.



Si bien el reglamento de la Ley de Caza, contenido en el decreto supremo N° 133, de 1992, es bastante exhaustivo, el Gobierno estimó conveniente, como una manera de fortalecer la eficacia de las normas sobre la materia, regularlas en un texto legal.



La innovación más relevante que el proyecto en estudio incorpora al ordenamiento nacional consiste en la reformulación del principio básico que rige la caza: la permisividad genérica se transforma en una prohibición genérica. Toda la fauna silvestre está protegida, quedando su caza y captura prohibidas, excepto en los casos en que media una autorización expresa. Esta solución recoge un criterio conservacionista y responde, además, a una constatación de carácter científico: toda especie de la fauna silvestre está expuesta al peligro de extinguirse o, al menos, a disminuir en forma importante.



Por otra parte, se consideró necesario definir, para los efectos de la ley y su reglamento, diversos términos, a saber, “fauna silvestre”, “caza”, “captura”, “temporada de caza”, “veda”, “especies protegidas” y “animal nativo”.



La iniciativa radica definitivamente en el Servicio Agrícola y Ganadero todo lo que se vincula a la caza y captura.



Otra innovación importante dice relación a los llamados “cotos de caza”, fuente de promisorios ingresos a través del desarrollo de un turismo que ya comienza a realizarse en Chile. Al respecto, se regula la actividad integralmente y se consagra un régimen de responsabilidades por los perjuicios que de su ejercicio se deriven.



Merece destacarse la prohibición que se impone para internar al país ejemplares vivos de especies exóticas de la fauna silvestre y sus elementos reproductivos, ya que pueden alterar el equilibrio ecológico nacional. Todo ello, salvo autorización competente.



En materia de sanciones, el proyecto distingue dos niveles: uno, de carácter administrativo, en que la sanción la determina el Servicio Agrícola y Ganadero, sin perjuicio de los recursos jurisdiccionales correspondientes, y otro en que se fijan ilícitos penales, cuyo conocimiento y resolución se entrega a los tribunales ordinarios. Se otorga el valor de presunción a los hechos que constaten los respectivos inspectores.



Por último, en cuanto a la policía de caza, estas funciones se entregan al Servicio Agrícola y Ganadero, a Carabineros de Chile, a la autoridad marítima y a los inspectores ad honórem.



La Comisión coincidió en la conveniencia de legislar, particularmente teniendo en cuenta que todos los sectores interesados en la materia han concordado en que el proyecto constituye un avance, en lo que a medidas de conservación de la fauna silvestre se refiere, y lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros.



La iniciativa despachada por la Cámara consta de dos artículos. El primero de ellos sustituye el texto de la ley N° 4.601, sobre Caza, por otro de treinta y siete artículos permanentes y cuatro transitorios. El segundo introduce enmiendas a la ley N° 18.755.



La Comisión incorporó diversos perfeccionamientos a través de las proposiciones que formula, entre los que cabe destacar los siguientes.



En el artículo 2°, que definirá, para los efectos de este proyecto, una serie de términos relacionados con la actividad cinegética, consideró imprescindible agregar los conceptos de “ecosistema”, “hábitat”, “utilización sustentable”, “especies en peligro de extinción”, “especies vulnerables”, “especies raras” y “especies escasamente conocidas”.



Las tres primeras se inspiran en el Convenio sobre Diversidad Biológica, suscrito por nuestro país el 5 de junio de 1992, en Río de Janeiro, y las restantes corresponden a una clasificación que, desde hace muchos años, ha venido formulando, en aras de la protección de la fauna silvestre, la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales.



En todas las disposiciones en que fue necesario se introdujo, además del relativo a la “caza”, el concepto de “captura”, para aludir con precisión a las dos actividades atinentes al apoderamiento de especies de fauna silvestre.



El artículo 6° que aprobó la Cámara dispone que la captura podrá efectuarse para el establecimiento de centros de reproducción o criaderos y para la utilización sustentable del recurso.



En materia de cotos -sobre el particular, se introducen perfeccionamientos, tal como se ha dicho-,es importante señalar que preocupó a la Comisión la posibilidad de establecer, también, cotos de caza menor. Los representantes del Ejecutivo se manifestaron contrarios a la. idea, porque a su juicio ello redundaría en la utilización de un recurso natural público con un interés lucrativo y absolutamente particular. La situación de los cotos de caza mayor es diferente, por cuanto implican una significativa inversión del sector privado, normalmente a través de la introducción de especies exóticas. La Comisión fue de opinión de seguir este mismo criterio.



En cuanto al artículo 11 despachado por la Cámara, que exige a los dueños de los cotos constituir cauciones o seguros, para responder por los daños que puedan causar los animales o los cazadores a la persona o bienes de terceros, y que para tal efecto fija un monto mínimo de cuatro mil unidades de fomento, en la Comisión tuvo lugar una larga discusión tendiente a precisar qué tipo de responsabilidad pretendía establecer la iniciativa. Los representantes del Ejecutivo manifestaron que se trataría de un caso de responsabilidad objetiva, porque en la especie resultaría muy difícil de probar una determinada intencionalidad.



En lo referente al requisito de una caución o seguro, la Comisión, previniendo que ello pudiere considerarse discriminatorio respecto de la actividad de caza en los cotos, optó por suprimirlo. Estimó necesario, sin embargo, dejar aclarado que los dueños de los cotos deberán siempre responder por los daños aludidos. Ante tal eventualidad podrán libremente contratar una póliza de seguro que los proteja, de acuerdo con la legislación vigente.



Por todas estas consideraciones, y basado en la trascendencia del proyecto, que legisla por primera vez en forma integral acerca de la actividad cinegética, adecuándola a las nuevas exigencias que en materia de medio ambiente impone la época en que vivimos, y en la circunstancia de que la totalidad de los artículos que se proponen contó con la aprobación unánime de los miembros de la Comisión, solicito que la Sala se pronuncie en esa misma forma.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.

El señor SIEBERT.- Señor Presidente, efectivamente, en la Comisión aprobamos por unanimidad la iniciativa en discusión, y anuncio que la bancada de Renovación Nacional adoptará igual criterio.



En cuanto al plazo para presentar indicaciones, propongo que para ello se fije el martes 14 de diciembre, después de las elecciones.

El señor VALDÉS (Presidente).- A fin de corregir una situación reglamentaria, solicito el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de la sesión hasta el despacho del proyecto.



Acordado.
LEG. 327, SESIÓN 17° DE 24 DE NOVIEMBRE DE 1993
PROCEDIMIENTO PENAL, Y DE OTRAS NORMAS SOBRE SEGURIDAD DE LAS PERSONAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, el proyecto tuvo su origen en mensaje del Ejecutivo, presentado a fines de 1991, en el que, junto a un grupo de medidas tendientes a resguardar en mejor forma la seguridad de las personas, se propuso una serie de iniciativas legislativas. Entre éstas, se encontraba el proyecto en comento que modifica diversos cuerpos legales (Código Penal» de Justicia Militar, de Procedimiento Penal, Ley de Menores) en materia de seguridad de las personas.



La redacción original del proyecto, cuyo estudio legislativo se inició en el Senado, hacía procedente el trámite de discernimiento a niños y jóvenes de entre 14 y 18 años, aumentando, en consecuencia, su ámbito de aplicación, el que actualmente sólo rige para jóvenes entre 16 y 18 años. Posteriormente, el Gobierno retiró los artículos del proyecto que se referían a menores de edad, para someterlos a un reestudio, continuando las demás disposiciones su tramitación en el Congreso. En la Cámara de Diputados, el Gobierno introdujo nuevamente las normas relativas a menores de edad, pero con una redacción diferente, declarando la inimputabilidad de todos los menores de 18 años y sometiendo a los jóvenes de entre 14 y 18 años a la jurisdicción de la judicatura de menores. Dicha proposición fue aprobada por la Cámara de Diputados, pero al ingresar al Senado -que no conocía la segunda redacción del proyecto-, ésta fue rechazada, formándose una Comisión Mixta. Múltiples fueron los esfuerzos desarrollados por el Gobierno y los Parlamentarios de la Concertación para llegar a un acuerdo. No obstante, dichas gestiones resultaron infructuosas, y la Comisión Mixta  -que tuve el honor de presidir- aprobó por cinco votos (de los Senadores señores Otero, Letelier y Fernández, y de los Diputados señores Longton y Correa) contra dos (del Senador que habla y del Diputado señor Manterola), una proposición presentada por el Honorable señor Otero.



Estimamos conveniente, en todo caso, recordar las principales razones que impulsaron al Ministerio de Justicia a proponer una modificación legal como la planteada. Estas fueron las siguientes:



1.- Derogar el discernimiento, por constituir un trámite obsoleto, carente de fundamentos científicos y jurídicos, que permite el encarcelamiento de muchos jóvenes acusados de haber infringido la ley.



2.- Excluir a todas las personas menores de 18 años del sistema penal de adultos.



3.- Erradicar a los menores de 18 años de recintos penitenciarios de adultos.



4.- Dotar a los jóvenes de entre 14 y 18 años de garantías procesales que permitan la vigencia de la garantía del "debido proceso", consagrada en el N° 3o del artículo 19 de la Constitución Política de la República.



Debe tenerse presente, además, que el proyecto se inscribe en un paquete de medidas destinadas a garantizar la seguridad' de las personas, por lo que éste, en su origen, se encuentra claramente dirigido al control de la delincuencia, específicamente en esta materia, al de la delincuencia juvenil.



Creemos que, al contrastar estos objetivos con el resultado que arrojaría la eventual aplicación del proyecto aprobado por la Comisión Mixta, podremos emitir una opinión en torno a la conveniencia o inconveniencia de su aplicación.

IMPACTO DE LA EVENTUAL APLICACIÓN DEL PROYECTO

APROBADO POR LA COMISIÓN MIXTA



A) Derogación del discernimiento



El proyecto aprobado coincide con el del Ejecutivo en cuanto ambos proponen la derogación del N° 3 del artículo 10 del Código Penal, eliminando, en consecuencia, el trámite de examen de discernimiento.



Este es un aspecto positivo, pero que, en todo caso, debe analizarse junto a las demás modificaciones aprobadas.



B) Exclusión de las personas menores de 18 años del sistema penal de adultos



En este punto, la solución aprobada dista mucho del proyecto del Ejecutivo.



De la nueva redacción acogida para el artículo 10 del Código Penal podemos colegir lo siguiente:



1.- Se fija como límite inferior de la responsabilidad penal la edad de 14 años.



2.- Se crea un sistema penal especial para los jóvenes de entre 14 y 17 años, en el que son juzgados por el juez de menores, quien les aplicará una medida de protección, a modo de sanción.



3.- A partir de los 17 años, las personas son plenamente imputables y responsables de acuerdo con las normas del Derecho Penal de adultos.



De la aplicación de estas normas se desprende que, al ingresar todos los jóvenes mayores de 17 años al régimen penal general, el número de menores procesados penalmente se incrementará sustantivamente.



En efecto, del análisis de las estadísticas de que disponemos, se puede concluir lo siguiente:



a) La cifra total de menores de 18 años y mayores de 17 -que resultarían afectados por el proyecto- detenidos en un período de un año, por la comisión de un delito, alcanza, aproximadamente, a 2 mil 84 personas.



b) De éstas, alrededor de 577 son liberadas por falta de méritos.



c) Las un mil 507 restantes normalmente son sometidas a examen de discernimiento.



d) Del total de personas sometidas a examen de discernimiento, sólo 313 son, en definitiva, procesadas penalmente.



En consecuencia, del total de detenidos menores de 18 años y mayores de 17, aproximadamente 15 por ciento es sometido al proceso penal ante un juzgado del crimen. Si comparamos esa cifra -313- con la que resultaría de la aplicación de la reforma aprobada -los un mil 507 que hoy son sometidos a examen de discernimiento-, aquélla virtualmente se quintuplica. Aún si se considera también a los jóvenes de 16 años declarados con discernimiento, llegamos a que, en la actualidad, un total de 509 jóvenes, más o menos, son sometidos a proceso penal. De la comparación de esa cifra con los un mil 507, que estimativamente pasarían a la justicia del crimen, debemos concluir que la eventual aplicación de la reforma casi triplicaría el número de menores de 18 años incorporados al sistema penal.



C) Erradicación de los jóvenes de las cárceles.



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la reforma propuesta no contribuye a disminuir el número de jóvenes privados de libertad en recintos penitenciarios;  muy por el contrario, lo incrementa, no sólo por los un mil 507 que estarían plenamente sujetos al sistema penal, sino también como consecuencia de la aplicación de las reglas del proceso penal, relativas a prisión preventiva, a los de entre 14 y 17 años.



Debe tenerse presente, además, que la mayor parte de la inversión pública destinada a dotar de infraestructura para la atención de jóvenes infractores de ley se ha dirigido a construir y a habilitar centros administrados por SENAME, tales como el de San Bernardo. Si consideramos que los jóvenes de 17 años estarían absolutamente excluidos de la competencia de este Servicio, la totalidad de éstos debería internarse en recintos penitenciarios de Gendarmería.



Cabe, en consecuencia, plantearse si se dispone de los recintos necesarios para un incremento tan notable en su población penal, la que, además, requeriría de recintos especiales separados de los adultos, de acuerdo con el proyecto aprobado.



D) Garantías procesales.



Si bien la regulación del procedimiento a aplicarse por los jueces de menores al juzgar a los jóvenes de entre 14 y 17 años constituye un avance significativo en el proceso de dotar a éstos de garantías procesales, creemos que el procedimiento propuesto contiene importantes defectos, según pasamos a explicar:



Al fijar la edad de responsabilidad penal en el límite inferior del sistema especial de juzgamiento -14 años- y no en su límite superior -17 años en este caso (18 años, en el proyecto del Ejecutivo)- éste deja de ser tan "especial" y permite aplicar a los menores, desde los 14 años, lo siguiente:



a) La agravante de reincidencia se aplicará a cualquier joven de 17 años por cualquier infracción cometida desde los 14años, a lo que se suma la eliminación de la atenuante calificada consistente en ser menor de edad.



b) La filiación y prontuario penal. La reinserción, desde los 14 años, se hará muy difícil, toda vez que en los "papeles de antecedentes" de un joven infractor de 14 años o más aparecerá como un "delincuente", obstaculizándose, en la práctica, su ingreso a trabajos, colegios o instituciones de educación superior.



c) Vigencia del principio de necesidad de pena. Por insignificante que sea el delito, el juez de menores no podrá resolver en forma expedita, amonestar al infractor leve y devolverlo a sus padres; deberá procesarlo, acusarlo y condenarlo, aun frente a delitos menores o relativamente leves, demorando meses en ello, con el joven en prisión preventiva.

PROYECTO DE LA COMISIÓN MIXTA Y LA CONVENCIÓN

SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO



El proyecto de la Comisión Mixta implica una violación de los compromisos adquiridos con la ratificación y aprobación de la Convención internacional sobre los Derechos del Niño y contraviene la corriente de adecuación legislativa que, en esta misma materia, han desarrollado diversos países de nuestro continente (Brasil, Ecuador, Bolivia, México, El Salvador y Colombia) que han dictado leyes dirigidas a desarrollar los derechos consagrados por la Convención en favor de los niños menores de 18 años.



En efecto, la Convención internacional sobre Derechos del Niño, que define como tales a los menores de 18 años, si bien no dispone que debe excluírselos del sistema penal, les reconoce derechos fundamentales que no son compatibles con el actual sistema penal chileno, como se observa, por ejemplo, en las siguientes normas:



1.- "La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;" (Artículo 37, letra b)).



2.- Derecho a "ser tratado de manera" "en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad." (Artículo 40, número 1).



3.- Promover el "establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes," (Artículo 40, número 3).



4.- "Se dispondrá de diversas medidas" "alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción." (Artículo 40, número 4).



Deben considerarse, asimismo, todos los demás derechos reconocidos por la Convención del Niño, como el de a educación; a protección, cuidados y asistencia especiales; a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; a vivir preferentemente en el medio familiar; derecho al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente de la vida cultural y de las artes.

OTRAS CONSIDERACIONES



Estimamos también necesario analizar la relación que el proyecto aprobado en Comisión Mixta tiene con la política gubernamental desarrollada por diversas reparticiones estatales.



Sobre este punto, creemos que la aprobación del proyecto y su posterior transformación en ley de la República resultaría del todo contradictoria con las iniciativas desarrolladas por el Gobierno en favor de la infancia y la juventud.



En efecto, debe tenerse presente que durante este año el Gobierno aprobó el "Plan Nacional de la Infancia", cuya coordinación se ha radicado en MIDEPLAN, el que, en el capítulo referido a "Menores en conflicto con la justicia", contiene metas y líneas de acción destinadas a erradicar a los jóvenes menores de 18 años de las cárceles, reservando la privación de libertad sólo para los casos de más grave peligrosidad o compromiso delictual. Esta meta se ha desarrollado a través de diversas iniciativas, pero al menos SENAME invierte aproximadamente 280 millones de pesos anuales en la desinternación de los niños privados de libertad en recintos carcelarios.



El proyecto es absolutamente contradictorio con esta meta, adoptada en base a experiencias técnicamente avaladas y con resultados exitosos.



Por último, estimamos pertinente hacer presente que una legislación como la acordada por la Comisión Mixta constituye una importante señal de desconfianza hacia los jóvenes emitida por uno de los más relevantes Poderes del Estado, lo que ciertamente contribuye al fortalecimiento de la imagen del "joven problema", y más aún, del "joven delincuente", que perjudica la labor desarrollada por organizaciones juveniles y por el Instituto Nacional de la Juventud, en orden a potenciar la integración constructiva de los jóvenes a la sociedad, y, del mismo modo, conspira contra toda la política gubernamental aplicada por el SENAME en estos años destinada a demostrar a los jóvenes y a la sociedad que a través de la rehabilitación es posible integrar socialmente a los jóvenes infractores de la ley.

CONCLUSIÓN



Por todas las razones expuestas previamente, y en especial por ser del todo contradictoria con los objetivos buscados con el presente proyecto, creemos que la proposición de la Comisión Mixta deber ser rechazada, como lo señalamos también en la Comisión.



La aprobación de una legislación como la propuesta constituirá casi una negación de todos los criterios y principios, técnicos, jurídicos y aun éticos, que han inspirado el accionar del SENAME desde 1990 y que lo llevaron a modificar sustancialmente su política.



Entendemos, sin duda, que hoy existe un incremento de la preocupación ciudadana por la seguridad pública. Sin embargo, creemos que la exacerbación de políticas puramente represivas no conduce a la paz ciudadana, sino que, por el contrarío, conspira contra ella. La paz social debe basarse necesariamente en un equilibrio de dos valores fundamentales: la protección de las personas en el ejercicio de sus derechos humanos, y el resguardo de éstas ante la amenaza, perturbación y privación de sus derechos por actos delictuales perpetrados por terceros. Dicho equilibrio desaparece en una legislación como la propuesta.



En definitiva, consideramos de toda justicia y conveniencia, y más acorde con la Convención sobre Derechos del Niño, el rechazo del proyecto aprobado por la Comisión Mixta y que hoy es sometido a la consideración del Senado.



En estas circunstancias, creemos conveniente reservar la discusión de un tema tan complejo como el planteado para una futura oportunidad, en la que éste se incorpore a una regulación integral de los derechos y obligaciones de todos los niños y jóvenes, que se inspire efectivamente en la Convención internacional sobre los Derechos del Niño.

LEG. 327, SESIÓN 17° DE 24 DE NOVIEMBRE DE 1993
TRAFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, el tráfico ilícito de sustancias o drogas estupefacientes y sicotrópicas y su consumo indebido constituyen una seria alteración de la convivencia social y afecta, de una u otra forma, todas las actividades del país. Lamentablemente, Chile no está ajeno a esta problemática que daña por igual a países pequeños y grandes, desarrollados o en vías de desarrollo. Ante esta realidad, que debe ser necesariamente reconocida, las naciones han resuelto abordarla mediante una acción mancomunada, toda vez que en su conjunto se ven perturbadas por estas conductas.



Convencido de que deben enfrentarse estos fenómenos mediante una acción coordinada de todos los servicios e instituciones del quehacer nacional, el Gobierno creó en 1990 el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, órgano asesor del Presidente de la República, que tiene por fin coordinar las funciones que diferentes entidades del Estado cumplen en la materia, buscando así obtener la mayor eficacia en sus labores, evitar la duplicidad de esfuerzos y lograr el mejor aprovechamiento de los recursos. A este Consejo se le encomendó la formulación de una política nacional y un plan de acción orgánico en el cual se considerasen las medidas que deben asumirse para enfrentar adecuadamente el problema. La política aludida ha sido aprobada y se encuentra en ejecución. Asimismo, al Consejo se le encargó la elaboración de un nuevo texto legal que considerara la normativa contenida en los tratados internacionales suscritos por nuestro país, el estudio y regulación de la situación de los consumidores de drogas y, en general, adecuar la legislación a las necesidades de la investigación y sanción de los ilícitos relacionados con el tráfico ilegal, producción y siembra de tales substancias.



El proyecto de ley sometido a la consideración del Senado cumple con los propósitos indicados. Por una parte, las normas propuestas otorgan elementos para una mayor eficacia en la labor policial y judicial, que permitan una adecuada y oportuna sanción de los delitos en él contemplados, y, asimismo, introducen una nueva concepción para abordar el problema del consumo indebido de drogas cuando éste se produce en circunstancias públicas que afectan en mayor profundidad a la comunidad.



En esta perspectiva, y no obstante que en el proyecto se sustituye la ley N° 18.403, se conservan las figuras penales básicas por las que se sancionan la elaboración y el tráfico ilícitos de drogas estupefacientes y sicotrópicas, el suministro injustificado de tales substancias, la facilitación de inmuebles para cometer alguno de los ilícitos, la asociación u organización para realizar alguna de las conductas constitutivas de los delitos que se sanciona, entre muchas otras, sin perjuicio de que en determinados casos perfecciona su tipificación.



Una de las más importantes innovaciones que el proyecto contempla es sancionar el conjunto de conductas constitutivas de hechos que caben dentro del denominado "lavado de dinero".



La principal motivación de las organizaciones delictivas dedicadas al tráfico ilegal de estupefacientes la constituye el interés económico, la obtención de ganancias. Para desalentar tal propósito, al igual que la mayoría de las naciones desarrolladas y no pocas naciones americanas, se propone sancionar las conductas que tienen por objeto ocultar o encubrir el origen ilícito de los recursos que genera el tráfico ilegal de estupefacientes. Convencido de la complejidad y multiplicidad de las acciones que se desarrollan para ocultar tal origen ilícito, el proyecto contempla una instancia de investigación preliminar, esencialmente administrativa y no contenciosa, a cargo de un organismo autónomo, como es el Consejo de Defensa del Estado, el cual, a través de un departamento especializado, deberá investigar y establecer, antes del inicio del proceso penal, la existencia de hechos sospechosos de tales conductas y recopilar pruebas que permitan fundamentar una acción penal. Durante esta investigación previa, se concede al Consejo, entre otras facultades, la de imponerse del movimiento de determinadas cuentas corrientes bancarias, depósitos y otras operaciones, sujetas por la ley a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas vinculadas a los hechos objeto de esta investigación. El alzamiento del secreto bancario durante la investigación preliminar responde a la necesidad de establecer la efectividad de las transacciones ilícitas y debe accederse a ellas en esta etapa previa para determinar y ubicar los recursos antes de una precipitada transferencia de los mismos.



No está de más agregar, sobre esta materia, que todas las legislaciones que sancionan este ilícito han otorgado facultades a sus organismos administrativos y policiales para tener acceso a las operaciones amparadas por secreto o reserva. Por su parte, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 establece reiteradamente —y como necesidad de las investigaciones— el alzamiento del secreto bancario.



En todo caso —y atendida la trascendencia de esta facultad—, el proyecto contiene disposiciones que tienen por objeto adoptar el máximo de resguardo en esta etapa. En este orden de ideas, se establece que tal investigación será secreta, sancionándose la violación de este deber con la pena contemplada en el artículo 247 del Código Penal, aun cuando no hubiere perjuicio.



De esta forma, se consideró, por una parte, la necesidad ineludible de que los organismos investigadores tengan en determinados casos acceso a información amparada por secreto o reserva, para verificar informaciones que les permitan configurar antecedentes serios y suficientes para fundar una denuncia criminal, y, por otra parte, la también necesaria protección que la ley debe contemplar para mantener la confiabilidad y seguridad del sistema económico en beneficio de inversionistas nacionales y extranjeros.



Forma parte de esta protección el hecho de que sea el Consejo de Defensa del Estado el único facultado para llevar a cabo la investigación preliminar y para ejercer la acción penal, siempre con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Se busca con ello precaver las consecuencias negativas que lleva el inicio y difusión de un sumario criminal, especialmente si luego se determina que los antecedentes fundantes de la denuncia o querella resultaron ser insuficientes. Aquí se trata de satisfacer el interés social de perseguir por todos los medios legítimos, dentro del Estado de Derecho, el delito de tráfico de estupefacientes y la figura típica de apoyo que es el lavado de dinero, pero, al mismo tiempo, de no desalentar la inversión extranjera, ya que como ha ocurrido en otros países donde se entrega a la policía la investigación —o, incluso, al ministerio público—, se corre el riesgo de que denuncias injustificadas puedan arrastrar a los tribunales a personas que realizan legítimamente inversiones importantes. Por eso, resulta indispensable armonizar estas facultades con la protección debida a los inversionistas nacionales y extranjeros, quienes deben estar sujetos a una investigación estrictamente confidencial, para no perjudicar en forma injustificada su participación en el mercado nacional e internacional.



El proyecto sanciona, además, todo acto que importe el desvío de precursores o sustancias químicas esenciales para la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas destinadas a la perpetración, dentro o fuera del país, de alguno de los hechos considerados como delitos en la ley, cumpliéndose así con las recomendaciones formuladas tanto en la convención de Naciones Unidas antes citada como por la Comisión especializada de la Organización de los Estados Americanos.



Por otra parte, y para enfrentar el serio problema del consumo indebido de solventes volátiles que existe en nuestro país y que afecta principalmente a menores marginados social y económicamente, se propone la sanción penal del suministro de tales substancias a dichos menores a sabiendas de que están destinadas a ser consumidas por éstos.



El proyecto contiene normas más amplias relacionadas con la incautación y decomiso de bienes provenientes o utilizados en la comisión de alguno de los delitos que tipifica; y prevé que el producto de la enajenación de los bienes decomisados y de las multas que se impongan sea utilizado preferentemente en programas de prevención y rehabilitación, facultando al Ministro de Bienes Nacionales para entregar algunos de tales bienes a instituciones públicas o privadas entre cuyas funciones esté la prevención del consumo indebido, el tratamiento o rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción o el control del tráfico ilícito de estupefacientes.



Siguiendo con la normativa contenida en la convención de Naciones Unidas de 1988, se faculta al tribunal para autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de estupefacientes, precursores o químicos esenciales, salgan del territorio nacional, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito de individualizar y detener a todas las personas que participan en el delito. Esta técnica, que se denomina "entregas vigiladas", constituye una herramienta altamente útil para identificar tanto a los propietarios de las substancias antes referidas como a quienes estén destinadas, y permite que, bajo vigilancia policial, se dejen circular las substancias objeto de tráfico ilícito hasta que puedan identificarse a todos los partícipes en el delito, evitando la sola detención de los que actúan únicamente como transportadores y la impunidad de los demás involucrados, como ocurre reiteradamente en la actualidad.



Reconociendo la necesidad ineludible de la cooperación judicial a nivel internacional atendido al carácter transnacional de estos delitos, el proyecto faculta al juez del crimen para requerir y otorgar la más amplia colaboración, conforme a los acuerdos y tratados internacionales suscritos por el país.



La complejidad que revisten las investigaciones de los ilícitos a que se refiere el proyecto y los medios con que cuenta la delincuencia organizada para eludir la acción de la justicia y los controles policiales aconsejan, previa autorización judicial, permitir la intervención, apertura o registro de las comunicaciones o documentos privados, o la observación de sospechosos, por un breve período, sancionándose todo abuso que pudiere cometerse en el ejercicio de estas atribuciones.



Por otra parte, el proyecto aborda de una forma novedosa la situación del consumo indebido de drogas estupefacientes y sicotrópicas. Sin desconocer la calidad de enfermo del consumidor habitual, se ha estimado necesario sancionar el consumo de estas substancias en lugares públicos o abiertos al público. La práctica de tales conductas se ha constituido en una verdadera propaganda o difusión de éstas. A la vez, la tolerancia que la sociedad muestra frente a esos actos significa realmente una aceptación de los mismos.



Por lo anterior, se establece que quienes consumieren algunas de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas en lugares abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares; centros de baile, música o similares, o en locales de detención, recintos militares o policiales, serán sancionados. Asimismo, lo serán quienes las consuman en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito. Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en hechos de la misma naturaleza deberán ser castigados con dos o más de las sanciones indicadas en el inciso primero del artículo 41 del texto en debate, o con prisión en su grado mínimo.



Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas sustancias como consecuencia de prescripción médica.



En concordancia con las recomendaciones de Naciones Unidas sobre tratamiento de reclusos extranjeros, el proyecto de ley permite el cumplimiento de la pena en el país de origen de los condenados extranjeros, en caso de existir tratados bilaterales.



Finalmente, el texto en debate modifica el decreto con fuerza de ley N° 292, de 1953, que aprueba la ley orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, otorgando a la autoridad marítima facultades para la retención y registro de naves sospechosas de ser utilizadas en el tráfico ilícito de las sustancias señaladas. Asimismo, autoriza arraigarlas y ponerlas a disposición de los tribunales competentes cuando se comprobare la existencia de hechos constitutivos de algunos de los delitos sancionados en el proyecto.



Como puede advertirse de la relación precedente, la iniciativa contiene regulaciones que abarcan todos los aspectos que aparecen de interés, sobre la materia y, a la vez, adecua nuestra legislación a las normas internacionales contempladas en los tratados suscritos por Chile.



Por las razones expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado considera que el proyecto de ley en comento es de gran trascendencia y significación, y recomienda a la Sala su aprobación en general.



La Comisión, por último, desea testimoniar su reconocimiento a la valiosa colaboración de don Gustavo Villalobos Sepúlveda, integrante del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y asesor jurídico del mismo, y de don Michel Dibán Qanawati, asesor del referido Consejo Nacional y abogado del Consejo de Defensa del Estado, y la eficiente y muy abnegada labor realizada por el Secretario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, don José Luis Alliende Leiva.



He dicho.
LEG. 327, SESIÓN 18° DE 14 DE DICIEMBRE DE 1993
TRAFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS
El señor PACHECO.— Señor Presidente, el tráfico ilícito de sustancias o drogas estupefacientes y sicotrópicas y su consumo indebido constituyen una seria alteración de la convivencia social y afecta, de una u otra forma, todas las actividades del país. Lamentablemente, Chile no está ajeno a esta problemática que daña por igual a países pequeños y grandes, desarrollados o en vías de desarrollo. Ante esta realidad, que debe ser necesariamente reconocida, las naciones han resuelto abordarla mediante una acción mancomunada, toda vez que en su conjunto se ven perturbadas por estas conductas.



Convencido de que deben enfrentarse estos fenómenos mediante una acción coordinada de todos los servicios e instituciones del quehacer nacional, el Gobierno creó en 1990 el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, órgano asesor del Presidente de la República, que tiene por fin coordinar las funciones que diferentes entidades del Estado cumplen en la materia, buscando así obtener la mayor eficacia en sus labores, evitar la duplicidad de esfuerzos y lograr el mejor aprovechamiento de los recursos. A este Consejo se le encomendó la formulación de una política nacional y un plan de acción orgánico en el cual se considerasen las medidas que deben asumirse para enfrentar adecuadamente el problema. La política aludida ha sido aprobada y se encuentra en ejecución. Asimismo, al Consejo se le encargó la elaboración de un nuevo texto legal que considerara la normativa contenida en los tratados internacionales suscritos por nuestro país, el estudio y regulación de la situación de los consumidores de drogas y, en general, adecuar la legislación a las necesidades de la investigación y sanción de los ilícitos relacionados con el tráfico ilegal, producción y siembra de tales substancias.



El proyecto de ley sometido a la consideración del Senado cumple con los propósitos indicados. Por una parte, las normas propuestas otorgan elementos para una mayor eficacia en la labor policial y judicial, que permitan una adecuada y oportuna sanción de los delitos en él contemplados, y, asimismo, introducen una nueva concepción para abordar el problema del consumo indebido de drogas cuando éste se produce en circunstancias públicas que afectan en mayor profundidad a la comunidad.



En esta perspectiva, y no obstante que en el proyecto se sustituye la ley N° 18.403, se conservan las figuras penales básicas por las que se sancionan la elaboración y el tráfico ilícitos de drogas estupefacientes y sicotrópicas, el suministro injustificado de tales substancias, la facilitación de inmuebles para cometer alguno de los ilícitos, la asociación u organización para realizar alguna de las conductas constitutivas de los delitos que se sanciona, entre muchas otras, sin perjuicio de que en determinados casos perfecciona su tipificación.



Una de las más importantes innovaciones que el proyecto contempla es sancionar el conjunto de conductas constitutivas de hechos que caben dentro del denominado "lavado de dinero".



La principal motivación de las organizaciones delictivas dedicadas al tráfico ilegal de estupefacientes la constituye el interés económico, la obtención de ganancias. Para desalentar tal propósito, al igual que la mayoría de las naciones desarrolladas y no pocas naciones americanas, se propone sancionar las conductas que tienen por objeto ocultar o encubrir el origen ilícito de los recursos que genera el tráfico ilegal de estupefacientes. Convencido de la complejidad y multiplicidad de las acciones que se desarrollan para ocultar tal origen ilícito, el proyecto contempla una instancia de investigación preliminar, esencialmente administrativa y no contenciosa, a cargo de un organismo autónomo, como es el Consejo de Defensa del Estado, el cual, a través de un departamento especializado, deberá investigar y establecer, antes del inicio del proceso penal, la existencia de hechos sospechosos de tales conductas y recopilar pruebas que permitan fundamentar una acción penal. Durante esta investigación previa, se concede al Consejo, entre otras facultades, la de imponerse del movimiento de determinadas cuentas corrientes bancarias, depósitos y otras operaciones, sujetas por la ley a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas vinculadas a los hechos objeto de esta investigación. El alzamiento del secreto bancario durante la investigación preliminar responde a la necesidad de establecer la efectividad de las transacciones ilícitas y debe accederse a ellas en esta etapa previa para determinar y ubicar los recursos antes de una precipitada transferencia de los mismos.



No está de más agregar, sobre esta materia, que todas las legislaciones que sancionan este ilícito han otorgado facultades a sus organismos administrativos y policiales para tener acceso a las operaciones amparadas por secreto o reserva. Por su parte, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 establece reiteradamente —y como necesidad de las investigaciones— el alzamiento del secreto bancario.



En todo caso —y atendida la trascendencia de esta facultad—, el proyecto contiene disposiciones que tienen por objeto adoptar el máximo de resguardo en esta etapa. En este orden de ideas, se establece que tal investigación será secreta, sancionándose la violación de este deber con la pena contemplada en el artículo 247 del Código Penal, aun cuando no hubiere perjuicio.



De esta forma, se consideró, por una parte, la necesidad ineludible de que los organismos investigadores tengan en determinados casos acceso a información amparada por secreto o reserva, para verificar informaciones que les permitan configurar antecedentes serios y suficientes para fundar una denuncia criminal, y, por otra parte, la también necesaria protección que la ley debe contemplar para mantener la confiabilidad y seguridad del sistema económico en beneficio de inversionistas nacionales y extranjeros.



Forma parte de esta protección el hecho de que sea el Consejo de Defensa del Estado el único facultado para llevar a cabo la investigación preliminar y para ejercer la acción penal, siempre con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Se busca con ello precaver las consecuencias negativas que lleva el inicio y difusión de un sumario criminal, especialmente si luego se determina que los antecedentes fundantes de la denuncia o querella resultaron ser insuficientes. Aquí se trata de satisfacer el interés social de perseguir por todos los medios legítimos, dentro del Estado de Derecho, el delito de tráfico de estupefacientes y la figura típica de apoyo que es el lavado de dinero, pero, al mismo tiempo, de no desalentar la inversión extranjera, ya que como ha ocurrido en otros países donde se entrega a la policía la investigación —o, incluso, al ministerio público—, se corre el riesgo de que denuncias injustificadas puedan arrastrar a los tribunales a personas que realizan legítimamente inversiones importantes. Por eso, resulta indispensable armonizar estas facultades con la protección debida a los inversionistas nacionales y extranjeros, quienes deben estar sujetos a una investigación estrictamente confidencial, para no perjudicar en forma injustificada su participación en el mercado nacional e internacional.



El proyecto sanciona, además, todo acto que importe el desvío de precursores o sustancias químicas esenciales para la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas destinadas a la perpetración, dentro o fuera del país, de alguno de los hechos considerados como delitos en la ley, cumpliéndose así con las recomendaciones formuladas tanto en la convención de Naciones Unidas antes citada como por la Comisión especializada de la Organización de los Estados Americanos.



Por otra parte, y para enfrentar el serio problema del consumo indebido de solventes volátiles que existe en nuestro país y que afecta principalmente a menores marginados social y económicamente, se propone la sanción penal del suministro de tales substancias a dichos menores a sabiendas de que están destinadas a ser consumidas por éstos.



El proyecto contiene normas más amplias relacionadas con la incautación y decomiso de bienes provenientes o utilizados en la comisión de alguno de los delitos que tipifica; y prevé que el producto de la enajenación de los bienes decomisados y de las multas que se impongan sea utilizado preferentemente en programas de prevención y rehabilitación, facultando al Ministro de Bienes Nacionales para entregar algunos de tales bienes a instituciones públicas o privadas entre cuyas funciones esté la prevención del consumo indebido, el tratamiento o rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción o el control del tráfico ilícito de estupefacientes.



Siguiendo con la normativa contenida en la convención de Naciones Unidas de 1988, se faculta al tribunal para autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de estupefacientes, precursores o químicos esenciales, salgan del territorio nacional, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito de individualizar y detener a todas las personas que participan en el delito. Esta técnica, que se denomina "entregas vigiladas", constituye una herramienta altamente útil para identificar tanto a los propietarios de las substancias antes referidas como a quienes estén destinadas, y permite que, bajo vigilancia policial, se dejen circular las substancias objeto de tráfico ilícito hasta que puedan identificarse a todos los partícipes en el delito, evitando la sola detención de los que actúan únicamente como transportadores y la impunidad de los demás involucrados, como ocurre reiteradamente en la actualidad.



Reconociendo la necesidad ineludible de la cooperación judicial a nivel internacional atendido al carácter transnacional de estos delitos, el proyecto faculta al juez del crimen para requerir y otorgar la más amplia colaboración, conforme a los acuerdos y tratados internacionales suscritos por el país.



La complejidad que revisten las investigaciones de los ilícitos a que se refiere el proyecto y los medios con que cuenta la delincuencia organizada para eludir la acción de la justicia y los controles policiales aconsejan, previa autorización judicial, permitir la intervención, apertura o registro de las comunicaciones o documentos privados, o la observación de sospechosos, por un breve período, sancionándose todo abuso que pudiere cometerse en el ejercicio de estas atribuciones.



Por otra parte, el proyecto aborda de una forma novedosa la situación del consumo indebido de drogas estupefacientes y sicotrópicas. Sin desconocer la calidad de enfermo del consumidor habitual, se ha estimado necesario sancionar el consumo de estas substancias en lugares públicos o abiertos al público. La práctica de tales conductas se ha constituido en una verdadera propaganda o difusión de éstas. A la vez, la tolerancia que la sociedad muestra frente a esos actos significa realmente una aceptación de los mismos.



Por lo anterior, se establece que quienes consumieren algunas de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas en lugares abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares; centros de baile, música o similares, o en locales de detención, recintos militares o policiales, serán sancionados. Asimismo, lo serán quienes las consuman en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito. Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en hechos de la misma naturaleza deberán ser castigados con dos o más de las sanciones indicadas en el inciso primero del artículo 41 del texto en debate, o con prisión en su grado mínimo.



Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas sustancias como consecuencia de prescripción médica.



En concordancia con las recomendaciones de Naciones Unidas sobre tratamiento de reclusos extranjeros, el proyecto de ley permite el cumplimiento de la pena en el país de origen de los condenados extranjeros, en caso de existir tratados bilaterales.



Finalmente, el texto en debate modifica el decreto con fuerza de ley N° 292, de 1953, que aprueba la ley orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, otorgando a la autoridad marítima facultades para la retención y registro de naves sospechosas de ser utilizadas en el tráfico ilícito de las sustancias señaladas. Asimismo, autoriza arraigarlas y ponerlas a disposición de los tribunales competentes cuando se comprobare la existencia de hechos constitutivos de algunos de los delitos sancionados en el proyecto.



Como puede advertirse de la relación precedente, la iniciativa contiene regulaciones que abarcan todos los aspectos que aparecen de interés, sobre la materia y, a la vez, adecua nuestra legislación a las normas internacionales contempladas en los tratados suscritos por Chile.



Por las razones expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado considera que el proyecto de ley en comento es de gran trascendencia y significación, y recomienda a la Sala su aprobación en general.



La Comisión, por último, desea testimoniar su reconocimiento a la valiosa colaboración de don Gustavo Villalobos Sepúlveda, integrante del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y asesor jurídico del mismo, y de don Michel Dibán Qanawati, asesor del referido Consejo Nacional y abogado del Consejo de Defensa del Estado, y la eficiente y muy abnegada labor realizada por el Secretario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, don José Luis Alliende Leiva.



He dicho.

LEG. 327, SESIÓN 20° DE 01 DE ENERO DE 1994
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

El señor PACHECO.— Señor Presidente, yo iba a manifestar exactamente lo mismo expresado por el Honorable señor Otero. Nosotros lo estudiamos en la Comisión con mucho detalle y por unanimidad llegamos a tal conclusión. Por eso pido acoger lo determinado por ella.
LEG. 327, SESIÓN 21° DE 05 DE ENERO DE 1994
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO CIVIL EN MATERIA DE RÉGIMEN PATRIMONIAL DEL MATRIMONIO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, efectivamente, esta indicación renovada, formulada en principio por el Senador señor Cantuarias, propone agregar al artículo 148 un inciso segundo, nuevo, que expresa que si como consecuencia de una acción ejecutiva se dispone el embargo de un bien familiar de propiedad del cónyuge deudor, el juez deberá ordenar que se notifique personalmente el mandamiento al cónyuge no propietario.



En la Comisión fui partidario de aprobar la indicación porque, a mi juicio, este último cónyuge quedaría en la misma situación procesal que un fiador, y podría actuar como tercero coadyuvante, en virtud del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. Pienso, en consecuencia, que ella es justa y debe ser aprobada.

LEG. 327, SESIÓN 25° DE 18 DE ENERO DE 1994
BASES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor PACHECO.— Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, deseo efectuar una breve exposición y, al mismo tiempo, formular una petición al Senado.



La Sala, conforme a lo establecido en el artículo 37 del Reglamento, dispuso que este proyecto pasara a Comisión. De conformidad con el artículo 68 de la Constitución Política de la República, en el tercer trámite de la Cámara de origen —en este caso, el Senado— deben votarse las adiciones o enmiendas hechas por la Cámara revisora en el segundo trámite constitucional. Si una o más de ellas es rechazada, debe formarse una Comisión Mixta que proponga el modo de resolver las divergencias.



El proyecto, aprobado en primer trámite constitucional por el Honorable Senado, consta de 88 artículos permanentes y 6 transitorios.



En el informe de la Comisión se consignan las disposiciones del proyecto aprobado por el Senado que fueron objeto de modificaciones por la Cámara en el segundo trámite; los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de cada una de ellas y, finalmente, las recomendaciones que ésta sugiere.



Asimismo, debo dejar constancia de que, de acuerdo con el criterio adoptado por la Comisión en sus informes, son materia de ley orgánica constitucional, y tienen que ser aprobadas con el quórum requerido por la Carta Fundamental, las normas contenidas en once artículos; pero sólo las modificaciones recaídas en los artículos 49, 55, 85 y 92, nuevo, la Cámara de Diputados las consideró de ese rango, razón por la cual el Senado debe adoptar un pronunciamiento sobre el particular. Al respecto me parece interesante —y adhiero a ella— la proposición de la Senadora señora Feliú.



Por otro lado, quiero señalar que el número total de indicaciones fue de 170; que de ellas 76 se aprobaron sin modificaciones y que a 94 se le introdujeron enmiendas. En cuanto a las aprobadas, 45 lo fueron por unanimidad y 10 por mayoría, siendo rechazadas 34 por unanimidad y 15 por mayoría.



En consecuencia, propongo aprobar todas las indicaciones que no fueron alteradas y, también, las acogidas en la Comisión por unanimidad, rechazando las que no fueron aceptadas unánimemente. De esta forma, el debate quedaría circunscrito a diez modificaciones aprobadas por mayoría y cinco que se rechazaron por mayoría. Incluso de parte nuestra —lo conversé con el Senador señor Papi, con quien fuimos minoría— habría voluntad para adherir al pensamiento de la mayoría en casi todos los casos, salvo cuatro, pudiendo el debate quedar restringido a ellos. Así, a mi juicio, agilizaremos mucho el procedimiento para el despacho de la iniciativa, pues posteriormente deberá formarse una Comisión Mixta.
LEG. 327, SESIÓN 27° DE 19 DE ENERO DE 1994
BASES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la idea de crear este Fondo especial, patrocinada por el Ejecutivo, surgió durante la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados como una manera de destacar la importancia que se atribuye al tema del medio ambiente. En el texto que aprobó el Senado se consideró sólo la posibilidad de autorizar proyectos ambientales con cargo a fondos de investigación ya existentes. No obstante, con este Fondo no se estaría agregando ninguna facultad que CONAMA no vaya a tener en virtud del propio proyecto.



Por lo anterior, señor Presidente, sugiero aprobar la modificación introducida por la Cámara.

LEG. 327, SESIÓN 27° DE 19 DE ENERO DE 1994
CREACIÓN DE TRIBUNALES Y DE CARGOS EN CORTES DE APELACIONES Y JUZGADOS DE LETRAS

El señor PACHECO.— La iniciativa en análisis considera el establecimiento de veinte nuevos juzgados de letras en diferentes Regiones del país, dispone la creación de nuevos cargos en algunas Cortes de Apelaciones y juzgados de letras y modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, adecuándolos a las disposiciones propuestas.



El proyecto se basa en estudios efectuados por el Ministerio de Justicia y en los planteamientos de las distintas Cortes de Apelaciones y de autoridades políticas y administrativas que han hecho presente la urgente necesidad de él. El movimiento de causas registrado durante los años 1990 y 1991 justifica plenamente continuar el proceso de establecer nuevos tribunales. Para la formulación de la iniciativa se ha tenido en cuenta, asimismo, la investigación realizada por la Universidad Católica de Valparaíso.



Cabe señalar que la creación de los juzgados y de cargos de personal superior en cinco Cortes de Apelaciones del país se inserta en las previsiones contempladas en los artículos 27 y 61 del Código Orgánico de Tribunales.



En lo medular, el proyecto versa sobre las siguientes materias: primero, se crean, seis juzgados de letras de menores —uno en Antofagasta, Talca, Temuco y Castro, y dos en Santiago—; trece juzgados de letras con competencia común (en Calama, Copiapó, Caldera, Coquimbo, Quintero, Colina, Puente Alto, Peñaflor, Buin, Rengo, Los Muermos, Quellón y Punta Arenas), y uno de letras en lo civil en Talcahuano. Es pertinente destacar que con ellos se habrán instalado 43 nuevos juzgados de letras en los tres últimos años.



En segundo término, se fijan las plantas de personal de dichos juzgados y se crean dos nuevos cargos en el de letras de Tocopilla.



En tercer lugar, se establecen cargos de Ministros, Fiscales, Relatores y personal de secretaría en las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua y Concepción.



Por último, se modifican el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, que dispuso la adecuación del Poder Judicial a la regionalización, para concordarlos con los cambios precedentemente señalados.



La Comisión coincidió con los objetivos del proyecto; le dio su aprobación en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Letelier y Otero y el Senador que habla, y recomienda a la Sala hacer otro tanto.



He dicho.

LEG. 327, SESIÓN 29° DE 25 DE ENERO DE 1994
BASES DEL MEDIO AMBIENTE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PACHECO.- Señor Presidente, Honorables colegas, la Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política, que tuve el honor de presidir, fue integrada por los Senadores señora Feliú y señores Cantuarias, Papi, Siebert y el Senador que habla, y por los Diputados señora Prochelle y señores Acuña, Carrasco, Martínez y Ulloa.



La Comisión propone la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley sobre Bases del Medio Ambiente.



Además, expresa que, a su juicio, serian materia de ley orgánica constitucional las proposiciones recaídas en los artículos 55, 57 y 62, y 85 y 86, nuevos.



También, deja constancia de que durante la discusión de la iniciativa ambas ramas del Parlamento oyeron a la Excelentísima Corte Suprema, la que se pronunció, favorablemente respecto de los artículos objeto de las consultas, y de que gran número de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados las acogió por unanimidad.



Señor Presidente, la Comisión Mixta, en forma unánime, propone al Honorable Senado que apruebe las proposiciones contenidas en su informe, respecto de las cuales se ha pronunciado favorablemente, como un solo todo, para que este proyecto, que es el primero en abordar el tema ambiental desde una perspectiva global, se convierta en la primera ley trascendental sobre la materia en nuestro país y en una de las más modernas de América Latina.



He dicho.

LEG. 327, SESIÓN 30° DE 25 DE ENERO DE 1994
TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SPICOTRÓPICAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la investigación del lavado de dinero es una tarea de suyo compleja, que requiere de una gran agilidad en su realización para lograr alcanzar los objetivos de la misma, porque este tipo de conductas corresponde a delitos que se cometen en varios países: el tráfico de drogas se efectúa en una donde normalmente se obtiene el producto del mismo y se intenta luego traspasar las utilidades a otros países. Por tanto, la complejidad es consecuencia del carácter central de delito, esto es, ocultar el origen ilícito de las utilidades o ganancias del tráfico de la sustancia prohibida.



En esta misma línea de argumentación, al revisar la instancia adecuada para llevar a cabo esta tarea de investigar y perseguir la conducta ilícita, se concluyó por la Comisión que el organismo idóneo para ello, dada su vasta experiencia en el tema, desde 1973, era el Consejo de Defensa del Estado.



Otro elemento que se tuvo en consideración para concebir esta investigación con las características que le señala el proyecto, es la dificultad que existe para la obtención de los medios probatorios. Juzgamos inadecuado establecer la acción pública para perseguir estos delitos, porque se podría prestar para desacreditar a otras personas.



Para poder ser eficaz en esta labor precautoria del Estado, se requiere realizar una tarea de investigación, de carácter administrativo, previa a la judicial. El denominado lavado de dinero corresponde a un delito que no existe en nuestro ordenamiento jurídico, y será el único que participará de esta característica. Los demás delitos relativos al tráfico de drogas mantendrán el carácter de delitos de acción pública que poseen en la actualidad.



En la normativa que proponemos se establecen resguardos, como es, entre otros, entregar al Consejo el ejercicio de esta función investigadora y de persecución del delito sólo cuando cuente con una mayoría importante de sus miembros, lo que protege al inversionista nacional y al extranjero de denuncias infundadas de que sea objeto.



El Consejo de Defensa del Estado otorga garantías tanto por su integración, por su autonomía —consagrada en la reciente modificación a su ley orgánica—, como por su experiencia.



Por último, las facultades que se le conceden en el proyecto no son novedosas en nuestro ordenamiento jurídico, ya que las poseen en la actualidad organismos, como el Servicio de Impuestos Internos, para los efectos de la investigación de los delitos tributarios, el Servicio de Aduanas y los servicios de salud.



Por todas estas consideraciones, somos partidarios de rechazar esta indicación renovada.

LEG. 327, SESIÓN 31° DE 26 DE ENERO DE 1994
TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTRÓPICAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, desde hace aproximadamente una hora estamos discutiendo de nuevo la indicación renovada N° 16 —presentada originalmente por el Honorable señor Otero para suprimir el artículo 14—, en circunstancias de que ella se rechazó por 14 votos contra 8 (entre quienes votaron en contra estuvimos los Senadores señores Fernández, Letelier y el que habla), después de haberse debatido extensamente, aprobándose en definitiva el criterio de la Comisión.



Ahora, ¿cuál es el problema? La acción privada que se consagra en la disposición sólo se refiere al lavado de dinero —¡y nada más!—, que es una figura delictiva inédita en nuestro ordenamiento jurídico (el denominado "lavado de dinero" no está contemplado en la legislación en vigor). Las demás conductas delictivas concernientes al tráfico de drogas mantendrán el carácter de delitos de acción pública que tienen en la actualidad.



En nuestro sistema legal existen precedentes de acciones que participan de aquella característica. Por ejemplo, los delitos tributarios, que sólo pueden ser perseguidos por el Servicio de Impuestos Internos, y los contemplados en la Ley de Seguridad del Estado, cuya acción y su posterior desistimiento corresponden privativamente al Ministro del Interior.



El Consejo de Defensa del Estado —al revés de lo que se ha dicho— otorga plenas garantías, tanto por su integración y autonomía (consagrada en una reciente modificación de la ley respectiva) como por su experiencia.



Por otra parte, las facultades que se le conceden en el proyecto no son novedosas en nuestro ordenamiento jurídico, ya que las poseen, para los efectos de la investigación, además del Servicio de Impuestos Internos y del Ministro del Interior (éste en la Ley de Seguridad del Estado), el Servicio de Aduanas y los Servicios de Salud.



Las posibles amenazas o riesgos para la seguridad de las personas a que se ha hecho alusión son aplicables también a todos los funcionarios, incluidos los del Ministerio Público, de aceptarse la indicación pertinente de la Honorable señora Feliú. Esta posibilidad resulta inconveniente, en razón de que los fiscales de las Cortes de Apelaciones no cuentan con los medios necesarios para desarrollar en forma eficiente esa función. Por otro lado, en caso de que se concediera acción pública a fin de que los tribunales investigaran estos delitos, ello se prestaría para que se cometieran acciones de venganza y de desprestigio en contra de las personas, puesto que son difíciles de acreditar, toda vez que los actos que se realizan son lícitos, pero no así el origen de recursos. Además, la absolución de que fuera objeto el inculpado sería difícil de explicar ante la opinión pública, por lo que de todas maneras se le podría causar un daño grave e injustificado.



Por todas esas razones, en la Comisión voté en contra de esta indicación, y cuando se discutió y votó ayer aquí, en la Sala también la rechacé.

LEG. 327, SESIÓN 31° DE 26 DE ENERO DE 1994
DESPEDIDA A SENADORES QUE  TERMINAN SU MANDATO

El señor PACHECO.— Señor Presidente, señores Senadores:



Es éste, para mí, un momento de gran trascendencia y emoción, en el que me despido de mis Honorables colegas del Senado, con quienes he compartido labores durante cuatro años, y, desde esta Alta Tribuna, de los habitantes de la Región que tengo el honor de representar.



El 10 de marzo terminará mi período como Senador de la República por la Séptima Región del Maule (Norte), para el cual fui elegido el 14 de diciembre de 1989.



Al culminar este mandato, de tan sólida raigambre popular, siento, en mi conciencia, la honda satisfacción de haber procurado, durante estos años, poner toda mi inteligencia en la solución de los problemas de la Región y todo mi corazón en el afecto por sus habitantes.



En esta perspectiva regional, la experiencia como Senador ha sido para mí muy valiosa, intelectual y espiritualmente.



He conocido en profundidad las provincias de Talca y Curicó, en toda su extensión, de cordillera a mar, recorriendo periódicamente las 9 comunas de la provincia de Talca: Talca, Constitución, Maule, San Clemente, Pelarco, Empedrado, Pencahue, Curepto y Río Claro; y las 9 comunas de la provincia de Curicó: Curicó, Molina, Teno, Sagrada Familia, Romeral, Rauco, Hualañé, Licantén y Vichuquén; conociendo de cerca a sus habitantes; encontrando entre los trabajadores, temporeros, pobladores, profesores, agricultores, empresarios, comerciantes, intelectuales, artistas, jóvenes, dueñas de casa y gente sin trabajo, personas extraordinariamente valiosas, y estableciendo, con mucho de ellos, vínculos de amistad y afecto que nunca olvidaré. He conocido sus problemas y necesidades, especialmente los de quienes son más pobres, en toda su intensidad y dramatismo, haciéndolos míos, y también sus testimonios de bondad y generosidad, que me acompañarán para siempre.



Durante estos cuatro años he trabajado arduamente por solucionar los múltiples problemas de la Región del Maule, especialmente en materia de educación, salud, vivienda y obras públicas, procurando servir a todos sus habitantes, sin distinción social, política o religiosa. Periódicamente les envié informes escritos detallados de la labor realizada. Como resumen de ellos, creo poder decir que estoy satisfecho de haber contribuido al progreso de esa Región, que hoy presenta un nuevo rostro.



En el Senado de la República he encontrado un ambiente excepcional. En el diálogo con todos los Senadores he profundizado experiencias políticas, valorando la generosidad en el servicio público y el esfuerzo en el trabajo que realizan por el bien común.



Durante este período he sido miembro de cuatro Comisiones del Senado: las de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; de Educación y Cultura; de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía; y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, en el seno de las cuales participé en importantes trabajos de elaboración legislativa.



Con todos los Senadores y funcionarios, sin excepción, me he relacionado con vínculos de amistad y afecto, que nunca olvidaré.



En cuanto a los funcionarios del Senado, he podido apreciar que constituyen un grupo humano de gran experiencia, profesionalismo, eficiencia y afectuosidad.



Al considerar, tanto mi labor en favor de la Región como mi desempeño en las tareas legislativas, puedo expresar mi alegría de haber sido parte de un gran proceso histórico nacional.



En efecto, en este período colaboré lealmente, en ambos campos, con el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin para hacer realidad las esperanzas y expectativas que la gran mayoría de los chilenos tenían, a fin de convertir a Chile en un país democrático, justo, solidario, donde se respeten los derechos humanos. Hoy se ven en alta medida cumplidas esas esperanzas y expectativas.



Deseo agregar una palabra especialmente afectuosa para aquellos con quienes comparto más directamente una vocación y un ideario.



En la actividad política del Partido Demócrata Cristiano, a nivel nacional y en las provincias de Talca y Curicó, he conocido a sus militantes, apreciando su idealismo y generosidad. Esos rasgos son muy consecuentes con el hecho de que la Democracia Cristiana es un movimiento de inspiración cristiana que busca establecer en Chile un régimen político democrático que garantice la plena vigencia de los derechos humanos y organice un orden social y económico al servicio del bien común. Sus militantes deben tener siempre conciencia de que su actividad debe ser intrínsecamente moral, fraterna y fundada en el amor.



Considero que, a la luz de esos propósitos, es indispensable preocuparse, en forma constante, de la formación doctrinaria de los militantes, como, asimismo, de incorporar vitalmente a la juventud, despertando en ella la mística que constituyó históricamente el fundamento de nuestro Partido.



Al terminar mi período como Senador, agradezco a Dios por esta nueva demostración de bondad que ha tenido para conmigo.



Agradezco al señor Presidente del Senado, don Gabriel Valdés, todas las atenciones recibidas y lo felicito por su brillante desempeño. Su presidencia ha honrado a esta Corporación y a la democracia chilena.



Agradezco al señor Vicepresidente, a cada uno de los Senadores, sin excepción, las múltiples demostraciones de afecto con que me distinguieron y lo mucho que aprendí en la convivencia con ellos.



Agradezco al señor Secretario, al señor Prosecretario, al señor Edecán y a cada uno de los funcionarios de Secretaría, de Comisiones, de Informaciones, de Redacción, de Tesorería; a las secretarias administrativas; a las operadoras telefónicas; a los oficiales administrativos; al personal de servicios, de ascensores y de comedores; a los choferes, a los técnicos de mantención y, en general, a todos los que trabajan en el Senado, por las atenciones que recibí de todos ellos.



Agradezco a todos los representantes de los medios de comunicación que cubren las informaciones del Senado, por su afecto y valiosa colaboración.



Agradezco a todos los habitantes de la Región del Maule el alto honor que me confirieron y la afectuosa acogida que siempre me brindaron.



Agradezco a las autoridades de la Región: intendente, gobernadores, secretarios ministeriales, alcaldes, concejales; autoridades civiles, militares y eclesiásticas, por la amistad con que me honraron.



Agradezco a los medios de comunicación social de la Región y a quienes trabajan en ellos, por la generosa acogida que siempre otorgaron a mi labor.



Expreso mi más sincero y fraternal reconocimiento a los dirigentes, militantes, simpatizantes y amigos de la Democracia Cristiana, por su contribución al trabajo común.



Agradezco a Adriana, mi señora, su valiosa colaboración y permanente estímulo, sin los cuales habría sido imposible el cumplimiento de mi labor parlamentaria, como asimismo la generosidad de mis hijos, nietos y familiares.



Agradezco a quienes trabajaron conmigo en las cinco oficinas que establecí para atender mis actividades como Senador: en Santiago, Valparaíso, Talca, Curicó y Molina. Su valiosa colaboración me permitió el contacto permanente con la comunidad maulina, supliendo, muchas veces, limitaciones de tiempo y distancia.



Termina una experiencia muy trascendente, grata y emotiva de mi actividad pública, pero seguirán vivos los ideales por los cuales, permanentemente, la he orientado. Tengan la certeza de que siempre encontrarán en mí a un amigo dispuesto a compartir fraternalmente su camino, que en estos años ha pasado a ser también el mío.



A todos, mis agradecimientos más profundos.

LEG. 327, SESIÓN 33° DE 09 DE MARZO DE 1994
TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS

El señor PACHECO.— Señor Presidente, como ya se ha hecho notar, este tema se discutió extensamente en la Comisión de Constitución y en la Sala en sesión anterior. Aquélla rechazó la indicación con los votos de los Senadores señores Fernández y Letelier, además del mío; y en el Senado ya hubo pronunciamiento respecto de la competencia del Consejo de Defensa del Estado.



El proyecto otorga al Consejo facultades para realizar una investigación administrativa previa y las actuaciones conexas a ella, lo que no configura el ejercicio de funciones jurisdiccionales, como aquí se ha dicho.



El artículo 14 es concordante con la disposición contenida en el artículo 13. La investigación secreta que realizará el Consejo no se contrapone con el ejercicio de la función jurisdiccional que compete a los tribunales de justicia. El combate al narcotráfico requiere de facultades excepcionales para evitar el daño a la sociedad, las que, en otro contexto, podrían eventualmente estimarse atentatorias contra derechos fundamentales de la persona, como aquí se ha indicado. A mayor abundamiento, es posible que a corto plazo sea necesario dotar a esta entidad todavía de una mayor agilidad y rapidez en el ejercicio de sus atribuciones. Las medidas que se establecen en la iniciativa se justifican plenamente en razón de que se está frente a una de las amenazas más importantes y severas que experimenta la organización social.



El sentido y alcance de la investigación que realizará el Consejo se encuentran claramente determinados en el inciso tercero del artículo 14, en el cual se precisa con claridad que la investigación será preliminar, administrativa y no contenciosa.



Por todo esto, señor Presidente, una vez más afirmo que la indicación renovada debe ser rechazada.

